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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau y de Educación, señor Joaquín Lavín Infante; el Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado Andrade y el Subsecretario de Educación, señor Fernando Rojas Ochagavía.
Actuó de Secretario el subrogante, señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario, el subrogante, señor Mario Labbé Araneda.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente). Las actas de las sesiones 85ª y 86ª, ambas ordinarias, en 11 y 12 de enero del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Seis de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.022 con el objeto de establecer un nuevo plazo para el cierre de tribunales del trabajo de Santiago que señala (boletín N° 7.434-07).



Con los dos siguientes hace presente la urgencia, calificada de “suma”, acerca de las iniciativas que se indica a continuación:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores, de Hacienda y de Economía, Fomento y Turismo y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile (boletín N° 6.759-10).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea una comisión permanente de coordinación del sistema de justicia penal (boletín N° 7.193-07).



Con los tres últimos retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, sobre las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (boletín N° 7.309-21).



2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.290 con la finalidad de exigir cinturones de seguridad y artefactos técnicos limitadores de velocidad en los buses de transporte público (boletín N° 3.800-15).



3.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula los actos electorales de chilenos en el extranjero (boletín N° 7.358-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Ocho de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha aprobado el proyecto que prorroga el plazo de calificación otorgado a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura creada por la ley N° 20.405, y concede acceso que indica para fines particulares que se señala (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 7.435-17) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a las Comisiones de Hacienda y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas.



Con el segundo comunica que ha prestado su aprobación al proyecto que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.212-15) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Con el tercero informa que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Chahuán y Tuma, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Sergio Abad Antoun (boletín N° 7.042-07).



--Se toma conocimiento y se remite el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el cuarto comunica que aprobó, con la enmienda que indica, el proyecto de reforma constitucional relativo a la supervigilancia y control de armas (boletín N° 5.373-07) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los dos siguientes informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado a las iniciativas que se indica a continuación:


1.- Proyecto de ley que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles (boletín N° 7.064-05).


2.- Proyecto que modifica el artículo único de la ley N° 20.411, de 2009 (boletín N° 6.831-01).


--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Con el penúltimo solicita el acuerdo del Senado para desarchivar el proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza para incorporar el título profesional de Geólogo entre aquellos que requieren el grado de licenciado universitario (boletín N° 5.037-04), el cual se encuentra radicado en la Cámara de Diputados.



--Se accede.



Con el último comunica que ha aprobado la observación de Su Excelencia el Presidente de la República formulada al proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Ocho del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros envía copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 474, parte final, del inciso tercero, del Código del Trabajo, y 38, inciso tercero, y 38 bis, de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los seis siguientes remite copia autorizada de las sentencias definitivas recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933, 2° de la ley N° 20.015 y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Salud.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Ministro del Interior, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Larraín, referido a una petición de la Junta de Vecinos N° 9 Orilla del Maule, de la Región del Maule, para que se instalen mesas receptoras de sufragios en el sector.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, en relación con la precisión de datos para determinar la cesantía que afecta a la Región del Biobío.



Del señor Ministro de Agricultura, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, para aclarar diversos aspectos vinculados a la gestión técnica que el Servicio Agrícola y Ganadero lleva a cabo sobre el control sanitario en pasos de frontera. 



Del señor Director Ejecutivo de Pro Empleo, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a la precisión de datos para determinar la cesantía que afecta a la Región del Biobío.



De la señora Secretaria Ejecutiva (S) del Consejo de Monumentos Nacionales, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca del alcance que tiene la desafectación de una zona de su condición de monumento nacional.



Del señor Intendente de la Región de Antofagasta, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, referido al estado de avance del proyecto de reconstrucción de la Prefectura de la Policía de Investigaciones de Tocopilla. 



De la señora Secretaria Municipal de Antofagasta (S), con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, respecto de la situación que aqueja a los vecinos agrupados en la Administración del Grupo Habitacional “Aníbal Pinto” de aquella comuna.



Del señor Juez de Letras, Garantía y Familia, titular de Isla de Pascua, con el que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Letelier, atinente al procedimiento policial llevado a cabo el 3 de diciembre del año pasado en dicho territorio insular. 



Del Presidente en ejercicio y del ex Presidente del Consejo Consultivo Previsional, con el que remiten el Informe 2009 sobre el Sistema de Pensiones Solidarias.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Hacienda y segundo informe de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.074-05) (Véanse en los Anexos, documentos 4, 5 y 6).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.946-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.187-04) (Véase en los Anexos, documento 8).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.290 con la finalidad de exigir cinturones de seguridad y artefactos técnicos limitadores de velocidad en los buses de transporte público (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 3.800-15) (Véase en los Anexos, documento 9).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención de Asistencia Mutua en Materia Penal, suscrita en Estrasburgo el 20 de abril de 1959, y sus Protocolos Adicionales, suscritos en los años 1978 y 2001 (boletín N° 6.786-10) (Véase en los Anexos, documento 10).



De la Comisión Bicameral, relativo al Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria (Véase en los Anexos, documento 11).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y certificado de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre Calidad y Equidad de la Educación (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 7.329-04) (Véanse en los Anexos, documentos 12 y 13).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señor Horvath, señoras Alvear y Pérez (doña Lily) y señores Cantero y Chahuán, con la que inician un proyecto de ley relativo a la observancia de los días sagrados de la fe Baha’i por sus feligreses (boletín N° 7.450-07) (Véase en los Anexos, documento 14).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



De los Senadores señores Girardi, Chahuán y Ruiz-Esquide, con la que dan inicio a un proyecto de ley que exige al comercio informar sobre la composición nutricional de los alimentos que expenden (boletín N° 7.451-11) (Véase en los Anexos, documento 15).



--Pasa a la Comisión de Salud.



De los Senadores señores Zaldívar (don Andrés), Escalona y Lagos, con la que inician un proyecto de ley en materia de información acerca de operaciones cambiarias del Gobierno (boletín N° 7.452-05) (Véase en los Anexos, documento 16).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



De los Senadores señores Girardi, Chahuán y Navarro, con la que dan inicio a un proyecto de ley sobre libre acceso a playas y riberas de mar, lagos y ríos (boletín N° 7.453-12) (Véase en los Anexos, documento 17). 



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales. 



Del Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley que sanciona a quien se aprovechare de la alteración de un medidor de agua potable (boletín N° 7.454-07) (Véase en los Anexos, documento 18). 



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



De los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide, con la que dan inicio a un proyecto de ley que prohíbe toda forma de publicidad del tabaco y restringe su consumo (boletín N° 7.456-11) (Véase en los Anexos, documento 19).



--Pasa a la Comisión de Salud. 

Permiso constitucional 



Solicitud del Senador señor Girardi para ausentarse del territorio nacional entre los días 20 y 29 de enero del año en curso. 



--Se accede.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los Comités, en reunión celebrada hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- Incorporar a la tabla de la presente sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el Acuerdo de la Comisión Bicameral relativo al Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria, del que se ha dado cuenta hoy.



2.- Tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el informe de la Comisión Mixta, que figura en el Orden del Día de hoy, recaído en el proyecto de ley referido al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes.



3.- Tratar, en el Orden del Día de la presente sesión, el proyecto de ley sobre calidad y equidad de la educación (boletín N° 7.329-04) y discutirlo en general por dos horas, luego de lo cual se debatirá en particular.



4.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley sobre instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, hasta las 13 del día 21 de marzo, las que deben ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. Una vez despachada por este órgano técnico, la iniciativa pasará a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



5.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto que evita la contaminación por algas de las cuencas hidrográficas, hasta las 18 de hoy, las que han de ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

El señor ESCALONA.- ¿Me permite, señor Presidente, para referirme a la Cuenta? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en el párrafo denominado “Comunicaciones”, se da cuenta de aquella que envió el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, en que informa la designación de los ex Senadores señora Evelyn Matthei y señor Andrés Allamand como Ministros de Estado, en las Carteras del Trabajo y Previsión Social y Defensa Nacional, respectivamente. Y luego, la Secretaría señala: “Se toma conocimiento para los efectos del artículo 51 de la Constitución Política de la República.”.



No hay precedentes al respecto y no tengo ninguna intención de retardar la asunción de las personas que se nombren para reemplazar a los Senadores ya mencionados, pero me llama la atención el procedimiento.



Entiendo que el que toma razón de los decretos es el Contralor General de la República. 



En consecuencia, desde mi punto de vista, el oficio para poner en práctica el mecanismo de reemplazo debiese ser emitido por este.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene razón, Su Señoría.



Por lo mismo, dicha comunicación se retiró de la Cuenta. Tanto el señor Secretario como el Prosecretario, don Mario Labbé, no la leyeron al efectuar la relación por petición expresa de la Mesa y por la resolución que adoptaron los Comités.



Vamos a esperar la publicación del Diario Oficial a los efectos de establecer la incompatibilidad en que han caído los todavía Senadores señora Matthei y señor Allamand, y a partir de ahí proceder a llenar las vacantes según el procedimiento que establece la Constitución, en el sentido de que la propuesta la hacen los partidos políticos respectivos.



Por tal motivo, dicha comunicación no se leyó en la Cuenta. Lamentablemente, no alcanzamos a retirarla de los textos que Sus Señorías tienen en sus escritorios.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría, para referirse a la Cuenta o a los acuerdos de Comités.

El señor LONGUEIRA.- Es sobre la Cuenta, señor Presidente.



No sé si escuché bien, pero entendí que se prorrogó hasta el 21 de marzo el plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones.



¿Cuál es el motivo para establecer el nuevo plazo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo solicitó el Ejecutivo, señor Senador.



Entendemos -así lo imagino- que como hay cambio en el Gabinete los nuevos Ministros querrán interiorizarse a los efectos de realizar alguna propuesta. Pero es una petición del Ejecutivo. Además, junto con ello -así se leyó en los acuerdos de Comités-, una vez que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones despache la iniciativa esta pasará a la de Vivienda.



Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, solicito que recabe el asentimiento de la Sala con el objeto de extender el plazo para presentar indicaciones al proyecto que crea el Ministerio de Desarrollo Social.



¿Es posible?

El señor PIZARRO (Presidente).- Qué sugiere, Su Señoría.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Lo que usted diga, señor Presidente.



Solo pido un poco más de plazo. Hasta el lunes.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, la Comisión se encuentra a punto de despachar el proyecto en particular. Estamos citados para el jueves en la mañana a fin de terminar su estudio. Por lo demás, el plazo para formular indicaciones ha vencido dos veces.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, si la Comisión lo tratará el jueves en la mañana podría abrirse un plazo hasta mañana, a las 18.



No creo que signifique un mayor inconveniente.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No lo hay.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Entonces, se extiende el plazo hasta mañana miércoles, a las 18.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, creemos que el nuevo plazo, hasta el 21 de marzo próximo, para formular indicaciones a la iniciativa que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, es excesivo. 

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡Saquémosla luego!

El señor CHAHUÁN.- El Gobierno se había comprometido a hacer presente la  urgencia para el tratamiento del proyecto. Si bien hay un nuevo Ministro estimamos que un plazo razonable debiera contemplarse para la primera semana de marzo o, a lo sumo, para el 10. Tampoco me parece adecuado que luego pase a la Comisión de Vivienda. De ser posible deberíamos resolverlo en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones a fin de despacharlo de una vez por todas y no seguir con el “compra huevos”, porque, en definitiva, ya han pedido verlo otras Comisiones, además de la de Vivienda, por ejemplo, la de Constitución. 



A nuestro juicio, el proyecto requiere un despacho urgente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador señor Chahuán, no quiero abrir el debate porque no corresponde. Por lo demás, se trata de un acuerdo unánime de los Comités y el suyo estaba representado en esa reunión. Sin embargo, todavía tenemos tiempo para modificarlo, si a usted le parece, el día de mañana.



No vamos a abrir discusión respecto al tema y vamos a seguir con el Orden del Día.

El señor ESCALONA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, deseo referirme a la Cuenta.



En relación con el proyecto que prorroga el plazo de calificación otorgado a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, el señor Secretario me informa que será visto por las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y de Hacienda, unidas. Sin embargo, en el ejemplar de la cuenta que se nos entregó se dice otra cosa. 



Quiero confirmarlo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, en la lectura de la Cuenta se estableció que van a funcionar las Comisiones unidas, en la idea de que puedan sesionar de aquí a mañana y así despachar el proyecto en la tarde para que pueda volver a la Cámara de Diputados.

El señor ESCALONA.- Muy bien.
El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a proceder con el homenaje que el Senado rendirá en memoria del ex Presidente de la República, don Eduardo Frei Montalva, con motivo del centenario de su natalicio.



--(Manifestaciones en tribunas).

HOMENAJE EN MEMORIA DE DON EDUARDO FREI MONTALVA 

EN CENTENARIO DE SU NATALICIO

El señor PIZARRO (Presidente).- Estimados señores Senadores, estimada familia del ex Presidente de la República don Eduardo Frei Montalva, camaradas de la Juventud Demócrata Cristiana:



Hoy el Senado se ha convocado para conmemorar el natalicio de uno de sus miembros más ilustres, don Eduardo Frei Montalva.



Su figura ha sido una continua fuente de inspiración para la vida pública y para la vida política de nuestro país. Muchos de los que estamos aquí, muchos de los Senadores presentes, no solo democratacristianos, han encontrado en la trayectoria de Eduardo Frei Montalva un estímulo significativo y una apertura de horizontes para el propio quehacer político.



En su desarrollo político, ocupa un papel central su vida parlamentaria. Y eso es lo que queremos recordar de manera especial esta tarde.



Cabe destacar que su primer cargo de elección popular fue la Senaduría por la segunda circunscripción electoral, que abarcaba a las entonces provincias de Atacama y Coquimbo y de la cual formaba parte el territorio de la circunscripción que hoy me honro en representar.



Creo del caso puntualizar que su ingreso al Senado fue posterior a tres postulaciones fallidas a la Cámara de Diputados. Y aquí resalta ya esa vocación política verdadera, que persiste a pesar del fracaso electoral y busca tenazmente un cauce de expresión y desarrollo.



En esos años, Eduardo Frei Montalva va a aprender una lección fundamental: que los políticos muestran su calidad, no en los momentos de éxito, sino en los de dificultades; no mientras el viento está a favor, sino cuando se tiene que conducir en medio de la crisis y la confusión. Y recibirá los aplausos y las victorias con la misma sobriedad que da el caminar solitario en medio del desierto.



Fue muy difícil afrontar su primera campaña senatorial, debido a los escasos recursos existentes. La Falange Nacional era una fuerza política sin influencia en la zona y que no tenía ningún apoyo en los medios de comunicación locales.



Sin embargo, la trayectoria política de Frei Montalva ya le permitía transmitir una visión de Chile que cautivó a un electorado muy tradicional en sus preferencias.



Así, el 6 de marzo de 1949 es elegido el primer Senador falangista del país, cargo en el que se mantendrá hasta 1964. 



En 1964 asume la Presidencia de la República y debe renunciar a su segundo período senatorial, que había ganado en los comicios parlamentarios de 1957, esta vez por la circunscripción de Santiago.



Frei Montalva era claramente consciente de que el Senado al cual ingresaba tenía un peso histórico en la vida republicana chilena.



Le gustaba recordar que Benjamín Vicuña Mackenna, Domingo Santa María, José Manuel Balmaceda, Manuel Antonio y Guillermo Matta, Pedro León Gallo, Enrique Mac Iver, Zorobabel Rodríguez e Isidoro Errázuriz, entre otros, habían formado parte de esta Corporación.



¿Cuál fue el ambiente que encontró ese joven político de 39 años al ingresar a la Cámara Alta?



Él mismo recordaba: “Me tocó estar en el Senado cuando era su Presidente don Arturo Alessandri. Me tocó ser Senador junto con don Carlos Ibáñez del Campo. Y la verdad es que el ambiente era de respeto absoluto y en las Comisiones se trabajaba con intensidad y seriedad. Para mí,” -decía Frei- “eso fue una lección muy grande”.



Eduardo Frei Montalva, fiel a su estilo de trabajo, contribuyó laboriosamente en las Comisiones de esta Corporación. 



Sentía, además, la responsabilidad de ser el único representante de la Falange Nacional, condición que tuvo por algunos años.



Formó parte de las Comisiones de Hacienda y Presupuesto, de Obras Públicas y Vías de Comunicación, y participó activamente en debates de gran importancia para el país, como los vinculados con el manejo de la inflación; el aumento de la producción nacional; la situación internacional del mercado del cobre; la influencia del Estado en la economía; la infraestructura vial y aérea, y el papel de las provincias en el desarrollo económico, entre otros.



Toda esa actividad fue formadora, ya que le permitió tener una visión completa de los desafíos del país.



Sus ponencias y discursos en el Senado fueron reconocidos por la profundidad del análisis; la relevante cantidad de cifras e información que contenían; el estilo académico y didáctico que empleaba, y el uso de ejemplos comparativos.



Especialmente recordadas son sus apasionadas intervenciones respecto a las relaciones interamericanas, ya que, terminada la Segunda Guerra Mundial, temas como la intervención estadounidense en Latinoamérica, el enfrentamiento de la expansión del comunismo, la Guerra Fría y la creación de un sistema de cooperación americano fueron largamente discutidos en el mundo político nacional.



En aquellos años los debates parlamentarios alcanzaban gran notoriedad en la opinión pública y los medios. La calidad de la oratoria y la preparación de las materias por tratar podían catapultar la carrera política de los integrantes de ambas Cámaras hacia la Presidencia de la República. Efectivamente, desde 1932 hasta 1973, todos los Presidentes de Chile ejercieron como Senadores en algún momento de sus vidas.



Es por ello que los medios de prensa de mediados del siglo XX acostumbraban a confeccionar ránquines con los políticos más destacados, siendo los mismos periodistas que cubrían la sección política quienes elegían a los ganadores. 



En diferentes ocasiones Frei Montalva fue reconocido por los medios debido al alto nivel de documentación de sus exposiciones y lo destacado de su participación en los diversos debates.



Por ejemplo, en 1954 el diario “Las Últimas Noticias” lo distinguió como el “Senador más brillante” (¡era otro diario, sin duda; hoy día lo habrían reconocido por otras cosas...!). En 1955 recibió el título de “La figura política del año” en el ranquin periodístico anual, por su labor como “político, legislador, conferencista y escritor”.



Quiero enfatizar, señor Presidente, que la figuración nacional que iba logrando Frei Montalva fue acompañada siempre por la preocupación por las provincias que representaba.



En una carta a nuestra Gabriela Mistral, le narraba sus impresiones después de una visita a su zona: “En estos días he recorrido el Norte. No las ciudades, sino los campos. Y he visto cosas de partir el alma. Créame, Gabriela, que si en algo hemos sido fieles, ha sido en nuestra defensa a los pobres”.



Su preocupación por aquellas provincias se expresó de diferentes maneras. Fiscalizó varios proyectos que las favorecían. Fomentó un plan especial de regadío. Solicitó financiamiento para terminar la Fundición de Minerales de Paipote. Pidió fondos especiales para recuperar el sector céntrico de Copiapó. Exigió mejorar el sistema de adquisiciones de vivienda en los sectores urbanos de La Serena. Presentó un detallado informe de la sequía que afectaba a la zona, para que las autoridades actuaran con prontitud.



La misma aplicación que desarrollaba frente a temas nacionales, Frei Montalva la mostraba en su tratamiento de los problemas de la zona que representaba.



¿Cuál fue el balance que hizo de esos años? Él mismo describe su período en el Congreso como una época apasionante: “Me obligaba a estudiar,” -decía- “me obligaba a aprender mucho, a oír. Una vida muy intensa y, por lo mismo, muy feliz”.



Sobre la Institución, señaló: “Nuestro Parlamento tiene una tradición brillante como no creo que la tenga ningún otro en América Latina”. 



Con la conciencia del valor del Congreso Nacional, en su vida como Presidente de la República nunca lo menoscabó o trató de disminuir sus facultades. Tenía plena convicción de que la democracia ganaba con el fortalecimiento de sus instituciones y perdía con el personalismo que busca colocar el colectivo en función de intereses individuales.



Honorables Senadoras y Senadores; amigas y amigos presentes en las tribunas:



A cien años del nacimiento de Eduardo Frei Montalva y aproximándonos a nuestro bicentenario institucional, queremos  que su ejemplo nos acompañe en nuestras actividades. 



Por eso, hoy inauguraremos un busto con su inconfundible figura. Y deseo decir también que el Senado acordó financiar un busto definitivo, que se instalará durante el año en curso en esta Corporación, para recordar su ejemplo de manera permanente.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Así resonarán en nuestras salas sus expresiones: “Realizar la democracia de veras y no formal; realizar la justicia de veras y no en palabras; realizar el desarrollo económico de veras y no en las estadísticas”.



Sin duda, la figura de Eduardo Frei Montalva nos recordará por sobre todo que es posible llevar a cabo una política con grandeza de espíritu, con altura de miras, con generosidad, basada -como él decía- en un profundo amor por Chile y su gente.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- A continuación intervendrán los representantes de los Comités que adhirieron a este homenaje.



En primer lugar, tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente; Honorable Senado, estimado colega señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle; estimado colega señor Ignacio Walker, Presidente del Partido Demócrata Cristiano; familiares de don Eduardo Frei Montalva:



En nombre de la bancada del Partido Por la Democracia, rindo homenaje en memoria del ex Senador, ex Presidente del Senado y ex Presidente de la República don Eduardo Frei Montalva con ocasión de conmemorarse el centenario de su nacimiento.



Distinguidos colegas, sería imposible entender el Chile de hoy sin conocer la obra de Eduardo Frei Montalva y el pensamiento humanista cristiano, del cual fue principal referente durante más de 50 años.



Si hay algo que definió su actividad como servidor público, fue su doble rol: como hombre de acción política y como intelectual cristiano.



Era, sin duda, otro Chile, con una clase política concentrada en la búsqueda de un proyecto de desarrollo nacional para nuestro país y donde Eduardo Frei trató de generar una tercera vía, entre las opciones liberales y conservadoras, por una parte, y el pensamiento materialista del marxismo clásico, por la otra.



Alumno talentoso, disciplinado y emprendedor, desde muy joven resaltó entre sus pares.



Tenía dotes naturales de liderazgo, pero de un liderazgo cuyas raíces no arrancaban del puro carisma, sino también del saber, de la capacidad de trabajo y, sobre todo, de su prudencia, realismo y buen juicio.



Nunca se dejó llevar por el voluntarismo; menos por el maximalismo. Al contrario, siempre dio muestras de una racionalidad y de un apego a su fe que le permitieron cimentar una vida pública y privada marcada por la ética cristiana. 



Pero la prudencia y el buen criterio no se pueden confundir ni con la tibieza ni mucho menos con el conformismo y la inacción.



Fue rebelde cuando, desde la Asociación Nacional de Estudiantes Católicos, hizo imprimir la encíclica Rerum novarum, que la jerarquía conservadora de la Iglesia de Chile no había publicado, ni menos difundido, pese a que ya se cumplían cuatro décadas desde su emisión por la Santa Sede.



Fue rebelde cuando lideró a los jóvenes del Partido Conservador para formar la Falange Nacional, que luego daría origen al Partido Demócrata Cristiano.



Y mostró su decisión y consecuencia cuando, a costa de hipotecar su futuro como académico, contribuyó decididamente al derrocamiento del General Ibáñez, en 1931, dirigiendo la primera huelga conjunta de las Universidades Católica y de Chile.



Lector compulsivo y estudioso, siempre buscó estar al día en lo que sucedía en Chile y el resto del mundo.



Incluso, desde la redacción de su tesis de grado expresó su sensibilidad y compromiso con los problemas sociales que aquejaban a nuestro país.



Así, redactó una monografía, El régimen del salariado y su posible abolición, en la cual sostenía: “El régimen del salario significa una cosa que es imposible de aceptar como definitiva: la separación del capital y del trabajo (...) Sin que se opere esta reunión en el fondo todo será inútil. El trabajo y el capital serán enemigos y no podrá establecerse un régimen de cooperación, que es lo humano, lo justo y lo que traerá consigo la paz social”.



Ahí estaba la semilla de lo que con los años se transformaría en las tesis políticas del comunitarismo, uno de los pilares de la doctrina humanista cristiana, que enarbolaría hasta los últimos días de su vida.



Eduardo Frei Montalva, veinteañero aún, influenciado por el pensamiento de los humanistas católicos franceses Jacques Maritain, Léon Bloy y Charles Péguy; por el trabajo de los curas obreros de París, y por la acción reformadora de la Iglesia que propiciaban los padres Vives y Alberto Hurtado en Chile, comenzaba a configurar esa tercera vía alterativa a las doctrinas sociales y políticas en boga.



Como todavía los buenos libros llegaban desde lejos, fue constituyendo una biblioteca que reunió lo mejor del pensamiento europeo, especialmente del francés, y de estudios sobre la realidad política y social de América Latina, y en particular de Chile.



Su obsesión por los libros lo llevó, en una visita de Estado a la Francia del General De Gaulle, a destinar una tarde entera a buscar cierto ejemplar por los bulevares parisinos, llenos de locales comerciales. Enterado su anfitrión de la frustración que le causó la averiguación infructuosa, se dio el trabajo de ordenar una nueva búsqueda, a cargo de especialistas de la Biblioteca Nacional francesa, hasta que se encontró el texto. Y De Gaulle, cariñosamente, al día siguiente se lo entregó como obsequio.



A esa gentileza sumaría el General el haber hecho ir desde la provincia al mismísimo Jacques Maritain, quien, ya retirado y viviendo en un convento, no dejó de aceptar la invitación para intercambiar algunos minutos de charla con su admirador llegado desde tan lejos.



Esa es una muestra del respeto y admiración que la figura de Eduardo Frei Montalva causaba en Europa, donde se lo veía como el artífice de un modelo alternativo de reforma social que permitía enfrentar los desafíos de un continente marcado por la injusticia, la pobreza y la marginalidad, pero con pleno respeto a las reglas de una democracia liberal.



Señor Presidente, no se puede hablar de Eduardo Frei Montalva sin situarlo en medio de una pléyade de otros políticos talentosos y brillantes que fueron sus compañeros de ruta: Radomiro Tomic, Bernardo Leighton, Rafael Agustín Gumucio, Manuel Antonio Garretón padre, Ignacio Palma. Ellos, desde la Escuela de Derecho de la Universidad Católica, iniciaron un profundo trabajo de construcción política que fue capaz de unir la fe, los valores de la doctrina social de la Iglesia y una afinada y a ratos descarnada lectura de la realidad nacional.



Una de las expresiones de aquella mirada es la primera obra de Eduardo Frei: Chile desconocido, relato conmovedor que retrata las condiciones de vida de los obreros de las pampas salitreras, a quienes conoció durante sus años como director del diario “El Tarapacá”, en Iquique.



De regreso a Santiago, la vida de Eduardo Frei se transformó en compromiso político. 



Ya fundada la Falange Nacional, se dio a la tarea de recorrer el país. En pequeñas reuniones, que muchas veces no daban para grandes asambleas, dictaba charlas, demostrando siempre su capacidad para adecuar su discurso a las posibilidades de entendimiento de sus diversos públicos. Se reunía con jóvenes, con funcionarios estatales, con dueñas de casa, con campesinos, con indígenas. No hubo provincia adonde no llegó con su palabra, que hablaba de la posibilidad de construir un futuro distinto para Chile, con justicia social, con igualdad de oportunidades para todos.



En esos años, los liderazgos políticos no eran fruto de golpes de suerte o de telegenia, como a menudo sucede hoy. En ese tiempo, ellos se construían con trabajo, dedicación y estudio, con conocimiento de la realidad nacional y, por supuesto, con la ardua tarea de la organización de la acción política desde las bases.



Al cabo de un decenio, Eduardo Frei ya era Senador de la Falange Nacional y, luego, de la Democracia Cristiana, un partido relevante que, desde el centro político, fue capaz de ir creciendo y conquistando voluntades y adhesiones hasta lograr, en 1964, llevarlo a la Primera Magistratura de la Nación, con una mayoría de votos pocas veces alcanzada en la historia republicana de Chile, que solo se igualaría a la que obtuvo 30 años después su hijo Eduardo Frei Ruiz-Tagle.



Señor Presidente, Honorable Senado, mucho de lo que es nuestro país actualmente se lo debemos a Eduardo Frei Montalva. Instituciones que hoy día son parte esencial de la vida social de cientos de miles de compatriotas se originan en las iniciativas que promovió, especialmente en materia de promoción popular, de modernización del agro y de recuperación de nuestras riquezas naturales.



Uno de los pilares de su mandato fue el apoyo a la asociatividad de los ciudadanos. Así surgieron la Ley de Juntas de Vecinos y los centros de madres. A través de estas entidades se empoderó a la sociedad civil, transformándola en actora y no solo en espectadora de los procesos de desarrollo social.



Fueron las juntas de vecinos las que comenzaron a bregar por el mejoramiento de las condiciones de vida de los pobladores, por el acceso al agua y al alcantarillado, por disponer de electrificación, por barrios completamente urbanizados, e incluso, por la regularización de los títulos de dominio.



Los centros de madres, que llegaron a agrupar a más de 450 mil personas, fueron el primer intento serio de contar con organizaciones de mujeres unidas para realizar labores sociales y, sobre todo, productivas. Fue en ellos donde muchos contenidos de salud pública comenzaron a difundirse y donde las encargadas de las labores del hogar encontraban un espacio de encuentro y diálogo con sus pares.



Frei Montalva fue probablemente, en la historia nacional, el Jefe de Gobierno que más hizo por el mundo campesino. Hasta el día de hoy, su figura está dentro de los hogares de miles y miles de familias a las que les posibilitó, no solo el acceso a la tierra, sino asimismo, por sobre todo, el sentirse dignas por primera vez en su vida, al terminar con el vasallaje colonial que se mantenía en los latifundios. Su reforma agraria, más allá de las dificultades que pudo registrar en su implementación, les entregó a esas personas, en efecto, no solo tierras, al poner fin al latifundio, sino también dignidad.



Sin reforma agraria no se pueden entender los procesos posteriores de alfabetización del mundo campesino o el asentamiento de la red de postas de atención sanitaria a lo largo y ancho del país. Es más, sin esa reforma sería imposible contar hoy con una agricultura capaz de dar seguridad alimentaria a nuestra población.



Otra de sus grandes obras fue la chilenización del cobre, mediante lo cual el Estado asumió el control de la propiedad de las firmas mineras extranjeras a cambio de indemnizarlas, lo que le permitió al país mantener el apoyo de los profesionales y técnicos extranjeros, especialmente en el área de la comercialización internacional del metal rojo y sus derivados. Esta situación permitió, en su sexenio, doblar la producción y triplicar el refinamiento del mineral en suelo chileno.



En el plano laboral, se duplicó el número de trabajadores sindicalizados y se aprobó la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales.



En materia de obras públicas, se inició la construcción del Metro de Santiago; se construyó la ruta 68, que une a la Capital con Valparaíso, y se avanzó, por primera vez, en un sistema nacional de riego, tendiente a hacer productivas más de 200 mil hectáreas de secano en la zona central.



Estimados colegas:



Podríamos seguir probablemente por horas haciendo un detallado informe de las obras de adelanto que significó el Gobierno del Presidente Frei Montalva para los chilenos, especialmente para los más humildes. Fue, de manera clara, un Presidente en terreno, un realizador, pero, al mismo tiempo, un hombre sensato, nada de arrogante, quien sabía que su rol en la historia era simplemente el del corredor, el de aquel que toma la posta en forma temporal, y que los avances de la patria son tarea de todos los chilenos, de los que lo habían precedido y de los que vendrían en el futuro.



Sin embargo, y pese a su talante moderado, Eduardo Frei Montalva sufrió, muchas veces, la incomprensión de sus contemporáneos. Desde la Derecha conservadora hasta la Izquierda marxista, su tercera vía incomodó a quienes se disputaban con él proyectos de desarrollo nacional incompatibles. Tildado por unos como “Kerensky de América Latina” y por otros como “burgués entreguista”, debió recurrir a toda su fortaleza y entereza personales para sostener lo que pensaba que era un proyecto de reforma y cambio que debía llevar bienestar a grandes masas populares, pero en paz y con pleno respeto por las instituciones republicanas.



La incomprensión que más le dolió, sin embargo, fue la de sus propios camaradas. El Partido Demócrata Cristiano sufrió dos graves escisiones de grupos que buscaron radicalizar el compromiso con el cambio acelerando los procesos.



Frei Montalva vivió de cerca la violencia política. El asesinato, primero, del General René Schneider, y luego, ya durante el Gobierno de Salvador Allende, el de su ex Ministro y amigo Edmundo Pérez Zujovic fueron la muestra palpable de la radicalización del proceso político, que concluyó con el golpe de Estado y la entronización del General Pinochet como gobernante de facto durante 17 años.



Ya con los militares en el poder, bastaron unas pocas semanas para que Eduardo Frei Montalva tomara conciencia de las atrocidades que se estaban cometiendo. Se resintió al ver como ex camaradas e incluso ex Ministros de su Gabinete se sumaban gustosos a la Administración militar mientras los democratacristianos comenzaban a ser perseguidos, encarcelados, torturados, expulsados del país, condenados al exilio.



Pasaron pocos años y, sin buscarlo, se transformó en el líder natural de la oposición a la dictadura. No se dejó manipular por el dictador. Rechazó integrarse al Consejo de Estado; se opuso con energía a la Constitución autoritaria de 1980, y encabezó un primer intento de unificación de las fuerzas democráticas para enfrentar a la dictadura en el plebiscito mediante el cual se pretendía sancionar la nueva Carta Fundamental. Caro le costó su compromiso. Existen indicios judiciales claros y contundentes de que terminó pagando con su vida la consecuencia de sus actos con su pensamiento.



Señor Presidente, Honorable Senado:



Quiero terminar estas palabras declarando, con honestidad, que en mi juventud no me sentí identificado con el proyecto político que representaba Eduardo Frei Montalva, que fui uno de sus críticos, pero que, transcurridos los años, he podido percibir lo mucho que hizo por Chile y, especialmente, por los más humildes. Hoy puedo darme cuenta de lo importante que es contar con líderes moderados; de que la moderación y la prudencia también son valores esenciales del hacer en política.



Por último, en nombre de los Senadores del Partido por la Democracia y de la Mesa Directiva de mi colectividad política, quiero decirles a su familia, especialmente a su hijo Eduardo, a sus nietos que nos acompañan y a los dirigentes del Partido Demócrata Cristiano que sigan llevando y acrecentando con orgullo el legado político y, sobre todo, ético que Eduardo Frei Montalva les dejó a ustedes y a todo Chile.



Nuestro mejor homenaje en su memoria será crear las condiciones para que, con renovado espíritu unitario, seamos capaces de realizar lo que mejor hizo: pensar y construir un país más justo, igualitario y próspero para las hijas e hijos de esta tierra.



He dicho.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, señoras y señores Senadores, distinguidos familiares, amigos, camaradas y relaciones del ex Primer Mandatario y ex Presidente de esta Corporación don Eduardo Frei Montalva:



La noche del 4 de septiembre de 1964, mi familia, al igual que la inmensa mayoría de las identificadas con la Derecha chilena, celebró el triunfo de quien resultó electo Presidente de la República por el período 1964-1970 con la mayoría absoluta de los sufragios emitidos.



El ganador ese día fue un católico practicante desde su juventud, inspirado en las doctrinas sociales de los Papas León XIII y Pío XI. Don Eduardo Frei Montalva, militante democratacristiano, había prometido al país una “revolución en libertad”. Había recorrido los campos y ciudades, logrando sumar a miles de compatriotas, quienes, entusiasmados con la Marcha de la Patria Joven, veían una esperanza de cambio en las estructuras sociales con total respeto a la dignidad del ser humano.



Los tiempos que vivía Chile no eran fáciles. Miles de compatriotas sufrían la extrema pobreza. La situación de los campesinos era precaria y otro tanto ocurría con los obreros. La participación de la mujer era apenas incipiente, y la clase media, una aspiración más que una realidad.



El Presidente Frei Montalva lucharía con todas sus fuerzas por cambiar estas condiciones: impulsó, con renovada energía, la reforma agraria propuesta en la Administración del Presidente Jorge Alessandri; fortaleció los sindicatos, las juntas de vecinos, los centros de madres; promovió una reforma educacional destinada a que la escuela no fuera privilegio de unos pocos, sino la cuna de la democracia en la base misma del pueblo; chilenizó el cobre, y llevó adelante numerosos cambios con el propósito de mejorar las condiciones de vida de millones de chilenos.



Sin embargo, nuestro país comenzaba a vivir también las profundas divisiones de un mundo separado en dos bloques irreconciliables. Los horrores y dolores de las dos guerras mundiales dejaron una profunda grieta ideológica y todos los países fueron arrastrados a optar por uno u otro bando. Chile no constituyó la excepción, y pronto vinieron los desencuentros, la lucha de clases, la justificación de la violencia como método para alcanzar el poder.



Contra todos estos males luchó el Presidente Frei Montalva con la fortaleza de su fe y de los valores y principios del Humanismo cristiano.



Hoy recordamos cien años de su natalicio, el 16 de enero de 1911, y tributamos un sentido homenaje al hombre, al esposo, al padre, al abuelo, al estadista, al líder latinoamericano que creyó en la democracia y el valor espiritual de la persona.



En sus numerosos escritos, Eduardo Frei Montalva nos dejó enseñanzas que deben estar siempre vivas en una nación que busca incansablemente su progreso material y su más plena realización espiritual. Cito, por ejemplo: “Solo quienes son responsables son dignos de la libertad”; “La verdad jamás será defendida con la mentira, aunque esta mentira consista en el silencio; la paz nunca será conquistada por la violencia; así como la justicia y la libertad jamás se han logrado por el odio o por la tiranía”.



En esta sesión solemne, cargada de emotivos recuerdos, los Senadores de Renovación Nacional nos inclinamos, reverentes, ante la memoria del ex Jefe del Estado. Abrigamos la convicción de que amó a Dios y a su familia con todas sus fuerzas. Amó a Chile con todo el corazón y toda la razón, y lo sirvió gran parte de su vida. Defendió sus ideales con pasión, pero, al mismo tiempo, con respeto por quien pensara diferente. 



El ex Presidente Frei Montalva dejó un legado que, más allá de las legítimas diferencias políticas, toda la Patria sabe reconocer.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, Honorable señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle; señoras y señores Senadores; Honorable señor Ignacio Walker, presidente del Partido Demócrata Cristiano; familiares y amigos del ex Primer Mandatario Eduardo Frei Montalva:



Al cumplirse el centenario del natalicio de Eduardo Frei Montalva, no podemos sino honrar su figura y destacar, una vez más, su inagotable trabajo por la democracia y la libertad del pueblo chileno.



Los valores personales y políticos que sostuvo durante su vida y su carrera son hoy más actuales que nunca: igualdad, justicia y promoción de los sectores populares, banderas que todos debiéramos defender con ahínco, tal como lo hizo.



Su carrera política partió desde muy temprano: a los 34 años asumió como Ministro de Obras Públicas en el Gobierno de Juan Antonio Ríos. Posteriormente, resultó elegido Senador por Atacama y Coquimbo; fue presidente de la Falange, y en 1964 llegó a la Jefatura del Estado, con un gran apoyo popular.



Entre las realizaciones de su Gobierno destacan la aplicación de una gran reforma educacional, que amplió la enseñanza básica a ocho años; la renovación de los planes y programas de estudio; la implantación de la educación preescolar, y el impulso a la creación de jardines infantiles, a través de la Ley de Guarderías Infantiles. Este esfuerzo significó un aumento considerable del número de alumnos y de escuelas, sobre todo en el ámbito rural, todo ello apoyado por un programa de alfabetización de adultos. Sin lugar a dudas, fue un plan integral de largo plazo que trajo progreso y desarrollo al país.



Otros hitos de su período presidencial, como la reforma agraria o la creación del Ministerio de Vivienda, no hacen más que confirmar que don Eduardo Frei Montalva fue un estadista con una gran visión de futuro, que encarnó y respondió a las más profundas necesidades también de la clase media.



Por ello, hoy, cuando ya celebramos nuestro Bicentenario, es necesario que rescatemos los valores de grandes dirigentes políticos como Frei Montalva, quien, con su mirada solidaria, igualitaria y de oportunidades, forjó el desarrollo de Chile desde la clase popular.



Su recordado discurso en el Teatro Caupolicán no hizo más que ratificar que su lucha contra la dictadura era clara y sin tapujos. No dudó un minuto en rechazar los horrores registrados con posterioridad, porque de verdad creía que las libertades personales continuarían siendo pasadas a llevar y que ni la política ni la sociedad contarían con las herramientas y la libertad suficientes para hacer una oposición real y decidida al régimen.



Planteó con fuerza su criterio de que la única forma en que Chile recuperaría la democracia era a través de un consenso social y político, el que se conseguiría solo por medio de acercamientos de todas las partes.



La convicción de sus ideas y la fuerza con que se encarnaron en el pueblo fueron probablemente la causa de un fallecimiento aún sin aclarar. La muerte le llegó antes de que pudiera ver el regreso de la democracia a Chile. Mas todos quienes vivimos el proceso estamos convencidos de que la fuerza de su posición fue indispensable en una etapa larga y de mucho sufrimiento, pero que permitió recuperar la democracia luego de 17 años.



Esta fecha nos permite recordar lo que ha sido nuestro pasado y nuestra historia reciente, qué hemos hecho y qué debemos hacer para el futuro. Pero, por sobre todo, nos permite reflexionar y pensar que nuestra tarea y nuestra obligación es lograr que las fuerzas de la democracia y el progreso sean las que dirijan al país en beneficio de todos los compatriotas.



Frei Montalva lo encarnó a través de su “Revolución en Libertad”, cambiando con decisión el futuro de todos los chilenos.



En nombre del Partido Radical Socialdemócrata, rendimos un sentido homenaje en su memoria y destacamos el más irrestricto compromiso que siempre tuvo con la democracia, la libertad y la igualdad del pueblo chileno.



En su persona se encarnó el más puro sentido de la política al servicio de la gente y no por meras cuotas de poder. Entendió el verdadero sentido social de la política y lo plasmó en su extensa y exitosa carrera pública, reconocida y respetada tanto en Chile como fuera de nuestras fronteras.



Por todo lo anterior, resulta indispensable saber de una vez por todas la verdad en torno a la muerte del ex Presidente Eduardo Frei Montalva.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Chile no puede continuar en el letargo de los años de eterna espera para saber una verdad que por obligación merecemos conocer. El ex Presidente Frei fue una víctima más de los más terribles años de nuestra vida republicana.



Ni su muerte ni la de ningún otro compatriota merecen quedar en interrogantes o en el olvido del tiempo.



Por ello, su mensaje y legado recobran más fuerza que nunca. Trabajar unidos por el progreso, la libertad, la verdad, la igualdad de nuestro pueblo es lo que se nos pide en este momento de la historia.



La memoria y el ejemplo de don Eduardo Frei Montalva no deben ni pueden estar fuera del conocimiento de todos los chilenos, especialmente de los más jóvenes.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente; Senador señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle; Senador señor Ignacio Walker, Presidente de la Democracia Cristiana; bancada de su partido; familiares del ex Presidente Eduardo Frei Montalva:



Hace cien años y dos días, en aquel caluroso 16 de enero de 1911, la familia formada por el contador de origen austriaco-suizo don Eduardo Frei Schlinz y la joven santiaguina doña Victoria Montalva Martínez era bendecida por la llegada de su primer hijo, al que bautizaron Eduardo Nicanor.



Nada hacía presagiar que aquel recién nacido, que llenó de alegría a esa joven pareja, estaba destinado a transformar profundamente la historia de Chile.



Su niñez, junto a sus hermanos menores, Arturo e Irene, transcurrió entre los juegos y la vida sana típica de esos tiempos en la pequeña localidad de Lontué, donde su padre trabajaba como contador de una de las viñas. La escuelita pública de Lontué le grabó sus primeras letras.



Fue, sin embargo, en el severo rigor del internado del Seminario Conciliar de Santiago donde se aceraron la disciplina escolar y el rigor académico del joven Eduardo, los que se acrecentaron en el Instituto de Humanidades Luis Campino, donde estudió desde 1923 hasta 1928, y se graduó con honores a los 17 años.



Al año siguiente el joven Eduardo ingresó a la Escuela de Derecho de la Universidad Católica, en la que muy temprano se destacó como dirigente de los estudiantes católicos. Se dio a conocer como periodista al publicar el primero de sus escritos en la revista estudiantil, y se inició como profesor vespertino para ayudarse en el financiamiento de sus estudios.



Por ese entonces la familia Frei Montalva vivía en la calle Cofré, entre Carmen y Lira. Es en esta época cuando el joven Eduardo conoce y comienza sus visitas a la hermana de su amigo Alfredo Ruiz-Tagle, doña María, con quien más tarde formaría una sólida familia.



En 1931, y con solo 20 años, sorprendió a los jóvenes católicos y a la Iglesia de ese entonces con su brillante alegato sobre “la doctrina social cristiana”, anticipando los fundamentos que orientarían la irrupción de miles de jóvenes cristianos a la militancia política y que transformaría la historia de nuestro país en las décadas siguientes.



Era un tiempo confuso y convulso en la historia patria: en junio de 1931 caía el Gobierno del General Carlos Ibáñez; más tarde, en 1932, el de Juan Esteban Montero; fue la época de la breve república socialista de Marmaduque Grove, tiempos de inestabilidad y crisis que se prolongaron hasta el advenimiento de don Arturo Alessandri Palma.



Don Eduardo Frei Montalva se tituló de abogado en 1933, con su tesis El régimen del salario y su posible abolición, marcando desde el inicio de su carrera profesional un compromiso profundo con la causa de los derechos y la dignidad de los trabajadores. Los altos honores con que la Universidad Católica premió su tesis le valieron de pergaminos suficientes para que prontamente comenzara sus labores docentes como profesor de Política Económica y Derecho del Trabajo, actividad académica que le acompañó toda su vida.



Viajó a Europa, al ser elegido Secretario General del Primer Congreso Iberoamericano de Juventudes Universitarias Católicas. Recorrió varios países de Europa, donde trabó una sólida amistad con Gabriela Mistral y con Jacques Maritain, de quien se hace fiel discípulo.



A su regreso a Chile, se trasladó a Iquique, donde consolidó su trabajo como periodista en el diario “El Ilustrado” y luego como director del diario “El Tarapacá”. Tenía entonces solo 23 años.



Eduardo Frei vivió en Iquique hasta 1937. Dos años antes, el 27 de abril de 1935, selló su unión matrimonial con doña María Ruiz-Tagle, con quien tuvo siete hijos. Dos de ellos han pasado por esta noble institución como Senadores de la República: doña Carmen y don Eduardo Frei Ruiz-Tagle. Este último, además, fue Presidente de la República de Chile, al igual que su padre, a quien hoy día homenajeamos.



En 1935 don Eduardo Frei Montalva contribuye a la formación de la Falange Nacional, como un movimiento renovador, primero en el seno del Partido Conservador y luego de manera autónoma, echando así las bases que más tarde darían origen al Partido Demócrata Cristiano.



Dos años después postula por primera vez al Parlamento, por Tarapacá, pero no logra ser elegido. 



En esa época Eduardo Frei concentra parte importante de su quehacer como líder político en formar a los jóvenes militantes, orientándolos a adoptar un sólido compromiso con el cambio y la justicia social.



Notables son sus reflexiones ideológicas y filosóficas, que inspiraron a miles de jóvenes cristianos para asumir la militancia política como una manera real y concreta de vivir su compromiso de amor al prójimo. De esa época son, por ejemplo, sus obras La política y el espíritu y Aún es tiempo.



En 1945 el entonces Presidente don Juan Antonio Ríos lo nombra Ministro de Obras Públicas y Vías de Comunicación. Tenía 34 años. Mas, no trepidaría en renunciar a dicho cargo en protesta por los acontecimientos que dejaron a tres obreros muertos.



En 1949 es elegido Senador de la República por Atacama y Coquimbo y, además, publica su libro -aún de consulta obligada- Historia de los partidos políticos chilenos.



A los 41 años, en 1952, postula por primera vez a la Presidencia de la República, un emprendimiento audaz que no duda en encarar para marcar la irrupción de los jóvenes cristianos en la política, liderando propuestas de cambio social y justicia para los sectores más desposeídos de la patria.



En 1956 obtiene la primera mayoría como Senador por Santiago y, dos años más tarde, postula por segunda vez a la Presidencia de la República, mientras seguía profundizando su pensamiento político y filosófico, que lo lleva a publicar tres nuevos libros: Sentido y forma de una política, La verdad tiene su hora y Pensamiento y acción.



Además, Eduardo Frei Montalva desarrolla una intensa actividad en las Naciones Unidas y extiende su labor académica dictando clases y conferencias en Inglaterra, en Estados Unidos (en la Universidad de Columbia) y también en Francia (en la Universidad de Notre Dame),  provocando un enorme impacto con sus revolucionarias ideas de impulsar los cambios radicales que requería la dramática realidad de desigualdad y miseria de América Latina mediante un proceso de cambios en paz y libertad.



Esas ideas y ese compromiso lo llevan a ganar  la Presidencia de la República el 4 de septiembre de 1964, con una votación histórica del 56,9 por ciento de los sufragios.



Se iniciaba, entonces, para Chile el proceso conocido como la “Revolución en Libertad”.



Durante su Gobierno se emprendieron profundas transformaciones en favor de la justicia y la igualdad, que marcaron a fuego la historia del país. Estas son:



La REFORMA AGRARIA, que inició la redistribución de tierras, el fin del latifundio y el más justo trato para los trabajadores del campo, a través de la sindicalización campesina obligatoria, la asistencia técnica, el crédito, el fomento de las cooperativas y los asentamientos, que han logrado perdurar hasta hoy en muchos lugares del Chile rural, más allá de los avatares de nuestra historia reciente.



La REFORMA EDUCACIONAL, que llevó la escuela a los confines de la patria; extendió la jornada escolar, y estableció los ocho años de educación básica gratuita y obligatoria para todos los niños chilenos.



La CHILENIZACIÓN DEL COBRE, que marcó el inicio de la recuperación soberana de la principal riqueza de Chile, afianzando la industria estatal de explotación cuprífera que aún hoy sostiene la mayor parte de la economía nacional.



La CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS POPULARES, que inició la consagración del derecho a la vivienda digna como un atributo que el Estado debe garantizar a los habitantes.



La PROMOCIÓN DE LA PARTICIPACIÓN POPULAR, a través de las juntas de vecinos, de los centros de madres, con lo que se logró la incorporación masiva de la población a la gestión del poder local como fundamento de la democracia.



Sin duda, Eduardo Frei Montalva fue un gobernante extraordinario. Enfrentó las enormes dificultades que aquel tiempo convulso le impuso como Mandatario. Su tarea no resultó fácil. Nadie podría negar jamás que fue un demócrata cabal, un hombre convencido de sus ideas, consecuente con su pensamiento y que nunca dudó en transformarlas en acción política, concreta y real.



Se puede estar de acuerdo o no con las decisiones políticas que le tocó asumir como estadista, pero nadie puede negar que en todas las funciones públicas que ejerció lo inspiraron un gran patriotismo y una enorme lealtad con su pensamiento, y que se guió por su profunda convicción cristiana y su compromiso a favor de la justicia social.



Luego del triunfo del Presidente Salvador Allende, con quien había desarrollado una sincera amistad a lo largo de muchos años, se convirtió en uno de sus más férreos opositores. Pero, con la misma fuerza, el 8 de noviembre después del golpe militar, le señaló al Presidente de la Unión Mundial de la Democracia Cristiana que no renunciaría a sus convicciones fundamentales: pleno respeto a los derechos humanos, pleno respeto a las legítimas conquistas de los trabajadores y campesinos, vuelta a la plenitud democrática.



Nadie tampoco podría negar que su aporte filosófico abrió grandes compuertas al compromiso de miles con una acción política en beneficio de un futuro más justo y solidario para nuestro Chile y el resto de América Latina, pensamiento que dejó plasmado de un modo brillante en su libro El mandato de la historia y las exigencias del porvenir (1975) y, sobre todo, en su obra América Latina: opción y esperanza (1977).



Eduardo Frei Montalva, además, formó parte de la Comisión Norte Sur (Comisión Brandt) y, entre 1977 y 1982, recorrió gran parte del mundo impulsando un NUEVO TRATO NORTE SUR, en favor del desarrollo y la paz.



En 1981 escribió su último libro: El mensaje humanista.



Un año antes se había constituido como gran líder de la oposición democrática a la dictadura que se oponía al plebiscito espurio impuesto por el régimen militar para perpetuarse en el poder. La oposición de Eduardo Frei Montalva, quien denunciaba la ilegitimidad de esa maniobra e impulsaba una salida democrática genuina para la recuperación de las libertades, sentó las bases de la más amplia alianza antidictatorial que nos llevó, diez años más tarde, al triunfo ciudadano por la democracia y la libertad.



Sin embargo, esta última audacia le costó la vida.



Eduardo Frei Montalva murió vilmente asesinado en su lecho de enfermo a manos de agentes de la dictadura militar el 22 de enero de 1982. Había cumplido 71 años.



A él le rendimos en este día -lo hago en nombre de la bancada del Partido Socialista- nuestro sincero homenaje.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente; señoras y señores Senadores; estimado Senador Eduardo Frei Ruiz-Tagle y miembros de la familia de don Eduardo Frei Montalva; queridos integrantes del Partido Demócrata Cristiano, encabezados por su Presidente, Senador señor Ignacio Walker:



En nombre del Comité de la Unión Demócrata Independiente, adhiero al homenaje que el Senado rinde en memoria de Eduardo Frei Montalva, con motivo de celebrarse el centenario de su nacimiento.



Asimismo, lo hago a título personal, ya que tuve la oportunidad no solo de ser testigo de parte de su legado político, sino también de conocerlo desde muy temprana edad, puesto que, por razones familiares, mi padre mantenía vinculaciones profesionales, académicas e, incluso, políticas con don Eduardo Frei Montalva.



Quizás en el tiempo la imagen de su figura se encuentre inexorablemente ligada a la de su Gobierno. Sin embargo, su trayectoria intelectual y su carrera pública comienzan mucho antes.



Sus años formativos como estudiante de Derecho en la Universidad Católica y como dirigente estudiantil fueron claves en la formación de su personalidad y en su opción por la política.



Como fundador de la Falange Nacional primero y de la Democracia Cristiana después, Frei Montalva fue una figura de enorme  liderazgo y visión política que supo leer las señales de los tiempos en que le tocó vivir, y se comprometió fuertemente con las necesidades de los más desprotegidos, en particular con una clase media que por esos años aumentaba crecientemente y exigía una mayor participación en las decisiones nacionales.



Hombre de señera inteligencia, volcó sus ideas en su libro Política y Espíritu, donde desarrolló los desafíos y límites que la ética cristiana impone a quien se decide a actuar en la acción política.



Desde 1958, condujo a la Democracia Cristiana en el difícil proceso de convertirse, seis años después, en la alternativa al frente que conformaban los distintos grupos políticos de Izquierda. Promoviendo un estilo eminentemente conciliador, Frei Montalva fue respaldado por los éxitos electorales de su partido tanto en comicios parlamentarios como en elecciones estudiantiles y también sindicales, que por esos años solían ser tradicionales baluartes de la Izquierda.



Frei generó una mística tal que aglutinó a los militantes y permitió definir un programa de Gobierno. Integró la participación estatal con la justicia social y las propuestas reformistas, y agregó un elemento de fuerte raíz social cristiana: el comunitarismo, cuyo mérito fue colocar el acento en la dignidad de las personas.



Llega a la Presidencia de la República en una década en la que comenzaban a desarrollarse fuertes convulsiones sociales y políticas en el país, y donde la polarización de la sociedad se hacía cada vez más evidente.



Era la época de las “planificaciones globales” -al decir de Mario Góngora- y de la primacía de los ideologismos por sobre el realismo político y los consensos. 



Atento a las claves sociales y a la fuerte demanda de participación ciudadana que emanaba de la sociedad chilena, en su Gobierno encabezó una serie de profundas transformaciones sociales y económicas -aquí han sido recordadas-, tales como la reforma agraria, la promoción popular, la chilenización del cobre, la Ley de Organizaciones Comunitarias, la creación del Ministerio de Vivienda, en fin, todas ellas enmarcadas en lo que se denominó la “revolución en libertad”.



Pero hay que precisar. 



La “revolución en libertad” que el Presidente Frei Montalva predicaba, ponía el acento en la dignidad humana y en que las decisiones políticas envolvían, en definitiva, verdaderas opciones éticas. Por lo mismo, nunca se dejó seducir por la marea revolucionaria de la época, de fuerte raigambre marxista, que por ese entonces arrasaba en toda América Latina, promoviendo la revolución cubana e imponiendo su modelo por cualquier vía, aun a costa de conculcar los derechos fundamentales de las grandes masas.



La diferencia que Frei marcó de manera permanente es que la Democracia Cristiana haría su “revolución en libertad” lejos de los afanes de cualquier dictadura. En efecto, durante toda su acción política procuró diferenciarse claramente del marxismo, con una propuesta que no era ni capitalista ni comunista.



Eduardo Frei Montalva y su “revolución en libertad” son parte del proceso de modernización de la sociedad y de la economía chilena, y sus políticas pueden ser consideradas como un anhelo de promover la equidad social a través de la intervención del Estado.



Eduardo Frei Montalva fue uno de los más notables políticos latinoamericanos de su tiempo y una expresión cabal de muchas de las orientaciones predominantes en la década de 1960.



Es cierto: recordamos a Eduardo Frei Montalva -como aquí se ha hecho- como Ministro de Estado, como Senador y Presidente de esta Corporación, y, por cierto, como Presidente de la República.



Pero no solo lo recordamos por sus cargos sino, sobre todo, por lo que significó como hombre; por lo que significó como líder; por lo que significó como estadista en el Chile del siglo XX.



Entre sus aportes quizás podemos destacar dos, que están especialmente grabados en el recuerdo de nuestro país.



El primero es la renovación del pensamiento cristiano en el ámbito político, fundado en el humanismo cristiano y siguiendo la doctrina social de la Iglesia así como la filosofía de Jacques Maritain.



Y su segundo aporte es la búsqueda permanente de cambios sociales profundos por el camino democrático y de la libertad. Este aspecto es particularmente valioso hoy día, en la perspectiva del tiempo, pues su acción se desarrollaba en un mundo bipolar, donde el enfrentamiento que surgió en el orbe luego de la Guerra Fría hacía difícil el entendimiento y la comprensión.



Su muerte -como aquí se ha expresado- es motivo de una investigación, que esperamos despeje la verdad de una presunta desgracia provocada.



Lo que para muchos fue una sorpresa cuando se planteó por primera vez esta hipótesis -lo recuerdo muy bien, porque fue en esta Sala donde la Senadora de entonces, Carmen Frei, la hizo presente, ante la sorpresa, no solo del Senado sino de Chile entero-, lamentablemente, ha ido adquiriendo peso y verosimilitud, todo lo cual exige la más pronta y clara resolución judicial.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Recordamos en Eduardo Frei Montalva a un hombre de pensamiento; a un hombre de ideas, que expresó en libros y conferencias en Chile una visión nueva, una visión renovada de la política desde este rincón del mundo.



Recordamos a Eduardo Frei Montalva como un hombre culto, como un hombre universal, que hizo clases en universidades, no solo de Chile sino también del extranjero, y que, por su vocación, tuvo nexos importantes con el mundo intelectual: con un Gil Robles, con un Giovanni Papini, con Gabriela Mistral, en fin.



Eduardo Frei Montalva fue un hombre de acción que al final del día se convirtió -y lo recordamos, tal vez, preferentemente por ello- en un notable líder político: fuerte, elocuente, inspirador, que supo encabezar un movimiento político que cambió el rumbo de Chile, y que supo, además, inspirar a las nuevas generaciones.



Quizás de entre sus innumerables testimonios, el que quedó grabado en muchas generaciones, partidarias o no de Eduardo Frei Montalva o de la Democracia Cristiana, fue la Patria Joven. 



Y su discurso del 21 de junio de 1964, que cerró esa marcha a lo largo de todo Chile -lo evoco hoy día como un homenaje en su memoria-, terminaba del siguiente modo:



“Amigos del norte y del sur, ¿cómo pudiera decirles mi emoción? La emoción de los hombres junto a los cuales yo comencé mi vida y que están aquí en esta tribuna y que ustedes ven. ¡Cómo decirles lo que ustedes son para mí! Yo me figuraba anoche o creí oírlo, ¡cómo podría saberlo!, yo veía que un niño venía corriendo y le decía a su padre: -¡Ahí vienen! ¡Ahí vienen! ¡Vienen desde Arica! ¡Cruzan Tarapacá! ¡Van por Concón, por Placilla! ¡Miren cómo montan sobre la Cuesta de Chacabuco! ¡Mire los otros, cómo pasan por Cancha Rayada, por Rancagua y llegan a Maipú! Padre, ¿quiénes son? ¿Son los democratacristianos? 



“-No, son más que eso...



“-¿Son los freístas? 



“-No, hijo, mucho más que eso...



“-¿Qué son, padre? 



“-Hijo, ¿no ves las banderas? Son los mismos, los del año 1810, los de 1879, los de 1891. ¡Son la patria!



“Sí, amigos míos, ustedes son eso. Son la Patria. ¡Son la patria, gracias a Dios!”.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Recordando sus palabras, queremos sumarnos a este recuerdo de Eduardo Frei Montalva. Y le expresamos nuestro reconocimiento a su familia, a su Partido, adhiriendo, con respeto y gratitud, a este homenaje en el centenario de su nacimiento.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente; queridas amigas y amigos familiares de don Eduardo Frei Montalva; querido amigo, Senador y compañero de esta Alta Cámara, Eduardo; Senadoras y Senadores:

Mis primeras palabras son para agradecer, en nombre de mi Partido y de los Senadores de la Democracia Cristiana, el homenaje que el señor Presidente y todos los Comités de esta Corporación están rindiendo con motivo de conmemorarse el centenario del nacimiento de don Eduardo Frei Montalva.



Hoy nos convocamos aquí para rendir homenaje -creo, con sinceridad- a quien en verdad merece ser recordado con motivo del centenario del inicio de su existencia.



Eduardo Frei Montalva fue, indiscutiblemente, un ciudadano que ha pasado a ser parte trascendente de nuestra historia patria.



Podríamos afirmar con plenitud que su paso por nuestras vidas no fue en vano. Al contrario, sembró en tierra fértil y sus frutos se recogen en abundancia día a día.



Me he preguntado cómo podría, en síntesis, definir quién era, para todos nosotros, este prohombre de nuestra historia, a quien tanto hemos querido y admirado.



Excúsenme que para ello me apropie de las palabras de otro gran ciudadano de nuestra patria: su amigo y confidente el Cardenal Raúl Silva Henríquez.



Aquella mañana soleada de un 25 de enero de 1982, en la Catedral de Santiago, templo que acogía las palpitaciones del alma de nuestro pueblo, que se reunía para orar y desahogar su dolor, ese prelado levantaba su voz y nos decía: “Ha muerto uno de nuestros jefes, un hombre que señaló rumbo, que expresó los grandes anhelos de nuestro pueblo, que dirigió los destinos de nuestra patria. Eduardo Frei” -señalaba- “fue un cristiano, un demócrata, un político, un humanista, un hijo de su Iglesia. Estos eran sus títulos.”.



Fui testigo ausente de ese testimonio del Cardenal. Se nos impidió, por la fuerza del exilio, estar junto a él para rendirle nuestro adiós de despedida. Nos dolió pero, al mismo tiempo, nos reconfortamos porque el pueblo de Chile, al que tanto quiso y sirvió, estaba ahí presente.



Eduardo Frei Montalva, sí, fue un cristiano ejemplar. Entregó su vida, se comprometió sin cálculos de riesgo, por hacer carne sus convicciones y valores. En él se cumple la sentencia bíblica de “por sus actos los conoceréis”.



Tomó una opción de vida: junto a otros jóvenes idealistas, invitó a las nuevas generaciones a comprometernos, a cambiar nuestra sociedad. Como él llamó, “a hacer realidad la revolución en libertad”.



Nos hizo revelarnos contra la injusticia social. Nos comprometió a construir una patria justa y digna para todos.



El pueblo de Chile escuchó su mensaje. Lo eligió primero Senador por Atacama y Coquimbo, y en dos oportunidades, por Santiago, con inmensa mayoría. Luego lo ungió en la Primera Magistratura de la Nación, con una de las más altas mayorías de nuestra historia política. Desde allí trabajó incansablemente para hacer realidad los sueños a los cuales nos había invitado. Fuimos parte de esos sueños y de sus desafíos. 



Llamó a su lado a su generación y a las nuevas generaciones. Confió en los jóvenes. Nos dio los cargos de mayor responsabilidad. Supo, como un buen líder, aunar la experiencia de su generación con la pasión y el sentimiento de las generaciones jóvenes.



¡Allí está su obra de Gobierno -maciza, inamovible-, que trasciende su vida y el tiempo!



¡Allí están la reforma agraria, la reforma educacional, la promoción popular, el acceso masivo a la vivienda, la chilenización del cobre, su vocación por integrar a América Latina!



Su obra se halla en el recuerdo de millones de compatriotas que se sintieron parte de esos sueños. En el Chile de estos días, indudablemente, se recogen aún sus frutos: se nos ha dicho que un millón de jóvenes acceden a la educación superior.



¡Sí, no cabe duda de que ha sido así! Ellos no son otros que los herederos de esos campesinos tributarios de la reforma agraria, de la reforma educacional de Eduardo Frei Montalva, que permitió a cientos de miles de jóvenes acceder a la enseñanza básica y media, de la cual antes estaban privados. En la actualidad, de cada diez universitarios hay siete cuyos abuelos y padres no tuvieron la posibilidad de estudiar.



Eduardo Frei Montalva, como político, era un hombre comprometido con el servicio público. Y nos comprometió a quienes lo reconocimos como nuestro líder. Nos inculcó que debíamos renunciar a nuestras legítimas aspiraciones personales en pro del bien común. Practicó y nos enseñó aquella máxima de que “en la política estamos para servir y no para ser servidos”.



Fue un político exitoso, pero jamás abandonó la modestia de su vida. Nunca se enriqueció con la política. Vivió en la misma casa, donde recibió a personas de la más alta jerarquía, desde la Reina Isabel de Inglaterra hasta el más modesto campesino. 



Su hogar era lo más querido, lo más sentido. 



Allí estaba su familia. Allí estaban la señora Maruja, sus hijas -Irene, Carmen, Isabel, Mónica-, sus hijos -Eduardo, Francisco y Jorge-, sus innumerables nietas y nietos. 



Era lo que más quería. 



Allí tenía su refugio. Allí nos convocaba. Allí aprendíamos su mensaje y testimonio. Desde allí tomó importantes decisiones y nos invitó a muchas acciones.



Eduardo Frei Montalva fue un demócrata comprometido, intransigente con quien pretendiera poner en riesgo nuestras libertades y la justicia; exigente de la verdad. 



Su vida muestra claramente su compromiso. No creía en las democracias con apellido, fueran populares o protegidas.



Luchó contra todo tipo de dictadura, de cualquier signo.



Fui testigo privilegiado en los momentos más difíciles de su compromiso con nuestra democracia. Cuando se produjo la transición de su Gobierno a otro de distinta corriente, sufrió todo tipo de acciones y presiones para impedir aquello. Y él se mantuvo firme para que se cumpliera estrictamente el traspaso constitucional.



 No aceptó ningún subterfugio o compromiso que lo desviara de su deber democrático. Sabía que los tiempos que vendrían serían difíciles, pero ello no justificaba otra conducta.



Su lucha contra la dictadura de Pinochet fue sin transacciones. Lo afirmo porque trabajé junto a él. No aceptaba como método de disputa la violencia o las armas a objeto de recuperar la democracia perdida. Para lograrlo nos llamaba a que confiáramos en nuestra capacidad de luchar por medios pacíficos.



Hoy alguno ha puesto en duda su compromiso democrático en relación con el quiebre sufrido en nuestra patria. Creo que ese juicio se choca contra la trayectoria limpia y transparente de un demócrata de toda una vida, algo que no pueden exhibir algunos de sus críticos.



Su intervención con motivo del Plebiscito de 1980, donde llamó a la unión de todos los chilenos para derrotar la dictadura y recuperar la democracia, resultó un paso trascendente que remarca su compromiso libertario.



La historia y su vida son el testimonio de un demócrata.



Eduardo Frei Montalva no fue solo un político y un demócrata, sino además un hombre culto, conocedor de la realidad de nuestro Chile, de nuestra América Latina, de nuestro mundo. Tenía una visión universal y cosmopolita, como todos los grandes líderes.



Nos enriqueció entregándonos su pensamiento, su sabiduría y conocimiento a través de la cátedra universitaria, con sus intervenciones en los medios de comunicación, en seminarios, en actos académicos, en el Parlamento, en foros internacionales. Fue designado Doctor Honoris Causa en un sinnúmero importante de universidades del mundo.



Más de dieciséis libros son de su autoría. En ellos expresa su pensamiento en temas cotidianos del propio entorno, del quehacer político y de nuestro compromiso ideológico. Su mensaje siempre iba más allá de nuestras propias fronteras.



Su universalidad lo llevó a ser acogido en el orbe entero como un líder que trascendía su país. Así fue reconocido en el continente americano  y en otros, muy especialmente en Europa, donde se lo recibía con respeto y admiración por los principales dirigentes.



Su reconocimiento lo indujo a tener relaciones de cooperación y amistad con líderes de la talla de Konrad Adenauer, Ludwig Erhard, Alcide de Gasperi, Robert Schuman, Giulio Andreotti, Aldo Moro, Charles de Gaulle, Willy Brandt, Golda Meir, Indira Gandhi; con el filósofo Jacques Maritain, inspirador de nuestras ideas; con los Papas Juan Pablo II y Pablo VI; con Gabriela Mistral. Con nuestra Premio Nobel tuvo estrechos lazos de amistad, siendo ella quien predijo la gran trayectoria de liderazgo que encarnaría Eduardo Frei Montalva Montalva.



¡Cuánto más se podría decir! Pero no creo que sea necesario. La Historia, por sí sola, proyectará en el tiempo su figura, su pensamiento y su obra.



Hoy, al conmemorarse el centenario de su natalicio, levantamos desde esta tribuna nuestro reclamo y nuestro clamor para que se le haga justicia a este gran líder; para que se descubra la verdad; para que el país sepa quiénes fueron los que, por su autoría intelectual o material, segaron su vida, cometiendo uno de los peores magnicidios de nuestra historia.



Eduardo Frei Montalva, este gran demócrata, este hombre que luchó por la justicia y el bienestar de su pueblo, este líder que tanto amó a su patria, este líder que fue uno de los nuestros, ya está incorporado en el relato de nuestra historia y se mantendrá por siempre en el corazón y en el alma del pueblo, al que tanto amó y sirvió.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Invito a los señores parlamentarios, a la familia y a las demás personas que nos acompañan esta tarde a pasar al hall de ingreso al Senado, donde vamos a descubrir un busto de don Eduardo Frei Montalva en su homenaje.



Se suspende la sesión por 10 minutos.

)------------------(



--Se suspendió a las 17:57.



--Se reanudó a las 18:17.

)----------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.

V. ORDEN DEL DÍA

REGLAMENTO DE COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo resuelto por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el acuerdo de la Comisión Bicameral relativo al Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El Reglamento debe ser aprobado, con las mismas formalidades que rigen para un proyecto de ley, es decir, por la mayoría absoluta de los miembros presentes del Senado.



La Comisión Bicameral aprobó el articulado del Reglamento por la unanimidad de sus integrantes presentes, con excepción del inciso cuarto del artículo 5º, referido a la renta que percibirán los miembros del Comité. Esta disposición contó con los votos favorables de los Senadores señores Gómez, Horvath y Novoa y de los Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín, y la abstención del Senador señor Letelier.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath, para entregar un breve informe.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el acuerdo solo persigue dar cumplimiento a lo establecido en la ley Nº 20.447, que incorporó en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional un servicio común del Parlamento denominado “Comité de Auditoría Parlamentaria”, respecto al cual debe reglamentarse la forma de desempeñar sus funciones.



La secretaría de la Comisión Bicameral, apoyada fundamentalmente por los abogados señores Pineda y Landeros, trabajó de manera acuciosa en la redacción del texto del Reglamento a fin de que se contemple una auditoría de todos los fondos que manejan los parlamentarios, tanto de la Cámara Baja como del Senado, y la Biblioteca del Congreso Nacional y se ayude a que el proceso sea transparente y apunte en la dirección correcta.



El Comité de Auditoría Parlamentaria estará constituido por tres profesionales, uno de los cuales deberá ser abogado y otro contador auditor. Se establecen plazos que se deben cumplir. Está en marcha un concurso llamado por el Consejo de la Alta Dirección Pública, que se resolverá pronto, y de entre los nombres sugeridos, el Senado y la Cámara de Diputados designarán, con un alto quórum, a los integrantes del Comité.



Además, si Sus Señorías revisan en detalle el Reglamento propuesto, verán que garantiza la transparencia, el buen uso de los fondos y que contiene los mecanismos de prevención necesarios para corregir lo que corresponda.



Si alguna auditoría pasa a mayores, las decisiones pertinentes serán tomadas por la Comisión de Ética y Transparencia de las respectivas Cámaras. 



Con eso, se entenderá cumplida la ley.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Correspondería poner en votación la propuesta.

El señor CANTERO.- “Si le parece”.

El señor WALKER (don Ignacio).- Así es.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor LETELIER.- Que se vote, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria propuesto por la Comisión Bicameral (24 votos a favor y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Lagos, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



No votaron, por estar pareados, los señores Gómez y Pizarro.

AMPLIACIÓN DE PLAZO PARA CANDIDATURA POR PARTIDO POLÍTICO O COMO INDEPENDIENTE. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Según lo acordado por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6974-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican: (moción de los Senadores señores Zaldívar, don Andrés, Escalona, Gómez, Lagos y Longueira).


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 24ª, en 8 de junio de 2010.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 65ª, en 9 de noviembre de 2010.


Informes de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 44ª, en 18 de agosto de 2010.


Mixta: sesión 86ª, en 12 de enero de 2011.

Discusión:



Sesión 45ª, en 31 de agosto de 2010 (se aprueba en general y particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La divergencia entre ambas ramas del Congreso se produjo por el rechazo en la Cámara de Diputados a la idea de legislar del proyecto despachado por el Senado.



La Comisión Mixta, como forma de resolver la discrepancia, propone:



En primer lugar, modificar el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos para armonizarlo, mediante los cambios que se introducen, con los artículos pertinentes de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios que regulan la declaración de candidaturas. Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión (Senadores señores Longueira, Rossi, Sabag y Zaldívar y Diputados señores Ascencio, Becker, Farías y Ward).



Por otra parte, se propone aumentar de dos a nueve meses el tiempo de afiliación a un partido político, previo al vencimiento del plazo para presentar las declaraciones de candidaturas.
Igual exigencia se aplicará a los candidatos declarados por partidos políticos inscritos en el último año previo a la elección.



Respecto a los candidatos independientes, se aumenta de dos a nueve meses el tiempo en que no podrán estar afiliados a un partido político para presentar declaraciones de candidaturas. 



Esta última propuesta se aprobó con los votos a favor de los mismos Senadores y Diputados indicados anteriormente y con el voto en contra del Honorable Diputado señor Marinovic, quien hizo expresa reserva de constitucionalidad, por estimar que el proyecto atenta  contra la igualdad que asegura la Carta Fundamental entre los independientes y los miembros de los partidos políticos.



Cabe tener presente que esta proposición requiere para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión el informe.



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro, quien deseaba intervenir.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que el proyecto es un seguro que están tomando los partidos políticos para protegerse de los díscolos, de las deserciones, pero también constituye una exigencia mayor -una barrera- para el juego político de los independientes.



Así lo ha expresado el Director del Servicio Electoral, don Juan Ignacio García, quien ha señalado que para las próximas elecciones -dado que existe un plazo de vencimiento para la declaración de candidaturas de noventa días previos a la fecha de la elección, que sumados a los nueve meses que propone la iniciativa para la afiliación o desafiliación, este se extendería de manera continua entre elección y elección- no podría haber ningún tipo de renuncia. Todas tendrían que efectuarse antes de aquellas. Ello, por cierto, puede provocar confusión entre los candidatos independientes.



También hace presente el Director del Servicio Electoral que se propone eximir de esta condición a aquellos militantes de un partido que renuncien en fecha prohibida, es decir, antes o después de los nueves meses o en un plazo menor.



¿Qué pasa con la constitución de nuevos partidos? Si bien  constituirlos es una aventura interminable, compleja y difícil, la verdad es que también se afecta la independencia y la tradicional facultad de formar una colectividad política sin que esta quede sujeta a esta norma constitucional.



Señor Presidente, creo que el seguro que han tomado los partidos acerca de sus militantes para que no puedan abandonar las filas y ser declarados candidatos independientes no se condice con lo que la sociedad piensa. 



El Barómetro de las Américas de la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional, publicado hace pocos días, señala que menos del 11 por ciento de la gente dice sentirse representada por los partidos políticos.



Sin embargo, estos aquí están tomando una decisión sobre quienes participan en política. Y le dicen a los independientes que van a existir más trabas, más barreras de entrada y más dificultades para poder inscribirse.



Considero que se trata de una decisión arbitraria e inconstitucional, por lo que formulo reserva de constitucionalidad, dado que los independientes tienen todo el derecho a participar en política. Esta no puede ser patrimonio de los partidos políticos. También ha de participar la ciudadanía y no necesariamente los partidos políticos.



No obstante respetar a los partidos políticos, ser un político y haber formado una colectividad política, creo que la norma general debe ser que estos tengan los mismos derechos que otras organizaciones o movimientos de la sociedad para participar en política.



Por eso, junto con ello, creo que el reemplazo que se ha producido en el Senado ha abierto una incógnita sobre la legitimidad de la representación parlamentaria, porque un partido ha decidido cambiar a un Senador por Valdivia por un concejal de Las Condes. 



El mecanismo de reemplazo de los partidos es autoritario. 



La gente elige a un Senador o a un Diputado para que represente intereses diferentes a los de las colectividades políticas. Sin embargo, estas determinan el reemplazo sin que este corresponda a la esencia para la cual ha sido electo -en este caso- el Senador que deja el cargo.



En mi opinión, esto va a llevar a una revisión muy importante de los mecanismos de reemplazo. Antes existían las elecciones complementarias, las que no estaban exentas de dificultades. En otros países, se eligen titulares y suplentes. Sin embargo, la carambola, el efecto colateral que ha tenido lugar a raíz de estos cambios en el Gabinete, que impulsaron la salida de dos importantes Senadores de esta Corporación -de paso, les deseo lo mejor; sé que lo van a hacer muy bien, pues tienen gran capacidad; Además, añaden un componente político que faltaba; Siempre es bueno que un Gobierno que llega por la política se declare político y no técnico-, ha generado un duro debate no solo al interior de los partidos, sino también en la ciudadanía.



Quiero llamar la atención que la aprobación de un proyecto que pone más barreras de entrada a los independientes, que establece mayor autoritarismo de los partidos es un seguro de vida para estos últimos.



Pienso que si las colectividades políticas lo hacen bien y cuidan a sus militantes, estos no se van a ir. Porque la verdad es que han de existir la facultad y el derecho de discrepar. Si un militante no se siente interpretado por su partido, puede abandonarlo y generar un camino propio de participación política. 



Establecer barreras de entrada, obligar a renunciar u obligar a cumplir condiciones mediante ley, me parece en extremo autoritario.



Señor Presidente, anuncio mi voto en contra de la iniciativa y formulo reserva de constitucionalidad.



¡Patagonia sin represas!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, deseo informar este proyecto en mi calidad de Presidente no solo de la Comisión Mixta, sino también de la de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



La iniciativa que nos ocupa tuvo su origen en una moción de los Honorables señores Camilo Escalona, José Antonio Gómez, Ricardo Lagos Weber, Pablo Longueira y Andrés Zaldívar. Su propósito es, básicamente, ampliar a nueve meses el actual plazo de dos meses que exige la Ley de Votaciones Populares y Escrutinios para estar afiliado como militante de un partido político a efectos de postular a un cargo de elección popular. 



También tiene como finalidad exigir a los candidatos independientes a un cargo de elección popular el haber estado desafiliado de los partidos políticos por el mismo tiempo.



Una vez aprobada por el Senado la iniciativa fue rechazada por la Cámara de Diputados, fundamentalmente por que no se alcanzó el quórum requerido. Tuvo una amplia mayoría, pero faltaron dos votos en esa oportunidad.



Constituida la Comisión Mixta que hubo de formarse para dirimir la controversia, esta escuchó diversos planteamientos, entre ellos, el del Director del Servicio Electoral, don Juan Ignacio García, quien planteó que otras exigencias de la Ley de Votaciones podrían generar un inmovilismo en relación con los partidos políticos nuevos o que estén por constituirse.



Para obviar los reparos anotados  y sentar el principio de absoluta igualdad entre los partidos políticos constituidos y los nuevos partidos que estén en proceso de formación, la Comisión Mixta complementó las normas aprobadas por el Senado con una declaración que expresa que el requisito de estar inscrito será aplicable por igual a todos los partidos políticos que figuren en el registro de partidos en el año previo al de la elección de que se trate.



Como se ha señalado, este proyecto fue aprobado en general por unanimidad y, en  la discusión en particular, solo contó con el voto en contra del Diputado Marinovic.



El objetivo de la iniciativa no es afectar a los independientes, sino establecer normativas de responsabilidad y de prestigio para los partidos políticos. Porque todos sabemos que seis meses antes de una elección se efectúan primarias. De acuerdo con lo que se propone, si un candidato pierde en ese acto, se va del partido y se presenta como candidato por otra colectividad política o como independiente, sencillamente no puede ser candidato en la próxima elección. 



No se atenta contra los independientes. Si una persona es independiente, continúa como tal. Se puede inscribir como independiente y puede participar con todas las garantías en ese carácter.



Con el proyecto se pretende dar normas claras para prestigiar la labor de las colectividades políticas. Estas son la esencia fundamental de la democracia: todo nace en los partidos políticos. Nosotros estamos sentados aquí gracias a ellos. El Presidente de la República, los alcaldes y los concejales también tienen su origen en los partidos políticos. 



Sin embargo, debido a toda esta situación irregular que ocurre, a la que nadie hace caso, se ha producido un gran desprestigio de la política. Y los más desprestigiados son precisamente las colectividades políticas.



Lo que nosotros pretendemos con esta iniciativa es, por lo menos, partir dando normas claras de respetabilidad a todas las reglas del juego referidas a los partidos políticos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, esta iniciativa se está debatiendo como si fuera de Fácil Despacho. 



Como hay varios señores Senadores inscritos, voy a proceder a  abrir la votación. Si algunos quieren fundamentar el voto, pueden hacerlo.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, para fundamentar el voto, la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, seré muy breve, porque tenemos que entrar a analizar lo que nos convoca esta tarde: la reforma educacional.



Votaré, en consecuencia, en contra del proyecto en debate, tal como lo hice en el trámite anterior, porque me parece que parte de la libertad política consiste en poder ser elegido y elegir con libertad. 



En mi opinión, el proyecto va en la línea de proteger a los partidos políticos, pero creo que su respeto, su prestigio y su trabajo no se dignifican protegiéndose de esa manera, sino promoviendo la participación ciudadana y apoyando y escuchando a la gente, entre muchas otras actividades.



Sin embargo, pareciera que con esta iniciativa los partidos buscan protegerse de quienes en algún minuto desean salirse de ellos. ¿Qué pasa con los militantes que, por una convicción, por ejemplo, valórica, o por un tema de fondo, deciden renunciar a sus colectividades y quieren ir de candidatos? Hay muchos casos de personas que han estado en una agrupación política y luego se han retirado. 



Pienso que no hay que tenerle miedo a la competencia independiente. Por el contrario, considero que el mundo independiente efectúa un aporte importante y sustantivo a la política. Y por esa razón, tal como ya lo hice con anterioridad -cuando argumenté más largamente en esta Sala-, voy a votar en contra del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, creo que estamos ante una iniciativa legal mal enfocada y profundamente equivocada.



Me parece que aumentar de 2 a 9 meses el tiempo de afiliación a un partido político para poder postular a un cargo de elección popular, así como exigir a los candidatos independientes el mismo lapso fuera de una colectividad para inscribirse como candidatos, atenta contra el derecho constitucional de elegir y ser elegido.



Estimo que no son las cúpulas partidistas las que deben pronunciarse al respecto. A mi juicio, es la voluntad soberana del pueblo, expresada en una elección democrática e informada, la que debe resolver tal controversia.



Hago reserva de constitucionalidad por ese motivo. 



En mi concepto, se ven afectados los derechos de los candidatos independientes, y también, en mi opinión, la igualdad ante la ley.



Considero que la legitimidad de los partidos políticos no se beneficia con ello. Por el contrario, me parece ilegítimo el que cúpulas partidistas sean las que resuelvan en esta materia.



Coincido en que dichas agrupaciones juegan un rol de gran trascendencia e importancia en todo el proceso democrático. De eso no cabe duda. Pero estimo que actitudes de este tipo debilitan aún más su imagen. 



Tengo en mi poder un estudio, de reciente publicación, donde se mide la simpatía con los partidos políticos y el nivel de prestigio y legitimidad de estos. Y resulta paradójico. Según el “Barómetro de las Américas por LAPOP”, Uruguay exhibe un 66,2 por ciento; Estados Unidos, un 61 por ciento; en fin, los países que siguen se mueven en ese rango. En la medianía aparecen El Salvador, Venezuela, Bolivia y Canadá, con un 30 por ciento. Lo paradójico es que en el último lugar de prestigio y simpatía, como el peor evaluado de la encuesta, de carácter internacional, en cuanto a estructura partidista, figura precisamente Chile.



Creo que lo anterior debiera llamar la atención de los partidos políticos nacionales, porque por algo la ciudadanía les entrega solo un 11,6 por ciento.



Hay una evidente desigualdad, no solo en esta línea, sino también en la manera de enfrentar una campaña y sumar los votos que expresan la voluntad ciudadana. En el sistema binominal, que se aplica en las elecciones parlamentarias, los candidatos que van en una lista de partidos suman sus votos; en cambio, los candidatos independientes, que van solos, deben alcanzar una cifra que sea superior a la sumatoria de los votos obtenidos por aquellos. 



Eso es vergonzoso, aberrante, y atenta contra el espíritu democrático y, en mi opinión, debiera avergonzar a la estructura política de nuestro país.



Yo, en ese sentido, hago un llamado a la prudencia y a la comprensión, para que dicha situación se modifique. Mientras más privilegios busquen tener los partidos políticos, mayor será su descrédito frente a la ciudadanía. En esta época de pluralismo, donde el valor fundamental de la diversidad adquiere su más amplia expresión, hay que permitir que esa diversidad se manifieste a través de una exposición de ciudadanos que quieran ser candidatos, pero en igualdad de condiciones; no como hoy, en que los candidatos independientes compiten con una evidente desventaja.



Repito: estos privilegios partidistas, en mi opinión, no contribuyen en nada a mejorar la imagen de los partidos políticos.



Voto en contra del informe.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, voy a votar a favor porque, contrariamente a lo expresado por algunos señores Senadores, considero fundamental para la estabilidad de la democracia la existencia de partidos políticos sólidamente constituidos.



Si revisáramos cuáles son las democracias que funcionan mejor en el mundo, que muestran mayor estabilidad en el tiempo en sus instituciones, veríamos que son justamente aquellas donde los partidos políticos son entidades bien organizadas que actúan dentro de un ordenamiento jurídico claro.



Y lo que este proyecto busca, precisamente, es evitar una muy mala práctica que existe en algunos países, incluido el nuestro, cual es la de ver la política en función de intereses personales y no en función del interés de la nación o del interés de un grupo. Y así, cuando una persona no es nominada candidata, renuncia al partido que no lo ha nombrado y se afilia a otro o se presenta como independiente, poniendo su interés personal por encima del interés del grupo. Creo que eso desprestigia más a la política.



Reconozco que hay un desprestigio de los partidos, como también de la política en general. Pero las instituciones no se desprestigian solas. Estas se prestigian o se desprestigian según cómo actúan las personas que son parte de ellas. Y me parece que, frente a acciones que causan desprestigio, como es la de ver la política solo en función de intereses personales, la ley tiene que reaccionar.



Aquí no observo ninguna situación discriminatoria en contra de los independientes. Se fija el mismo plazo para ser candidato de un partido que para ser candidato independiente; exactamente el mismo. Por lo tanto, ahí no hay un acto discriminatorio.



En algunos casos, los independientes pueden aparecer en desventaja porque no van en lista y sus votos no se suman a los de otros, pero eso deriva de su naturaleza, de su carácter de independientes. Si varios candidatos son miembros de un mismo partido, lo lógico es que puedan sumar sus votos. Si alguien no quiere pertenecer a un partido, no puede aspirar a que sus votos se sumen a los de otros. 



Y eso, en todo caso -que fue mencionado por un señor Senador-, no tiene nada que ver con el proyecto que estamos discutiendo, el cual solo persigue mayor seriedad en la vinculación de las personas con un grupo político determinado, y que su desvinculación se produzca como consecuencia legítima de un cambio de opinión -algo perfectamente posible- y no por un oportunismo electoral.




En cuanto a la reserva de constitucionalidad efectuada, hago presente que estamos frente a una iniciativa que modifica una ley orgánica constitucional, por lo que de todos modos deberá ser sometida al control respectivo por el Tribunal Constitucional. Será este el organismo que determine si la nueva normativa crea o no una situación discriminatoria en perjuicio de los independientes. Mi opinión es que aplica exactamente las mismas reglas tanto para los candidatos miembros de un partido cuanto para los independientes. 



Por consiguiente, en esta materia no puede haber discriminación alguna.



Voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que la argumentación que se está dando aquí en defensa de los independientes no tiene ningún fundamento. Porque, si una persona es independiente, no se modifican sus derechos.



¿Qué se hace acá? Se trata de evitar -porque ello sucede- que el militante de un partido, al darse cuenta en la noche del cierre de las inscripciones de que aquel no lo llevará como candidato, reclame en forma automática su independencia o, sencillamente, se dé vuelta la chaqueta y se presente por otra colectividad. 



¡Eso desprestigia la política!



Al independiente, quien es muy respetado, hay que apoyarlo. Y toda la legislación que se dicte en tal sentido es positiva. Pero no se puede permitir el juego de algunos miembros de colectividades políticas que no son considerados para postular -la ley habla de la inscripción en el partido hasta 60 días antes de la elección-, quienes, en la noche del cierre de las inscripciones de candidatos, se transforman en independientes o cambian su pertenencia partidaria. Otros, inclusive, forman colectividades políticas que empiezan a recibir los residuos provenientes de diversos partidos.



¡Eso desprestigia la política!



Este proyecto no hace más que modificar el plazo. Le dice a la persona: “¿Usted quiere ser independiente? Hágalo con responsabilidad. Nueve meses antes de inscribirse como candidato a una elección, tome la decisión de postular por otro partido o declárese independiente”.



De eso se trata. Ese es el sentido del proyecto: sanear la política, prestigiar la militancia y prestigiar al independiente. 



El independiente debe ser reconocido y respaldado. Quien pertenece a una colectividad política ha de comprometerse con la cosa partidaria y no aprovechar un subterfugio legal que perjudica al ente que lo tenía como militante hasta la noche del cierre de las inscripciones para una elección.



Por lo expuesto, creo que esta iniciativa es muy positiva para la vida política del país.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, la verdad es que yo era bastante reacio a aprobar este proyecto, por muchas de  las razones  aducidas aquí (en parte las dieron los colegas Alejandro Navarro y Lily Pérez). Porque el problema no radica en ponerle a la persona que milita en un partido requisitos adicionales para ser candidato independiente. La cuestión estriba en que hoy, pese a la importancia que los partidos políticos revisten para el sistema democrático, existe a su respecto una falta de confianza feroz, pero no solo (y este es el punto) de la ciudadanía -eso explica su baja adhesión o poca simpatía, que llega a 11 por ciento, no obstante que, al medir estándares objetivos referidos a la calidad de la democracia (instituciones sólidas que funcionan, sistema electoral transparente, en fin), ella sale muy bien evaluada; sin embargo, la gente no lo ve así, y se siente muy alejada de los partidos-, sino también de los propios militantes.



¡Esa es la cuestión de fondo!



Cuando un militante no tiene confianza en cómo se resuelven las diferencias o los conflictos al interior del partido; cuando una colectividad política carece de un mecanismo para elegir a los candidatos conocido por todos, con reglas claras, transparente, participativo, democrático, surgen numerosas personas que al final deciden asumir candidaturas independientes después de mucho tiempo de adscripción partidaria. 



Entonces, el problema de fondo reside en que los partidos no les ofrecen a los militantes, para los efectos de optar a determinados cargos públicos, reglas claras; procedimientos democráticos, participativos, vinculantes, obligatorios.



Por eso yo tenía reparos, que expresé en su minuto en la Comisión. Pero la Concertación, y en particular mi partido, firmaron el 5 de octubre aquí, en Valparaíso, un documento -se hizo público- donde se estipula que vamos a tener primarias abiertas, vinculantes, obligatorias en cada comuna donde haya más de un candidato. 



Desde esa perspectiva, no se entiende que alguien, teniendo la posibilidad de someterse a un procedimiento democrático, en este caso por cierto vinculante, opte por otro camino si le va mal. Porque, existiendo un mecanismo para resolver el dilema de quién asume determinada candidatura, si una persona sometida a él no es nominada y pese a ello insiste, su proceder es inaceptable, pues les hace mal a la democracia y al sistema de partidos políticos.



Por eso, en tal contexto, estoy de acuerdo con el proyecto en debate. Y espero que dentro de las reformas políticas se contemple -creo que debe ser la expresión de la voluntad no solo de un bloque, como es el caso de la Concertación, sino de todo el país- el establecimiento de las primarias obligatorias y vinculantes para resolver ese tipo de diferencias. 



Estoy convencido de que aquello, más la inscripción automática y el voto voluntario, constituyen reformas políticas necesarias, mas no suficientes, para mejorar la calidad de la democracia chilena.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, yo voy a apoyar este proyecto -a pesar de que el año recién pasado presenté uno mucho más drástico-, porque me parece que los argumentos que se están dando en este momento para rechazarlo no son válidos.



Uno de los problemas que tenemos -ya se ha dicho- emana del hecho de que personas que llegan al Senado, a la Cámara de Diputados, al municipio, a donde sea, habiendo sido elegidas como militantes de un partido político, luego renuncian, hacen todo el esfuerzo por ganar votación afuera y dejan a aquel prácticamente sin representación.



Ese, en mi concepto, es uno de los grandes problemas que tenemos en política.



Yo había planteado en su momento -presentamos el proyecto pertinente con otros Senadores- que, si una persona se hallaba ejerciendo un cargo para el cual había sido elegida como miembro de determinado partido político y se retiraba de este, lo perdía. Y estoy absolutamente convencido de que eso, si bien bastante más drástico, habría sido mejor, pues tal situación se repite mil veces en la historia de Chile.



Ahora, convengo en que debemos mejorar con reglas claras la condición interna de los partidos políticos. Pero eso no obsta a que, pese a que la encuentro insuficiente -se lo manifesté a uno de sus autores-, la iniciativa me parezca un avance, aunque menor.



Por eso, voto que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Quiero fundar mi voto en 30 segundos, con la venia del señor Presidente, para despejar un punto.



Imagino cuál va a ser la reacción de muchos que hablarán acerca de este proyecto, quienes, sin duda, van a señalar que perjudica a los independientes.



Para los comentaristas posteriores a nuestra decisión, debo expresar que esta iniciativa no afecta absolutamente en nada a un independiente. ¡En nada!



Hoy día, si un militante de un partido -no un independiente- quiere postular en calidad de independiente, debe renunciar a él dos meses antes de la elección. Esta norma dice que, si el militante de un partido quiere presentarse como independiente, tendrá que renunciar con nueve meses de antelación.



Por lo tanto, quien es independiente antes de ese plazo o durante él sigue teniendo dicha calidad.



Más aún, los partidos políticos pueden llevar en sus listas a candidatos independientes; lo han hecho muchas veces.



Por consiguiente, el proyecto no afecta en nada al independiente. Lo que hace -y esto reviste importancia, porque, a mi entender, la cuestión será controvertida- es evitar el fraude contra la buena fe que alguien puede cometer luego de participar en el proceso interno de una colectividad destinado a determinar si es candidato o no.



Aquí debemos impedir que una persona, tras perder una nominación, pretenda dejar de respetar las reglas del juego del partido a que pertenece.



Eso sería -guardando las debidas proporciones- como si alguien tomara parte en una decisión del Parlamento y, por no gustarle el proyecto aprobado, resolviera regirse en la materia pertinente por una ley distinta de la sancionada por aquel.



La verdad es que una conducta de tal índole causa un enorme desprestigio a la política. Porque, si se milita en un partido, significa que hay coincidencia de principios, de valores, en fin.



Este proyecto tiene un solo aspecto que, como todas las cosas sobre las cuales uno decide, debe movernos a reflexión: qué pasa si dentro de los últimos nueve meses, durante los cuales hay inhibición para renunciar y presentarse como independiente, el partido toma una decisión de orden valórico contradictoria con el pensamiento de un militante.



Imaginemos que esa colectividad política opta por legislar a favor del aborto y uno de sus miembros no comparte tal decisión, por una cuestión de principios. ¡Queda impedido de ser candidato de su partido!



Es verdad que alguien podría extremar ese argumento. Pero la experiencia nos indica que, cuando uno legisla, todas las normas puestas en situaciones extremas -y alguien lo decía hoy en la discusión de la iniciativa atinente a la discriminación- pueden tener, de una manera u otra, imperfecciones.



Empero, la regla común va a ser que los partidos políticos no cambien su declaración de principios y su línea en materia de conductas. No obstante, hoy día prácticamente se ha transformado en norma general que quienes pierden la “interna” de una colectividad desconozcan las reglas del juego, lo cual se presta para un permanente cambalache. Entonces, el partido pasa a constituir más bien un instrumento utilitario de la finalidad de ser candidato que una instancia donde se defienden sus principios.



Por eso quise intervenir, señor Presidente, pues presumo que este proyecto va a ser interpretado como una limitación a los independientes. 



Ahora, si alguien cree que es así, le pido dar un ejemplo concreto de ello, porque este es el momento de debatir. Yo no veo ningún caso de independientes que no puedan ser candidatos. Al contrario, es el militante quien no puede pretender utilizar una posterior calidad de independiente para salirse de las reglas del juego que aceptó al ingresar a su partido.



Por ello, voto a favor.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (24 votos a favor, 4 en contra, 2 abstenciones y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Rincón y los señores Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Horvath y Navarro.



Se abstuvieron los señores Girardi y Quintana.



No votaron, por estar pareados, los señores Gómez y Pizarro.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo, suscrito por los Senadores señoras Alvear, Allende, Lily Pérez y Rincón y señores Orpis, Chahuán, Escalona, Eduardo Frei, García, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar, referido a la presentación de un plan de reforma integral del sistema penitenciario. (S 1330-12) (Véase en los Anexos, documento 20).
El señor PIZARRO (Presidente).- Este proyecto de acuerdo es producto de la sesión especial que celebramos para conocer la situación del sistema carcelario.



En teoría, debería pasar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Sin embargo, le consulto a la Sala si da su asentimiento para pronunciarse sobre él en el Tiempo de Votaciones de esta sesión.

El señor PROKURICA.- ¡Si le parece!

El señor NAVARRO.- Quiero una copia, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien. 



Entonces, si les parece a Sus Señorías, incluiremos el proyecto de acuerdo en el Tiempo de Votaciones de esta sesión.



--Así se resuelve.

MEJORAMIENTO DE CALIDAD Y EQUIDAD DE EDUCACIÓN ESCOLAR

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre calidad y equidad de la educación escolar, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (7329-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 81ª, en 4 de enero de 2011.


Informes de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.


Certificado de la Comisión de Hacienda: sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los objetivos principales del proyecto son:


1) Mejorar la calidad y la equidad de la educación escolar por medio de la modernización del Estatuto Docente para fortalecer el rol de los directores de los establecimientos educacionales municipales y el ejercicio de la profesión docente.

 

2) Crear un nuevo sistema para la selección de los directores y de los jefes de departamento de administración de educación municipal.



3) Incrementar la remuneración de los docentes mejor evaluados.



4) Crear un plan de incentivo al retiro. 



5) Entregar un bono especial para los docentes jubilados.



Esta iniciativa fue analizada en general y particular a la vez por las Comisiones de Educación, primero, y de Hacienda, posteriormente.



La Comisión de Educación aprobó la idea de legislar por tres votos a favor (Senadores señores Cantero, Chadwick e Ignacio Walker) y dos en contra (Senadores señores Navarro y Quintana). 



En cuanto a la discusión particular, efectuó una serie de modificaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados, las que fueron acordadas por mayoría, tal como se consigna en el boletín comparado.



Además, corresponde puntualizar que el Honorable señor Navarro votó en contra de todos los artículos aprobados sin enmiendas.



Por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó este proyecto en los mismos términos en que lo hizo la de Educación, por la unanimidad de sus integrantes, con excepción de los artículos 34 A y 34 C, contenidos en el número 21 del artículo 1°, que fueron acogidos con los votos favorables de los Senadores señores Chadwick, Eduardo Frei, García y Lagos y la abstención del Senador señor Escalona.



Cabe tener presente que la letra b) del número 31 del artículo 1° tiene carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren los votos conformes de 21 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de dar la palabra al Senador señor Orpis, solicito la anuencia del Senado para que ingresen el Subsecretario de Educación, don Fernando Rojas, y el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado.

El señor WALKER (don Ignacio).- También, doña Macarena Lobos, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Es Subsecretaria?

El señor WALKER (don Ignacio).- No: asesora.

El señor PIZARRO (Presidente).- El Senador señor Ignacio Walker pide también el ingreso de una asesora de él.

El señor LONGUEIRA.- ¿Quién?

El señor WALKER (don Ignacio).- Doña Macarena Lobos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ya tuvimos en otra oportunidad una discusión al respecto, y la Sala no dio su asentimiento.



Si le parece al Senado, se autorizará el ingreso de los Subsecretarios individualizados.



--Así se acuerda.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Y qué pasa con el ingreso de doña Macarena Lobos?
El señor PIZARRO (Presidente).- Lo someteré a la consideración de Sus Señorías.

El señor LETELIER.- ¿Me permite plantear una cuestión de Reglamento, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, no quiero que el colega Ignacio Walker entienda mal lo que voy a exponer, pero el criterio seguido aquí respecto a las autorizaciones de ingreso ha sido absolutamente distinto. Tiene que ver con la lógica con que funciona la Sala, a diferencia de las Comisiones. La única ocasión en que se planteó una situación similar fue durante la discusión del proyecto de Ley Presupuestos. Y creo que es importante tenerlo en cuenta, a los efectos de los precedentes de la Sala.

El señor WALKER (don Ignacio).- Entonces, no.

El señor PIZARRO (Presidente).- En estricto rigor, según el Reglamento, se solicita autorización para el ingreso de Subsecretarios y otros altos funcionarios, pero siempre que esté en la Sala el Ministro respectivo.



Durante la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos no se aceptó que entraran asesores.



En consecuencia, mantendremos la norma, para evitarnos líos.

El señor WALKER (don Ignacio).- No hay problema.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ahora bien, en cuanto al proyecto que nos ocupa, quiero manifestarle a la Sala que los acuerdos de Comités implican que tenemos dos horas para debatir la idea de legislar. Al término de ese lapso se votará en general. Y posteriormente empezará la discusión particular solo de las normas que fueron objeto de indicaciones. Las otras se darán por aprobadas.



Ya hay varios inscritos: los Senadores señores Ignacio Walker, Gómez, Orpis y Ruiz-Esquide.



Les ruego a quienes desean intervenir que se vayan anotando.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, se entiende que el debate perfectamente puede terminar antes del plazo fijado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Por supuesto.

El señor ESCALONA.- ¿Me permite una pregunta, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESCALONA.- Quiero saber cuándo expira formalmente el plazo de la “discusión inmediata”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Hoy, señor Senador.

El señor ESCALONA.- Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker, Presidente de la Comisión de Educación.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, estimados colegas, quisiera recoger en forma muy breve, lo más sucinta posible, un rico debate en torno a un tema muy complejo y que terminó en un proyecto muy distinto de aquel que comenzó.



Deseo resumir en dos frases, que creo que lo expresan todo y resumen todo, aquello de lo cual nos impusimos en la Comisión de Educación.



Primero, escuchamos al Colegio de Profesores, encabezado por su Presidente, señor Jaime Gajardo; a expertos; a alcaldes; al Presidente de la Asociación de Municipios, sostener invariablemente -y creo que casi no mediaron matices al respecto-: “La educación pública se muere”.



Y ello se encuentra avalado, obviamente, por las cifras que conocemos. Todos sabemos que, en 1990, el 60 por ciento de la matrícula correspondía a la educación pública. El año pasado solo el 37 por ciento ingresó a una escuela de ese sector. Por lo tanto, más que plantearse allí un problema, se registra un clamor en orden a hacer frente a esa realidad, a ese diagnóstico.



La segunda afirmación que se hizo, con mucha fuerza, por diversos sectores es: “Existe un sentido de urgencia”. No me refiero a la urgencia legal, sino a la necesidad de no quedarnos cruzados de brazos, impasibles, frente a la situación descrita como que la educación pública se muere.



Tal vez el que con mayor dramatismo, lucidez y elocuencia hizo presente lo anterior fue el señor Claudio Arriagada, Alcalde de La Granja y Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, al exponer que no se pronunciaba en términos legales, lo que no le correspondía, pero que mediaba un sentido de urgencia en orden a que los sostenedores de la educación pública -los municipios, como sabemos- no pueden seguir encarando la cuestión con los instrumentos institucionales y financieros actuales.



Alguien muy crítico de la iniciativa, especialmente en materia financiera -ya me voy a referir a ello-, como el señor Mario Waissbluth, después de desarrollar todo un reparo en la Comisión de Educación y la de Hacienda, concluyó aseverando dos cosas: es preciso aprobar el proyecto, porque es mejor que lo existente, y hacerlo en enero.



Entonces, consignaría que estas dos coordenadas: “la educación pública se muere” y “el sentido de urgencia”, es lo que nos ha llevado a muchos a tratar de construir un acuerdo en torno al articulado, pero mucho más allá.



Diría más: a partir de las afirmaciones anteriores, creo que muchos llegaron a una conclusión que el Senador que habla, por lo menos, comparte, en cuanto a que no hay forma de salvar a la educación pública sin dos grandes requisitos y acciones: primero, reformar el Estatuto Docente, en diversos y acotados aspectos -de hecho, muy acotados-, y segundo, contar con un financiamiento adecuado. Porque, sin financiamiento, esto es música.



Y quiero agregar algo, señor Presidente. La iniciativa ingresó a la Cámara de Diputados de la peor manera: es una revolución con suma urgencia -casi términos contradictorios-, con una parafernalia mediática de puesta en escena realmente sorprendente, con muy poco contenido y con cero equidad. Así llegó a fines de noviembre.



Ahora bien, a partir de un mal proyecto inicial, de una mala puesta en escena, de muy poco contenido, fuimos tratando de construir un acuerdo, Gobierno y Concertación -por lo menos, la mayoría de los parlamentarios-, que realmente pudiera hacerse cargo de ese clamor: la educación pública se muere y el sentido de la urgencia.



¿Sobre qué base? ¿Qué es lo medular del texto, en lo positivo, y el convenio al que fuimos llegando Gobierno y Oposición? Esencialmente, lo que intenta el articulado -y así fue apareciendo en el camino- es mejorar las condiciones y la forma de selección de los directores de colegio, para lograr verdaderos líderes de los establecimientos, con Alta Dirección Pública, pedagógica, para su nombramiento, que puedan designar a su equipo más cercano. Todos los estudios han demostrado que, sin directores líderes, no se abre la posibilidad de obtener una educación de calidad en el ámbito público.



El otro elemento son los mejores profesores.



¿Qué fue lo interesante? Que, inicialmente, el texto establecía incentivos económicos -asignación de responsabilidad directiva y de excelencia académica para los mejores docentes- solo sobre la base del tamaño del colegio. A mayor tamaño, mayor remuneración e incentivo.



La Cámara de Diputados introdujo un elemento nuevo. No se trata solo del factor mencionado, sino también de la vulnerabilidad y la concentración. Es decir, se contempla una mejor asignación y remuneración para el director que va a un colegio vulnerable, donde impere la concentración.



Y lo que era 60 y 40 por ciento en la otra rama del Congreso terminó siendo 50 y 50 por ciento en el Senado: mitad por tamaño, mitad por vulnerabilidad. Incorporamos un elemento de equidad que la normativa no incluía al principio.



A ello sumamos disposiciones para evitar la arbitrariedad y velar por la transparencia y objetividad de los procesos de evaluación docente y, eventualmente, de desvinculación, entendiendo que uno de los aspectos centrales es que esta última diga relación con el 5 por ciento del 30 por ciento peor evaluado.



Señalo lo anterior porque muchas veces estigmatizamos a los maestros y olvidamos que en el sistema nacional aplicable, del 70 por ciento mejor evaluado, 10 por ciento corresponde a “destacados” y 60 por ciento a “competentes”. Es decir, más de dos tercios se hallan bien evaluados. Y el académico Jorge Manzi nos proporcionó hoy día, en la Comisión de Hacienda, la explicación correspondiente.



Por lo tanto, dejemos de señalar a los profesores como si fueran responsables de la situación de la educación pública. Solo en el caso del 30 por ciento peor evaluado, ya sea como “insatisfactorio” o “básico”, se puede aplicar el 5 por ciento, pero eliminamos la causal del incumplimiento del reglamento interno introducida por el Gobierno en la Cámara de Diputados, que podía devenir en una arbitrariedad.



Suprimimos el mecanismo de indemnización que se proponía: seis meses, con medio mes de indemnización. Se mantuvo el actual.



Y en materia de evaluación, no solo no acogimos lo planteado en orden a insistir en tres o cuatro procesos anuales relativos a la calificación de “insatisfactorio” o “básico”, sino que también establecimos seis años para tal efecto, es decir, cada dos.



En consecuencia, en cuanto a las legítimas dudas del Presidente del Colegio de Profesores, señor Jaime Gajardo -con quien me he reunido cinco veces en las últimas tres semanas-, sobre una arbitrariedad o un retroceso, desde el punto de vista de los derechos adquiridos, tanto en materia de indemnización como de evaluación, puedo exponer que se registraron los rechazos a que he hecho referencia.



Anoche terminamos de desechar en la Comisión de Educación la norma sobre evaluación, que habría introducido un signo de interrogación y una incertidumbre sobre el cien por ciento de los docentes.



Además, evitamos que la evaluación descentralizada tuviera un efecto jurídico. Solo será indicativa, y rige, por lo tanto, el sistema de carácter nacional.



En cuanto a lo que tal vez es lo más importante del proyecto, señor Presidente, expresé que, sin financiamiento adecuado, esto es música. Varios de mis Honorables colegas tienen frente a sí un cuadro demostrativo de que, en el período 2011-2014, la educación pública, no la privada, va a recibir, producto del acuerdo, casi 180 mil millones de pesos -o sea, 360 millones de dólares-, de los cuales 105 mil millones se le inyectarán “a la vena”, por así decirlo.



Son 60 mil millones los que se destinarán preferentemente al plan de retiro. Se considera la posibilidad de que 13 mil profesores se acojan voluntariamente a estas normas en los próximos dos años. Bajo el Gobierno de la Presidenta Bachelet fueron 9 mil. Ahora se crea un incentivo de hasta 20 millones de pesos para que lo hagan, con 44 horas semanales y 11 años de docencia, constituyendo una indemnización asegurada por el Fisco, no por el municipio ni el sostenedor.



De allí que diera ayer públicamente su apoyo al proyecto la totalidad de los alcaldes de los partidos Demócrata Cristiano, Socialista y Por la Democracia pertenecientes a la Asociación Chilena de Municipalidades.



A los 105 mil millones a que he hecho referencia se suman otros recursos -no tengo tiempo de explicitarlos- por concepto de subvención escolar preferencial o de subvención por concentración, que también van “a la vena” del sistema público, porque, aun cuando un tercio se destine a la educación particular subvencionada, dos tercios se dirigen a la de ese otro sector.



Entonces, casi 180 mil millones de pesos financiarán los cuatro años, sin contar, además, que aprobamos extender a la enseñanza media -a 1º, 2º, 3º y 4º medio- la subvención escolar preferencial, desde 2014 a 2017, para cubrir justamente con recursos dirigidos a los más pobres y vulnerables no solo el beneficio que hoy se contempla para la educación básica.



¿Resuelve el proyecto la cuestión de la educación pública? Categóricamente, no. Por lo tanto, en el texto que nos ocupa -no en el Protocolo- se incluyó un artículo transitorio en el sentido de que se enviará de aquí al 30 de septiembre próximo una iniciativa para fortalecerla, con alternativas a la municipalización.



El propio Ministro señor Lavín -aquí presente- hizo referencia el domingo a la desmunicipalización. ¿Por qué? Porque otro consenso al que se llegó fue que el sistema público municipal se halla en crisis, institucionalmente, y es preciso buscar otras opciones.



Y antes del 1º de marzo de 2012 tiene que ingresar el proyecto de la carrera docente, tan anhelado por los profesores. Porque no basta solo con los recursos, sino que además se requieren una institucionalidad alternativa a la municipalización y una verdadera carrera docente, que abarque desde la captación de alumnos de Pedagogía hasta la jubilación digna de los maestros, la que hoy no reviste tal carácter. 



Por esta última razón, estamos introduciendo 60 mil millones de pesos -más de 120 millones de dólares- para que 13 mil profesores puedan acogerse a un retiro con esa característica en los próximos dos o tres años.



Entonces, el Protocolo que parlamentarios de Gobierno y de la Concertación hemos suscrito en el día de hoy apunta a los propósitos mencionados.



Como parte de dicho instrumento, señor Presidente, se acaban los llamados “semáforos de Lavín”. ¿Por qué? Porque se estaba induciendo a error. La carta que recibían los apoderados con los resultados del Sistema de Medición de la Calidad de la Educación (SIMCE) no decía que el 70 u 80 por ciento de estos se explica por el nivel socioeconómico del alumno o de su entorno familiar.



Además, reponemos las cuatro horas de historia y de educación cívica, que se habían “caído” en una propuesta inicial, lo que, a nuestro juicio, constituía un grave error.



Y permitimos que el 5 por ciento de los egresados con mejores notas de la enseñanza media postule a la educación superior -escuchen bien mis Honorables colegas- sin pasar por la prueba de selección universitaria. Son los propedéuticos.



Entonces, algunos dirán que estamos entusiasmados. Claro que sí. Pero no por el proyecto, que es una parte de la solución, sino por el Protocolo, el cual establece la obligatoriedad, de aquí a marzo -en dos meses más-, de despachar la iniciativa sobre el aseguramiento de la calidad de la educación, que hemos transformado completamente en la Comisión Mixta, y la del incremento de la subvención escolar preferencial, que contempla 38 mil millones de pesos adicionales, dos tercios de ellos para la educación pública.



Por lo tanto, cuando llamamos -y con esto termino- a aprobar en general el proyecto, consideramos también el Protocolo. La solución es mucho mejor que la situación actual, no solo porque se destinarán 180 mil millones de pesos, durante cuatro años, solo a la educación pública, sino también porque se despacharán las iniciativas sobre subvención escolar preferencial, el aseguramiento de la calidad de la educación, la carrera docente y el fortalecimiento de la educación pública.



He dicho. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez. 

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, deseo efectuar algunas precisiones.



La Concertación se halla conformada por cuatro colectividades políticas, tres de las cuales han firmado el Protocolo. El Partido Radical no lo ha hecho ni lo hará. No tenemos ninguna...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Recuerdo al público asistente, que ya ha venido varias veces y conoce las reglas del juego, la prohibición de realizar manifestaciones de cualquier tipo, a favor o en contra, y de incurrir en expresiones ruidosas de aprobación o desaprobación. Tiene que permanecer en silencio.



En caso contrario, me veré obligado, reglamentariamente, a hacer desalojar las tribunas, lo que no corresponde a mi intención ni al que creo que es el interés de las personas que se encuentran en ellas.



Solicito escuchar con tranquilidad el debate y las opiniones de los señores Senadores.



Continúa con el uso de la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, pocos proyectos de ley suscitan tanto interés y controversia como los relativos a la educación.



Recuerdo cómo se la jugó la Presidenta Bachelet, en la Administración anterior, por aprobar la Ley General de Educación, respecto de cuyas bondades manteníamos diferencias y dudas una parte importante de los parlamentarios de la Concertación. Sin embargo, en esa época éramos Gobierno y la disciplina de la coalición nos obligaba a concurrir a medidas que a veces no compartíamos en su totalidad.



Hoy vemos cómo el Presidente Piñera hace lo mismo e interpela a los parlamentarios de Oposición por los medios de comunicación para que aprueben la iniciativa que denominó “revolución de la educación”, lo que luego el Ministro señor Lavín rectificó llamándolo “proyecto de evolución de la educación”.



Pareciera que tal forma de gobernar y de solicitar por los medios de comunicación ha sido exitosa. Se ha logrado dividir a ese sector respecto de un proyecto crucial para el futuro del país.



Los electores decidieron que fuéramos Oposición. Por lo tanto, nuestra tarea es representar el sentir de quienes se hallan fuera de la toma de decisiones; de quienes no tienen voz ni voto en el actual Gobierno; de quienes no comparten la idea de vender las sanitarias o las empresas eléctricas, o bien, la creencia, en materia educacional, de que la solución radica en entregar más recursos y no en la determinación política acerca de que se trata de una tarea y obligación del Estado.



El Gobierno ha cometido grandes errores durante estos meses en que ha ejercido el poder sin contrapeso. Esto último ha sido posible al concentrarse el de carácter económico, el estatal y el de las comunicaciones.



Nuestra definición, como partido, es que en temas tan importantes juguemos nuestro rol de oposición. No hago referencia a una de carácter destructivo, sino al papel que la ciudadanía nos asignó. Para eso es necesario el diálogo profundo. Ahora dirán que este ha existido en relación con la iniciativa en debate, que hemos participado en varias discusiones -y es verdad-, pero entre nosotros, sin la intervención de los actores del sistema. ¡Fuera los profesores! ¡Fuera los estudiantes y sus federaciones! ¡Fuera los padres y apoderados!



Por eso, mi primera crítica al proyecto dice relación con la falta de diálogo ciudadano y con los acuerdos cupulares.



¡Que alguien en la Sala me explique la razón para que un proyecto de esta naturaleza se discuta con tanta premura! ¿Por qué no aprobar la idea de legislar y discutir en profundidad, artículo por artículo, el futuro de la educación?



Mi segunda crítica se refiere a que una revolución en la educación se transformó en una iniciativa de carácter económico, en la que el gran logro de la Oposición son mayores recursos para el sistema municipal.



La tercera se dirige a que lo hecho en el proyecto y el acuerdo es perpetuar el sistema de municipalización.



La materia que hoy nos convoca es de esas que debieran concitar en una coalición opositora acuerdos profundos que mostrasen cuál es el camino que creemos que debemos transitar, cuáles son nuestras diferencias y cuál es nuestra propuesta sobre la cuestión más trascendental para Chile, que es la educación, ya que es la única que puede terminar con las desigualdades y las profundas diferencias en nuestra sociedad. No hay dos opiniones en cuanto a que esa es la vía.



El sistema educativo que hoy aplicamos fija el destino de nuestros niños. En efecto, este se halla determinado por el barrio y el colegio en que a ellos les toca vivir y educarse. Los pobres se educan con los pobres y los ricos con los ricos. La clase media deja hasta de comprar o pagar cosas esenciales por invertir en colegios privados para que sus hijos puedan romper su destino.



¿Dónde está el Estado? No existe, puesto que nuestras políticas de educación que desarrolla el país son para los pobres. En esa lógica, ojalá los pobres se concentraran en barrios y en colegios para ellos. 



Es cierto que en el proyecto se toma la decisión de aportar más plata, pero el resultado final es el mismo: ¡educación de mala calidad!



Durante muchos años se ha dicho que las ideas y propuestas de los radicales en materia de educación son retrógradas, que nos vuelven al pasado y que ello va en contra de nuestra sociedad pujante y camino al desarrollo.



La sociedad chilena está tremendamente segmentada, señor Presidente. Las diferencias que existen entre los más pobres, los ricos y la clase media son abrumadoras. ¡Y no hay dudas de que el camino para quebrar esta situación es la educación!



Si uno revisa las estadísticas de la educación parvularia, básica, media y universitaria, y de las personas que acceden a becas de educación fuera de Chile, obtiene como resultado final que quienes logran éxito son los mismos grupos sociales: los que van a los mejores colegios, los que sacan los mayores puntajes, después reciben las principales becas y finalmente obtienen los mejores trabajos y ganan las mejores remuneraciones.



¡Esa es la estructura de nuestra sociedad!



¿Cómo pretendemos romper eso? ¿Abriendo la educación al mercado y entregando más recursos a las municipalidades para que eduquen a los más pobres? 



Está más claro que el agua que la educación municipalizada tiene malos resultados.



Por otro lado, los estudios señalan que hay un alto porcentaje de colegios subvencionados que entregan también una mala educación. A pesar de eso, la matrícula está bajando en los colegios públicos.



¿Cuáles son las razones?



Una de ellas es la diferente educación que se imparte. Se dice que los padres necesitan seguridad para llevar a sus niños a los colegios y que las constantes huelgas, ausencias, etcétera, hacen que terminen por dejar los establecimientos municipalizados.



Estadísticamente, esta situación indica que la matrícula en el ámbito público dentro de poco llegará al 30 por ciento o menos.



Para resolver eso, el Gobierno nos presenta un proyecto de ley. En los acápites principales del mensaje, señala que busca salvar la educación pública, porque su preocupación es real y sincera acerca de la necesidad de que exista tal educación, y que se irá por un camino de cambio institucional.



El texto de la iniciativa plantea como principal preocupación el estamento directivo y las facultades para poder despedir al 5 por ciento de los profesores evaluados con desempeño “insatisfactorio” o “básico”. Y aumenta las remuneraciones y los incentivos económicos.



Para ese fin, primero se estableció un monto de 20 mil millones de pesos; luego la Cámara de Diputados lo incrementó a 30 mil millones, y en el Senado lo subimos a 60 mil millones. 



¡Quiero felicitar al señor Ministro por este “estudiado” proyecto -y se le ha puesto “discusión inmediata”-, al que se le cambia las cifras dependiendo de la presión que ejerza cada cual...! 



Algunos dirán que tales dineros constituyen una inyección para la educación municipal. En verdad, son los recursos que se requieren a fin de que haya incentivos para la jubilación y el retiro de los profesores de mayor edad.



Otros argumentarán que la iniciativa mejora la entrega de subvenciones y establece un fondo de 45 mil millones de pesos, que van directamente a la educación municipal. ¡No, señor! Se trata de recursos que serán concursables, que no se destinan a solucionar el problema del cierre de colegios municipales, que es lo que debiera hacer un proyecto de esta naturaleza. ¡Tales dineros tendrían que ocuparse para evitar que en La Pintana y en las distintas comunas del país se cierren las escuelas públicas! A ese objetivo debiera tenderse y con un fondo directo, no con uno concursable.



Eso es el proyecto, más otros recursos establecidos gracias a las diversas conversaciones que sostuvimos con el Ministro de Educación.



Con relación a la propuesta en debate, hemos señalado nuestra opinión desfavorable porque no creemos que la gerencia de los colegios, los incentivos económicos por sí solos o la amenaza de despido del 5 por ciento de los docentes vayan a producir un cambio en la educación.



Estamos convencidos de que los aportes económicos acordados no se hallan bien focalizados hacia la educación pública para mejorarla o salvarla, como se ha dicho. Simplemente, se entregan más recursos a los municipios, que se suman a los miles de millones que hasta la fecha se les han transferido.



Nuestra preocupación es de fondo, señor Presidente, no de pesos más o pesos menos. No es ese el problema. No creemos que la solución pase por inyectar 360 millones de dólares en cuatro o cinco años.



La dificultad radica en otra cosa.



Estamos convencidos de que el sistema ideado como municipalización colapsó, está en crisis, y de que la situación no se resuelve con la entrega de más recursos al sector municipalizado. 



Por eso, nuestra preocupación no es la iniciativa que nos ocupa, a la cual han denominado “revolución” o “evolución” de la educación.



Aquí, señor Presidente, manifestaré opiniones que a lo mejor no son compartidas. Sin embargo, creo que en este día y en esta Sala es necesario expresarlas para que queden en la historia de la ley.



Estoy convencido de que toda la educación es un bien público y de que la realidad del país nos lleva a constatar que aquella se entrega por tres vías: la privada, la subvencionada y la municipalizada.



Hoy no existe en nuestra tierra lo que hemos denominado “educación pública”. Porque para nosotros esta corresponde a la que depende directamente del Estado y se halla 100 por ciento financiada por él. Lo que tenemos es un engendro extraño, de componentes diversos.



Pues bien, cabe señalar que el nuestro es un sistema mixto y que debemos caminar hacia su perfeccionamiento.



Con ello quiero decir claramente que no estoy en contra de la educación subvencionada, sino de quienes utilizan el sistema educativo para lucrar y no para educar.



Por eso, en esta materia no me opongo a la entrega de recursos públicos a los colegios subvencionados mientras se fijen controles suficientes y necesarios para que aquellos se inviertan en educación, mientras se disponga explícitamente que no se puede discriminar a los alumnos ni lucrar con esos dineros.



Ahora me referiré a lo que consideramos “educación pública” y al camino que, a nuestro juicio, permite desarrollarla y establecerla de verdad, y para la cual creemos que deben estar disponibles todos los recursos necesarios.



Señor Presidente, el sistema educacional es un todo y no puede mirarse por parcialidades. 



Los miembros de la comunidad educativa son los directores, profesores, asistentes de la educación, alumnos, padres y apoderados.



El Estado debe contar con una educación pública gratuita y de calidad, impartida por todos los colegios públicos. Y para ello, la sociedad debe invertir los recursos que se requieran.



Para eso, debemos cambiar la institucionalidad; pero no en un sentido retórico, como lo hemos escuchado, sino para que el Estado cumpla con el objetivo a que se encuentra obligado: ofrecer educación gratuita de calidad, no discriminatoria, en todas las comunas del país, que busque educar para vivir en sociedad y no únicamente instruir.



Para nosotros esto tiene un norte claro y preciso: desmunicipalizar y transferir la educación a un sistema estatal, con componente regional.



En segundo lugar, el financiamiento a las escuelas públicas tiene que ser 100 por ciento estatal: que no exista la actual forma de distribución, que solo hace competir a los más pobres con los más pobres y que se paga por asistencia y no por matrícula.



El financiamiento debe comprender todos los ámbitos del establecimiento educacional (infraestructura, tecnología, profesores, capacitación, etcétera).



Debe existir un modelo de escuela de excelencia, el cual indicará claramente cuál es la necesidad de financiamiento. 



Los controles para una buena inversión, para un buen desarrollo educativo se contemplan, por cierto, en nuestro esquema. Y también sanciones o disminución de incentivos para los que no cumplan metas de gestión. Ninguna de las modernas técnicas educativas queda fuera de nuestra propuesta.



En tercer término, un componente esencial es el profesorado. 



Estamos convencidos de que debe existir una carrera funcionaria clara, precisa y conocida para nuestros maestros, con incentivos, tareas concretas, evaluaciones, recursos para capacitación y entrenamiento, que permita que en los establecimientos públicos se desempeñen los mejores docentes.



Para ello, sin duda se hace necesario cambiar la mentalidad de nuestro país. La primera profesión es la de educador. El Estado debe asegurarle las mejores remuneraciones durante la vida activa y condiciones dignas al término laboral.



Los maestros no pueden seguir haciendo clases en varios colegios para obtener un sueldo mayor; deben contemplarse horas de preparación de clases, etcétera.



En cuarto lugar, los alumnos, padres y apoderados.



Se requiere que el colegio involucre a la comunidad educativa y que el proceso de formación continúe en los hogares. Por supuesto que hay situaciones de extrema pobreza, violencia, etcétera. Pues bien, para eso son las subvenciones y los incentivos adicionales con 100 por ciento de financiamiento estatal: ¡para romper las desigualdades; para incentivar el deporte, la música, la cultura en general; para asegurar la asistencia escolar, en fin!



Se precisan recursos para que la comunidad educativa se involucre en el desarrollo de las políticas educacionales. Ello se logra cuando esta se siente parte de su comunidad. No se logra -como sucede hoy- si los jóvenes tienen que cruzar durante horas la ciudad para llegar a colegios “buenos” porque en su barrio los establecimientos de calidad no existen.



Debe haber colegios con nivel educativo de excelencia en el barrio, en la comuna.



Lo que perseguimos, señor Presidente, es que el Estado asuma su obligación de entregar educación pública, pero no como un mero número de alumnos o cobertura, sino de calidad.



¿Y para qué? Para que los padres en Chile puedan optar, de verdad, a la educación para sus hijos, decidiendo dónde ponerlos por la calidad de los establecimientos y no por el dinero que posean.



La decisión de matricular a un menor en un colegio público o en uno privado será de la familia, porque existirá la alternativa. Hoy, con nuestro sistema educacional, esa posibilidad no se brinda. Los más pobres llevan a sus niños a los colegios gratuitos. Quienes pueden hacer esfuerzos económicos los matriculan en los pagados, privándose de necesidades básicas para que sus hijos reciban mejor educación.



¡Para qué hablar del destino de la clase media en Chile! Ahí la situación es aun más dramática. Yo y muchos de quienes nos encontramos en esta Sala (el Senador Quintana, el Senador Navarro) somos hijos de la educación pública. Nacimos en una familia de clase media. Nuestros padres tuvieron la oportunidad de elegir, y decidieron ponernos en colegios públicos. En ellos se vivía la diversidad, la sociedad real. 



¡Hoy eso no es posible!



¿Es tan extraño, señor Presidente, querer optar por esa forma de educación?



¿Es tan malo o anticuado, en esta modernidad que nos desborda, pensar que eso es factible y pretender caminar hacia esos horizontes?



Estamos más que convencidos de las respuestas: queremos diversidad en la educación y que exista enseñanza pública gratuita y de calidad.



Pues bien, la propuesta que nos plantea el Gobierno -insisto que el acuerdo que la respalda fue firmado por algunos parlamentarios de la Concertación- solo hace permanente lo que hoy existe en el sistema educativo: la entrega de más recursos a los municipios.



Nosotros, señor Presidente, estamos por una verdadera revolución en la educación y por una discusión de verdad sobre dicho sistema.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor GÓMEZ.- Termino de inmediato, señor Presidente.



Por esas razones -no como alguien dice en broma, porque esto no es broma, es serio-, y reiterando lo que señalé al inicio en cuanto a que esta situación implica una crisis desde el punto de vista político al interior del conglomerado opositor, el Partido Radical no aprobará el presente proyecto de ley.



Gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Estimados asistentes a las tribunas, parece que no me entendieron bien. No se permite aplaudir ni emitir ninguna manifestación.



--(Manifestaciones en tribunas).



Quienes deseen hacer manifestaciones se pueden ir para afuera.



--(Manifestaciones en tribunas).



Señor profesor, entiendo que usted es dirigente del Colegio de Profesores. Trate de predicar con el ejemplo, que es lo que más necesitamos.



--(Manifestaciones en tribunas).



Por favor, guarden silencio.



Son ustedes los que deciden si quieren permanecer en el debate o salir.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor CANTERO.- Señor Presidente, aplique el Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se suspende la sesión.

____________



--Se suspendió a las 19:39.



--Se reanudó a las 19:41.

____________

El señor PIZARRO (Presidente).- Continúa la sesión.

El señor NAVARRO.- ¡El Ministro Lavín trajo barra! ¡Muy bien...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador señor Navarro, le ruego que también dé el ejemplo. Si queremos que respeten en las tribunas, hagamos lo mismo en la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.



--(Manifestaciones en tribunas).



¡Por favor! ¡Última vez! 



Me da lo mismo si están a favor o en contra. Mi obligación es mantener el silencio y el respeto hacia quienes intervienen en el Senado.



¡Si quieren permanecer en las tribunas, se quedan callados!



No pueden aplaudir; tampoco, pifiar. Si les parece bien la intervención, deberán escuchar tranquilamente. Si les cae mal, lo mismo.



Prediquen con el ejemplo. Se lo señalo a quienes han venido especialmente -se supone- a escuchar este debate.



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en el último año del Gobierno de la Concertación, me tocó participar con representantes de la Alianza, entonces Oposición, en una larga conversación para avanzar en aspectos esenciales en la línea de obtener el mejoramiento de la calidad de la educación. 



Logramos acuerdos importantes, aunque no todo lo que deseábamos. Y se derogó la LOCE, que era lo más importante para nosotros como Gobierno a fin de poder movilizar las tesis existentes en materia educacional.



Por eso valoro el esfuerzo que se ha hecho para alcanzar un acuerdo.



Sin embargo, con la misma claridad que tuve para señalar mis puntos de vista en el Gobierno de la Concertación, quiero manifestar que me asisten razones para no aprobar el actual proyecto. Ellas son las siguientes:



1.- La iniciativa no avanza en el cambio de fondo que la educación chilena requiere y solo perpetúa las diferencias que hoy posee nuestro modelo educativo.



2.- Ese objetivo se menciona como una misión a cumplir en el curso del año con un nuevo proyecto, pero no se fijan los parámetros de su contenido.



3.- Ello significa que, en la orientación general del Gobierno, perfectamente podría ser un mecanismo de privatización o de desdibujamiento del sentido nacional de la educación pública.



4.- Los 25 años de funcionamiento del actual esquema municipalizado solo han implicado una pérdida brutal de la matrícula en la enseñanza pública.



5.- No parece lógico, a mi juicio, que, con estos antecedentes, se insista en un modelo fracasado, sin tener la certeza de lo que se va a proponer en su reemplazo.



6.- El nuevo diseño genera, en mi concepto, mayor autoridad del municipio, de la alcaldía y del DAEM, sin contrapeso suficiente para garantizar el respeto a los profesores.



7.- Al no modificarse el modelo de municipalización, se mantiene el error fundamental de entregar la educación pública a entes que exhiben una brutal diferencia en recursos financieros y humanos, como son los 346 municipios.



8.- Eso mantendrá, a pesar de los esfuerzos por compensarlo, el retraso de la educación pública en las comunas más pobres y, específicamente, en el campo chileno.



9.- El financiamiento -reitero: pese a los esfuerzos hechos por el Gobierno- nos parece del todo insuficiente, y se persiste en conservar elementos absurdos, como el financiamiento por asistencia. El hecho de que esto no haya sido corregido en los Gobiernos de la Concertación no obsta para que hoy mantenga mis puntos de vista, porque siempre lo planteé de esta misma manera.



10.- El proyecto señala dos áreas: las modificaciones actuales para aplicarlas de inmediato y los compromisos para un marco general que deberá aplicarse en el 2011 y 2012. Subyace aquí, por lo tanto, un problema de confianza en lo que se va a hacer.



11.- En este enfoque anterior, llamo la atención en el sentido de que había un acuerdo inicial tanto del Gobierno como del Ministro de Educación -según nos dieron a conocer los negociadores- para impedir la creación de nuevos colegios particulares subvencionados. Hoy día recibí una información en cuanto a que ese Secretario de Estado retrocede en esta materia. Con mucha franqueza, así como se cambia hoy en este punto, también se podría retroceder mañana en cualquier otro de los aspectos acordados.



12.- En política la primerísima obligación de quien negocia o impulsa acuerdos de cualquier naturaleza es la confianza que permite resguardar los intereses de lo que cada uno de los negociadores considere su valor esencial por defender.



13.- Entonces, ¿cómo podría, mediante mi voto, dar  un cheque en blanco si ya se presentó un conflicto en este punto durante las últimas 24 horas, así como también ha surgido públicamente un desacuerdo respecto del posnatal, tal como anuncian hoy varias informaciones de prensa? Lo mismo ha sucedido en relación con el 7 por ciento de cotización de los jubilados y otros asuntos que no es necesario mencionar, respecto de los cuales ha habido un acuerdo explícito, claro y preciso. Sin embargo, según la información de que disponemos, hoy esos proyectos serán trabajados con una letra chica que desfigurará totalmente lo convenido en su momento por el Presidente de la República.



14.- Me parece absolutamente inadecuado que el pago del retiro de los profesores se haga con cargo a la subvención, y, por ello, me alegro de que se haya decidido hacerlo de manera diferente: entregarlo directamente -como aquí se ha dicho- a los municipios.



Mi crítica no es un rechazo frontal a todo. Solo he señalado reiteradamente que el modelo en sí no tiene ningún cambio en la profundidad de lo que debemos hacer hoy día en educación.



15.- Valoro la oferta de un fondo especial para la educación pública, pero me parece insuficiente.



16.- Me hago la siguiente pregunta: ¿cómo puede conciliarse esto con el título del proyecto que apunta a la educación pública? Si se está hablando de un fondo especial para los municipios, ¿a qué otra institucionalidad se le entregarán fondos si el proyecto es exclusivamente para los establecimientos públicos? Esta es una incongruencia. O tal vez sí resulta congruente con los postulados del Gobierno y de quienes llevaron adelante las negociaciones: fondos tanto para la educación pública como también para la subvencionada.



Por tanto, en esta materia, ocupemos las expresiones que corresponden.



Criticar un proyecto sobre la educación pública, porque entrega fondos a la educación privada no significa rechazar esta última, sino que no debería hacerse en una misma iniciativa, por cuanto resta viabilidad y respetabilidad a lo que se quiere hacer.



Además, por desgracia, hemos tenido durante el año pasado y los anteriores una clara visión de que no en todos los establecimientos municipales ni en los privados subvencionados se han cometido alteraciones en el uso de los dineros. Por ello, no veo la razón de por qué no deberíamos seguir entregando esos recursos.



17.- La respuesta, según las instancias que dieron su opinión en la Comisión, como algunas de las entidades aquí mencionadas, está en que, de acuerdo a la última versión, el 33 por ciento de los fondos se entregará a la educación privada subvencionada, lo cual ratifica lo que sostengo.



18.- Los recursos que se entregan a través de ciertas becas constituyen un aporte importante que destaco. Pero la cuestión es otra: no hay reformas de fondo para hacer de la educación pública una instancia de formación de ciudadanos y no solo de instrucción, como es mi personal visión del proceso educativo, que he manifestado desde que asumí mi cargo de Senador.



19.- No comparto la forma en que se define el despido del 5 por ciento de los profesores que se autoriza a la autoridad educativa.



20.- No me parece suficiente la separación del director y el jefe de la UTP cuando el cargo es ganado por concurso legal de la dependencia del sostenedor. Si media un cambio en la última versión, retiraría esta observación.



21.- Se deben mantener las atribuciones de la Dirección Provincial de Educación para evitar discriminaciones y contar con un fiscalizador que atenúe los abusos de discrecionalidad.



Seamos claros también en esta materia. La discrecionalidad en el proceso educativo a cargo de la municipalización es un hecho real que produce la inestabilidad, no la inmovilidad, de los profesores que en esas condiciones se ven imposibilitados de cumplir con su deber de manera razonable.



Cualquiera de los que se hallan en esta Sala y que hayan dictado clases sabe que no es posible ejercer esa función adecuadamente si enfrenta el riesgo permanente de que lo saquen de dicho puesto de la noche a la mañana.



22.- El artículo  31 bis del texto inicial del proyecto no garantiza la plena imparcialidad en los concursos, debido a que no se da un contrapeso al sostenedor. 



23.- No se hace suficiente hincapié en mejorar las condiciones de trabajo de los docentes: menos alumnos por clase, menos horas lectivas, más tiempo para preparar sus clases y atender personalizadamente a los estudiantes. Además, el mejoramiento sustancial de la carrera docente queda para una etapa futura y sujeto a lo que en ese momento volvamos a discutir.



24.- Mientras se mantenga esta circunstancia, los profesores seguirán presos de una comuna. Y en un país con tan disímiles condiciones de habitabilidad eso es una carga monstruosa para el perfeccionamiento personal.



25.- Reitero mi rechazo a una reforma propuesta como revolucionaria que, a la larga, se ha convertido en un parto de los montes y que, gracias a los esfuerzos de los negociadores de la Concertación, ha mejorado ostensiblemente, pero sigue sin ir al fondo de los cambios requeridos. Y, a la luz de las intervenciones de los Senadores y de las opiniones vertidas, cabe destacar que no hay tiempo para pensar en pasitos tan cortos.



26.- No comparto el mecanismo de entregar recursos por concursos aun cuando ha sido el estipulado durante los últimos años, por cuanto resulta obvio que aumenta la diferencia. Quien esté en mejores condiciones de presentar un proyecto lo ganará. En definitiva, ello provoca la separación entre los que más pueden y los que menos pueden, se avanza menos, la brecha se hace más ancha y no se permite una equidad, que es el objetivo que se busca.



28.- Podría aparecer como excesivo rechazar la idea de legislar. Pero como he señalado en otras oportunidades, sobre todo cuando se han votado materias de educación y salud, al aprobar un proyecto en general, dado lo que significan las atribuciones del Ejecutivo y del Congreso Nacional, los parlamentarios quedan entregados a la voluntad del Gobierno, porque la inmensa mayoría de las indicaciones corresponden a materias de su iniciativa exclusiva.



Por las razones señaladas en esta intervención y en otras que se dieron a conocer en este Hemiciclo -que omito por respeto al tiempo-, mi voto será negativo a la idea de legislar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el Protocolo de Acuerdo suscrito hoy día entre el Gobierno y Senadores de la Concertación y de la Alianza constituye, sin lugar a dudas, un enorme avance en la necesidad de mejorar la calidad y equidad de la educación en nuestro país.



Felicito a quienes trabajaron intensamente en ese Protocolo: al Gobierno, a través del Ministro Joaquín Lavín y su equipo, que realizaron una labor extraordinariamente útil y fructífera; a los parlamentarios de la Concertación, que contribuyeron de manera muy leal a enriquecer tal propuesta -recuerdo que en el documento que se nos hizo llegar, elaborado por algunos señores Senadores de ese conglomerado, había puntos que constituyeron un valioso aporte-, y a los colegas de la Coalición por el Cambio, en particular a los Honorables señores Chadwick y Cantero, por su empeño en la búsqueda de acuerdos y de apertura para perfeccionar las normas que se consignan en la iniciativa.



Tengo la impresión de que los frutos de la reforma educacional no los recibirá ni el actual Gobierno ni probablemente el siguiente, porque los procesos de este tipo se desarrollan, por lo general, en el curso de una o más generaciones. 



Lo ocurrido en esta oportunidad es, con franqueza, un hecho histórico, que prestigia al Parlamento, al Gobierno y a la Oposición.



Sin duda, hay ciertas materias que constituirán un cambio relevante en la forma como se enfrenta hoy día, de modo fundamental, la educación pública.



Cuando se anunció este Protocolo de Acuerdo, el Senador señor Lagos manifestó -con razón- lo siguiente: “Es primera vez que se inyectan recursos directos a la educación municipal, distinguiéndola de la particular subvencionada”.



Aunque reconozco que la educación particular subvencionada es muy importante en el país, era necesario dar un apoyo adicional fuerte a la educación pública, la cual -como expresó el Honorable señor Ignacio Walker- enfrenta una crisis cada vez más aguda. 



La educación pública tiene la virtud de formar el carácter, la esencia de un país. Por lo tanto, debe mirarse en términos no solo de productividad, sino también de recoger las estructuras centrales y la manera como una nación quiere educar a sus jóvenes.



Por eso, yo le doy un enorme valor a este Protocolo, cuyo contenido se va a ir desglosando en la discusión del proyecto durante su votación en particular. 



Cabe señalar algo que no es menor. En cuatro años se inyectarán a la educación pública 178 mil millones de pesos, equivalentes a 360 millones de dólares: 45 mil millones de pesos para un Fondo Transitorio de Apoyo a la Mejora de Calidad de la Educación Municipal; 60 mil millones de pesos para un Fondo de Apoyo a los Municipios; 40 mil millones de pesos (10 mil millones anuales) para el aumento de la subvención general; 28 mil millones de pesos (7 mil millones al año) para el incremento de la subvención por concentración de alumnos vulnerables; 5 mil millones de pesos para el Fondo FIE (infraestructura, docencia y tecnología). Además, a partir de 2014 se destinarán 10 mil millones de pesos para extender la Subvención Escolar Preferencial (SEP) a la educación media.



O sea, habrá una significativa inyección de recursos.



Pero, ¡ojo!, esta reforma no solo introduce recursos, sino también cambios trascendentales, cuyos frutos -reitero- probablemente se conocerán, como éxitos concretos en la mejoría de la calidad de la educación, tanto en este como en futuros Gobiernos. 



Así se elabora una política de Estado. 



Ojalá la efectuáramos de igual modo en otras áreas, pues, en último término, es la manera como desde el Parlamento, en un régimen presidencial, se puede contribuir al progreso del país.



Por ejemplo, la extensión gradual de la cobertura de la Subvención Escolar Preferencial hasta cuarto medio, comenzando en 2014 ¡es un paso gigantesco! Porque hoy se entrega hasta octavo básico. Sin embargo, en virtud de la ley en proyecto se seguirá respaldando a los establecimientos donde estudian niños más vulnerables, a medida que vayan continuando sus estudios. 



Es decir, no existirá la limitante de otorgarla únicamente hasta octavo básico.



--(Aplausos en tribunas).



Asimismo, la preocupación especial por la clase media, que se materializará con la creación de una subvención escolar adicional para ella, reviste enorme relevancia. Porque es un paso que coadyuvará a fortalecer la educación municipal para jóvenes que en su mayoría integran los sectores de clase media y que hoy, por las dificultades que enfrenta aquella, terminan yéndose a la educación particular subvencionada o a la privada. 



Eso le causa daño al sistema de enseñanza pública.



Por otro lado, señor Presidente, considero preponderante el desafío que asume el Gobierno en cuanto al  envío de una iniciativa tendiente a modernizar la carrera profesional docente. Esta debe ser la primera vez que en un proyecto se consigna que se dictará otra ley en una fecha determinada.

El señor LAGOS.- ¡La segunda!

El señor ESPINA.- Como acota un señor Senador, esta es la segunda vez que ello ocurre. En todo caso es muy excepcional. 

El señor LAGOS.- ¡En el Gobierno de la Presidenta Bachelet se hizo lo mismo!

El señor ESPINA.- Estoy de acuerdo en eso. ¿Y saben por qué? Porque si bien el criterio general sería decir: “Yo no puedo obligar al Ejecutivo a enviar un proyecto en una fecha determinada”, creo que si para ciertas cosas no se rompe la regla general, no se hacen.



Entonces, implicará un tremendo desafío para el Gobierno y para todos los parlamentarios -estoy seguro de que así lo tomará el Ministro Lavín- participar en la forma como se gesta la iniciativa. 



Se trata de un gran desafío, que asumen con bastante decisión, coraje y valentía tanto el Gobierno como los miembros de la Comisión de Educación, en el sentido de sacar adelante dicha iniciativa en un plazo determinado. Y desde la fecha en que se envíe al Congreso habrá, obviamente, un período para su discusión. 



Repito: es muy importante concretar ese proyecto. Y, sobre todo, asumir algo que costó muchos años entender: que la educación municipal se halla en una profundísima crisis y que su administración no constituye un dogma de fe.



Los Senadores que representamos a Regiones lo vemos todos los días. Pero de repente se transformaba en un verdadero dogma de fe que la educación pública tenía que ser administrada por los municipios. Y no es verdad.



Asimismo resulta trascendental, señor Presidente, que en el año 2012 se vaya a duplicar el plan de apoyo para 1.000 establecimientos de bajo desempeño y alto índice de vulnerabilidad.



Al respecto, en la Comisión de Educación se efectuó un gran aporte, en el sentido de que en el otorgamiento de los recursos se considere siempre la vulnerabilidad como un factor relevante, para los efectos de ir ayudando a que esos planteles, que son los más desprotegidos, puedan mejorar realmente la calidad de la educación.



La modernización de la carrera profesional docente es vital. Creo que la inmensa mayoría de los buenos profesores concuerda en que ella se encuentra superada por los hechos y por la práctica, y en que el modernizarla constituye un desafío para el país y para ellos mismos.


Y quieren que se modernice, entre otros motivos, porque aspiran a ser evaluados objetivamente -¡objetivamente!- y no de modo subjetivo, de manera que si se esfuerzan y distinguen, con su equipo de trabajo, en la comunidad escolar y logran llevar adelante a los educandos reciban un legítimo reconocimiento mediante la concesión de todo tipo de estímulos, porque se han sacado la mugre para conseguirlo.



Por otra parte, señor Presidente, cabe destacar la norma que fortalece el rol de los directores.



Es imprescindible que el director de un plantel educacional sea elegido a través de un sistema claro, transparente, y que posea las facultades para conducirlo bien, por supuesto resguardando que sus decisiones no sean de carácter arbitrario o que  carezcan de fundamento. 



Insisto: es superimportante que el director que asume la responsabilidad de conducir una escuela tenga las atribuciones que le permitan responder de su gestión.



A continuación, señor Presidente, voy a referirme a una disposición sobre la cual no he escuchado comentarios y no sé si el Senador informante, señor Ignacio Walker, la abordó. 



El punto 5.7 del Protocolo de Acuerdo señala: “Se creará un programa especial de incentivo al 5% de los mejores egresados de enseñanza media de sectores vulnerables para acceder a la educación superior, independientemente de su puntaje en PSU.”.



Cada vez que se da la PSU aparece en algún medio de comunicación el caso de un niño con grandes expectativas, que sale de educación media con un promedio de notas de 6,7 ó 6,8 pero que en esa prueba le va muy mal. Y, en verdad, esto le pasa, no porque carezca de capacidad, entusiasmo o responsabilidad, sino porque a lo mejor el nivel de educación que recibió, por muchas circunstancias, provocó que tuviera un mal resultado. Y ese niño queda impedido de entrar a la universidad.



Además, creo que se abre un espacio muy importante para que ese joven, que se destacó en su establecimiento educacional, que fue responsable y obtuvo buenas notas, no sienta la enorme frustración e injusticia de quedar, pese a realizar todos los esfuerzos, marginado de estudiar en la educación superior por el resultado que alcanzó en la PSU.



Por lo tanto, considero que el programa especial de incentivo para que el 5 por ciento de los mejores egresados de la enseñanza media de los sectores vulnerables, de familias humildes, puedan acceder a la universidad independiente de su puntaje, es un paso enorme. Ojalá, acentuáramos y profundizáramos una medida de esta naturaleza.



Luego, se contemplan normas relacionadas con la educación técnico-profesional, la cual hoy se encuentra en segundo plano en Chile, en circunstancias de que en todos los países avanzados constituye el motor de desarrollo.



Sobre el particular, el punto 5.4 del Protocolo de Acuerdo establece: “Se creará una Beca de Excelencia Técnica, de hasta $800 mil pesos anuales, lo que permitirá disminuir gradualmente las diferencias existentes entre las becas de educación superior y las de educación técnico-profesional.”.



Por su parte, el punto 5.5 señala que “El Ministerio de Educación creará una secretaría ejecutiva para la Educación Técnico Profesional, responsable de asegurar una mirada integrada y coherente que articule adecuadamente la educación tanto a nivel de enseñanza media como de nivel superior,”.



¡Este debate lo vengo escuchando desde los años noventa en nuestro país! Se ha dicho que se requiere educación técnico-profesional, que ello es fundamental, que los niños no tienen por qué pensar que la universidad o las carreras tradicionales son su norte, particularmente en zonas que presentan ciertas características especiales de desarrollo forestal o en el ámbito de la agricultura, del turismo u otros.



En la actualidad, hay una especie de focalización hacia las carreras tradicionales, y eso no es correcto, porque una vez que esos jóvenes consiguen un título profesional no encuentran en qué trabajar. Existe una cantidad enorme de espacios donde ellos podrían desarrollar su vocación. Y, por consiguiente, es preciso hacer un giro y orientarlos hacia la educación técnico-profesional.



En definitiva, señor Presidente, este es un muy buen acuerdo, y tiene el valor de haberse construido entre todos. Creo que -nobleza obliga- hubo aportes muy importantes de la Concertación.



No obstante, cuando uno llega a un acuerdo, hay cosas que a mi juicio no se deben hacer, como desprestigiar eso que uno construyó, con tal de tratar de asegurar que se apruebe o no. 



Este acuerdo es fruto de todos: fruto de la decisión del Presidente Sebastián Piñera, quien dijo que sacaría adelante el proyecto; fruto de la apertura al diálogo por el Ministro Lavín, quien es un ejemplo de cómo se trabaja una iniciativa de ley -con sencillez, con tranquilidad-; fruto de la labor realizada por los parlamentarios que participaron más activamente en su discusión.



Yo espero que el proyecto se apruebe a la brevedad, y que posteriormente pueda materializarse su contenido. Porque no hay duda de que, en muchos años más, esta sesión será revisada para analizar cómo se inició un proceso de gran reforma educacional. Al igual que otros en el pasado -por ejemplo, el que tuvo lugar en la Administración de Eduardo Frei Montalva-, que han sido recordados, hoy se inicia uno con la misma profundidad.



Por tales razones, señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional votaremos a favor de esta iniciativa.



--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Silencio, por favor!



Debo manifestarles a los asistentes a las tribunas que entiendo que no están sordos. Les he solicitado no hacer ningún tipo de manifestaciones. No pueden aplaudir ni emitir sonidos para pronunciarse en un sentido o en otro. Porque, además, con ello provocan al sector contrario.



Si no quieren escuchar, tienen toda la libertad de salir. Pero dejen que el debate se desarrolle normalmente.



Pueden expresarse -como lo hacen algunos, que son más ingeniosos- levantando las manos, enojándose, en fin. Pero no emitan ruidos ni interrumpan la discusión. Es lo único que les pido.



Están inscritos para intervenir los Senadores señores Navarro y Quintana.



Como no se hallan presentes en este momento, tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, me sumo a las palabras del Senador señor Espina y de varios Honorables colegas. Considero que hemos concretado un acuerdo realmente positivo y favorable para la educación en nuestro país.



Y quiero valorar lo que aquel significa por tres razones.



Primero, porque ¡por Dios que es importante saber construir políticas de Estado en nuestro país! No es fácil: trae ingratitudes, incomprensiones, y a veces los aplausos están en líneas distintas.



Sin embargo, para Chile y su futuro, es tremendamente relevante hacer el mejor de los esfuerzos por elaborar políticas públicas, en especial en el ámbito educacional, donde -como bien se ha dicho- sus efectos no son de corto plazo, sino a través de las generaciones, en el largo plazo.

 

Por eso, resulta primordial estar de acuerdo.



Segundo, porque ello refleja algo que se menciona en los discursos; pero que, a veces, cuando hay que ponerlo en práctica, se olvida: unidos es posible avanzar, lograr perfeccionamientos.



Eso no significa pretender imponer un modelo o una visión que se sienta como propia y respecto a la cual se esté convencido de que es la mejor. No. Es lo contrario. Construir una política de Estado y buscar marchar unidos para mejorar algún aspecto, obviamente implica ceder y compartir puntos de vista quizás distintos de los que uno cree más convenientes.



En eso consisten la unidad, el acuerdo. No los hay si solo se impone o gana un sector o grupo de parlamentarios. El acuerdo y la unidad tienen que ver precisamente con oírse y convencerse de que es factible trabajar en conjunto sobre la base de no aplicar única y exclusivamente las ideas propias.



Nosotros fuimos oposición durante 20 años, y llegamos a consensos en diferentes materias pensando en el bien del país. No hay nada más ingrato para los parlamentarios que adoptan esta posición que el oír la voz contraria en los integrantes del mismo entorno. Es muy incómodo, bastante ingrato. Se requiere mucha fuerza y decisión para dejar de lado el aplauso del propio sector -del que siempre se desea alcanzar el cien por ciento, pero es imposible-, en aras de buscar un avance con sentido de país.



Y tercero, señor Presidente, es tremendamente importante haber llegado a un buen y completo acuerdo respecto de un asunto de fondo: cómo mejorar la calidad de la educación pública, en particular la relacionada con los niños vulnerables, que se concentran en el sector municipalizado.



Ello no se pudo conseguir hace dos o tres años. No hubo la posibilidad de construir un objetivo común: destinar todos nuestros esfuerzos para mejorar la calidad de la enseñanza de los estudiantes humildes. No se logró en la Ley General de Educación.



Por lo tanto, el paso que damos hoy en el sentido de encontrarnos en un objetivo común tan relevante como los niños vulnerables y la calidad de la enseñanza municipal, es enormemente significativo a los efectos de mejorar el sistema educacional.



Señor Presidente, hay tres aspectos del proyecto y del acuerdo que deseo destacar, porque creo que recogen algunos elementos esenciales.



Primero, todos los estudios de especialistas en educación indican -así se ha señalado en la Comisión del ramo durante muchos años- que existe un problema muy importante en la formación de los profesores; que numerosas escuelas de pedagogía no entregan una educación profesional adecuada con el fin de preparar a los mejores maestros a que podamos aspirar.



Muchas veces, miramos para el lado sin abordar esta situación: si no formamos bien a nuestros estudiantes de pedagogía, obviamente, no podemos esperar que, cuando impartan sus clases, los resultados sean buenos.



Respecto al acuerdo alcanzado y a los objetivos que se persiguen, se han adoptado medidas extraordinariamente importantes, como el compromiso de perfeccionar el sistema de acreditación de las facultades que imparten estos estudios en las universidades, haciéndolo más riguroso y exigente, lo cual es urgente.



Otro punto se refiere al incentivo para cursar pedagogía. Para ello se ha creado un bono especial destinado a financiar toda la carrera a quienes obtengan los mejores puntajes en la PSU, a fin de fortalecer la vocación de profesor en los alumnos que, en diversas oportunidades, se quedan en el camino por carecer de recursos para pagar sus estudios, o bien, por optar a otras carreras que ofrezcan mejores condiciones de vida en el futuro.



Finalmente, se plantea establecer un requisito que en nuestro país solo se les exige a los médicos, ya que los profesores son igual de relevantes. Se trata de aplicarles una prueba nacional que permita fijar, el día de mañana, estándares mínimos para el ejercicio de la pedagogía en las escuelas e instituciones públicas. Aquí se apunta a un elemento central, respecto al cual estábamos en deuda.



Un asunto también crucial, al que han hecho referencia todos los especialistas, es el retiro.



No es posible que profesores que superen la edad para jubilar y que hayan cumplido los otros requisitos exigidos no estén en condiciones de hacerlo debido a las bajas indemnizaciones y pensiones que recibirían.



Estimo de gran importancia la cantidad de recursos que se destinan a un plan especial de retiro para los docentes. Esto permitirá que un número cercano a 13 mil profesores, que hoy, mañana o el próximo año tengan derecho a jubilar, puedan hacerlo. Con ello se evitará que maestros que excedan la edad legal y que reúnan el resto de los requisitos para pensionarse sigan impartiendo clases en condiciones físicas muy difíciles.



Se trata de un paso muy trascendente.



Así como nos preocupamos del ingreso, la formación de los profesores, la mejoría de sus condiciones de trabajo y su derecho a retiro, un segundo aspecto clave del proyecto en debate dice relación a que por primera vez ingresamos al interior del establecimiento educacional y de la sala de clase, con dos o tres medidas tremendamente relevantes.



Señor Presidente, no existe grupo humano alguno que, para potenciarse, desarrollarse y obtener mejores resultados, no necesite de buenos conductores, de buenos líderes. Esto ocurre en cualquier actividad de las personas, y con mayor razón en un establecimiento educacional.



El paso que estamos dando para poder disponer de directores de excelencia, con liderazgo, respetados al interior de las escuelas, seleccionados a través de un sistema de alta dirección pública pedagógica mediante concursos transparentes, con mejores remuneraciones y con posibilidades de formar sus equipos, reviste gran interés.



En este punto no hay dos opiniones distintas en el mundo de los especialistas con experiencia pedagógica: un buen líder, un buen director -así lo demuestran todos los resultados-, hace que el establecimiento y los niños que concurren a él mejoren sus rendimientos educacionales y que los profesores se sientan más motivados para lograrlo.



Por otra parte, se posibilita el término del contrato de los docentes cuyo desempeño profesional sea calificado como básico o insatisfactorio. Sin duda, esto no es popular. Pero me pregunto, ¿a quiénes podría molestar una medida de esta naturaleza? A los que se sientan en riesgo de estar en ese rango. Y espero que, en el más breve plazo, ningún profesor en Chile se encuentre en esa situación.



Nadie puede justificar que una actividad profesional, destinada a la educación de los niños, acepte que una persona sin una buena evaluación docente continúe haciendo clases.



¿Saben qué, señores Senadores? Si nuestros hijos, quienes concurren a un colegio particular porque tenemos los recursos necesarios para ello, tuvieran un mal profesor, este no seguiría ni un día más enseñando.



Entonces, ¿por qué los niños vulnerables deben aceptar durante años que alguien así les imparta clases? Eso no es justo para los estudiantes y no dignifica una actividad de carácter absolutamente profesional, como la de ser pedagogo.



Los profesionales tenemos que estar dispuestos a ser evaluados en nuestro cometido.



También se establece un sistema de aumento de remuneraciones, según el aporte y el desempeño como profesor.



¡Ningún mecanismo puede funcionar bien si da lo mismo hacer bien o mal una labor! Muchos docentes de la Región que represento en el Senado se quejan de que están cansados de hacer la pega de otros, que igual ganan lo mismo y que lo importante es permanecer y dejar pasar los años.



Todos los seres humanos -también nosotros como Senadores- necesitamos incentivos, motivaciones para realizar mejor nuestro trabajo. ¿Y por qué no los profesores? ¿Por qué los vamos a condenar a un sistema donde dé lo mismo ser bueno o malo, ya que, al final, los beneficios son iguales?



En tercer término, señor Presidente, resulta muy positivo que por primera vez se logre destinar en forma directa, a través de un proyecto de ley, cuantiosos recursos al sector público municipalizado, preferentemente a los establecimientos con los alumnos más vulnerables.



Cerca de 340 millones de dólares se distribuyen en distintos ámbitos: planes de retiro; capacitación de los profesores; un Fondo Transitorio de Apoyo a la Mejora de Calidad de la Educación Municipal.



Pero -como mencioné- a diferencia de lo realizado hasta hoy, aquí se propone hacerlo directamente. Este fue un importante aporte de la Concertación, la que insistió en esta modalidad de entrega de dineros a los municipios, fortaleciendo su utilización, y no en la de la subvención.



Con ello se pone un piso más alto de apoyo y de respaldo a la educación municipalizada, donde concurren especialmente los niños vulnerables y, por lo tanto -como es obvio-, resulta más costosa.



Al respecto, destaco -al igual que el Honorable señor Espina- un asunto que dos o tres años atrás ni siquiera se discutía en el Senado: la posibilidad de extender la subvención especial preferencial hasta cuarto año de enseñanza media.



Eso no formaba parte del debate. En aquella época nos contentábamos de haber aumentado dicha subvención y de extenderla hasta cuarto básico y, después, hasta octavo. Pero no se hablaba de la enseñanza media, donde también hay niños vulnerables.



Lo anterior fue planteado en la Comisión de Educación por especialistas no pertenecientes a mi sector político, quienes nos convencieron a todos de que esa distribución era más adecuada que otras que se habían formulado.



Y hoy se pone en marcha un proceso que tiene plazos, destinado a extender la subvención escolar preferencial (SEP) hasta cuarto año de enseñanza media.



De otro lado, tampoco pensábamos ni discutíamos que se pudiera extender la SEP a alumnos de clase media en nuestra sociedad.



Los elementos antes señalados son tremendamente importantes.



Por eso, señor Presidente, valoro el acuerdo alcanzado, tengo mucha esperanza en él y aspiro a que sus frutos se den en el tiempo. Se trata de medidas que adoptamos por primera vez y en conjunto, porque hemos comprendido la necesidad de destinarles recursos especiales a los sectores más vulnerables y a la educación municipalizada, con el objeto de adoptar una política de Estado destinada a mejorar la calidad de la educación de los niños con mayor desprotección.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, creo sinceramente que la tramitación de este proyecto de ley constituye un claro ejemplo de cómo no deben hacerse las cosas, al menos, en temas de esta trascendencia. No olvidemos que, según todos los candidatos al Parlamento, a los municipios, a la Presidencia de la República, este es uno de los asuntos que revisten mayor relevancia para un país.



Considero también que la forma como se ha presentado esta reforma a la opinión pública no es fidedigna con la magnitud de la iniciativa que ingresó a trámite legislativo en el Congreso. Y lo digo responsablemente: no se trata de una revolución en educación; a lo más, constituye una reforma pequeña.



Resulta necesario además señalar que -como dijo el Diputado Fuad Chahín- tiene varios pecados originales.



El primero dice relación a su título: proyecto de ley sobre calidad y equidad de la educación.



¿Alguien en esta Sala puede señalar de manera responsable que esta iniciativa logra eso? Yo al menos, no estoy en condiciones de responder afirmativamente.



Pero no es el único pecado original del proyecto, también lo es el hecho de que se hizo a espaldas de los actores, sin participación de la comunidad educativa: alumnos, padres y apoderados y profesores.



Ayer me reuní con el Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad Católica, con representantes de los centros de alumnos de las universidades de Chile, de Santiago de Chile y Andrés Bello, y con dirigentes estudiantiles secundarios.



¡Cuán diferente habría sido enfrentar esta discusión de haberlos incorporado en toda ella!



No he tenido tiempo para reunirme con representantes de los padres y apoderados. Sí lo hice, en una primera conversación, con dirigentes de los profesores de mi Región: con directivos tanto regionales como también de las comunas de Parral, Linares, Longaví, por nombrar algunas.



Ahora debería llevar a cabo una segunda reunión con ellos para evaluar -tal como lo hice ayer con los dirigentes estudiantiles- finalmente el proyecto de ley, las indicaciones respectivas y el acuerdo marco entre la Concertación y el Gobierno.



Y de los pecados originales no puedo dejar de nombrar dos adicionales: 



El primero, su tramitación apresurada. Sí, apresurada y no ágil y dinámica, que no es lo mismo. No podemos abordar un asunto tan relevante entre Navidad y Año Nuevo, como si se tratara de un regalo de Pascua de Reyes que deja contento al Ministro Lavín pero con la sensación de insatisfacción a muchos. 



Y el segundo, obviar total y absolutamente en esta discusión los recursos necesarios para cubrir el endeudamiento de los municipios en el ámbito educacional.



Y daré solo un ejemplo, para no hacer una larga lista.



En Yerbas Buenas, localidad que represento en esta Corporación, existe una deuda de 1.200 millones de pesos en materia de educación. La comuna se encuentra intervenida en esta área desde hace más de un año -durante la gestión anterior a la del señor Lavín, por cierto- por el Ministerio de Educación. Visitamos al titular de la Cartera -y le agradezco, por su intermedio, señor Presidente, su acogida permanente cada vez que ha sido necesario conversar un tema- y le pedimos que revisara la situación vivida en ese municipio.



De la solución a la deuda de arrastre, nada; del déficit mensual de 30 millones de pesos, tras el análisis de los expertos, se implementó un conjunto de medidas, entre las que se cuentan el cierre de escuelas y juntar cursos. Después de esas acciones el déficit disminuyó a 10 millones mensuales. Claramente, existe un problema estructural.



Podría incluir otros casos de deudas comunales. Lo cierto es que en los 179 mil millones de pesos conseguidos -constituyen un tremendo logro y solo cabe felicitar a todos los que empujaron para obtenerlos- no se incluye este problema.



Señor Presidente, en esos 179 mil millones no se contempla ni un solo peso para pagar las deudas de los municipios. Y antes de que me lo señalen mis colegas de la Alianza, reconozco que tampoco nosotros nos hicimos cargo del asunto. Pero hoy, cuando ellos son Gobierno, nada hacen para revertir la situación, lo cual me preocupa, porque la suma de esta iniciativa se refiere a la calidad y a la equidad.



Estimo que en los últimos 22 años nuestro país avanzó mucho en materia educacional. Las escuelas ya no son las mismas; realizamos una reforma no solo en lo relativo a infraestructura sino también a evaluación, a recursos, a acceso, a preparación.



En cuanto al contenido de este proyecto, no estoy dispuesta a aprobar un sistema que permita despidos arbitrarios o injustificados. Como hija de profesora, creo en la dignidad de los maestros de nuestro país y también en su trascendencia.



Por ello, considero importante legislar acerca de una nueva carrera docente, sobre la creación de un sistema adecuado que haga posible establecer mejoras y perfeccionar el retiro de los profesores que ya cumplieron su tarea, a fin de que se pensionen en condiciones dignas y decentes y de que se ponga término a sus contratos cuando el cumplimiento de su rol sea deficiente. 



Además, me parece fundamental terminar con la estigmatizaciones en los colegios. A través de la semaforización implementada por el Ministro Lavín, no estigmatizamos al colegio, sino a los niños que estudian en él, impidiéndoles creer que pueden ser mejores y salir adelante.



Señor Presidente, estamos discutiendo en general la iniciativa. Considero esencial legislar en materia de educación, pero debemos hacerlo  bien: con el análisis de todos los que nos mandataron para estar en el Parlamento; con participación de la comunidad involucrada.



Quiero expresar que no respaldaré ninguna norma que signifique despidos arbitrarios, discriminación y vulneración de los derechos de los profesores, como tampoco nada que implique menoscabo a la educación pública.



Por último -por su intermedio, señor Presidente-, conmino al señor Ministro de Educación a que comencemos marzo, el mes en que se inicia el año escolar, rindiendo examen de validación y a que cambiemos la forma de legislar, de modo que lo hagamos de cara a la ciudadanía, con la ciudadanía y para la ciudadanía.



Unamuno señalaba que las grandes revoluciones solo eran posibles si despertábamos al gigante dormido. En estos momentos el gigante no está dormido; se encuentra de vacaciones. Quiera Dios que no escuchemos su clamor al término de ellas y que el proyecto en discusión constituya solo un recuerdo y no el primer paso de una reforma. Porque una verdadera reforma debería contener y abordar: 



1º La definición de una nueva carrera docente, lo cual rescato del acuerdo marco como resumen sucinto de su contenido.



2º Un Estado más grande y mejor para que exista educación de calidad y con equidad.



3º Un aumento a la cobertura y calidad de la educación preescolar.



4º Una reforma de verdad y profunda a la educación superior.



Y, todo ello, con participación y diálogo.



Por lo manifestado, señor Presidente, anuncio mi voto en contra de la idea de legislar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, me hubiese gustado que el debate para un proyecto como el que nos ocupa se realizara de cara a las organizaciones y movimientos sociales y no de espaldas a ellos.



Cuando se planteó esta reforma, en cierto momento se dijo que era una revolución, por lo que todos esperábamos justamente tener la posibilidad de discutir, dialogar, escuchar opiniones y no llevarla a cabo en 4 ó 5 días.



Deseo también manifestar -como lo expresó el Honorable señor Gómez- que en el Partido Por la Democracia no existe un acuerdo para aprobar esta iniciativa. De manera que, si algunos Senadores se suman a ella, adhieren en forma individual. 



Aclaro lo anterior porque -el Ministerio lo sabe- no se cumplieron, en mi opinión y en la del Partido Por la Democracia, los presupuestos fundamentales, los aspectos esenciales, para hacer de esta una reforma un tanto más sustantiva.



Señor Presidente, la urgencia del proyecto, calificada de “discusión inmediata”, nos obliga a despacharlo en 6 días y no guarda relación con su espíritu. Porque se planteó que esta reforma pretende detener la caída de la educación municipalizada.



Sin embargo, el proceso de matrícula para estudiantes de enseñanza municipal ya se encuentra cerrado. Está echada la suerte en ese sentido; se sabe quiénes son porque sus padres tomaron la decisión de matricularlos en diciembre. 



Por lo tanto, este proyecto no tiene incidencia respecto de la matrícula 2011.



Entonces, no sabemos exactamente el motivo de la calificación de “discusión inmediata”.



Por otro lado, me sumo a lo mencionado por la Honorable señora Rincón. A mi juicio, nadie podría decir que muchos aspectos como este fueron abordados íntegramente por Gobiernos anteriores. La verdad es que este debate no es ni el primero ni el último. No hubo voluntad en el pasado y tampoco la hay ahora, más allá del problema de los recursos -ya me voy a referir a eso-, para efectuar una transformación efectiva a fin de lograr el objetivo planteado: evitar la caída de la educación municipal y, al mismo tiempo, alcanzar lo que expresa la suma del proyecto: calidad y equidad.



Sin embargo, por más que miro el articulado de la iniciativa, el protocolo de acuerdo y todo lo que han firmado algunos Honorables colegas -también de la Concertación-, no veo cómo se puede incorporar en ella más calidad y equidad al sistema educacional en su conjunto.



Queda claro que esta no es una gran reforma, sino un pequeño cambio, que al final no hace más que consagrar un régimen con los mismos mecanismos financieros existentes hasta ahora.



Por lo tanto, de verdad siento gran preocupación cuando algunos señores Senadores de la Concertación señalan aquí que el Gobierno se comprometió a enviar en una fecha próxima de este año un proyecto sobre la institucionalidad de la educación.



El Presidente de la Comisión de Educación, Senador Ignacio Walker, ha expresado que es preciso buscar alternativas para la municipalización. Y yo más bien estoy por superar la municipalización. Pero el Gobierno, respecto del compromiso de enviar una iniciativa sobre la materia, no nos ha dado ninguna luz de cómo viene la mano. Es decir, ¿qué se nos va a someter a nuestra consideración?



Entonces, no quisiera que en seis o siete meses más tuviéramos una discusión sobre la institucionalidad de la educación pública y su fortalecimiento -iniciativa que a nadie le gusta y que ignoro en qué Comisión está archivada-, nuevamente, en seis días o con la pistola al pecho y buscando acuerdos rápidamente en todos los sectores, como a algunos les gusta.



En materia de educación las diferencias existen, son legítimas y debemos ver cómo procesarlas. Nosotros tenemos un problema en la Concertación que no hemos sabido confrontar.



Tomando las palabras del Senador señor Gómez, considero que efectivamente el Gobierno con este proyecto nos dividió y nos generó una tensión en un aspecto en donde yo entendía que la defensa de la educación pública municipal era la  bandera central de nuestra coalición.



Si se aprueba hoy esta iniciativa, vamos a obtener algo muy distinto de lo que algunos esperan, porque vamos a consagrar, a preservar un concepto que le he escuchado en reiteradas ocasiones al Ejecutivo: medir, para luego clasificar o estandarizar y finalmente castigar.



Si vamos a medir, si vamos a encontrar déficit en los establecimientos educacionales, en mi opinión, debe ser para mejorarlos, para apoyarlos, y no para cerrarlos.



Cuando en esta iniciativa se expresa que vamos a mejorar la educación municipal, no veo ni un peso para evitar el cierre de dichos planteles. 



En la serie de documentos que se intercambiaron, no observé voluntad en el Gobierno para señalar claramente que se iba a impedir el cierre de la educación en los establecimientos municipalizados.



Por el contrario, mediante este proyecto, destinado a impedir la caída de la matrícula de la educación municipal, los colegios particulares subvencionados reciben, de carambola -como expresó el Senador señor Ruiz-Esquide-, un tercio a lo menos de los recursos. A ellos no se les aplica ninguna exigencia ni requisito adicional, es decir, constituye una ganancia completa.



Al mismo tiempo, no se han acogido las indicaciones que hemos presentado en orden a congelar la creación de los malos establecimientos, que siguen recibiendo subvención sin garantizar calidad.



Yo espero que la reforma que se encuentra en la Comisión Mixta salga pronto. Se trata de una tremenda reforma, y el Ministro señor Lavín lo sabe. Debo reconocer acá que el titular de la Cartera de Educación ha tenido una disposición a la apertura en la tramitación de todos los proyectos que se encuentran en debate en el Congreso, y también la tuvo en el que ahora discutimos.



Mi cuestionamiento fundamental tiene que ver con que el concepto se mantiene incólume. Eso es lo que algunos Honorables colegas de la Concertación no quieren entender o creen en algo distinto a lo que yo pienso.



¿Cuál es el concepto? Claro, hay más recursos y se ha metido mucho dinero en esta iniciativa. Pero, ¿plata para qué? Yo les aseguro que en un año más vamos a tener en los municipios de las comunas más grandes, a los que se les va a pasar más plata y probablemente cumplan el objetivo, muchos más recursos empozados, como los tienen hoy.



El Presidente de la Comisión de Educación habló de una cifra seis veces superior a la actual. Probablemente, habrá una cantidad seis veces mayor de recursos empozados que los alcaldes podrán mirar, pero no los van a poder usar. Porque esos dineros se transfieren de la misma manera como se ha hecho hasta ahora. Ignoro si es a través de la glosa 13 o del fondo de mejoramiento de la gestión educativa, pero se trata de camisas de fuerza que son completamente restrictivas.



Entonces, no vamos a evitar la caída ni cambiar la curva que trae la matrícula municipal, pero sí estaremos beneficiando a los colegios particulares subvencionados.



Aquí se ha citado a Mario Waissbluth, quien explicó este punto de la siguiente manera: usted tiene un hotel que se está incendiando y al lado uno al que no le ha pasado nada. Pues bien, al primero -que sería en este ejemplo la educación municipal- le vamos a traspasar 600 millones de pesos, y al segundo, que no le ha ocurrido nada -que es la competencia del que se está quemando-, igual le vamos a asignar 300 millones por si acaso.



¡Díganme si eso facilita la competencia, si eso mejora las condiciones a través de las cuales queremos recuperar la educación pública de calidad! 



Creo que lo que tenemos aquí es mucha plata. Y, en verdad, me han entrado dudas en las últimas horas. No sé de dónde salen los recursos. Me parece que los 45 mil millones de pesos adicionales en tres años es una cantidad importante de dinero. También lo son los 60 mil millones que se destinarán para el retiro y no para otra cosa.



Mi cuestionamiento es que, cuando el Presidente Sebastián Piñera dijo en el Mensaje del 21 de mayo pasado que iba a duplicar la subvención escolar al 2018, muchos Honorables colegas de la Concertación -que veo aquí- se compraron con tremenda facilidad el discurso de otorgar recursos para aumentar la subvención preferencial a la enseñanza media hacia el 2018. Los mismos que ayer -gente de nuestra coalición- criticaban al Primer Mandatario por estar comprometiendo fondos más allá de su mandato hoy lo aplauden.



Estas cosas hay que decirlas.  ¡Por favor! ¡Si no dónde vamos a hacer este debate! 



Algunos se van a molestar, pero se cumplió un objetivo: aquí hay una Concertación dividida, más allá de los votos, en un tema -insisto- fundamental. 



En cuanto al financiamiento -reitero-, valoro los 45 mil millones de pesos. Pero veo que no se cumple el objetivo esencial de resolver los aspectos operacionales. La propuesta del financiamiento basal que le  hicimos al Ministro señor Lavín no fue tomada en cuenta. ¡Nada! ¡Ni una sola palabra sobre el particular!



Por último, se señala: más recursos para los municipios, pero -¡por favor!- nos estamos contradiciendo todos, pues anunciamos que en pocos meses más viene al Congreso un proyecto para crear una nueva institucionalidad y fortalecer la educación pública. 



Entonces, qué sentido tiene venir a festejar. Los alcaldes se hallan exultantes. Yo espero que esos alcaldes no administren los recursos. Y en eso hay consenso. A menos que nos hayamos dado una vuelta en el aire y nos estemos cambiando de caballo. Digámoslo. Pero eso no se hace con “discusión inmediata”.



Ojalá esa no sea la tónica de las próximas reformas que vienen, porque el país necesita muchas más en materia educacional.



Pienso que el Ministro señor Lavín va a tener acogida en la Concertación para avanzar en numerosas iniciativas sobre el particular, pero hagamos las cosas bien y no procedamos a espaldas de los movimientos ciudadanos.



Por último, debo decir que son tres los capítulos en los cuales se intentó buscar un acuerdo. Uno de ellos es la institucionalidad. 



¿Qué tenemos al respecto? 



Ya lo decía: los colegios particulares, con toda la libertad del mundo, disponen de más recursos, inclusive para liquidar la competencia: las escuelas municipales.



No se hace diferencia por establecimiento, sino por alumno. Esto va originar un problema muy grande. Y, como Senador de la Región de La Araucanía, deseo expresarlo aquí. 



Comunas rurales, como las que represento en esta Corporación,  con establecimientos con poca matrícula, con numerosas escuelas, con mucha atomización, van a ver cómo las comunas más grandes del país -yo estudié en el Liceo Pablo Neruda, de Temuco, un plantel municipal, a mucha honra-, probablemente, lograrán el objetivo, crearán estos equipos de dirección, de excelencia, con mayor liderazgo, que se necesitan y que, en mi opinión, van a ser efectivos.



Sin embargo, todos esos establecimientos pequeños van a mirar como la reforma pasa y no van a poder materializarla. Muy por el contrario, pienso que van a entrar en un profundo déficit.



Entonces, yo no veo que el capítulo sobre la institucionalidad de la educación haya sido recogido de manera satisfactoria, como señaló la Senadora señora Rincón, de modo que nosotros podamos decir: “Perfecto. Este es un avance.”.


En cuanto al trato docente, aquí hay algo que no se ha dicho, y probablemente muchos maestros ni siquiera lo sepan. El término de la relación laboral del 5 por ciento no es solo para los profesores de desempeño básico o insatisfactorio. ¡Si a los docentes mal evaluados            -reiteradamente insatisfactorios- ni el colegio los defiende! Porque esa es la otra situación. Cuando uno plantea reparos en esta materia, se dice que uno está defendiendo al plantel educacional. Yo creo que nadie defiende a un profesor que no aporta en la sala de clase. 



El problema radica en que, cuando decimos que los docentes calificados con desempeño básico son un 30 por ciento, queda un espacio de discrecionalidad enorme para el alcalde. Y, como si eso fuera poco, en el proyecto se agrega una evaluación por los alcaldes. 



¡Si esto es un regalo para los alcaldes! ¡Plata para los alcaldes! ¡Puchas! ¡Entonces, hubiera sido mejor tramitar esta iniciativa con la SUBDERE...! ¡Si todo es plata, si todos son recursos que se transfieren a los municipios!



Pero -insisto-, por si esto fuera poco -lo relativo a la evaluación no se logró modificar en nada; el Gobierno se mantuvo rígido en el 5 por ciento-, se pretendía que a profesores que hubieren alcanzado la categoría destacados en la evaluación nacional -sobre la cual hay cuestionamientos, a nadie le gusta y entiendo que también es preciso modificarla-, y que fueren evaluados en una categoría deficiente en la regional, en la descentralizada, en la municipal, también se les podía meter en el saco del 5 por ciento para poner término a su relación laboral. 



¡De eso estamos hablando!



Es decir, este no era solo un cambio menor al Estatuto Docente, sino que significaba meterle mano por completo y generar una inestabilidad brutal en el sistema. ¡Cómo si hubieran sido pocos los 800 funcionarios que fueron despedidos de ese Ministerio -y de muchas otras Secretarías de Estado- durante el año, ahora queremos sacar a 12 mil maestros más en poco tiempo!



Me parece que aquí no se resuelven los aspectos centrales. No se toma en cuenta lo que es, realmente, la labor docente. Crear una escuela seguirá siendo más fácil que abrir una botillería. Con este sistema, con estas transferencias de fondos a los particulares, con estos incentivos especiales para seguir compitiendo, crear una escuela será el emprendimiento más fácil que se pueda acometer.



Como no se resuelven los aspectos basales y no habrá fondo operacional permanente para asumir aquello de lo que el Estado no se hace cargo -y tampoco se hizo cargo de ello la Concertación en otro tiempo-, este proyecto -insisto- favorecerá probablemente a las grandes ciudades. Pero hay 200 comunas pequeñas sobre las cuales se cierne una profunda incertidumbre.



Ahora bien, como esta nunca fue una iniciativa de compromiso presidencial, me siento con total libertad para votar como lo voy a hacer.



El Presidente Piñera ganó de manera legítima y tiene derecho a sacar adelante su agenda. Yo jamás voy a rechazar un proyecto que claramente corresponda a un compromiso presidencial. Sin embargo, este no lo es: se trata de una reforma que partió con mucha espectacularidad, con una profunda construcción mediática. ¡Y miren Sus Señorías lo que tenemos! ¡Miren lo que llegó de la Cámara! Con ello no se consiguen los objetivos principales.



Por las razones expuestas, porque estoy convencido de que esta iniciativa no detiene la caída municipal sino que acentúa la brecha y las diferencias, voy a votar en contra de la idea de legislar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señoras y señores Senadores, tenemos un problema con el acuerdo de Comités.



Faltan poco más de 20 minutos para las 21:7, hora en que debemos empezar a votar. Hay inscritos seis oradores, quienes, si usaran todo su tiempo, ocuparían en total 90 minutos.



Por lo tanto, tenemos una dificultad reglamentaria para los efectos de que puedan...

El señor PROKURICA.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No,...

El señor ROSSI.- ¡Sí, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ...porque la votación presenta otra complejidad reglamentaria. 



El punto radica en saber si quienes no han intervenido aceptan reducir sus tiempos para poder cumplir el acuerdo.



Se trata -los voy a nombrar por orden de inscripción, para no tener problemas- de los Senadores señores Escalona, Girardi, Letelier, Larraín, Navarro y Cantero.

El señor LARRAÍN.- Yo no tengo inconveniente en fundar el voto, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Es que no sé si existe acuerdo en tal sentido.



No lo hay.



Tiene la palabra...

El señor NOVOA.- Perdón, señor Presidente. ¿Me permite?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.

El señor NOVOA.- Entiendo que hay un acuerdo de los Comités para votar a una hora determinada.



¿Cuál es?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Las 21:7.

El señor NOVOA.- Entonces, la votación deberá comenzar a las 21:7.



Los acuerdos de Comités no se pueden cambiar si no existe unanimidad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Es lo que acabo de decir, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, la última precisión reglamentaria me ahorra todo comentario en el sentido de que fuimos convocados a debatir un tema de gran trascendencia para el país, decisiones que pueden influir en el largo plazo, pero sin que tengamos la posibilidad de hacer siquiera mínimas consultas acerca de las dudas que surgen de todo proyecto.



Por ejemplo, hay un artículo importantísimo respecto al bono de retiro para los profesores, que implica entregar una cantidad significativa de recursos a quienes lo obtengan: 20 millones de pesos.



Sin embargo, según informaciones que me proporcionaron connotados representantes del magisterio, el universo de las personas que recibirán aquel beneficio es limitado, por las condiciones que se exigen y las características del bono.



En la Comisión de Hacienda, aparentemente el órgano técnico responsable de debatir estas materias en profundidad, no tuvimos ninguna posibilidad de hacerlo, pues el informe financiero llegó pasado el mediodía y nuestra votación estaba fijada para la una de la tarde.



Nosotros, con el mejor ánimo y la mayor disposición para afrontar nuestras obligaciones constitucionales y reglamentarias, forzamos la situación a los fines de cumplir la de votar y despachar el proyecto.



Empero, se comprenderá que, desde el punto de vista del Senado de la República, no son esos, en rigor, los procedimientos que corresponden.



Por ello, señor Presidente, quiero señalar que quedo con un gusto muy amargo respecto a los procedimientos utilizados.



Incluso, no podría dejar de decir que, en apariencia, se trataba de que votáramos ahora por el temor de que los profesores se manifestaran en marzo. Y eso, lógicamente, acentúa el gusto amargo. Porque, de alguna forma, uno entiende que, si se contemplan disposiciones laborales significativas vinculadas con el destino de los profesores, lo elemental es que las medidas pertinentes se tomen con el acuerdo de ellos.



En lo personal, en muchas ocasiones me he ganado acá las pifias de los dos sectores de las tribunas. Nadie me podría acusar de haberme sometido a la presión corporativa del magisterio. De hecho, tuvimos serias discrepancias el año 2009 con ocasión de la huelga por la llamada “deuda histórica”. Eso ha sido así. De manera que espero que nadie piense que mi punto de vista está siendo motivado por el deseo de aparecer simpático ante el magisterio. 



Pero aquí, señor Presidente, hay una reforma laboral. Se están modificando derechos que los profesores tienen desde hace mucho tiempo; prácticamente, por 20 años. Y eso se está concretando sin el concurso del magisterio. 



Entonces, personalmente, no comparto que se lleve adelante una reforma laboral sin el concurso y, por cierto, el acuerdo de los afectados.



En segundo lugar, creo que acá hay un asunto de largo plazo.



En un diario de hoy aparece un artículo acerca de las regulaciones que debe tener la educación particular subvencionada. Porque, sin regulación, esta va a seguir creciendo. ¿Y de qué manera? No continuará creciendo la que da una enseñanza de calidad, sino la de los sostenedores particulares que entregan una educación que, en el lenguaje popular (permítanme utilizar la expresión, ya que la empleó un Ministro que dejó de serlo), “vale callampa”. Esa es la que va a seguir creciendo: la de colegios que otorgan una mala educación.



En todos los países con enseñanza particular subvencionada significativa existen regulaciones -aquí no las hay- que dicen relación con el universo: con la matrícula, con el otorgamiento de los permisos, con el volumen del capital involucrado; se consignan disposiciones que garantizan el rol de la política pública respecto a la educación particular subvencionada, para que no ocurra lo que sucede en nuestro país, donde esta prolifera de manera indiscriminada.



Dicho tema no muestra ninguna respuesta como las que se habían sugerido en este proyecto de ley.



Muchos de quienes pensamos que la educación pública ya ocupa un lugar desmedrado en el país tenemos la legítima preocupación de que la situación descrita continúe acentuándose en el curso de este año y en el futuro. Nada impide que sigan creciendo esos colegios, a los cuales van los niños más pobres, quienes reciben la peor educación.



Desde el punto de vista de los recursos, la iniciativa prevé 60 mil millones de pesos para el Fondo de Retiro del Magisterio. O sea, se halla implícito qué se piensa. La mayor cantidad de recursos está orientada a provocar que los profesores jubilen. ¿Cuáles? Los más viejos.



El silogismo es bastante simple: se considera que sacando a los más viejos y, en consecuencia, promoviendo a los más jóvenes se obtendrá una educación más fácil y mejor.



¡Eso no es así! ¡Ni los más viejos son los más malos ni los más jóvenes son los mejores!



Entonces, lamento que no haya existido espacio para que quienes legítimamente tenían una opinión distinta la manifestaran.



Esta es la primera vez que el proyecto se discute en Sala. Hemos estado obligados a tramitarlo en general y particular a la vez, por el mecanismo de la “discusión inmediata”.



¿Tuvimos alguna posibilidad de entregar opiniones de esta naturaleza con el propósito de que el señor Ministro, su equipo de asesores y los especialistas del Gobierno pudiesen procesarlas? ¡Ninguna!



Acá no hubo el debate que exigía la situación que el Presidente de la República le expuso al país.



Se nos habló de una revolución educacional, y lo que finalmente hubo fue la imposición de un proyecto de ley a cuya aprobación, naturalmente, los partidos de la Concertación concurren por una razón muy simple: porque están puestos entre la espada y la pared.



Aquí se ha jugado a un hecho político que considero profundamente negativo para el futuro: se sabe que quien se oponga pagará un costo. 



Para los partidos de la Concertación era virtualmente imposible oponerse. ¿Por qué? Por lo que se dijo al comienzo: la educación municipal está en crisis.



¿Quién se puede oponer a un proyecto que, aparentemente, apunta a mejorar la educación municipal? Solo alguien que no esté en una posición razonable. Y encontrarse en una posición razonable, entonces, significa concordar con el proyecto. Porque, de lo contrario, hallarse en una posición irrazonable implica pagar el costo frente a la opinión pública.



Ese es el círculo vicioso en que hemos estado. Ha sido un círculo perverso. Y aprovecharse de él importa hacer una apuesta política de corto plazo. Significa apostar, no a la solución del problema de la educación municipal; no al enfrentamiento de la crisis de fondo de esta, sino a una situación estratégicamente incómoda de la Oposición -en este caso, de la Concertación de Partidos por la Democracia-, que, como no tiene espacio suficiente para levantar una posición destinada a corregir el proyecto, al final concurre a la aprobación de un texto que le es profundamente insatisfactorio.



Señor Presidente, yo concurro a esta sesión en mi condición de militante de la Concertación. Soy un militante disciplinado: no voy a romper la disciplina de nuestro conglomerado. Pero me siento profundamente violentado por lo que aquí ha ocurrido. Percibo que no ha habido de parte del Gobierno la lealtad necesaria con la Oposición, pues se la obliga a concurrir en condiciones desmedradas a votar un proyecto que provoca profundas divergencias en el fondo. Porque aquí no se asegura la detención de la crisis de la educación municipal. Porque no se entregan los recursos que se dicen. Porque esos recursos están destinados esencialmente a un fondo de retiro para que los profesores con más años en la educación se vayan.



Señor Presidente, es posible que algunos de esos maestros ya no estén en condiciones de aportar a la educación municipal y se encuentren en la hora de jubilar. ¿Pero cuántos todavía pueden seguir aportando a ella? Sin embargo, se los va a obligar a irse en el curso de los próximos meses.



En un diario de hoy aparece una encuesta que constituye una paradoja. Señala que Chile y Haití son los países de América Latina donde la gente menos cree en la política y, no obstante, se siente satisfecha con la democracia.



Eso resulta en extremo paradójico. Y, en mi concepto, es muy interesante desde el punto de vista de un análisis como nación. La gente cree en la democracia: “me gusta mi país por eso”. No desea volver a la dictadura; no quiere los horrores del autoritarismo. Gusta de la democracia. Empero, tiene una profunda insatisfacción con la política. Y esa insatisfacción, entre otros factores, tiene que ver con que no existe un sistema de educación pública que entregue una identidad de país, que pueda garantizar los contenidos básicos que dicen relación con nuestra unidad como nación.



Estamos concurriendo -permítanme decirlo, estimados colegas- a un sistema educacional profundamente atomizado. Se trata de un sistema que está, primero, disperso en las sobre 300 partículas que son los municipios del país y que, luego, se disgrega aún más, en miles de partículas, debido a la existencia de municipios que no son capaces de dar cuenta de un proyecto de educación, ni de comuna ni de país. 



Es cierto: la educación no puede ser la misma en Arica y en Puerto Montt; en Quellón y en San Pedro de Atacama. Pero hay contenidos básicos, esenciales, relacionados con nuestra condición de nación, que no están garantizados en la educación pública actual de Chile.



Y de esos problemas no da cuenta este proyecto. No enfrenta ninguno. Las dificultades históricas de la educación chilena quedan, una vez más, bajo la alfombra.



Entonces, ¿cómo puede uno concurrir con entusiasmo a un acuerdo de esta naturaleza, donde, aparentemente, todo cambia para que nada cambie; donde podemos estar viviendo la vieja cuestión del gatopardismo?



Señor Presidente, se nos prometió una reforma educacional, y estamos asistiendo simplemente a una minirreforma laboral que, por desgracia, carece de acuerdo social. Porque con acuerdo social es posible; pero sin él no me parece legítima.



Repito: una minirreforma laboral sin acuerdo social.



Es decir, a cambio de garantizar un fondo de retiro relativamente significativo, se está votando además la modificación de derechos de los profesores obtenidos durante muchos años de lucha.



No digo que esos derechos sean intocables. Sin embargo, para modificarlos se requiere el acuerdo de los actores.



Es perfectamente posible, desde mi punto de vista, enmendar el Estatuto Docente. Pero con acuerdo del magisterio.



Siento que cualquier modificación a futuro deberá tomar en cuenta esta lección. 



Desgraciadamente, al menos en esta oportunidad, no hay condiciones para llevar adelante una reforma.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Son las 21:1.



Le voy a dar la palabra al Senador Girardi, el siguiente inscrito, hasta las 21:7.

El señor NAVARRO.- ¿Qué significa eso de las 21:7? ¿Que el colega Girardi deberá terminar de hablar a esa hora?



¿Se va a acortar el tiempo de las intervenciones, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a votar artículo por artículo, señor Senador, con fundamentación de voto.



Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, aquí se ha discutido si estamos frente a una revolución de la educación o a un pequeño proyecto de reforma laboral. 



Yo quiero tomar las palabras del Presidente de la República en el sentido de que estamos ante una revolución en la educación.



Creo que tal afirmación es absolutamente contradictoria con lo que realiza un país que cree que está llevando a cabo una revolución. No se hacen revoluciones, particularmente en educación -a mi juicio, debe ser la principal prioridad de Chile-, de espaldas a la gente, en un verdadero fast track, en la penumbra y en la opacidad del verano, para que ningún habitante pueda ser parte del debate. 



Pienso que a ese respecto hay una contradicción -lo digo con mucho cariño hacia el Ministro de Educación, quien cuando fue alcalde hizo varios plebiscitos, porque le importaba mucho la opinión de las personas-, pues resulta paradójico que ante una materia tan profunda, especialmente si estamos hablando de “revolución en la educación”, no se quiera, se tema y, finalmente, se impida el debate ciudadano. 



Opino que se trata de una mirada bastante autoritaria, que nada tiene que ver con lo que el Presidente Piñera le ha expresado al país en cuanto a la participación de la gente, a escuchar su opinión en cuestiones que le son relevantes.



Ni siquiera lo digo por los profesores en particular, sino por todos los chilenos, especialmente por los jóvenes. 



Si ellos son el sujeto y el objeto de estas políticas, ¿por qué discutirlas como lo hacemos hoy -sin debate, sin opinión, sin consulta, sin abrir el tema a la ciudadanía- ante una cuestión tan relevante como la de la educación?



Lo considero una total equivocación, una paradoja absoluta.



En mi concepto, el Senado está tomando el camino más equivocado para discutir una materia de la mayor significación.



Si hay un tema que necesitamos abrir al debate ciudadano, a la opinión de la gente, es precisamente este.



Tal vez detrás de todo esto hay una mirada legítima de la Derecha. Pero yo no la comparto.



La Derecha piensa que el problema de la educación en Chile se resuelve desde el mercado; que todo lo concerniente a la preservación de un bien común, de un nivel de Estado, del derecho a la educación, es una equivocación. 



Por último, hay detrás una opción tremendamente ideologizada (y es lo que, a mi entender, nos separa de la visión neoliberal de la Derecha) en el sentido de tratar la educación como una cuestión de consumo; de tratar a los ciudadanos, no como personas con derecho a un estándar educacional que les permita desarrollarse y desenvolverse en la vida más allá de sus condiciones económicas, regionales, raciales, sino como consumidores de prestaciones de educación determinadas en función de cuántos recursos tengan y no de sus necesidades y de los requerimientos del país.



Eso es funcional al modelo de desarrollo. ¡Claro! ¡Si para exportar recursos naturales, materias primas no se necesita inteligencia, no se requiere capital cultural...!



A mi juicio, estamos tomando el peor de los caminos. Yo no me he cansado de repetir que en el mundo entero, paradójicamente, hay consenso en cuanto a que la necesidad de educación pública es patrimonio de la sociedad.



En Europa, los gobiernos de Derecha jamás harían -tampoco los existentes en el resto del mundo- lo que estamos haciendo en educación.



Quiero hacer una salvedad: considero que en las Administraciones pasadas nuestras nosotros tampoco exhibimos la fuerza, el coraje, la personalidad -muchas veces, tuvimos complejos, porque nos corrieron el cerco de la visión neoliberal- para haber defendido con fuerza esta posición.



Pero no se diga acá, por favor, que se está favoreciendo a la educación pública. Lo que hay aquí es un proyecto del Gobierno, sin ciudadanía, sin posibilidad de debate, fruto de una elaboración tecnocrática, autoritaria, entre cuatro paredes, para que la gente no participe, con miras a generar condiciones para avanzar en el proceso de privatización de la educación y disminuir el ámbito de esta como derecho, como bien público, a fin de transformarla en un instrumento más de mercado, en un elemento más de consumo.



A mi juicio -y quiero ser respetuoso-, media una visión ideológica que lleva a creer que el elemento dinamizador radica en los vouchers, la selección, la discriminación, la competencia. Estimo que esa es una tremenda equivocación. Ningún modelo de privatización ha sido exitoso en el planeta. Por algo, los países con más recursos que el nuestro insisten en la educación pública. Ello explica el que en cualquier parte del mundo en que los jóvenes van a la universidad merced a su talento, a su capacidad, a su esfuerzo, ese es un derecho, no algo que depende de si tienen o no dinero.



Me parece que se plantea una discusión maniquea. Lo que está haciendo el Gobierno es una contradicción de todo lo que el Presidente Piñera ha dicho; de todo lo que le ha prometido a Chile; de que va a aplicar una nueva forma de gobernar, más ciudadana, más abierta, más inclusiva. ¡Esta es la más brutal de las formas de gobernar: autoritaria, tecnocrática, sin participación!



Y juzgo que en este caso hay un proyecto de captura de lo público por lo privado, sin posibilidad alguna de que lo primero se pueda desarrollar. En una parte importante del Gobierno del Presidente Piñera existe una ideología de fondo que no cree en la educación pública; que considera que esta, finalmente, se tiene que terminar y que es preciso dejar al arbitrio del mercado el asignador de quién va a tener buena o mala educación.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se ha cumplido el tiempo previsto para la discusión en general, de modo que se procederá a votar.

El señor NAVARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Sí, Su Señoría. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, formo parte de un Comité y no participé en el acuerdo de limitar la hora de debate. Pienso que es insostenible, inaceptable y vergonzoso que, en definitiva, se restrinja la posibilidad de intervenir en relación con un tema como el que nos ocupa. No nos han dejado hacerlo. Lamento muchísimo que esta sea la forma que se imponga en el Senado para tratar los proyectos importantes y que la mayoría abuse de la minoría. Es un exceso el no permitirme ocupar los mismos 15 minutos con que han contado todos los Comités.



Voy a usar de la palabra en todas las indicaciones que he presentado, porque tengo el derecho a exponer mi posición.



Creo que el sistema aplicado solo nos distancia de una sana convivencia. Porque aquí se registró un acto de lealtad: dos Senadores de la Concertación permitieron un pareo con los dos Senadores que hoy día pasaron a ser Ministros. Y esa actitud no se ha replicado a la hora de fijar las condiciones para realizar un adecuado debate. Más bien se ha incurrido en una deslealtad.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Para los efectos prácticos, debo puntualizar que, cuando un acuerdo no ha obedecido a la unanimidad de los Comités, cualquier Senador perteneciente a uno de ellos que no haya concurrido a adoptarlo puede oponerse en la Sala después de que se dé cuenta de su contenido. En ese sentido, lamento realmente que no se pueda seguir debatiendo.



En votación el proyecto, con excepción del artículo 1°, número 31, letra b), disposición de rango orgánico constitucional.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que la votación ya se encuentra definida. Esta iniciativa no se resuelve en virtud de nuestro pronunciamiento en la Sala, sino sobre la base de un acuerdo político. Los votos existen. El Gobierno cuenta con los de la Oposición para poder aprobarla. Por cierto, ese es un uso legítimo de un convenio de dicha índole. Lo que no reviste el mismo carácter es la exclusión de la opinión de los beneficiarios.



Ha pasado demasiado tiempo desde que se inició un proceso de cambio. Deseo recordar que quienes hoy día destacan que la clave radica en reemplazar a los directores fueron los que los mantuvieron apernados e impidieron que concursaran y les dijeron: “Se quedan el tiempo que quieran”. La fórmula no fue exitosa. Nos pidieron dejar a un conjunto de funcionarios que después de 16 años no exhiben resultados. Y hoy día nos expresan que quieren sacarlos, y, además, a costa del endeudamiento de los municipios.



El financiamiento compartido, aprobado por la Concertación el año 94, tampoco ha dado resultado.



Y se ha ido sumando un conjunto de hechos.



Se les pide a los profesores que se vayan. ¿Les han preguntado cuánto los perjudicó la caída de los fondos de pensiones? ¿Nos encontramos en condición moral, después de no haberles advertido que venía una debacle, con la pérdida de más de 50 por ciento de esos recursos, manejados por las administradoras, de que hoy queramos jubilarlos? Me parece que la deuda histórica no se salda con aportes para poder sacar a los profesores de las escuelas y que, en definitiva, la cuestión de fondo sigue siendo la del Estado frente a mercado.



Claramente, aquí se fortalecen los colegios particulares subvencionados.



Y quiero destacar que los 360 millones de dólares previstos en la iniciativa equivalen a seis meses del Transantiago. ¡Financiar lo que se llama “revolución educacional” cuesta exactamente eso! ¡Es lo que estamos dispuestos a invertir en educación! ¡Nos hallamos dispuestos a gastar 800 millones de dólares anuales para sostener al Transantiago y afirmamos que “la hacemos grande y buena” cuando ponemos menos de la mitad para todo este otro proyecto!



El hecho de que el 42 por ciento de los recursos vaya a la educación particular subvencionada desmiente lo de que aquí estamos financiando la educación pública. ¡Ese porcentaje va a un sector que no lo necesita! ¡Lo han expresado todos los expertos!



El proyecto de ley va a agudizar las contradicciones. No va a determinar que los municipios pobres mejoren la calidad de la educación. Lo señalamos cuando se discutió la subvención para estudiantes vulnerables. Me opuse al otorgamiento de un beneficio sin una reestructuración profunda de los municipios. ¡Estos fracasaron! ¡La Derecha, en la dictadura, efectuó un cambio en la educación y pasó la del Estado a los municipios, fórmula que se ha aplicado durante 26 años! ¡Y, claramente, ello falló y hoy día no se quiere reformar!



En ese sentido, señor Presidente, apelo a la credibilidad. El señor Ministro ha expuesto que se iban a otorgar 6 mil Becas Chile. Hoy día son solo 764. Se ha dicho que se prometen 32. Ello se estudiará en el Protocolo de Acuerdo.



La iniciativa no detiene la espiral de la caída de la matrícula municipal y no va a revertir el desplome de la educación en ese ámbito.



Este es un acuerdo político que, en definitiva, consolida un modelo de desarrollo educacional que no es el de los grandes y de los buenos. No es el finlandés, desde luego, en el que se ha reafirmado que la educación es pública y gratuita en cien por ciento.



Todos los últimos Presidentes de la República -Aylwin, Frei Ruiz-Tagle, Lagos, Bachelet, Piñera- estudiaron gratis en la universidad. Aquí no se ha tocado el modelo de la educación superior, el cual, teóricamente, es sin fines de lucro y cuyos establecimientos, sin embargo, son de los que más dinero ganan, posibilitando que los jóvenes ingresen por orden de llegada. Estamos viendo solo una parte de la educación, fundamental, que es la enseñanza básica y la media.



En cuanto a la educación técnico-profesional, a la cual ha hecho referencia el Senador señor Chadwick, no logro comprenderlo: ¡su financiamiento cayó en más de 65 por ciento en el Presupuesto de este año!



Entonces, nos encontramos en un círculo vicioso en donde las credibilidades se hallan puestas a prueba. Sobreviene la desconfianza.



Pienso que el modelo que nos propone el Ministro señor Lavín consolida un desarrollo de la educación pública restringida. La matrícula va a caer en marzo.



No había necesidad alguna de votar el proyecto ahora. Era preciso discutir de cara a la ciudadanía y, por cierto, el texto completo. Nos han mostrado un pedazo.



A mi juicio, este es un nuevo error de la Concertación o de parte de ella -ya cometió el de las manitos alzadas-, porque la discusión ha sido insuficiente. No reclamo de que el Senador señor Ignacio Walker se pronuncie a favor, sino de que nos ha dado poco tiempo para debatir, de que había derecho a que la gente fuera escuchada. Porque Su Señoría puede votar como lo desee, pero lo que no puede hacer es oponer un impedimento en ese plano.



Voto en contra.



¡Patagonia sin represas!
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, esta es una paradoja, porque, claro, algunos creen ser dueños de la verdad y la rugen, pero, como leones sordos, colaboran poco para buscar acuerdos. Porque si la cuestión fuera en función de cuánto se grita y cuán largo se expone, no llegaríamos a ninguna parte.



Ha habido espacio para un amplio acuerdo, el cual valoro, que considera la calidad de la educación y tiene como objeto llevar a cabo un salvamento respecto a la caída radical experimentada por la matrícula escolar en los establecimientos del ámbito municipal, lo que alcanza en la actualidad al 30 por ciento en primero básico. Si ello no se ataca ahora, se terminará en la desaparición de ese sector. Debemos detener ese proceso y potenciar una recuperación. Para eso, lo perfecto siempre es enemigo de lo bueno.



Se ha llegado hoy día a una coincidencia que determina que la mirada hacia delante sea la de una política de Estado, en donde converjan Gobierno y Oposición y que viene a implementar algo que ya estábamos haciendo, consistente en establecer un proceso que considero muy profundo: un sistema tendiente a generar una Agencia Acreditadora de la Calidad y una Superintendencia de Educación, para regular realmente la calidad de la educación que entregaremos en los distintos ámbitos.



Ahora bien, respecto de este último factor, estimo que se trata de un problema sistémico muy complejo que tiene que ver con la emergencia de nuevas tecnologías. Ello no es responsabilidad de los profesores, sino que estos son parte de todo el proceso.



En cuanto a la falta de equidad, la que queremos enfrentar es la carencia de igualdad de oportunidades, la segregación, la estigmatización.



Se registra una sinergia negativa: menos calidad, menos matrícula, menos recursos, menos prestigio del sistema.



Algunos quieren regular la situación por ley y disponer: “No se crearán más colegios subvencionados”. Eso atenta contra la libertad de los padres, quienes tienen el derecho preferente para definir dónde educan a sus hijos. El punto debe decir relación con un enfoque vinculado a la calidad de la educación y no a uno paternalista, que busque proteger solo aspectos gremiales, lo que no me parece adecuado. ¡Quiero calidad para los estudiantes!



Valoro el gesto de los sectores de la Concertación que han aportado su creatividad y han mejorado considerablemente el proyecto. Pero también valoro al Gobierno, en la medida en que, siendo privativas del Presidente de la República la mayor parte de estas iniciativas, se abrió a escuchar y a presentar las modificaciones ejerciendo su facultad.



Se realiza un esfuerzo financiero muy importante. Se anuncia que la gestión municipal será modificada. Me parece que esto es lo significativo. Lo que importa es darles una oportunidad a millones de niños que hoy ven cegado su futuro.



--(Manifestaciones en tribunas).



Entiendo que pequeños grupos muestren la preocupación que los embarga. Pero lo relevante es buscar una fórmula que permita a esos niños beneficiarse de una educación de mejor calidad. Guste o no, en democracia los acuerdos se logran por mayoría, y la que se ha definido es la que se registra ahora. En consecuencia, esperamos que se logre el respaldo suficiente para sacar adelante lo que hoy día acordamos.



Habrá tiempo, en otro momento, para seguir avanzando. Y espero que quienes pronuncian tan vociferantes discursos en la Sala también concurran a apoyar con aportes positivos, que permitan introducir mejoras en el sistema educacional.



Voto a favor.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Quiero decirle al público que, exprese o no su opinión, cada Senador se pronunciará conforme a su real parecer. Entonces, si se desea asistir y conocer los argumentos que se expongan, es necesario dejar que se vote, sin generar una situación que, eventualmente, me obligue a desalojar las tribunas, lo que no es mi intención.



--(Manifestaciones en tribunas).



La persona que está gritando me forzará a pedir a la Fuerza Pública que la saque. ¿Para qué llegar a ese extremo?



--(Manifestaciones en tribunas).



¡Formulo una última advertencia! Reitero que no tengo la intención de que se desaloje, pero, como Presidente del Senado en este momento, mi obligación es hacer resguardar el orden.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, si se desea fortalecer la educación pública y mejorar su calidad, se requiere abordar cuatro ejes de debate.



El primero es la determinación de si compartimos un concepto de educación.



La presencia del “semáforo” demuestra que no es así, al igual que la reducción de las horas de Historia. Por eso, hemos planteado, como condición para concurrir a cualquier tipo de acuerdo, que el Ministro señor Lavín reponga esas horas y elimine el “semáforo”, ya que ello tiene que ver con consensos básicos.



Como segundo eje, se precisa una visión compartida de lo que significa el fortalecimiento a que he hecho referencia.



Hoy día, en “La Segunda” se plantea claramente que para lograrlo se tienen que cumplir dos requisitos en el corto plazo: una inyección de recursos frescos a la educación pública y parar la creación de colegios particulares subvencionados, de colegios piratas, que no son de mejor calidad y que le salen harto caro al Estado.



El tercer eje dice relación con la revisión de la institucionalidad. Aquí se han dado argumentos de sobra.



Y el cuarto eje es la necesidad de una carrera docente en serio, que no sea abordada, como se está haciendo, en un proyecto parcial.



¿La iniciativa -digamos las cosas como son- va a mejorar la calidad de la educación? No. ¿Va a privatizarla más? No. Quienes crean lo contrario no han leído su contenido.



Se trata de un texto mínimo. No constituye una revolución. Presenta dos ejes: algo relativo a la modificación del Estatuto Docente, donde algunos pueden abrigar aprensiones en cuanto al uso arbitrario de una facultad, y recursos respecto a incentivos parciales, harto limitados, a mi juicio.



La afirmación de que el proyecto -uno de muchos- hará la diferencia no es cierta, ni en una dirección ni en otra.



Señor Presidente, lo que preocupa es si existe o no voluntad política en los acuerdos para inyectar recursos al sector público en forma diferenciada de los colegios particulares subvencionados; para un subsidio de concentración en serio; para apoyar a los profesores a fin de que dispongan de más horas con el objeto de preparar sus clases.



Porque la relación existente en Chile entre horas de aula y de preparación de clases es de las peores a nivel mundial. No se contemplan las necesarias para la formación, la preparación de clases, la atención de alumnos y de apoderados. Los profesores deben llevarse las pruebas a sus casas y ocupar en ellas un tiempo que debería ser de ocio, de descanso, como aquel del cual disfruta cualquier otro trabajador que termina su jornada y se dedica a otras cosas en su tiempo libre.



Para mí, la iniciativa no es lo más preocupante. Lo es el que no se haya dictado una ley para fortalecer la educación pública. Se ha fijado una fecha para presentar la iniciativa pertinente, pero no conocemos su contenido. 



Planteo lo anterior porque se ha dicho -y no he escuchado al Ministro hasta ahora- que se va a eliminar lo relativo a los “semáforos”. Quiero saber cuándo. Que se repondrán las horas de Historia. ¿Cuándo? Que efectivamente se va a frenar o a dificultar la creación de colegios particulares subvencionados. Hemos presentado una indicación en tal sentido. 



Esto último constituye un requisito para que el proyecto que nos ocupa, que es muy parcial, sea coherente. Espero que los colegas de todas las bancadas se abran a discutir sobre la posibilidad de complementar esta normativa con una señal clara de fortalecimiento de la educación pública. De lo contrario, la caída de matrículas no se detendrá. 



La presente iniciativa, en términos generales, no es ni revolucionaria ni más privatizadora de lo que tenemos.



Dudo que alguien defienda a un profesor cuyo rendimiento es insatisfactorio. En cualquier actividad, el que no hace su trabajo es mal calificado. Es cierto: debemos evitar que las evaluaciones comunales sean arbitrarias y que se pongan por sobre el sistema existente. 



La mayor preocupación, señor Presidente, radica en saber si lo propuesto es para ocultar dotación o si se va a prestar para arbitrariedades. Pero mi principal inquietud consiste en saber si lo dicho por el Ministro Lavín es cierto, si hay voluntad para fortalecer la educación pública. Lo digo porque es esta la que permite la integración social, la que genera una identidad común, la que cumple un rol social más allá de los intereses individuales de cada persona. 



Señor Presidente, hoy la educación pública se encuentra debilitada. Por eso, queremos fortalecerla.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No quedan más inscritos para intervenir. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos a favor, 4 en contra y 1 pareo), a excepción de la letra b) del Nº 31 del artículo 1º. 



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Rincón y los señores Navarro, Quintana y Ruiz-Esquide.



No votó, por estar pareado, el señor Gómez.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ahora, corresponde pronunciarse respecto de la letra b) del Nº 31 del artículo 1º, que reviste el carácter de norma orgánica constitucional. 



En votación. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La referida norma permite...



--(Manifestaciones en tribunas).


... la reclamación ante el tribunal del trabajo competente en caso de término de la relación laboral. 



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¡Silencio, por favor!



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Resultado de la votación: 4 votos a favor, 1 en contra, 1 abstención y 1 pareo. 



Votaron por la afirmativa los señores Chahuán, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votó por la negativa el señor Ruiz-Esquide. 



Se abstuvo el señor Espina. 



No voto, por estar pareado, el señor Gómez.



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En consecuencia, queda rechazado el artículo 1º, número 31, letra b), por no alcanzarse el quórum constitucional requerido.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se suspende la sesión.

)----------(



--Se suspendió a las 21:30.



--Se reanudó a las 21:48.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

El señor LETELIER.- Pido la palabra para plantear un asunto reglamentario.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, pido que se repita la última votación, por cuanto fue interrumpida por las manifestaciones en las tribunas. 



Se trata de una de las normas contempladas en el acuerdo político, la que busca garantizar a los profesores un mecanismo de apelación legal.



Solicito que se vuelva a votar la letra b) del número 31 del artículo 1°.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece la Sala, se repetirá la votación de dicha letra.



--Así se acuerda.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El señor Presidente ha puesto en votación la letra b) del número 31 del artículo 1°, norma de rango orgánico constitucional, que establece la posibilidad a los profesionales de la educación de reclamar ante los tribunales del trabajo en caso de ser despedidos en las condiciones que se indican.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra b) del número 31 del artículo 1° (25 votos a favor, 1 abstención y 1 pareo), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Navarro.



No votó, por estar pareado, el señor Gómez.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Pasamos ahora al análisis de las indicaciones presentadas.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- La primera de ellas está suscrita por los Senadores señores Letelier, Escalona, Girardi, Quintana y Navarro, y propone agregar un artículo transitorio nuevo del siguiente tenor:



“Excepcionalmente y por un plazo de cuatro años, contados desde la entrada en vigencia de esta ley, sólo se otorgará la subvención escolar a que se refiere el D.F.L. N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación y la Ley N° 20.248, a nuevos establecimientos en la medida que éstos, además de cumplir con los requisitos legales, demuestren que han logrado funcionar con recursos propios, a lo menos, durante dos años escolares, tengan una oferta educativa que comprenda desde el primer año de educación básica a cuarto año de enseñanza media, acrediten contar con una matrícula del conjunto del establecimiento igual o superior a 500 alumnos y que demuestren tener un desempeño en la categoría de autónomo de acuerdo al sistema de clasificación de establecimientos vigente.”.

El señor LARRAÍN.- Es inadmisible.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señores Senadores, hay dos formas de proceder en estos casos: la primera es que la Mesa tome una decisión y la segunda, aun si yo resolviera que la indicación es admisible, consiste en que cualquier señor Senador puede pedir que se vote la inadmisibilidad.



Esas son las dos alternativas.

El señor LARRAÍN.- Que la Mesa se pronuncie.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si Sus Señorías así lo prefieren, obraremos en tal sentido.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, espere un instante. Primero la Mesa definirá su posición al respecto.

El señor LETELIER.- Muy bien.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- De acuerdo a los antecedentes, habría una redistribución de recursos. Por tanto, desde nuestro punto de vista, la indicación no sería admisible. Sin perjuicio de ello, el Honorable señor Letelier puede pedir, como cualquier Senador, que la Sala se pronuncie.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero plantear dos asuntos.



Por un lado, esta es una de las materias que se conversó con el Ministro Lavín. Incluso, en la iniciativa se incorporan nuevos requisitos para crear un colegio. Ello es parte del acuerdo firmado con dicha autoridad. 



La propuesta original solo aumenta el capital con que debe contar la sociedad que propone un nuevo establecimiento, para ser reconocido por el Ministerio y recibir aporte del Estado.



La indicación solo agrega otro requisito. En ningún caso ello significa un aumento de recursos, pues no amplía el universo de quienes pueden percibir un beneficio estatal. Al contrario, incorpora exigencias para acotarlo universalmente, para la creación de cualquier establecimiento.



Ninguna norma de la Constitución impide que uno añada requisitos para restringir el gasto público.



Por medio de la indicación no estamos diciendo al Estado cómo subvencionar, sino que establecemos que quien reciba una subvención ha de cumplir ciertas exigencias. Al igual como se dispone que los planteles nuevos deben tener baño, electricidad, cierto capital, también queremos -esto apunta a fortalecer la educación pública- que cuenten con una matrícula mínima; que dispongan no solo del primer ciclo básico, recurso usado hoy en día en muchos colegios. Se constituyen con primero y segundo básico y van año a año agregando cursos, transformándose  literalmente en proyectos educativos que poseen más bien otros fines que el de generar un proyecto global.



Señor Presidente, otras disposiciones legales disponen que los colegios deben tener una vigencia, un funcionamiento previo durante seis años antes de acceder a la subvención del Estado y de ser reconocidos por este.



Entonces, ninguna de las disposiciones propuestas se encuentra fuera de lo que ya hay para cierto tipo de establecimientos ni menos en lo que se refiere a fijar requisitos.



Señor Presidente, en los países que a algunos les gusta el modelo educativo, por ejemplo, Holanda y otros, las normas planteadas aquí como requisitos son las que rigen.



La indicación en caso alguno redistribuye recursos. Lo único que dispone es que “por un plazo de cuatro años, contados desde la entrada en vigencia de esta ley, sólo se otorgará la subvención escolar” a los nuevos establecimientos que cumplen los requisitos.



Por tanto, lo único que hacemos es incorporar exigencias.



Entiendo que ninguna norma constitucional impide fijar requisitos en la ley para crear nuevos establecimientos.



Otra cosa es que algunos estén en contra de la indicación o que no la compartan. Ello es comprensible, aunque yo tengo una opinión distinta. Pero, señor Presidente, en primer término, es admisible.



Quiero explicar por qué considero básica la indicación para el acuerdo marco que hemos suscrito con el Ministro Lavín. Este apunta a diversas variables: un concepto de educación, carrera docente, fortalecimiento de la educación pública, entre otras cosas.



Para fortalecer la educación pública en un país que está cambiando demográficamente se requiere saber dónde necesitamos más colegios, a fin de evitar quedar con una infraestructura sin utilizar. Muchos colegios particulares subvencionados pudieron recibir durante un tiempo aportes de capital del Estado para ser construidos.



La indicación solo acota los beneficiarios y aumenta los requisitos: que las personas que quieran establecer un colegio lo hagan funcionar con recursos propios por lo menos durante dos años, que este posea la oferta completa del proceso educativo y que cuente con una cantidad de alumnos que justifique la creación de un plantel nuevo, municipal o particular subvencionado. Esto rige para todos.



Pido que la indicación se vote en su mérito y que nos digan sobre la base de qué norma se considera inadmisible.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ya la Mesa emitió su parecer. El Senador señor Letelier ha argumentado a favor de la admisibilidad.



Por lo tanto, en votación la inadmisibilidad.



Quienes estén por la inadmisibilidad deben votar a favor y los que la consideren admisible tienen que pronunciarse por la negativa.

El señor LETELIER.- ¿Sobre qué base es inadmisible?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señores Senadores, el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución dispone: “Corresponderá al Presidente de la República la iniciativa exclusiva de los proyectos de ley que tengan relación con la alteración de la división política o administrativa del país, o con la administración financiera o presupuestaria del Estado”.

El señor LETELIER.- La propuesta no afecta el presupuesto ni la administración financiera.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La Mesa tiene una opinión y Su Señoría, otra.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se declara inadmisible la indicación (21 votos a favor, 6 en contra y un pareo).



Votaron por la inadmisibilidad las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la admisibilidad los señores Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi y Tuma.



No votó, por estar pareado, el señor Gómez.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El otro acuerdo que adoptamos fue conceder la palabra por 15 minutos al Senador señor Navarro para que fundamente sus 37 indicaciones. Luego de ello, las votaremos en bloque.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hay gran consenso en la Sala en cuanto a que la crisis seria en la educación pública afecta a los más pobres, en particular, a los más vulnerables. Y estamos de acuerdo en que debemos superarla.



Tenemos diferencias respecto al mecanismo para salir de esa crisis que a lo menos es de responsabilidad compartida: 17 años estuvo la municipalización con el Gobierno militar, con la dictadura, y 20 con la Concertación. Se comparten responsabilidades. Ninguno de los bloques políticos dominantes logró resolver las contradicciones que emergieron tempranamente, que se hicieron evidentes.



Y se fue agudizando la crisis de la educación pública, con daño a los más pobres. Los que pueden pagar, lo hacen. Yo financio la educación de mis hijos en un colegio particular. Quienes no están en condiciones de pagar, toman lo que tienen. No es cierto que los padres elijan el colegio donde estudian sus hijos. El sistema del financiamiento compartido, la localización geográfica y en particular el entorno socioeconómico determinan que son los colegios los que eligen a los padres, estableciéndose, con el financiamiento compartido, una barrera de entrada que hace que los pobres entre los pobres vayan donde la educación sea totalmente gratuita. Y se produce, entonces, la diferenciación.



La matrícula ha caído de 68 por ciento, en 1990, a 36 por ciento, en 2010. No ha sido frenado este movimiento.



El 60 por ciento de los municipios sostiene que está por devolver la educación al Estado; 20 por ciento señala que la mantiene si se entregan más recursos, y solo 20 por ciento de ellos -los más ricos- se encuentra disponible para seguir con su administración.



El financiamiento compartido ha significado 400 mil millones. Yo quiero saber dónde están. No nos pudo responder la Ministra de Educación anterior. Habrá ocasión para que el señor Lavín diga dónde están los 400 mil millones de pesos que han pagado los padres de su bolsillo para financiar algo que hasta 1994 era asumido por el Estado.



Hay una deuda histórica pendiente. Y en este punto deseo recordar al Senador Chadwick que cuando ellos eran Oposición emplazaban a la Concertación a pagarla. El Senador Larraín encabezó un proyecto de acuerdo que todos apoyamos, que buscaba posibilitar el pago de la deuda histórica, a fin de que los profesores pudieran jubilar.



También se han de considerar las pérdidas de las AFP, situación que jamás hemos discutido en el Senado. El sistema continúa llevando los fondos de Chile al exterior. Jubilados canadienses y australianos invierten en nuestro país, en las empresas concesionadas. Nosotros trasladamos los fondos afuera, exponiéndonos a los mayores riesgos. Y eso significó que los profesores, al igual que muchos chilenos, sufrieran 50 por ciento de pérdida en sus fondos previsionales. Esto marca un hito diferente a si estuviéramos discutiendo cómo jubilar antes de la pérdida del 50 por ciento de los 25 mil millones de dólares. 



Reitero, no me he equivocado, 25 mil millones de dólares fue lo que perdió el patrimonio de todos los trabajadores de Chile en la crisis de las AFP.



Por tanto, nos encontramos ante un debate político-ideológico. Yo soy de los que creen que este no es un tema pedagógico, sino un problema esencialmente ideológico: el tipo de sociedad; cómo formamos a nuestros ciudadanos; el tipo de economía que construimos, de ciudad, de país. Estado versus mercado: ese ha sido el debate.



Este proyecto le pone más mercado.



Tengo el informe de Libertad y Desarrollo, institución que asesora hoy al Gobierno y ayer aconsejaba a la Oposición.



Todas las recomendaciones de dicho instituto se encuentran expresadas en la presente iniciativa. Ante la pregunta de cómo resolver el deterioro de la educación municipal, dicha entidad plantea: readecuar la forma como se remunera a los directivos y las asignaciones para los profesores; fomentar la entrega simple y masiva de recursos, de acuerdo a los resultados del SIMCE, a los colegios que aumenten su puntaje en dicho test; subsidio de transporte para las familias cuyas viviendas quedan alejadas de las escuelas a las que deseen asistir sus hijos.



En síntesis, todo el proyecto se reduce a una entrega de subsidios y no a una comprensión cabal de lo que sucede en la educación chilena.



La OCDE -el Senado aprobó el ingreso de Chile a dicha organización internacional- dijo claramente que nuestro país tiene estructurada su educación, sistemática y conscientemente, en clases sociales.



¿Vamos a romper esa estructuración conscientemente definida en clases sociales con el proyecto de ley en debate? ¡No! Algunos dirán que lo haremos con la próxima iniciativa que analizaremos sobre esta materia.



Yo quiero creer en el Ministro de Educación. Sé que hará los esfuerzos necesarios, pero no está garantizada su permanencia en el Gabinete -como queda demostrado con el cambio de cuatro Secretarios de Estado- ni tampoco se asegura que el Gobierno tenga un plan para fortalecer la educación pública.



No hay diferencia alguna entre colegios municipalizados y particulares subvencionados cuando estos últimos concentran más del 50 por ciento de alumnos vulnerables. Por el contrario, los municipalizados son mejores. Lo que sucede es que los subvencionados seleccionan.



Cuando se exige una nota promedio de 6 a 6,5 para el ingreso de mil alumnos, no se tiene un buen colegio, sino mil excelentes estudiantes que hacen bueno a ese establecimiento. Eso no ocurre en el sector de la educación municipal, porque esas escuelas deben recibirlos a todos: a los porros, a los inteligentes, a los pobres, a los medianamente pobres. No pueden hacer distinción. 



Por lo tanto, lo que esta iniciativa propone -y se lo dijimos al Ministro- es que el 44 por ciento de los recursos serán destinados a la educación particular subvencionada. ¡Y no los necesita!



Debo recordar que tanto Mario Waissbluth como otros expertos sobre la materia han sostenido que si ponemos en una misma comuna dos colegios con una matrícula de mil alumnos -uno municipal y el otro particular subvencionado-, al cabo de un año el primero tendrá una deuda de 400 millones de pesos, mientras que el segundo logrará una utilidad, un lucro, por la misma cantidad.



¡Cuatrocientos millones de pesos como pérdida para el colegio municipal y cuatrocientos millones de ganancia para el particular subvencionado! ¿Por qué? Porque la curva de edad de los profesores de este último establecimiento es tres veces menor a la de sus colegas que laboran en colegios municipales. En estos, muchos docentes se encuentran en edad de jubilar, lo cual debe ser con cargo a los municipios.



El proyecto no detiene la espiral incontrolable de caída en la matrícula de los colegios municipales  pues los hace competir.



¡Esa es la fórmula!



¿Qué dice Piia Seppänem, académica finlandesa, en “El Mercurio” del lunes 29 de noviembre de 2010? “En mi país, las mediciones y pruebas de la calidad de la educación no son un tema ni para los políticos, ni para los padres, ni para los expertos”. Y continúa: “Y los profesores terminan preparando para el test no para las necesidades educativas de los alumnos. Las sociedades que tienen grandes cantidades de mediciones no mejoran los resultados, de modo que no tiene sentido.”.



¿Quién lo afirma? Una experta que proviene del país con la mejor educación del mundo.



Con relación a la educación chilena, la investigadora agrega: “Por lo que noté, permite el lucro y yo entiendo que la escuela es para construir ciudadanos” -no para obtener ganancias- “y para formarse entre iguales, para construir nación y una sociedad cohesionada. Y me cuesta entender cómo este objetivo puede convivir con un sistema educativo organizado a través del lucro.”. 



“La sociedad” -agrega- “debe educar a su gente y pone dinero para eso. Entonces, no entiendo cómo hay quienes se llevan ese dinero,” -seguramente para su casa- “que es para formar ciudadanía y formar cohesión. En Finlandia, pagamos muchos impuestos, pero el Estado te da todos los recursos, como el colegio o la universidad”.



Debemos abordar el siguiente debate: ¿será el mercado el encargado de resolver la crisis educacional chilena, especialmente la de los más pobres, o deberá hacerlo el Estado?



Siento que la apuesta del Ministro de Educación sigue siendo el mercado que es idéntica a la de Libertad y Desarrollo, de los neoliberales. ¡Es la apuesta contraria a todos los preceptos internacionales de los modelos económicos que el Gobierno pretende seguir! ¡No los entiendo!



¿Cuál es nuestro modelo? No lo tenemos. Solo rige un sistema de utilidad. ¡Y la Concertación y la Derecha unidas jamás serán vencidas! ¡Todos sus personeros tienen colegios particulares! ¡Más de 3 mil colegios nacieron por sociedades de profesionales o grupos de amigos que vieron en esta área un gran negocio y, por supuesto, quieren continuarlo!



Los alcaldes se han conformado con migajas. Aceptaron recursos por 360 millones de dólares. Se subió el fondo de 20 mil millones de pesos a 60 mil millones. ¡No son suficientes!



¡El proyecto no va a revertir el desplome de la educación municipal y, por tanto, se está estrangulando, vía políticas públicas, a los colegios municipalizados!



Por otra parte, se disponen mínimas regulaciones para crear colegios subvencionados.



Yo no me explico, señor Ministro y colegas de la Derecha hoy en el Gobierno -por intermedio suyo, señor Presidente-, por qué seguimos manteniendo la posibilidad de que los colegios municipales compitan con los particulares subvencionados cuando el déficit de los primeros asciende a 4 mil millones de dólares en los últimos diez años. Es como echar a pelear a dos personas, pero una con manos y pies atados.



Resulta imprescindible hacerse cargo de ese déficit. De lo contrario, no hay posibilidad alguna de competencia cuando una parte tiene todo el poder y las condiciones, y la otra se halla desnutrida y en el suelo.



Señor Presidente, en la última década se ha creado un déficit profundo en la educación municipal y las cifras que entrega el señor Ministro no son suficientes.



Nos dice que se otorgarán 360 millones de dólares. Esa cifra equivale al 12,5 por ciento del déficit acumulado en los últimos diez años y -reitero- corresponde a menos de la mitad del financiamiento por 6 meses del Transantiago.



Entonces, cabe preguntarse por qué el actual Gobierno que otorgó 800 millones de dólares al Transantiago, en circunstancias de que criticó el sistema cuando era Oposición por su mal diseño, ahora sigue entregándole subsidios. 



Sin embargo, cuando se trata de financiar la educación pública, 360 millones de dólares es mucho dinero. 



¡Chile se encuentra en la mejor condición financiera, porque la Concertación copió el modelo económico neoliberal de la Derecha y ahora han llegado sus titulares! Reconozco que lo están haciendo bien y que la economía seguirá creciendo.



Por lo tanto, tenemos las mejores expectativas: durante el 2011, el crecimiento será de 6,5 por ciento. Lo dijo el Ministro Felipe Larraín. ¡Superávit de recursos fiscales!



La pregunta que me hago -y el Ministro de Educación no ha respondido- es cuánto del PIB va a gastar el Gobierno del Presidente Piñera en los próximos tres años. Quiero saberlo. ¡No 60 mil millones de dólares ni 30 mil millones más, porque eso constituye un aporte coyuntural y no estructural a la educación básica!



Por lo tanto, sin conocer esa cifra, no nos pidan que aprobemos el proyecto. El Gobierno tiene los bolsillos llenos de dinero, las arcas fiscales están repletas y, cuando pedimos recursos para los niños más pobres, la Derecha contesta que dará 60 mil millones de pesos para jubilaciones.



Por otra parte, se paró el aporte a la educación técnico-profesional. Cuando nos dicen que aumentarán los aportes para la enseñanza media, yo los felicito. Debemos subvencionar la educación media y entregar subsidios de vulnerabilidad. 



Sin embargo, la mayor concentración de jóvenes pobres se halla en los liceos técnico-profesionales y -como dije- el aporte del Estado a estos establecimientos disminuyó en más de 65 por ciento.



Como no existe posibilidad de debatir estas materias, como Televisión Nacional de Chile no se preocupa de poner estos temas en la discusión televisiva, ni tampoco se da mínimo espacio en los periódicos nacionales para analizar los temas de educación, en verdad resulta difícil decir al país que los liceos técnico-profesionales donde estudian los hijos de las familias pobres no tendrán plata para este año.



¿Qué se pretende hacer?



El Senador Espina -amigo personal del Presidente de la República y un colega por quien siento especial consideración- manifestó que el motor del desarrollo nacional es la educación técnico-profesional. Entonces, si efectivamente Su señoría cree eso, debiera decirnos por qué esos establecimientos dependen de la Cámara Chilena de la Construcción o de las diversas cámaras de comercio. ¡Digámoslo francamente: esos colegios han estado a cargo de la Derecha, de los empresarios!



En resumen, ellos lo han hecho mal en la educación.



El hecho de que la educación técnico-profesional hoy día esté mal, desfinanciada, sujeta a una precaria capacitación técnica y tecnológica en sus aulas, no es resorte de los municipios, porque la mayoría de esos planteles se encuentran en manos del sector privado.



¡Y, a pesar de ello, el Gobierno de Piñera les quita la plata!



La comuna de Maipú -lo indicó Mario Waissbluth- recibió 11 mil millones de pesos para subvenciones y 700 adicionales, pero su déficit bordea los 3 mil 800 millones.



En consecuencia, aquí hay un círculo vicioso, concreto: se dice que los colegios municipalizados funcionan mal porque no tienen dinero, no se les dan más recursos y los acusan de no saber ocuparlos.



Entonces, yo me pregunto cómo vamos a sacar a la educación pública de su empantanamiento. El Senador Chadwick expresó que queremos formar líderes. En mi concepto, necesitamos propuestas y un debate mucho más profundo.



El 44 por ciento de los recursos que se destinarán a la educación particular subvencionada no resuelve el problema.



Una conclusión: la fórmula de financiamiento propuesta por la iniciativa es tan dependiente de las tasas de retiro de profesores y de las tasas de reemplazo de retirados y despedidos que resulta materialmente  imposible predecir cómo se comportarán los municipios.



El municipio de Quellón, en Chiloé, va a recibir 26 millones de pesos por estas subvenciones prometidas, pero deberá desembolsar más de 100 millones de pesos, porque tiene a su cargo escuelas rurales, apartadas, con muchos directores.



Por lo tanto, esta fórmula dejará muy desfinanciados a numerosos municipios del país, a más de 200.



Es evidente que el proyecto en debate fortalece a las escuelas particulares subvencionadas, propone un marco desregulado que garantiza plenamente una competencia desleal, agrava la disociación y no favorece la integración.



Asimismo, la renovación de directivos municipales tomará varios años en implementarse. Nadie garantiza que el 2011 será el año del despegue. Sus efectos tardarán, como mínimo, cinco años.



Por lo tanto, necesitamos un sistema educacional que nos proyecte no solo para los próximos tres años sino también para el futuro Gobierno. Si no se enmarca en ese escenario, la verdad es que estamos frente a una iniciativa legal coyuntural.



Se ha anunciado que habrá anticipos. No sé en qué mundo viven los alcaldes. Los he observado obsecuentes con el Gobierno, diciéndole “Yes, man”. Claramente el aporte se basa en adelantos de las subvenciones y en un conjunto de recursos que no son suficientes.



La Fundación Educación 2020 ha señalado que las municipalidades requieren 200 mil millones de pesos. Se les estaban dando 20 mil millones; se aumentan a 60 mil millones. ¡Igual falta dinero! 



Señor Presidente, aun si el Protocolo que se acaba de firmar se legalizara, claramente muchos municipios carecerían de financiamiento para cumplir su función educativa.



Por otra parte, no se contempla que las remuneraciones de los profesores se indexen, como en la Administración Pública, por aplicación de bienios. En el sector particular no hay indexación; los docentes siguen percibiendo los mismos sueldos.



No se considera que el Estatuto, digna y adecuadamente, reduce a seis las horas de aula de los maestros más antiguos, lo cual no será financiado por el Estado.



No se toma en cuenta que la avanzada edad de muchos docentes de colegios municipalizados implicará su jubilación masiva. Se supone que quienes se acojan a retiro no serán reemplazados, sino que ingresarán profesores jóvenes y baratos y se irán los más viejos y caros.



Esta fórmula debe ser bien aplicada. Si no, puede significar más daño que solución.



Por lo tanto, señor Presidente, no es conveniente financiar por la vía de la subvención per cápita cuestiones que dependen del número de alumnos y de profesores. Se necesita un sistema de financiamiento distinto del de la matrícula. Debe introducirse un cambio profundo en este aspecto. 



Y es preciso terminar con la educación municipalizada. Se ha propuesto crear corporaciones de educación público-privada.



En tal sentido, el Ministro ha anunciado algo que me parece positivo. Sin embargo, las garantías para su cumplimiento son insuficientes. 
Hay un amarre de recursos a diversos conceptos que, en verdad, no garantizan mejorar la educación para los más pobres.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Finalizó su tiempo, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Solicito un minuto más para concluir, si es tan amable, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.

El señor NAVARRO.- Por tanto, tenemos diferencias profundas sobre la materia, dichas, no por Alejandro Navarro ni por la Izquierda sino por organismos con credibilidad en esta área, como Educación 2020, de Mario Waissbluth: el proyecto no logra financiar lo que pretende; tiene serios vacíos, escasa metodología y, por cierto, no ataca el fondo de la cuestión, cual es si vamos a alcanzar una solución vía mercado o vía Estado. Y como será claramente de mercado, porque operará sobre la base de incentivos, se encuentra destinado solo a parchar y a seguir parchando.



En consecuencia, dado que se trata de una iniciativa coyuntural; que no ha sido discutida con los actores; que va en línea contraria al fortalecimiento de la educación pública, la cual ya atiende a solo 36 por ciento de los escolares, y hay quienes lo quieren todo, pues son insaciables, voto en contra, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Según lo acordado, se votarán en conjunto las 30 indicaciones formuladas por el Honorable señor Navarro.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechazan (22 votos en contra, 2 a favor, 2 abstenciones y un pareo) y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la negativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa los señores Navarro y Quintana.



Se abstuvieron los señores Rossi y Tuma.



No votó, por estar pareado, el señor Gómez.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CANTERO:



Al señor Ministro de Hacienda, solicitándole antecedentes acerca de ESTADO DE AVANCE DE PROYECTO DE INVERSIÓN “REPARACIÓN MUROS DE BLOQUE MALECÓN DE COSTA, SITIOS 1, 2 Y 3” (Región de Antofagasta); al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, pidiéndole información sobre FUNDAMENTOS PARA MANTENCIÓN DE CERCO RESTRICTIVO EN TORNO A HOTEL HANGA ROA (ISLA DE PASCUA), y al señor Presidente del Consejo para la Transparencia, requiriéndole antecedentes relativos a GASTO POR EFECTIVOS MILITARES Y POLICIALES EN ISLA DE PASCUA.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Salud, solicitándole FONDOS PARA HOSPITAL DE PUERTO AYSÉN POR CARENCIAS EN EQUIPAMIENTO Y PERSONAL.



De la señora RINCÓN:



Al señor Ministro del Interior, pidiéndole instruir para que se informe sobre FUNCIONAMIENTO DE PROYECTO “PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS EN LOS CRISTALES”, COMUNA DE LONGAVÍ; a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, demandándole antecedentes sobre ENTREGA EN TALCA DE SUBSIDIO SUPERIOR AL DE DAMNIFICADOS POR TERREMOTO Y MAREMOTO, y al señor Director subrogante del SERVIU de la Séptima Región, solicitándole información concerniente a POSTULACIÓN Y OTORGAMIENTO DE SUBSIDIO SUPERIOR AL DE DAMNIFICADOS POR TERREMOTO Y MAREMOTO (todos de la Región del Maule).



 De la señora RINCÓN y de los señores LETELIER, GÓMEZ y QUINTANA:



Al señor Ministro del Interior, requiriéndole antecedentes acerca de AVANCE DE PESQUISAS EN RETÉN DE CATILLO POR CASO DE DETENIDOS DESAPARECIDOS (Región del Maule). 

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 22:20.









Manuel Ocaña Vergara,









  Jefe de la Redacción
A NE X O S

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE PRORROGA PLAZO DE CALIFICACIÓN, OTORGADO A LA COMISIÓN ASESORA PARA LA CALIFICACIÓN DE DETENIDOS DESAPARECIDOS, EJECUTADOS POLÍTICOS Y VÍCTIMAS DE PRISIÓN POLÍTICA Y TORTURA, CREADA POR LEY N° 20.405, Y CONCEDE ACCESO QUE INDICA PARA FINES PARTICULARES QUE SE SEÑALA

(7435-17)


VALPARAÍSO, 18  de enero de 2011


Con motivo del Mensaje, informe, certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente 
PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Prorrógase hasta por seis meses, el plazo de calificación establecido en la letra b) del inciso tercero del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.405, contado desde la fecha de término allí dispuesta.


Artículo 2°.- Autorízase a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, creada por el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.405, para que sus miembros, y dos de sus profesionales especialmente autorizados por la unanimidad de sus integrantes, tengan acceso a consultar los documentos, testimonios y antecedentes de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por el decreto supremo N° 1.040 de 2003, del Ministerio del Interior, autorización que se otorga con el objeto exclusivo de cumplir su obligación de calificación durante el plazo establecido en la ley N° 20.405 y en este cuerpo legal.


La Comisión Asesora a que se refiere el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.405, y las personas que ella autorice en virtud del inciso anterior, se encontrarán sujetas a las mismas obligaciones, prohibiciones y sanciones establecidas en el artículo 15 de la ley N° 19.992.


La consulta de dichos documentos, antecedentes y testimonios se realizará, exclusivamente por quienes indica el inciso primero de este artículo, en el lugar donde la documentación se encontrare materialmente, quedando prohibido su retiro, así como su reproducción a través de cualquier medio.


Artículo 3°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos contemplados en el presupuesto aprobado del año 2011 para la Presidencia de la República y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria del Tesoro Público.".

******


Me permito hacer presente a V.E. que el artículo 2° del proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, con el voto favorable de 94 señores Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes,

Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY QUE PERMITE EL ACCESO UNIFORME A LAS LICENCIAS PROFESIONALES CUMPLIENDO LOS REQUISITOS EXIGIDOS EN LA LEY DE TRÁNSITO

(7212-15)


VALPARAÍSO, 12 de enero de 2011


Con motivo del Mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Modifícase la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones, y de Justicia, en la siguiente forma:

a) Reemplázase, el numeral 4) del inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:

"4) Acreditar, en caso de la Clase A-3, haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la Licencia Profesional Clases A-1, A-2, A-4 o A-5. Tratándose de la Clase A-5, los postulantes deberán acreditar haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la licencia profesional clases A-2, A-3 o A-4.".

b) Reemplázase el artículo 5º transitorio, por el siguiente:

"Artículo 5º.- Los titulares de licencias de conductor Clase A-1 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente la licencia profesional Clase A-3. Asimismo, los titulares de licencias de conductor Clase A-2 otorgadas con anterioridad al 8 de marzo de 1997 y que mantengan su vigencia a la fecha de publicación de esta ley, podrán obtener directamente las licencias profesionales clases A-3 y A-5. 

En los casos aludidos en el inciso anterior, deberá acreditarse haber aprobado un curso de capacitación en la forma que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.".".

Dios guarde a V.E.

Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes,

Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN TERCER TRÁMITE, RELATIVO A LA SUPERVIGILANCIA Y CONTROL DE ARMAS

(5373-07)


VALPARAISO, 12 de enero de 2011


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de reforma Constitucional relativo a la supervigilancia y control de armas (boletín N° 5373-07), con la siguiente enmienda:

Artículo único.-

Ha sustituido, en el propuesto inciso segundo del  artículo 103, la expresión "La misma" por  el vocablo "Una".


Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 1.031/SEC/10 de 30 de noviembre de 2010.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes,

Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA UN BONO A LOS CÓNYUGES QUE CUMPLAN CINCUENTA AÑOS DE MATRIMONIO
(7074-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.





A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, en calidad de invitados, del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora de Políticas Sociales, señorita Alejandra Candia, y el Coordinador Legislativo, señor Jaime Salas.

- - -
Cabe hacer presente que la Sala del Senado, en sesión de 3 de noviembre de 2010, dispuso que el proyecto de ley, una vez despachado por vuestra Comisión de Hacienda, pase a la Comisión Especial de la Discapacidad y del Adulto Mayor.

- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de que la única indicación recibida fue declarada inadmisible, por lo que el proyecto de ley se aprobó en los mismos términos en que fue aprobado en general por el Senado.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Reconocer la construcción de una familia basada en el matrimonio, otorgando un bono extraordinario de $250.000 a quienes cumplan 50 años de matrimonio.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo primero transitorio
Establece que, no obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, y reúnan los demás requisitos establecidos en el artículo 1°, tendrán derecho a impetrar, por una sola vez, el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido 60 años de matrimonio. Agrega que en ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.

El inciso segundo dispone que, de igual forma, los cónyuges que durante el año 2010 cumplan 61 o más años de matrimonio y reúnan los demás requisitos exigidos, podrán impetrar, por una sola vez, el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley. Con todo, aquellos cónyuges que cumplan 61 años de matrimonio entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre de 2010, tendrán derecho a impetrar el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido el periodo de matrimonio mencionado en este inciso. 

El inciso tercero prescribe que aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 ó 60 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él. 

El inciso final establece que aquellos beneficiarios que no soliciten el beneficio en el plazo respectivo se entenderá que renuncian al bono.
En este artículo recayó la indicación número 1, del Honorable Senador señor Bianchi, para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que ya hubieren cumplido cincuenta años de matrimonio a la fecha de publicación de esta ley y que reúnan los demás requisitos establecidos en el artículo 1°, tendrán derecho a impetrar, por una sola vez, el bono.

En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que habiendo sido beneficiarios del mismo al cumplir cincuenta años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio en dicha oportunidad, no lo hubieren solicitado dentro del plazo establecido al efecto.

Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.”.

- El Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación número 1 por recaer en una materia reservada a la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Constitución Política de la República, ya que dice relación con normas sobre administración financiera o presupuestaria del Estado.

- - -

INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 13 de julio de 2010,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. El presente proyecto de ley tiene por objeto otorgar un bono extraordinario, por única vez, de $ 250.000 a quienes cumplan 50 años de matrimonio durante el año del Bicentenario y hasta el 31 de diciembre de 2013. A este beneficio accederán todos aquellos matrimonios que integren un hogar perteneciente al 80% más vulnerable de la población de Chile de acuerdo a la Ficha de Protección Social y que cumplan los restantes requisitos señalados en el proyecto de ley.

2.  Esta iniciativa legal presentará los siguientes efectos fiscales para el periodo 2010-2013: 

	Año
	Efectos Fiscales

Millones de $ de cada año

	2010
	3.677

	2011
	3.569

	2012
	3.469

	2013
	4.188


3. Durante el primer año de vigencia, el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al Presupuesto Vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.

Posteriormente, se presentó un informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 4 de agosto de 2010, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. El presente proyecto de ley tiene por objeto otorgar un bono extraordinario, por única vez, de $ 250.000 a quienes cumplan 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010. A este beneficio accederán todos aquellos matrimonios que integren un hogar perteneciente al 80% más vulnerable de la población de Chile de acuerdo a la Ficha de Protección Social y que cumplan los restantes requisitos señalados en el proyecto de ley.

2. El valor del Bono se reajustará el 1° de Octubre de cada año, en el 100% de la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes de septiembre del año precedente y el mes de agosto del año en que opere el reajuste respectivo, realizándose el primer reajuste el primero de octubre de 2011.

3. Esta iniciativa legal presenta un gasto de $3.677 millones durante el primer año de vigencia y se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.

Finalmente, se presentó un informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 8 de septiembre de 2010, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. La presente indicación tiene por objeto modificar el proyecto de ley que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio.
2. Esta indicación consiste en otorgar un bono extraordinario, por única vez, de $ 250.000 a quienes cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, en los mismos términos que el beneficio entregado a aquellos que cumplan 50 años de matrimonio.  En ningún caso, tendrán derecho al bono al cumplir 60 años de matrimonio, aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiados por el mismo al cumplir 50 años de matrimonio o que habiendo tenido derecho para impetrar el beneficio en dicha oportunidad no lo hubiesen hecho dentro del plazo establecido.
3. Asimismo, tendrán derecho a impetrar el mencionado bono, por una sola vez, aquellos cónyuges que durante el año 2010 cumplan 61 o más años de matrimonio.
4. Esta indicación presenta un gasto de $ 6.532 millones durante el primer año de vigencia, que se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare,  con los recursos que se traspasen de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en particular de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado en general por el Honorable Senado, cuyo texto es del siguiente tenor:

a. PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a todos los cónyuges que reúnan los siguientes requisitos:

a) Cumplir 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010. El matrimonio podrá haber sido celebrado en Chile o en un país extranjero, en cuyo caso deberá haber sido inscrito en el registro señalado en el inciso segundo del artículo 135 del Código Civil;

b) Que el matrimonio no hubiese terminado por cualquier causa legal;

c) Que los cónyuges no se encontraren separados de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo III de la ley N° 19.947, de Matrimonio Civil;

d) Que los cónyuges no se encontraren divorciados de conformidad con la Ley de Matrimonio Civil del 10 de enero de 1884;

e) Integrar un hogar perteneciente al 80% más vulnerable de la población, de acuerdo con la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace. Los cónyuges deberán pertenecer al mismo hogar o acreditar residencia, ambos o cualquiera de ellos, en un establecimiento de larga estadía para adultos mayores reconocido por la autoridad competente, y

f) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a cuatro años en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios que otorga esta ley.

Un reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda y suscrito además por el Ministro de Planificación, señalará la forma de acreditar la residencia en común. Dicho reglamento también fijará el umbral de focalización que determinará quiénes cumplen con el requisito consagrado en la letra e), y establecerá las demás normas necesarias para la aplicación de esta ley.

Lo establecido en las letras anteriores, no obsta a que puedan ser beneficiarios del bono los cónyuges que, en un segundo o posterior matrimonio, celebrado conforme al ordenamiento jurídico vigente, cumplan con los requisitos señalados precedentemente.

Artículo 2°.- El bono establecido en esta ley ascenderá a $250.000, por matrimonio, y se pagará en iguales partes a cada uno de los cónyuges.

El bono no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

 El monto del bono se reajustará el 1 de octubre de cada año, en el 100% de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el  Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes de septiembre  del año precedente y el mes de agosto del año en que opere el reajuste respectivo.

Artículo 3°.- Para impetrar el derecho al bono establecido en esta ley, los cónyuges, sea personalmente o debidamente representados, a partir de la fecha del cumplimiento del requisito de la letra a) del artículo 1° y hasta los doce meses siguientes a la verificación de dicha exigencia, deberán presentar conjuntamente su solicitud ante el Instituto de Previsión Social. Se entenderá que renuncian al bono los beneficiarios que no lo soliciten en el plazo antes señalado.

Artículo 4°.- El Instituto de Previsión Social verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono y ordenará su pago, con todos los antecedentes que disponga el Sistema de Información contenido en el artículo 56 de la ley N° 20.255. Además, el Instituto estará facultado para solicitar al Servicio de Registro Civil e Identificación, al Ministerio de Planificación, a la Policía de Investigaciones de Chile y otros organismos públicos, los datos personales y la información necesaria para verificar el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono.

 Artículo 5°.- El bono será de cargo fiscal y se pagará por el Instituto de Previsión Social, por una sola vez, en la parte que corresponda a cada cónyuge. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos de pago con una o más entidades que garanticen la cobertura nacional. El plazo para el cobro del bono será de seis meses contado a partir de la fecha en que fue ordenado su pago por el mencionado Instituto.

Artículo 6°.- El Instituto de Previsión Social conocerá y resolverá los reclamos relacionados con las materias del bono de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.880, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social, sin perjuicio de las facultades de esta última.

Artículo 7°.- A quienes perciban indebidamente el bono extraordinario que otorga esta ley, ocultando datos o proporcionando datos falsos, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.

 Artículo 8°.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la supervigilancia y fiscalización del otorgamiento y pago del bono. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y esta ley. Además, la Superintendencia podrá requerir a los órganos señalados en el artículo 4° los datos personales y la información que fuere necesaria para el ejercicio de las funciones precedentemente indicadas.

El personal del Instituto de Previsión Social y de la Superintendencia de Seguridad Social deberá guardar reserva y secreto absoluto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en virtud del artículo 4°; sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, dicho personal deberá abstenerse de usar los datos recopilados en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, y reúnan los demás requisitos establecidos en el artículo 1°, tendrán derecho a impetrar, por una sola vez, el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido 60 años de matrimonio. En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.

De igual forma, los cónyuges que durante el año 2010 cumplan 61 o más años de matrimonio y reúnan los demás requisitos exigidos, podrán impetrar, por una sola vez, el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley. Con todo, aquellos cónyuges que cumplan 61 años de matrimonio entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre de 2010, tendrán derecho a impetrar el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido el periodo de matrimonio mencionado en este inciso. 

Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 ó 60 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él. 

Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.

Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo tercero.- El primer reajuste al monto del bono se efectuará el 1 de octubre de 2011.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 17 de noviembre de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot y Hosaín Sabag Castillo. 


Sala de la Comisión, a 17 de noviembre de 2010.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA UN BONO A LOS CÓNYUGES QUE CUMPLAN CINCUENTA AÑOS DE MATRIMONIO

(7074-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su nuevo segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor  Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A las sesiones en que vuestra Comisión debatió el proyecto asistieron los siguientes representantes del Ejecutivo: 


Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; el Coordinador Legislativo, señor Jaime Salas; y la asesora, señorita Alejandra Candia.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Egle Zavala.

- - -


Cabe destacar que el proyecto fue conocido previamente, en segundo informe, por la Comisión de Hacienda, oportunidad en la que consideró la única indicación presentada en el plazo original dispuesto por la Sala del Senado.


Posteriormente, fue analizado por la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, en segundo informe, en virtud de lo acordado por la Sala del Senado cuando conoció y aprobó en general la iniciativa, en sesión celebrada el día 3 de noviembre de 2010. Dicha Comisión solicitó abrir nuevos plazos para formular indicaciones, el último de los cuales venció el 4 de enero de 2011. 


Cabe hacer presente, asimismo, que la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, señala en su segundo informe que por haber conocido y aprobado indicaciones que irrogan un mayor gasto para el Fisco, estimó que la iniciativa debía ser conocida nuevamente por la Comisión de Hacienda. 

- - - 

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda no efectuó enmiendas al texto aprobado por la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor en su segundo informe.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Cabe mencionar que en este nuevo segundo informe, la Comisión de Hacienda se pronunció sobre el texto aprobado en el segundo informe de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, como reglamentariamente corresponde.


Previo a la discusión particularizada de las indicaciones, se efectuaron algunas consideraciones generales respecto de ellas.





El Coordinador Legistativo del Ministerio de Hacienda, señor Jaime Salas, refirió que en la discusión que se dio en la Comisión de Discapacidad y el Adulto Mayor, surgió un punto que no había sido objeto de debate ni en la Cámara de Diputados ni en la Comisión de Hacienda del Senado, relativo a la situación de personas que habiendo estado casadas y cumpliendo 50 o 60 años de matrimonio, uno de los cónyuges fallece en el tiempo intermedio entre el cumplimiento de dicho  requisito y el cobro del bono, o dentro del plazo para solicitarlo, que es de 12 meses. El Ejecutivo, señaló, analizó dicha situación, y no obstante importar una ampliación del número de beneficiarios, estimó razonable que habiéndose cumplido el plazo del aniversario de los 50 o 60 años, se otorgue el beneficio al cónyuge sobreviviente.





Del mismo modo, añadió, se consideró oportuno extender el derecho a cobrar el bono al cónyuge viudo, en los casos que se indican, por la mitad de la suma del mismo. Como el pago es por partes iguales, el cónyuge sobreviviente podrá cobrar el bono en el mismo plazo y en las mismas condiciones que estando los dos cónyuges vivos, pero sólo por la parte que le corresponde, que ascenderá a $ 125.000.





Por otra parte, prosiguió, a petición de Senadores que conforman la Comisión de Discapacidad y el Adulto Mayor, se modificó la referencia,  que en el proyecto original establecía el beneficio para el 80% más vulnerable de la población, para dejarla en los 4 quintiles de menores ingresos. No se amplía la base de personas que resultan beneficiadas, que sigue siendo la misma; solamente se cambia la forma en que se define ese grupo.





Además, se realizó otra enmienda, solamente de concordancia, en atención a que la tramitación del proyecto de ley se extendió hasta el año 2011. Originalmente se había previsto un precepto de cómputo de plazo respecto de aquellas personas que cumplieran los 50 años de matrimonio entre la fecha de publicación de esta ley, que originalmente se estimaba iba a ser en julio o en octubre de 2010, y el 31 de diciembre del mismo año. A ellos se les daba un plazo de 12 meses para cobrar el bono, desde que cumplieran el requisito; hoy día, como todos los que cumplieron los años de matrimonio durante 2010 tienen un plazo de 12 meses contados desde la publicación de la ley, la norma que buscaba cubrir a ese grupo pierde sentido, porque todos tendrían el mismo plazo a partir de la publicación de la ley. Esa es otra de las indicaciones que se aprobó en la Comisión de Discapacidad y el Adulto Mayor.





El Honorable Senador señor García juzgó razonable esta medida, por cuanto el proyecto establece un bono que se debió haber pagado el año pasado. Sin embargo, puede haber personas que cumplieron los 50 años de casados, y por tanto tenían derecho al bono, pero en el intertanto, ante la postergación de la discusión en el Congreso, uno de los cónyuges ha fallecido. En este caso, se va a pagar igualmente la proporción del bono.





El Honorable Senador señor Lagos preguntó por la situación de una pareja que, por ejemplo, cumplió 50 años de matrimonio en octubre de 2010, y que de consiguiente tenía derecho al bono completo, pero uno de los cónyuges falleció el 31 de diciembre del mismo año. 





El señor Salas explicó que precisamente esa es la situación que viene a corregir una de las indicaciones aprobadas por la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, como se verá en su oportunidad. En el proyecto original, si un matrimonio había cumplido 54 años, debía esperar 6 años para cobrar el bono; si en el camino fallecía uno de los cónyuges, el viudo o la viuda no tenía derecho al bono. Ahora, en el proyecto modificado se contempla la figura de la viudez, pero se establece que como esa persona no tuvo derecho al bono porque tenía 54 años de casado y tenía que esperar hasta los 60 años, se debe dejar correr el plazo, pudiendo el viudo, en este caso, impetrar el bono dentro de los 12 meses siguientes a la fecha en que hubiese cumplido 60 años de matrimonio.





El Honorable Senador señor García hizo ver que la fórmula propuesta dificulta bastante la explicación de las normas del proyecto, pues resultará complejo hacer entender a la gente mayor que si  tiene 55 años de casado, deba esperar a los 60 años, para cobrar el bono, que desciende a la mitad si uno de los cónyuges fallece.





Planteó que dar a conocer a la población esta situación, que carece de lógica, puede tener un costo político gigantesco para el Gobierno.





El señor Salas recordó que el proyecto original otorgaba un bono cuando se cumplían 50 años de matrimonio, que era la línea de corte, de manera que si una pareja cumplía 51 años de matrimonio no se devengaba el derecho al bono. Ahora bien, cumpliendo  las solicitudes que surgieron del propio Congreso, el proyecto se fue ampliando, y se establecieron las formulas que debe conocer la Comisión.





El Honorable Senador señor Lagos expresó que siempre ha discrepado de la política contenida en el presente proyecto de ley, que ha sido, a su juicio, una improvisación completa. Pero si, de todos modos, se quiere hacer un reconocimiento por parte del Estado de Chile a aquel que se casó y se mantuvo estable en  su matrimonio, no se entiende que se reconozca derecho al bono sólo si ha cumplido 50 o 60 años de matrimonio, porque tienen tanto mérito esas parejas como las que cumplen 52, 53, 54, 55 y hasta 59 años. Queda claro, entonces, que lo que prima finalmente es un criterio financiero, que como ha señalado el Honorable Senador señor García, va a ser muy complejo de explicar a la ciudadanía.





El Honorable Senador señor García refirió su experiencia con otros proyectos de ley, señalando que cuando explicaba en los clubes de adultos mayores los alcances de la pensión básica solidaria de la reforma previsional, por ejemplo, no había ningún problema, porque se trataba de un beneficio universal. Sin embargo, cuando debía tratar el tema del reconocimiento de los hijos nacidos vivos, que se legisló iba a regir a contar de una determinada fecha en adelante, la reacción de la gente era muy adversa.





La Honorable Senadora señora Matthei señaló que la regla general es que en todos los beneficios que las leyes otorgan,  existen tramos de corte. Indicó, de todos modos, su disponibilidad para efectuar alguna enmienda que sea razonable, pero teniendo en cuenta que  cuando se agregan nuevas figuras o excepciones, se abre un espacio a la casuística que puede no tener límite. Recordó la situación de los bonos de las madres, por hijo nacido, otorgados a propósito de la reforma previsional, en que se establecieron límites.





El Honorable Senador señor Lagos aclaró que el proyecto en esto no es igual al que concedió un bono a las madres; en éste, es cierto, se estableció que para atrás no había beneficio, pero para adelante el beneficio era para todos.





En el caso del bono que otorgaría el proyecto de ley en discusión, en cambio, se trata de un beneficio sin una línea de corte precisa. Además, se supone que es un premio, pero tiene un corte por quintiles, lo que lleva a deducir que  el matrimonio tiene un valor distinto en el primer quintil que en el quinto quintil.





El señor Salas expresó que en el presente proyecto se siguió la misma lógica del bono por hijo nacido, con la diferencia que, en este caso, a petición de distintos parlamentarios, se amplió y se buscó una solución de pago para ciertas personas que quedaban en una situación desmejorada. Esa es la razón por la que se estableció una focalización mínima, no porque tenga una valorización distinta el matrimonio, sino porque no tiene mucho sentido otorgar un bono al primer quintil de la población.





La Honorable Senadora señora Matthei recordó que los adultos mayores ya han recibido varios beneficios, como  la reforma previsional, la pensión asistencial, la pensión básica solidaria, el complemento de pensión, etcétera. Hizo ver que, de acuerdo a sus informaciones, ampliar el universo de los beneficiados con el proyecto tendría un valor cercano a los 70 millones de dólares extras, en circunstancias que, paralelamente, en la región que representa se pueden perder miles de empleos porque no hay agua suficiente para llegar hasta el mes de abril de 2011. Esto, desde luego, podría ser cubierto con la suma señalada, lo que supondría una mejor utilización de los recursos.


En la siguiente sesión celebrada por la Comisión, el Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, efectuó una presentación en la que se da cuenta de las modificaciones experimentadas por el proyecto en su trámite en la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, donde se introdujo la posibilidad de que los viudos pudieran percibir el bono.  

Bono Bodas de Oro

Estado Actual del Proyecto (sin viudez) Descripción
Bono de $250.000 para aquellos matrimonios que pertenezcan a los cuatro primeros quintiles de la población y que:

- Cumplan 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010.

- Cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010. 

- Cumplan 61 o más años de matrimonio durante 2010.

- Un bono por pareja en la vida

Estado Actual del Proyecto (sin viudez) Beneficiarios
- 30 mil personas por año entre aquellos que cumplen 50 años de matrimonio

- 14 mil personas por año entre aquellos que cumplen 60 años de matrimonio

- 40 mil personas los que en 2010 cumplieron 61 o más años de matrimonio
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Importante: un matrimonio sólo puede recibir un bono en su vida, por ende, a partir del 

año 2020 sólo se beneficiaría a quienes cumplen 50 años de matrimonio.

(*)  Bono de $250.000 por matrimonio

(US$ MM)

Estado Actual del Proyecto (sin viudez)

Estimación de Costos 


Indicación incorporación Viudez
- Pagar un bono de $125.000 a los cónyuges que durante 2010 cumplieron entre 51 y 59 años de matrimonio, que llegada la fecha de cumplimiento de 60 años de matrimonio, se encuentran viudos. 

- Beneficiarios: 30.000 personas en total (en promedio 3.300 anuales) entre 2011 y 2019.

- Costo anual (promedio): US$ 0,83 millones

- Costo total (valor presente): US$5,3 millones (equivale a 3% del costo en valor presente del estado actual del proyecto que es de US$184 millones)

- Lo mismo con los que durante 2010 cumplieron 50 años de matrimonio y enviudaron.
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de 2010

Beneficiarios 2010 2011-2014 2015-2019
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del proyecto)

19,6 10,3 10,3 7,1

Flujo 50 y 60 años más stock 61 y 

más; y viudos

80% vulnerabilidad (alternativa 

evaluada)

19,6 10,8 11,4 7,1

Importante: un matrimonio sólo puede recibir un bono en su vida, por ende, a partir del año 2015 sólo se beneficiaría a 

quienes cumplen 50 años de matrimonio.

(*)  Bono de $250.000 por matrimonio / $125.000 por persona

(US$ MM)

Se pagaría en 2011


El Honorable Senador señor Escalona consultó si el caso en que la inclusión de la viudez tendrá incidencia es, por ejemplo, el del fallecimiento el día 1 de enero de 2010 de uno de los cónyuges de un matrimonio que había cumplido 53 años de matrimonio, pero que dará igualmente derecho al sobreviviente a cobrar la mitad del bono cuando ese matrimonio hubiese cumplido 60 años.





El señor Ministro de Hacienda respondió afirmativamente la interrogante, recalcando que de los 128 mil beneficiarios que iba a tener originalmente proyecto, se pasará a 3.300 más por año por la introducción del factor viudez.





El Honorable Senador señor García reiteró que, sin perjuicio de los esfuerzos del Ejecutivo por aumentar la masa de beneficiarios del bono que el proyecto contempla, se hará muy difícil explicar en qué consiste a la ciudadanía, fundamentalmente al grupo etáreo en que se encuentra focalizada la medida, los adultos mayores.





Con todo, y ya que el bono por viudez será de todos modos entregado, hizo un llamado para que el período de transición, entre 2011 y 2019, pueda ser acotado, habida consideración que se puede esperar que buena parte de los favorecidos fallezca en el tiempo que medie hasta el cumplimiento de los 60 años de matrimonio.





La Honorable Senadora señora Matthei expresó su preferencia por haber aprobado el proyecto originalmente despachado por la Comisión de Hacienda, sin las enmiendas introducidas por la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor. Esto pues, insistió, si el bono fue concebido por la celebración de las bodas de oro, el único criterio a tener en cuenta debiera ser el cumplimiento de 50 años de matrimonio, sin entrar a considerar otros aspectos que, en todo caso, nunca podrán ser en su totalidad cubiertos, pues siempre quedará sin ser satisfecha la expectativa de algún determinado grupo.





Puso de manifiesto que cuando se establece un beneficio para los jubilados, por ejemplo, el trabajador que se pensiona justo el día anterior al que se toma en cuenta para que se devengue el derecho, simplemente se queda sin él. Y es que así son esta clase de leyes que establecen medidas a favor de determinados sectores de la población: fijan siempre un corte a partir del cual algunos se ven favorecidos, y otros quedan sencillamente afuera. 





Seguidamente, hizo hincapié en que si ha habido en el país un grupo en situación de pobreza que, en comparación con otros, ha sido beneficiado a través de diversas políticas públicas, ese ha sido el de los pensionados, por lo que también debiera atenderse a las demandas de otros sectores.





El Honorable Senador señor Frei observó que resulta injusto que personas que han cumplido más de 50 años de matrimonio, deban esperar hasta los 60 para poder cobrar el bono. El riesgo de que no lleguen a cumplirlos, subrayó, es altísimo.


El señor Ministro de Hacienda señaló que fue en la Cámara de Diputados donde se estuvo por hacer permanente un beneficio que, en el Mensaje del Ejecutivo, no lo era.

A continuación se describen los artículos del proyecto, en los cuales recayeron las indicaciones presentadas en el último plazo otorgado por la Sala del Senado, así como los acuerdos adoptados a su respecto.

Cabe señalar que en dicho último plazo se formularon indicaciones distintas de la indicación  número 1, del Honorable Senador señor Bianchi, de que se da cuenta en el segundo informe de la Comisión de Hacienda.

Artículo 1º


Esta disposición establece un bono extraordinario a los cónyuges que cumplan 50 años de matrimonio, regulando sus condiciones en seis literales.

Letra a)


Este literal requiere, para la procedencia del señalado bono, lo siguiente:


“a) Cumplir 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010. El matrimonio podrá haber sido celebrado en Chile o en un país extranjero, en cuyo caso deberá haber sido inscrito en el registro señalado en el inciso segundo del artículo 135 del Código Civil;”.


Respecto de ella, se presentó la indicación número 1, del Honorable Senador señor Longueira, para agregar, después del número 50 y antes de la palabra “años” la frase “o más”.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, según consta en su segundo informe. 

Letra e)


Dispone lo siguiente:


“e) Integrar un hogar perteneciente al 80% más vulnerable de la población, de acuerdo con la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace. Los cónyuges deberán pertenecer al mismo hogar o acreditar residencia, ambos o cualquiera de ellos, en un establecimiento de larga estadía para adultos mayores reconocido por la autoridad competente, y”.


En esta letra recayó la indicación número 2, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para sustituir en este literal la oración “Integrar un hogar perteneciente al 80% más vulnerable de la población, de acuerdo con la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace.”, por la siguiente: “Integrar un hogar perteneciente a los cuatro primeros quintiles, de acuerdo al umbral de focalización que resulte de la aplicación de la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace.”.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García.

- - - 


Enseguida, la Comisión  conoció  la  indicación número 3, del Honorable Senador señor Longueira, para incorporar al artículo 1º, como inciso penúltimo, nuevo, el siguiente:


“También serán beneficiarios de la mitad del bono, todas las personas viudas que hubieren cumplido 50 o más años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, y que cumplan con los requisitos establecidos en las letras anteriores.”.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, según consta en su segundo informe. 

- - - 


Posteriormente, la Comisión conoció la indicación número 4, del Honorable Senador señor Longueira, para incorporar un inciso final, nuevo, al artículo 1º, del siguiente tenor:


“Los cónyuges o viudos, que hubieran cumplido 50 o más años de matrimonio, a partir del 1 de enero de 2010, y reúnan los demás requisitos establecidos en este artículo, podrán impetrar el bono o mitad de bono, según corresponda, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley.”.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación que fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, según consta en su segundo informe. 

Artículo 2º


El inciso primero de esta disposición prescribe lo siguiente:


“Artículo 2°.- El bono establecido en esta ley ascenderá a $ 250.000, por matrimonio, y se pagará en iguales partes a cada uno de los cónyuges.”.


Fue objeto de la indicación número 5, del Honorable Senador señor Longueira, para agregar una oración final al inciso primero de esta norma, del siguiente tenor:


“De igual manera, las personas viudas recibirán la mitad del bono establecido en esta ley que ascenderá a $125.000.”.


La indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García.

Artículo 3º


Dispone lo siguiente:


“Artículo 3°.- Para impetrar el derecho al bono establecido en esta ley, los cónyuges, sea personalmente o debidamente representados, a partir de la fecha del cumplimiento del requisito de la letra a) del artículo 1° y hasta los doce meses siguientes a la verificación de dicha exigencia, deberán presentar conjuntamente su solicitud ante el Instituto de Previsión Social. Se entenderá que renuncian al bono los beneficiarios que no lo soliciten en el plazo antes señalado.”.


En relación con este artículo se presentaron las indicaciones números 6 y 6 a.


La indicación número 6, del Honorable Senador señor Longueira, para agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“Del mismo modo, para solicitar el derecho a la mitad del bono establecido en esta ley, las personas viudas, deberán dar cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior.”. 


La indicación número 6 a, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para agregar, como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“Sin embargo, si cualquiera de los cónyuges falleciera dentro del plazo establecido en el inciso anterior, el viudo o viuda podrá impetrar la parte del bono que le corresponda, en la misma oportunidad señalada en el inciso precedente, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicho artículo.”.


La indicación número 6 a fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García.


Con la misma unanimidad fue rechazada la indicación número 6.

Artículo 5º


Esta disposición prescribe lo siguiente:


“Artículo 5°.- El bono será de cargo fiscal y se pagará por el Instituto de Previsión Social, por una sola vez, en la parte que corresponda a cada cónyuge. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos de pago con una o más entidades que garanticen la cobertura nacional. El plazo para el cobro del bono será de seis meses contado a partir de la fecha en que fue ordenado su pago por el mencionado Instituto.”.


Fue objeto de la indicación número 7, del Honorable Senador señor Longueira, para agregar la expresión “o viudo” después de la palabra “cónyuge” y antes del punto seguido.


La Comisión no se pronunció sobre esta indicación, que fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, según consta en su segundo informe. 

Disposiciones transitorias

Artículo primero 


Esta disposición prescribe lo siguiente:


“Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, y reúnan los demás requisitos establecidos en el artículo 1°, tendrán derecho a impetrar, por una sola vez, el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido 60 años de matrimonio. En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.


De igual forma, los cónyuges que durante el año 2010 cumplan 61 o más años de matrimonio y reúnan los demás requisitos exigidos, podrán impetrar, por una sola vez, el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley. Con todo, aquellos cónyuges que cumplan 61 años de matrimonio entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre de 2010, tendrán derecho a impetrar el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido el período de matrimonio mencionado en este inciso.


Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 ó 60 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él.


Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.”.


En relación con este artículo norma, se presentaron las indicaciones números 8, 9 y 9 a.


La indicación número 8, del Honorable Senador señor Longueira, para suprimirlo.


La indicación número 9, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para eliminar la segunda oración de su inciso segundo.


La indicación número 9 a, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para intercalar los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto: 


“Con todo, si cumplidos 50, 60 o más años de matrimonio durante el año 2010, cualquiera de los cónyuges fallece, con posterioridad a dicha fecha y antes del término del plazo contemplado para impetrar el derecho a bono, el viudo o viuda mantendrá su derecho a solicitar y cobrar el equivalente a la mitad del monto señalado en el artículo 2°, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.


Los cónyuges que a partir del 1° de enero de 2010, cumplan más de 50 años de matrimonio y cualquiera de ellos falleciera antes de cumplir 60 años de matrimonio, el viudo o viuda tendrá derecho, por una sola vez, a la mitad del bono consagrado en esta ley y podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiese cumplido 60 años de matrimonio, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo primero y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.”.


La Comisión no se pronunció sobre la indicación número 8, en razón que ella fue retirada por su autor, según consta en el segundo informe de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor.

Puestas en votación las indicaciones números 9 y 9 a, fueron aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García.

- - -

INFORME FINANCIERO





El informe financiero complementario elaborado  por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha  21 de diciembre de 2010,  que dice relación con las indicaciones presentadas por el Ejecutivo en el último plazo abierto para ello, señala, de modo textual, lo siguiente:


“1. Las indicaciones tienen por objeto agregar el inciso segundo en el artículo 3° e intercalar los incisos cuarto y quinto nuevos en el artículo primero transitorio, del proyecto de ley que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio.


2. De esta forma, se establece que si cualquiera de los cónyuges que cumplan los requisitos establecidos en el proyecto de ley para acceder al bono, falleciera dentro de los plazos establecidos para impetrar el beneficio, el viudo o viuda podrá acceder a la parte del bono que le corresponda siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo primero y cumpla con el requisito de la letra f) de dicho artículo.


3. Además, se concede el derecho a percibir la mitad del valor del bono, por una sola vez, al viudo o viuda siempre que, a contar del 1° de enero de 2010 hubiere cumplido más de 50 años de matrimonio y cualquiera de los cónyuges falleciere antes de cumplir 60 años de matrimonio.


4. Estas indicaciones no representan un mayor costo fiscal en 2010, para 2011 el mayor costo fiscal será de $260 millones.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO 


En virtud de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda propone la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor en su segundo informe, cuyo texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a todos los cónyuges que reúnan los siguientes requisitos:


a) Cumplir 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010. El matrimonio podrá haber sido celebrado en Chile o en un país extranjero, en cuyo caso deberá haber sido inscrito en el registro señalado en el inciso segundo del artículo 135 del Código Civil;


b) Que el matrimonio no hubiese terminado por cualquier causa legal;


c) Que los cónyuges no se encontraren separados de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo III de la ley N° 19.947, de Matrimonio Civil;


d) Que los cónyuges no se encontraren divorciados de conformidad con la Ley de Matrimonio Civil del 10 de enero de 1884;


e) Integrar un hogar perteneciente a los cuatro primeros quintiles, de acuerdo al umbral de focalización que resulte de la aplicación de la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace. Los cónyuges deberán pertenecer al mismo hogar o acreditar residencia, ambos o cualquiera de ellos, en un establecimiento de larga estadía para adultos mayores reconocido por la autoridad competente, y


f) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a cuatro años en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios que otorga esta ley.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda y suscrito además por el Ministro de Planificación, señalará la forma de acreditar la residencia en común. Dicho reglamento también fijará el umbral de focalización que determinará quiénes cumplen con el requisito consagrado en la letra e), y establecerá las demás normas necesarias para la aplicación de esta ley.


Lo establecido en las letras anteriores, no obsta a que puedan ser beneficiarios del bono los cónyuges que, en un segundo o posterior matrimonio, celebrado conforme al ordenamiento jurídico vigente, cumplan con los requisitos señalados precedentemente.


Artículo 2°.- El bono establecido en esta ley ascenderá a $250.000, por matrimonio, y se pagará en iguales partes a cada uno de los cónyuges.


El bono no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

 
El monto del bono se reajustará el 1 de octubre de cada año, en el 100% de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el  Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes de septiembre  del año precedente y el mes de agosto del año en que opere el reajuste respectivo.


Artículo 3°.- Para impetrar el derecho al bono establecido en esta ley, los cónyuges, sea personalmente o debidamente representados, a partir de la fecha del cumplimiento del requisito de la letra a) del artículo 1° y hasta los doce meses siguientes a la verificación de dicha exigencia, deberán presentar conjuntamente su solicitud ante el Instituto de Previsión Social. Se entenderá que renuncian al bono los beneficiarios que no lo soliciten en el plazo antes señalado.


Sin embargo, si cualquiera de los cónyuges falleciera dentro del plazo establecido en el inciso anterior, el viudo o viuda podrá impetrar la parte del bono que le corresponda, en la misma oportunidad señalada en el inciso precedente, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicho artículo.


Artículo 4°.- El Instituto de Previsión Social verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono y ordenará su pago, con todos los antecedentes que disponga el Sistema de Información contenido en el artículo 56 de la ley N° 20.255. Además, el Instituto estará facultado para solicitar al Servicio de Registro Civil e Identificación, al Ministerio de Planificación, a la Policía de Investigaciones de Chile y otros organismos públicos, los datos personales y la información necesaria para verificar el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono.

 
Artículo 5°.- El bono será de cargo fiscal y se pagará por el Instituto de Previsión Social, por una sola vez, en la parte que corresponda a cada cónyuge. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos de pago con una o más entidades que garanticen la cobertura nacional. El plazo para el cobro del bono será de seis meses contado a partir de la fecha en que fue ordenado su pago por el mencionado Instituto.


Artículo 6°.- El Instituto de Previsión Social conocerá y resolverá los reclamos relacionados con las materias del bono de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.880, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social, sin perjuicio de las facultades de esta última.


Artículo 7°.- A quienes perciban indebidamente el bono extraordinario que otorga esta ley, ocultando datos o proporcionando datos falsos, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.

 
Artículo 8°.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la supervigilancia y fiscalización del otorgamiento y pago del bono. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y esta ley. Además, la Superintendencia podrá requerir a los órganos señalados en el artículo 4° los datos personales y la información que fuere necesaria para el ejercicio de las funciones precedentemente indicadas.


El personal del Instituto de Previsión Social y de la Superintendencia de Seguridad Social deberá guardar reserva y secreto absoluto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en virtud del artículo 4°; sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, dicho personal deberá abstenerse de usar los datos recopilados en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, y reúnan los demás requisitos establecidos en el artículo 1°, tendrán derecho a impetrar, por una sola vez, el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido 60 años de matrimonio. En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.


De igual forma, los cónyuges que durante el año 2010 cumplan 61 o más años de matrimonio y reúnan los demás requisitos exigidos, podrán impetrar, por una sola vez, el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley. 


Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 ó 60 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él. 


Con todo, si cumplidos 50, 60 o más años de matrimonio durante el año 2010, cualquiera de los cónyuges fallece, con posterioridad a dicha fecha y antes del término del plazo contemplado para impetrar el derecho a bono, el viudo o viuda mantendrá su derecho a solicitar y cobrar el equivalente a la mitad del monto señalado en el artículo 2°, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.


Los cónyuges que a partir del 1° de enero de 2010, cumplan más de 50 años de matrimonio y cualquiera de ellos falleciera antes de cumplir 60 años de matrimonio, el viudo o viuda tendrá derecho, por una sola vez, a la mitad del bono consagrado en esta ley y podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiese cumplido 60 años de matrimonio, siempre que se encuentre dentro del umbral del focalización que establece la letra e) del artículo primero y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.


Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo tercero.- El primer reajuste al monto del bono se efectuará el 1 de octubre de 2011.".


- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 5 y 11 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.
Sala de la Comisión, a 12 de enero de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE LA DISCAPACIDAD Y EL ADULTO MAYOR, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA UN BONO A LOS CÓNYUGES QUE CUMPLAN CINCUENTA AÑOS DE MATRIMONIO

(7074-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor tiene el honor de informaros sobre el proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, iniciado por Mensaje de Su Excelencia el señor  Presidente de la República enviado a la Cámara de Diputados.


Su Excelencia el señor Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, en carácter de “suma”, para el despacho de este proyecto, a contar del 4 de enero de 2011.


A las sesiones en que vuestra Comisión debatió el proyecto asistieron, especialmente invitados, por el Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; la Coordinadora de Políticas Sociales, señora Alejandra Candia, y los Coordinadores Legislativos, señores Jaime Salas y Pablo Santiago. 


Concurrieron, del Servicio Nacional del Adulto Mayor, la Directora Nacional, señora Rosita Kornfeld, y la abogado, señora Tania Mora.


Participaron, por la Unión de Pensionados A.G., el Presidente, señor Francisco Iturriaga; el Secretario General, señor Jorge García; el Segundo Vicepresidente, señor Gustavo Jara, y el Asesor de Directorio, señor Michel Toledo.


Concurrió, por la Central Unitaria de Jubilados, Pensionados y Montepiados de Chile, su Presidente (S), señor José Troncoso.


Asistieron, por el Consejo Asesor de Mayores de la Región el Libertador Bernardo O’Higgins, la Presidenta, señora Fresia Muñoz, y la Consejera, señora Julia Oyanedel. 


Participaron también, por la Asociación de Pensionados de la ley N° 10.383, del Servicio Social de Cachapoal, el Presidente, señor Jorge Rojas; el Segundo Vicepresidente, señor Héctor Gutiérrez; el Segundo Vicepresidente, señor Guillermo Villegas, y la Primera Directora, señora Misela Monsalves.


Concurrieron, por el Consejo Asesor de Mayores de la V Región, el Presidente, señor Enrique Contreras; el Secretario, señor Sergio Correa, y la Secretaria de Actas, señora Azucena Mena.


Asistió, por el Consejo Regional de Adultos Mayores V Región-CRAM, el Integrante y Presidente de la CUPEMCHI V Región, señor Sergio Rozas. 


Participaron, por el Consejo Asesor de Mayores de la Región Metropolitana, el Presidente, señor Ramón Aguilar, y las Consejeras, señoras Lyla Muñoz y Mónica Miggoni.


Asistió, también, el asesor del Honorable Senador señor Longueira, señor Nicolás Coll.


Por la Biblioteca del Congreso Nacional, concurrió la Asesora, señora Irina Aguayo.


Asistieron, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asistente de Comisiones de la División de Relaciones Políticas e Institucionales, señora Gigliola Cella.

- - -


ANTECEDENTES


Como se señalara precedentemente, el proyecto de ley en informe se inició por Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, el que fuera enviado, para su primer trámite constitucional, a la Cámara de Diputados el día 15 de julio de 2010. En esa ocasión, se decidió que fuera estudiado por las Comisiones de Familia y Hacienda de esa Cámara.


La Comisión de Familia emitió su informe el día 28 de septiembre de 2010; posteriormente lo hizo la Comisión de Hacienda, el día 1 de octubre del mismo año. Ambos informes fueron discutidos y aprobados en sesión de la Sala de la Cámara de Diputados, que tuvo lugar el día 6 de octubre del presente año. En dicha ocasión, la iniciativa fue aprobada en general y en particular por noventa y seis votos a favor, ninguno en contra y una abstención, y fue remitido para el segundo trámite constitucional a la Cámara Alta.


En sesión de Sala celebrada el día 12 de octubre de 2010, el Senado dio cuenta del oficio de ley de la Cámara de Diputados y dispuso que en primer trámite reglamentario, fuera estudiado por su Comisión de Hacienda. Esta Comisión despachó su primer informe el día 28 de ese mismo mes. 


La Sala del Senado conoció y aprobó en general el proyecto en informe en sesión celebrada el día 3 de noviembre de 2010. En esa misma oportunidad, se abrió un plazo para presentar indicaciones, hasta el día 29 de noviembre de 2010 y se dispuso que el estudio en particular fuera realizado tanto por la Comisión de Hacienda, como por la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, consecutivamente. Posteriormente, la Sala acortó dicho término hasta el día 15 de noviembre de 2010.


La Comisión de Hacienda despachó su segundo informe el día 17 de noviembre de 2010 y remitió los antecedentes a esta Comisión Especial.


Con fecha 30 de noviembre de 2010 se abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones ante la Secretaría de esta Comisión, hasta el día 7 de diciembre de 2010.  


La Sala del Senado, en sesión celebrada el día  de diciembre de 2010, concedió un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta el día 4 de enero de 2011.

- - - 


CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 4°, 6°, 7° y 8° permanentes, y segundo y tercero transitorios.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 2, 6 a, 9 y 9 a.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hubo.


4.- Indicaciones rechazadas: números 5 y 6.


5.- Indicaciones retiradas: número 8.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 1, 3, 4 y 7.


Cabe hacer presente que las indicaciones presentadas por el Ejecutivo durante el segundo plazo fijado para estos efectos, signadas con los números 6 a y 9 a, fueron acompañadas por un informe financiero complementario, que se transcribe al debatirse la indicación número 6 a. Por tal razón, y atendiendo a que dichas indicaciones -que fueron aprobadas en este trámite reglamentario-, irrogan un mayor gasto para el Fisco, la Comisión estimó que la iniciativa debe ser conocida nuevamente por la Comisión de Hacienda. Lo anterior, en los términos de los artículos 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 27 del Reglamento del Senado.

- - - 

AUDIENCIA A ORGANIZACIONES REPRESENTATIVAS DE ADULTOS MAYORES


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, inició el estudio de la iniciativa en una sesión en la cual la Comisión recibió a un conjunto de representantes de organizaciones de la sociedad civil que agrupan a adultos mayores, a quienes dio la bienvenida, procediendo luego a ofrecerles la palabra para escuchar sus planteamientos.


El Presidente de la Unión de Pensionados A.G, señor Francisco Iturriaga, comenzó su presentación agradeciendo la invitación. Señaló que faltan oportunidades como ésta en la que personas que representan a organizaciones de la sociedad civil puedan conversar directamente con los Parlamentarios y abogó porque esta práctica y esta Comisión se transformen en instancias permanentes.


En relación con el proyecto, notó que la definición que hace la letra e) del artículo 1º establece que el beneficio que ahí se establece sólo será para el 80% de los hogares más vulnerables, lo que en la práctica abarca solamente a las personas que perciben la pensión asistencial de $75.000, dejando sin beneficio a todos los jubilados del sistema antiguo, que según datos proporcionados por el Instituto de Previsión Social, ganan en promedio $164.152. El personero destacó que esos pensionados constituyen la “clase media” de los adultos mayores. 
Señaló que comparte el interés por mejorar la condición de los adultos mayores económicamente más desfavorecidos, pero observó que ello no se puede hacer a costa de discriminar a la clase media.


Refiriéndose a asuntos de índole general que afectan a su sector etario, indicó que su asociación lleva años intentando revertir la deuda histórica que produjo la rebaja del 10,6% en las pensiones, realizada por el Gobierno en el año 1985, para lo cual incluso han recurrido a instancias judiciales. Añadió que también es un asunto de profundo interés la reivindicación por obtener una rebaja en la cotización obligatoria de salud, que plantea que a lo menos se debe eliminar la parte de ella que financia los subsidios por incapacidad laboral debido a una licencia médica, ya que su sector no percibe este beneficio.


En otro orden de cosas, indicó que muchos adultos mayores viven en casas de reposo que están en pésimas condiciones y que nadie controla. Por ello, abogó por una mayor fiscalización de ese sector y una mejora en la financiación pública para ello.


El Secretario de la Unión de Pensionados A.G, señor Jorge García, observó que este proyecto beneficia sólo a un pequeño grupo de pensionados. Precisó que el articulado establece que el beneficio se otorga a quienes provengan del 80% de los hogares más vulnerables, dejando a un reglamento la determinación de cómo se aplicará este concepto en la práctica, lo que da amplia discrecionalidad para limitar aún más esta ayuda. Agregó que los pensionados del nuevo sistema de AFP reciben, en promedio, $148.000, por lo que tampoco a ellos les corresponderá el beneficio.


Indicó que su sector prefiere abocarse a obtener verdaderas mejoras para los adultos mayores, como podría ser un sistema de reajuste automático para los pensionados del antiguo sistema tal como lo tiene por ley el sector pasivo que percibe sus ingresos a través de las AFP, la devolución del 10,6% descontado a las pensiones por el Gobierno en 1985 y la eliminación de la parte de la cotización previsional que financia las licencias médicas.


Señaló que muchos adultos mayores compraron las viviendas que hoy ocupan hace décadas, a precios mucho más baratos que los actuales, porque en ese tiempo el sector inmobiliario en Chile no estaba tan apreciado como ahora. Indicó que cuando adquirieron esos inmuebles, el impuesto territorial anual que devengaban era proporcional al bajo precio de adquisición, pero en la actualidad, con la valorización de los bienes raíces, esas contribuciones fiscales han aumentado de manera exagerada, lo que en la práctica obliga a muchos adultos mayores a tener que vender su casa de toda la vida o cambiarse a otra donde las contribuciones no sean tan altas. Por ello, abogó por una exención o una rebaja general de contribuciones que beneficie a los propietarios mayores de 65 años.


Añadió que en el último tiempo el Gobierno ha otorgado numerosos bonos estacionales, como el bono de invierno. Expresó que en estos beneficios siempre se discrimina a los pensionados, otorgándoles menos monto o fijándoles peores condiciones, por lo que solicitó que esas prestaciones sean iguales para el sector activo y el pasivo.


El Honorable Senador señor Letelier indicó que también observa mucha arbitrariedad en el concepto de “hogares vulnerables” que emplea el proyecto, y recordó que la Ficha de Protección Social que se menciona en el articulado como instrumento para medir el citado concepto es insuficiente, porque en la práctica ella se ocupa sólo para los hogares más pobres y no ofrece una medición universal, por lo que sugirió eliminarlo del proyecto o restringirlo de manera tal que se evite cualquier posibilidad de discrecionalidad.


El Presidente de los Clubes de Adultos Mayores de la Comuna de Pirque y Coordinador de Consejos Regionales de Adultos Mayores de la Región Metropolitana, señor Ramón Aguilar, agradeció la posibilidad de contar con una instancia como ésta, en que es posible dialogar directamente con los Parlamentarios. Expresó que es muy importante que esta Comisión se mantenga en el tiempo y que logre una posición firme ante el Ejecutivo, que es el que finalmente distribuye los beneficios.


El personero indicó que las organizaciones que representa agrupan a personas que viven la mejor etapa de sus vidas, la cual, sin embargo, es la última, por lo que es importante que los beneficios o modificaciones que se obtengan mediante las políticas públicas destinadas a su sector se logren de forma rápida.


Expresó que es importante eliminar en este proyecto, y en todos los futuros que digan relación con los adultos mayores, la discriminación. Puntualizó que es bueno beneficiar a los más necesitados, pero sin que por ello se deje atrás a la clase media, que siempre es la que paga los costos de estas medidas.


Indicó que la Carta Fundamental señala que es rol del Estado fortalecer la familia, por lo que este beneficio no debería ser entregado sólo a los que cumplen cincuenta años de matrimonio, sino que debería analizarse la posibilidad de extenderlo a otros tramos intermedios.


Puntualizó que no desea que los adultos mayores sean considerados como un grupo privilegiado. Sin embargo, planteó que debe eliminarse toda práctica que los discrimine o que les imponga un trato injusto, tanto del sector público como del privado.


La Presidenta del Consejo Asesor de Mayores de la Región del Libertador Bernardo O´Higgins, señora Fresia Muñoz, agradeció la invitación de la Comisión.


Respecto del proyecto, señaló que la Ficha de Protección Social está muy aplicada y en virtud de sus resultados muchas personas obtienen beneficios sin tener derecho a ellos porque sus condiciones económicas son mucho mejores que las que se midieron con ese instrumento.


Por otra parte, expresó que no hay claridad en la forma como se determinará el requisito de residencia en común de los cónyuges, que es uno de los que exige el proyecto para tener derecho al beneficio.


Observó que la iniciativa tampoco es precisa para definir si el matrimonio que se mide es un único vínculo o el actual, en caso que la persona se haya casado más de una vez, y que no es claro respecto de la situación de convivencia de algunas personas, que pueden haber estado juntas por más de 50 años, pero que por motivos ajenos a su voluntad llevan mucho menos tiempo casados.


Terminó su intervención indicando que tal como está formulado el proyecto, es posible que personas que estén en situación de vulnerabilidad económica queden fuera del beneficio por haber otras en condiciones aún más desmedradas.


La vocera de la misma organización, señora Julia Oyanedel, expreso que la invitación que se les cursara vino en un momento en que el proyecto estaba muy avanzado, por lo que solicitó que estas instancias de participación se mantengan en el tiempo y que las organizaciones de adultos mayores sean invitadas al principio de la discusión de las iniciativas y no al final, cuando no hay muchas posibilidades de hacer cambios.


El Honorable Senador señor Letelier aclaró, en relación con lo planteado por la señora Oyanedel, que el Senado todavía tiene la posibilidad de hacer modificaciones al texto del proyecto y que por esa razón aún continuaba su estudio en esta Comisión.


El Vocero del Consejo Asesor de Valparaíso, señor Sergio Correa, dio las gracias por la oportunidad de hacer sus planteamientos ante los miembros de la Comisión.


Manifestó que en su redacción actual, el proyecto presentará muchas dudas prácticas respecto a la futura aplicación del beneficio, que se sumarán a los innumerables problemas que han tenido otras leyes que supuestamente beneficiarían a los adultos mayores cuando han sido aplicadas. Por ello, llamó a ser cuidadosos en la redacción de las iniciativas, tendiendo siempre a facilitar la aplicación de la ley y no a entorpecer a los adultos mayores cuando persiguen el pago de un derecho.


Añadió que la regulación que se pretende establecer debería constituir un beneficio parejo para todos, porque está fundamentada en dar un premio a las personas que han mantenido durante décadas una familia unida. No vio razón para distinguir entre los que son muy pobres y los que no lo son tanto.



Concluyó su exposición expresando que el Servicio Nacional del Adulto Mayor debería preocuparse más de los temas que inquietan a los pensionados, como la reajustabilidad de las pensiones del sistema antiguo, la deuda histórica de 1985 y la eliminación de la cotización obligatoria de salud.


El Segundo Vice Presidente de la Unión de Pensionados A.G, señor Gustavo Jara, expresó que la medida que acá se plantea debe formularse de manera tal que sea un incentivo y no un problema.


Señaló que el proyecto no logra potenciar a la familia ni dar al adulto mayor el sitial que le corresponde. Indicó que es importante que en este tipo de iniciativas se nivele para arriba y no hacia abajo. 


Agregó que el sistema de medición que establece la Ficha de Protección Social es malo y no refleja la realidad de los adultos mayores.


Por último, hizo presente que hay múltiples reclamos en temas de salud que afectan a los adultos mayores, sin lograr ningún avance, por lo que a la larga esta situación termina siendo un caso de derechos humanos violentados para un grupo importante de la población.


El Presidente de la Asociación de Pensionados de la ley Nº 10.383, del Servicio Social de Cachapoal, señor Jorge Rojas, abogó por subir los montos destinados a proyectos para los adultos mayores, porque de lo contrario se les condena a ser cada día más vulnerables.


Señaló que es humillante que las personas que integran su sector etario tengan que identificarse cada vez que quieren obtener un beneficio, por lo que apoyó la idea de utilizar un carné especial para adultos mayores.


Indicó que es muy importante que el Congreso Nacional acoja la más sentida solicitud de su grupo, que es la eliminación de la cotización del 2% para financiar las licencias médicas. 


El Coordinador Legislativo del Ministerio de Hacienda, señor Jaime Salas, explicó que este proyecto partió como un programa transitorio para los años 2010 a 2013 que beneficiaría sólo a quienes cumplieran cincuenta años de matrimonio en ese período, y que en la Cámara de Diputados se amplió a un programa permanente, se agregó a las personas con más de sesenta años de matrimonio y se estableció un sistema para absorber a los que ya habían cumplido cincuenta años de matrimonio, de forma tal que el sistema estaría en régimen en 10 años.


Explicó que el universo del 80% más vulnerable comprende a 30.000 personas por año que cumplen 50 años de casados, a 14.000 que en la actualidad tienen más de 60 años de casados y a 40.000 que cumplen 61 o más años de matrimonio.


Indicó que la idea de “hogar vulnerable” se introdujo en la Ley de Reforma Previsional, la que contempló que los beneficios ahí señalados serían para el 60% más vulnerable, por lo que tres cuartas partes de la medición que postula este proyecto ya está hecha, y sólo es necesario fichar a 2.000 matrimonios por año para completar el 80% que acá se exige.


Señaló que este bono lo paga el Instituto de Previsión Social (IPS), y que los beneficiados tienen un plazo amplio, que va de 6 a 12 meses, para cobrar el derecho. Al respecto, observó que el ordenamiento jurídico nacional siempre establece lapsos para hacer efectivos los derechos, transcurridos los cuales éstos caducan o prescriben.


Concluyó indicando que el reglamento que propone la iniciativa sólo apunta a determinar qué significa haber mantenido vida en común, que es una cuestión eminentemente de hecho que no debería quedar definida en términos rígidos en la ley.


La Directora Nacional del Servicio Nacional del Adulto Mayor, señora Rosita Kornfeld, explicó que esa institución trabaja por y para todos los adultos mayores y que los jubilados no son los únicos que están en esta condición. Expresó que el SENAMA aboga porque esta Comisión sea permanente y, por medio de ella, se canalicen las reivindicaciones de los adultos mayores.


Señaló que este proyecto fue elaborado entre el Ministerio de Hacienda y el Instituto de Previsión Social. Indicó que el actual Gobierno tiene una gran preocupación por este sector de la ciudadanía y que mediante esta iniciativa pretende premiar a los adultos mayores que han mantenido unida su familia por medio siglo.


La personera agregó que el bono se confiere también a aquellos cónyuges que están separados de hecho en razón de que uno de ellos está internado en un hogar de larga estadía. Agregó que tampoco se distingue entre los adultos mayores que estén pensionados y los que aún forman parte del sector activo.


Expresó que el Ministerio de Planificación está rediseñando la Ficha de Protección Social, la que será reemplazada por un nuevo instrumento mucho más preciso, que permitirá aplicar esta ley.


Finalizando esta audiencia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, puso de manifiesto su aspiración en orden a que esta Comisión Especial se transforme una instancia permanente en el Senado y anunció que si la Sala acoge esta petición, se establecerá un mecanismo de consulta continua con las distintas agrupaciones de adultos mayores.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, dio por iniciada la discusión en particular de la iniciativa, señalando que su texto da lugar a una serie de dudas en cuanto a su aplicación práctica y también a su contenido, todo lo cual hacía necesario solicitar algunos pronunciamientos por parte del señor Ministro de Hacienda.


En primer lugar, se refirió a los beneficiarios del bono, que, de acuerdo al artículo 1° letra e) del proyecto, corresponden a aquellos cónyuges que cumplan cincuenta o más años de matrimonio y que integren el 80% de los hogares más vulnerables de la población de acuerdo a la Ficha de Protección Social o al instrumento que la reemplace. 


Al respecto, manifestó que, en su opinión, esta medida debería ser de universal aplicación, sin hacer una distinción como la señalada en el párrafo precedente, es decir, que todas aquellas personas que cumplan cincuenta o más años de casados sean consideradas acreedoras de este beneficio, por cuanto se planteó como un premio a la familia y no como una política social.


Agregó que la Ficha de Protección Social como instrumento base, en virtud del cual se harán las estimaciones para el otorgamiento del bono, podría introducir un elemento de injusticia al sistema de reparto, por cuanto mediante este mecanismo lo que se mide son los ingresos y la habitabilidad, lo que conllevará, por ejemplo, que matrimonios con más de cincuenta años de casados que perciban ingresos mínimos, por encontrarse viviendo en la propiedad de alguno de sus hijos no podrán acceder a este premio. Por otra parte, establecer la distinción en base a esta herramienta hará necesaria una nueva encuesta, por cuanto muchos adultos mayores, que podrían quedar comprendidos en el porcentaje estimado para otorgar esta ayuda, no tienen ficha.


En el mismo orden de ideas, estimó que la creación de un nuevo instrumento para ordenar a la población para efectos de la asignación del bono, sería un procedimiento que implicaría un tiempo largo en ser establecido, por lo que excedería los límites temporales con los que se cuenta para echar a andar el proyecto, en caso de aprobación.

Por último, en relación con este punto, manifestó que resultaba necesario hacer una precisión en el lenguaje utilizado en el texto del proyecto, por cuanto no resulta apropiado hablar del “80% más vulnerable”, pues es una terminología equívoca, que ha creado en la población de adultos mayores la percepción de que sólo recibirá este beneficio el 80% de los pobres del país. Si bien el vocablo “vulnerable” ha sido utilizado en diversas iniciativas en lugar de la expresión “pobre”, por ejemplo durante la Reforma Previsional, por parecer más adecuado, no resulta del todo correcto su uso. En tal sentido, opinó que sería más propio hablar en base a ingresos mensuales y señalar que se excluye al 20% de la población, es decir, aquella con mayores recursos. 


En segundo lugar, criticó la forma en que se pretende dar cumplimiento a la entrega del bono, pues se realizará mediante parcialidades; así, comenzará este año con el pago a aquellos matrimonios que durante el mismo cumplieron cincuenta, sesenta o más años de matrimonio. El problema radica, entonces, en que aquellos cónyuges que lleven de casados entre cincuenta y uno y cincuenta y nueve años tendrán obligatoriamente que esperar hasta cumplir los sesenta para tener derecho a reclamar el dinero prometido. 


En virtud de lo anterior, consultó al Ejecutivo si había estudiado otras fórmulas de distribución de este beneficio, sugiriendo que fuera pagado a todos aquellos matrimonios con cincuenta y cinco o más años de matrimonio, y luego, de manera regresiva desde los cincuenta y cuatro hacia abajo, hasta llegar a los cincuenta, momento en que entra el sistema en régimen, pues en atención a que es pagado sólo una vez en la vida, se comenzaría a pagar año tras año a los matrimonios que cumplan cincuenta años de convivencia conyugal. Agregó que debe considerarse que aquellas personas que tengan más de cincuenta y cinco años de matrimonio tienen más probabilidades de morir o al menos de enviudar que aquellas entre cincuenta y cincuenta y cuatro años, por lo que resultaría justificado hacer esta modificación en el texto que se estudia.


A continuación, manifestó que un tercer punto a considerar era la situación en quedaban dos grupos de personas frente al proyecto. En primer lugar, los viudos, especialmente aquellos que durante el año 2010 habrían cumplido cincuenta años de matrimonio. Expresó que, en su opinión, no resultaba tan claro que éstos se encontraran excluidos de la iniciativa. Agregó que resultaría conveniente incluirlos como beneficiarios del bono de manera expresa, pues el supuesto principal de la norma se encontraría cumplido. En segundo lugar, las personas que cumplieran cincuenta o más años de convivencia en común, pero dentro de dicho lapso, sólo unos cuantos de matrimonio, quienes tampoco tienen beneficio alguno.


Concluyó su exposición señalando, por una parte, que se ha encomendado a un reglamento la regulación de una serie de puntos importantes a que da lugar la iniciativa, lo que podría dar pié a que se actúe con gran discrecionalidad, y por otra, que no resultan claras las normas que regulan los plazos para el cobro del beneficio. Solicitó aclarar cual sería el efecto para aquellas personas que habiendo devengado el derecho no lo cobren dentro de lapso que dispone la ley, por razón de desconocimiento, enfermedad u otra similar.


El Honorable Senador señor García expresó que de las opiniones que le han manifestado los adultos mayores en sus distintos recorridos por los clubes que los agrupan, ha visualizado que éstos entienden que la promesa del Ejecutivo se dirigía a aquellos cónyuges que cumplieran cincuenta años de matrimonio durante este año y no los que al año 2010 ya los hubieran cumplido, por lo que cuando les ha manifestado que los cambios en el proyecto de ley han apuntado hacia la inclusión de personas que tengan 51 años o más de casados, han dado muestras de apoyo. Señaló que lo anterior es un indicio de que la medida no se encuentra suficientemente interiorizada en la población, sin embargo, lo que ellos sí reclaman es la oportunidad del pago, haciendo presente que lo esperan ansiosamente, por lo que se hace necesario proceder a su votación.

El Honorable Senador señor Longueira manifestó que los términos mediante los cuales se establecen los beneficiarios de la medida en cuestión, no representan en su concepto un aspecto negativo, sin perjuicio de que la conveniencia de haberse establecido en términos universales no puede desconocerse, puesto que estos cortes siempre generan discriminaciones odiosas. Dijo que, por regla general, las políticas sociales en nuestro país apuntan a la población más vulnerable, que alcanza al tercer quintil de la escala social, es decir, hasta el 60% de personas más necesitadas, habiéndose ampliado en esta oportunidad a un 80% de la población, por lo que el límite se extiende también en un quintil, lo que significa que únicamente son excluidos aquellos matrimonios pertenecientes al 20% de la población con más recursos en el país.

Agregó que la dificultad de establecer la distinción en base al porcentaje de población vulnerable, como fuera propuesto por el Ejecutivo en este proyecto, radica en que las personas que se encuentran entre el tercer y cuarto quintil no necesariamente cuentan con Ficha de Protección Social; de ahí que muchas requerirán ser entrevistadas y fichadas para efectos del bono. En este sentido, abogó por la simplificación del asunto, sugiriendo establecer un monto de ingresos único y objetivo que sirva como máximo para entregar el beneficio, sin hacer alusión a ningún otro mecanismo diferenciador. En caso contrario, se produciría una demora excesiva en la cancelación del monto, pues los trámites para fichar a todas las personas que no se encuentran clasificadas tendrían que ser realizados en forma previa. Recordó, además, que basarse en la Ficha de Protección Social como mecanismo, trae aparejada la necesidad de determinar si se excluirá la vivienda de entre los parámetros para el otorgamiento de este beneficio. 

En otro orden de ideas, y concordando con lo manifestado por el Honorable Senador señor Letelier, señaló que era un tema de justicia buscar una fórmula que llevara a disponer el pago del bono a la mayor cantidad de matrimonios posible a partir de este año, por cuanto si bien es cierto nunca se dijo expresamente que éste se entregaría a todos los que a la fecha tuvieran cincuenta o más años de matrimonio, la población lo entendió en tal sentido. Señaló que es justo entregar este beneficio partiendo en un rango superior, por ejemplo, desde los cincuenta y cinco años de casados en adelante, para el próximo año comenzar desde los cincuenta, aun cuando el costo para el presente año sea superior que el estimado al presentarse la iniciativa. Agregó que, de mantenerse la fórmula actual, muchas personas que a la fecha tienen entre cincuenta y uno y cincuenta y nueve años de matrimonio no recibirán beneficio, dado que los índices de mortalidad a esa edad son elevados. 

Señaló que lo anterior es difícil de explicar a la gente de la tercera edad que espera esta ayuda económica y que ha cumplido cincuenta y un años de matrimonio o más. Cuestionó cómo informarles lo anterior sin que sientan que es una arbitrariedad que se comete a su respecto.

Por último, solicitó que el Ministerio de Hacienda se pronunciara sobre los puntos que preocupan a los miembros de esta Comisión y manifestara si existiría voluntad en el Ejecutivo para adoptar alguna de las propuestas que se han hecho en la materia, puesto que requieren indicaciones con patrocinio del órgano colegislador para que prevalezcan, pues ellos carecerían de las facultades para modificar el proyecto por su sola decisión. En el evento en que el Ejecutivo hiciera presente sus argumentos para no acceder a modificar la actual redacción del proyecto, propuso proceder a las votaciones pertinentes.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó la necesidad de consultar al Ejecutivo sobre la posibilidad de lograr un acuerdo en relación con aquellos puntos acerca de los cuales la Comisión tiene una mirada distinta, por considerarlos perjudiciales para los beneficiarios del proyecto o para los que resultan excluidos.


A continuación, el mencionado señor Senador se refirió a aquellos aspectos de fondo del proyecto en informe, que en su parecer requieren un tratamiento diferente para poder hacer de él un instrumento justo.


En primer lugar, señaló no estar de acuerdo con el parámetro que se está utilizando para hacer la línea divisoria entre los que reciben el bono y los que se encuentran excluidos de esta iniciativa. Así, señaló que el establecer como criterio para acceder a este beneficio aquellos matrimonios que se encuentren entre el 80% más vulnerable de la población, induciría a que la gente busque formas de hacer parecer que carecen de recursos económicos, para así poder acceder al bono. En virtud de lo anterior, sugirió fijar un monto de ingreso máximo como línea de tope para la entrega del beneficio, en lugar de una línea de pobreza, es decir, quien gane por debajo de éste estará legitimado para cobrar el correspondiente dinero, siempre y cuando se cumplan los restantes requisitos de la norma.


En segundo lugar, el señor Senador se mostró contrario a aceptar un criterio de distribución del bono basado en etapas, pues sólo contemplaría a aquellos cónyuges que hubieran cumplido cincuenta, sesenta o más años de matrimonio, excluyéndose todo el tramo intermedio. Lo anterior se traduciría en la ilógica e inaceptable situación de que personas que hubieren cumplido por ejemplo cincuenta y un años de nupcias deberán esperar cumplir otros nueve años más para poder acceder al bono. Agregó que muchas personas podrían llegar a perder la posibilidad de solicitar este premio si fallecen sus cónyuges. Señaló que en la tercera edad la tasa de mortalidad aumenta, siendo un dato objetivo que no puede desatenderse, por lo que propuso cancelarlo a todos a partir de los cincuenta años de matrimonio en la misma oportunidad. Incluso, de ser de difícil implementación lo que propone, planteó que podría flexibilizarse a lo menos en parte, por ejemplo, cancelando este beneficio durante el año 2010 a todos aquellos matrimonios que cumplan cincuenta y cinco o más años de matrimonio. Por último, señaló como alternativa, aunque la estimó probablemente impopular, el bajar la cifra a otorgar, lo que permitiría ampliar el número de beneficiarios del bono para el año 2010. 


En tercer lugar, planteó que no se contemplan como legitimados activos aquellos que hubieren cumplido durante el año 2010 cincuenta o más años de matrimonio que se encuentren viudos. Añadió que esta situación es del todo injusta, por cuanto el requisito principal del precepto se encontraría cumplido. En tal sentido, manifestó que al cónyuge sobreviviente deberían reconocérsele los años de vida conyugal que cumplió y otorgársele la mitad del monto total.


Concluyó su exposición señalando que no es partidario de establecer este tipo de medidas, donde resulta beneficiada sólo parte de la población. Más bien abogó por una legislación general y permanente. Sin embargo, agregó que ello no será óbice para que otorgue su voto favorable al proyecto, siempre y cuando el Ejecutivo esté dispuesto a solucionar los aspectos planteados precedentemente. Añadió que debe consultársele al señor Ministro de Hacienda si se ha estudiado alguna vía alternativa que no altere el presupuesto, o si, en caso contrario, estaría dispuesto a soportar un aumento razonable del costo estimado.


El Honorable Senador señor Bianchi indicó, en primer lugar, que es muy importante que el Senado apruebe la idea de que esta Comisión sea permanente y que en su seno se produzca un intercambio continuo de opiniones con la sociedad civil organizada que tiene interés en los proyectos que acá se discuten.


Luego, señaló que es muy preocupante la aplicación práctica de este proyecto, sobre todo respecto de la interpretación que se podría dar al concepto de vulnerabilidad.


Relató que en su rol de miembro de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización de la Cámara Alta ha sido partícipe de la discusión del proyecto de ley que reestructura el Ministerio de Planificación, transformándolo en un nuevo Ministerio de Desarrollo Social, que entre otras misiones tendrá la de rediseñar totalmente el sistema de medición económica y social de los chilenos.


Por otra parte, en el mismo sentido que el Honorable Senador señor Longueira, criticó la forma en que el proyecto contempla el pago del bono, por cuanto, resulta perjudicial para aquellos que se encuentran en el tramo intermedio. Al respecto, señaló que de legislarse en tal sentido, se provocará una enorme injusticia en relación con aquellas personas de la tercera edad que tienen o cumplieron, durante este período, entre cincuenta y un y cincuenta y nueve años de matrimonio, pues tendrán necesariamente que esperar hasta celebrar los sesenta años de vida en común para obtener este beneficio, lo que, a su juicio, resulta inexplicable, pues no existe una razón superior para la distinción. Agregó que estas personas, dada su avanzada edad, podrían no lograr su obtención, porque implica, por ejemplo, en el caso de aquellos con cincuenta y un años de casados, tener que esperar nueve años más para acceder a este premio, lo que resulta incierto, porque la ley exige, como requisito adicional, que ambos cónyuges estén vivos. 


A continuación, la Coordinadora de Políticas Sociales del Ministerio de Hacienda, señora Alejandra Candia, se refirió al instrumento nuevo que se dictaría en virtud de este proyecto, con la finalidad de evaluar la capacidad económica de los posibles acreedores del bono, y que sustituiría a la Ficha de Protección Social. Señaló que éste no podría estar disponible para el primer período de distribución del beneficio, por lo limitado del tiempo y la complejidad que conlleva crear un instrumento de esta índole; añadió que sin perjuicio de lo anterior, esta es una medida que adoptó carácter de permanente, aún después del año 2014, época en que termina el Gobierno del actual Presidente de la República, quien impulsara esta iniciativa.


En el mismo orden de ideas, manifestó que actualmente la Ficha de Protección Social es el único instrumento existente para ordenar a la población de acuerdo a su situación socio-económica, y es mediante ella que se desarrolla la política social en el país. Así, al conocer los hogares que componen el ochenta por ciento más vulnerable de la población, según la información que entrega este instrumento se podría, consecuencialmente, acceder a los matrimonios que dentro de ese mismo porcentaje cumplen los requisitos para obtener este premio.


Por otra parte, planteó que los recursos disponibles por parte de Hacienda para estos efectos, han aumentado considerablemente desde que fuera presentado el Mensaje; así, el proyecto original contemplaba este beneficio para aquellos matrimonios que, durante el año en curso, cumplieran cincuenta años desde que celebraron sus nupcias, lo que consideraba un costo para el Estado de siete millones de dólares; sin embargo, ya en el primer trámite constitucional, varió el ámbito de aplicación de la norma al establecerse que también serían beneficiarios con derecho a cobro durante el mismo período, aquellos cónyuges que cumplieran sesenta o más años de matrimonio, por lo que la cifra aumentó a diecinueve millones de dólares, lo que hace imposible una mayor flexibilización en el pago del bono para los años 2010 y siguientes.


Al respecto, precisó que en números aproximados, los matrimonios que cumplen cincuenta años son quince mil, los que cumplen sesenta y uno son veinte mil, y aquellos con más de sesenta son siete mil, por tanto, aún cuando se estime que sólo faltan unos ochocientos matrimonios para que el bono tenga carácter universal, ello es un dato incompleto, por cuanto sólo apunta a aquellos matrimonios que cumplen cincuenta años, que fue la idea original, agregando que no debe olvidarse que el proyecto contempla hoy en día a todos los matrimonios que cumplan más de cincuenta años de vida en común.


Agregó que de acogerse lo propuesto anteriormente, en el sentido de pagar el bono a los que cumplan cincuenta y cincuenta y cinco o más años de matrimonio durante el presente año, aumentaría el gasto a cincuenta millones de dólares aproximadamente, cifra muy superior a la que se contemplaba en principio y que no sería posible de tomar del erario público. 


En relación con este último punto, el Honorable Senador señor Letelier reiteró la idea de que la no flexibilización en ese sentido podría implicar que una gran cantidad de adultos mayores no llegará a recibir el premio, pues aún cuando cuentan con más de cincuenta años de matrimonio tendrán que esperar otros tantos para acceder al beneficio, siendo precisamente ése el riesgo, por cuanto la tasa de mortalidad es elevada en este ciclo de la vida. En virtud de lo anterior, insistió en la conveniencia de que durante la primera etapa de entrega del bono, ésta se haga a quienes tienen cincuenta y cinco o más años de matrimonio, y en las posteriores se comience desde los cincuenta años. 


El Coordinador Legislativo del Ministerio de Hacienda, señor Pablo Salas, se refirió a la situación de los viudos frente a este proyecto. Manifestó que éste no contempla el derecho a recibir el bono para personas que habiendo cumplido cincuenta o más años de matrimonio, se encuentren viudas. Justificó la posición del Ejecutivo señalando que, en su génesis, esta iniciativa legal apuntaba únicamente a quienes cumplieran cincuenta años de matrimonio; sin embargo, posteriormente, se acogieron las sugerencias de los Parlamentarios, extendiéndola a todos aquellos matrimonios con más de cincuenta años. 


Agregó que no sólo se modificó ese aspecto de la regulación, sino que además la medida dejó de tener un carácter transitorio para pasar a ser permanente. 


A continuación, añadió que si bien es cierto la fórmula adoptada para hacer la entrega del bono puede parecer sin lógica, fue la vía más adecuada para hacer real la extensión del beneficio, sin producir un desequilibrio de los recursos públicos. Agregó que considerar, en esta primera etapa, a un grupo mayor para recibir el bono sería un costo difícil de asumir para el Estado.


En una sesión posterior, El Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, efectuó una rememoración acerca de los orígenes del proyecto. Al respecto, señaló que en su inicio éste apuntaba únicamente a la celebración de las bodas de oro, que corresponden, precisamente, al cumplimiento de cincuenta años de matrimonio, y no a la celebración de los cincuenta y dos, cincuenta y ocho o cincuenta nueve años. Sin perjuicio de lo anterior, destacó que a través de la discusión legislativa se fue modificando el texto del proyecto, estableciéndose que el beneficio se haría no sólo en favor de las personas que cumplieran cincuenta años juntas en virtud de esta unión, sino también de quienes celebraran cincuenta y uno o más años de matrimonio.


Manifestó que el problema de adoptar un sistema amplio de beneficiarios radicaba en que los costos que ello podría implicar generarían una disminución de los fondos públicos imposible de soportar por el erario estatal. Por lo anterior, señaló se hicieron cálculos en diversos sentidos, considerando todas las posibilidades, y que, sin embargo, la única verdaderamente factible se tradujo en la fórmula que en definitiva se adoptó y que estudia en este momento esta Comisión, consistente en pagar, durante el año 2010, los $250.000 a quienes cumplan cincuenta, sesenta o más años de matrimonio y en los años venideros a quienes cumplan cincuenta y sesenta años de matrimonio, hasta que se entre en régimen, es decir, se pague exclusivamente a quienes cumplan cincuenta años desde la celebración de sus nupcias.


En el mismo orden de ideas, planteó que incluso se estudió disminuir el monto a otorgar, para permitir un mayor número de personas con derecho al bono; sin embargo, ello se habría desestimado al considerar las expectativas creadas en la gente. Expresó que debía tenerse presente que el costo original del proyecto era de US$ 7,2 millones anuales, y que de cancelarse en una sola oportunidad el beneficio a todos aquellos que cumplieran cincuenta o más años de matrimonio tendría un costo de US$ 70 millones anuales, lo que hacía imposible llevar a cabo la medida. 


A continuación, expresó que iniciativas como ésta siempre concitan críticas, sea en relación con los requisitos de acceso, la cantidad de beneficiarios o el monto a otorgar, entre otras cosas. Sin embargo, señaló que debe tomarse en consideración que se actúa en base a recursos limitados. Agregó que de acuerdo a los recursos disponibles es que se optó por entregar el beneficio en su primera etapa, a quienes cumplen durante el 2010 cincuenta años de matrimonio, resguardando así la idea matriz del proyecto, pero también a quienes celebrarán sus sesenta o mas años de casados, para proteger de esta forma a la gente de más avanzada edad. Añadió, además, que la suma prometida se entregaría con efecto retroactivo, por cuanto regiría para todos aquellos que hubieren cumplido tal cantidad de años, a contar del 1 de enero de 2010.


En resumen, informó que el número de beneficiarios para el año 2010 varió de treinta mil a ochenta y cuatro mil, lo que en términos económicos significa una variación de US$ 7,2 millones anuales a US$ 19,6 millones anuales. Luego, para el período de transición, que corresponderá a los siguientes diez años, el gasto estatal por este concepto será de US$ 10,3 millones anuales, y una vez que la medida entre “en régimen”, lo que equivale a decir cuando comience a pagarse únicamente a aquellas personas que cumplan cincuenta años de matrimonio, el gasto estimado para cada año será de US$ 7 millones.


En otro orden de ideas, quiso referirse a lo señalado por el Honorable Senador señor Letelier en relación con el uso de la expresión “80% más vulnerable”. Al respecto, señaló que ello es una cuestión semántica, que puede mejorarse. La terminología habría sido escogida por cuanto reflejaba de buena manera los cuatro primeros quintiles de nuestra población, a partir del primero que corresponde al 20% de la población con menores ingresos, excluyéndose, por tanto, de la posibilidad de acceder al bono al 20% de población nacional con mayores recursos y que corresponde al quinto quintil. Por último, manifestó que de encontrase otra fórmula más adecuada para ser usada, no tendría inconveniente en modificar el texto en tal sentido.


En relación con este último punto, el Honorable Senador señor Letelier expuso al señor Ministro que la Ficha de Protección Social es un instrumento que no mide la situación socio-económica de toda la población; es más, sólo alcanza al 60%, cuestión que ha generado problemas en otras materias, por ejemplo, en el ámbito previsional. Existe, por tanto, del porcentaje de beneficiarios que contempla el proyecto, al menos un 20% sin determinación, lo que implicará nuevas encuestas y por ende desembolso de recursos públicos a fin de poder llevar a cabo la tarea. En tal sentido, consultó si el Ejecutivo contaba con alguna estimación o expectativa al respecto, porque en caso contrario sería más conveniente basarse en un criterio distinto, como el planteado por diversos miembros de la Comisión, que consiste en establecer una cantidad de ingresos como línea de corte, en virtud de la cual quien genere ingresos por sobre dicha cifra quede excluido de recibir esta ayuda económica. Señaló que esta sería una buena medida para hacer del proyecto una medida eficiente. Agregó que aboga por la simplificación en el otorgamiento del bono.


En el mismo orden de ideas, el señor Senador señaló que la Ficha de Protección Social puede conducir a resultados distorsionados acerca de la situación económica en que se encuentra un matrimonio que ha cumplido cincuenta o más años casado, pues influyen criterios que pueden llevar a error en el sistema. Así, manifestó que ello claramente puede observarse en el caso de aquellos adultos mayores, que por el hecho de tener recursos limitados, deben habitar en el hogar de alguno de sus hijos, lo que conllevará que se aplique la ficha del dueño de casa, dando lugar a la exclusión de los padres.


El Ministro señor Larraín señaló que en este punto confluyen dos objetivos que se contraponen, por una parte, la necesidad de establecer a las personas que se encuentran comprendidas en este “80% más vulnerable”, y por otra, realizar dicha averiguación de manera eficiente, usando la metodología y las herramientas que existen hoy en día. Agregó que en base a lo anterior es que se prefirió la utilización de la Ficha de Protección Social como instrumento base para la determinación de los titulares del beneficio. Agregó que están concientes de que existe un rango que va desde el 60% al 80%, que no se encuentra determinado, y expresó que para su fijación se recurrirá a un reglamento que prescribirá la forma de hacer la clasificación.


El Honorable Senador señor García intervino para hacer presente que, en su opinión, el mecanismo de la Ficha de Protección Social resulta más apropiado que el consistente en un monto de ingresos como cifra tope o línea de corte para el otorgamiento del beneficio.


Señaló que utilizar un mecanismo de medición que atienda, únicamente, al ingreso mensual de la pareja o per cápita, según se entendiera, podría también llevar a la comisión de injusticias en el proceso de determinación de los titulares del bono, por cuanto no consideraría las circunstancias domésticas de los cónyuges. Para reflejar de mejor forma sus dichos, puso como ejemplo a un matrimonio con cincuenta años de matrimonio, que tiene ingresos de un millón de pesos mensuales y que vive solo, en contraposición a otro matrimonio también con cincuenta años de casados y que tiene ingresos por la misma suma, pero que tiene un hijo como carga familiar, que padece una enfermedad que afecta su salud mental. Así, la ficha de estratificación social otorgaría una mejor óptica para determinar aquellos individuos que se encuentran entre la población más necesitada, a fin de otorgarles este beneficio económico.


A continuación, se refirió a la situación en que quedan aquellas personas que cumplieron el requisito del lapso de vida conyugal, pero que luego enviudaron. En tal sentido, abogó por el reconocimiento, para el cónyuge que sobreviva a la muerte de su marido o mujer, del derecho a cobrar al menos la mitad de lo que les hubiere correspondido en conjunto, es decir la suma de $125.000. Agregó que una medida como esa sería una muestra de justicia en beneficio de la tercera edad, más aún si se tiene en cuenta a aquellos matrimonios que cumplieron los cincuenta años casados durante el 2010 a la espera de esta promesa, pero que durante esa expectativa quedaron viudos. Al respecto, señaló que el reconocimiento no necesariamente debía venir recogido en este proyecto de ley, sino que podría gestarse un acuerdo para que el Ejecutivo presente una nueva iniciativa que lo contemple, pues tampoco se pretende retrasar el pago del beneficio en estudio.


El Honorable Senador señor Bianchi agradeció la presencia del señor Ministro y le consultó acerca de la existencia de alguna posibilidad real para establecer un límite menor en lo relativo al lapso de vida conyugal requerida para recibir el bono durante el año 2010, específicamente bajar el segundo tramo a considerar de sesenta a cincuenta y cinco años de matrimonio. Manifestó que en caso contrario, aquellos que cumplan cincuenta y un años de matrimonio tendrán que esperar otros nueve para poder recibir el beneficio, lo que a todas luces representa una medida extrema e injustificada, más aun si se atiende al texto del proyecto en informe, que no contempla derecho alguno para los viudos que hubieren cumplido el plazo para acceder al bono En relación con este último punto, señaló que debería considerarse la posibilidad de pagar al cónyuge sobreviviente, al menos la mitad del monto comprometido.


Consultó al señor Ministro si era posible alguna flexibilización sobre los aspectos que ha planteado durante el debate y adelantó que de ser negativa la respuesta reflexionará sobre su voto, pues no le parece justa la fórmula prescrita en el proyecto. Añadió que no podría votar a favor, por cuanto no tendría explicación para justificarlo ante los adultos mayores.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que su voluntad en relación con esta iniciativa es darle su aprobación, pero no de cualquier forma, sino de la manera más adecuada posible y en un corto plazo. Sin embargo, agregó que mantiene las dudas planteadas precedentemente en relación con el texto actual, que requieren una solución previa a la votación.


En ese orden de ideas, el señor Senador propuso una nueva alternativa para la entrega del beneficio. Señaló que podría hacerse un pago en orden inverso al que contempla el texto actual, es decir que en la primera etapa de entrega del bono, que correspondería al año 2010, se cancele a los que cumplan sesenta o más años y al siguiente a los que cumplan cincuenta y nueve años, y así sucesivamente. Agregó que adoptar una fórmula como la mencionada permitiría cancelar el beneficio a personas que conforme a la actual regulación, no llegarían a alcanzarlo, dada la posibilidad real de fallecer, ya sea uno o ambos cónyuges, pues se trata de personas de avanzada edad. 


El Honorable Senador señor Longueira reiteró lo señalado en relación con las arbitrariedades a que puede dar lugar el establecimiento de líneas de corte en el otorgamiento de beneficios económicos, como es el bono en estudio. Señaló que debe velarse para que ellas sean lo menos violentas e injustas con la población. Puso como ejemplo lo que ocurre en materia de educación, donde a partir del próximo año quienes obtengan más de 600 puntos en la Prueba de Selección Universitaria y postulen a la carrera de pedagogía tendrán beca de arancel y otros aportes económicos, mientras que quien ingresó en iguales circunstancias el año 2010 no contará con semejante ayuda, lo que trae aparejadas situaciones de inequidad.


Así, estimó que el criterio para la cancelación de este premio, que de acuerdo al texto actual se hará por parcialidades según los años de matrimonio y cuyo período de transición durará diez años, resulta una fórmula injusta. De mayor equidad sería establecer un pago parcializado, pero que comenzara a partir de los cincuenta y cinco años de casados en adelante, y luego dar paso al grupo de adultos mayores que cumplan cincuenta. Sin embargo, incluso proponer, hoy en día, una medida como ésta resulta poco razonable, pues atentaría contra las expectativas creadas en la gente que cumplió o cumplirá, durante el año 2010, cincuenta años de matrimonio.


Agregó que debe incluirse en el proyecto, por razones de justicia, el otorgamiento del beneficio a quien enviude habiendo cumplido los cincuenta o más años de matrimonio. Agregó que otra fórmula que podría ser utilizada, en pos de mejorar esta iniciativa, consiste en entregar el beneficio en su primera etapa al 40% más vulnerable de la población, es decir, a los dos primeros quintiles, con lo que se aseguraría la recepción de estos recursos por las personas más necesitadas de la sociedad. 


El Honorable Senador señor Letelier hizo una nueva propuesta al señor Ministro, en orden a alcanzar un acuerdo. Sugirió que mientras dure la etapa de transición, este beneficio sea otorgado al 60% más vulnerable de la población y una vez que el sistema entre en régimen, se otorgue al 80% como era la idea original, de tal forma que se abarque en una primera etapa a un mayor número de beneficiarios, lo que además acortaría el tiempo de espera para recibir el bono.


En el mismo orden de ideas, planteó que otra fórmula para otorgar el beneficio a un mayor número de personas durante el 2010 sería rebajar el monto del aporte. 


Concluyó su intervención manifestando que cualquiera de estas dos opciones resulta más justa y más razonable que aquella que se contempla en el texto actual y que corresponde en algunos casos a un tiempo de espera de nueve años para recibir el dinero, por cuanto ello traerá aparejado que gran parte de las personas que son beneficiarias vean alejadas sus posibilidades de recibir esta ayuda económica en el futuro por su avanzada edad.


El Honorable Senador señor Bianchi hizo presente su opinión conteste con la del Honorable Senador señor Letelier, en cuanto a rebajar el porcentaje de población vulnerable que se vería beneficiada con el bono. Así, manifestó que si se lograra hacer esta disminución, aumentaría el número de personas que podrían cobrar el beneficio durante su primera etapa y ello correspondería a las personas de menores ingresos, lo que acotaría la brecha compensando al menos en parte la diferencia existente. De lograrse este acuerdo, podría otorgar su voto a favor de la iniciativa. En vistas de lo expuesto, consultó al señor Ministro si estaría en condiciones de analizar su propuesta y lograr así un acuerdo con esta Comisión.


El Ministro de Hacienda, señor Larraín, manifestó su aprecio respecto de las opiniones y sugerencias de los señores Senadores en relación con la iniciativa del Ejecutivo. Sin embargo, señaló que los recursos con que se cuenta para financiar el beneficio que se otorga mediante este proyecto se encuentran en su límite superior, por lo que no dispone de mayores fondos con que hacer frente a las modificaciones planteadas.


Explicó que bajar los años de matrimonio requeridos para el pago del bono en su primera etapa a cincuenta y cincuenta y cinco y más añso, tendría un costo de US $48 millones anuales; por otra parte, si se rebajara a la población que corresponda al 60% más vulnerable y se les pagara a todos en una misma oportunidad, entrando en tal caso inmediatamente en régimen, el costo alcanzaría los US $52 millones anuales. Sostuvo que ambas opciones estarían fuera del ámbito de posibilidades que Hacienda tiene para costear la iniciativa.


El Honorable Senador señor Longueira consultó cuál era el costo que tenía medio punto del proyecto sobre reajuste que fuera presentado en la Cámara de Diputados, a lo que se respondió que los recursos a emplear eran por un total que superaba los US $90 millones. El señor Senador señaló que considerando tales antecedentes, el costo adicional que tendría cancelar el bono sólo correspondería a un tercio del  medio punto de reajuste ofrecido para el sector público.


El Ministro de Hacienda señor Larraín manifestó que debe considerarse que ello es así, dado que el número de beneficiarios es superior.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó al señor Ministro cuál era el monto máximo que podría emplear en el pago del bono en su primera etapa. 


El Ministro de Hacienda, señor Larraín, manifestó que el tope máximo de fondos públicos que es factible aplicar al pago del bono durante el año 2010 es de US $19,6 millones. Señaló que debía tomarse en cuenta que ha sufrido un fuerte aumento desde sus inicios, según ya lo explicó y que ésta es una política pro-familia o pro-matrimonio y, en ese sentido, si bien es una política pública, no es en cambio una política social.


Agregó que deben respetarse las expectativas creadas en la gente, primero, aquella que considera el pago de un bono por la celebración de los cincuenta años de matrimonio, que fue la promesa original, y en segundo lugar, el que este beneficio sería otorgado a los matrimonios que cumplieran el lapso de vida en común y que pertenecieran al 80% más vulnerable de la población, por lo que rebajarlo al 60% sería contrario a los intereses de las personas pertenecientes al cuarto quintil.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó que los recursos públicos, de todas formas, van a ser empleados y que lo que varía es el momento en que se haga la distribución. Agregó que con el calendario que se maneja para el pago del bono, se hace difícil explicar a personas que han cumplido cincuenta y cinco años de matrimonio que deben esperar otros cinco para poder acceder al dinero. 


El Ministro de Hacienda, señor Larraín, señaló que si bien entiende el punto planteado por el Honorable Senador señor Letelier, el peor escenario de todos sería no otorgar el bono a ningún matrimonio. 


En lo relativo al porcentaje de hogares que falta por clasificar de acuerdo a la Ficha de Protección Social, señaló que sólo correspondería a dos mil matrimonios.


La Coordinadora de Políticas Sociales del Ministerio de Hacienda, señora Candia, aclaró que son dos mil los matrimonios que se estima resultarían comprendidos en el supuesto de la norma y que faltaría encuestar, agregando que a la fecha han sido encuestados 10,7 millones de personas.


El Honorable Senador señor Bianchi intervino para señalar que contaba con datos otorgados por el señor Ministro de Planificación que arrojaban cifras distintas, por lo que solicitaba corroborar los antecedentes.


En otro orden de ideas, se dirigió al señor Ministro para indicarle que lo que se busca no es un mayor gasto público, sino una mejor distribución de los recursos a fin de que todos los beneficiarios puedan ser pagados en una sola oportunidad o en un lapso menor que el que contempla el proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que realizar la encuesta para conocer el número de matrimonios beneficiarios en este tercer sector no debería representar una labor muy complicada, aunque estimó que resultaría más fácil hacerlo en virtud de los quintiles de la Encuesta CASEN.


El Honorable Senador señor Letelier consultó al señor Ministro si podría estudiar alguna fórmula para acortar la brecha entre el primer pago del bono y el último, pues señaló que sería difícil de explicar para la Comisión de la Discapacidad y el Adulto Mayor, que precisamente debe velar por los intereses de las personas de la tercera edad, que tendrán que esperar un tiempo largo para poder acceder a los dineros prometidos. 


El Honorable Senador señor Longueira consultó al Ministro señor Larraín si cuenta con información acerca del número de matrimonios que quedan dentro del supuesto del proyecto, en relación con el porcentaje de la población vulnerable en la que encasillan. 


El Ministro de Hacienda, señor Larraín, proporcionó a la Comisión un conjunto de antecedentes relativos a distintos aspectos de la materia en estudio. Éstos son los siguientes:

Estimación de beneficiarios para distintos tramos de vulnerabilidad

	Vulnerabilidad

(FPS)
	Número de matrimonios que cada año cumplen los años señalados en la tabla (*)

	
	50 años
	60 años
	61 o más años

	20%
	4.807
	1.781
	6.314

	40%
	10.099
	4.792
	13.265

	60%
	12.018
	6.083
	15.785

	80%
	14.707
	6.813
	19.316

	100%
	15.401
	7.183
	20.228


(*) Estimación flujo 50 y 60 años en base a datos administrativos Registro Civil y MIDEPLAN.

Estimación stock 61 o más años, 70 años y 71 o más años, en base a CASEN 2009. Se supone edad promedio nupcialidad 21 años. Se asume para la muestra distribución de vulnerabilidad real de los matrimonios efectuados de 1960.

(**) Si se supone edad de nupcialidad 18 años la cifra aumenta a 888 matrimonios (al 100%). Al 80% serían 848 matrimonios.

Estimación de costos

	Vulnerabilidad

(FPS)
	Costo Anual (MM US$)

	
	50 años
	60 años
	61 o más años

	20%
	2,3
	0,8
	3

	40%
	4,9
	2,3
	6,4

	60%
	5,8
	2,9
	7,6

	80%
	7,1
	3,2
	9,3

	100%
	7,4
	3,4
	9,7


(*) Bono de $250.000 por matrimonio

Estimación alternativa planteada por el Honorable Senador señor Letelier

· Pagar un bono de $250.000 a todos los matrimonios que en 2010 cumplen 50 o más años, que integren hogares pertenecientes al 60% más vulnerable.

· Beneficiarios: 107.500 matrimonios.

· Costo: US$ 51,6 millones.

Estimación de costos de adelantar transición a los que cumplan 55 o más años de matrimonio

(US$ MM)

	Beneficiarios
	2010
	2011-2014
	2015-2019
	2019 en adelante

	Flujo 50 y 60 años más stock 61 y más. 

80% vulnerabilidad (estado actual del proyecto)
	19,6
	10,3
	10,3
	7,1

	Flujo 50 y 55 años más stock 56 y más.

80% vulnerabilidad (alternativa evaluada)
	48,4
	14,1
	7,1
	7,1


(*) Bono de $250.000 por matrimonio

Importante: un matrimonio sólo puede recibir un bono en su vida, por ende, a partir del año 2015 sólo se beneficiaría a quienes cumplen 50 años de matrimonio.


A continuación, la analista de la Biblioteca del Congreso Nacional señora Irina Aguayo, presentó a la Comisión un estudio que considera cuatro escenarios propuestos anteriormente,  para lo cual se utilizaron los datos de la Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN) del año 2009, ajustada según la distribución de matrimonios con Ficha de Protección Social. Dichos escenarios son los siguientes:


Primer escenario. Otorgar el bono a los matrimonios que cumplan 50 años de matrimonio y a los que cumplan 60 o más de nupcias. Al respecto, demostró la distribución de costo en millones de pesos, en millones de dólares y por número de beneficiados, distribuida entre cinco grupos de vulnerabilidad según la Ficha de Protección Social. El cuadro es el siguiente:

	Vulnerabilidad (FPS)
	Costo estimado en millones de pesos
	Costo estimado en millones de dólares
	Número de beneficiados

	I
	3.226
	4,9
	12.902

	II
	3.814
	5,8
	15.254

	III
	1.433
	2,2
	5.730

	IV
	1.738
	2,6
	6.950

	V
	494
	0,8
	1.976

	Total
	10.703
	16,3
	42.812



Segundo escenario. Otorgar el bono a los matrimonios que cumplan 50 o más años de casados. La distribución de costo en millones de pesos, en millones de dólares y por número de beneficiados, distribuida entre cinco grupos de vulnerabilidad según la Ficha de Protección Social, es la siguiente:

	Vulnerabilidad (FPS)
	Costo estimado en millones de pesos
	Costo estimado en millones de dólares
	Número de beneficiados

	I
	16.873
	25,7
	67.492

	II
	16.969
	25,8
	67.874

	III
	6.075
	9,2
	24.299

	IV
	7.149
	10,9
	28.595

	V
	2.052
	3,1
	8.209

	Total
	49.117
	74,7
	196.470



Tercer escenario. Entregar el bono a los matrimonios que cumplan 55 o más años de casados. La distribución de costo en millones de pesos, en millones de dólares y por número de beneficiados, distribuida entre cinco grupos de vulnerabilidad según la Ficha de Protección Social, es la siguiente:

	Vulnerabilidad (FPS)
	Costo estimado en millones de pesos
	Costo estimado en millones de dólares
	Número de beneficiados

	I
	8.633
	13,1
	34.532

	II
	8.433
	12,8
	33.731

	III
	3.166
	4,8
	12.664

	IV
	3.398
	5,2
	13.590

	V
	947
	1,4
	3.788

	Total
	24.576
	37,4
	98.305



Cuarto escenario. Entregar el bono a los matrimonios que cumplan lo señalado en el proyecto en discusión y que perciban la pensión básica solidaria ($75.000). Al respecto, la distribución de costo en millones de pesos, en millones de dólares y por número de beneficiados, distribuida entre cinco grupos de vulnerabilidad según la Ficha de Protección Social, es la siguiente:

	Vulnerabilidad (FPS)
	Costo estimado en millones de pesos
	Costo estimado en millones de dólares
	Número de beneficiados

	I
	2.803
	4,3
	11.213

	II
	1.051
	1,6
	4.205

	III
	519
	0,8
	2.075

	IV
	666
	1,0
	2.665

	V
	76
	0,1
	306

	Total
	5.116
	7,8
	20.463



Adicionalmente, la mencionada analista presentó a consideración de la Comisión el cuadro que a continuación se transcribe, que muestra el costo acumulado, en millones de pesos y millones de dólares, de otorgar un bono a todos los matrimonios que hayan cumplido 50 o más años de nupcias, ordenados etariamente de forma descendente:

	Tramo de edad
	Años de matrimonio
	Monto acumulado

	
	
	Millones de pesos
	Millones de dólares

	97 años y más
	75 años y más
	105
	0,2

	de 91 a 96 años
	71 a 75 años
	479
	0,7

	de 87 a 90 años
	66 a 70 años
	1.248
	1,9

	de 82 a 86 años
	61 a 65 años
	5.057
	7,7

	81 años
	60 años
	6.853
	10,4

	80 años
	59 años
	10.350
	15,7

	79 años
	58 años
	13.385
	20,4

	78 años
	57 años
	17.097
	26,0

	77 años
	56 años
	20.369
	31,0

	76 años
	55 años
	24.576
	37,4

	75 años
	54 años
	29.824
	45,4

	74 años
	53 años
	34.308
	52,2

	73 años
	52 años
	39.866
	60,7

	72 años
	51 años
	45.267
	68,9

	71 años
	50 años
	49.117
	74,7



En base a lo que muestra el cuadro anterior, la señora Aguayo indicó que con el presupuesto que considera el Ministerio de Hacienda para este proyecto (US$ 19,6 millones), sería factible otorgar el beneficio a todas las personas que tengan 59 o más años de matrimonio, y que adicionando US$ 0,8 millones, se cubriría a todas las personas con 58 o más años de matrimonio.


Añadió que también es posible, con los datos que se manejaron para este análisis, hacer una estimación agregada de los costos del proyecto, distinguiendo si se considera a todos los grupos socioeconómicos en la propuesta; al 80% de ellos, tal como establece el proyecto; o sólo al 60%, tal como antes se consultó.


Para el primer escenario, el resultado de ese análisis es el siguiente:

	Vulnerabilidad

(FPS)
	Nº de matrimonios según años
	Costo estimado en millones de pesos
	Costo estimado en millones de dólares

	
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total.
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total

	I
	4.807
	1.781
	6.314
	12.902
	1.202
	445
	1.579
	3.226
	1,8
	0,7
	2,4
	4,9

	II
	5.292
	3.011
	6.951
	15.254
	1.323
	753
	1.738
	3.814
	2,0
	1,1
	2,6
	5,8

	III
	1.919
	1.291
	2.520
	5.730
	480
	323
	630
	1.433
	0,7
	0,5
	1,0
	2,2

	IV
	2.689
	730
	3.531
	6.950
	672
	183
	883
	1.738
	1,0
	0,3
	1,3
	2,6

	V
	694
	370
	912
	1.976
	174
	93
	228
	494
	0,3
	0,1
	0,3
	0,8

	TOTAL
	15.401
	7.183
	20.228
	42.812
	3.850
	1.796
	5.057
	10.703
	5,9
	2,7
	7,7
	16,3


(Considerando a todos)

	Vulnerabilidad

(FPS)
	Nº de matrimonios según años
	Costo estimado en millones de pesos
	Costo estimado en millones de dólares

	
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total.
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total

	I
	4.807
	1.781
	6.314
	12.902
	1.202
	445
	1.579
	3.226
	1,8
	0,7
	2,4
	4,9

	II
	5.292
	3.011
	6.951
	15.254
	1.323
	753
	1.738
	3.814
	2,0
	1,1
	2,6
	5,8

	III
	1.919
	1.291
	2.520
	5.730
	480
	323
	630
	1.433
	0,7
	0,5
	1,0
	2,2

	IV
	2.689
	730
	3.531
	6.950
	672
	183
	883
	1.738
	1,0
	0,3
	1,3
	2,6

	TOTAL
	14.707
	6.813
	19.316
	40.836
	3.677
	1.703
	4.829
	10.209
	5,6
	2,6
	7,3
	15,5


(Considerando al 80%)

	Vulnerabilidad

(FPS)
	Nº de matrimonios según años
	Costo estimado en millones de pesos
	Costo estimado en millones de dólares

	
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total.
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total

	I
	4.807
	1.781
	6.314
	12.902
	1.202
	445
	1.579
	3.226
	1,8
	0,7
	2,4
	4,9

	II
	5.292
	3.011
	6.951
	15.254
	1.323
	753
	1.738
	3.814
	2,0
	1,1
	2,6
	5,8

	III
	1.919
	1.291
	2.520
	5.730
	480
	323
	630
	1.433
	0,7
	0,5
	1,0
	2,2

	TOTAL
	12.018
	6.083
	15.785
	33.886
	3.005
	1.521
	3.946
	8.472
	4,6
	2,3
	6,0
	12,9


(Considerando al 60%)


Para el segundo escenario, el resultado del análisis es el siguiente:

	Vulnerabilidad

(FPS)
	100% matrimonios
	80% matrimonios
	60% matrimonios

	
	Nº Matr.
	Costo estimado
	Nº Matr.
	Costo estimado
	Nº Matr.
	Costo estimado

	
	
	MM$
	MM US$
	
	MM$
	MM US$
	
	MM$
	MM US$

	I
	67.492
	16.873
	25,7
	67.492
	16.873
	25,7
	67.492
	16.873
	25,7

	II
	67.874
	16.969
	25,8
	67.874
	16.969
	25,8
	67.874
	16.969
	25,8

	III
	24.299
	6.075
	9,2
	24.299
	6.075
	9,2
	24.299
	6.075
	9,2

	IV
	28.595
	7.149
	10,9
	28.595
	7.149
	10,9
	
	
	

	V
	8.209
	2.052
	3,1
	
	
	
	
	
	

	Total
	196.470
	49.117
	74,7
	188.261
	47.065
	71,6
	159.666
	39.916
	60,7



Para el tercer escenario, el resultado del análisis es el siguiente:

	Vulnerabilidad

FPS
	100% matrimonios
	80% matrimonios
	60% matrimonios

	
	Nº Matr.
	Costo estimado
	Nº Matr.
	Costo estimado
	Nº Matr.
	Costo estimado

	
	
	MM$
	MM US$
	
	MM$
	MM US$
	
	MM$
	MM US$

	I
	34.532
	8.633
	13,1
	34.532
	8.633
	13,1
	34.532
	8.633
	13,1

	II
	33.731
	8.433
	12,8
	33.731
	8.433
	12,8
	33.731
	8.433
	12,8

	III
	12.664
	3.166
	4,8
	12.664
	3.166
	4,8
	12.664
	3.166
	4,8

	IV
	13.590
	3.398
	5,2
	13.590
	3.398
	5,2
	
	
	

	V
	3.788
	947
	1,4
	
	
	
	
	
	

	Total
	98.305
	24.576
	37,4
	94.517
	23.629
	36,0
	80.927
	20.232
	30,8



Para el cuarto escenario, el resultado del análisis es el siguiente:

	Vulnerabilidad

(FPS)
	Nº de matrimonios según años
	Costo estimado en millones de pesos
	Costo estimado en millones de dólares

	
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total Benef.
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total

	I
	2.431
	1.609
	7.173
	11.213
	608
	402
	1.793
	2.803
	0,9
	0,6
	2,7
	4,3

	II
	1.481
	875
	1.849
	4.205
	370
	219
	462
	1.051
	0,6
	0,3
	0,7
	1,6

	III
	812
	260
	1.004
	2.075
	203
	65
	251
	519
	0,3
	0,1
	0,4
	0,8

	IV
	733
	535
	1.398
	2.665
	183
	134
	349
	666
	0,3
	0,2
	0,5
	1,0

	V
	103
	0
	203
	306
	26
	0
	51
	76
	0,0
	0,0
	0,1
	0,1

	Total
	5.559
	3.279
	11.626
	20.463
	1.390
	820
	2.906
	5.116
	2,1
	1,2
	4,4
	7,8


(Considerando el 100%)


	Vulnerabilidad

(FPS)
	Nº de matrimonios según años
	Costo estimado en millones de pesos
	Costo estimado en millones de dólares

	
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total Benef.
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total

	I
	2.431
	1.609
	7.173
	11.213
	608
	402
	1.793
	2.803
	0,9
	0,6
	2,7
	4,3

	II
	1.481
	875
	1.849
	4.205
	370
	219
	462
	1.051
	0,6
	0,3
	0,7
	1,6

	III
	812
	260
	1.004
	2.075
	203
	65
	251
	519
	0,3
	0,1
	0,4
	0,8

	IV
	733
	535
	1.398
	2.665
	183
	134
	349
	666
	0,3
	0,2
	0,5
	1,0

	Total
	5.456
	3.279
	11.423
	20.157
	1.364
	820
	2.856
	5.039
	2,1
	1,2
	4,3
	7,7


(Considerando el 80%)


	Vulnerabilidad

(FPS)
	Nº de matrimonios según años
	Costo estimado en millones de pesos
	Costo estimado en millones de dólares

	
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total Benef.
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total
	50 años
	60 años
	61 o más
	Total

	I
	2.431
	1.609
	7.173
	11.213
	608
	402
	1.793
	2.803
	0,9
	0,6
	2,7
	4,3

	II
	1.481
	875
	1.849
	4.205
	370
	219
	462
	1.051
	0,6
	0,3
	0,7
	1,6

	III
	812
	260
	1.004
	2.075
	203
	65
	251
	519
	0,3
	0,1
	0,4
	0,8

	Total
	4.723
	2.744
	10.026
	17.492
	1.181
	686
	2.506
	4.373
	1,8
	1,0
	3,8
	6,7


(Considerando el 60%)



El Honorable Senador señor Longueira consultó si existen estadísticas que muestren la distribución etaria de las personas que cumplieron 50 años de casados y posteriormente enviudaron.


La señora Aguayo indicó que de los datos utilizados para este análisis no se puede extraer lo solicitado por Su Señoría.

 
El Honorable Senador señor Letelier señaló que quizás sería conveniente extender el beneficio al 60% de las familias según su ingreso y consultó cuál es el ingreso promedio de ellas según los datos que se manejan en el sistema público.


El asesor del Honorable Senador señor Longueira, señor Pablo Coll, indicó que según la encuesta Casen 2009, el ingreso promedio de los hogares que se encuentran en el tercer quintil asciende a $ 392.000 mensuales.


El Honorable Senador señor Bianchi sugirió a la Comisión hacer una nueva propuesta al Ejecutivo que contemple, por una parte, un margen distinto en cuanto al porcentaje de población vulnerable según la clasificación que realiza la Ficha de Protección Social para la determinación de los beneficiarios del bono, rebajándolo de un 80% a un 60%, y por otra, establecer la distribución del bono durante el primer año para los cónyuges que cumplen cincuenta y cincuenta y cinco o más años de matrimonio, es decir, reducir el lapso de espera para la adquisición del dinero en cinco años, lo que sería posible precisamente en virtud de los recursos adicionales que resultarían de la primera rebaja planteada.


El Honorable Senador señor Longueira reiteró que el problema que se presentaría es el que ya existen expectativas creadas en la gente de la tercera edad, por lo que adoptar modificaciones tan drásticas en este momento, podría significar una decisión equivocada.


En otro orden de ideas, manifestó que de no incluirse a los viudos entre los beneficiados, no apoyaría la iniciativa. Adelantó que este punto será decisivo a la hora de adoptar una posición frente al proyecto, aun cuando no se modifique el ámbito de aquellas personas a las que se pagará en la primera etapa.


Su Señoría propuso mantener el beneficio para quienes cumplan cincuenta o sesenta años de casados, otorgarlo de una vez al 40% más pobre de las personas que tengan cumplidos 51 a 59 años de casados y hacer un calendario para el resto de las parejas que no se encuentran en ese 40%.


El Honorable Senador señor Bianchi manifestó su acuerdo con lo señalado por el Honorable Senador señor Longueira y, en tal sentido, expresó que si el Ejecutivo no acogía estas sugerencias, tampoco favorecería la iniciativa.


En relación con lo señalado en el párrafo anterior, el señor Senador argumentó que, como miembros de la Comisión de la Discapacidad y el Adulto Mayor, tienen la responsabilidad de velar por los intereses de las personas de la tercera edad, siendo de suma importancia que si aquellos que habiendo cumplido el plazo de vida conyugal que es exigido por la regulación enviudan, sean considerados como titulares del derecho a cobrar al menos la mitad del beneficio.


En otro ámbito de consideraciones, agradeció a la representante de la Biblioteca del Congreso Nacional por el informe presentado a la Comisión.


El Honorable Senador señor García consideró razonable la extensión del beneficio a las personas viudas que cumplan las condiciones antes referidas. 


A su vez, el Honorable Senador señor Letelier expresó que una de las indicaciones del Ejecutivo cambia el concepto de “hogar perteneciente al 80% más vulnerable” por “hogar perteneciente a los cuatro primeros quintiles”, pero no innova en el resto del texto del proyecto. Por lo anterior, instó a la analista de la Biblioteca a estudiar los costos para esta alternativa, considerando un calendario de pago de tres años para esos dos primeros quintiles.


El Honorable Senador señor García manifestó que resultaría conveniente esperar que se encuentre resuelto el proyecto de ley que otorga un reajuste al sector público. Indicó que tal como está previsto, el próximo año puede haber un leve déficit fiscal, por lo que cualquier beneficio extra que se quiera otorgar con fondos públicos necesariamente deberá recurrir a las divisas que tiene el Estado en el exterior por el alto precio del cobre en los últimos años, lo que necesariamente generará una baja en el tipo de cambio, perjudicando a los exportadores.


El Honorable Senador señor Longueira coincidió con lo anteriormente expresado y observó que la población de la tercera edad no tiene capacidad de presión, por lo cual puede estimarse que sus únicos representantes frente al Ejecutivo son los miembros de la Comisión.


El Honorable Senador señor García sostuvo que el Ejecutivo está dispuesto a gastar en el primer año de esta ley US$ 20 millones, por lo que podría explorarse la posibilidad de analizar cuál es el rango de personas que podrían beneficiarse si el Gobierno accede a mantener este mismo gasto durante los tres primeros años de vigencia de la ley. Agregó que, a lo menos, debería considerarse como piso para cualquier solicitud de la Comisión el rango de beneficiados que contempla el proyecto tal como hoy está, que abarca al 80% más vulnerable de la población que celebre cincuenta ó sesenta o más años de matrimonio, y mejorar el calendario de pago del bono para las personas que a la fecha de entrada en vigencia de la ley tengan cumplidos entre cincuenta y uno y cincuenta y nueve años de matrimonio.


El Honorable Senador señor Longueira precisó que en el segundo año, el gasto estimado del proyecto cae a US$ 10,3 millones y que el gasto en régimen de la ley es US$ 7,1 millones, por lo que con el esfuerzo extra que propone el Honorable Senador señor García podría acortarse, de manera significativa, la brecha existente para las personas que tengan cumplidos entre cincuenta y uno a cincuenta y nueve años de matrimonio.

El Honorable Senador señor García señaló que mantendrá la postura que sostuvo durante la discusión y votación en la Comisión de Hacienda del Senado, de la cual es miembro, en el sentido de aprobar este proyecto, puesto que otorgar el beneficio en la forma estructurada actualmente resulta mejor que el texto original.

El Honorable Senador señor Letelier insistió en que mediante la fórmula que en este momento contempla esta regulación, se estaría cometiendo un error de política pública y que, en tal sentido, preferiría buscar un acuerdo en la Comisión para rechazar el artículo primero transitorio, que dispone el pago para aquellas personas que cumplen sesenta o más años de matrimonio, por cuanto establece una brecha demasiado alta para el pago del bono a aquellas matrimonios que cumplen cincuenta y uno a cincuenta y nueve años casados.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que para la decisión del asunto, debían esperarse respuestas concretas por parte del Ejecutivo en relación con las sugerencias formuladas por la Comisión. En ese orden de ideas, planteó hacer una consulta expresa al Gobierno, a fin de que explique cuál sería su voluntad sobre las divergencias existentes.

La Coordinadora de Políticas Sociales del Ministerio de Hacienda, señora Candia, señaló que no existía posibilidad de introducir otras modificaciones que atiendan a las exigencias planteadas por los miembros de esta Comisión, salvo aquellas que se presentaron como indicaciones.

Enseguida, presentó un cuadro que da cuenta de las variaciones que el proyecto ha sufrido durante su tramitación en lo relativo a sus costos. Es el siguiente:

Bono Bodas de Oro

Variación proyecto durante su tramitación

	
	Proyecto Original

Agosto 2010
	Proyecto Actual

Diciembre de 2010

	Descripción
	Bono de $250.000 a 

Matrimonios que cumplieron 50 años, entre el 1 de enero de 2010 hasta el 31 de diciembre de 2013.
	Bono de $250.000 a matrimonios que cumplan 50, 60,61 años o más, a partir del 1 de enero de 2010.

	Beneficiarios 2010
	14.707
	40.837

	Costo 2010 (MMUS$)
	7,1
	19,6

	Costo VP (MMUS$)
	26,3
	183,8


Explicó que los costos del proyecto han aumentado a más del doble desde que el Mensaje fuera presentado a tramitación legislativa y que el costo presente ha aumentado en más de siete veces su valor inicial, que era de veintiséis coma tres millones de dólares para llegar a ser aproximadamente de ciento ochenta y tres millones de dólares.

El Honorable Senador señor Longueira consultó a la señora Candia si el Ejecutivo patrocinaría alguna indicación que solucione la situación en que quedarán los viudos con la aprobación de la iniciativa en estos términos, es decir, sin acceso al bono aun cuando hubieren cumplido cincuenta o más años de matrimonio. 

La señora Candia respondió que no se apoyaría aquel punto, en atención a que no se estaría en condiciones de aplicar en esta materia mayores recursos que los que ya se contemplan para cancelar estos dineros, por cuanto tal como se señaló anteriormente, el proyecto ha variado en gran manera en el tema de costos desde su génesis.


Como se señalara precedentemente, la Sala abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones, las que, en conjunto con las presentadas anteriormente, fueron estudiadas por la Comisión.


De ellas, así como del debate de la Comisión y de los acuerdos alcanzados se da cuenta a continuación.

ARTÍCULO 1º


Esta disposición establece un bono extraordinario a los cónyuges que cumplan 50 años de matrimonio, regulando sus condiciones en seis literales.

Letra a)


Este literal requiere, para la procedencia del señalado bono, lo siguiente:


“a) Cumplir 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010. El matrimonio podrá haber sido celebrado en Chile o en un país extranjero, en cuyo caso deberá haber sido inscrito en el registro señalado en el inciso segundo del artículo 135 del Código Civil;”.


Respecto de ella, se presentó la indicación Nº 1, del Honorable Senador señor Longueira, para agregar, después del número 50 y antes de la palabra “años” la frase “o más”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, declaró inadmisible esta indicación por vulnerar 

las normas constitucionales sobre iniciativa exclusiva en materia legislativa de Su Excelencia el señor Presidente de la República, en virtud de lo establecido en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 

Letra e)


Dispone lo siguiente:


“e) Integrar un hogar perteneciente al 80% más vulnerable de la población, de acuerdo con la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace. Los cónyuges deberán pertenecer al mismo hogar o acreditar residencia, ambos o cualquiera de ellos, en un establecimiento de larga estadía para adultos mayores reconocido por la autoridad competente, y”.


Respecto de ella, Su Excelencia el señor Presidente de la República presentó la indicación Nº 2, para sustituir en este literal la oración “Integrar un hogar perteneciente al 80% más vulnerable de la población, de acuerdo con la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace.”, por la siguiente: “Integrar un hogar perteneciente a los cuatro primeros quintiles, de acuerdo al umbral de focalización que resulte de la aplicación de la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace.”.


Analizada esta indicación, fue aprobada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Ruiz-Esquide.

- - - 


Enseguida, el Honorable Senador señor Longueira presentó la indicación Nº 3, para incorporar al artículo 1º, como inciso penúltimo, nuevo, el siguiente:


“También serán beneficiarios de la mitad del bono, todas las personas viudas que hubieren cumplido 50 o más años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, y que cumplan con los requisitos establecidos en las letras anteriores.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, declaró inadmisible esta indicación por incidir en materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el señor Presidente de la República. Lo anterior, en mérito de lo establecido en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 

- - - 


Enseguida, el Honorable Senador señor Longueira presentó la indicación Nº 4, para incorporar un inciso final, nuevo, al artículo 1º, del siguiente tenor:


“Los cónyuges o viudos, que hubieran cumplido 50 o más años de matrimonio, a partir del 1 de enero de 2010, y reúnan los demás requisitos establecidos en este artículo, podrán impetrar el bono o mitad de bono, según corresponda, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, declaró inadmisible esta indicación por vulnerar las normas constitucionales sobre iniciativa exclusiva en materia legislativa de Su Excelencia el señor Presidente de la República, en virtud de lo establecido en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 

- - -

ARTÍCULO 2º


El inciso primero de esta disposición prescribe lo siguiente:


“Artículo 2°.- El bono establecido en esta ley ascenderá a $ 250.000, por matrimonio, y se pagará en iguales partes a cada uno de los cónyuges.”.


A su respecto, el Honorable Senador señor Longueira presentó la indicación Nº 5, que agrega una oración final al inciso primero de esta norma, del siguiente tenor:


“De igual manera, las personas viudas recibirán la mitad del bono establecido en esta ley que ascenderá a $125.000.”.


El Honorable Senador Letelier señaló que considera que la indicación es admisible pues, en el fondo, se enmarca dentro de la idea matriz del proyecto. Explicó que ella es, más bien, una precisión del beneficio fijado por esta iniciativa y no una extensión del mismo.


Puesta en votación, fue desechada por dos votos en contra y una abstención. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Longueira y Ruiz-Esquide. Se abstuvo el Honorable Senador señor Letelier.


El Honorable Senador Longueira fundamentó su voto por considerar que el Ejecutivo acogió la idea de otorgar este beneficio en la forma que Su Señoría propuso en la indicación en estudio, lo que consta en la indicación N° 6 a. 


Asimismo, consideró que ella irrogaba gastos, por lo cual procedía que fuera materia de una indicación del Gobierno.

ARTÍCULO 3º


Dispone lo siguiente:


“Artículo 3°.- Para impetrar el derecho al bono establecido en esta ley, los cónyuges, sea personalmente o debidamente representados, a partir de la fecha del cumplimiento del requisito de la letra a) del artículo 1° y hasta los doce meses siguientes a la verificación de dicha exigencia, deberán presentar conjuntamente su solicitud ante el Instituto de Previsión Social. Se entenderá que renuncian al bono los beneficiarios que no lo soliciten en el plazo antes señalado.”.


Al respecto, el Honorable Senador señor Longueira presentó la indicación Nº 6, que agrega un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“Del mismo modo, para solicitar el derecho a la mitad del bono establecido en esta ley, las personas viudas, deberán dar cumplimiento a lo señalado en el inciso anterior.”. 


Por su parte, Su Excelencia el señor Presidente de la República presentó la indicación N° 6 a, para agregar, como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“Sin embargo, si cualquiera de los cónyuges falleciera dentro del plazo establecido en el inciso anterior, el viudo o viuda podrá impetrar la parte del bono que le corresponda, en la misma oportunidad señalada en el inciso precedente, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicho artículo.”.


Como se consignara precedentemente, el Ejecutivo presentó el siguiente informe financiero complementario en relación a las indicaciones números 6 a y 9 a, fechado el 21 de diciembre de 2010, y suscrito por la señora Rosanna Costa Costa, Directora de Presupuestos.

“1. Las indicaciones tienen por objeto agregar el inciso segundo en el artículo 3° e intercalar los incisos cuarto y quinto nuevos en el artículo primero transitorio, del proyecto de ley que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio.

2. De esta forma, se establece que si cualquiera de los cónyuges que cumplan los requisitos establecidos en el proyecto de ley para acceder al bono, falleciera dentro de los plazos establecidos para impetrar el beneficio, el viudo o viuda podrá acceder a la parte del bono que le corresponda siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo primero y cumpla con el requisito de la letra f) de dicho artículo.

3. Además, se concede el derecho a percibir la mitad del valor del bono, por una sola vez, al viudo o viuda siempre que, a contar del 1° de enero de 2010 hubiere cumplido más de 50 años de matrimonio y cualquiera de los cónyuges falleciere antes de cumplir 60 años de matrimonio.

4. Estas indicaciones no representan un mayor costo fiscal en 2010, para 2011 el mayor costo fiscal será de $260 millones.”.


Puesta en discusión la indicación N° 6, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó que esta indicación le parecía admisible, porque al igual que la anterior, solamente introduce precisiones al beneficio económico ya establecido en el proyecto. 


En votación, fue desechada por dos votos en contra y una abstención. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Longueira y Ruiz-Esquide. Se abstuvo el Honorable Senador señor Letelier.


Enseguida, se analizó la indicación número 6 a. La Coordinadora de Políticas Sociales del Ministerio de Hacienda, señora Alejandra Candia, explicó que ésta contempla la situación de los viudos y que prevé el caso de aquellas parejas en que, cumplidos 50 años de matrimonio, fallece uno de los cónyuges dentro de los doce meses siguientes a esa fecha y antes de impetrarse el beneficio otorgado por la iniciativa.


A este respecto, el Honorable Senador señor Longueira consultó qué pasaría si, con ocasión de la muerte de uno de los cónyuges, el sobreviviente mejora su situación económica por el simple expediente de que el ingreso familiar ya no se distribuye entre dos personas. Señaló que ello podría provocar que, de manera involuntaria, el cónyuge sobreviviente deje de cumplir el requisito de pertenecer a los cuatro quintiles de la población beneficiados con el bono.


La funcionaria del Ministerio de Hacienda señora Candia explicó que esta norma se contempló para evitar que el viudo que no cumplía la condición socioeconómica para impetrar el beneficio cuando estaba casado, lo haga después de enviudar, aduciendo, como razón, que no se requiere este requisito en su situación. 


El Honorable Senador señor Longueira replicó que ese propósito era correcto. Sin embargo, dejó constancia, para los efectos de la historia de la ley, que si un matrimonio cumplió 50 años de nupcias encontrándose dentro de los cuatro quintiles fijados por el proyecto para acceder al bono, se entiende que dicha exigencia sigue cumpliéndose una vez que uno de los cónyuges ha fallecido. En ese caso, agregó, el viudo mantendrá el derecho a impetrar el beneficio.


A continuación, puesta en votación la indicación número 6 a, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes

 de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Ruiz-Esquide.

ARTÍCULO 5º


Esta disposición prescribe lo siguiente:


“Artículo 5°.- El bono será de cargo fiscal y se pagará por el Instituto de Previsión Social, por una sola vez, en la parte que corresponda a cada cónyuge. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos de pago con una o más entidades que garanticen la cobertura nacional. El plazo para el cobro del bono será de seis meses contado a partir de la fecha en que fue ordenado su pago por el mencionado Instituto.”.


La indicación Nº 7, del Honorable Senador señor Longueira, agrega la expresión “o viudo” después de la palabra “cónyuge” y antes del punto seguido.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, declaró inadmisible esta indicación por incidir en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia el señor Presidente de la República. Lo anterior, en mérito de lo establecido en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO


Esta disposición prescribe lo siguiente:


“Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, y reúnan los demás requisitos establecidos en el artículo 1°, tendrán derecho a impetrar, por una sola vez, el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido 60 años de matrimonio. En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.


De igual forma, los cónyuges que durante el año 2010 cumplan 61 o más años de matrimonio y reúnan los demás requisitos exigidos, podrán impetrar, por una sola vez, el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley. Con todo, aquellos cónyuges que cumplan 61 años de matrimonio entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre de 2010, tendrán derecho a impetrar el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido el período de matrimonio mencionado en este inciso.


Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 ó 60 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de 

esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él.


Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.”.


En relación a esta norma, se presentaron las indicaciones números 8, 9 y 9 a.


La número 8, del Honorable Senador señor Longueira, propone suprimir este artículo primero transitorio.


La indicación número 9, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, elimina la segunda oración de su inciso segundo.


La indicación número 9 a, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para intercalar los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto: 


“Con todo, si cumplidos 50, 60 o más años de matrimonio durante el año 2010, cualquiera de los cónyuges fallece, con posterioridad a dicha fecha y antes del término del plazo contemplado para impetrar el derecho a bono, el viudo o viuda mantendrá su derecho a solicitar y cobrar el equivalente a la mitad del monto señalado en el artículo 2°, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.


Los cónyuges que a partir del 1° de enero de 2010, cumplan más de 50 años de matrimonio y cualquiera de ellos falleciera antes de cumplir 60 años de matrimonio, el viudo o viuda tendrá derecho, por una sola vez, a la mitad del bono consagrado en esta ley y podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiese cumplido 60 años de matrimonio, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo primero y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.”.


Puestas en discusión estas indicaciones, el Honorable Senador señor Longueira retiró la indicación número 8, aduciendo que ella tenía por objetivo regular la situación que se producía si la indicación número 1 hubiese sido aprobada. Señaló que como aquella indicación fue declarada inadmisible, la indicación número 8 ha perdido utilidad.


En cuanto a la indicación número 9, los funcionarios del Ministerio de Hacienda presentes en la sesión explicaron que ella tiene por objetivo eliminar una norma que fue aprobada en el trámite constitucional anterior, que de manera transitoria regulaba la situación de las personas que cumplían los requisitos para acceder al bono otorgado por este proyecto entre la fecha de la publicación de la ley y el día 31 de diciembre de 2010.


Señalaron que como esta iniciativa no se despachó antes de ese día, esta oración perdió sentido, por lo cual era pertinente suprimirla.


Puesta en votación la indicación número 9, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Ruiz-Esquide.


En relación con la indicación número 9 a, la funcionaria del Ministerio de Hacienda, señora Candia, explicó que ella tiene por objetivo regular la situación de las personas que, habiendo cumplido 50, 60 o más años de matrimonio durante el año 2010, enviudan antes de impetrar el beneficio.


Puesta en votación la indicación número 9 a, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Ruiz-Esquide.

- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS


Como consecuencia de la discusión y votación de las indicaciones antes reseñadas, vuestra Comisión os propone aprobar el texto aprobado por la Comisión de Hacienda, en su segundo informe,  con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°

Letra e)


Sustituir la oración “Integrar un hogar perteneciente al 80% más vulnerable de la población, de acuerdo con la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace.”, por la siguiente: 


“Integrar un hogar perteneciente a los cuatro primeros quintiles, de acuerdo al umbral de focalización que resulte de la aplicación de la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace.”.(Indicación N° 2, unanimidad 3x0).
Artículo 3°


Agregar como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“Sin embargo, si cualquiera de los cónyuges falleciera dentro del plazo establecido en el inciso anterior, el viudo o viuda podrá impetrar la parte del bono que le corresponda, en la misma oportunidad señalada en el inciso precedente, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicho artículo.”.(Indicación N° 6 a, unanimidad 3x0).
Artículo primero transitorio


Suprimir en el inciso segundo, su segunda oración. (Indicación N° 9, unanimidad 3x0).



Intercalar como incisos cuarto y quinto, nuevos, los siguientes, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:


“Con todo, si cumplidos 50, 60 o más años de matrimonio durante el año 2010, cualquiera de los cónyuges fallece, con posterioridad a dicha fecha y antes del término del plazo contemplado para impetrar el derecho a bono, el viudo o viuda mantendrá su derecho a solicitar y cobrar el equivalente a la mitad del monto señalado en el artículo 2°, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.


Los cónyuges que a partir del 1° de enero de 2010, cumplan más de 50 años de matrimonio y cualquiera de ellos falleciera antes de cumplir 60 años de matrimonio, el viudo o viuda tendrá derecho, por una sola vez, a la mitad del bono consagrado en esta ley y podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiese cumplido 60 años de matrimonio, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo primero y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.”. (Indicación N° 9 a, unanimidad 3x0).


- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 


De ser aprobadas las modificaciones propuestas, el texto del proyecto quedaría como sigue:

“PROYECTO DE LEY


Artículo 1°.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a todos los cónyuges que reúnan los siguientes requisitos:


a) Cumplir 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010. El matrimonio podrá haber sido celebrado en Chile o en un país extranjero, en cuyo caso deberá haber sido inscrito en el registro señalado en el inciso segundo del artículo 135 del Código Civil;


b) Que el matrimonio no hubiese terminado por cualquier causa legal;


c) Que los cónyuges no se encontraren separados de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo III de la ley N° 19.947, de Matrimonio Civil;


d) Que los cónyuges no se encontraren divorciados de conformidad con la Ley de Matrimonio Civil del 10 de enero de 1884;


e) Integrar un hogar perteneciente a los cuatro primeros quintiles, de acuerdo al umbral de focalización que resulte de la aplicación de la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace. Los cónyuges deberán pertenecer al mismo hogar o acreditar residencia, ambos o cualquiera de ellos, en un establecimiento de larga estadía para adultos mayores reconocido por la autoridad competente, y


f) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a cuatro años en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios que otorga esta ley.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda y suscrito además por el Ministro de Planificación, señalará la forma de acreditar la residencia en común. Dicho reglamento también fijará el umbral de focalización que determinará quiénes cumplen con el requisito consagrado en la letra e), y establecerá las demás normas necesarias para la aplicación de esta ley.


Lo establecido en las letras anteriores, no obsta a que puedan ser beneficiarios del bono los cónyuges que, en un segundo o posterior matrimonio, celebrado conforme al ordenamiento jurídico vigente, cumplan con los requisitos señalados precedentemente.


Artículo 2°.- El bono establecido en esta ley ascenderá a $250.000, por matrimonio, y se pagará en iguales partes a cada uno de los cónyuges.


El bono no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

 
El monto del bono se reajustará el 1 de octubre de cada año, en el 100% de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el  Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes de septiembre  del año precedente y el mes de agosto del año en que opere el reajuste respectivo.


Artículo 3°.- Para impetrar el derecho al bono establecido en esta ley, los cónyuges, sea personalmente o debidamente representados, a partir de la fecha del cumplimiento del requisito de la letra a) del artículo 1° y hasta los doce meses siguientes a la verificación de dicha exigencia, deberán presentar conjuntamente su solicitud ante el Instituto de Previsión Social. Se entenderá que renuncian al bono los beneficiarios que no lo soliciten en el plazo antes señalado.


Sin embargo, si cualquiera de los cónyuges falleciera dentro del plazo establecido en el inciso anterior, el viudo o viuda podrá impetrar la parte del bono que le corresponda, en la misma oportunidad señalada en el inciso precedente, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicho artículo.


Artículo 4°.- El Instituto de Previsión Social verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono y ordenará su pago, con todos los antecedentes que disponga el Sistema de Información contenido en el artículo 56 de la ley N° 20.255. Además, el Instituto estará facultado para solicitar al Servicio de Registro Civil e Identificación, al Ministerio de Planificación, a la Policía de Investigaciones de Chile y otros organismos públicos, los datos personales y la información necesaria para verificar el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono.

 
Artículo 5°.- El bono será de cargo fiscal y se pagará por el Instituto de Previsión Social, por una sola vez, en la parte que corresponda a cada cónyuge. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos de pago con una o más entidades que garanticen la cobertura nacional. El plazo para el cobro del bono será de seis meses contado a partir de la fecha en que fue ordenado su pago por el mencionado Instituto.


Artículo 6°.- El Instituto de Previsión Social conocerá y resolverá los reclamos relacionados con las materias del bono de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.880, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social, sin perjuicio de las facultades de esta última.


Artículo 7°.- A quienes perciban indebidamente el bono extraordinario que otorga esta ley, ocultando datos o proporcionando datos falsos, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.

 
Artículo 8°.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la supervigilancia y fiscalización del otorgamiento y pago del bono. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y esta ley. Además, la Superintendencia podrá requerir a los órganos señalados en el artículo 4° los datos personales y la información que fuere necesaria para el ejercicio de las funciones precedentemente indicadas.


El personal del Instituto de Previsión Social y de la Superintendencia de Seguridad Social deberá guardar reserva y secreto absoluto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en virtud del artículo 4°; sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, dicho personal deberá abstenerse de usar los datos recopilados en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, y reúnan los demás requisitos establecidos en el artículo 1°, tendrán derecho a impetrar, por una sola vez, el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido 60 años de matrimonio. En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.


De igual forma, los cónyuges que durante el año 2010 cumplan 61 o más años de matrimonio y reúnan los demás requisitos exigidos, podrán impetrar, por una sola vez, el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley. 


Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 ó 60 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él. 


Con todo, si cumplidos 50, 60 o más años de matrimonio durante el año 2010, cualquiera de los cónyuges fallece, con posterioridad a dicha fecha y antes del término del plazo contemplado para impetrar el derecho a bono, el viudo o viuda mantendrá su derecho a solicitar y cobrar el equivalente a la mitad del monto señalado en el artículo 2°, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.


Los cónyuges que a partir del 1° de enero de 2010, cumplan más de 50 años de matrimonio y cualquiera de ellos falleciera antes de cumplir 60 años de matrimonio, el viudo o viuda tendrá derecho, por una sola vez, a la mitad del bono consagrado en esta ley y podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiese cumplido 60 años de matrimonio, siempre que se encuentre dentro del umbral del focalización que establece la letra e) del artículo primero y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.


Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo tercero.- El primer reajuste al monto del bono se efectuará el 1 de octubre de 2011.".


- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 29 de noviembre, 1, 13 y 15 de diciembre de 2010, y 4 de enero de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, José García Ruminot, Pablo Longueira Montes y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 4 de enero de 2011.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ADECUA LOS PLAZOS VINCULADOS A LAS ELECCIONES PRESIDENCIALES

(6946-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de reforma constitucional señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión que vuestra Comisión dedicó al estudio de esta iniciativa concurrió, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Gómez y Quintana.


Asistieron, especialmente invitados, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, y sus asesores señores Andrés Tagle y Andrés Sotomayor.


Participaron, también, los señores Marcelo Drago y Jorge Claissac, asesores de la Honorable Senadora señora Alvear; el señor Alvaro Pavéz, asesor del Honorable Senador señor Quintana, y el señor Fernando Dazarola, asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio.


También concurrió el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada y el asesor de la Fundación Jaime Guzmán, señor Daniel Montalva.

- - -


Cabe dejar constancia que, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Carta Fundamental, el artículo primero de esta iniciativa debe aprobarse con el voto conforme de las tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio, por incidir en el Capítulo IV de la Constitución Política. Su artículo segundo, en cambio, debe serlo por los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio, por cuanto se refiere al Capítulo XV del Código Político.


Es procedente indicar que este proyecto fue conocido por la Comisión teniendo a la vista otro referido, igualmente, a la fecha de las elecciones presidenciales. Se trata de la Moción de los Honorables Senadores señor Coloma y Novoa, contenida en el Boletín Nº 4.592-07.

 - - -

b. ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

c. A.- JURÍDICOS


a) Constitución Política de la República.


1. Su artículo 25 establece, en su inciso primero, que para ser elegido Presidente de la República se requiere tener la nacionalidad chilena de acuerdo a lo dispuesto en los números 1° ó 2° del artículo 10; tener cumplidos treinta y cinco años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.


Su inciso segundo agrega que el Presidente de la República durará en el ejercicio de sus funciones por el término de cuatro años y no podrá ser reelegido para el período siguiente.


El inciso tercero de este precepto dispone que el Jefe de Estado no podrá salir del territorio nacional por más de treinta días ni en los últimos noventa días de su período, sin acuerdo del Senado.


Por último, su inciso cuarto preceptúa que el Primer Mandatario comunicará con la debida anticipación al Senado su decisión de ausentarse del territorio y los motivos que la justifican.


2. Su artículo 26, en lo que interesa a este informe, establece que la elección del Presidente de la República se efectuará conjuntamente con la de Parlamentarios, noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.


Su inciso segundo añade que si a la elección de Presidente de la República se presentaren más de dos candidatos y ninguno de ellos obtuviere más de la mitad de los sufragios válidamente emitidos, se procederá a una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella resultará electo aquél de los candidatos que obtenga el mayor número de sufragios. Esta nueva votación se verificará, en la forma que determine la ley, el trigésimo día después de efectuada la primera, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente al referido trigésimo día.


El inciso cuarto de este artículo establece que en caso de muerte de uno o de ambos candidatos a que se refiere el inciso segundo, el Presidente de la República convocará a una nueva elección dentro del plazo de treinta días, contado desde la fecha del deceso. La elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria.


Por último, el inciso quinto de esta norma señala que si expirase el mandato del Presidente de la República en ejercicio antes de la fecha de asunción del Presidente que se elija en conformidad al inciso anterior, se aplicará, en lo pertinente, la norma contenida en el inciso primero del artículo 28.


3. Su artículo 27 estatuye, en su inciso primero, que el proceso de calificación de la elección presidencial deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes a la primera o segunda votación, según corresponda.

4. Su artículo 28 regula los efectos de eventuales impedimentos que afecten al Presidente electo.


Sobre el particular, el inciso segundo de este precepto dispone que, si el impedimento del Presidente electo fuere absoluto o debiere durar indefinidamente, el Vicepresidente, en los diez días siguientes al acuerdo del Senado adoptado en conformidad al artículo 53 número 7, expedirá las órdenes convenientes para que se proceda, dentro del plazo de sesenta días, a nueva elección en la forma prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones. La elección deberá efectuarse en un día domingo. Agrega que, el Presidente de la República así elegido, asumirá sus funciones en la oportunidad que señale esa ley, y durará en el ejercicio de ellas hasta el día en que le habría correspondido cesar en el cargo al electo que no pudo asumir y cuyo impedimento hubiere motivado la nueva elección.


5. Su artículo 29 contiene la normas referidas a la subrogación del Jefe de Estado y a la vacancia en este cargo.


Respecto de la vacancia, el inciso cuarto de este artículo dispone que si ella se produjere faltando dos años o más para la próxima elección presidencial, el Vicepresidente, dentro de los diez primeros días de su mandato, convocará a los ciudadanos a elección presidencial para el sexagésimo día después de la convocatoria, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente. El Presidente que resulte elegido asumirá su cargo el décimo día después de su proclamación.


Su inciso final preceptúa que el Primer Mandatario así elegido durará en el cargo hasta completar el período que restaba a quien se reemplace y no podrá postular como candidato a la elección presidencial siguiente.


6. Su artículo 53 enumera las atribuciones exclusivas del Senado.


El número 6) de esta norma faculta al Senado para otorgar su acuerdo para que el Presidente de la República pueda ausentarse del país por más de treinta días o en los últimos noventa días de su período.


7. Su artículo 129 regula la convocatoria a plebiscito. Su inciso primero dispone que éste deberá efectuarse dentro de los treinta días siguientes a aquél en que ambas Cámaras insistan en el proyecto aprobado por ellas, y se ordenará mediante decreto supremo que fijará la fecha de la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta días ni después de sesenta, contado desde la publicación de dicho decreto. Transcurrido este plazo sin que el Presidente convoque a plebiscito, se promulgará el proyecto que hubiere aprobado el Congreso.


b) Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


c) Ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.


d) Ley N° 18.460, Orgánica Constitucional sobre el Tribunal Calificador de Elecciones.

B.- DE HECHO

Mensaje





En los fundamentos de esta iniciativa, el Presidente de la República explica que este proyecto pretende hacerse cargo de la serie de dificultades que ha dejado en evidencia el mecanismo de la segunda vuelta en las elecciones presidenciales.





En efecto, dice, la experiencia de las últimas tres elecciones presidenciales demuestra que los ciudadanos se ven enfrentados a participar en la elección del Presidente de la República en pleno período de vacaciones, afectando no sólo a cada elector inscrito, sino que también a todo su grupo familiar.





En segundo lugar, previene que la dificultad anotada en el párrafo anterior también afecta el turismo nacional, toda vez que la decisión del lugar de destino así como el período de permanencia en éste dependerá directamente de la procedencia de la segunda vuelta, perjudicando la actividad turística.





Advierte, además, que cuando se implemente el nuevo sistema de inscripción automático y voto voluntario, la abstención puede aumentar significativamente en el caso de una elección en el mes de enero. Esto, anota, puede ser especialmente grave en el caso de los jóvenes, respecto de quienes la elección ocurriría claramente durante su periodo de vacaciones. Agrega que ha de tenerse en cuenta que la participación de los jóvenes en los últimos años ha sido deficitaria, situación que se puede incrementar con la inscripción automática.





A raíz de lo anterior, puntualiza que se deben armonizar los distintos intereses ciudadanos, ampliando las facilidades para participar en los procesos eleccionarios y compatibilizar aquello con el ejercicio de otros derechos.





Para alcanzar este propósito, señala que con esta iniciativa se pretende facilitar el ejercicio del derecho a sufragio y el desarrollo de la democracia.





En concreto, manifiesta que los objetivos de este proyecto de ley son:





a) adelantar la fecha de las elecciones presidenciales;





b) reformar diversos plazos vinculados con elecciones especiales;





c) armonizar las fechas de elecciones especiales con el nuevo sistema de inscripción automática, y





d) modificar la fecha del cambio de mando a partir del año 2018, adelantándola al 1 de marzo.

Texto aprobado por la Cámara de Diputados





En el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados, en cuanto a las fechas para celebrar la elección de Presidente de la República, propone que ella se realice el segundo domingo de noviembre del año anterior al que deba cesar en el cargo el Jefe de Estado que esté en funciones, estableciéndose la segunda vuelta para el quinto domingo posterior a la primera votación.





Por otra parte, se armoniza la enmienda recién referida con las elecciones de Primer Mandatario que se deben realizar en casos especiales:





a) Para el caso de muerte de uno o de ambos candidatos antes de la segunda vuelta, el proyecto plantea convocar a una nueva elección en diez días contados desde el deceso, en vez de treinta, como ordena la norma vigente. Agrega que la elección se efectuará ciento veinte días después, si fuere domingo, o, si así no fuere, el domingo siguiente, en vez de los noventa días que exige la norma en vigor.





b) En el evento que el Jefe de Estado estuviere impedido absoluta o indefinidamente, la modificación aprobada plantea que la nueva elección se celebre ciento veinte días después de la convocatoria, si él fuere domingo, o el día domingo siguiente, en vez de los sesenta días contemplados en la norma actual.





c) Si vaca el cargo de Primer Mandatario faltando dos años o más para la próxima elección presidencial, la enmienda aprobada por la Cámara de Diputados propone aumentar de sesenta a ciento veinte días el plazo para celebrar la elección de nuevo Presidente.





Respecto de la calificación de la elección presidencial, la Cámara de origen -coincidiendo con el Mensaje- establece que dicho proceso deberá concluirse dentro de los quince días siguientes, tratándose de la primera votación, o dentro de los treinta días siguientes, si hubiere segunda vuelta.





Seguidamente, se propone modificar el plazo de la restricción para el Presidente de la República en ejercicio de no poder salir del territorio nacional en los últimos noventa días de su período, sin acuerdo del Senado, aumentándolo a ciento veinte días.





Luego, se modifica el artículo 129 de la Carta Fundamental con el fin de adecuarlo a las enmiendas anteriores, aumentándose a ciento veinte días el plazo -hoy vigente- de entre treinta y sesenta días para celebrar una votación plebiscitaria.





Por último, se agrega una disposición transitoria a la Carta Fundamental, tendiente a acortar el plazo que transcurriría entre la elección presidencial y la fecha en que el presidente electo asume su mandato para, al mismo tiempo, hacerlo coincidir con el que usualmente constituye el término del período de vacaciones. Se establece así que el periodo que se iniciará el 11 de marzo de 2014 terminará el día 1 de marzo de 2018, fecha en que asumirá el Presidente Electo en las elecciones a realizarse el año 2017. La misma fecha se fija para el término de los diputados que asuman sus cargos el 11 de marzo de 2014.





Esta disposición transitoria, en su inciso segundo, precisa que los Senadores que asuman sus cargos el 11 de marzo de 2014 finalizarán su mandato el 1 de marzo de 2022, y que quienes asuman su mandato el 11 de marzo de 2018 lo completarán el 1 de marzo de 2026.

DISCUSIÓN EN GENERAL





Al iniciarse la discusión en general de esta iniciativa, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Larroulet, señaló que ella determina nuevas fechas para la elección de Presidente de la República y contempla otros ajustes para plebiscitos; elecciones especiales e inicio del período presidencial.





Admitió que también existe una Moción de los  Honorables Senadores señores Coloma y Novoa, que busca adelantar la fecha de los comicios para elegir al Jefe de Estado y fija un plazo de cinco semanas entre las dos vueltas electorales, para el caso de que fuera necesario efectuar balotaje. Sin embargo, advirtió, esta Moción no se hace cargo de una serie de ajustes de fechas que es necesario efectuar en el texto constitucional, ni propone adelantar el inicio del cambio de mando.





En efecto, insistió, el Mensaje uniforma los plazos entre las elecciones ordinarias y aquellas excepcionales que deben efectuarse en los casos de subrogancia y de vacancia en el cargo de Jefe de Estado. Asimismo, agregó, corrige los plazos para que el Primer Mandatario pueda salir del país en la última parte de su período y, finalmente, ajusta los términos para efectuar los plebiscitos sobre reforma constitucional. Adicionalmente, se modifica la fecha en que el Presidente de la República asumiría su cargo, lo que, a su vez, exige enmendar los períodos de duración de los Diputados y Senadores elegidos en las dos próximas elecciones parlamentarias.





Informó que todo lo anterior, a su vez, sería coherente con los mecanismos y plazos que se prevé establecer en la nueva ley que regulará las inscripciones automáticas y el voto voluntario.





Hizo presente que en relación con la misma Moción, el Honorable Senador señor Longueira presentó indicaciones para disminuir a tres el número de semanas que debe transcurrir entre la primera y segunda vuelta electoral.





En consecuencia, agregó, existe un importante grado de acuerdo entre las proposiciones Parlamentarias y las normas contenidas en el Mensaje del Ejecutivo. La diferencia fundamental, a su juicio, dice relación con el lapso que debe transcurrir entre la primera y la eventual segunda vuelta, pero ambas iniciativas también en este punto coinciden en que la segunda vuelta no se realice más allá de un límite razonable dentro del mes de diciembre.





Respondiendo a consultas de diversos señores Senadores, el asesor del Secretario de Estado, señor Tagle, complementó la exposición del señor Ministro aportando diversos alcances sobre esta iniciativa y puso de relieve que ella concuerda en medida significativa con la Moción que los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa sometieran a trámite legislativo buscando objetivos similares a la iniciativa en discusión.





Explicó que esta Moción fija la primera vuelta el segundo domingo de noviembre y la segundo vuelta el quinto domingo posterior. En cambio, precisó, el texto original del Mensaje del Gobierno propone realizar el primer acto electoral el tercer domingo de noviembre y, el segundo, cuatro domingos después. Es decir, el lapso entre uno y otro disminuye en una semana, pero el proceso se completa, en ambos casos, en una misma fecha.





Enfatizó que lo más relevante de estas enmiendas es la fecha en que se efectúe la segunda vuelta, de manera que ésta no coincida o sea muy próxima al 8 de diciembre, de forma que pueda darse un fin de semana largo y mucha gente no esté en su lugar de votación y, por tanto, aumente la abstención. Por otro lado, acotó, se debe evitar fijar la segunda vuelta muy cerca de la Navidad.





Hizo presente que, sin embargo, en el primer trámite constitucional se modificó el proyecto del Ejecutivo aumentando a cinco las semanas entre una y otra vuelta electoral.





Advirtió, asimismo, que para definir el término adecuado entre las dos vueltas electorales hay que considerar que en ese lapso el Tribunal Calificador de Elecciones debe calificar la primera vuelta y definir quienes competirán en segunda vuelta. Para ello, dispone de un plazo de quince días.





Además de lo anterior, debe considerarse un período razonable para distribuir los materiales necesarios para realizar la segunda votación. Para ello, de acuerdo a la proposición del Gobierno, habría 13 días, lo que consideró suficiente.





Desde este punto de vista, añadió, en caso de acogerse la propuesta del Honorable Senador señor Longueira, los tiempos se estrecharían peligrosamente.





Por todo lo anterior, concluyó, el Gobierno estima necesario insistir en su proposición original, lo que probablemente materialice durante la discusión en particular de esta iniciativa.





El Honorable Senador señor Espina hizo notar que sobre estas materias en el Senado ya se ha aprobado una Moción Parlamentaria, por lo que, en su opinión, lo lógico habría sido que el Ejecutivo presentara en el trámite de esta iniciativa parlamentaria las indicaciones que hubiere estimado necesarias.





Manifestó que, siendo tan limitado el ámbito de la iniciativa legislativa de los Parlamentarios, debe respetarse la autoría de los Senadores que, antes que lo hiciera el Gobierno, habían abierto una discusión sobre un tema relevante a partir de proposiciones serias, concretas y bien fundadas.





En cuanto al contenido del mensaje en debate, afirmó que lo relevante en esta materia es adelantar la fecha de elección del Presidente de la República más que discutir cuántas semanas deben transcurrir entre la primera y la segunda vuelta. En este último aspecto, dijo, lo sustancial es solamente asegurar un plazo razonable para calificar las votaciones.





Opinó que la elección del Jefe de Estado debe hacerse lo más anticipadamente posible a la celebración de la Navidad.





Resaltó que un punto que no comparte de la propuesta del Gobierno es lo relativo a adelantar al 1 de marzo el inicio del mandato presidencial. Sostuvo que la fecha actual ha demostrado ser conveniente por diversas razones. En cambio, agregó, adelantarla implicaría una serie de trastornos que no se justifican.





El Honorable Senador señor Larraín coincidió en que, habiendo en trámite mociones parlamentarias, se debería legislar, sobre las respectivas materias, con respeto a las iniciativas ya en curso.





Insistió en que, si lo estima necesario, el Ejecutivo bien podría formular indicaciones a las mociones en trámite, antes que iniciar nuevas discusiones a partir de mensajes propios.





Respecto de la iniciativa en debate, planteó que la elección del Presidente de la República debía hacerse lo más tarde posible, por ejemplo, dijo, el cuarto domingo de noviembre. De esta forma, argumentó, el plazo desde la elección a la asunción en el cargo sería, también, más breve.





En cuanto a la fecha de la segunda vuelta, sugirió hacerla en el menor plazo posible después de efectuada la primera, proponiendo al efecto el tercer domingo de diciembre.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, también consideró importante que el Ejecutivo tenga en cuenta, al momento de presentar una iniciativa legal, las mociones en trámite en el Congreso Nacional. Afirmó que, cualquiera sea el sector político que gobierne y el que esté en la Oposición, en lo sucesivo, este punto debe considerarse para asegurar las mejores relaciones posibles entre ambos Poderes del Estado.


En lo tocante a la fecha en que debería efectuarse la segunda vuelta electoral, planteó que debe legislarse con responsabilidad y, por lo tanto, precaverse, en todo lo que sea posible, de correr riesgos innecesarios. Para ello, sostuvo que entre la primera y la segunda votación -considerando las tareas que deben cumplirse en ese período y las dificultades que presenta la geografía de nuestro país para repartir votos y demás materiales eleccionarios- deben transcurrir, al menos, cuatro semanas.


Haciéndose cargo de las observaciones anteriores, el Ministro señor Larroulet explicó que, además de la Moción de los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa, en el Parlamento simultáneamente existían otras Mociones referidas a este mismo tema. Agregó que, como no era posible refundir todas ellas, el Gobierno optó por tramitar su propia iniciativa.





Enfatizó, además, que el interés del Ejecutivo es que, habiéndose completado el primer trámite constitucional de su Mensaje y advirtiendo el alto grado de coincidencia entre éste y la Moción de los mencionados señores Senadores, se decidió hacer presente la urgencia para el despacho del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados.


Resaltó que, en todo caso, el Ejecutivo en estas situaciones tiene como política dejar constancia de esta circunstancia en el propio texto del Mensaje, durante el debate parlamentario y en la ceremonia de promulgación de las respectivas leyes.


En cuanto a adelantar al 1 de marzo la fecha de asunción del Primer Mandatario, aseguró que lo que se busca con ello es abreviar el plazo que el Presidente Electo debe esperar para asumir sus funciones; sobre todo, enfatizó, si en esta misma iniciativa se propone adelantar la fecha de las elecciones.

APROBACIÓN EN GENERAL


Teniendo en cuenta los antecedentes referidos y los fundamentos expresados por los representantes del Ejecutivo, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, puso en votación en general el proyecto, siendo aprobado por cuatro votos a favor. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín.


Al fundar su voto, el Honorable Senador señor Espina reiteró que si bien comparte, en general, las proposiciones de este proyecto de reforma constitucional, estimaba que constituye un error del Ejecutivo no considerar debidamente el trámite que ha seguido la Moción de los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa sobre la misma materia.

- - -


En virtud del acuerdo precedente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la aprobación en general de esta iniciativa, cuyo texto es el siguiente:

“PROYECTO DE REFORMA CONTITUCIONAL


“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República de Chile:



1. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 25, la frase "los últimos noventa días" por los términos "los últimos ciento veinte días".



2. Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:



i) Reemplázanse en el inciso primero las oraciones "noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.", por los términos: "el segundo domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.".



ii) Sustitúyense en el inciso segundo las oraciones "el trigésimo día después de efectuada la primera, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente al referido trigésimo día.", por las expresiones "el quinto domingo después de efectuada la primera.". 



iii) Reemplázase en el inciso cuarto la expresión  "treinta días" por los términos "diez días" y sustitúyese la oración "La elección se celebrará el domingo más cercano al nonagésimo día posterior a la convocatoria.", por las siguientes: "La elección se celebrará ciento veinte días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".



3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 27 por el siguiente:



"Artículo 27.- El proceso de calificación de la elección presidencial deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes tratándose de la primera votación o dentro de los treinta días siguientes tratándose de la segunda votación.".



4. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 28, las oraciones "expedirá las órdenes convenientes para que se proceda, dentro del plazo de sesenta días, a nueva elección en la forma prevista por la Constitución y la Ley de Elecciones. La elección deberá efectuarse en un día domingo.", por las siguientes: "convocará a una nueva elección presidencial que se celebrará ciento veinte días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".



5. Sustitúyense en el inciso cuarto del artículo 29 las expresiones "el sexagésimo día" por los términos "ciento veinte días".



6. Reemplázanse en el número 6) del artículo 53 las expresiones "noventa días" por los términos "ciento veinte días".



7. Sustitúyense en el inciso primero del artículo 129 la frase "la votación plebiscitaria, la que no podrá tener lugar antes de treinta días ni después de sesenta, contado desde la publicación de dicho decreto.", por la que sigue: "la votación plebiscitaria, la que se celebrará ciento veinte días después de la publicación de dicho decreto si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.".



Artículo segundo.- Agrégase la siguiente disposición transitoria: 



"Vigésima sexta.- El Presidente de la República y los diputados que asuman el día 11 de marzo de 2014, finalizarán su período el 1 de marzo de 2018.



Los senadores que asuman en el cargo el día 11 de marzo de 2014, finalizarán su período el 1 de marzo de 2022. Los senadores que asuman en el cargo el día 11 de marzo de 2018 finalizarán su período el 1 de marzo de 2026.



Los períodos señalados en los incisos anteriores se entenderán completos para todos los efectos constitucionales y legales.".".

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 10 de enero de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 13 de enero de 2011.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LEY N° 20.248, DE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL.

(7187-04)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma“.

Cabe señalar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

A la sesión en que la Comisión analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, en representación del Ejecutivo:

- Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Joaquín Lavín; el Subsecretario, señor Fernando Rojas; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Felipe Silva; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Orlando Chacra, y el Asesor, señor Pablo Eguiguren.
- De la Secretaría General de la Presidencia, la Asesora, señora Catalina Salazar.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El presente proyecto de ley tiene por objetivo introducir una serie de modificaciones a la ley Nº 20.248, que establece una Subvención Escolar Preferencial, a fin de aumentar dicha subvención, flexibilizar el uso de estos recursos y adecuar esta ley a la ley Nº 20.370, que establece la Ley General de Educación.

- - -

Durante la discusión general del proyecto, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista, las entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:

- Del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresa, de la Universidad Diego Portales, el Director, señor Gregory Elacqua. 

- De la Fundación Chile, el Jefe de Estudios del Área de Educación, señor Gonzalo Muñoz.
- De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: los Asesores, señora Macarena Lobos y señor Pedro Montt.
- De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Felipe Rössler.
Todos los documentos recibidos y los acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Los artículos 1° y 19 números 10º y 11° de la Constitución Política de la República.


2.- La ley Nº 20.248, que establece una Subvención Escolar Preferencial.

3.- La ley N° 20.370, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que da inicio al presente proyecto de ley, señala que esta iniciativa legal tiene por objeto introducir una serie de modificaciones a la ley Nº 20.248, de Subvención Escolar Preferencial. Acota que estas modificaciones buscan: aumentar la subvención escolar preferencial; perfeccionar algunos mecanismos que están actualmente establecidos en esta ley, los cuales han dificultado los procedimientos que se llevan a cabo para su correcta implementación y, de este modo, hacer de la subvención escolar preferencial un instrumento que contribuya a la mejora de los resultados de aprendizaje de los estudiantes más vulnerables del país, y adecuarla a la ley Nº 20.370, Ley General de Educación.

Enseguida, comenta que el Programa de Gobierno contempla duplicar la subvención en un plazo de ocho años, compromiso que fue reiterado en el Mensaje Presidencial del 21 de mayo, al anunciar para el año 2010 un aumento de la subvención para los alumnos más vulnerables del país. Bajo este contexto, señala que el presente proyecto de ley tiene por objeto cumplir dicho compromiso al proponer un aumento de la subvención escolar preferencial, establecida en la ley N° 20.248. Sobre este mismo particular, explica que esta subvención está dirigida a los alumnos definidos como prioritarios, dada su condición de vulnerabilidad socioeconómica, y que asistan a establecimientos educacionales subvencionados que hayan firmado el “Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa”, de acuerdo a lo dispuesto en el mismo cuerpo legal.

No obstante, acota, que la evidencia internacional demuestra que todos los alumnos pueden alcanzar altos niveles de aprendizaje, y en el caso de los alumnos con mayores niveles de vulnerabilidad socioeconómica se necesita de una mayor inversión. Por esto, continúa, se ha reconocido la necesidad de focalizar los recursos en estos alumnos, entregándoles un financiamiento diferenciado según su nivel socioeconómico.

Actualmente, informa que la subvención escolar preferencial llega al 45% de los niños que asisten a establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación y que si bien se recoge el principio de focalización mencionado precedentemente, al establecer los criterios que permiten determinar quiénes son prioritarios, es posible mejorar la orientación de la entrega de estos recursos, con el objetivo de beneficiar a los alumnos que dentro de la clasificación de prioritarios son los más vulnerables.

Por otra parte, sostiene que se debe tener en cuenta que esta ley ha tenido una serie de dificultades que han obstaculizado su implementación. Al respecto, señala que se pueden mencionar las diversas limitaciones y cargas administrativas que se imponen a los establecimientos educacionales, especialmente a sus equipos directivos. Por esta razón, arguye que resulta fundamental realizar una serie de ajustes a este cuerpo legal de forma de lograr un mayor impacto de los recursos que se están invirtiendo en los alumnos más vulnerables. Asimismo, hace presente que el Ministerio de Educación está trabajando en forma paralela en la optimización de los procesos internos del sistema de subvención escolar preferencial.

Finalmente, explica que este proyecto de ley actualiza las referencias que mantiene la ley N° 20.248 con el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, actualmente derogada, adecuando de esta manera dichas remisiones a la ley Nº 20.370, Ley General de Educación, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado consta en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2010, del Ministerio de Educación.

En cuanto a los contenidos fundamentales de esta iniciativa legal, menciona a la focalización y aumento de la subvención escolar preferencial. Indica que este proyecto de ley propone un incremento de la subvención escolar preferencial, que beneficiará a todos los alumnos prioritarios. Sin perjuicio de lo anterior, hace presente que este aumento se distribuirá de manera diferenciada, con la finalidad de beneficiar a los que más lo requieren. Enseguida, explica que lo anterior se realizará aumentando en forma escalonada los factores de cálculo que determinan el pago de la subvención escolar preferencial y los aportes adicionales que se entregan a los establecimientos educacionales. En esta misma línea, arguye que para los alumnos identificados como prioritarios que pertenezcan al 20% más vulnerable del país el incremento propuesto ascenderá a un 28% y para el resto a un 14%.

Por otra parte, refiere que esta ley clasifica a los establecimientos educacionales según los resultados de aprendizaje de sus alumnos en las siguientes categorías: autónomo, emergente o en recuperación. Luego, precisa que si bien todos los establecimientos educacionales reciben igual cantidad de recursos, se diferencian en la forma en que éstos se entregan. Posteriormente, precisa que esta entrega depende directamente de la categoría en que es clasificado un establecimiento educacional, creándose así una suerte de gradiente de autonomía en la disponibilidad de los fondos, según el nivel de desempeño de los establecimientos educacionales, reconociendo que tienen un mayor grado de autonomía aquéllos que demuestren un mejor nivel de desempeño.

En cuanto a las áreas y las dimensiones en que se pueden utilizar estos recursos, indica que éstas están definidas por ley en el Plan de Mejoramiento Educativo que debe elaborar cada sostenedor con el objeto de cumplir con el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa. Comenta que si bien dichas áreas son amplias y las acciones que comprenden cada una no son taxativas, han surgido una serie de dudas sobre el destino de estos recursos que el presente proyecto de ley busca despejar.

En relación al Plan de Mejoramiento Educativo, señala que se propone entregar mayor autonomía a los sostenedores para que éstos puedan focalizar los recursos en las áreas que consideren más deficitarias. Con este propósito, informa que se faculta al sostenedor, al elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo, para elegir dentro de las áreas o dimensiones que establece la ley al menos una de ellas y no obligarlo a adoptarlas todas, ya que dichas obligaciones no siempre se ajustan a las necesidades reales de los establecimientos educacionales.

Sobre este mismo tema, indica que todas las modificaciones propuestas buscan establecer claramente qué gastos pueden ser financiados vía subvención escolar preferencial. Para estos efectos, arguye que se incluyen dentro de las acciones en el área de gestión de recursos: la preparación y la capacitación de los equipos directivos; la consagración de incentivos al desempeño de éstos, de los docentes y de otros funcionarios del establecimiento educacional, basados en instrumentos transparentes y objetivos, y la contratación de personal. Acota que estas modificaciones buscan que los sostenedores puedan generar capacidades técnicas y pedagógicas permanentes al interior de sus establecimientos educacionales. Enseguida, recalca que con estas reformas se pretende dejar establecido en la ley que estas acciones pueden ser parte del Plan de Mejoramiento Educativo y que será el propio sostenedor quien decidirá de manera autónoma cuáles son sus mayores necesidades y cuál es la mejor manera de enfrentarlas.

Por otra parte, señala que en el área de gestión de recursos, se faculta a los sostenedores municipales para que puedan utilizar recursos en evaluaciones docentes complementarias a las que regula la ley Nº 19.070. Finalmente, sostiene que respecto de los establecimientos educacionales clasificados como “emergentes”, se propone ampliar las posibilidades de utilización del aporte de recursos adicionales que se les otorgan para financiar los compromisos del Plan de Mejoramiento Educativo.

En lo que dice relación con la autonomía de los sostenedores, comenta que actualmente la ley establece que el Ministerio de Educación deberá proponer a los municipios rurales y a los establecimientos educacionales municipales rurales Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre los establecimientos educacionales de distintas comunas, con apoyo del Ministerio de Educación. Sin embargo, señala que dadas las especiales condiciones de los establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docente, así como aquellos de multigrado o en situación de aislamiento, se plantea modificar la obligación del Ministerio de Educación de proponer Planes de Mejoramiento a desarrollar conjuntamente entre las distintas comunas, para que esta facultad opere previo requerimiento de los respectivos municipios rurales. De esta forma, arguye que cada municipio será el responsable del resultado de los establecimientos educacionales que administra, decidiendo si les resulta más eficiente actuar individualmente o en conjunto con otras comunas. Con todo, recalca que esta ley permite, independiente de la clasificación de los establecimientos educacionales que los sostenedores puedan asociarse para recibir apoyo pedagógico.
Con respecto a los establecimientos educacionales “autónomos”, comenta que se evalúa el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en especial la retención de los alumnos prioritarios con dificultades académicas, y el cumplimiento de los logros académicos de todos los alumnos. Acota que dentro de las obligaciones que establece la ley que debe contemplar dicho Convenio está la rendición de cuentas del uso de los recursos de la subvención escolar preferencial, en cuya virtud el sostenedor debe presentar anualmente al Ministerio de Educación un informe relativo al uso de éstos y de los demás aportes que la ley contempla. Además, informa que esta rendición debe realizarse respecto de todos los recursos recibidos por concepto de subvención escolar preferencial. Sin perjuicio de lo anterior, reconoce que este proceso concentra gran parte de la labor de los equipos directivos de los establecimientos educacionales, por lo que este proyecto de ley propone que aquéllos que han demostrado un buen rendimiento escolar y que hayan sido clasificados en la categoría de “autónomos” se les exima de esta obligación. Cabe tener en cuenta que lo anterior no obsta a que el Ministerio de Educación fiscalice el adecuado uso de los recursos.

En el caso de los establecimientos educacionales “en recuperación”, señala que el trabajo que realiza el Ministerio de Educación es mucho más fuerte que en las otras dos categorías, por cuanto se estima que los establecimientos educacionales que han mostrado un bajo desempeño académico requieren de una serie de medidas especiales que la ley contempla. Enseguida, informa que si la escuela clasificada “en recuperación” decide apelar de esta clasificación, éstas deberán ser evaluadas por un panel de expertos con el objetivo de que emita un informe respecto de dicha clasificación, el cual deberá ser considerado por el Subsecretario de Educación al resolver la apelación. Comenta que este panel se conforma por tres personas: una, designada por el Ministerio de Educación; otra, por el sostenedor del establecimiento educacional, y otra, que corresponderá a una persona o entidad evaluadora externa incorporada al Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación.

En efecto, indica que para potenciar la mejora de los resultados de estos establecimientos educacionales el presente proyecto de ley modifica algunas de dichas medidas, destacando, entre otras, la propuesta de agilizar el proceso de apelación, homologándolo a los procesos de las otras categorías, para que de este modo los establecimientos educacionales calificados “en recuperación” puedan destinar sus esfuerzos a la mejora de los resultados. Con este objetivo, precisa que se elimina la evaluación del panel de expertos, ya que se estima que no es necesaria una instancia que reevalúe una clasificación que se realiza en base a criterios objetivos como el SIMCE.

Por otra parte, indica que los sostenedores de los establecimientos educacionales “en recuperación” tienen obligaciones adicionales al Plan de Mejoramiento Educativo. Para estos efectos, indica que la ley prescribe, entre otras cosas, que deben cumplir con el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación” que establezca un equipo tripartito conformado por un representante del Ministerio de Educación, por el sostenedor o por un representante que éste designe, y por una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, incorporada al Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, del Ministerio de Educación, elegida por el sostenedor.

Acota que el presente proyecto propone modificar la forma en que los establecimientos educacionales “en recuperación” deben cumplir con las mencionadas obligaciones adicionales al Plan de Mejoramiento Educativo, reconociendo una mayor relevancia y autonomía al trabajo del propio establecimiento educacional. Por esta razón, arguye que se elimina la participación de un equipo tripartito, obligando al sostenedor a elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”. Sin perjuicio de lo anterior, informa que para su elaboración podrá contar con el apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, incorporada al Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, del Ministerio de Educación. Luego, hace presente que dicho Plan deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación y que se debe tener en cuenta que los establecimientos educacionales clasificados en esta categoría arriesgan perder su reconocimiento oficial. 

En cuanto al cumplimiento de la obligación de aplicar las medidas de reestructuración contenidas en el Plan, informa que la ley entrega las siguientes atribuciones: redestinación de tareas y/o funciones; destinación del docente a otro establecimiento educacional del mismo sostenedor; y desarrollo de planes de superación profesional para los docentes. En esta área, explica que este proyecto de ley propone otorgar nuevas atribuciones para los sostenedores, tales como: facultarlos para utilizar estos recursos en el financiamiento de dichas reestructuraciones, y declarar vacante el cargo de director, llamando a concurso para proveerlo. Precisa que todo ello en consideración a la importancia de los líderes escolares en la mejora de los resultados del establecimiento educacional.

Posteriormente, recuerda que para que los sostenedores de los establecimientos educacionales “en recuperación” lleven a cabo las obligaciones adicionales del Plan de Mejoramiento Educativo, el Ministerio de Educación realiza un aporte económico extraordinario, cuya rendición debe ser visada por una persona o entidad externa. No obstante lo anterior, estima que el rol de fiscalizar la rendición y el buen uso de los recursos es una atribución que compete al Ministerio de Educación y no a entidades privadas. Por esta razón, propone eliminar dicha disposición, puesto que considera que no tiene sentido que los recursos de la subvención escolar preferencial se destinen a financiar acciones que puede realizar el propio Ministerio de Educación.

Actualmente, indica que la ley establece que si el establecimiento “en recuperación” no logra los resultados académicos esperados, el Ministerio de Educación informará a toda la comunidad escolar dicha situación y ofrecerá a las familias la posibilidad de buscar otro centro educativo. Sin embargo, señala que para que surtan efectos estas medidas se debe apoyar a las familias que decidan cambiar a sus hijos de establecimiento educacional y no cuenten con suficientes recursos para hacerse cargo del gasto que ello pudiese significar. Con este objetivo, señala que este proyecto de ley otorga facilidades de transporte para acceder al otro centro educativo y perfecciona los mecanismos de información. De esta manera, explica que se fortalece la participación de los apoderados en el proceso educativo de sus hijos, entregándoles más herramientas para ejercer su derecho a elegir el establecimiento educacional.

En lo referente a la excesiva carga de trabajo administrativo que enfrentan los directores de establecimientos educacionales, señala que este proyecto de ley propone ciertas normas tendientes a simplificar su gestión, para que así puedan abocarse al mejoramiento de la calidad de la educación.

En primer lugar, recuerda la obligación de los sostenedores de establecimientos educacionales adscritos al régimen de subvención escolar preferencial de mantener a disposición del Ministerio de Educación, por un período mínimo de cinco años, un estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos provenientes del sector público y de los gastos, y de enviar al Ministerio de Educación dicho estado de resultados cuando uno o más de los establecimientos educacionales bajo su administración estén clasificados como “emergentes” o “en recuperación”. A su respecto, indica que con la intención de permitir que los directores se dediquen a labores que permitan mejorar la calidad de la educación se rebaja el período de tiempo que los sostenedores deben mantener a disposición del Ministerio de Educación el estado anual de resultados, disminuyéndolo a dos años. Así también, arguye que se establece que la obligación de los sostenedores de enviarlo al Ministerio de Educación sólo será aplicable para los establecimientos educacionales clasificados como “emergentes” o “en recuperación”.

Por otra parte, indica que la ley N° 20.248 hace una serie de referencias a la derogada ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza. Enseguida, precisa que es por ello que el presente proyecto de ley tiene por objetivo actualizar dichas referencias al articulado de la ley N° 20.370, Ley General de Educación.

Por último, comenta que se elimina el plazo que contempla el legislador para que los establecimientos educacionales suscriban el Convenio de Igualdad de Oportunidades, ya que dada la redacción actual de la disposición se entendería que dichos Convenios solamente podrían celebrarse hasta el mes de febrero del año 2011.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciarse la discusión del referido proyecto de ley, el señor Ministro de Educación señaló que esta iniciativa legal busca: crear un nuevo tramo de la subvención escolar preferencial, incrementar los montos de la subvención escolar preferencial y flexibilizar el uso de los recursos de esta subvención. Enseguida, comentó que la idea detrás de esta iniciativa es enfocar los recursos del Estado en los niños más pobres del país, e informó que la implementación de este proyecto de ley implicará un gasto para el Estado de $38.000 millones al año.

Con respecto a la creación de un nuevo tramo de la subvención escolar preferencial y al incremento de la misma, informó que este proyecto de ley crea la denominada “super SEP”, que beneficiará a unos 400.000 alumnos, que corresponden a los alumnos prioritarios más pobres del país. Sobre este particular, indicó que esta “super SEP” propone incrementar la subvención escolar preferencial en un 28%. Por otra parte, señaló que este proyecto de ley también incrementa la subvención escolar preferencial tradicional en un 14%.

Luego, comentó que el incremento de la subvención escolar preferencial beneficiará a unos 4.700 establecimientos educacionales municipales y a unos 1.900 colegios particulares subvencionados, e informó que de aprobarse este proyecto de ley el Estado invertirá unos $83.000 en la educación de los niños más vulnerables del país, desde kinder a cuarto básico. En el caso de los alumnos de 5° y 6° básico, continuó, el Estado invertirá unos $70.880, y de 7° y 8° unos $59.751.

En relación a la flexibilización del uso de los recursos, señaló que el presente proyecto de ley permite a los sostenedores: aumentar la remuneración y establecer nuevos incentivos para los docentes y para los otros funcionarios que también se desempeñan en el establecimiento educacional; contratar personal y aumentar las horas del personal ya contratado, y generar nuevas evaluaciones docentes, de carácter complementarias.

Además, sostuvo que este proyecto de ley permite a los sostenedores contratar al personal que requieran para mejorar sus capacidades técnico-pedagógicas y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del Plan de Mejoramiento Educativo. Sobre este mismo tema, indicó que se elimina la obligación de que el Plan de Mejoramiento Educativo de los establecimientos educacionales en recuperación sea confeccionado por un equipo de expertos, puesto que este proyecto de ley permite a los sostenedores de estos establecimientos educacionales elaborar su propio Plan de Mejoramiento Educativo. 

Por último, recordó que el Gobierno presentará un proyecto de ley con el objetivo de crear una nueva especie de subvención escolar, enfocada en los estudiantes de clase media, cuyos padres tengan un bajo nivel de escolaridad.

Por su parte, el señor Subsecretario de Educación señaló que el presente proyecto de ley faculta a los sostenedores a priorizar las áreas, en las cuales pretenden centrar las acciones de su Plan de Mejoramiento Educativo y explicó que esta modificación se justifica en el entendido de que no todos los establecimientos educacionales tienen las mismas necesidades.

En cuanto a las agencias que prestan apoyo técnico-pedagógico, sostuvo que estas entidades ya no ejercerán más la doble función de elaborar el Plan de Mejoramiento Educativo y de exigir su cumplimiento, porque esta iniciativa legal permite a los sostenedores confeccionar su propio Plan de Mejoramiento Educativo. Además, señaló que se permitirá a los sostenedores recurrir al apoyo técnico-pedagógico que presta el Ministerio de Educación u otra entidad externa, siempre que esté inscrita en el Registro que administra el propio Ministerio de Educación.

Adicionalmente, comentó que este proyecto de ley adecua las referencias normativas que la ley N° 20.248 realiza a la derogada Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza y las actualiza en relación a la Ley General de Educación. Por último, indicó que se elimina el plazo que contempla la ley N° 20.248 para que los establecimientos educacionales suscriban el Convenio de Igualdad de Oportunidades.

A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresa, de la Universidad Diego Portales, señor Gregory Elacqua, quien presentó una nueva propuesta para compensar las diferencias de origen de los alumnos, basada en la implementación de una nueva subvención escolar, enfocada en los alumnos de clase media baja, cuyos padres no hayan terminado la enseñanza media.

Acompañó su intervención con un documento, en el que se desarrollan los puntos antes reseñados. Dicho documento fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia de la cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de Comisión.

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia al Jefe de Estudios del Área de Educación de la Fundación Chile, señor Gonzalo Muñoz, quien abordó los siguientes temas: focalización de este aumento de la subvención escolar preferencial; oportunidad para extenderlo a enseñanza media; necesidad de desarrollar capacidades y competencias para la creación de agencias técnicas-pedagógicas, instaurar un adecuado sistema de control y pertinencia de las agencias técnicas-pedagógicas, e institucionalización de la subvención escolar preferencial.

Acompañó su intervención con un documento, en el que se desarrollan los puntos antes reseñados. Dicho documento fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia de la cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de Comisión.

Luego, se efectuó una ronda de consultas y de comentarios, los que se consignan a continuación.

En primer lugar, el señor Ministro de Educación recalcó que sin duda se justifica la creación de esta “super SEP”, porque se incrementan los recursos que el Estado destina a la educación de los alumnos más pobres del país.

Enseguida, el Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresa de la Universidad Diego Portales consideró que no es conveniente establecer una diferenciación entre los alumnos prioritarios, porque se trata de un grupo homogéneo que no presenta mayores diferencias. Bajo este contexto, insistió en la necesidad de aumentar la subvención escolar preferencial para todos los alumnos prioritarios y de crear una subvención para los estudiantes, cuyas familias pertenecen a la clase media baja, con madres con bajo nivel de instrucción escolar.
El señor Ministro de Educación señaló que existen claras diferencias entre los alumnos prioritarios. De partida, indicó que se puede distinguir entre los alumnos que pertenecen al primer quintil, cuyo ingreso promedio familiar no supera los $130.940, y los del segundo quintil, cuyo promedio de ingreso familiar llega hasta los $307.162. De esta manera, indicó que es viable incrementar diferenciadamente la subvención escolar preferencial. Luego, valoró la propuesta del Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresa de la Universidad Diego Portales y recordó que dentro del Programa del Gobierno está la creación de una subvención escolar exclusiva para los alumnos de la clase media baja, cuyos padres no hayan terminado la enseñanza media.

El Jefe de Estudios del Área de Educación de la Fundación Chile hizo presente la necesidad de extender la subvención escolar preferencial a la enseñanza media y de nivelar los montos que se entregan a los alumnos de enseñanza básica.

El señor Subsecretario de Educación recordó que el establecimiento de una subvención escolar preferencial escalonada y que entrega mayores recursos a los alumnos prioritarios de kinder a 4° básico se justifica en la idea de que es más rentable para el Estado aportar mayores recursos en la primera etapa escolar, porque resulta más fácil llegar a estos alumnos.

El Honorable Senador señor Navarro consideró que este aumento de la subvención escolar preferencial no significará un aporte real para los niños prioritarios, porque los alcaldes no son buenos sostenedores. Por otra parte, manifestó sus reparos respecto de las asesorías técnicas-pedagógicas y recalcó la necesidad de extender la subvención escolar preferencial a la enseñanza media y, en especial, enfocarla hacia la educación técnica profesional, la cual acoge a la mayoría de los alumnos prioritarios del país.

El Honorable Senador señor Quintana luego de manifestar su apoyo a la presente iniciativa de ley, consultó por la forma en que se aplica la subvención escolar preferencial en los establecimientos educacionales.

El señor Subsecretario de Educación respondió que en la práctica se produce una discriminación positiva, que beneficia a los alumnos prioritarios, porque permite disponer que psicólogos, psicopedagogos u otros profesionales de la educación presten apoyo al proceso de aprendizaje de los niños vulnerables.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio indicó que apoya el presente proyecto de ley, en especial la propuesta de incrementar la subvención escolar preferencial y de flexibilizar el uso de estos recursos. Por otra parte, manifestó su aprobación a la proposición de nivelar el monto de la subvención escolar preferencial hasta 8° básico y de crear una nueva subvención para los alumnos que pertenecen a la clase media baja. Antes de finalizar, hizo presente la necesidad de concordar todas las modificaciones que se están introduciendo en la ley N° 20.248, en los diversos proyectos de ley que se están tramitando ante este Congreso Nacional.

- Puesta en votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial:

1. Reemplázase, en la letra e) del inciso segundo del artículo 7º, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza," por la siguiente: "37 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, en adelante Ley General de Educación,".

2. Modifícase el artículo 8º de la siguiente forma:

a) Reemplázase el encabezamiento del inciso primero, por los siguientes incisos primero y segundo:

"Artículo 8°.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en la letra d) del artículo anterior, el sostenedor deberá elaborar un Plan de Mejoramiento Educativo. Éste deberá incluir diferentes acciones, priorizando aquéllas donde el sostenedor considere que existen mayores necesidades de mejora. 

Las acciones a que hace referencia el inciso anterior son las siguientes:".

b) Agrégase, en el numeral 2, a continuación de la expresión "tales como", la que sigue: "preparación y capacitación de equipos directivos;".

c) Reemplázase el número 4 del inciso segundo, por el siguiente:

"4. Acciones en el área de gestión de recursos, tales como la definición de una política de perfeccionamiento para los docentes del establecimiento, destinada a fortalecer aquellas áreas del currículo en que los alumnos han obtenido resultados educativos insatisfactorios; diseño e implementación de sistemas de evaluación de los docentes de los establecimientos educacionales particulares subvencionados y sistemas de evaluación complementarios en establecimientos municipales o administrados por corporaciones municipales; incentivo al desempeño de los equipos directivos, docentes y otros funcionarios del establecimiento, los que deberán estar referidos a las metas y resultados estipulados en el Plan de Mejoramiento Educativo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 47 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, o en base a los mecanismos propios que establezcan los establecimientos particulares subvencionados, los que deberán estar basados en instrumentos transparentes y objetivos; fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a la actividad educativa, tales como biblioteca escolar, computadores, Internet, talleres, sistemas de fotocopia y materiales educativos, entre otras.".

d) Agrégase el inciso tercero, pasando el actual segundo a ser sexto:

"Para el cumplimiento de las acciones mencionadas en los numerales precedentes, el sostenedor podrá contratar docentes y el personal necesario para mejorar las capacidades técnico pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del plan de mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docentes y de otros funcionarios  que laboren en el respectivo establecimiento educacional.".

e) Agrégase el siguiente inciso cuarto:

"Para estos efectos, el sostenedor no podrá destinar más del 50% de los recursos recibidos por la presente ley, sin perjuicio de que en el Plan de Mejoramiento Educativo se autorice fundadamente un porcentaje mayor.".

f) Agrégase el siguiente inciso quinto:

"En todo caso, no podrán ser contratadas para las acciones referidas en el numeral 4 del inciso segundo las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes, hasta el tercer grado de consanguinidad ni segundo de afinidad inclusive, respecto de los administradores y representantes legales de la persona jurídica que tenga la calidad de sostenedor.".

g) Reemplázase, en el inciso final, la forma verbal "entregará", las dos veces que aparece, por "propondrá".

3. Modifícase el artículo 9º de la siguiente forma:

a) En el inciso primero:

i. Sustitúyese, en la letra a) la frase "por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962,"  por la siguiente: "en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,".

ii. Sustitúyese, en las letras b) y c) la frase "por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del citado decreto con fuerza de ley N°1, de 2006," por la siguiente: "en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,".

b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza." por la siguiente expresión: "37 de la Ley General de Educación.".

4. Modifícase el artículo 11 de la siguiente forma:

a) En el inciso primero:

i. Elimínase la expresión: "de 4º y 8º básico, según corresponda,".

ii. Sustitúyese la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, el Ministerio de Educación" por la siguiente: "37 de la Ley General de Educación, la Agencia de la Calidad de la Educación".

b) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación del punto final, la siguiente frase:

"Con todo, los municipios podrán voluntariamente suscribir dicho plan o implementar otro diferente.".

5. Modifícase el artículo 14 de la siguiente forma:

a) Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en USE, por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° 

año básico

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1,60
	1,06
	0,54

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,80
	0,53
	0,27


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

"En el caso de los alumnos identificados como prioritarios en virtud de los criterios establecidos en las letras a) o b) del artículo 2° y que, además, pertenezcan a familias caracterizadas dentro del 20% más vulnerable del país, según el instrumento de caracterización socioeconómica vigente, el valor unitario mensual por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (USE), según la categoría del establecimiento educacional, será el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° 

año básico

	C: Establecimientos educacionales autónomos
	1,79
	1,19
	0,60

	D: Establecimientos educacionales emergentes
	0,895
	0,595
	0,30


6. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 18, la frase: "aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación. "por la siguiente: "a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación.".

7. Modifícase el artículo 20 de la siguiente forma:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión "refiere la letra B" por "refieren las letras B y D".

b) Agrégase, en el inciso segundo, entre las locuciones "para contratar" y "servicios de apoyo", la expresión ", entre otros,".

c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión "la letra B" por "las letras B y D".

d) Reemplázase, en el inciso cuarto, los siguientes guarismos:

i) "0,7 USE" por "0,80 USE"

ii) "0,465 USE" por "0,53 USE”

iii) "0,235 USE" por "0,27 USE"

e) Agregáse un inciso quinto, pasando el quinto a ser sexto, y así sucesivamente:

"Tratándose de los alumnos a que se refiere el inciso segundo del artículo 14, este aporte adicional será de 0,895 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,595 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica y de 0,30 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica.".

8. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 23, la frase "por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006," por la siguiente: "en conformidad a lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley General de Educación,".

9. Reemplázase el artículo 25, por el siguiente:

"Artículo 25.- Las escuelas que sean clasificadas "en recuperación", en relación con lo establecido en el artículo 23, y que apelen de ello, deberán enviar a la Secretaría Regional Ministerial de Educación correspondiente los antecedentes que a su juicio permitan revisar dicha clasificación, para que sean remitidos al Subsecretario de Educación, quien resolverá la apelación en los plazos establecidos en el artículo 22, previo informe de la unidad pertinente.".

10. Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:

a) Reemplázase el numeral 2 del inciso primero, por el siguiente:

"2) Elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales "en recuperación". Éste deberá ser aprobado por el Ministerio de Educación y podrá ser elaborado con apoyo de una persona o entidad externa con capacidad técnica sobre la materia, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 30, elegida por el sostenedor.

El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales "en recuperación" abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de aprendizaje y sus prácticas; y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 23.".

b) Reemplázase, en el inciso segundo del número 3, la frase "el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa" por la siguiente: "el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales "en recuperación".".

c) Agrégase, en el número 3 del inciso primero, la siguiente letra d):

"d) Declarar vacante el cargo de director, pagándosele la indemnización correspondiente de acuerdo a la ley, debiéndose llamar a un nuevo concurso para proveerlo.".

d) Agrégase el siguiente inciso final:

"Los recursos entregados en virtud de esta ley podrán ser utilizados para financiar las reestructuraciones a las que se refiere el número 3 de este artículo.".

11. Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:

a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase "aplicara la subvención establecida en la letra A del artículo 14," por la siguiente: "aplicaran las subvenciones establecidas en las letras A o C del artículo 14, según corresponda,".

b) Elimínase, en el inciso tercero, la siguiente oración: "La rendición de estos recursos deberá ser visada por la persona o entidad externa.".

12. Modifícase el inciso segundo del artículo 28 de la siguiente forma:

a) Agrégase, después de la expresión "centro educativo", reemplazando el punto seguido (.) por una coma (,) la siguiente frase: "y facilidades de transporte para su acceso, lo que se regulará vía decreto suscrito por el Ministerio de Educación y el Ministerio de Hacienda.".

b) Agrégase la siguiente oración, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido (.): "Dicha comunicación podrá efectuarse por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.".

13. Elimínase la letra h) del inciso segundo del artículo 29.

14. Modifícase el artículo 30 de la siguiente forma:

a) Agrégase, al final del inciso primero, reemplazando el punto final (.) por una coma (,), la siguiente frase: "todo lo anterior sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 8º.".

b) Reemplázase, en el inciso sexto, la expresión "honorarios" por "costos".

15. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 32, la frase a continuación de la expresión "antes referido," por la siguiente: "de cada uno de los establecimientos bajo su administración que estén clasificados como "emergentes" o "en recuperación".".

16. Reemplázase, en el inciso primero del artículo primero transitorio, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación," por la siguiente: "37 de la Ley General de Educación,".

17. Reemplázase, en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la frase "21 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio de Educación," por la siguiente: "37 de la Ley General de Educación,".

18. Reemplázase el artículo undécimo transitorio por el siguiente:

"Artículo undécimo.- La atribución del Ministerio de Educación para suscribir los convenios de la presente ley podrá ejercerse hasta que entre en operación el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.".

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa celebrados entre los sostenedores y el Ministerio de Educación, que a la fecha de publicación de esta ley estuvieren vigentes, deberán adecuarse a las disposiciones de esta ley antes del inicio del año escolar 2012.

Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que irrogue esta ley durante el año 2010, se financiará con los recursos contemplados en el presupuesto del Ministerio de Educación.

Artículo tercero.- Los aumentos en el monto de los recursos entregados en virtud de la ley N° 20.248, establecidos en esta ley, regirán a contar del día primero del mes siguiente a la fecha de publicación de la misma.".
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 11 de enero de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, Alejandro Navarro Brain y Jaime Quintana Leal.

Sala de la Comisión, a 12 de enero de 2011.



(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

 


Secretario Accidental
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INFORME DE LA COMISION DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE  MODIFICA LA LEY N° 18.290, DE TRÁNSITO, CON LA FINALIDAD DE EXIGIR CINTURONES DE SEGURIDAD Y ARTEFACTOS TÉCNICOS LIMITADORES DE VELOCIDAD EN LOS BUSES DE TRANSPORTE PÚBLICO.

(3800-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, originado en una Moción de los Honorables Diputados señores Gonzalo Uriarte, Jorge Burgos, Alejandro García Huidobro, y ex Diputados señores Rodrigo Alvarez, Marcelo Forni y Javier Hernández, con urgencia calificada de “simple”, el 14 de diciembre de 2010.

- - - - - - - 


Dejamos constancia, para los efectos reglamentarios, que este proyecto de ley no contiene normas de ley orgánica constitucional, ni de quórum calificado, ni disposiciones que deban ser conocidas por Ia Comisión de Hacienda o por la Excma. Corte Suprema.


Se deja constancia, también, que de acuerdo con lo dispuesto en el articulo 127 del Reglamento del Senado, vuestra Comisión acordó proponer a la Sala discutir en general y en particular a la vez este proyecto de ley, por constar de un articulo único.

- - - - - - - - - 


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con Ia colaboración y participación de la Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt; del Asesor Legislativo del Ministro, señor Juan Carlos González; del Abogado del Departamento Legal de la Subsecretaría de Transportes, señor Nicolás Muñoz y del Jefe de la División de Normas y Operaciones de la Subsecretaría de Transportes, señor Roberto Santana.


Además concurrió el Presidente de la Federación Gremial Nacional de Buses del Transporte de Pasajeros Rural, Interurbano, Interregional e Internacional de Chile (FENABUS), señor Marcos Carter.

OBJETIVOS DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN


Establecer que los buses de transporte interurbano público de pasajeros cuyo año de fabricación sea 2008 en adelante,  deberán estar equipados en todos sus asientos con cinturón de seguridad. Su uso será obligatorio para los pasajeros, salvo que dicho elemento no funcione, en cuyo caso la infracción a esta obligación será imputable al propietario del vehículo. En los buses de transporte privado interurbano de pasajeros, dichas exigencias serán aplicables en vehículos cuyo año de fabricación sea 2012 o posterior. Sin perjuicio de lo anterior, su uso será obligatorio en todos aquellos vehículos que dispongan de cinturón de seguridad, cualquiera sea su año de fabricación, pudiendo el conductor del vehículo solicitar el descenso del pasajero que se niegue a usarlo, además de la multa a que  se expone el pasajero.


Las mismas obligaciones establecidas para los vehículos de transporte escolar, esto es, estar equipados con cinturón de seguridad para todos sus pasajeros y su uso obligatorio en todos los vehículos cuyo año de fabricación sea 2012 en adelante, regirá para los minibuses.


El incumplimiento de esta obligación se sancionará como infracción o contravención grave.

ANTECEDENTES

1.-De hecho


Los autores de la Moción en estudio señalan que tanto las autoridades de Gobierno como la ciudadanía en su conjunto han sido testigos de innumerables y trágicos accidentes automovilísticos producidos por razones de diversa índole y que se vienen sucediendo en forma relativamente creciente desde hace décadas en nuestro país, que si bien es cierto ha mejorada sustancialmente sus calles y carreteras a lo largo y ancho de su territorio, no ha podido contrarrestar exitosamente el avance despiadado de las muertes producidas en accidentes de tránsito tanto en vehículos menores como en buses y camiones.


Todos los gobiernos que se han sucedido desde que circulan automóviles por las calles de nuestro país, han intentado enfrentar el aumento sostenido de los accidentes de tránsito, que poco a poco se han convertido en una de las principales causas de muerte. La verdad es que se ha avanzado bastante en el ámbito de las políticas públicas y de las medidas que apuntan a educar correctamente a los distintos tipos de conductores a fin de minimizar al máximo el riesgo inherente a toda conducción de vehículos, pero lamentablemente seguimos siendo testigos, todos los días, de muertes por accidentes carreteros provocados por distintas razones, entre las que destaca la imprudencia de los conductores.


Se debe contribuir a erradicar este verdadero cáncer que se está adueñando de nuestras calles y carreteras, y en ese sentido es que se consideran de la máxima trascendencia las modificaciones actualmente en trámite a la Ley de Tránsito, que este proyecto también viene en modificar.


Durante los últimas días, la opinión pública ha quedado impactada producto de accidentes carreteros en los cuales se han visto involucrados buses interurbanos, que transitan en forma permanente por las distintas vías del país transportando en ellos a miles de pasajeros diariamente. Respecto de la seguridad de estos buses hay mucho camino por recorrer, pero una modificación absolutamente urgente y necesaria se refiere al control de los límites máximos de velocidad, que el artículo 150 de la ley de tránsito fija en 100 kilómetros por hora, lo que, de acuerdo a lo señalado por la autoridad y por las mismas empresas de buses interurbanos, resulta usualmente muy difícil de controlar y fiscalizar, con el consiguiente riesgo para los usuarios de éstos.


En un accidente de tránsito cualquiera, resulta determinante la circunstancia de que el conductor o los pasajeros hayan utilizado el cinturón de seguridad. Ahí se juega la posibilidad de salvar una vida o de evitar lesiones en las personas. En consecuencia, no hay razones para no promover el uso de dicho instrumento de seguridad, ni menos aún, para hacer obligatorio el uso de cinturones de seguridad en vehículos particulares y no hacerlo en vehículos de transporte de pasajeros, particularmente en los buses interurbanos.


2.- Jurídicos


El decreto con fuerza de ley Nº 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.


Se modifica el artículo 75 que señala los elementos con que deberán contar los vehículos motorizados según tipo y clase y el artículo 200 que establece las infracciones o contravenciones graves.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados se encuentra estructurado sobre la base de un articulo único que propone modificar, a través de dos literales los artículos 79 y 198 de la  Ley N° 18.290, de Tránsito.


Mediante la letra a) agrega un inciso final al artículo 79 que regula los elementos con que deberán contar los vehículos motorizados según tipo y clase, entre otros, el cinturón de seguridad, que  prescribe que los buses de transporte interurbano de pasajeros deberán estar equipados con cinturón de seguridad en todos sus asientos. Su uso será obligatorio para el pasajero, salvo que dicho elemento no funcione, en cuyo caso, la infracción a esta obligación será imputable al propietario del vehículo.  Esta obligación será exigible en los buses cuyo año de fabricación sea 2008 en adelante.

La letra b) incorpora tres modificaciones al artículo 198, las dos primeras son enmiendas formales y la tercera, contempla como infracción grave la contravención a lo dispuesto en el inciso final del artículo 79.

Al iniciarse la discusión en general vuestra Comisión sometió a votación la idea de legislar aprobándose por la unanimidad de de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán y Novoa.


A esta iniciativa legal la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet presentó las siguientes indicaciones:



1) Para sustituir en su encabezado la frase “la ley Nº 18.290,”, por la siguiente: “el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1 de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley”.



2) Para modificar la letra a) en el siguiente sentido:


a) Reemplácese en su encabezado la frase “en el articulo 79, el siguiente inciso final”, por la siguiente “en el número 10 del artículo 75, los siguientes incisos sexto, séptimo, octavo y noveno, nuevos:”


b) Intercálese entre las palabras “buses” y “de” la siguiente frase: “que presten servicio”.


c) Reemplácese la frase “en todos sus asientos” por la siguiente “, de conformidad a lo dispuesto en el reglamento del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.


d) Suprímase el párrafo ubicado después del punto seguido (.) que pasa a ser punto aparte (.).


e) Incorpórese después del punto seguido (.) que pasó a ser punto aparte (.), los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno, nuevos:


“El uso del cinturón de seguridad será obligatorio en los buses que presten servicio de transporte público interurbano de pasajeros, cuyo año de fabricación sea 2008 en adelante.


Los minibuses que presten servicio de transporte público interurbano de pasajeros y los buses y minibuses de transporte privado interurbano de pasajeros, fabricados desde el año 2011, deberán estar equipados con cinturón de seguridad y, a partir de esa fecha, su uso será obligatorio.


El uso del cinturón de seguridad será obligatorio para el pasajero, salvo que dicho elemento no funcione, en cuyo caso, la infracción será imputable al propietario del vehículo, quien además será civilmente responsable de los daños y perjuicios que se ocasionen por esta contravención.”.


2) Para eliminar la letra b).


A su vez el actual Presidente de la República formuló, la siguiente indicación:


AL ARTÍCULO UNICO.-


1. Para reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, sobre Tránsito, en el siguiente sentido:


a) Incorpórase, en el artículo 75, el siguiente inciso final:


“Los buses y minibuses que presten servicios de transporte interurbano público o privado de pasajeros, deberán estar equipados con cinturón de seguridad en todos sus asientos. Su uso será obligatorio para el pasajero, salvo que dicho elemento no funcione, en cuyo caso la infracción a esta obligación será imputable al propietario del vehículo. Esta obligación será exigible a los buses que presten servicios de transporte público interurbano de pasajeros cuyo año de fabricación sea 2008 en adelante. En los minibuses que presten servicio de transporte público interurbano de pasajeros, y en los buses y minibuses de transporte privado interurbano de pasajeros, dichas exigencias serán aplicables en vehículos cuyo año de fabricación sea 2012 o posterior. Sin perjuicio de lo anterior, su uso será obligatorio en todos aquellos vehículos que dispongan de cinturón de seguridad, cualquiera sea su año de fabricación.”


b) Modifícase el artículo 200 en los siguientes términos:


i) Reemplázase, en el número 39, la coma (,) y la conjunción “y” por un punto y coma (;).


ii) Intercálase el siguiente N°40 nuevo, pasando el actual a ser N°41:


“40.- Infringir lo dispuesto en el inciso final del artículo 75, y”

Al iniciarse la discusión de este proyecto de ley se tuvo presente que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia dictaron el texto refundido de la Ley de Tránsito, situación que recogen las indicaciones presentadas.


En consecuencia vuestra Comisión acordó sustituir el encabezamiento del artículo único, por el siguiente, contemplado en la indicación del actual Presidente de la República:


“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, sobre Tránsito, en el siguiente sentido:”.


- Sometida a votación la indicación del actual Presidente de la República, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Letelier y Novoa.


En seguida, la Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt, explicó que la indicación formulada por el Ejecutivo tiene por finalidad no sólo mejorar las condiciones de seguridad en el tránsito sino que alcanzar el desarrollo del país en el año 2018. Uno de los elementos que diferencian a los países desarrollados es que existe certeza y confianza en el correcto funcionamiento de los sistemas, con lo cual el ciudadano está protegido.



Esta iniciativa legal se enmarca en ese contexto,  en aumentar los estándares de seguridad para que los usuarios del transporte tengan mayor confianza en el sistema. La seguridad protege la vida de las personas. Más allá de extender la cobertura de una exigencia se pretende avanzar hacia una condición en que la vida diaria de las personas encuentren las condiciones de seguridad necesarias asociadas con el desarrollo.


En forma más específica, la indicación presentada establece la obligatoriedad del cinturón de seguridad en los buses interurbanos y lo extiende a otros vehículos como es el caso del transporte privado interurbano de pasajeros, tales como minibuses de turismo, vehículos que tengan cinturones de seguridad y que no están comprendidos dentro del período establecido por este proyecto de ley, por el solo hecho de tener cinturón de seguridad se hace obligatorio su uso. El propietario del vehículo se hace responsable del uso de los cinturones de seguridad.


En términos generales, la indicación presentada amplía la cobertura y asegura que el mayor número de vehículos cumpla con esta exigencia para mejorar la seguridad. La tasa de accidentes en los buses interurbanos indica que un alto porcentaje de las muertes se producen porque los pasajeros no están debidamente asegurados en los asientos.


Mediante esta exigencia se cubre aproximadamente el 40% de los buses interurbanos y en consideración a los procesos de renovación de las flotas es probable que dentro de 2 ó 3 años el 70% de los buses cumplan con esta medida y se pueda contar con condiciones más seguras para los viajes interurbanos.


La Presidenta accidental, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que la Moción original estableció la obligatoriedad del uso de cinturón de seguridad para los vehículos de transporte público. Posteriormente, se efectuó la distinción entre buses de transporte interurbano y estableció el año 2008 para el cumplimiento de la obligación, por lo que consultó la razón por la cual el Ejecutivo aumentó el plazo al año 2012 y estableció la distinción de tipos de buses.


El Jefe de la División de Normas del Ministerio de Transportes, señor Roberto Santana, explicó que el proyecto original se refería a “vehículos de transporte público”, sin embargo, en ningún país el transporte público urbano exige el uso del cinturón de seguridad, en parte por las velocidades en que se desplazan. Respecto de los taxis colectivos, señaló que la Ley de Tránsito establece desde el año 2002, la obligación del uso del cinturón de seguridad para todos los vehículos livianos.


En el caso de los vehículos de transporte escolar se establece la obligación desde el año 2007, básicamente porque el cinturón de seguridad supone la existencia de un anclaje del asiento al vehículo. Si un vehículo no ha sido diseñado para contar con cinturón de seguridad resulta más peligroso instalarlo, es por ello que la obligación de uso del cinturón de seguridad está asociada a la existencia del cinturón. 


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictó un reglamento que establece que todos los vehículos de transporte público interurbano inscritos desde el 1 de septiembre de 2007 están obligados a tener cinturón de seguridad y la obligación es desde el año 2008 porque a partir del 1 de septiembre del año anterior se puede inscribir el vehículo con el año siguiente.


Para los minibuses y otros vehículos de transporte privado se establece la exigencia de la existencia y uso del cinturón de seguridad a contar del año 2012, porque se supone que con fecha 1 de septiembre de 2011 estará vigente esta norma y los vehículos deberán contar con cinturón de seguridad.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que la sanción por el no uso del cinturón de seguridad al pasajero resultará muy difícil de aplicar y en la práctica será muy teórica. Las infracciones del tránsito, se aplican por regla general a los conductores y a los propietarios de los vehículos, con lo cual si se pretende sancionar al pasajero se debe establecer expresamente y en qué consistirá.


La ley deberá señalar claramente la obligación de los buses de contar con cinturón de seguridad y en caso que no lo tengan el propietario del bus será responsable. Asimismo, se puede establecer la obligación de la empresa para advertir de la necesidad del uso del cinturón de seguridad, estableciéndose sanciones drásticas para las empresas que no cumplan.


En la práctica el problema se presenta cuando sucede un grave accidente carretero, como el de San Antonio, en que si los pasajeros hubieren viajado con cinturón de seguridad se podrían haber evitado varias muertes.


Es importante clarificar que los obligados al cumplimiento de esta norma son los propietarios de los vehículos, contar con señalización correspondiente y que los conductores antes de comenzar cada viaje soliciten a los pasajeros su uso. 


Si un pasajero se niega a usar el cinturón de seguridad el conductor tendrá derecho a bajarlo del bus o que el inspector que lo sorprenda le aplique una sanción que esté establecida claramente en la ley.


El Presidente de FENABUS, señor Marcos Carter, informó que los pasajeros de los buses interurbanos de Santiago a Valparaíso no usan los cinturones de seguridad y exhibió fotografías que dan cuentan del corte de estos cinturones, con lo cual existe preocupación en el gremio por las consecuencias por la aplicación de esta norma. 


Señaló que al interior de los buses existe información adecuada relativa al uso del cinturón de seguridad y se realiza una campaña destinada a incentivar su uso, sin embargo, por un problema cultural los pasajeros, en general, se niegan a usarlo.


En su opinión, es importante determinar con exactitud a quién se aplicará la multa por el no uso del cinturón de seguridad.


El Jefe de la División de Normas del Ministerio de Transportes, señor Roberto Santana, explicó que la indicación presentada intercala un número 40 al artículo 200 de la Ley del Tránsito que sanciona como falta grave la infracción al artículo 75 que se refiere al uso del cinturón de seguridad.


Sin perjuicio de reconocer que las infracciones a pasajeros son complejas de aplicar, es importante considerar la señal que se entrega a los pasajeros.


El Honorable Senador señor Chahuán recordó que presentó una Moción destinada a establecer trabajos comunitarios para sancionar a los pasajeros del Transantiago que no paguen la tarifa, haciendo presente que también podría aplicarse para los pasajeros de los buses interurbanos que no cumplan con la obligación de usar el cinturón de seguridad.


En su opinión, no se deben establecer sanciones teóricas.


La Presidenta accidental, Honorable Senadora señora Rincón, señaló que en su opinión es preferible la indicación formulada por la ex Presidenta señora Michelle Bachelet porque indicaba con precisión la responsabilidad civil.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que esa norma tiene el riesgo que cuando no se indica en cada caso la responsabilidad civil podría entenderse que no se aplica el principio general.


La regla general es que la responsabilidad civil recae en el propietario del vehículo.


A continuación, el señor Senador solicitó dejar constancia que la infracción se aplicará al pasajero y que la obligación del propietario del vehículo es contar con cinturones de seguridad, que se encuentren en funcionamiento, avisar a los pasajeros la obligación de su uso, controlar su uso y otorgar la facultad al conductor para bajar al pasajero renuente a su uso.


Para consignar la proposición del señor Senador se acordó aprobar esta indicación con modificaciones.


El Ejecutivo propuso que la obligación de la información relativa al uso del cinturón de seguridad se establezca mediante reglamento.


La Presidenta accidental, Honorable Senadora señora Rincón, propuso establecer la siguiente norma al final de la indicación del Ejecutivo: 


“Sin perjuicio de lo anterior, su uso será obligatorio en todos aquellos vehículos que dispongan de cinturón de seguridad, cualquiera sea su año de fabricación, pudiendo el conductor del vehículo solicitar el descenso del pasajero que se niegue a usarlo, además de la multa a que se expone el pasajero.”. 


El Honorable Senador señor Novoa consultó si la infracción grave contenida en el inciso final del artículo 75 se aplicará, tanto al propietario del bus como al pasajero. 


La respuesta fue afirmativa.


En seguida, consultó cuál será la gradualidad que se aplicará en esta infracción, porque no es lo mismo, no contar con cinturón de seguridad, que no usarlo. 


Se explicó que existe una gradualidad, que aplicará el Juez de Policía Local, entre 1 a 1,5 unidades tributarias mensuales.


Junto con lo anterior, se informó que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fiscaliza el estado de los buses y no pueden circular sin contar con todos los elementos que se requiere según su clase.


El Presidente de FENABUS, señor Marcos Carter, manifestó su preocupación por el transporte rural, que usan la carretera, se desplazan a altas velocidades y esta Moción no se refiere a este tipo de transporte.


El transporte rural puede cubrir hasta 200 kilómetros y existen más de 15.000 buses que realizan este tipo de transporte sin contar con cinturón de seguridad.


El Jefe de la División de Normas del Ministerio de Transportes, señor Roberto Santana, informó que existe una definición que establece las características para prestar el servicio interurbano y una definición del servicio de transporte rural. En la actualidad, el Ministerio se encuentra en un proceso destinado a acotar el concepto de transporte rural y de transporte interurbano.


Cuando existe la utilización de las carreteras se debería homogenizar las exigencias para los distintos tipos de transporte.


Por su parte, la Subsecretaria de Transportes, señora Gloria Hutt, precisó que se está intentando definir el transporte rural para establecer los límites del transporte interurbano. En el caso de Santiago, las zonas de Malloco y Talagante, están definidas como transporte rural, sin embargo, en la actualidad es prácticamente un transporte continuo con la ciudad, con lo cual la definición de rural no tiene mucho sentido.


En su opinión, la definición por distancia es inadecuada y debería establecerse que en carreteras debe usarse en forma obligatoria el cinturón de seguridad. El transporte rural, se transforma en una parte en servicio rural y en otra parte en servicio urbano y esa diferenciación debe modificarse.


El Honorable Senador señor Letelier propuso volver a los conceptos originales establecidos en la Ley de Tránsito, eliminando la posibilidad de que los minibuses realicen transporte interurbano, rural y urbano.


Señaló que los Secretarios Regionales Ministeriales de Transportes (SEREMI) están autorizando el ingreso de minibuses para transporte público de pasajeros, lo que constituye una irresponsabilidad.


Respecto de los buses rurales consultó si deben contar con cinturón de seguridad, haciendo presente que representa un alto costo que deberán abordar.


La Presidenta accidental, Honorable Senadora señora Rincón, consultó si la regulación de los distintos tipos de buses se realiza mediante una ley o reglamento.


La respuesta fue que se realiza mediante un reglamento.


La señora Senadora expresó que se debe regular esta situación, en el ámbito rural se ha mejorado el estándar de la conectividad pero no han mejorado los vehículos que se utilizan para el desplazamiento y los habitantes del campo no tienen otras alternativas de transporte. Se ha aumentado el uso de minibuses y de taxis colectivos porque las personas buscan un transporte más barato, debe abordarse la regulación de precios de esta actividad.


El Jefe de la División de Normas del Ministerio de Transportes, señor Roberto Santana, explicó que el transporte interurbano en minibuses es excepcional, y que en algunos casos se podría justificar de acuerdo a las características del lugar.


Como consecuencia de lo anterior, vuestra Comisión acordó modificar la indicación formulada por el actual Presidente de la República, en el sentido de que los minubuses constituyan una categoría independiente del uso que se les otorgue, debiendo tener la obligación de existencia y uso de cinturones de seguridad a contar del año 2012, sustituyendo la letra a), por la siguiente:

Letra a)



--- Reemplázase, por la siguiente:



“a) Incorpóranse, en el artículo 75, los siguientes incisos finales:


“Las mismas obligaciones establecidas en el inciso anterior regirán para los minibuses cuyo año de fabricación sea 2012 en adelante.


Los buses que presten servicios de transporte interurbano público o privado de pasajeros, deberán estar equipados con cinturón de seguridad en todos sus asientos. Su uso será obligatorio para el pasajero, salvo que dicho elemento no funcione, en cuyo caso la infracción a esta obligación será imputable al propietario del vehículo. Esta obligación será exigible a los buses que presten servicios de transporte público interurbano de pasajeros cuyo año de fabricación sea 2008 en adelante. En los buses de transporte privado interurbano de pasajeros, dichas exigencias serán aplicables en vehículos cuyo año de fabricación sea 2012 o posterior. Sin perjuicio de lo anterior, su uso será obligatorio en todos aquellos vehículos que dispongan de cinturón de seguridad, cualquiera sea su año de fabricación, pudiendo el conductor del vehículo solicitar el descenso del pasajero que se niegue a usarlo, además de la multa a que  se expone el pasajero.”.”.


- Sometida a votación esta indicación del actual Presidente de la República fue aprobada con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Letelier y Novoa.
Letra b)


La Comisión sustituyó esta letra b), por la siguiente:


“b) Modifícase el artículo 200 en los siguientes términos:


i) Reemplázase, en el número 39, la coma (,) y la conjunción “y” por un punto y coma (;).


ii) Intercálase el siguiente N°40 nuevo, pasando el actual a ser N°41:


“40.- Infringir lo dispuesto en el inciso final del artículo 75, y”.”.


- Sometida a votación esta indicación del actual Presidente de la República, fue aprobada en los mismos términos que venía formulada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Letelier y Novoa.

Finalmente dejamos constancia que, en opinión de los miembros de la Comisión las indicaciones de la ex Presidenta de la República no difieren sustancialmente de las presentadas por el Ejecutivo, en consecuencia, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Letelier y Novoa, las aprobaron con modificaciones, entendiéndose subsumidas en las indicaciones presentadas por el actual Presidente de la República, señor Sebatián Piñera.

- - - - - - 

MODIFICACIONES



En mérito de las consideraciones anteriores vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar el proyecto de ley de la Honorabble Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo único



--- Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente:


“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, sobre Tránsito, en el siguiente sentido:

(Unanimidad 4x0).

Letra a)



--- Reemplázase, por la siguiente:



“a) Incorpóranse, en el artículo 75, los siguientes incisos finales:


“Las mismas obligaciones establecidas en el inciso anterior regirán para los minibuses cuyo año de fabricación sea 2012 en adelante.


Los buses que presten servicios de transporte interurbano público o privado de pasajeros, deberán estar equipados con cinturón de seguridad en todos sus asientos. Su uso será obligatorio para el pasajero, salvo que dicho elemento no funcione, en cuyo caso la infracción a esta obligación será imputable al propietario del vehículo. Esta obligación será exigible a los buses que presten servicios de transporte público interurbano de pasajeros cuyo año de fabricación sea 2008 en adelante. En los buses de transporte privado interurbano de pasajeros, dichas exigencias serán aplicables en vehículos cuyo año de fabricación sea 2012 o posterior. Sin perjuicio de lo anterior, su uso será obligatorio en todos aquellos vehículos que dispongan de cinturón de seguridad, cualquiera sea su año de fabricación, pudiendo el conductor del vehículo solicitar el descenso del pasajero que se niegue a usarlo, además de la multa a que  se expone el pasajero.”.

(Unanimidad 4x0).

Letra b)


--- Sustitúyese, por la siguiente:


“b) Modifícase el artículo 200 en los siguientes términos:


i) Reemplázase, en el número 39, la coma (,) y la conjunción “y” por un punto y coma (;).


ii) Intercálase el siguiente N°40 nuevo, pasando el actual a ser N°41:


“40.- Infringir lo dispuesto en el inciso final del artículo 75, y”.”.

(Unanimidad 4x0).

- - - - - - - - - - 



En mérito de las consideraciones anteriores vuestra  Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señora Rincón (Presidente accidental), Chahuán, Letelier y Novoa os propone aprobar el siguiente proyecto de ley, que queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, sobre Tránsito, en el siguiente sentido:


a) Incorpóranse, en el artículo 75, los siguientes incisos finales:


“Las mismas obligaciones establecidas en el inciso anterior regirán para los minibuses cuyo año de fabricación sea 2012 en adelante.


Los buses que presten servicios de transporte interurbano público o privado de pasajeros, deberán estar equipados con cinturón de seguridad en todos sus asientos. Su uso será obligatorio para el pasajero, salvo que dicho elemento no funcione, en cuyo caso la infracción a esta obligación será imputable al propietario del vehículo. Esta obligación será exigible a los buses que presten servicios de transporte público interurbano de pasajeros cuyo año de fabricación sea 2008 en adelante. En los buses de transporte privado interurbano de pasajeros, dichas exigencias serán aplicables en vehículos cuyo año de fabricación sea 2012 o posterior. Sin perjuicio de lo anterior, su uso será obligatorio en todos aquellos vehículos que dispongan de cinturón de seguridad, cualquiera sea su año de fabricación, pudiendo el conductor del vehículo solicitar el descenso del pasajero que se niegue a usarlo, además de la multa a que  se expone el pasajero.


b) Modifícase el artículo 200 en los siguientes términos:


i) Reemplázase, en el número 39, la coma (,) y la conjunción “y” por un punto y coma (;).


ii) Intercálase el siguiente N°40 nuevo, pasando el actual a ser N°41:


“40.- Infringir lo dispuesto en el inciso final del artículo 75, y”.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesión realizada el día 11 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señora Rincón (Presidenta Accidental), Chahuán, Letelier y Novoa.


Sala de la Comisión, a 12 de enero de 2011.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario de Ia Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA LA "CONVENCIÓN DE ASISTENCIA MUTUA EN MATERIA PENAL", SUSCRITA EN ESTRASBURGO, EL 20 DE ABRIL DE 1959, Y SUS PROTOCOLOS ADICIONALES

(6786-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el ex Vicepresidente de la República, de fecha 11 de noviembre de 2009.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 27 de octubre de 2010, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de Acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Hernán Salinas, y el Jefe del Departamento de Cooperación Internacional de la mencionada Dirección, señor Juan de Dios Urrutia.

- - - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República:





- En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Código Procesal Penal.





2.- Mensaje de S.E. el ex Vicepresidente de la República.- Señala el Mensaje que la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal fue suscrita en Estrasburgo el 20 de abril de 1959, por los miembros del Consejo de Europa, y entró en vigor el 12 de junio de 1962.


Agrega que el objeto de la Convención es que los Estados Partes se proporcionen la más amplia asistencia mutua en los procedimientos relativos a materias penales cuya represión en el momento de pedir la asistencia sea de competencia de las autoridades judiciales del país requirente. Se excluyen expresamente: las detenciones, ejecución de condenas o delitos de carácter militar que no estén contempladas con arreglo al derecho penal común.


Añade que el Estado de Chile carece de una ley de cooperación judicial en materia penal y esta Convención constituye un instrumento internacional que nos permite avanzar en tal sentido.


Asimismo, agrega que la adhesión a la Convención consolidaría los avances logrados por nuestro país en los últimos años en materia de cooperación judicial penal, materializados a través de la suscripción de decenas de tratados bilaterales referidos a delitos específicos y de la ratificación, el 5 de junio de 2003, del instrumento multilateral más importante en la especie en el ámbito regional, a saber, la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal, adoptada en Nassau, el 23 de mayo de 1992, y su Protocolo Facultativo hecho en Managua el 11 de junio de 1993.


Indica el Ejecutivo que, a su vez, la adhesión a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal fortalece la implementación por parte de nuestro país de la Convención de la OCDE para Combatir el Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, de la cual Chile es Parte. 


Expresa el Mensaje que la Convención ha sido modificada y complementada por dos Protocolos Adicionales que se suscribieron en Estrasburgo con posterioridad a la misma, el 17 de marzo de 1978 y el 8 de noviembre de 2001, respectivamente.


Señala que el Protocolo Adicional de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, tiene por objeto principal complementar y facilitar la aplicación de la mencionada Convención en el ámbito de los delitos tributarios y entró en vigor internacional el 12 de abril de 1982. Actualmente 40 Estados son Parte del mismo.


Finalmente señala que el Segundo Protocolo Adicional de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, tiene por propósito mejorar y complementar la referida Convención y entró en vigor internacional el 1 de febrero de 2004.





El Mensaje hace presente que nuestro país formulará las siguientes reservas y declaraciones:





a) A la Convención.


De conformidad a lo previsto en el articulado de la presente Convención, el Ejecutivo comunica que formulará las siguientes declaraciones al momento de depositar el instrumento de adhesión a la referida Convención:


1) “La República de Chile declara, de conformidad a lo establecido en el artículo 5, párrafo 1, de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que se reserva la facultad de supeditar la ejecución de exhortos que tengan por objeto el registro o embargo de bienes a la condición establecida en la letra c) del párrafo 1, del citado artículo 5.”.


2) “La República de Chile declara, de conformidad a lo establecido en el artículo 7, párrafo 3, de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que la notificación de una citación judicial deberá transmitirse con una antelación de a lo menos cincuenta (50) días a la fecha fijada para la comparecencia.”.


3) “La República de Chile declara, de conformidad a lo establecido en el artículo 15, párrafo 6, de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que para los efectos de lo dispuesto en el artículo 15, párrafo 1, los exhortos mencionados en los artículos 3, 4 y 5, así como las solicitudes del artículo 11, serán cursados por el Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile.”.


4) “La República de Chile declara, de conformidad a lo establecido en el artículo 15, párrafo 6, de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que para los efectos de lo dispuesto en el artículo 15, párrafo 3, en relación con el artículo 13, párrafos 1 y 2, la autoridad a la que deberá dirigirse la solicitud de asistencia mutua que consista en la comunicación de extractos e información relativa a expedientes judiciales es el Ministerio de Justicia de Chile, debiendo remitirse, en estos casos, una copia informativa al Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile.”. 


5) “La República de Chile declara, de conformidad a lo establecido en el artículo 16, párrafo 2, de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que las solicitudes que se le envíen deben estar acompañadas siempre de una traducción al idioma español. Respecto de los documentos anexos, la República de Chile se reserva el derecho a exigir su traducción al idioma español.”.


6) “La República de Chile declara, de conformidad a lo establecido en el artículo 15, párrafo 6, de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que para los efectos de aplicar el Artículo 21 párrafo 1, la autoridad a la que deberá transmitirse la comunicación es el Ministerio Público de Chile.”.


7) “La República de Chile declara, de conformidad con el artículo 24 de la Convención de Asistencia Mutua en Materia Penal, que se considerarán como autoridades judiciales chilenas para los efectos de esta Convención a los Tribunales de Justicia que integran el Poder Judicial.


También se podrán dirigir solicitudes de asistencia mutua para los efectos de esta Convención al Ministerio Público, el cual solicitará la intervención del Juez de Garantía competente cuando la naturaleza de la solicitud lo haga necesario, conforme a la legislación chilena. No obstante, en ningún caso esta declaración implicará que el Ministerio Público tenga facultades jurisdiccionales, ni que constituirá autoridad judicial.”.





b) Al Protocolo Adicional.


De conformidad a lo previsto en el artículo 3 del presente Protocolo Adicional a la Convención Europea, el Ejecutivo comunica que formulará la siguiente declaración al momento de depositar el instrumento de adhesión al referido Protocolo:


“La República de Chile declara, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 3, letra b., del Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que las solicitudes de asistencia mutua deberán ser dirigidas al Ministerio de Justicia de Chile.”.





c) Al Segundo Protocolo Adicional.


De conformidad a lo previsto en el articulado del Segundo Protocolo, el Ejecutivo comunica que formulará las siguientes reservas al momento de depositar el instrumento de adhesión al referido Protocolo:


1) “La República de Chile expresa, de conformidad al artículo 33, párrafo 2, del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que no aplicará las disposiciones del artículo 16 del mismo.”.


2) “La República de Chile expresa, de conformidad al artículo 33, párrafo 2, del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que no aplicará las disposiciones del artículo 17 del mismo.”.


3) “La República de Chile se reserva, en relación con los artículos 18 y 19 del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, el derecho establecido en el artículo 33, párrafo 2,  de aceptar entregas controladas e investigaciones encubiertas sólo en los casos en que la legislación chilena permita expresamente dichas diligencias.”.


4) “La República de Chile se reserva, de conformidad al artículo 33, párrafo 2, del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, el derecho a aceptar el artículo 20 del mismo.”.


De conformidad a lo previsto en el articulado del Segundo Protocolo, el Ejecutivo comunica que formulará las siguientes declaraciones al momento de depositar el instrumento de adhesión al referido Protocolo:

1) “La República de Chile declara, de conformidad al artículo 4, párrafo 8, letra d), del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que para los efectos del párrafo 1 del artículo 15 de la Convención, reemplazado por el artículo 4 de este Protocolo, las solicitudes de asistencia mutua, así como toda información espontánea, serán dirigidas al Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile, quien es la autoridad central para estos efectos, sin perjuicio de que podrán ser enviadas directamente por las autoridades judiciales de la Parte requirente a las autoridades judiciales de la Parte requerida y devueltas por la misma vía.”.


2) “La República de Chile declara, de conformidad al artículo 4, párrafo 8, letra d), del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que para los efectos del párrafo 2 del artículo 15 de la Convención, reemplazado por el artículo 4 de este Protocolo, las solicitudes a que se hace referencia en el artículo 11 de la Convención, reemplazado por el artículo 3 de este Protocolo, así como en su artículo 13, serán dirigidas en todos los casos al Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile.”.


3) “La República de Chile declara, en consideración a que no se efectúa la declaración correspondiente al artículo 27 del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, de conformidad al artículo 4, párrafo 8, letra d), que las solicitudes de asistencia mutua provenientes de autoridades administrativas a que se hace referencia en el párrafo 3 del artículo 15, reemplazado por el artículo 4 del Segundo Protocolo Adicional, deberán siempre ser enviadas al Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile.”. 


4) “La República de Chile declara, de conformidad con el artículo 15, párrafo 6, de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, reemplazado por el artículo 4 del Segundo Protocolo Adicional, que el Ministerio de Justicia de Chile es la autoridad competente a la que deberán dirigirse las solicitudes de asistencia mutua referidas en el artículo 4 del Protocolo Adicional a la Convención de Asistencia Mutua en Materia Penal.”.


5) “La República de Chile declara, de conformidad con el artículo 8, letra a), del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que en el caso de las solicitudes urgentes realizadas a través de INTERPOL, según el párrafo 7 del artículo 15 de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, reemplazado por el Segundo Protocolo Adicional, cuando dicha comunicación se refiera a solicitudes de asistencia mutua señaladas en el párrafo 6 del artículo 15 de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, reemplazado por el Segundo Protocolo Adicional, se deberá enviar una copia al Ministerio de Justicia de Chile.”.


6) “La República de Chile declara, de conformidad con el artículo 6 del Segundo Protocolo, que modifica el artículo 24 de la Convención de Asistencia Mutua en Materia Penal, que se considerarán como autoridades judiciales chilenas para los efectos de esta Convención a los Tribunales de Justicia que integran el Poder Judicial.


También se podrán dirigir solicitudes de asistencia mutua para los efectos de esta Convención al Ministerio Público, el cual solicitará la intervención del Juez de Garantía competente cuando la naturaleza de la solicitud lo haga necesario, conforme a la legislación chilena. No obstante, en ningún caso esta declaración implicará que el Ministerio Público tenga facultades jurisdiccionales, ni constituirá autoridad judicial.”.


7) “La República de Chile declara, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 9, párrafo 9, del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que no aplicará las normas de este Artículo a las audiencias mediante videoconferencias que tengan relación con el acusado o sospechoso.”.


8) “La República de Chile declara, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 13, párrafo 7 del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que autorizará el traslado temporal sólo con el consentimiento de la persona detenida previo a que se adopte el acuerdo conforme al párrafo 1 del Artículo 13.”.


9) “La República de Chile declara, de conformidad con el artículo 18, párrafo 4, del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que conforme a la normativa interna, la autoridad encargada de la recepción y coordinación de las solicitudes de entregas controladas es el Ministerio Público de Chile.”.


10) “La República de Chile declara, de conformidad con el artículo 19, párrafo 4, del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que conforme a la normativa interna, la autoridad encargada de la recepción y coordinación de las solicitudes de investigaciones encubiertas es el Ministerio Público de Chile.”.


11) “La República de Chile declara, de conformidad con el artículo 26, párrafo 5, del Segundo Protocolo Adicional a la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, que somete a la legislación nacional el manejo y caducidad de la información del requirente.”.


3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 15 de diciembre de 2009, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesiones efectuadas los días 8 de junio y 10 de agosto de 2010 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.


Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 26 de octubre de 2010, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (81 votos a favor).




4.- Instrumento Internacional.- La Convención se estructura sobre la base de un Preámbulo, 30 artículos y dos Protocolos.


En el Preámbulo, los Estados miembros del Consejo de Europa, señalan el objetivo de la Convención, cual es lograr una mayor unión entre ellos y establecen que para alcanzar dicho objetivo es importante adoptar normas comunes en el ámbito de la asistencia mutua en materia penal.


En el Título I se establecen las disposiciones generales. En el artículo 1 se establece el compromiso entre las Partes Contratantes de prestarse, de conformidad con las disposiciones de la Convención, la asistencia mutua más amplia posible en los procedimientos relativos a delitos cuyo conocimiento, a la fecha de pedir la asistencia, sea de competencia de las autoridades judiciales de la Parte requirente. Agrega, además, que la Convención no se aplicará a los arrestos, ejecución de sentencias ni delitos de carácter militar que no constituyan delitos de acuerdo con la legislación penal común.


En el artículo 2 se consigna la facultad de cada Parte de denegar la asistencia mutua cuando la solicitud se refiere a un delito que la Parte requerida considere un delito político, un delito relacionado con un delito político, o un delito tributario; o, si en opinión de la Parte requerida estima que acceder a una solicitud podría causar perjuicio a la soberanía, la seguridad, el orden público u otros intereses esenciales de su país.


Sin embargo, toda denegación de asistencia mutua debe ser motivada (artículo 19).


En los artículos 3 y 4 se señala que la Parte requerida dará cumplimiento, en la forma que su legislación establezca, a los exhortos en materia penal que le remitan las autoridades judiciales de la Parte requirente.


Por otra parte, se regula la reserva que puede formular una Parte de someter la ejecución de los exhortos que tengan como fin el registro o embargo de bienes, a una o varias de las condiciones determinadas.


Cabe destacar que cuando una Parte hubiere formulado una declaración conforme a lo expuesto precedentemente, cualquier otra Parte podrá aplicar la regla de reciprocidad.


Finalmente el artículo 6 faculta a la Parte requerida a demorar la entrega de objetos, expedientes o documentos solicitados, si les son necesarios para un procedimiento penal en curso. Se agrega, además, que la Parte requirente tiene la obligación de devolver lo antes posible todo lo que haya sido enviado en ejecución de un exhorto, salvo que la Parte requerida renuncie a dicha devolución.


Por su parte, el artículo 7 consigna la obligación de la Parte requerida de efectuar la notificación de los documentos y las resoluciones judiciales que le fueron enviadas con ese fin, establece la forma en que procederá a realizarla y que se deberá enviar un comprobante de que se realizó la notificación.


El artículo 8, por su parte, dispone que la no comparecencia de testigos o peritos no será objeto de sanción ni medida coercitiva.


A su vez, el artículo 9 norma que las asignaciones, gastos de viaje y de subsistencia que hayan de reembolsarse al testigo o perito por la Parte requirente, se calcularán a partir de su lugar de residencia y conforme a valores al menos igual a los establecidos en las escalas y reglamentos vigentes en el país donde haya de tener lugar el interrogatorio.


El artículo 10 establece que la comparecencia personal de un testigo o un perito, cuando la Parte requirente la estima especialmente necesaria, deberá solicitarse en la misma solicitud de notificación de la citación judicial. La Parte requerida instará a dicho testigo o perito a que comparezca, informando la respuesta de éstos a la Parte requirente.


Luego, el artículo 11 regula el traslado de una persona que se encuentra detenida, para servir como testigo o para efectos de un careo, al territorio donde vaya a celebrarse la audiencia, las condiciones para su procedencia y las situaciones por las cuales puede denegarse el referido traslado.


El artículo 12, regula la comparecencia de los testigos, peritos y personas procesadas y citadas ante las autoridades judiciales en el territorio de la Parte requirente, imponiendo la prohibición de procesarlos, detenerlos o someterlos a alguna restricción de su libertad personal en el territorio de esa Parte debido a hechos o condenas anteriores a su salida del territorio de la Parte requerida.


A continuación, el artículo 13 señala que corresponde a la Parte requerida comunicar los extractos y la información relativa a los expedientes judiciales que le soliciten las autoridades judiciales de una Parte Contratante y que sean requeridos en una causa penal, en la medida en que sus propias autoridades judiciales puedan obtenerlos en casos semejantes. En el resto de los casos se accederá a una solicitud de acuerdo con las condiciones establecidas en la legislación, los reglamentos o conforme a la práctica de la Parte requerida.


El artículo 14 dispone que las solicitudes de asistencia mutua, deben contener indicaciones determinadas.


El artículo 15 establece que tratándose de los exhortos referidos en los artículos 3, 4 y 5 se mencionará además el delito y se contendrá una exposición sumaria de los hechos. Los exhortos a que se hace referencia en los artículos 3, 4 y 5, así como las solicitudes del artículo 11, serán remitidos y devueltos por los Ministerios de Justicia de ambas Partes, salvo que se trate de un caso de urgencia, situación ante la cual los citados exhortos podrán remitirse directamente entre las autoridades judiciales de cada Parte Contratante, sin perjuicio de ser devueltos por vía de los Ministerios de Justicia.


En los casos en que se admita en la Convención la transmisión directa, ésta podrá efectuarse por conducto de la Organización Internacional de Policía Criminal (INTERPOL).


Asimismo, se faculta a las Partes Contratantes para que al momento de firmar la presente Convención o de depositar su instrumento de ratificación o de adhesión, puedan, mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, indicar que algunas o todas las solicitudes de asistencia mutua deberán cursarse por vía distinta o requerir que, en el caso de ser un exhorto urgente, se envíe al mismo tiempo a su Ministerio de Justicia una copia de éstos. 


Se precisa que se aplicará sin perjuicio de las disposiciones de acuerdos o arreglos bilaterales en vigor entre Partes Contratantes, que establezcan la transmisión directa de las peticiones de asistencia mutua entre las autoridades de las Partes. 


Por último, se exime del trámite de traducción a las solicitudes y a los documentos anexos, salvo que la Parte Contratante formule la reserva.


El artículo 17 consagra la exención de todas las formalidades de autenticación para las pruebas o documentos que se transmitan en aplicación de la presente Convención.


Por su parte, el artículo 18 dispone que la autoridad que reciba una solicitud de asistencia mutua, y que siendo incompetente para su ejecución, remitirá de oficio dicha solicitud a la autoridad competente de su país y, en el caso en que la solicitud se hubiera cursado por vía directa, informará de ello por la misma vía a la Parte requirente.


El artículo 19 norma que deberán expresarse las razones de toda denegación de asistencia mutua.


En tanto, el artículo 20 señala que, no obstante lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 10, la ejecución de las solicitudes de asistencia no dará lugar al reembolso de gastos de ninguna clase, excepto los ocasionados por la intervención de peritos en el territorio de la Parte requerida o para el traslado de personas detenidas conforme al artículo 11.


El artículo 21 regula la entrega de información para fines procesales, y el artículo 22 el intercambio de información de expedientes judiciales.

El artículo 23 señala las reservas que pueden formular las Partes Contratantes a la Convención, su retiro y aplicación de la misma respecto de otra Parte Contratante.


Por su parte, el artículo 24, faculta a las Partes Contratantes para que en el momento de la firma de la Convención o del depósito de su instrumento de ratificación o de adhesión, puedan, mediante declaración dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, manifestar qué autoridades considerará como autoridades judiciales a los efectos de la Convención.


A su turno, el artículo 25 determina el ámbito de aplicación de la Convención.


El artículo 26, en relación a la existencia de acuerdos bilaterales o multilaterales entre las Partes Contratantes referidos a la misma materia que regula la Convención, preceptúa que ella reemplaza las disposiciones que se aplican en el mismo territorio, subsistiendo aquellas que reglamentan la asistencia mutua sobre aspectos específicos en un área determinada. Las Partes Contratantes sólo podrán concertar entre sí acuerdos bilaterales o multilaterales relativos a la asistencia mutua en materia penal con el fin de complementar las disposiciones de la Convención o para facilitar la aplicación de los principios que contiene. 


Finalmente, este artículo señala que cuando entre dos o más Partes Contratantes la asistencia mutua en materia penal se efectúe sobre la base de una legislación uniforme o de un régimen especial que establezca la aplicación recíproca de medidas de asistencia mutua en sus territorios respectivos, dichas Partes estarán facultadas para reglamentar sus relaciones mutuas en esa esfera exclusivamente con arreglo a tales sistemas, no obstante lo dispuesto en la  Convención. Las Partes Contratantes que excluyan, en la actualidad o en lo sucesivo, la aplicación de la Convención en sus relaciones mutuas, deberán dirigir una notificación a este efecto al Secretario General del Consejo de Europa. 


Concluye el texto de la Convención regulando, desde el artículo 27 al 30, respectivamente: su ratificación, el depósito, su entrada en vigor, la adhesión, la denuncia y la obligación de notificar del Secretario General del Consejo de Europa. 

Protocolo adicional de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, suscrito en Estrasburgo el 17 de marzo de 1978.


El Protocolo Adicional consta de un Preámbulo, donde las Partes manifiestan las razones que se consideraron para suscribirlo, y 12 artículos, contenidos en IV Títulos que conforman su cuerpo principal y dispositivo.


En el Preámbulo, los Estados miembros del Consejo de Europa, exponen su interés de facilitar, en el ámbito de los delitos tributarios, la aplicación de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal y, además, de complementar la Convención en otros aspectos específicos.


El artículo 1 establece una modificación al artículo 2 letra a) de la Convención, disponiendo que las Partes contratantes no ejercerán el derecho consagrado en dicha norma respecto de los delitos tributarios y, por tanto, éstas no podrán denegar la asistencia mutua cuando la solicitud recaiga en un delito de esa especie.


El artículo 2, por su parte, señala que en el evento que la Parte Contratante haya condicionado la ejecución de exhortos en que se requiera registrar o incautar bienes, a que el delito que motiva el exhorto sea punible tanto por la ley de la Parte requirente como de la requerida, la condición se dará por cumplida en lo relativo a los delitos tributarios, si el delito es punible bajo la ley de la Parte requirente y corresponde a un delito de la misma naturaleza en la ley de la Parte requerida.


Por otra parte, se determina que la solicitud no podrá ser denegada sobre la base de que la legislación de la Parte requerida no impone la misma clase de tasa o impuesto o no contiene una norma tributaria, aduanera o de cambio de la misma naturaleza que la de la legislación de la Parte requirente.


El artículo 3 dispone que la Convención Europea también regirá para la notificación de documentos relativos a la ejecución de una sentencia, el cobro de una multa o el pago de las costas del proceso, las medidas relativas a la suspensión del pronunciamiento o de la ejecución de una sentencia, a la libertad condicional, al aplazamiento del inicio de la ejecución de una sentencia o la interrupción de su ejecución.


El artículo 4, por su parte, complementa el artículo 22 de la Convención al instituir que cualquier Parte contratante que comunique las condenas penales y medidas posteriores aplicables respecto de los nacionales de la otra Parte, remitirá a la Parte interesada, a solicitud de esta última y en casos individuales, una copia de las condenas y medidas en cuestión, así como cualquier otra información pertinente para permitirle considerar si necesita alguna medida adicional en el ámbito nacional. Esta información será suministrada por los Ministerios de Justicia de las Partes Contratantes.


Por último, los artículos 5 y siguientes aluden, respectivamente, a las normas sobre la firma y entrada en vigor del Protocolo, la adhesión al mismo, sobre las declaraciones, las reservas y la denuncia.
Segundo Protocolo Adicional de la Convención Europea de Asistencia Mutua en materia penal, suscrito en Estrasburgo el 8 de noviembre de 2001.


El Segundo Protocolo consta de 35 artículos, divididos en tres Títulos. El Título I contiene las disposiciones que introducen modificaciones al texto de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, el Título II se refiere a las normas operativas del Segundo Protocolo y el Título III trata las cláusulas finales.


Conforme al Preámbulo, el propósito es contribuir a salvaguardar los derechos humanos, respetar el estado de derecho y respaldar la estructura democrática de la sociedad, considerando conveniente para tal efecto fortalecer sus capacidades individuales y colectivas para responder ante el crimen, y mejorar y/o complementar determinados aspectos de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal.


El artículo 1 reemplaza el artículo 1 de la Convención, agregando, el párrafo primero, las palabras “con prontitud” de manera de darle presteza o diligencia para responder a las solicitudes. En el párrafo segundo se dispone que la Convención no regirá en el caso de arrestos, ejecución de resoluciones judiciales ni de delitos conforme a la legislación militar, que no constituyan delitos de acuerdo con la legislación penal común.


El párrafo tercero amplía el ámbito de acción de la Convención a la asistencia mutua en procesos entablados por autoridades administrativas en relación con actos que sean punibles en conformidad con la legislación nacional de la Parte requirente o de la Parte requerida por tratarse de violaciones a las normas de derecho, cuando la resolución pueda dar origen a procesos ante un tribunal competente, en particular en materias penales.


A su turno, el párrafo cuarto establece que la asistencia mutua no se denegará sólo por el hecho de que se relacione con actos donde el responsable podría ser una persona jurídica. 


El artículo 2 trata sobre la presencia de funcionarios de la Parte requirente en el lugar de ejecución del exhorto en el territorio de la Parte requerida y complementa el artículo 4 de la Convención con un párrafo segundo, para facilitar la presencia de funcionarios así como de personas interesadas, bajo las condiciones establecidas en el citado artículo 4 de la Convención, en el entendido de que contribuyen a la eficiencia de la asistencia mutua.


El artículo 3, relativo al traslado temporal de personas detenidas, para fines probatorios, reemplaza el artículo 11 de la Convención, sin alterar el fondo de la disposición.

El artículo 4 sustituye el artículo 15 de la Convención.


En concreto, esta disposición establece que las solicitudes de asistencia mutua, así como la información espontánea, se remitirán por escrito, a través de los Ministerios de Justicia de las Partes y deberán devolverse por la misma vía. Sin embargo podrán ser enviadas directamente por las autoridades judiciales de la Parte requirente a las autoridades judiciales de la Parte requerida y devueltas por la misma vía, con excepción de las solicitudes sobre traslado de personas detenidas, las que siempre serán enviadas por los Ministerios de Justicia de las Partes y devueltas por la misma vía.


En los casos de asistencia mutua en procesos entablados por autoridades administrativas, se autoriza la comunicación directa entre las autoridades administrativas o judiciales de las Partes, según corresponda y la devolución por la misma vía.


Respecto a la asistencia mutua relativa a entregas controladas o investigaciones encubiertas, se autoriza la comunicación directa entre las autoridades competentes de las Partes.


A su vez, en cuanto a las solicitudes mencionadas en el párrafo 1 del artículo 13 de la Convención, éstas podrán ser remitidas directamente por las autoridades judiciales pertinentes a las autoridades competentes de la Parte requerida, las que podrán enviar directamente las respuestas. Sin embargo, las solicitudes mencionadas en el párrafo segundo del artículo 13 de la Convención, la remisión deberá hacerse a través de los Ministerios de Justicia de las Partes.


A su turno, las solicitudes de copias de condenas y medidas posteriores aplicadas respecto de los nacionales de la otra Parte, se autoriza a formularlas directamente entre las autoridades competentes.


En casos urgentes y cuando se permita la comunicación directa, ésta podrá realizarse a través de la Organización Internacional de Policía Criminal (INTERPOL).


Sin perjuicio de lo expuesto, cualquier Parte podrá, en todo momento, reservarse el derecho a disponer que la ejecución de las solicitudes -o solicitudes específicas- esté condicionada a uno o más de los requisitos establecidos en este mismo artículo. 


Agrega que se permite el uso de cualquier medio electrónico o de telecomunicaciones en el envío de las solicitudes de asistencia mutua u otras comunicaciones. No obstante, admite que cualquier Estado pueda establecer, mediante una declaración, las condiciones conforme a las cuales estará dispuesto a aceptar y dar ejecución a las solicitudes recibidas por dichos medios.


Finalmente se consigna que sus disposiciones son sin perjuicio de los acuerdos o convenios bilaterales vigentes entre las Partes en que se disponga la comunicación directa de las solicitudes de asistencia entre sus respectivas autoridades. 


El artículo 5 reemplaza el artículo 20 de la Convención, consagrando el principio de gratuidad en la asistencia mutua. Sin perjuicio de ello, de establece excepciones a dicha regla general.


El artículo 6 sustituye el artículo 24 de la Convención, introduciendo la obligación para los Estados de determinar, por medio de una declaración, cuales serán las instituciones consideradas autoridades judiciales para los propósitos de la Convención, para facilitar la aplicación de la misma. Asimismo, autoriza a las Partes a modificar sus declaraciones iniciales a este respecto, por ejemplo, por cambios legislativos u otras circunstancias. 


El artículo 7 permite a la Parte requerida aplazar una actuación respecto de una solicitud si esa actuación perjudicara las investigaciones, juicios o procesos relacionados con sus autoridades. 


Dispone además, que antes de denegar o aplazar la asistencia, la Parte requerida considerará si es posible acceder en forma parcial a ella o supeditarla a las condiciones que considere necesarias. Si las condiciones no son aceptadas por la Parte requirente, éstas pueden ser modificadas por la Parte requerida o puede ejercer su derecho a denegar o posponer la asistencia. En todo caso, dado que la Parte requerida tiene la obligación de proveer la asistencia mutua más amplia posible, la facultad para denegarla o posponerla debe ejercerse con restricción. Si la solicitud se aplaza, deberán darse las razones del aplazamiento.


El artículo 8 dispone que, sin perjuicio de que el artículo 3 de la Convención señala que la Parte requerida dará cumplimiento a la asistencia mutua en la forma que su legislación establezca, cuando las solicitudes especifiquen formalidades o procedimientos que se requieren de acuerdo con la legislación de la Parte requirente, la Parte requerida, aun cuando no estuviera familiarizada con ellos, deberá ejecutar esas solicitudes en la medida en que la actuación no sea contraria a los principios fundamentales de su legislación, a menos que en este Protocolo se disponga algo distinto.


Por medio de esta norma el Protocolo reconoce la necesidad de abrir nuevas vías a la cooperación judicial. En efecto, se busca llegar a la prestación de asistencia mutua en la forma solicitada por la Parte requirente y no en una forma equivalente.


Lo anterior es sin perjuicio de las declaraciones efectuadas por las Partes al artículo 5 de la Convención.


El artículo 9 en su párrafo primero introduce el uso de la videoconferencia en determinados casos. Lo anterior, en la medida que ello no sea contrario a los principios fundamentales de la legislación de la Parte requerida.


A su vez, se describe el procedimiento para el uso de esta tecnología. 


Luego, el párrafo sexto dispone que la autoridad judicial elaborará un acta de la audiencia, la que deberá señalar si la audiencia se realizó, la fecha y lugar de su celebración, la identidad de la persona que prestó testimonio, las identidades y funciones de todas las demás personas que participaron en la audiencia, los juramentos que se tomaron y las condiciones técnicas en que se desarrolló la audiencia.


Seguidamente el párrafo séptimo dispuso, en cuanto a la comparecencia de testigos o peritos y su testimonio, que la ley aplicable es la del lugar donde la persona se encuentra y, por tanto, el lugar donde la persona podría ser procesada sin más trámite. El párrafo pretende garantizar que el testigo o perito, cuando no cumple con la obligación de testificar, esté sujeto a consecuencias similares a las aplicables en el derecho interno en un caso que no conlleve la utilización de una videoconferencia.


En virtud del párrafo octavo, las Partes podrán aplicar este artículo a las audiencias mediante videoconferencia que involucren al acusado o sospechoso, siempre que ambas Partes así lo acordaren y con el consentimiento del afectado. Se faculta, asimismo, en el párrafo noveno, a las Partes para hacer una declaración por medio de la cual comunican que no harán uso de esta norma respecto de personas acusadas o sospechosas.


El artículo 10 regula los requisitos y arreglos prácticos de la asistencia por medio de una conferencia telefónica, permitiendo a una persona que estuviera en el territorio de una Parte y que tuviera que comparecer como testigo o perito ante las autoridades judiciales de otra Parte, esta última podrá, cuando su legislación nacional así lo permita, solicitar la asistencia de la primera Parte a fin de hacer posible que la audiencia se realice mediante conferencia telefónica.


Sin perjuicio de lo expuesto, este procedimiento de asistencia mutua se concede según y en la forma dispuesta por la normativa interna sobre conferencias telefónicas del Estado Parte y si consiente en ello el testigo o perito. 


El artículo 11 extiende a la asistencia mutua en general una práctica cuyo reconocimiento hasta ahora estaba limitado al ámbito del lavado de dinero, a saber, la posibilidad de que una Parte, sin previa solicitud, puede remitir a las autoridades competentes de otra Parte información obtenida en el marco de sus propias investigaciones, cuando consideren que esa información podría ayudar a esta última a iniciar o realizar investigaciones o procesos, o podría dar lugar a una solicitud de asistencia en conformidad con la Convención o sus Protocolos.


Asimismo, la Parte informante podría, de acuerdo con su legislación nacional, imponer condiciones al uso que la Parte receptora asigne a esa información. Sin embargo, cualquier Estado Contratante puede declarar que no se entenderá obligada por las condiciones impuestas por la Parte informante, a menos que reciba previamente aviso de la naturaleza de la información que se suministrará y convenga en su transmisión.


El artículo 12 considera las condiciones mediante las cuales se solicita la asistencia mutua para que artículos obtenidos por medios criminales, sean puestos a disposición de la Parte requirente con el objeto de ser restituidos. No obstante, dicha Parte puede denegar la solicitud, cuando por ejemplo, el bien fue incautado para ser presentado como evidencia. Este artículo no pretende dar lugar a modificaciones en materia de confiscación en la legislación nacional. 


El artículo 13 prevé que cuando exista acuerdo entre las autoridades competentes de las Partes interesadas, la Parte que hubiere solicitado una investigación para la cual se requiriera la presencia de una persona que estuviera detenida en su propio territorio podrá trasladar temporalmente a dicha persona al territorio de la Parte en donde se realizará la referida investigación. Lo anterior, obedece a que la práctica ha demostrado que en ciertos casos no es posible llevar a cabo la asistencia solicitada en la Parte requerida en forma satisfactoria, salvo que se transfiera a esa persona a su territorio.


Indica a su vez, el párrafo segundo del referido artículo, que el aludido acuerdo debe contemplar los arreglos para el traslado temporal de la persona y la fecha en que ésta deberá ser devuelta al territorio de la Parte requirente. 


El artículo 14 prescribe que las disposiciones de los artículos 11 y 12 de la Convención también se aplicarán, mutatis mutandis, a las personas que se encuentren detenidas en la Parte requerida, por el hecho de haber sido trasladadas a fin de cumplir una condena dictada en la Parte requirente, cuando la Parte requirente solicite su comparecencia personal con el objeto de revisar la sentencia. 


Esta norma en ningún caso debe relacionarse con la extradición.


El artículo 15 tiene por objeto complementar el artículo 7 de la Convención y el artículo 3 del Protocolo Adicional, y se relaciona asimismo con el artículo 16 de la Convención. Se refiere a que los documentos del proceso y las decisiones judiciales serán transmitidos, en todos los casos, en el idioma en que fueron emitidos, lo que es aplicable a toda solicitud, salvo que el mismo Protocolo disponga lo contrario. En todo caso, si se estima por las autoridades requirentes que el requerido entiende otro lenguaje, los documentos, o sus párrafos más importantes, serán acompañados de una traducción a ese idioma. Adicionalmente los documentos procesales y las decisiones judiciales serán acompañados, en beneficio de la Parte requerida, de un sumario traducido al idioma de la misma. 


Cabe hacer presente, en relación al lenguaje utilizado, que el artículo 16 de la Convención se aplica a la solicitud de asistencia como a los documentos anexos, no obstante este artículo 15 del Segundo Protocolo se aplica sólo a los documentos anexos.


El artículo 16 establece la posibilidad de que las autoridades judiciales notifiquen, directamente por correo documentos procesales y decisiones judiciales a las personas que se encuentran en el territorio de otra Parte. 

El artículo 17 autoriza a los funcionarios de policía de una de las Partes que en el marco de una investigación criminal mantengan en su país en observación a una persona  que se presume tomó parte en un delito extraditable, o a una persona que se tiene el convencimiento que llevará a la identificación o localización de esa persona, para continuar con su observación en el territorio de otra Parte, previo requerimiento y autorización de esta última. En todo caso, la autorización podrá ser regulada bajo ciertas condiciones.


Las Partes deberán, al momento de la firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, por medio de una declaración dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, indicar los oficiales y las autoridades que designarán para los fines de los párrafos 1 y 2 de este artículo. 


Por su parte, el párrafo quinto, estipula que las Partes pueden, a nivel bilateral, extender el ámbito de aplicación de este artículo y adoptar medidas adicionales en su implementación.


Finalmente, el párrafo sexto dispone que la observación, a que se alude en el párrafo segundo, sólo podrá tener lugar respecto de los delitos que allí se indican. 


En virtud del artículo 18, cada Parte se compromete a garantizar que, a solicitud de otra Parte, se podrán permitir entregas controladas en su territorio, en el marco de investigaciones criminales de delitos extraditables. La decisión de llevar a cabo esas entregas será adoptada, en cada caso individual, por las autoridades competentes de la Parte requerida con el debido resguardo de la ley de esa Parte. Las entregas se efectuarán conforme al procedimiento de la ley de la Parte requerida. 


Las Partes indicarán, al momento de la firma, ratificación aceptación, aprobación o adhesión, por medio de una declaración dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, las autoridades competentes para los fines de este artículo. 

Según lo dispuesto en el artículo 19 las Partes requirente y requerida podrán convenir en asistirse una a la otra en la realización de investigaciones de delitos a través de funcionarios que actúen bajo entidad cubierta o falsa. La decisión, respecto de la solicitud, será adoptada en cada caso individual por las autoridades competentes de la Parte requerida, con el debido resguardo de su ley y procedimientos.


Las Partes indicarán, al momento de la firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, por medio de una declaración dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, las autoridades competentes para los fines de este artículo. 


El artículo 20 consigna que las autoridades competentes de una o más Partes podrán crear, por mutuo acuerdo, un equipo de investigación conjunta para propósitos específicos y por un período limitado, extendible por consentimiento mutuo, para llevar a cabo investigaciones penales en una o más de las Partes que hayan creado el equipo. Se estipula además, que un equipo conjunto de investigación operará en el territorio de las Partes que lo hayan creado, en conformidad con las condiciones que se especifican en este artículo.


El artículo 21 establece que durante la realización de las operaciones establecidas en los artículos 17, 18, 19 ó 20, sobre Observaciones Transfronterizas, Entrega Controlada, Investigaciones Encubiertas y Equipos Conjuntos de Investigación, los funcionarios de una Parte que no sea la Parte donde se efectúe la operación, serán considerados funcionarios de esta Parte con respecto a los delitos que ellos cometan o que se cometan en su contra. Lo anterior, a menos que las Partes interesadas acuerden algo distinto.


Por su parte, el artículo 22 preceptúa que cuando los funcionarios de una Parte estén operando en otra Parte, en conformidad con los artículos 17, 18, 19 ó 20, serán responsables por los daños causados por ellos en sus operaciones, en conformidad con la ley de la Parte en cuyo territorio ellos se encuentren operando. La Parte, cuyos funcionarios hayan causado daños a una persona en el territorio de la otra Parte, reembolsará a ésta la totalidad de lo pagado a la víctima en su nombre.


El artículo 23 indica que cuando una Parte solicite asistencia en el marco de la Convención o sus Protocolos con respecto a un testigo en riesgo de ser intimidado o que necesite protección, las autoridades competentes de las Partes acordarán las medidas para protegerlo, en conformidad con sus leyes nacionales. 


El artículo 24 prevé que a solicitud de la Parte requirente, la Parte requerida, de acuerdo con su legislación nacional, podrá adoptar medidas provisionales con el propósito de preservar pruebas, mantener una situación existente o proteger los intereses legales en peligro. La Parte requerida podrá acceder a la solicitud en forma parcial o de manera supeditada a condiciones, en particular, a un límite de tiempo.


El artículo 25 determina que la Parte requirente podrá solicitar que la Parte requerida mantenga en forma confidencial el hecho y el contenido de la solicitud, salvo en la medida necesaria para ejecutar lo solicitado. Si ello no fuera posible se debe informar a la Parte requirente.


El artículo 26, por su parte, ordena que los datos personales transferidos de una Parte a otra como resultado de la ejecución de una solicitud formulada conforme a la Convención o alguno de sus Protocolos, podrán ser utilizados por la Parte a la que se hubieran transferido, solamente: para efectos de los procedimientos a lo cuales se aplique la Convención o alguno de sus Protocolos; para otros procedimientos judiciales y administrativos relacionados directamente con los procesos citados en el letra anterior; para impedir una amenaza inmediata y grave a la seguridad pública. Agrega la disposición que estos datos podrán utilizarse para cualquier otro propósito si alguna de las Partes desde la cual se hubieran transferido los datos o la materia relacionada con los mismos diera previamente su consentimiento para ese fin. También se señala que las Partes podrán negarse a transferir datos personales obtenidos como resultado de la ejecución de una solicitud formulada conforme a la Convención o alguno de sus Protocolos cumpliendo con los requisitos señalados.


El párrafo cuarto consigna la posibilidad de la Parte requerida de solicitar información sobre el uso que se ha dado a los datos. Finalmente, el párrafo quinto faculta a la partes para poder solicitar que los datos personales transmitidos no sean utilizados para los efectos del párrafo primero de esta norma, salvo su previo consentimiento. 


Sin perjuicio de lo anterior, este artículo no se aplica a los datos personales obtenidos por una Parte como resultado de la ejecución de una solicitud formulada conforme a la Convención o alguno de sus Protocolos y que no vayan a ser transferidos de una Parte a otra.

El artículo 27 señala que las Partes podrán en cualquier momento, mediante una declaración dirigida al Secretario General del Consejo de Europa, definir a qué autoridades considerarán autoridades administrativas para los efectos del artículo 1, Párrafo 3 de la Convención.


El artículo 29 dispone el deber de mantener informado al Comité Europeo para Problemas de Delincuencia en lo que respecta a la interpretación y la aplicación de la Convención y sus Protocolos. Y al mismo tiempo que éste hará lo que sea necesario a fin de hacer posible una solución amigable de cualquier dificultad que pudiera originarse en su ejecución.


Los artículos 30 a 35 contienen las cláusulas finales, los que se refieren a la firma y entrada en vigencia, la adhesión, la aplicación territorial, las reservas, la denuncia y las notificaciones, respectivamente.





5.- Informe de la Excelentísima Corte Suprema.- La Comisión acordó transcribir el informe remitido por el Tribunal Superior a la Cámara de Diputados, el que en su parte principal consigna:





“Que teniendo a la vista la legislación nacional y tratados suscritos por Chile y actualmente vigentes, se puede señalar que nuestro país efectivamente cuenta con diferentes instrumentos que regulan la cooperación judicial internacional, especialmente en el ámbito interamericano, sin perjuicio de los tratados bilaterales suscritos con determinados países y en materias específicas. En concepto de esta Corte Suprema resulta adecuado participar en los sistemas que crean otras convenciones, con el objeto de poder invocar tales textos internacionales en la cooperación que se requiera y no acudir a los principios internacionales o las legislaciones internas de los estados requeridos.





Que el Convenio Europeo de Asistencia Judicial en Materia Penal se encuentra adecuadamente resumido en el Mensaje, resultando apropiado referirse a las declaraciones que expresa el Ejecutivo que formulará al mismo, que en su numeral cuarto entrega a la autoridad administrativa el cumplimento de la diligencia requerida, la cual sólo está en condiciones de cumplir el Ministerio Público en el nuevo sistema procesal penal.





Ahora bien, el Protocolo Adicional tiene por objeto facilitar, en el ámbito de los delitos tributarios, la aplicación de la Convención, que el Mensaje clarifica especialmente en el sentido siguiente: “El artículo 3 dispone que la Convención Europea también regirá para la notificación de documentos relativos a la ejecución de una sentencia, el cobro de una multa o el pago de las costas del proceso, las medidas relativas a la suspensión del pronunciamiento o de la ejecución de una sentencia, a la libertad condicional, al aplazamiento del inicio de la ejecución de una sentencia o la interrupción de su ejecución”. Artículo 3° que dispone: “El Convenio se aplicará asimismo: a) A la notificación de los documentos relativos a la ejecución de una condena, el cobro de una multa o el pago de gastos procesales. B) A las medidas relativas a la suspensión del pronunciamiento de una condena o de su ejecución, a la libertad condicional, al aplazamiento del comienzo de cumplimiento de una condena o la interrupción de su cumplimiento”.





Por su parte, el Segundo Protocolo Adicional de la Convención tiene un mayor desarrollo y amplía su ámbito de aplicación a la asistencia mutua a las investigaciones administrativas que puedan derivar en ilícitos penales (artículo 1° N° 3), como el traslado a otro Estado de una persona privada de libertad para efectos de investigación, no de juicio, además de la posibilidad de establecer requerimientos directos entre autoridades de distintos Estados.





A este Segundo Protocolo, se manifiesta por el Ejecutivo, que se formularán reservas y declaraciones que tienen por objeto identificar la autoridad central de nuestro país a la que se formularán los requerimientos, como a precisar determinadas exigencias previstas en el protocolo.





Por estas consideraciones y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, la Corte Suprema informa favorablemente el Proyecto de Acuerdo.





Asimismo, deja constancia que los Ministros señores Marín, Segura, Ballesteros, Valdés y señora Pérez, señora Araneda, señora Maggi y señora Egnem fueron de parecer de no emitir informe sobre el Proyecto de Acuerdo, por estimar que éste no se refiere a materias orgánicas, de las que debe informar esta corte de acuerdo a lo prescrito en el artículo 77 de la Carta fundamental y 16 de la Ley N° 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.”.

- - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín colocó en discusión el proyecto.





El Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Hernán Salinas, expresó que la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal fue suscrita en Estrasburgo el 20 de abril de 1959 por los miembros del Consejo de Europa, y entró en vigor el 12 de junio de 1962. Añadió que su objeto es regular una amplia cooperación entre los órganos judiciales y persecutores de los Estados Partes, tratándose de delitos cuyo castigo sea de competencia del Estado que requiere la asistencia.





Agregó que su ámbito de aplicación excluye aquellos procedimientos que corresponden a otras instituciones, como son la ejecución de condenas, detenciones o infracciones de carácter militar  que no constituyen infracciones propias del derecho penal común.





Explicó que la Parte requerida tiene la facultad de denegar la asistencia si estima que una solicitud podría causar perjuicio a la soberanía, la seguridad, el orden público u otros intereses esenciales de su país, lo cual, en su opinión, constituye un resguardo suficiente para los valores nacionales.





Manifestó que la adhesión a la Convención consolidaría los avances logrados por nuestro país en los últimos años en el ámbito de la cooperación judicial en materia penal, materializados a través de la ratificación de diversos instrumentos internacionales de carácter multilateral, entre los que cabe destacar: la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal; el Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales entre los Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile; la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, conocida como “Convención de Palermo”; la Convención de la OCDE para Combatir el Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.





El Jefe del Departamento de Cooperación Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Juan de Dios Urrutia, señaló que la Convención fue modificada y complementada por dos Protocolos Adicionales que se suscribieron en Estrasburgo con posterioridad a su adopción: ellos fueron adoptados el 17 de marzo de 1978 y el 8 de noviembre de 2001, respectivamente. Añadió que el primero de dichos Protocolos tiene por objeto principal complementar y facilitar la aplicación de la Convención en el ámbito de los delitos tributarios, que entró en vigor internacional el 12 de abril de 1982, y del cual actualmente 40 Estados son Parte del mismo.





Agregó que el Segundo Protocolo Adicional de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal, tiene por propósito mejorar y complementar la Convención, mediante nuevos procedimientos tales como la audiencia mediante videoconferencia y la audiencia mediante conferencia telefónica; el traslado temporal de personas detenidas y condenadas; las observaciones transfronterizas; la entrega controlada; las investigaciones encubiertas y los equipos conjuntos de investigación. Precisó que este Segundo Protocolo Adicional entró en vigor internacional el 1 de febrero de 2004 y que actualmente 19 Estados son parte del mismo.





El Honorable Senador Kuschel consultó qué otro país latinoamericano es Parte de este Convenio.





El señor Salinas respondió que Brasil podría ser Parte próximamente.





A su vez, el Honorable Senador señor Tuma preguntó cómo se adhiere al Convenio, por postulación o invitación.





El señor Salinas contestó que a este Convenio se accede por invitación unánime del Consejo de Europa.





Por su parte, el Honorable Senador Larraín inquirió acerca de las reservas y declaraciones que el Ejecutivo ha presentado. Asimismo, respecto de la opinión de la Corte Suprema y del Ministerio Público sobre el proyecto.





El señor Salinas expresó que las reservas y declaraciones pretenden adecuar el proyecto a nuestra legislación nacional. Agregó que la Corte Suprema y el Ministerio Público fueron consultados oportunamente y estaban de acuerdo con el Convenio.





El señor Urrutia indicó, respecto a las diligencias que contempla la Convención, que ellas pueden ser: obtención de pruebas; remisión de expedientes y documentos; declaración de testigos y peritos; registro o embargo de bienes. A este respecto, la Convención contempla la posibilidad de formular reserva en el sentido de supeditar la ejecución de un exhorto que tenga esta finalidad a tres posibles condiciones: que el delito que de origen al exhorto sea punible conforme a la legislación de ambas Partes (doble incriminación); que el delito pueda dar lugar a la extradición en el estado requerido; y que la ejecución del exhorto sea compatible con la legislación de la Parte requerida. Aclaró que respecto de esta última condición se está proponiendo una reserva por parte de nuestro país.





Manifestó que otras diligencias contempladas en la Convención son: la notificación de documentos y resoluciones judiciales; la comparecencia personal de testigos y peritos; el traslado temporal de personas detenidas para que declaren como testigos o para efectos de careo, el cual puede denegarse –entre otras razones- si la persona no diere su consentimiento.





También se contempla la entrega de información para fines procesales, es decir, la comunicación espontánea de antecedentes que pueden ser de interés de otra Parte con miras a que esta pueda iniciar acciones judiciales. Añadió que, asimismo, se prevé el intercambio recíproco y anual de sentencias penales dictadas respecto de los nacionales de cada una de las Partes.





Señaló que el Protocolo Adicional a la Convención tiene como propósito fundamental renunciar al derecho que la Convención otorga a las Partes en orden a denegar la asistencia por la sola circunstancia de que la Parte requerida considere un delito como delito tributario. 





A continuación, explicó que el Segundo Protocolo Adicional contempla innovaciones en cuanto a la facultad de emplear medios electrónicos en la transmisión de solicitudes, sin perjuicio de los adecuados registros escritos y de originales.





Prevé, asimismo, las audiencias mediante videoconferencias, para tomar declaraciones a testigos y peritos. En lo que se refiere a las audiencias mediante videoconferencias que tengan relación con un acusado o sospechoso, el Segundo Protocolo contempla la posibilidad de efectuar una declaración en orden a no aplicar sus normas y en tal sentido se está proponiendo una declaración por parte de Chile.





Indicó que también se regula la posibilidad del traslado temporal de personas detenidas a la Parte requerida. A este respecto se está proponiendo una declaración en cuanto a la necesidad de que la persona detenida debe prestar su consentimiento para este traslado.





Se contempla, también, la posibilidad de notificar documentos procesales y resoluciones judiciales por correo. Precisó que no obstante, mediante la correspondiente reserva, Chile no aplicará este procedimiento. Lo mismo hará respecto de las observaciones transfronterizas en el marco de las investigaciones criminales.





Por último, aclaró que otros mecanismos de cooperación que contempla este Segundo Protocolo Adicional son la entrega controlada y las investigaciones encubiertas, que nuestro país –mediante la correspondiente reserva- supedita a los casos en que su legislación las permite. Añadió que la coordinación de estos procedimientos quedará a cargo del Ministerio Público.





La Comisión acordó dejar constancia del informe emitido por la Corte Suprema sobre este proyecto, el que se consigna precedentemente.


El proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier y Tuma.

- - - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


"Artículo único.- Apruébanse la "Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal", suscrita en Estrasburgo, el 20 de abril de 1959, el "Protocolo Adicional de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal", suscrito en Estrasburgo el 17 de marzo de 1978, y el "Segundo Protocolo Adicional de la Convención Europea de Asistencia Mutua en Materia Penal", suscrito en Estrasburgo el 8 de noviembre de 2001.".

- - - -





Acordado en sesión celebrada el día 11 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel y Eugenio Tuma Zedán.





Sala de la Comisión, a 11 de enero de 2011.





(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo


                                             Secretario 
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ACUERDO DE LA COMISIÓN BICAMERAL RELATIVO AL REGLAMENTO DEL COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA.

HONORABLE SENADO;
HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

La Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional tiene el honor de formular su proposición de Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria.

Ha de recordarse que en cumplimiento de la disposición legal citada, el Senado designó para integrar esta Comisión Bicameral a los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia, Antonio Horvath Kiss, Juan Pablo Letelier Morel y Jovino Novoa Vásquez.

Por su parte, la Cámara de Diputados designó a los Honorables Diputados señores Pedro Araya Guerrero, Lautaro Carmona Soto, en calidad de alterno, Ramón Farías Ponce, Patricio Melero Abaroa y Patricio Vallespín López.

A algunas de las sesiones en que esta Comisión consideró este asunto concurrieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.


Es dable tener presente en esta materia, que la ley Nº 20.447 incorporó la referida disposición en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el propósito de establecer un servicio común del Congreso Nacional denominado Comité de Auditoría Parlamentaria, cuya finalidad es controlar el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria y de revisar las auditorías que el Senado, la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso Nacional efectúen de sus gastos institucionales.

El citado artículo 66 A dispuso que una Comisión Bicameral reglamentará la forma en que el Comité cumplirá sus funciones. Dicho reglamento deberá ser aprobado, con las formalidades que rigen la tramitación de los proyectos de ley, por la mayoría absoluta de los miembros presentes del Senado y de la Cámara de Diputados.

Por su parte, el artículo 3º transitorio de la ley Nº 20.447, modificado por la ley Nº 20.464, estableció que el Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria debería quedar aprobado, a más tardar, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de la ley Nº 20.447, plazo que se cumple, impostergablemente, el 8 de febrero de 2011.

En cuanto a la integración del Comité de Auditoría Parlamentaria, debemos recordar que sus miembros son nombrados por los tres quintos de los Senadores y Diputados en ejercicio, a propuesta de la Comisión Bicameral indicada precedentemente. Esta Comisión seleccionará a los candidatos a ocupar estos cargos de una nómina de tres personas que, en cada caso, propone, previo concurso público, el Consejo de Alta Dirección Pública. Dicho proceso se encuentra en sus etapas finales y está pronto a concluir.
*** * ***


De conformidad con lo dispuesto en la normativa legal vigente, la Comisión Bicameral procedió a analizar los antecedentes relativos a este asunto y se abocó a la tarea de dictar el Reglamento aludido en el inciso primero del artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


A continuación, se describe, someramente cada precepto y se consigna la votación recaída en cada uno de ellos. 
Artículo 1°


En primer lugar, la Comisión Bicameral estimó conveniente definir claramente el ámbito de competencia del Comité de Auditoría Parlamentaria, tanto en lo relativo a la revisión de las auditoria de los gastos institucionales del Congreso, cuanto de las auditorías que debe efectuar del uso de los fondos públicos que cada Cámara ponga a disposición de los parlamentarios y los comités para financiar el ejercicio de la función parlamentaria.

Se acordó precisar, en todo caso, que para cumplir esa última función, el Comité deberá atenerse a los criterios que sobre monto, destino, reajustabilidad y uso fije el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias así como a los acuerdos complementarios que adopten las Comisiones de Régimen del Senado y de la Cámara de Diputados y que sean necesarios para la ejecución de la resoluciones que adopte el mencionado Consejo. 

La disposición precedente fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier, Horvath y Novoa y los Honorables Diputados señores Araya, Melero y Vallespín.
Artículo 2°


Este precepto establece que el Comité actúa sobre la base de acuerdos, como corresponde a su naturaleza de órgano colegiado, los que deben adoptarse por la mayoría de sus integrantes.


Esta norma fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier, Horvath y Novoa y los Honorables Diputados señores Araya, Melero y Vallespín.
Artículo 3°


Seguidamente, la Comisión Bicameral estimó necesario, fijar con detalle las funciones que tendrá este órgano común. Destacan, entre otras, la posibilidad de que el Comité realice propuestas al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias orientadas a perfeccionar la normativa sobre el uso de las asignaciones parlamentarias, como una forma de coordinación de ambas entidades, y el rol consultivo que se le asigna respecto de las dudas que se generen sobre el cumplimiento de las normas de control de los recursos públicos destinados al ejercicio de la función parlamentaria.

Puesta en votación esta disposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier, Horvath y Novoa y los Honorables Diputados señores Araya, Melero y Vallespín.
Artículo 4°


En esta norma se recogen las disposiciones que establece la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional sobre nombramiento de los integrantes del Comité. Adicionalmente, se contempla el sigilo que deben guardar en sus actuaciones los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria, similares a las que rigen para el personal del Senado y de la Cámara de Diputados.

Sometida a votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier, Horvath y Novoa y los Honorables Diputados señores Araya, Melero y Vallespín.
Artículo 5°


Del mismo modo que se hizo con el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, la Comisión Bicameral consideró oportuno precisar las incompatibilidades que afectarán a quienes integren el Comité de Auditoría, causales de remoción a las que estarán sometidos y la calidad de dedicación exclusiva en su desempeño, impidiéndose a los miembros del Comité el desarrollar otras actividades, exceptuadas las docente y hasta por doce horas semanales, tanto en el sector público como en el privado (incisos primero al tercero del artículo 5º).


Los tres primeros incisos de este artículo fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier, Horvath y Novoa y los Honorables Diputados señores Araya, Melero y Vallespín.

Seguidamente, la Comisión consideró indispensable incorporar un inciso cuarto a este artículo 5º, con el fin de fijar la renta que percibirán los miembros del Comité y la asignación especial que se otorga a quien ejerza el cargo de Coordinador del mismo.

Sobre este particular, se discutió si la renta asignada a los cargos era la correcta. Se argumentó que en un comienzo las tareas a cumplir están bastante acotadas y ello no justificaría establecer cargos con una renta importante. No obstante, la mayoría de la Comisión, luego de recabar antecedentes del Consejo de Alta Dirección Pública -órgano que informó acerca de las rentas que se cancelaban en otras entidades públicas para este tipo de funciones-, concluyó que estos cargos, por el nivel de experiencia profesional que ellos requieren, por las incompatibilidades a las que están sometidos, por la circunstancia de que son nombrados por un plazo determinado y que no recibirán indemnización de ninguna especie cuando concluyan con sus labores, deben tener asignada una remuneración mensual adecuada, para lo cual se les fijó la correspondiente a la categoría “E” de la Escala de Sueldos para los funcionarios del Congreso Nacional.


Este inciso fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Gómez, Horvath y Novoa y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín. Se abstuvo el Honorable Senador señor Letelier.

Por último, se indica, en un inciso final, que el Comité funcionará en la ciudad sede del Congreso Nacional.


Este inciso fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier, Horvath y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Artículo 6°


Esta norma establece, en primer lugar, que el Comité tendrá un Coordinador que será designado por la Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Esta proposición fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier, Horvath y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Melero y Vallespín.


A continuación, el artículo 6° enumera las atribuciones que tendrá el Coordinador, entre las que se señala la de citar a sesión, suscribir sus acuerdos y ejecutarlos, coordinar las tareas de los miembros, etcétera. 


Cada una de ellas fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier, Horvath y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Artículo 7°


Este precepto prescribe, en su inciso primero, que las auditorías que realice el Comité del uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria y los informes sobre las auditorías que se efectúen de los gastos institucionales del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional tendrán el carácter de anuales. 


Sometida a votación esta norma, ella fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier, Horvath y Novoa y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.


A continuación, este artículo obliga al Comité a elaborar, junto a ambas Cámaras, un plan anual de trabajo que debe considerar un sistema aleatorio para la realización de las auditorías, un calendario de las mismas y un procedimiento de análisis de las auditorías que se efectúen de los gastos institucionales. Este plan deberá someterse a la aprobación del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.


Puesta en votación esta disposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Artículo 8°


Este precepto prescribe que en el desarrollo del Plan Anual, el Comité de Auditoría considerará la normativa constitucional, legal y reglamentaria vigente sobre la materia, junto a las disposiciones emanadas del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y las normas de auditoría de general aplicación en la disciplina.


Sometida a votación esta norma, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Artículo 9°


Este precepto regula la forma y los antecedentes administrativos que el Comité de Auditoría puede requerir del Senado y de la Cámara de Diputados en relación con el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria. 


Puesta en votación esta disposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Artículo 10


Esta norma determina, para el evento que no se entregue al Comité la información solicitada de conformidad al inciso anterior, un procedimiento de reclamo ante las Comisiones de Régimen de ambas Cámaras, según sea el caso.


Sometida a votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Artículo 11


Esta norma faculta al Comité de Auditoría para que, por conducto del respectivo Secretario General, pueda requerir de los parlamentarios o del representante o jefe de Comité pertinente, antecedentes o efectuarles sugerencias, a fin de corregir las deficiencias que detecte en la forma en que está utilizando los fondos y recursos asignados. También se le otorga la atribución para solicitar al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias que dicte normas aclaratorias, cuando existan dudas generalizadas o pueda haber más de una interpretación sobre el correcto uso de una asignación. 


Sometido a votación este precepto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Artículo 12


Precisa la forma en que debe auditarse a los Comités parlamentarios que dejen de existir cuando no hayan sido sujeto de dicho procedimiento en forma ordinaria antes de su término. 


Sometido a votación este artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Artículo 13


Establece un procedimiento para notificar, a través de los Secretarios Generales, las observaciones que formule el Comité de Auditoría, las que deben contestarse dentro de un plazo de treinta días, pues de lo contrario deben ser comunicadas a la respectiva Comisión de Ética y Transparencia.


Puesta en votación esta norma, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Artículo 14


Reitera la norma legal que otorga a las Comisiones de Ética y Transparencia de cada Cámara la facultad de solicitar, frente a hechos graves de que conozca, auditorías extraordinarias y pormenorizadas respecto al uso de los recursos destinados a las asignaciones parlamentarias. 


Sometido a votación este precepto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Artículo 15

Este precepto obliga al Comité de Auditoría Parlamentaria a remitir a los Presidentes de ambas Cámaras un informe sobre el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria. Este precepto regula, también, el contenido del informe. Este mismo informe deberá ser enviado a las Comisiones de Ética y Transparencia del Senado y de la Cámara de Diputados en cuanto diga relación con observaciones o reparos no atendidos para que aquéllas los resuelvan.


Del mismo modo, determina la oportunidad en que debe remitirse a las Comisiones Revisoras de Cuenta del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Biblioteca, los informes sobre las auditorías efectuadas a los gastos institucionales de cada Corporación y de la Biblioteca. 


Puesta en votación esta norma, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Artículo 16


Este precepto consagra el régimen presupuestario y de personal del Comité de Auditoría Parlamentaria, vinculándolo por razones de buen funcionamiento y economía al régimen fijado para el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias. 


Sometido a votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Artículo 17


Se concluye las normas permanentes con una disposición que fija que los plazos que establece este reglamento son de días hábiles.


Puesta en votación esta norma, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier, y Novoa y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.

Disposición transitoria


Finalmente, en un artículo transitorio, se prescribe que, en tanto el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias no determine el monto, destino, reajustabilidad y criterios de uso de las asignaciones parlamentarias, continuarán vigentes los acuerdos adoptados por las Comisiones de Régimen de ambas Cámaras hasta que ellos sean reemplazados por las disposiciones que sobre estas materias dicte el referido Consejo Resolutivo, con lo cual se salvaguarda cualquier omisión sobre este tópico y se le da el tiempo suficiente al órgano resolutivo de efectuar una adecuación de las normas sobre uso de las asignaciones parlamentarias de suyo compleja.

Sometido a votación este precepto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.
*** * ***

Concluido el estudio de los antecedentes, la Comisión Bicameral acordó someter a la consideración de ambas ramas del Congreso Nacional la aprobación del siguiente:
REGLAMENTO DEL COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA
"Párrafo Primero
Objetivos del Comité

Artículo 1°.- El Comité de Auditoría Parlamentaria es un servicio común del Congreso Nacional encargado de:

a) Auditar el uso de los fondos públicos que cada Cámara ponga a disposición de los parlamentarios y los comités para financiar el ejercicio de la función parlamentaria. Para cumplir este cometido, el Comité deberá atenerse a los criterios que sobre monto, destino, reajustabilidad y uso fije el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias así como a los acuerdos complementarios adoptados por las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno de la Cámara de Diputados.

b) Revisar, en forma previa al examen que les corresponde realizar a las Comisiones Revisoras de Cuentas del Senado y de la Cámara de Diputados, las auditorías que se efectúen de los gastos institucionales del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional.

Artículo 2°.- El Comité actuará sobre la base de acuerdos adoptados por la mayoría de sus miembros.
Párrafo Segundo
Funciones

Artículo 3°.- Son funciones del Comité de Auditoría Parlamentaria del Congreso Nacional:

1.- Aplicar procedimientos generales de auditoría a los recursos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria.

2.-Proponer al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias medidas y acciones orientadas a perfeccionar la normativa sobre el uso de las asignaciones parlamentarias.

3.-Coordinar con el Senado y la Cámara de Diputados el plan anual de auditoría de las asignaciones parlamentarias.

4.- Desarrollar los procedimientos de auditoría que correspondan, según el caso, de acuerdo con la planificación anual predefinida o con los requerimientos específicos que le formulen las Comisiones de Ética y Transparencia o de Régimen del Senado o de la Cámara de Diputados.

5.-Revisar las auditorías encargadas por el Senado y la Cámara de Diputados sobre sus gastos institucionales y remitir su informe a la respectiva Comisión Revisora de Cuentas, por intermedio del correspondiente Secretario General.

6.-Revisar las auditorías que realice la Biblioteca del Congreso Nacional respecto de la ejecución de su presupuesto y enviar el informe respectivo a la Comisión de Biblioteca.

7.- Elevar, por conducto del Secretario General respectivo, al conocimiento de las Comisiones de Ética y Transparencia del Senado y de la Cámara de Diputados todas aquellas materias que, habiendo sido observadas no se resolvieren cumplido el plazo de treinta días desde que el reparo fue comunicado por escrito.

8.- Absolver las consultas particulares que le realicen los parlamentarios, los comités o los Secretarios Generales sobre el cumplimiento de las normas de control en el uso de los fondos públicos destinados al ejercicio de la función parlamentaria.
Párrafo Tercero
De la Composición del Comité, de la elección de sus  miembros y de las funciones del Coordinador

Artículo 4°. El Comité estará integrado por tres profesionales. Uno de ellos deberá tener el título de abogado y otro el de contador auditor. Ambos deberán acreditar, a lo menos, diez años de ejercicio profesional. El tercero será un especialista en materias de auditoría. Respecto de éste, se preferirá a quienes se hayan desempeñado por más de cinco años en la Contraloría General de la República o se encuentren registrados, por igual período, en la nómina de auditores de la Superintendencia de Valores y Seguros. 

Serán nombrados por los tres quintos de los Senadores y Diputados en ejercicio a propuesta de la Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Para efectuar la referida propuesta, la Comisión Bicameral seleccionará a los candidatos de la nómina que, en cada caso, propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública.

Los miembros del Comité de Auditoría y el personal que colabore en sus funciones deberán guardar sigilo de los hechos y antecedentes que tomen conocimiento en razón del ejercicio de sus cargos. 

El Presidente de la Comisión Bicameral a que se refiere el inciso segundo tomará juramento o promesa a los miembros del Comité de Auditoría antes que ellos asuman sus cargos.

Artículo 5°.- Los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria durarán seis años en sus cargos, no podrán ser reelegidos y serán inamovibles, salvo que incurran en incapacidad o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, en los términos previstos en el inciso final del artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Para estos efectos, la Sala de cada Corporación resolverá, previo informe de la Comisión Bicameral indicada en el inciso segundo del artículo precedente, si se configura alguna de las causales señalada en este inciso.

La condición de miembro del Comité de Auditoría es de dedicación exclusiva y, por tanto, incompatible con todo empleo o comisión retribuido con fondos públicos o privados. Se exceptúan los empleos docentes en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, hasta por un máximo de doce horas semanales.

Tampoco podrán ser miembros del Comité los cónyuges ni las personas que tengan relación de parentesco con un Diputado, Senador o con un funcionario del Congreso Nacional hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, ambos inclusive.

Los miembros del Comité de Auditoría recibirán mensualmente como única renta la correspondiente a la Categoría “E” de la Escala de sueldos para los funcionarios del Congreso Nacional, fijada por el Acuerdo Complementario de la ley N° 19.297, con todas las asignaciones allí señaladas, con exclusión de las horas extraordinarias. Al término de su período, no tendrán derecho a indemnización de ninguna especie. El Coordinador del Comité recibirá mensualmente una asignación equivalente al cuarenta por ciento de su sueldo base.

El Comité de Auditoría Parlamentaria funcionará en la ciudad sede del Congreso Nacional.

Artículo 6°.- El Coordinador del Comité de Auditoría Parlamentaria será nombrado por la Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y tendrá las siguientes funciones:

1.- Citar a sesión.

2.- Dirigir las sesiones.

3.- Suscribir los acuerdos del Comité, las comunicaciones oficiales que se dirijan a su nombre y los demás documentos que requieran su firma.

4.- Coordinar, en nombre del Comité, las tareas anuales de auditoría.

5.- Poner en conocimiento, por conducto del Secretario General de la Cámara respectiva, los acuerdos del Comité de Auditoría Parlamentaria que requieran aclaraciones de los parlamentarios o de los comités en relación con el uso de los fondos públicos que se les hayan asignado.

6.- Ejecutar los acuerdos del Comité.

7.- Asignar las diferentes tareas entre los demás miembros del Comité.

8.- Elevar, por conducto del Secretario General de la Cámara respectiva, al conocimiento de las Comisiones de Ética y Transparencia del Senado y de la Cámara de Diputados, según corresponda, las sugerencias hechas a un parlamentario o comité y que no hubieren sido atendidas.

9.- Presentar, por conducto del Secretario General de la Cámara respectiva, a las Comisiones de Ética y Transparencia de ambas ramas del Congreso Nacional, a las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno de la Cámara de Diputados, a las Comisiones Revisoras de Cuentas de las dos Corporaciones, y al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, en lo que corresponda, el informe anual que dispone el artículo 66 B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

10.- Remitir, por conducto del Secretario General de la Cámara respectiva, el informe sobre auditoría de gastos institucionales a las Comisiones Revisoras de Cuentas del Senado y de la Cámara de Diputados, en su caso. 
Párrafo Cuarto
Del Plan Anual de Trabajo

Artículo 7°.- Las auditorías que realice el Comité del uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria serán anuales y considerarán períodos de doce meses que se inician cada 1° de Abril. Los informes sobre las auditorías que se efectúen de los gastos institucionales del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional, considerarán el año calendario.

Para los efectos del inciso anterior, el Comité, junto con las Secretarías Generales de ambas Cámaras elaborará un plan anual de trabajo, el que elevará al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias para su aprobación. Este plan deberá contener lo siguiente:

a) un sistema aleatorio por el que se determinará a los parlamentarios o comités que serán auditados durante dicho año. 

b) un calendario de las auditorías que se realizarán al uso de las asignaciones parlamentarias.

c) un procedimiento de análisis de las auditorías relativas a gastos institucionales del Senado, de la Cámara de Diputados y de la Biblioteca del Congreso Nacional.
Párrafo Quinto
De los Procedimientos de Trabajo.

Artículo 8°.-En el desarrollo del Plan Anual, el Comité de Auditoría considerará:

1) Los preceptos constitucionales, legales y reglamentarios vigentes sobre la materia.

2) Las disposiciones emanadas del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias sobre la naturaleza, destino y uso de los fondos públicos que financian el ejercicio de la función parlamentaria.

3) Las normas de auditoría de general aplicación en la disciplina y las que determine el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias al momento de fijar el correcto uso de una asignación. Estas últimas prevalecerán sobre las primeras.

Artículo 9°- El Comité de Auditoría podrá requerir información administrativa del Senado y de la Cámara de Diputados relacionada con el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria.

Las solicitudes deberán efectuarse por escrito a los Secretarios Generales de cada Cámara, quienes dispondrán de un plazo máximo de quince días para entregar la información requerida. Los antecedentes que el Comité podrá consultar deberán referirse a:

a) Documentos que sustenten el pago y la entrega de recursos a Senadores y Diputados y comités parlamentarios de acuerdo a las disposiciones emitidas por el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.

b) Datos almacenados en los Sistemas de Información de las Corporaciones, que permitan una adecuada aplicación de los procedimientos de auditoría informática.

Artículo 10.- En caso de que no se cumplan los requerimientos del Comité de Auditoría, éste podrá insistir ante las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno, Administración y Reglamento de la Cámara de Diputados, según corresponda.

Artículo 11.- Para el cumplimiento de los procedimientos de auditoría, el Comité de Auditoría podrá acordar requerir de los parlamentarios o del representante o jefe de Comité pertinente, antecedentes o efectuarles sugerencias, a fin de corregir las deficiencias que detecte en la forma en que está utilizando los fondos y recursos asignados. Tales peticiones o sugerencias se efectuarán por conducto del Secretario General de la Cámara respectiva.

El Secretario General deberá poner en conocimiento del parlamentario o del representante o jefe de Comité respectivo, las peticiones o sugerencia a la brevedad posible.

Por el mismo conducto, los Diputados, los Senadores y los representantes o jefes de los Comités enviarán los antecedentes requeridos o contestarán las sugerencias u observaciones que el Comité de Auditoría les haya formulado.

El Comité de Auditoría deberá solicitar al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias que dicte normas aclaratorias para facilitar la corrección de deficiencias que se detecten en la forma en que se están utilizando los fondos y recursos asignados, cuando existan dudas generalizadas o pueda haber más de una interpretación sobre el correcto uso de una asignación.

Artículo 12.- Si un Comité Parlamentario deja de existir por cualquier causa deberá rendir cuenta ante el Comité de Auditoría Parlamentaria de los fondos y recursos recibidos y que no hubieren sido auditados, en un plazo no superior a treinta días.  Adicionalmente, el Comité de Auditoría podrá solicitar información a los Secretarios Generales de cada Cámara, con el fin de efectuar las correspondientes auditorías.

Artículo 13.- Las observaciones que formule el Comité de Auditoría serán notificadas al parlamentario o al representante o jefe de Comité respectivo por el Secretario General de la Cámara que corresponda para que, dentro de los treinta días siguientes, realice por escrito sus aclaraciones.

Los reparos u objeciones que no sean corregidos en el término señalado, se pondrán en conocimiento de la Comisión de Ética y  Transparencia del Senado o de la Cámara de Diputados, según sea el caso.

Artículo 14.-Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, dichas comisiones, en cualquier momento y frente a antecedentes graves de que conozcan, podrán solicitar que el mencionado Comité de Auditoría realice un examen pormenorizado de la forma en que un parlamentario o Comité haya utilizado los recursos y fondos que hubieren recibido.

Artículo 15.- El Comité de Auditoría Parlamentaria deberá remitir a los Presidentes de ambas Cámaras un  informe sobre el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria a que se refiere la letra a) del artículo 1° antes del 30 de junio de cada año.  Dicho informe contendrá una presentación de los hechos relevantes de cada una de las auditorías efectuadas y de las recomendaciones o situaciones especiales que el Comité haya detectado.

El informe anual será presentado también a las Comisiones de Ética y Transparencia del Senado y de la Cámara de Diputados en cuanto diga relación con observaciones o reparos no corregidos por los Diputados, los Senadores o los Comités, con el fin de que aquéllas las resuelvan.

Asimismo, copia del informe final se remitirá al Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias para que adopte las medidas que correspondan.

Los acuerdos  recaídos en reparos u objeciones que el Comité de Auditoría Parlamentaria haya puesto en conocimiento de la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o de la Cámara de Diputados, según corresponda, serán resueltos por dichas comisiones, a más tardar, el 31 de agosto de cada año.

En el plazo de los cinco días siguientes a la fecha de resolución de las materias señaladas en el inciso anterior, la Mesa de cada Corporación dispondrá la publicación en el sitio electrónico de cada Cámara de las auditorías contenidas en el informe anual.

El Comité de Auditoría Parlamentaria, por intermedio del Secretario General de la Cámara respectiva, deberá enviar a las Comisiones Revisoras de Cuenta del Senado y de la Cámara de Diputados, según sea el caso, el informe indicado en el número 5 del artículo 3°, dentro de los treinta días siguientes a la recepción de los documentos en que consten las auditorías efectuadas a los gastos institucionales de cada Corporación. 

En igual plazo deberá remitir a la Comisión de Biblioteca el informe de la auditoría de los gastos institucionales de la Biblioteca del Congreso Nacional.
Párrafo Séptimo
Del Financiamiento.

Artículo 16.- La Ley de Presupuestos consultará los recursos necesarios para el funcionamiento del Comité, según lo previene el artículo 22 del Reglamento del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.

El personal y los recursos que el Comité requiera para el cumplimiento de sus funciones serán aportados por el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.

Artículo 17.- Los plazos que establece este reglamento serán de días hábiles.

Artículo transitorio.- En tanto el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias no determine el monto, destino, reajustabilidad y criterios de uso de las asignaciones parlamentarias, continuarán vigente los acuerdos adoptados sobre la materia por las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno, Administración y Reglamento de la Cámara de Diputados, especialmente, en la forma, modo y oportunidad en que deben rendirse.".
*** * ***


En la forma expuesta, se ha dado cumplimiento al mandato que a esta Comisión Bicameral le ha formulado el inciso primero del artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en el sentido de elaborar el Reglamento precedentemente transcrito, el cual se somete a la consideración de ambas Corporaciones.

*** * ***


Acordado en sesiones celebradas los días 14 y 21 de diciembre de 2010 y 11 y 12 de enero de 2011, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señor Antonio Horvath Kiss, Juan Pablo Letelier y Jovino Novoa Vásquez y Honorables Diputados señores Pedro Araya Guerrero, Ramón Farías Ponce, Patricio Melero Abaroa y Patricio Vallespín López.


Sala de la Comisión, a 17 de enero de 2011.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE CALIDAD Y EQUIDAD DE LA EDUCACIÓN

(7329-04)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de ley con urgencia calificada de discusión inmediata, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, vuestra Comisión discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

A las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Andrés Allamand Zavala; Alberto Espina Otero; Carlos Ignacio Kuschel Silva; Ricardo Lagos Weber; Fulvio Rossi Ciocca, y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Asimismo, concurrieron:

- Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Joaquín Lavín; el Subsecretario, señor Fernando Rojas; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Felipe Silva; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Orlando Chacra; el Jefe de la División Jurídica, señor Raúl Figueroa, y los Asesores, señora Trinidad Valdés y señor Pablo Eguiguren.

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor, señor Omar Pinto.

- De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda: la Abogado de la Subdirección de Racionalización y Función Pública, señora Jacqueline Duncan y el Asesor, señor José Antonio Thanuz.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, el artículo 1°, número 31, letra b) de este proyecto de ley, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, conforme lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley en informe busca mejorar la calidad y la equidad de la educación escolar en nuestro país, a través de la modernización del Estatuto Docente, introduciendo diversas modificaciones que se orientan a fortalecer el rol de los directores de los establecimientos educacionales municipales y el ejercicio de la profesión docente. Asimismo, crea un nuevo sistema para la selección de los directores de los establecimientos educacionales municipales y de los Jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal, entregándoles mayores atribuciones y autonomía, aumentando sus remuneraciones y las de los equipos directivos y técnico-pedagógicos. También, modifica otros cuerpos legales para incrementar la remuneración de los docentes en ejercicio mejor evaluados, crear un plan de incentivo al retiro y entregar mayores recursos a los municipios. Además, regula la entrega de un bono especial para los docentes jubilados, que dedicaron su vida a la enseñanza y que actualmente tienen bajas pensiones.

- - -

Durante la discusión general del proyecto, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista, las entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:

- De la Asociación Chilena de Municipalidades: el Presidente y Alcalde de la Ilustre Municipalidad de La Granja, señor Claudio Arriagada; el Jefe de Gabinete, señor Miguel Molina; el Coordinador de Educación, señor Raciel Medina; el Encargado de Finanzas Municipales, señor Roberto Delpín, y el Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Lo Prado, señor Luis Gonzalo Navarrete. 

- Del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresa de la Universidad Diego Portales, el Director, señor Gregory Elacqua. 

- De la Universidad Pontificia Universidad Católica de Chile: el Director del Centro de Investigación MIDE-UC y Profesor Titular de la Escuela de Psicología, señor Jorge Manzi; la Gerente del Proyecto Docentemás MIDE-UC, señora Yulan Sun y el Asistente de Investigación, señor Edgar Valencia.

- Del Colegio de Profesores de Chile: el Presidente, señor Jaime Gajardo; el Secretario General, señor Darío Vásquez; el Prosecretario Nacional, señor Mario Aguilar; la Encargada del Departamento de Educación y Perfeccionamiento, señora Bárbara Figueroa, y la Dirigente Nacional, señora Ligia Gallegos.

- De la Fundación Educación 2020: el Coordinador Nacional, señor Mario Waissbluth; la Directora, señora Adriana Del Piano; la Directora del Área de Política Educativa, señora Valentina Quiroga; el Director Social, señor Matías Reeves, y la Asesora Legislativa, señora Patricia Schaulsohn. 

- De la Secretaría Ejecutiva del Programa Legislativo, CIEPLAN: los Asesores, señora Macarena Lobos y señores Pedro Montt y Rodrigo González.

- De la Fundación Instituto Libertad y Desarrollo, el Asesor, señor Daniel Montalva.

- De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Felipe Rössler.

Cabe hacer presente que todos los documentos recibidos y los acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- La Constitución Política de la República en sus artículos 1° y 19, numerales 10° y 11°.

2.- El decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican.

3.- El decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.

4.- La ley N° 19.715, que otorga un mejoramiento especial de remuneraciones para los profesionales de la educación.

5.- La ley N° 20.248, que establece una Subvención Escolar Preferencial.

6.- La ley N° 19.979, que modifica el régimen de Jornada Escolar Completa Diurna y otros cuerpos legales.

7.- La ley N° 20.079, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica.

8.- La ley N° 20.159, que permite efectuar anticipos de subvenciones estatales para fines educacionales, en casos que indica.

9.- El decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto, refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


Mensaje presidencial.


Su Excelencia el Presidente de la República señala que este proyecto de ley tiene por objeto mejorar la calidad y la equidad de la educación escolar en nuestro país, a través de la modernización del Estatuto Docente, introduciendo diversas modificaciones que se orientan a fortalecer el rol de los directores de los establecimientos educacionales municipales y el ejercicio de la profesión docente. Luego, indica que con esta finalidad se crea un nuevo sistema para la selección de los directores de los establecimientos educacionales municipales y de los Jefes de Departamento de Administración de Educación Municipal, entregándoseles mayores atribuciones y autonomía, aumentando sus remuneraciones y las de los equipos directivos y técnico-pedagógicos. Asimismo, menciona que también se modifican otros cuerpos legales para incrementar la remuneración de los docentes en ejercicio mejor evaluados, crear un plan de incentivo al retiro y entregar mayores recursos a los municipios. Además, precisa, se incluye la entrega de un bono especial para los docentes jubilados, que dedicaron su vida a la enseñanza y que tienen bajas pensiones.

Continuando con la exposición de motivos, señala que la educación es la principal herramienta con que cuenta una nación para construir una sociedad más libre y equitativa, donde se reconozca el mérito, las aptitudes y el esfuerzo de los individuos, instalándose como el motor del desarrollo y de la movilidad social. En efecto, acota que para este Gobierno la educación constituye una de sus principales prioridades y reconoce el esfuerzo que debe realizarse para poner todas las energías en mejorar su calidad.

Enseguida, lamenta que los resultados de calidad de la educación en nuestro país no se condicen con los esfuerzos y los recursos financieros que se han invertido. Al respecto, precisa que esta situación afecta, especialmente, a la educación municipal que presenta importantes rigideces que esta iniciativa busca aminorar, impulsando un sistema educativo nacional orientado hacia la excelencia. Añade que para alcanzar la meta de lograr estándares de calidad de la educación como los que tienen actualmente, por ejemplo, Portugal e Italia, se necesita el esfuerzo de todos y en este sentido indica que afortunadamente las propuestas contenidas en este proyecto de ley son fruto de un consenso que se ha venido construyendo a lo largo de los años. Es así como gran partes de estas propuestas han sido tomadas del “Panel de Expertos para una Educación de Calidad”, integrado por especialistas de distintos sectores. Acota que como los diagnósticos ya existen, es hora de implementar medidas en las que se observe un consenso transversal respecto a qué hacer y, en tal sentido, el presente proyecto de ley asume ese desafío, a través de toda la línea de responsabilidad de la estructura de la educación municipal.

En primer término, explica que en el caso de los Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal, se sustituye el actual concurso público por un sistema de elección, que cuenta con el apoyo del Sistema de Alta Dirección Pública, se incrementan sus remuneraciones, tendiendo en consideración la fundamental labor que realizan tanto en la parte administrativa como en el área pedagógica de los establecimientos educacionales que administran, y se les impone la obligación de rendición de cuentas, a través de convenios de desempeño vinculantes.
En otro orden de materias, precisa que a los directores de establecimientos educacionales municipales se les entregan mayores atribuciones, en concordancia con la evidencia que demuestra que el liderazgo que ejercen es clave para el éxito escolar. Al respecto, informa que se les concede la posibilidad de elegir su equipo directivo, crear evaluaciones descentralizadas; despedir, anualmente, a los docentes mal evaluados, a la vez que se le incrementan sus remuneraciones, de acuerdo al mayor grado de responsabilidad que ejercerán. Asimismo, indica que se reformula el proceso de selección directiva, pasando del actual concurso de antecedentes a un proceso de selección basado en el Sistema de Alta Dirección Pública, ajustándolo a las particularidades de los diversos contextos escolares.

En cuanto a los docentes, comenta que el proyecto de ley, al igual que las demás medidas que ha tomado este Gobierno, está dirigido a recuperar el prestigio social que le corresponde a la profesión docente. Sobre este mismo punto, señala que la idea es contar con los mejores profesionales, que dediquen su vida a formar a los niños y a los jóvenes del mañana. En esa dirección, acota que este marco legal apunta a entregar mayores beneficios a los docentes de excelencia, que actualmente se encuentran en ejercicio, pero, a la vez, exigiéndoles un mayor compromiso.

En la misma línea, informa que se entregará un bono de retiro de hasta $20.000.000 para quienes se encuentren en edad de jubilar luego de una vida dedicada a la educación, y para los que ya jubilaron y que tienen bajas pensiones, se entregará un bono de reconocimiento de desempeño, por todo el esfuerzo que realizaron durante su trayectoria laboral.

Resalta, enseguida que tiene la convicción que esta reforma ayudará a lograr el punto de inflexión a partir del cual el sistema educativo nacional alcanzará un mejoramiento continuo y que para que todas sus modificaciones sean operativas y tengan el impacto que se pretende, se entregará a los sostenedores municipales más recursos y herramientas para que puedan hacerse cargo de las nuevas atribuciones que se delegan. En virtud de lo anterior, indica que, entre otras medidas, se entregarán 20.000 millones de pesos a los municipios.

Por otra parte, sostiene que la mejor manera de solucionar los problemas de la educación chilena es tomar medidas directas que ataquen el origen de los mismos y atender las particularidades de cada comunidad educativa. Así, y para poder exigir resultados y definir responsabilidades, considera fundamental que cada integrante de la comunidad escolar pueda actuar con autonomía. Además, recalca que con esta normativa se busca avanzar hacia un sistema educativo de clase mundial, capaz de entregar más y mejores oportunidades para todos los niños y jóvenes del país, en especial para aquéllos que provienen de familias de menores ingresos.

A continuación, puntualiza que, como ya se ha indicado, uno de los principales objetivos de este proyecto de ley es modificar el Estatuto Docente. En ese contexto, destaca las nuevas atribuciones que se entregan a los directivos de los establecimientos educacionales del sector municipal, dentro de las cuales merece especial atención la facultad de proponer anualmente al sostenedor el término de la relación laboral de hasta un 5% de los docentes del respectivo establecimiento, siempre que hubieren resultado mal evaluados, de acuerdo a la evaluación docente contemplada en el Estatuto Docente o en la nueva evaluación descentralizada que contempla este proyecto de ley.

En segundo lugar, informa que se establece la posibilidad de que los directores dispongan de un equipo de su exclusiva confianza, que estará constituido por el Subdirector, el Inspector General y el Jefe Técnico de los establecimientos educacionales. Al respecto, explica que el director podrá nombrar en estos cargos a profesionales que pertenezcan a la respectiva dotación docente, y que para incorporar a profesionales externos, requerirá la aprobación del sostenedor.

En tercer lugar, señala que se faculta al director para proponer al sostenedor los mecanismos para incrementar las asignaciones de experiencia, de perfeccionamiento, de desempeño en condiciones difíciles, de responsabilidad directiva y técnico-pedagógica y las asignaciones especiales de incentivo profesional, que pueden determinar las municipalidades de acuerdo a sus reglamentos y a la evaluación descentralizada.

Por último, agrega que con la finalidad de atraer a más profesionales a desempeñarse como directores de establecimientos educacionales, y siguiendo las exigencias para ejercer la función docente establecidas en la Ley General de Educación, el proyecto exige, como requisitos para postular a la función docente directiva el estar en posesión de un título profesional o tener una licenciatura de al menos 8 semestres y haber ejercido funciones docentes al menos durante 3 años en un establecimiento educacional.

Por otra parte, el Primer Mandatario señala que este proyecto de ley establece un aumento de las asignaciones de responsabilidad directiva y de responsabilidad técnico-pedagógica correspondientes a los profesionales de la educación que sirven funciones superiores. Lo anterior, continúa, se logra a través de la creación de porcentajes mínimos de asignación, que beneficiarán tanto a los directores de los establecimientos educacionales, como a sus equipos de exclusiva confianza y a todos quienes ejerzan funciones técnico-pedagógicas.

Además, comenta que para los directores se establece un aumento de la asignación de responsabilidad directiva proporcional al número de alumnos matriculados en el respectivo establecimiento educacional. Acota que ésta podrá alcanzar hasta un 200% de la remuneración básica mínima nacional en los establecimientos educacionales que tengan más de mil doscientos alumnos que actualmente reciben como máximo un 25%.

Prosiguiendo con la exposición de motivos, señala que en atención a la relevancia del rol del director en el desempeño de los establecimientos educacionales, esta iniciativa legal establece un nuevo mecanismo de selección directiva para proveer las vacantes de los cargos de director de los establecimientos educacionales. Para estos efectos, acota que existirá una comisión calificadora integrada por: el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales de reconocido prestigio en el ámbito educacional aprobada por el propio Consejo, y un docente de excelencia perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional. Comenta que estos concursos serán convocados por las municipalidades y administrados por el Departamento de Administración de Educación Municipal o por la Corporación Municipal, según corresponda.

Asimismo, explica que el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, definirá el perfil profesional del director, el que deberá ser aprobado por el sostenedor, y podrá considerar las competencias, aptitudes y certificaciones pertinentes que deberán cumplir los candidatos. Con el objeto de facilitar la selección de los postulantes, indica que el Ministerio de Educación creará un banco de perfiles profesionales de acuerdo a las necesidades de los distintos tipos de establecimientos educacionales que deberán estar siempre disponibles en su página web. Agrega que el concurso será un proceso de selección público abierto, de amplia difusión, que se comunicará a través de la página web de la respectiva municipalidad o en un diario de circulación nacional. Además, sostiene que las convocatorias serán comunicadas al Ministerio de Educación con el objeto que sean ingresadas en un registro público para apoyar su difusión.

En lo que atañe al proceso de selección, señala que éste será un proceso técnico de evaluación que incluirá, entre otros aspectos, la verificación de los requisitos solicitados en el perfil; entrevistas, y la evaluación de los factores de mérito, de liderazgo y de las competencias específicas, cuya ponderación será determinada por cada sostenedor. Sobre este mismo punto, precisa que el proceso de evaluación deberá considerar el apoyo de asesorías externas, registradas en la Dirección Nacional del Servicio Civil, con la finalidad de preseleccionar a los candidatos que serán entrevistados por la comisión calificadora. Al respecto, indica que estas asesorías podrán ser financiadas con un Fondo que este proyecto de ley crea para estos efectos.

Enseguida, comenta que la comisión calificadora deberá entregar un informe con la nómina de los postulantes seleccionados, el que será presentado al sostenedor, quien podrá nombrar a cualquiera de ellos o declarar desierto el proceso de selección. Acota que el nombramiento del director del establecimiento educacional tendrá una duración de cinco años.

Por otra parte, informa que una vez elegido el director, éste deberá firmar un convenio de desempeño con el sostenedor, el cual será público e incluirá las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el período, los objetivos de resultados a alcanzar anualmente y la forma de ejercer sus atribuciones. Añade que el director del establecimiento educacional deberá informar anualmente el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos establecidos en los convenios de desempeño.

Con todo, señala que el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según sea el caso, con aprobación del sostenedor podrá pedir la renuncia anticipada del director cuando el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el convenio de desempeño sea insuficiente.

Asimismo, añade que el presente proyecto de ley propone el fortalecimiento del cargo de Jefe de los Departamentos de Administración de Educación Municipal, junto con un nuevo sistema de nombramiento. Al respecto, precisa que éstos serán nombrados por el sostenedor entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública, mediante concursos públicos desarrollados con un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos, de segundo nivel jerárquico. Sobre este particular, comenta que el sostenedor deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo. Acota que dicho perfil deberá ser aprobado por el Sistema de Alta Dirección Pública.

Más adelante, expone que a estos concursos sólo podrán postular aquellos profesionales que estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos ocho semestres, y que en el evento de que se nombre a una persona que no sea un profesional de la educación, el respectivo Departamento de Administración de Educación Municipal deberá contar con la asesoría de un docente encargado del área técnico-pedagógica. Agrega que los Jefes del Departamento de Administración de Educación Municipal deberán suscribir un convenio de desempeño con el respectivo sostenedor, que tendrá las mismas características de los convenios de desempeño de los directores de establecimientos educacionales. Además, indica que el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal deberá informar anualmente el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos. Sobre esta mismo tema, señala que estos nombramientos tendrán una duración de 5 años. 

A continuación, precisa que el sostenedor determinará anualmente el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el convenio de desempeño y que cuando éstos sean insuficientes de acuerdo a los mínimos establecidos, podrá pedir la renuncia anticipada, debiendo realizarse un nuevo concurso. Por otra parte, explica que este proyecto de ley establece una asignación para estos funcionarios que se aplicará sobre la remuneración básica mínima nacional y será proporcional a la matrícula municipal total de la comuna. Acota que en aquellas comunas que tengan menos de 1.200 alumnos matriculados en el sistema municipal, los concursos serán análogos a los establecidos para los directores de establecimientos educacionales.

En otro orden de ideas, comenta que esta iniciativa legal modifica las causales de término de la relación laboral de los docentes, con el objetivo de que los directores puedan conformar equipos de trabajo de excelencia para lograr una mejora en la calidad de la educación de sus alumnos. En ese contexto, se establece una nueva causal de término de la relación laboral de los docentes, en cuya virtud se faculta al sostenedor para que, a proposición del director del establecimiento educacional, pueda poner término, anualmente, a la relación laboral de los docentes mal evaluados, con un tope de un 5% de los docentes del respectivo establecimiento educacional. Los docentes a los que se les aplique esta causal tendrán derecho a una indemnización de cargo del empleador, equivalente al 50% del total de las remuneraciones devengadas en el último mes de contrato, por cada año, o fracción superior a seis meses, servido en las respectiva municipalidad o corporación, con un máximo de 6 o la indemnización a todo evento que hubieren pactado con su empleador conforme al Código del Trabajo, si esta última fuera mayor.
Además, comenta que dentro de la causal de incumplimiento grave de las obligaciones del contrato se agrega el incumplimiento grave del reglamento interno del respectivo establecimiento educacional. Por otra parte, señala que se acelera la salida de los docentes evaluados con desempeño insatisfactorio en virtud de la evaluación que actualmente contempla el Estatuto Docente. Asimismo, precisa que se establecen mayores exigencias y la posibilidad de terminar la relación laboral de quienes tengan un desempeño básico.

Por otra parte, señala que el proyecto de ley fortalece la autonomía de los sostenedores, a través de variadas disposiciones, destacando entre otras la facultad para crear y administrar sus propios sistemas de evaluación que complementen los mecanismos establecidos en el Estatuto Docente, tanto para los docentes que desempeñen funciones en docencia de aula como actividades curriculares no lectivas. Acota que estos mecanismos de evaluación deberán basarse en instrumentos objetivos y transparentes, y podrán ser efectuados directamente o a través de terceros.

Posteriormente, indica que con el propósito de que el sostenedor y el director tengan mayores injerencias en la conformación de sus equipos, se elimina el orden de prelación establecido para suprimir las horas del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal en caso de reducción de la matrícula. Además, informa que se le entrega al sostenedor la posibilidad de determinar a él o los profesionales de la educación a quienes se les deba disminuir el número de horas contratadas o poner término a su relación laboral, previa consulta al director del establecimiento educacional y al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal.

Adicionalmente, comenta que este proyecto de ley innova en materia de indemnizaciones de quienes, no perteneciendo a la respectiva dotación docente municipal, ingresen a ejercer los cargos de Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal, de directores de establecimientos educacionales y de quienes desempeñen los nuevos cargos de exclusiva confianza. Sobre el particular, explica que la indemnización correspondiente al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal y al director del establecimiento educacional por término de su período será equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis. No obstante lo anterior, acota que en los casos en que al asumir dichos cargos hayan pertenecido a la respectiva dotación docente, podrán continuar desempeñándose en ella si existe disponibilidad, o terminar su relación laboral con la indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once años.
En los casos en que el profesional no haya pertenecido a la dotación docente, precisa que si el cese en sus funciones se produce por petición de renuncia, antes de concluir el plazo de nombramiento y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno, descontada su respectiva asignación.

Asimismo, indica que en los casos en que haya pertenecido a la dotación docente y cese en sus funciones en virtud de lo dispuesto en el párrafo anterior, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de once años, descontada su respectiva asignación.
Con respecto a las personas que conforman los equipos de exclusiva confianza del director, señala que cuando hayan pertenecido a la dotación docente, y no concurran causales derivadas de su responsabilidad administrativa, civil o penal, el sostenedor podrá optar que continúen desempeñándose en ella en caso de que exista disponibilidad, o a poner término a su relación laboral con una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de once descontada la respectiva asignación. Sobre este particular, precisa que si no pertenecían a la dotación sólo tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis años y un mínimo de uno.
En relación con las remuneraciones de los mejores docentes, señala que el proyecto de ley plantea modificar la asignación de excelencia pedagógica establecida en la ley Nº 19.715, a fin de reformular su entrega y sus montos. En efecto, precisa que los montos propuestos aumentan hasta $150.000 en el caso de aquellos postulantes que estuvieran dentro del mayor nivel de logro y que, además, varían los plazos de duración de este beneficio disminuyendo de 10 a 4 años. 

Lo anterior, agrega, se plantea con el propósito de premiar a aquellos docentes con un mejor desempeño, lo que está en sintonía con lo dispuesto en la normativa en informe que establece la asignación de excelencia pedagógica inicial. Enseguida, aclara que los beneficiaros de esta asignación que a la fecha de publicación de esta ley estén gozando de ella, se regirán por la normativa vigente a la fecha de su obtención.

En lo referente a los recursos para los municipios, indica que este proyecto de ley faculta al Ministerio de Educación para que otorgue, por una sola vez y por un monto total de veinte mil millones de pesos, recursos a las municipalidades que administran, directamente o a través de corporaciones, los establecimientos educacionales. Precisa que estos recursos se distribuirán en un 20% por partes iguales entre las municipalidades y en 80% en función directa del total de los alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010. Además, informa que estos recursos deberán ser destinados por las municipalidades a solventar los gastos correspondientes a  las indemnizaciones contempladas en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la Ley de Calidad y Equidad de la Educación; las indemnizaciones derivadas del término de la relación laboral con el personal no docente; las bonificaciones asociadas al plan de retiro docente contenido en la presente ley; y los recursos asociados al Plan de Acción Municipal en Educación presentado por el sostenedor municipal respectivo.

Además, sostiene que esta iniciativa establece un plan de retiro para los docentes del sector municipal que tengan la edad de jubilar o bien que vayan a cumplirla antes del mes de diciembre del año 2013. Al respecto, señala que se define que sólo quienes presenten la renuncia voluntaria a la totalidad de las horas podrán acceder a una bonificación de hasta $20 millones, dependiendo de las horas de contrato y de los años de ejercicio en la respectiva comuna. Además, informa que se determinan bonificaciones de distinto valor de acuerdo a la fecha de formalización de la renuncia que realice cada docente. En efecto, acota que quienes formalicen su renuncia hasta 31 de julio del año 2012 accederán al monto máximo mencionado precedentemente y quienes la formalicen en una fecha posterior recibirán una bonificación equivalente al 80% del valor original.

Adicionalmente, comenta que se faculta a los sostenedores municipales para que en el plazo de un año puedan declarar la vacancia de las horas de los docentes que teniendo las condiciones para participar en este plan de retiro, no lo hubieran hecho antes del 1 de diciembre del año 2012. En estos casos, prosigue, las bonificaciones que podrán recibir estos docentes serán equivalentes al 70% del valor original.

Posteriormente, explica que los recursos financieros para el pago de estas bonificaciones provendrán de los sostenedores municipales, quienes deberán financiar un monto equivalente a los años de servicio en la respectiva dotación con un máximo de once. Para estos efectos, precisa que los sostenedores municipales podrán acceder a adelantos de subvenciones, en caso de requerirlo, de acuerdo a la modificación que se plantea introducir a la ley Nº 20.159. Además, informa que los recursos necesarios para alcanzar los $20 millones de pesos o la proporción correspondiente para cada docente, serán complementados con aporte fiscal.

Finalmente, concluye el Mensaje, la iniciativa de ley crea un bono especial para los docentes jubilados, con el objeto de reconocer a aquellos docentes que se hayan desempeñado en los establecimientos educacionales municipales y que se encuentren jubilados al mes de diciembre del año 2010 y cuyas pensiones y beneficios previsionales sean inferiores o iguales a $250.000 mensuales brutos. Agrega que en los casos en que la suma de las pensiones y de los beneficios previsionales sean inferiores o iguales a $150.000 mensuales brutos serán beneficiarios de un bono único de $2.000.000. Asimismo, precisa que en los casos en que la suma de las pensiones y de los beneficios previsionales sean superiores a $150.000 y menores o iguales a $ 200.000 mensuales brutos, serán beneficiarios de un bono único de $1.500.000, e  indica que tratándose de pensiones y de beneficios previsionales cuyas sumas sean superiores a $200.000 y menores o iguales a $250.000, serán beneficiarios de un bono único de $ 1.000.000. 
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 

Al iniciarse la discusión de esta iniciativa legal, el señor Ministro de Educación explicó que ella se centra en cuatro grandes ejes: i) la modernización del Estatuto Docente; ii) la entrega de nuevos recursos para los municipios; iii) la implementación de un plan de retiro, y iv) la consagración de un bono de dignidad para los profesores jubilados.

En relación con el primer eje, la modernización del Estatuto Docente, comentó que todas las medidas se dirigen hacia la educación municipal. Sobre este punto, destacó la propuesta que otorga mayores sueldos y atribuciones para los directores de los establecimientos educacionales municipales. Agregó que este aumento de remuneraciones dependerá de las asignaciones de vulnerabilidad y del número de alumnos matriculados que tenga el establecimiento educacional que dirige. Además, indicó que se faculta a los directores a formar sus propios equipos de trabajo y se les permite desvincular hasta el 5% de los docentes mal evaluados. Asimismo, señala que se modifica el sistema de selección de los directores, sustituyendo el actual sistema por un concurso, a través de una Alta Dirección Pública Pedagógica. Al mismo tiempo, precisó que se suscribirán convenios de desempeño con los directores electos.

En el caso de los Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal, informó que serán nombrados por el sostenedor, mediante el Sistema de Alta Dirección Pública Pedagógica y que los directores electos deberán suscribir un convenio de desempeño.

Además, comentó que se modifica la ley N° 19.715, sobre Asignación de Excelencia Pedagógica, a fin de aumentar en hasta $150.000 mensuales las remuneraciones de los profesores y en el caso en que el docente se desempeñe en un colegio que recibe alumnos calificados como vulnerables este incremento ascenderá a $210.000.

En lo que concierne la segundo de los tópicos de la iniciativa, el aumento de los recursos para los municipios, sostuvo que se entregarán $20.000 millones para los municipios en el año 2011, desglosados de la siguiente manera: 20% en partes iguales; 30% en función de la vulnerabilidad de los alumnos, y 50% en función del número de alumnos. Asimismo, informó que se entregarán $10.000 millones más en el año 2012. Por otra parte, comentó que se entregarán otros $10.000 millones para los municipios, a través del Programa de Mejoramiento Urbano y Equipamiento Comunal. Adicionalmente, señaló que se aumentará en un 20% la subvención escolar por concentración de los alumnos vulnerables, contenida en la ley N° 20.248, Ley Subvención Escolar Preferencial. En el caso de la subvención general, precisó que ésta se aumentará en un 1,5%, pero advirtió que dicho incremento se postergará para el mes de marzo del año 2012.

En lo referente al plan de retiro, el tercero de los ejes de la normativa que se propone, explicó que se disponen de hasta $20 millones para los docentes que tengan un régimen de jornada semanal de 44 horas, decreciendo esta cifra dependiendo del número de horas que ejerza cada profesor. Sobre el particular, puntualizó que se estima que unos 7.500 docentes podrán acogerse a este plan durante el presente año y que se proyecta que en los próximos cuatro años se acogerán a retiro unos 16.900 profesores, es decir, un 20% de la dotación docente de los establecimientos educacionales municipales.

En lo relativo al últimos de los sustentos del proyecto, el bono especial para los docentes jubilados, informó que su  monto dependerá de la suma de la pensión que recibe el docente jubilado y de sus beneficios previsionales. En ese contexto, explicó que si recibe menos de $150.000, le corresponderá un bono de $2.000.000; si recibe entre $150.001 y $200.000, le corresponderá un bono de $1.500.000, y si percibe entre $200.001 y $250.000, le corresponderá un bono de $1.000.000.

Sin perjuicio de los elementos centrales de la iniciativa en informe que se han reseñado, el señor Ministro de Educación indicó que se plantean, además,  otras modificaciones al Estatuto Docente. En ese contexto, destacó el cambio del orden de prelación para ajustar la dotación docente, incorporando nuevos criterios de excelencia; facultar a los profesionales no docentes ejercer el cargo de director de un establecimiento educacional y el de Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal; establecer que los docentes con dos evaluaciones insatisfactorias seguidas deban dejar la dotación docente, igualmente si tienen cuatro evaluaciones básicas seguidas; permitir a los sostenedores a realizar evaluaciones descentralizadas, que deberán ser previamente validadas por la Agencia de Calidad de la Educación; promover que los profesores despedidos tengan derecho a la misma indemnización que corresponde hoy a los profesores despedidos por tres evaluaciones insatisfactorias consecutivas, y consagrar la causal de despido, sin sumario previo, por falta de probidad e incumplimiento graves de las obligaciones docentes.

- - -

Posteriormente, la Comisión recibió en audiencia  a los representantes de las instituciones que se indican a continuación, quienes desarrollaron los temas que en cada caso se indican, exposiciones que se encontraban contenidas en los documentos que se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de Comisión. Cabe hacer presente que todos estos documentos fueron debidamente considerados por los integrantes de la Comisión.

a) Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Claudio Arriagada, quien abordó los siguientes temas: i) comentarios al Protocolo de Acuerdo suscrito entre el Gobierno y la Asociación Chilena de Municipalidades; ii) valoración de las medidas propuestas por este proyecto de ley, especialmente la que flexibiliza la aplicación del Estatuto Docente; iii) necesidad de abordar otros temas para mejorar la calidad de la educación pública, como fortalecimiento de la estructura de administración de la educación municipal, esclarecimiento de los componentes del actual sistema de financiamiento de la educación y modernización de una carrera docente acorde a las demandas actuales; iv) aprobación de los fondos que se entregarán a los municipios, y v) comentarios generales respecto de la bonificación al retiro e incremento de la subvención escolar por concentración de alumnos vulnerables.

b) Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresa de la Universidad Diego Portales, señor Gregory Elacqua, quien se refirió a los siguientes tópicos: i) avances de este proyecto de ley en materia de calidad y equidad; ii) deficiencia de esta iniciativa al no abordar la crisis de la educación publica; iii) nueva propuesta para fortalecer la educación pública en el contexto del sistema educacional mixto chileno y de la gran proliferación de colegios particulares subvencionados, pese a la disminución demográfica, y iv) ejemplos de medidas implementadas por los países de la OECD para elevar el nivel de la calidad de la educación impartida por los colegios que reciben recursos públicos.
c) Director del Centro de Investigación MIDE-UC y Profesor Titular de la Escuela de Psicología, de la Universidad Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Jorge Manzi, quien se refirió al sistema de evaluación de desempeño profesional docente y en especial trató los siguientes temas: i) características generales de la evaluación docente; ii) consecuencias de la evaluación docente; iii) instrumentos de evaluación; iv) principales resultados; v) situación de los docentes previamente evaluados; vi) docentes con resultado básico e insatisfactorio; vii) relación de la evaluación docente con los resultados del SIMCE; viii) informes y sistemas de información; ix) valoración de la evaluación docente, y x) conclusiones finales.

d) Presidente del Colegio de Profesores de Chile, señor Jaime Gajardo, quien manifestó sus reparos respecto del presente proyecto de ley y presentó una propuesta de reforma educacional que aborda los siguientes puntos: nueva institucionalidad para la educación pública; nuevo rol del Ministerio de Educación; calidad de la educación pública; carrera profesional docente para todos; condiciones básicas aseguradas por el Estado y la sociedad para un buena enseñanza, y modificación al sistema de financiamiento de la educación chilena.

- - -

A continuación, los integrantes de la Comisión, como los otros señores Senadores que asistieron a sus sesiones, y demás asistentes, desarrollaron una ronda de consultas y comentarios, los que se consignan a continuación.

El Honorable Senador señor Rossi hizo presente la necesidad de mejorar la calidad de la educación nacional, porque los niños no pueden esperar. En efecto, sostuvo que éste es el momento propicio para reformar la educación pública y promover su desmunicipalización. Por otra parte, indicó que se debe mejorar el sistema de educación superior, la formación inicial docente y la educación preescolar. Además, apoyó la propuesta de establecer barreras de entrada para la apertura de nuevos establecimientos educacionales subvencionados. Por último, consultó sobre la relación entre calidad de la educación, lucro y variable socioeconómica de los estudiantes.

A su turno, el Honorable Senador señor Allamand consulto acerca i) del comportamiento de los nuevos establecimientos educacionales subvencionados en relación a los colegios municipalizados; ii) de los antecedentes sobre la evolución de los colegios particulares subvencionados de mal desempeño; iii) las razones de la migración de la matrícula desde los establecimientos educacionales municipales hacia los colegios particulares subvencionados, y iv) la  probabilidad de consagrar nuevos requisitos para la apertura de nuevos colegios particulares con financiamiento mixto, sin vulnerar la libertad de enseñanza.

Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro reparó que este proyecto de ley no aborde el sistema de financiamiento de la educación chilena. En efecto, acotó que los alcaldes tienen un déficit de unos $400.000 millones. Además, precisó que faltan incentivos para mejorar el nivel de los alcaldes, en su condición de sostenedores, y terminar definitivamente con la municipalización de la educación pública.

Continuando con las intervenciones, el Honorable Senador señor Chadwick, recordó las innumerables oportunidades en que esta Comisión ha debatido acerca de la situación de la educación chilena, y como tal hizo un llamado a sus miembros a agilizar la tramitación de esta iniciativa legal. Seguidamente, manifestó que, en su opinión, la iniciativa legal en estudio, efectivamente, mejora la calidad de la educación pública, porque perfecciona su sistema pedagógico; instaura incentivos y asignaciones para los docentes mejor evaluados; permite despedir al 5% de los profesores reiteradamente calificados en niveles insatisfactorios, y perfecciona el sistema de elección de los directores de los establecimientos educacionales municipales y de sus equipos directivos. En efecto, consideró que con todas estas medidas se podrá equilibrar la educación pública con la particular subvencionada. Por último, manifestó sus reparos respecto de la propuesta de implementar barreras de entrada para la apertura de nuevos establecimientos educacionales particulares subvencionados, porque esta iniciativa atentaría contra la igualdad y la libertad de enseñanza.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina consideró que, sin lugar a dudas, este proyecto de ley mejora la calidad de la educación pública. Con respecto a la facultad de los nuevos directores de despedir al 5% de los docentes mal evaluados, consultó por las razones que motivaron el establecimiento de esta cifra. Además, planteó al Ejecutivo estudiar algunas fórmulas que garanticen que los nuevos establecimientos educacionales particulares subvencionados impartan una educación que no sea de inferior calidad a la entregada por los colegios municipales.

El Honorable Senador señor Quintana señaló que la principal fortaleza de este proyecto de ley es el nuevo sistema de elección de los directores y de sus equipos directivos. Sin perjuicio de lo anterior, manifestó sus reparos respecto de si efectivamente se logrará interesar a los más idóneos para postular a estos cargos y si los requisitos que establece esta ley son de excelencia. Por otra parte, formuló las siguientes observaciones: i) necesidad de garantizar la continuidad en la dotación docente de aquellos directores que terminen su período, en caso de que no concursen nuevamente o que pierdan dicho concurso; ii) dotar de mayores recursos a los sostenedores municipales; iii) inestabilidad laboral de la dotación docente, al facultar a los directores de los establecimientos educacionales a despedir anualmente al 5% de los docentes mal evaluados, y iv) excesiva premura en el tratamiento legislativo de esta iniciativa legal. 

Enseguida, el Honorable Senador señor Cantero recordó que las normas constitucionales consagradas, fundamentalmente, en los numerales 10 y 11 del artículo 19 de la Carta Fundamental aseguran a todas las personas el derecho a la educación y a la libertad de enseñanza, pero no desarrollan lo referido a la calidad de la misma, lo que se ha confirmado en la sentencia del Tribunal Constitucional, correspondiente al Rol N° 410, de 14 de junio del año 2004. 
Por otra parte, sostuvo que el sistema educativo nacional ha experimentado un evidente deterioro, que ha exacerbado la segregación social existente en nuestro país. En efecto, acotó que en las escuelas municipales se concentran los más altos porcentajes de alumnos vulnerables.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, comentó que el gran tema pendiente de toda esta reforma educacional es la educación municipal. Con respecto a este proyecto de ley, observó que nació viciado, porque se hizo creer a la opinión pública de que se trataba de la gran reforma a la educación chilena, creando así falsas expectativas. Además, indicó que también le ha jugado en contra la premura con que el Gobierno ha decidido tramitarlo. Sin perjuicio de lo anterior, indicó que esta iniciativa legal al igual que el proyecto de ley sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación buscan regular un mercado no regulado y mejorar la calidad de la educación, especialmente de aquella que se financia con fondos públicos.

Luego, sostuvo que los dos grandes problemas que debe enfrentar la educación pública son la competencia desleal que tiene con la educación de financiamiento compartido y la saturación existente en el mercado educacional de colegios particulares subvencionados. Por lo anterior, manifestó su apoyo a la propuesta de agregar nuevos requisitos para la apertura de establecimientos educacionales particulares subvencionados.

En relación con la diferentes observaciones planteadas, el señor Ministro de Educación explicó que la urgencia de este proyecto de ley se debe a que se trata de un tema que no puede seguir esperando, porque la matrícula de la educación municipal ya está bordeando el 37% y cada año se incrementa más la migración de los estudiantes desde la educación municipal hacia la particular subvencionada. Agregó que esta migración se debe en gran medida a los constantes paros y huelgas que promueve el Colegio de Profesores.

Por otra parte, recalcó que este proyecto de ley se centra en la educación municipal. De partida, precisó que se incrementa la subvención escolar por concentración de alumnos vulnerables, la que en su mayoría se entrega a los sostenedores municipales y con respecto al desfinanciamiento de la educación municipal, sostuvo que éste se debe fundamentalmente a la disminución de sus matrículas.

Por último, indicó que no apoya la inclusión de barreras de entrada para la apertura de nuevos establecimientos educacionales. En su opinión, preferiría buscar alguna fórmula inteligente que no atente contra la libertad de enseñanza, y que a su vez permita elevar el estándar de calidad de la educación impartida por los colegios particulares subvencionados.

El Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades señaló que producto de los paros de los profesores y de incongruencias en el pago del bono SAE las municipalidades han tenido que desembolsar más de $41.000 millones. En efecto, precisó que la inestabilidad y la incertidumbre que se genera con los constantes paros de los profesores municipales ha provocado en gran parte la migración de los alumnos hacia los colegios particulares subvencionados, a pesar de que éstos no entregan una educación de mayor calidad.

Con respecto a su apoyo al presente proyecto de ley, sostuvo que si bien reconocen que éste no soluciona su problema de desfinanciamiento, por lo menos les permite contar con nuevos recursos y modificar el sistema de elección de los directores. Antes de finalizar, comentó que están dispuesto a desmunicipalizar la educación, en la medida que se tenga claridad respecto de la nueva institucionalidad que dirigirá la educación pública.

Posteriormente, el Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía y Empresa de la Universidad Diego Portales, compartió lo expuesto por el Honorable Senador señor Chadwick, en el sentido de que entiende que este proyecto de ley mejora la calidad de la educación pública. Sin perjuicio de lo anterior, acotó que para frenar la migración de las matrículas hacia la educación particular subvencionada se requiere de la adopción de medidas más drásticas. En cuanto a los motivos de esta migración, arguyó que ésta se debe en parte a que los padres cada vez tienen mayor participación en la elección del colegio al cual asistirán sus hijos y en la incertidumbre que se crea respecto los establecimientos educacionales municipales por los constantes paros y huelgas de sus docentes. Finalmente, señaló que está dispuesto a buscar una fórmula que permita establecer requisitos de entrada para los nuevos colegios particulares subvencionados que se abran, sin afectar el derecho a la libertad de enseñanza.

Por su parte, el Director del Centro de Investigación MIDE-UC y Profesor Titular de la Escuela de Psicología, de la Universidad Pontificia Universidad Católica de Chile informó que la cifra de un 5% como límite para el ejercicio de la facultad que tienen los directores para despedir a los docentes mal evaluados fue recomendada por especialistas norteamericanos, puesto que según ellos con esta cifra se podría limpiar el sistema educativo de los docentes mal evaluados. Por otra parte, hizo presente la necesidad de cuidar y de proteger el sistema de evaluación docente con que cuenta nuestro país, puesto que el agregar nuevas exigencias podría desestabilizar su estructura y perjudicar especialmente a aquellos docentes evaluados en la categoría de desempeño básico.

Enseguida, el Presidente del Colegio de Profesores de Chile recalcó que la migración de los estudiantes desde la educación municipal hacia la particular subvencionada se debe al sistema de financiamiento, basado en la asistencia media de los alumnos, el que perjudica a los estudiantes más pobres. Asimismo, afirmó que la educación particular subvencionada no es de mejor calidad que la educación pública.

En una posterior sesión, la Comisión recibió en audiencia al Coordinador Nacional de la Fundación Educación 2020, señor Mario Waissbluth, quien trató los siguientes puntos: i) clarificaciones necesarias en la caída de la matrícula y de la calidad de la educación municipal; ii) pérdida financiera acumulada del sector municipal; iii) deficiencias en la gestión municipal; iv) necesidad de rescatar la educación pública; v) impactos de este proyecto de ley; vi) problemas con la bonificación de retiro; vii) conclusiones y recomendaciones en el ámbito financiero, y viii) recomendaciones normativas adicionales.

En relación con estos planteamientos, el señor Subsecretario de Educación consideró que los adelantos de las subvenciones escolares son un mecanismo idóneo para incrementar los recursos que se entregan a los municipios para solventar la educación municipal. Por otra parte, estimó que no sería apropiado aumentar la indemnización por despido de los docentes que han sido mal evaluados y finalmente reconoció que este proyecto de ley no resuelve el problema del desfinanciamiento de la educación pública.

El Honorable Senador señor Rossi señaló que coincide con los planteamientos formulados por el representante de la Fundación Educación 2020. Enseguida, consultó por el monto que se requiere para impartir una educación de calidad y si los municipios cuentan con la capacidad técnica para realizar una evaluación local de sus establecimientos educacionales.

El Honorable Senador señor Chadwick recalcó que es imposible realizar de una sola vez todos los cambios que se requieren para reformar la educación municipal y que bajo esta premisa consideró que este proyecto de ley va en la dirección correcta. Asimismo, expresó su apoyo a la idea de mejorar la educación pública, sin perjudicar a la educación particular subvencionada. Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente que aprueba la fiscalización y el control de todos los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, aplicando las sanciones que correspondan en los casos en que se detecten colegios que no imparten una educación adecuada a los estándares de calidad nacionales.

Por otra parte, señaló que es imposible precisar de antemano el costo de implementación de un proyecto de ley de esta envergadura y acotó que en el caso en que se produzca una suerte de desfinanciamiento, sin duda, el Estado tendrá que asumir esta diferencia. En efecto, comentó que algo similar sucedió con la implementación de la Reforma Procesal Penal y con los Tribunales de Familia. Por último, indicó que es la primera vez en que existe una voluntad política para revisar el sistema municipal y valoró los planteamientos formulados por el representante de la Fundación Educación 2020.

El Honorable Senador señor Quintana, por una parte, manifestó sus reparos respecto de la denominación del presente proyecto de ley y, por otra, indicó que debe asegurarse que en los despidos de los docentes primen criterios pedagógicos y no políticos. Además, observó que no es conveniente traspasar funciones propias del Ministerio de Educación a los municipios e hizo hincapié en la necesidad de conocer al menos los lineamientos generales del proyecto de ley sobre fortalecimiento de la educación pública.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió en la necesidad de cambiar la denominación del presente proyecto de ley y comentó que apoya la postura del señor Subsecretario de Educación en cuanto a no aumentar el monto de las indemnizaciones que recibirán los docentes despedidos por mal desempeño. Por último, consideró fundamental tener asegurado el financiamiento de la implementación del presente proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Navarro reparó en la premura de la tramitación de este proyecto de ley y en la incertidumbre que en su opinión existe en materia de financiamiento. Adicionalmente, recordó que se opuso a la rápida tramitación de la Ley de Subvención Escolar Preferencial, especialmente en lo que dice relación con las agencias externas de apoyo técnico-pedagógico y con la implementación de esta iniciativa legal.

El Coordinador Nacional de la Fundación Educación 2020 indicó que apoya en términos generales el presente proyecto de ley, sin embargo, señaló que se opone al mecanismo de financiamiento que propone, porque en su opinión se incentivará el déficit financiero de los municipios más pequeños. En efecto, precisó que se deben entregar mayores recursos para saldar este déficit y para enfrentar la caída de la matrícula de la educación municipal. Luego, aprobó el nuevo sistema de selección de los directores y la facultad que se le concede para despedir al 5% de los docentes mal evaluados. Asimismo, señaló que apoya una evaluación más local, dirigida y administrada por los propios directores de los establecimientos educacionales. Por otra parte, comentó que aún no se han realizado los estudios que determinen cuánto cuesta educar a un niño vulnerable e hizo presente la necesidad de extender la subvención escolar preferencial a la enseñanza media, más que a la clase media, enfocándola especialmente hacia los liceos técnicos profesionales.

- - -







Continuando con el análisis e intercambio de opiniones en el seno de la Comisión, el señor Ministro de Educación agregó que esta iniciativa de ley ha permitido, además, dar una mirada más amplia a diversos aspectos, que constituyen problemas o temas pendientes en materia de educación, los que se intentarán corregir a través de nuevas iniciativas, de lo que da cuenta el Protocolo de acuerdo que le sirve de sustento. Entre estos temas se incluirán, por ejemplo, un examen habilitante para que egresados de pedagogía puedan ejercer, las subvenciones, el ingreso especial a universidades para los alumnos mejor evaluados provenientes de colegios públicos, entre otros.

El Honorable Senador señor Kuschel manifestó que los temas que aborda esta iniciativa, como a los que se ha referido el señor Ministro, han sido debatidos durante largo tiempo. En ese ámbito, añadió, cabe destacar las inquietudes planteadas por los propios profesores, entre las que destacan las medidas que busquen mejorar el ámbito de sus jubilaciones, y consultó al señor Ministro respecto de los mecanismos que se plantean para enfrentar esta situación.

El señor Ministro informó que este bono se otorgará a los jubilados según una escala dispuesta en atención al monto de las pensiones o beneficios previsionales de que éstos sean titulares. Así, quien obtenga una suma igual o inferior a $150.000 mensuales brutos recibirá la suma de $2.000.000; por su parte, quien reciba una suma superior a $150.000, pero inferior a $200.000 mensuales brutos obtendrá la suma de $1.500.000, y por último, tratándose de pensiones o beneficios previsionales superiores a los $200.000, tendrán derecho a un bono de $1.000.000.

A continuación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo una síntesis respecto de los recursos económicos que otorgará este proyecto de ley al sistema educacional, especialmente al público:

a) $27.000 millones, como cantidad permanente, mediante el sistema de subvención general.

b) $11.000 millones, como cantidad también permanente, que se establecería por concepto de vulnerabilidad y concentración.

c) $60.000 millones que serían destinados a la educación pública, en principio para hacer frente a retiros de profesores, de acuerdo a lo dispuesto en este proyecto de ley. Esta suma de dinero sería distribuido en un período de cuatro años, en montos de $20.000 millones el primero, $15.000 millones cada uno de los dos años siguientes, y $10.000 millones el último período.

d) $45.000 millones correspondientes a un fondo de apoyo a la gestión municipal, y que por tanto sólo beneficiaría a la educación pública. Se distribuiría en tres años comenzando con $10.000 millones el año 2011, luego con $15.000 millones el año 2012, y por último, con $20.000 millones el año 2013. 

e) $48.000 millones para ampliar la Subvención Escolar Preferencial a la educación de enseñanza media, lo que se aplicaría a partir del año 2014. Precisó que esta cifra incluye los dos tercios de la suma contemplada en el literal b), que tiene por objeto la enseñanza pública.

f) $5.000 millones por año para el Fondo Fie.

Agregó, que sin considerar los dos primeros ítems de recursos, que se establecen de acuerdo a este esquema en las letras a) y b), los recursos que irían al sector público de la educación serían $150.000 millones.

En tal sentido, señaló que aún cuando el proyecto adoleció en su génesis de algunos errores, derivó en una instancia para buenos logros en esta materia. Así, agregó que se pretende suscribir un Protocolo, por medio del cual se acordará la presentación de otras iniciativas legales en fechas determinadas, que traten problemas puntuales de nuestro sistema escolar y que permitiría seguir avanzando en aras de lograr una mejor calidad y equidad de la educación. 

El Honorable Senador señor Cantero manifestó que es hora de abandonar las críticas que puedan surgir respecto de este proyecto, y reconocer que el Protocolo que se pretende concretar es un esfuerzo que recoge visiones aportadas por los diversos actores, donde no habrá ganadores ni perdedores, y que se debe en gran parte a la disposición que ha tenido Su Excelencia el Presidente de la República, así como el señor Ministro. En este orden de ideas, señaló que no es tiempo para seguir experimentando en materia de educación, ni tampoco seguir buscando a los responsables del gran déficit que existe en ésta área, simplemente debe de enfocarse en encontrar soluciones.

En tal sentido, agregó que se están dando pasos muy significativos en materias innovadoras, como son por ejemplo el contemplar alguna vía alternativa, por la cual los alumnos mejor evaluados de colegios públicos pudiesen ingresar a estudiar alguna carrera universitaria.

Por último, agregó, que existe aún un gran tema pendiente, en el que no se habría logrado avanzar, cual es la pedagogía. 

El Honorable Senador señor Rossi abogó por la necesidad de sacar de su estado agónico al sistema público de educación, circunstancia que se manifiesta a través de un dato objetivo que no se puede desconocer, cual es la baja en las matrículas de alumnos en establecimientos públicos. Añadió que de no tomar medidas oportunas para dar solución a este problema podría tener como consecuencia que en un corto plazo esta forma de educación haya desaparecido.

Señaló que este proyecto permite avanzar en diversos tópicos, entre los cuales destacan la inyección de recursos al sistema público, lo que se logra no sólo a través de las subvenciones, sino que a través del establecimiento de un fondo para la gestión municipal. Contemplaría asimismo, recursos adicionales para incrementar las jubilaciones de los profesores, lo que lo convierte en una medida social positiva.

Por otra parte, destacó que mediante el Protocolo se pretenda establecer iniciativas que digan relación con la modificación del sistema de educación municipal, así como con el mejoramiento de la carrera docente o con una vía de ingreso, distinta de la rendición de la Prueba de Selección Académica, a las universidades para aquellos alumnos que correspondan a los mejor evaluados de colegios públicos. Agregó, que por este medio se otorgaría equidad al sistema.

El Honorable Senador señor Navarro señaló que el proyecto en cuestión presenta aspectos que concitan dudas, especialmente en lo que respecta a la diferencia entre la estimación financiera que hiciera la Fundación Educación 2020 en relación con las otorgadas por el Ejecutivo, pues ella sería del orden del 300%.

Por otra parte, hizo presente su incertidumbre, acerca del funcionamiento que tendrían las normas sobre retiro voluntario de profesores. Incluso, añadió que esta medida podría ser la causa de un gran endeudamiento del sector público. 

Enseguida el señor Senador expresó sus temores en cuanto a que por la premura dispuesta para la tramitación de este proyecto se sigan cometiendo errores en una materia tan delicada e importante como es la educación, y en tal sentido, agregó que no existe ningún elemento político que imponga la necesidad de que este proyecto deba ser votado con tanta celeridad y presión, más si se consideran los cuestionamientos surgidos a su respecto, específicamente en materia de financiamiento y a la poca discusión que acerca de él ha existido. 

En otro orden de ideas, agregó que aún cuando este proyecto contemple un aporte superior a los $150.000 millones para invertir en ésta área, los recursos de todas formas serían insuficientes, así señaló que los $45.000 millones que se pretende otorgar para avanzar en gestión municipal serán escasos, pues muchos municipios tienen un déficit importante, algunos del orden de los $1.500 millones. En este sentido, consultó al Ejecutivo, cuánto se gastará en educación en relación con nuestro producto interno bruto, dado que el país atravesaría una etapa de crecimiento económico. 

El Honorable Senador señor Quintana señaló que si bien en un principio las ideas derivadas de este proyecto parecían adecuadas para obtener una mejora en el sistema educacional chileno, luego le mereció ciertas dudas. En tal sentido, cuestionó aspectos como la administración de los recursos por parte de las municipalidades. Agregó además, que los dineros se otorgarán en base a matrículas y no al número de escuelas que existe en una comuna, lo que podría acarrear una fuerte carencia en comunas pequeñas.

En otro orden de ideas, solicitó que se precise en el texto del proyecto que los profesores destacados no serán objeto de desvinculación.

Por último señaló, que éste es un proyecto híbrido, que no constituye una buena iniciativa, y que aún cuando pueda parecer atractivo para las municipalidades no se sabe a ciencia cierta si parará la caída de la educación pública.

El Honorable Senador señor Chadwick manifestó que si bien es cierto el problema de los recursos es una situación que puede presentarse en la aplicación de esta iniciativa de ley, lo que es destacable es el esfuerzo que se está haciendo por enfrentar de manera real la situación de la educación pública en el país. Puede, asimismo, reconocerse que aun falta bastante para alcanzar los estándares de educación que presentan otros países, como Finlandia, pero también no puede desconocerse que esos países lucharon fuertemente para conseguir los niveles en que se encuentran, y que este proyecto constituirá un avance real para alcanzar un mejor nivel enseñanza. Señaló también, que si bien el proyecto en informe no contempla todas las materias que constituyen un punto a debatir sobre educación, existe una propensión a su tratamiento legislativo, como queda de manifiesto en el Protocolo mencionado en párrafos anteriores, el que contemplaría fechas límite para la presentación de las iniciativas en el Parlamento. 

Agregó, que en su opinión, existirían cuatro diversas tendencias que deben ser valoradas en este ámbito: educación fuerte y de calidad; mejoramiento de la competencia de la educación municipal; el valor de la educación media por sobre la Prueba de Selección Universitaria, y por último, el debate sobre la municipalización.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que en su opinión este es un proyecto que tiene por objeto tratar de rescatar a la educación pública de su colapso, si bien es cierto el proyecto no representó una revolución de la educación como se indicó en sus comienzos, sus medidas si constituyen mejoras a este sistema de enseñanza. 

Enseguida, declaró que sin perjuicio de lo que señaló anteriormente, existen aspectos del proyecto con los que no concuerda, entre ellos que parte de los recursos económicos que se confieren para estos fines se destinen a la educación subvencionada, pues aún cuando su fundamento sea el hecho de que también está dirigida a alumnos vulnerables, expresó ello debía ser objeto de otro proyecto. 

Por otra parte señaló que existen otras medidas que deben adoptarse, algunas de las cuales ya se encuentran en discusión, a propósito del Protocolo que se acordaría junto con este proyecto. En ese orden de ideas, propuso mayor control y mayores exigencias para la instalación de colegios particulares subvencionados, incluso estimó no permitir su establecimiento en lugares donde ya exista un número suficiente de establecimientos educacionales; asimismo, recordó que se analizarán temas como el examen habilitante para los egresados de pedagogía, el tema de la desmunicipalización, y la prelación en materia de desvinculación de docentes mal evaluados, principiando por aquellos que resulten con calificación deficiente.

El Honorable Senador señor Navarro, en relación con la desvinculación de los docentes mal evaluados, señaló que si bien es cierto el sistema requiere medidas fuertes que frenen la actual situación, no se los puede separar de manera vejatoria  en tal sentido, abogó por la dignificación de la educación. 

En segundo lugar, se refirió al tema de la educación subvencionada, cuestionando si su aceptación no estaría impulsando la caída del sistema público. 

Por último, solicitó al señor Ministro se pronuncie sobre Becas Chile, específicamente acerca de la promesa de otorgar dos mil becas para estudios en el extranjero que habría sido incumplida, puesto que únicamente se habrían otorgado setecientas sesenta y cuatro.

- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y dos votos en contra, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Para abordar la discusión en particular de la esta iniciativa de ley, y de acuerdo a los planteamientos formulados con ocasión del examen de sus lineamientos principales, el Ejecutivo presentó un conjunto de indicaciones, las que recayeron en los siguientes preceptos:


- Artículo 1°, numerales 3°, 17, 23, 24, 25, 26 y 28.

- Artículos 8°, 9°, 10, 11 y 12.

- Artículos 4° y 9° transitorios.

- - -


El procedimiento seguido por la Comisión para el análisis en particular de los distintos preceptos del proyecto fue, en primer término, el examen y votación de los artículos que, conforme lo señalado precedentemente, no fueron objeto de indicaciones, para luego entrar al debate y votación de las indicaciones formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República y de las disposiciones en las cuales ellas recayeron , en los términos que se señalan a continuación.

Artículo 1°

Numeral 1

Su texto es el siguiente:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican:

1. Sustitúyese en el artículo 1°, la frase "decreto con fuerza de ley Nº5, del Ministerio de Educación, de 1992" por la siguiente: "decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación".”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 2

El texto del numeral 2 es el que sigue:

“2. Elimínase en el inciso primero del artículo 7º, la coma (,) que sigue a la expresión "para la función" y agrégase la siguiente frase "o del cumplimiento de los requisitos establecidos en el inciso final del artículo 24,".”.



- Sometido a votación, resultó aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 3

Su texto es el siguiente:

“3. Reemplázase la letra a) del inciso segundo del artículo 7° bis, por la siguiente:

"a) En el ámbito administrativo: organizar, supervisar y evaluar el trabajo de los docentes y del personal regido por la ley Nº 19.464. En el ejercicio de estas facultades podrá  proponer anualmente al sostenedor el término de la relación laboral de hasta un 5% de los docentes del respectivo establecimiento, siempre que hubieren resultado mal evaluados según lo establecido en los artículos 70 y  70 bis de esta ley; proponer al sostenedor el personal a contrata y de reemplazo, tanto docente como regido por la ley Nº 19.464; designar y remover a quienes ejerzan los cargos de Subdirector, Inspector General y Jefe Técnico del establecimiento de acuerdo a lo establecido en el artículo 34 C de esta ley; ser consultado en la selección de los profesores cuando vayan a ser destinados a ese establecimiento; proponer al sostenedor los incrementos de las asignaciones contempladas en el inciso primero del artículo 47 y las asignaciones especiales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del mismo artículo; y promover una adecuada convivencia en el establecimiento.".”.



Como se indicara precedentemente, el Ejecutivo propuso una indicación, signada con el número 1), para reemplazar la frase “en los artículos 70 y 70 bis” por la frase “en el artículo 70”.



- Puesta en votación la indicación y el numeral, fueron aprobados por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Navarro.

- - -



Seguidamente, Su Excelencia el Presidente de la República, formuló la indicación número 2) para para agregar un numeral 4, nuevo, pasando el 5 a ser 6 y así, sucesivamente, del siguiente tenor:



“Agrégase el siguiente artículo 8° bis, nuevo: 


“Artículo 8° bis.- Los profesionales de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo. Del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no  pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. 


Revestirá especial gravedad todo  tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos, en contra de los profesionales de la educación. Al respecto los profesionales de la educación tendrán atribuciones para tomar medidas administrativas y disciplinarias para imponer el orden en la sala, pudiendo solicitar el retiro de alumnos; la citación del apoderado; y solicitar modificaciones al reglamento interno escolar que establezca sanciones al estudiante para propender al orden en el establecimiento.”.”.



- Sometida a votación la indicación, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Navarro.

- - -

Numeral 4

El texto del numeral 4 es el que sigue:

“4. Reemplázase en el artículo 10 la frase "la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza" por la siguiente: "el decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación".”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 5

Su texto es el siguiente:

“5. Agrégase en el artículo 14, el siguiente inciso segundo, pasando el actual, a ser tercero:

”Los docentes tendrán derecho a ser consultados por el Director en la evaluación del desempeño de su función y la de todo el equipo directivo, así como en las propuestas que hará al sostenedor para mejorar el funcionamiento del establecimiento educacional.".”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 6

El numeral 6 tiene el siguiente tenor literal:

“6. Intercálanse en el artículo 15, los siguientes incisos segundo y tercero, pasado el actual segundo, a ser cuarto:

”Los Consejos de Profesores deberán reunirse a lo menos una vez al mes, y sus reflexiones y propuestas quedarán registradas en un acta numerada de sus sesiones.

Los Consejos de Profesores participarán en la elaboración de la cuenta pública del Director, y en la evaluación de su gestión, de la del equipo directivo y de todo el establecimiento.".”.


- Sometido a votación el artículo, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 7

Su texto es el que sigue:

“7. Reemplázase en el inciso final del  artículo 21 la frase "comunicadas al Departamento Provincial de Educación correspondiente" por la siguiente: "determinadas por el sostenedor respectivo mediante resolución fundada. Ésta deberá publicarse en la página web del municipio o estar siempre disponible a quien lo solicite".”.


- Puesto en votación el precepto, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 8

Su tenor literal es el que sigue:

“8. Derógase el artículo 23.”.


- Sometida a votación la disposición, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 9

Su texto es el siguiente:

“9. Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el inciso segundo la frase "la Secretaría Regional Ministerial Educacional correspondiente" por la siguiente: "el director del establecimiento educacional con acuerdo del Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal".

b) Agrégase el siguiente inciso final:

"Asimismo, podrán incorporarse a la función docente directiva quienes estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres y hayan ejercido funciones docentes al menos durante 3 años en un establecimiento educacional, sin  que les sea exigible el requisito establecido en el número 4 del inciso primero del presente artículo.".”.


- Puesto en votación el numeral, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 10

El tenor literal del numeral 10 es el siguiente:

“10. Elimínase en el inciso final del artículo 25, la siguiente oración: ”Las vacantes para ejercer la función docente-directiva siempre serán provistas por concurso público y el nombramiento o designación tendrá una vigencia de cinco años.".”.


- Sometido a votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 11

Su texto es el siguiente:

“11. Elimínase en el inciso segundo del artículo 26, el adverbio "no".”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 12

El tenor literal del numeral 11 es el siguiente:

“12. Modifícase el artículo 28 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión "dos veces" por la expresión "al menos una vez".

b) Elimínase el inciso segundo.”.


- Sometido a votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 13

Su texto es el siguiente:

“13. Reemplázase la letra a) del artículo 30 por la siguiente:

"a) Técnico pedagógica, con excepción de la de los Jefes Técnicos.".”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 14

El numeral es del siguiente tenor:

“14. Reemplázase el inciso segundo del artículo 31 por el siguiente:

"El secretario municipal de la respectiva comuna actuará como ministro de fe.".


- Sometido a votación el precepto, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 15

Su texto es el siguiente:

“15. Reemplázase el artículo 31 bis, por el siguiente:

"Artículo 31 bis.- Establécese el siguiente mecanismo de selección directiva para proveer las vacantes de los cargos de director de establecimientos educacionales:

Existirá una comisión calificadora integrada por el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales de reconocido prestigio en el ámbito educacional aprobada por el propio Consejo; y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo. En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar acreditado como Profesor de Excelencia Pedagógica, según lo dispuesto en la ley 19.715, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.

Para efectos de conformar la comisión calificadora, en el caso que el municipio tenga un solo establecimiento educacional o que ningún docente de la dotación cumpla con los requisitos establecidos en el inciso anterior, el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal lo elegirá por sorteo entre los pertenecientes a la dotación respectiva.

Estarán inhabilitados para formar parte de las comisiones calificadoras a que hace referencia el presente artículo quienes tengan, con cualquiera de los postulantes, una relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad y tercero por afinidad.

Los concursos a los cuales convocarán las respectivas municipalidades serán administrados por su Departamento de Administración de Educación Municipal o por la Corporación Municipal, según corresponda. Dichos organismos pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.

Un reglamento establecerá las normas de constitución y funcionamiento de estas comisiones.".”.


- Sometido a disposición el numeral, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 16

Su tenor literal es el que sigue:

“16. Sustitúyese el artículo 32, por el siguiente:

"Artículo 32.- El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, deberá definir el perfil profesional del director, el que podrá considerar los siguientes aspectos: las competencias, aptitudes y certificaciones pertinentes que deberán cumplir los candidatos. Estos perfiles deberán ser aprobados por el sostenedor. Para estos efectos, el Ministerio de Educación creará un banco de perfiles profesionales de acuerdo a las necesidades de los distintos tipos de establecimientos educacionales que deberán estar siempre disponibles en su página web.

El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, convocará a un concurso de selección público abierto, de amplia difusión, que se comunicará a través de la página web de la respectiva municipalidad o en un diario de circulación nacional. En estos anuncios se informará, a lo menos, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñar el cargo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos.

En la misma fecha de la publicación mencionada en el inciso anterior, las convocatorias serán comunicadas al Ministerio de Educación con el objeto que sean ingresadas en un registro público que el Ministerio administrará para apoyar la difusión de los concursos.

Asimismo, desde la fecha de publicación del concurso, deberá estar disponible para todos los interesados la proposición de convenio de desempeño a que hace referencia el artículo 33.".”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 17

El numeral 17 tiene el siguiente texto:

“17. Agrégase el artículo 32 bis:

"Artículo 32 bis.- La selección será un proceso técnico de evaluación de los candidatos que incluirá, entre otros aspectos, la verificación de los requisitos solicitados en el perfil definido en el artículo anterior, entrevistas a los candidatos y la evaluación de los factores de mérito, de liderazgo y de las competencias específicas, cuya ponderación será determinada por cada sostenedor.

El proceso de evaluación deberá considerar el apoyo de asesorías externas registradas en la Dirección Nacional del Servicio Civil, con la finalidad de preseleccionar los candidatos que serán entrevistados por la comisión calificadora. Estas asesorías deberán ser elegidas por el miembro de la comisión calificadora del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o su representante y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.

Con posterioridad, la comisión calificadora deberá entrevistar a cada uno de los candidatos preseleccionados, proceso para el cual podrá contar con apoyo externo. Luego de ello, la comisión calificadora deberá presentar un informe con la nómina de los postulantes seleccionados. Dicha nómina contará con un mínimo de tres y un máximo de cinco candidatos, los que serán presentados al sostenedor quien podrá nombrar a cualquiera de ellos o declarar desierto el proceso de selección, caso en el cual se realizará un nuevo concurso.

En aquellas comunas que tengan menos de diez mil habitantes el número de integrantes de la nómina podrá contener dos candidatos si no hubiera más postulantes que cumplan con los requisitos.

El nombramiento del director del establecimiento educacional tendrá una duración de cinco años, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 34 de la presente ley.

Si el director designado renunciare dentro de los dos meses siguientes a su nombramiento, el sostenedor podrá designar a otro de los integrantes de la nómina presentada por la comisión calificadora para dicho cargo, sin necesidad de llamar a un nuevo concurso.

Un reglamento determinará los requisitos y las tareas que deberá cumplir la asesoría externa en el proceso de preselección, considerando la matrícula, la ruralidad y otras características del establecimiento educacional respectivo.".”.


El Ejecutivo formuló la indicación número 3), con el objeto de precisar en el inciso tercero del nuevo artículo 32 bis, que la posibilidad de declarar desierto el proceso de selección del Director del establecimiento debía efectuarse  previa resolución fundada.

- Puesta en votación la indicación y el numeral, fueron aprobados por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 18

Este tenor de este numeral es el siguiente:

“18. Sustitúyese el artículo 33, por el siguiente:

"Artículo 33.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde su nombramiento definitivo, los directores de establecimiento educacionales suscribirán con el respectivo sostenedor o con el representante legal de la respectiva Corporación Municipal un convenio de desempeño.

Este convenio será público y en él se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el periodo y los objetivos de resultados a alcanzar por el director anualmente, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos así como las consecuencias de su cumplimiento e incumplimiento.

Asimismo, el convenio de desempeño deberá regular la forma de ejercer las atribuciones que la letra a) del artículo 7° bis de esta ley, entrega a los directores.

Los convenios tendrán una duración de 5 años contados desde el nombramiento del director del establecimiento educacional, al término de los cuales se deberá efectuar un nuevo concurso, en el que podrá postular el director en ejercicio. Estos concursos deberán realizarse con la anticipación necesaria para que el cargo no quede vacante.

En caso de que sea necesario reemplazar al director del establecimiento, ya sea por su ausencia o por encontrarse vacante el cargo, dicho reemplazo no podrá prolongarse más allá de seis meses desde que dejó de ejercer sus funciones, al cabo de los cuales obligatoriamente deberá llamarse a concurso.".”.


- Sometido a votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 19

Su texto es el siguiente:

“19. Reemplázase el artículo 34, por el siguiente:

"Artículo 34.- El Director del establecimiento educacional deberá informar al sostenedor, al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal y a la comunidad escolar, en diciembre de cada año, el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos establecidos en los convenios de desempeño. Asimismo, le informará de las alteraciones que se produzcan en los supuestos acordados, proponiendo los cambios y ajustes pertinentes a los objetivos iniciales. De mutuo acuerdo entre las partes podrá modificarse dicho convenio.

Corresponderá al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, determinar el grado de cumplimiento de los objetivos acordados.

El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal con aprobación del sostenedor podrá pedir la renuncia anticipada del director cuando el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el convenio de desempeño sean insuficientes de acuerdo a los mínimos que establezca. En este caso se deberá realizar un nuevo concurso sin perjuicio de lo establecido en el inciso cuarto del artículo 33.".”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 20

Su tenor literal es el siguiente:

“20. Agréganse los siguientes artículos:

"Artículo 34 A.- Los profesionales que hayan pertenecido a la respectiva dotación antes de asumir al cargo de director de establecimiento educacional, y  el cese de funciones se produzca por petición de renuncia, antes de concluir el plazo de nombramiento, y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal, podrá continuar desempeñándose en la dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once descontada la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley.

Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno, descontada la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley.

Artículo 34 B.- En los casos en que el director del establecimiento educacional haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, y termine el periodo de su nombramiento sin que vuelva a postular al concurso o en caso de que lo pierda, podrá continuar desempeñándose en la respectiva dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once.

Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.

Artículo 34 C.- Los profesionales de la educación que cumplan funciones de Subdirector, Inspector General y Jefe Técnico serán de exclusiva confianza del director del establecimiento educacional. Atendidas las necesidades de cada establecimiento educacional, el director podrá optar por no asignar todos los cargos a que hace referencia este inciso. En todo caso, quienes se desempeñen en estas funciones deberán cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 24 de esta ley.

El director podrá nombrar en los cargos mencionados en el inciso anterior a profesionales que pertenezcan a la dotación docente de la comuna respectiva. Tratándose de profesionales externos a la dotación docente de la comuna, el director del establecimiento educacional requerirá de la aprobación del sostenedor para efectuar sus nombramientos.

Cuando cesen en sus funciones los profesionales que hayan pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir los cargos a que se refiere este artículo, y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal, el sostenedor podrá optar entre que continúen desempeñándose en ella en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley; o a poner término a su relación laboral con  una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de once descontada la asignación que establece el artículo 51 de esta ley.

En los casos en que los profesionales no hayan pertenecido a la respectiva dotación, sólo tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses con un máximo de seis y un mínimo de uno.

Artículo 34 D.- Los Jefes de los Departamentos de Administración de Educación Municipal, sea cual fuere su denominación, serán nombrados mediante un concurso público.

Dichos funcionarios serán nombrados por el sostenedor entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico. La administración de este proceso corresponderá y será de cargo del Consejo de Alta Dirección Pública.

Para estos efectos se constituirá una comisión calificadora que estará integrada por el sostenedor o su representante; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por el propio Consejo; y un director de establecimiento educacional municipal de la respectiva comuna que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo. En caso de no existir directores que cumplan con estas características, el sorteo se realizará entre los directores de todos los establecimientos municipales de la comuna.

Artículo 34 E.- El sostenedor deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo. 

A estos concursos podrán postular aquellos profesionales que estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos ocho semestres. En los casos en que la persona nombrada como Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal no sea profesional de la educación, dicho Departamento deberá contar con la asesoría de un docente encargado del área técnico-pedagógica.

Desde la fecha de publicación del concurso, deberá estar disponible para todos los interesados la proposición de convenio de desempeño.

Si el Jefe del Departamento de Administración de Educación  Municipal renunciare dentro de los dos meses siguientes a su nombramiento, el sostenedor podrá designar a otro de los integrantes de la terna presentada por la comisión calificadora para dicho cargo, sin necesidad de llamar a un nuevo concurso.

Artículo 34 F.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde su nombramiento definitivo, los Jefes del Departamento de Administración de Educación Municipal suscribirán el convenio de desempeño con el respectivo sostenedor.

Este convenio será público y en él se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el periodo y los objetivos de resultados a alcanzar anualmente, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos así como las consecuencias de su cumplimiento e incumplimiento. De mutuo acuerdo entre las partes podrá modificarse dicho convenio.

El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal deberá informar al sostenedor y al concejo municipal anualmente el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos. Asimismo, le informará de las alteraciones que se produzcan en los supuestos acordados, proponiendo los cambios y ajustes pertinentes a los objetivos iniciales.

Los nombramientos tendrán una duración de 5 años, al término de los cuales se deberá efectuar un nuevo concurso, en el que podrá postular el titular en ejercicio. Estos concursos deberán realizarse con la anticipación necesaria para que el cargo no quede vacante.

El sostenedor determinará anualmente el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el convenio de desempeño. Cuando éstos sean insuficientes de acuerdo a los mínimos establecidos podrá pedir la renuncia anticipada del Jefe del Departamento Administración de Educación Municipal. En estos casos se deberá realizar un nuevo concurso.

En caso de que sea necesario reemplazar al Jefe del Departamento de Administración de Educación  Municipal, ya sea por su ausencia o por encontrarse vacante el cargo, dicho reemplazo no podrá prolongarse más allá de seis meses desde que dejó de ejercer sus funciones, al cabo de los cuales obligatoriamente deberá llamarse a concurso.

Artículo 34 G.- Los Jefes del Departamento de Administración de Educación Municipal gozarán de una asignación de administración de educación municipal.

Esta asignación se aplicará sobre la remuneración básica mínima nacional para docentes de enseñanza media y alcanzará los siguientes porcentajes mínimos de acuerdo a la matrícula municipal total de la comuna. En caso de que ésta sea de 399 o menos alumnos, será de un 25%; en caso de que sea de entre 400 y 799 alumnos, la asignación será de un 75%; en caso de que sea de 800 a 1199 alumnos, dicha asignación será de un 150%; y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos será de un 200%.

La asignación establecida en el inciso anterior, se calculará anualmente considerando el promedio de la asistencia media del año anterior que reciba subvención escolar.

Artículo 34 H.- Los profesionales que hayan pertenecido a la respetiva dotación antes de asumir al cargo de Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal, y el cese de sus funciones se produzca por petición de renuncia, antes de concluir el plazo de nombramiento y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal podrá continuar desempeñándose en la dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once descontada la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley.

Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno, descontada la asignación establecida en el artículo 34 G.

Artículo 34 I.- En los casos en que el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, y termine el periodo de su nombramiento sin que vuelva a postular al concurso o en caso de que lo pierda, podrá continuar desempeñándose en la respectiva dotación docente si existe disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley. En el evento de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once.

Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.

Artículo 34 J.- En aquellas comunas que tengan menos de 1200 alumnos matriculados en establecimientos educacionales municipales, los concursos para Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal serán convocados y administrados por las municipalidades. Ésta pondrá todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.

La selección del Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal deberá someterse al procedimiento establecido para la selección de directores de establecimientos educacionales, contemplado en los artículos 31 bis y siguientes de esta ley, con excepción de la integración de la composición de la comisión calificadora. En estos casos dicha comisión deberá estar compuesta por el sostenedor o su representante; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por éste; y un director de establecimiento educacional municipal de la respectiva comuna que haya sido designado por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo. En caso de no existir directores que cumplan con estas características, el sorteo se realizará entre los directores de todos los establecimientos municipales de la comuna.

En las situaciones a que se refiere este artículo, el número de integrantes de la nómina podrá contener dos candidatos si no hubiera más postulantes que cumplan con los requisitos.".”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 21

Su tenor literal es el siguiente:

“21. Elimínase en el inciso segundo del artículo 46 la frase:

"El reglamento y sus modificaciones serán comunicados a la Dirección Provincial de Educación.".”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 22

El numeral 22 tiene el siguiente tenor literal:

“22. Elimínase el punto final (.) del inciso segundo del artículo 47 y agrégase la siguiente frase "y a la evaluación que realicen según lo establecido en el artículo 70 bis.".”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 23

Su texto es el siguiente:

“23. Modifícase el artículo 51 de la siguiente forma:

a) En el inciso primero reemplázase la frase "hasta los siguientes porcentajes máximos" por la siguiente frase: "los siguientes porcentajes mínimos".

b) En el inciso segundo agrégase a continuación de la palabra "cuenta" la expresión ", entre otras,".

c) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto:

"Tratándose de establecimientos educacionales con una matrícula total de entre 400 y 799 alumnos la asignación para su director será de un 45%. Si el establecimiento tuviese una matrícula total de más de 800 a 1199 alumnos dicha asignación será de un 90% y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos será de un 120%. Con todo, en el caso de establecimientos educacionales con una matrícula total de hasta 150 alumnos la asignación de responsabilidad directiva y de responsabilidad técnico pedagógica no podrá exceder los porcentajes establecidos en el inciso primero. Tratándose de establecimientos educacionales con una matrícula superior a 150 alumnos e inferior a 400, la asignación del director no podrá exceder de 45%.

La asignación establecida en el inciso anterior, se calculará anualmente considerando el promedio de la asistencia media del año anterior que reciba subvención escolar.

Los establecimientos educacionales de alta concentración de alumnos prioritarios, recibirán las siguientes asignaciones adicionales: en los establecimientos educacionales con una matrícula total de entre 400 y 799 alumnos, la asignación para su director será de un 30%. Si el establecimiento tuviese una matrícula total de más de 800 a 1199 alumnos, dicha asignación será de un 60%, y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos, será de un 80%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.

En ningún caso los profesionales que desempeñen cargos directivos y técnico-pedagógicos de un establecimiento educacional podrán percibir asignaciones mayores a las del director del mismo establecimiento.".”.


La indicación número 4), del Ejecutivo, propone introducir  las siguientes modificaciones a este numeral:



a) Reemplazar cada vez que aparezca la frase “de más de 800” por la siguiente “de 800”.


b) En el inciso primero, modificar los siguientes guarismos:


i.- “45%”, las dos veces que      aparece, por “37.5%”.


ii:- “90%” por “75%”.


iii.- “120%” por “100%”.


c) En el inciso tercero cambiar los siguientes guarismos:


i.- “30%” por “37.5%”.


ii.- “60%”, la primera vez que   aparece, por “75%”.


iii.- “80%” por “100%”.


- Puesta en votación la indicación y el numeral, fueron aprobados por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 24

El numeral 24 tiene el siguiente texto:

“24. Modifícase el artículo 70 de la siguiente forma:

a) Reemplázase el inciso séptimo, por el siguiente: 

"Cada vez que un profesional de la educación resulte evaluado con desempeño básico o insatisfactorio deberá ser sometido al año siguiente a una nueva evaluación. Si es calificado con desempeño insatisfactorio, el sostenedor podrá exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. Si el desempeño en el nivel insatisfactorio se mantuviera en la segunda evaluación consecutiva, el profesional de la educación dejará de pertenecer a la dotación docente. Sin perjuicio de lo anterior, si resulta evaluado con desempeño básico o insatisfactorio durante cuatro años consecutivos, dejará de pertenecer a la dotación docente. Durante este periodo el sostenedor podrá exigirle trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula.".

b) Agrégase el siguiente inciso octavo, pasando el octavo a ser noveno y así sucesivamente:

"Para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo letra a) del artículo 7° bis de esta ley, se entenderá por mal evaluado a quienes resulten evaluados con desempeño insatisfactorio o básico.".”.


La indicación número 5), de Su Excelencia el Presidente de la República, propone reemplazar la letra a) de este numeral por la siguiente:


“a) Reemplázase el inciso séptimo, por el siguiente:  


"Cada vez que un profesional de la educación resulte evaluado con desempeño insatisfactorio deberá ser sometido al año siguiente a una nueva evaluación, pudiendo el sostenedor exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. Si el desempeño en el nivel insatisfactorio se mantuviera en la segunda evaluación consecutiva, el profesional de la educación dejará de pertenecer a la dotación docente. Los profesionales de la educación que resulten evaluados con desempeño básico deberán evaluarse al año subsiguiente, pudiendo el sostenedor exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. En caso de que resulten calificados con desempeño básico en tres evaluaciones consecutivas o, en forma alternada con desempeño básico o insatisfactorio durante tres evaluaciones consecutivas, dejará de pertenecer a la dotación docente.”.


- Puesta en votación la indicación y el numeral, fueron aprobados por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 25

Su texto es el que sigue:

“25. Sustitúyese el artículo 70 bis, por el siguiente:

"Artículo 70 bis.- Sin perjuicio de la evaluación docente establecida en el artículo 70, los sostenedores podrán crear y administrar  sistemas de evaluación que complementen a los mecanismos establecidos en esta ley para los docentes que se desempeñen en funciones de docencia de aula.

Asimismo, podrán evaluarse mediante estos sistemas quienes no ejerzan funciones de docencia de aula y quienes se desempeñen en funciones en los Departamentos de Administración de Educación Municipal.

Los mecanismos, instrumentos y la forma de ponderar los resultados de la evaluación deberán ser validados por la Agencia de la Calidad de la Educación, basarse en instrumentos objetivos y transparentes y podrán ser llevados a cabo directamente o a través de terceros. La Agencia de la Calidad de la Educación podrá verificar que la implementación de la evaluación se adecue a lo previamente validado.

En virtud de la evaluación a que se que refiere este artículo el director del establecimiento educacional, en los casos de los docentes que hubieren resultado mal evaluados, podrá hacer uso de la facultad contemplada en el inciso tercero letra a) del artículo 7 bis de esta ley. Para estos efectos se entenderá por mal evaluado, como máximo, a los docentes que se encuentren dentro del tercio de menor calificación, independiente de los resultados que hubiesen obtenido en la evaluación establecida en el artículo 70.".”.


El Ejecutivo formuló la indicación número 6) a este numerando, con el objeto de reemplazar el inciso tercero, por el que se señala a continuación, y eliminar el inciso cuarto de este artículo:


El inciso tercero que se propone es del siguiente tenor:


“Los mecanismos, instrumentos y la forma de ponderar los resultados de la evaluación deberán ser transparentes. Estos  contemplarán la medición de factores tales como habilidades personales, conductas de trabajo, conocimientos disciplinarios y nivel de aprendizaje de los alumnos, debiendo garantizar la objetividad en las calificaciones. Estas evaluaciones podrán ser llevadas a cabo directamente o a través de terceros.”.


- Puesta en votación la indicación y el numeral, fueron aprobados por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 26

Su texto es el que sigue:

“26. Modifícase el artículo 72 de la siguiente forma:

a) En el inciso primero:

i. Reemplázase la letra b), por la siguiente:

"b) Por falta de probidad, conducta inmoral, establecidas fehacientemente en un sumario, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 127 al 143 de la ley N° 18.883, en lo que fuere pertinente, considerándose las adecuaciones reglamentarias que correspondan.

En el caso que se trate de una investigación o sumario administrativo que afecte a un profesional de la educación, la designación del fiscal recaerá en un profesional de la respectiva Municipalidad o Departamento de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, designado por el sostenedor.".

ii. Agrégase en la letra c), el siguiente párrafo segundo: 

"Se entenderá por no concurrencia en forma reiterada la inasistencia del trabajador a sus labores sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días durante igual período de tiempo.".

iii. Agrégase el siguiente párrafo segundo a la letra h):

"Se entenderá por salud incompatible, haber hecho uso de licencia médica en un lapso continuo o discontinuo superior a seis meses en los últimos dos años, exceptuando las licencias por accidentes del trabajo, enfermedades profesionales o por maternidad.".

iv. Agrégase la siguiente letra l):

"l) Por disposición del sostenedor, a proposición del director del establecimiento en el ejercicio de la facultad contemplada en el inciso tercero letra a) del artículo 7° bis de esta ley, tratándose de los docentes mal evaluados en virtud de lo dispuesto en los artículos 70 y 70 bis de esta ley. Para estos efectos, los establecimientos que contaren con menos de 20 docentes podrán poner término anualmente a la relación laboral de un docente.".

b) En el inciso segundo:

i. Reemplázase la letra "i)" por la letra "j)" y sustitúyese la conjunción "e", que la antecede por "y".

ii. Elimínase la siguiente frase final: "Corresponderá igual derecho a los Directores de establecimientos educacionales, que en virtud del artículo 32 de esta ley hayan terminado sus funciones como tales, cuando postulen, en posteriores concursos, a desempeñar un empleo correspondiente a alguna de las funciones señaladas en el artículo 5º.". 

c) Agrégase el siguiente inciso final:

"Los profesionales de la educación que terminen su relación laboral por las causales establecidas en las letras b) y c) precedentes, dejarán de ejercer sus funciones en el establecimiento respectivo de manera inmediata, sin esperar los resultados del sumario. No obstante ello, si el profesional de la educación destituido resultare absuelto en el sumario que se hubiere sustanciado, deberá ser reincorporado a la respectiva dotación docente, caso en el cual conservará todos sus derechos y beneficios legales y previsionales, como si hubiere estado en actividad.".”.


La indicación número 7) del Ejecutivo propone enmendar este numeral de la siguiente manera:


En primer término, plantea reemplazar en el numeral iv. de la letra a) la frase “en los artículos 70 y 70 bis” por la frase “en el artículo 70”.



Luego, propone sustituir la letra c) por la siguiente: 


“c) Agrégase el siguiente inciso  final:


“Tratándose de los casos establecidos en las letras b) y c) precedentes, se aplicará lo establecido en el artículo 134 de la ley N° 18.883.”.


- Puesta en votación la indicación y el numeral, fueron aprobados por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 27

Su tenor literal es el que sigue:

“27. Modifícase el artículo 73, de la siguiente forma:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la letra "i)" por la letra "j)".

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

"Para determinar al profesional de la educación que, desempeñando horas de una misma asignatura o de igual nivel y especialidad de enseñanza, al que en virtud de lo establecido en el inciso anterior deba ponérsele término a su relación laboral, se deberá proceder, en primer lugar, con quienes tengan sesenta o más años si son mujeres o sesenta y cinco o más años si son hombres, y no se encuentren calificados como destacados o competentes; en segundo lugar, con los profesionales que se encuentren en edad de jubilar, independiente de su calificación. Se proseguirá con los profesionales que, no encontrándose en edad de jubilar, sean calificados como insatisfactorios o básicos; en seguida, con quienes tengan salud incompatible para el desempeño de la función, en los términos señalados en la letra h) del artículo 72; finalmente, se ofrecerá la renuncia voluntaria a quienes se desempeñan en la misma asignatura, nivel o especialidad de enseñanza en que se requiere disminuir horas, si lo anterior no fuere suficiente. Lo anterior será independiente de la calidad de titulares o contratados de los docentes.".

c) Suprímense los incisos tercero y cuarto.”.


- Sometido a votación el precepto, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 28

Su texto es el siguiente:

“28. Agrégase el siguiente artículo 73 bis:

"Artículo 73 bis.- Los docentes que dejen de pertenecer a la dotación docente como consecuencia de la causal establecida en la letra g) del artículo 72 de la presente ley, tendrán derecho a una bonificación de cargo del Ministerio de Educación. Los docentes que dejen de pertenecer a la dotación docente como consecuencia de la causal establecida en la letra l) del artículo 72 de la presente ley, tendrán derecho a una bonificación de cargo del  empleador. En ambos casos, esta bonificación se calculará de la siguiente forma:

a) Si el promedio mensual de las 12 últimas remuneraciones anteriores al mes en que el profesional de la educación dejó de pertenecer a la dotación docente del sector municipal es inferior a 14,32 unidades tributarias mensuales, el bono será de 79,58 unidades tributarias mensuales.

b) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra anterior es igual o superior a 14,32 unidades tributarias mensuales e inferior a 19,10 unidades tributarias mensuales, el bono será de 120,97 unidades tributarias mensuales.

c) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra a) es igual o superior a 19,10 unidades tributarias mensuales e inferior a 23,87 unidades tributarias mensuales, el bono será de 135,29 unidades tributarias mensuales.

d) Si el promedio de remuneraciones antes señalado es igual o superior a 23,87 unidades tributarias mensuales el bono será de 143,25 unidades tributarias mensuales.

Sin perjuicio de lo anterior, si el profesional hubiese pactado con su empleador una indemnización a todo evento conforme al Código del Trabajo, tendrá derecho a la indemnización pactada si ésta fuese mayor.

Los profesionales de la educación que deban ser evaluados de conformidad al artículo 70 de esta ley, y se negaren a ello sin causa justificada, se presumirán evaluados en el nivel de desempeño insatisfactorio, no tendrán derecho a los planes de superación profesional, mantendrán su responsabilidad de curso y la obligación de evaluarse al año siguiente.

Quienes se hayan negado a ser evaluados de acuerdo a los mecanismos establecidos en los artículos 70 ó 70 bis de la presente ley no tendrán derecho a bonificación o indemnización alguna.

Este bono se pagará por una sola vez a los profesionales de la educación señalados en este artículo, en el mes subsiguiente a aquel en que dejen de pertenecer a la dotación docente del sector municipal, no será imponible ni tributable, será incompatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento.".”.


El Ejecutivo formuló la indicación número 8), que propone reemplazar en el inciso cuarto del artículo 73 bis, nuevo, que se agrega, la frase “los mecanismos establecidos en los artículos 70 o 70 bis” por “el mecanismo establecido en el articulo 70”.


- Puesta en votación la indicación y el numeral, fueron aprobados por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 29

Su texto es el siguiente:

“29. Reemplázase el inciso primero del artículo 74, por el siguiente:

"Dentro de los 5 años siguientes a la percepción de las indemnizaciones a que se refieren los artículos 73 y 73 bis, el profesional de la educación que la hubiere recibido, sea en forma parcial o total, no podrá ser incorporado a la dotación docente de la misma Municipalidad o Corporación.".”.


- Sometido a votación el precepto, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 30

Su texto es el que sigue:

“30. Reemplázase en el inciso primero del artículo 75, la frase "refiere el artículo 73" por la siguiente "refieren los artículos 73 y 73 bis".”.


El Ejecutivo formuló la indicación número 9), con el objeto de reemplazar este numeral por el siguiente:

“Número 30)


“Introdúcense la siguientes modificaciones al artículo 75: 


i) Reemplázase en el inciso primero la frase "refiere el artículo 73", por la siguiente "refieren los artículos 73 y 73 bis".”.


ii ) Sustituyese el inciso segundo por el siguiente:


“Si el profesional de la educación estima que la Municipalidad o Corporación, según corresponda, no observó en su caso, las condiciones y requisitos que señalan las causales de término de la relación laboral establecidas en la presente ley, incurriendo por tanto en una ilegalidad, podrá reclamar por tal motivo ante el tribunal de trabajo competente, dentro de un plazo de 60 días contados desde la notificación del cese que le afecta y solicitar la reincorporación en sus funciones. En caso de acogerse el reclamo, el juez ordenará la reincorporación del reclamante.”.”.”.


- Puesta en votación la indicación y el numeral, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Navarro.

Numeral 31

Su tenor literal es el siguiente:

“31. Eliminánse del artículo 77 sus incisos segundo y tercero.”.


- Sometido a votación el precepto, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo 2°

El artículo 2° tiene el siguiente texto:

“Artículo 2º.- Reemplázase el artículo 15 de la ley N° 19.715 por el siguiente:

"Artículo 15.- La Asignación de Excelencia Pedagógica se pagará a los docentes de aula, conforme a tramos a los que accederán de acuerdo al resultado que hayan obtenido en la evaluación que da origen a esta asignación y el grado de concentración de alumnos prioritarios del establecimiento en que se desempeñe. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.

Esta asignación tendrá el carácter de imponible y tributable y tendrá una duración de 4 años contados desde el mes de marzo del año de la postulación, salvo que, con anterioridad al término de los 4 años, el profesional obtenga una nueva acreditación en el mismo u otro tramo, caso en el cual comenzará a regir un nuevo período de 4 años.".”.


- Sometido a votación el precepto, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo 3°

Su texto es el que sigue:

“Artículo 3º.- Créase un fondo para el financiamiento de las asesorías externas para efectos de implementar el mecanismo de selección directiva establecidas en el artículo 31 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.

Un reglamento determinará los requisitos para acceder a estos recursos y su forma de distribución.

El Fondo a que se refiere este artículo tendrá una duración de 5 años contados desde la entrada en vigencia de esta ley.”.


- Puesto en votación la disposición, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo 4°

El artículo 4° tiene el siguiente texto:

“Artículo 4°.- Créase por una sola vez una asignación denominada "bono especial para docentes jubilados", en adelante el bono, con el objeto de reconocer a aquellos docentes que se encuentren jubilados a diciembre de 2010.

Tendrán derecho a percibir este bono aquellos profesionales de la educación que registren 300 o más meses de cotizaciones continuas o discontinuas en uno o más de los sistemas de pensiones en Chile y que hayan trabajado por un mínimo de 10 años en establecimientos educacionales fiscales o en establecimientos municipales administrados directamente o a través de corporaciones municipales y que la suma de sus pensiones y beneficios previsionales sean inferiores o iguales a $250.000 mensuales brutos. Para estos efectos se considerarán todo tipo de pensiones y beneficios previsionales, cualquiera sea su naturaleza y origen. Se calcularán en base al valor promedio que la suma de ellos hayan tenido en los últimos 6 meses.

En los casos en que la suma de las pensiones y beneficios previsionales sean inferiores o iguales a $150.000 mensuales brutos serán beneficiarios de un bono único de $2.000.000.

En los casos en que la suma de las pensiones y beneficios previsionales sean superiores a $150.000 y menores o iguales a $ 200.000 mensuales brutos, serán beneficiarios de un bono único de $1.500.000.  Tratándose de pensiones y beneficios previsionales cuyas sumas sean superiores a $200.000 y menores o iguales a $250.000, serán beneficiarios de un bono único de $1.000.000.

El bono precedente no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.  No serán beneficiarios de este bono quienes hayan obtenido beneficios superiores a los $2.000.000 por la aplicación de cualquiera de las siguientes disposiciones: con lo establecido en los artículos segundo y tercero transitorio de la ley Nº 20.158; con lo establecido en el artículo sexto transitorio de la ley Nº 19.933; con lo establecido en el artículo tercero transitorio de la ley Nº 19.715; con lo establecido en la ley 19.504, y con lo establecido en los artículos 8° y 9° transitorios de la ley Nº 19.410.

El mecanismo de acreditación de los requisitos establecidos para el otorgamiento de este bono, su forma de implementación y de pago será fijado a través de un reglamento del Ministerio de Educación suscrito por el Ministerio de Hacienda.

No existirán beneficiarios de este bono en caso de fallecimiento del profesional de la educación que podría haber sido causante del beneficio, siendo este intransmisible.”.


- Sometido a votación el precepto, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo 5°

Numeral 1

Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:

1. Modifícase el artículo 9°, en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:

"Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 9°(incluye incrementos fijados por leyes Nos. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. por aplicación del factor artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	1,74265
	0,17955
	1,9222

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	1,74265
	0,17955
	1,9222

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,74658
	0,17997
	1,92655

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,89565
	0,19546
	2,09111

	Educación Especial Diferencial
	5,79658
	0,59727
	6,39385

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	4,96143
	0,59727
	5,5587

	Educación Media Humanístico- Científica
	2,11678
	0,21818
	2,33496

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,13727
	0,32402
	3,46129

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	2,4474
	0,25252
	2,69992

	Educación Media Técnico- Profesional Comercial y Técnica
	2,19518
	0,22634
	2,42152

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,71879
	0,13317
	1,85196

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,93046
	0,13317
	2,06363

	Educación Media Humanístico- Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823

	Educación Media Técnico- Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,36078
	0,18363
	2,54441

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,89313
	0,18363
	3,07676

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,1371
	0,18363
	2,32073

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,22211
	0,18363
	2,40574

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823


ii. Sustitúyese el inciso noveno, por el siguiente:

"En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en factor artículo 9° en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. factor  artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica 3º a 8º años
	2,43079
	0,24655
	2,67734

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,90192
	0,29481
	3,19673

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,91566
	0,40013
	4,31579

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	3,06363
	0,31177
	3,3754

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,90192
	0,29481
	3,19673


iii) Reemplázase el inciso undécimo, por el siguiente:

"Los establecimientos educacionales que atiendan alumnos de educación especial de 3º a 8º años, o su equivalente, beneficiarios de la subvención especial diferencial, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 7,39674 más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933 que corresponde a 0,74991 U.S.E., en total 8,14665 U.S.E. En el caso de los alumnos de educación especial beneficiarios de la subvención de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, integrados en un establecimiento de enseñanza regular que funcione en régimen de jornada escolar completa, el valor unitario de la subvención educacional (U.S.E.) por alumno será de 6,33267 más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 0,74991 U.S.E, en total 7,08258 U.S.E.".”.

Numeral 2

Su texto es el siguiente:

“2) Modifícase el artículo 12, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:

"No obstante, aquellos establecimientos rurales que al 30 de junio de 2004 estén ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo y tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos percibirán una subvención mínima de 55,32110 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 5,18320 U.S.E., en total 60,50430 U.S.E., y el incremento a que se refiere el artículo 11. Los establecimientos a que se refiere este inciso serán determinados por decreto del Ministerio de Educación.".

b) Reemplázase el inciso quinto, por el siguiente:

"Los establecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso anterior, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna percibirán una subvención mínima de 68,49479 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 6,42472 U.S.E., en total 74,91951 U.S.E., y el incremento a que se refiere el artículo 11.".”.

Numeral 3

El numeral 3 tiene el siguiente tenor literal:

“3) Sustitúyese el artículo undécimo transitorio, por el siguiente:

"Artículo undécimo transitorio.- El valor unitario mensual por alumno a que se refiere el artículo 9° de esta ley, para la educación de adultos de aquellos cursos que aún no apliquen el nuevo marco curricular establecido en el decreto supremo N° 239, de 2004, de Educación, será el siguiente, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.):

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica de Adultos
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Media Humanístico-Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 20 y no más de 25 horas semanales presenciales de clases)
	1,47211
	0,15128
	1,62339

	Educación Media Humanístico-Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 26 horas semanales presenciales de clases)
	1,78262
	0,18363
	1,96625



- Sometido a votación el precepto, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo 6°

Su texto es el que sigue:

“Artículo 6°.- Modifícase el artículo 8° de la ley N° 19.979, como sigue:

a)En el inciso segundo, agrégase la siguiente letra f):

”f) Enfoque y metas de gestión del Director del establecimiento, en el momento de su nominación, y los informes anuales de evaluación de su desempeño.".

b) En la letra d) del inciso tercero, agrégase la siguiente frase final:"La evaluación del equipo directivo y las propuestas que hará el Director al sostenedor deben ser dialogados en esta instancia.".”.


- Sometido a votación el precepto, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo 7°

El artículo 7° es del siguiente tenor literal:

“Artículo 7°.- Derógase el artículo 36 de la ley Nº 20.079.”.


- Puesto en votación el artículo, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo 8°

Su texto es el que sigue:

“Artículo 8°.- Modifícase el artículo 11 de la ley Nº 20.159 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase "originados por el ajuste de su dotación docente de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación" por la siguiente "contemplados en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación y en el plan de retiro y las indemnizaciones contempladas en la Ley de Calidad y Equidad de la Educación, así como los originados por el término de la relación laboral del personal no docente.".

b) En el inciso tercero sustitúyese la frase "percibida en el mes anterior al anticipo" por "percibida en el mes de febrero del año en que se otorga el anticipo".


El Ejecutivo formuló la indicación número 10), que propone reemplazar su letra b), por la siguiente:


“b) En el inciso tercero sustitúyase la frase "percibida en el mes anterior al anticipo" por "percibida en el mes de febrero del año en que se otorga el anticipo" y agrégase luego de la frase “no podrán exceder,” la siguiente frase “por aplicación de ésta u otras leyes,”.


- Puesta en votación la indicación y el artículo, resultaron aprobados por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.

Artículo 9°

El artículo 9° tiene el siguiente tenor literal:

“Artículo 9°.- Facúltase al Ministerio de Educación para otorgar, durante los años 2011 y 2012, respectivamente, $20.000 millones y $10.000 millones a las municipalidades que, administrando directamente o a través de corporaciones los establecimientos educacionales y requieran solventar los gastos a que se refiere el artículo 10 de esta ley.

Para efectos de la distribución de los recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la Dirección de Presupuestos, que podrá dictarse una vez promulgada esta ley, establecerá el monto al que podrá acceder cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará:

- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.

- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.

- Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.”.


El Ejecutivo formuló la indicación número 11), con el objeto de sustituir este artículo por el siguiente:


“Artículo 11.- “El Ministerio de Educación distribuirá $30.000 millones entre los municipios y corporaciones municipales para financiar el plan de retiro dispuesto en el artículo noveno transitorio y siguientes y los demás gastos necesarios para poner término a la relación laboral de quienes se beneficien de dicho plan.  Dichos recursos se entregarán de acuerdo a la siguiente tabla:

	Año
	Monto(en millones)

	2011
	$ 20.000

	2012
	$10.000






Para efectos de la distribución de los recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la  Dirección de Presupuestos, establecerá el monto al que anualmente accederá cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará:


- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.


- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.




- Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.



 En el caso que los recursos otorgados en virtud del inciso primero no sean suficientes para financiar el plan de retiro dispuesto en el artículo noveno transitorio y siguientes y los demás gastos necesarios para poner término a la relación laboral de los beneficiarios de dicho plan, podrá utilizarse el mecanismo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.159.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.

Artículo 10

Su texto es el que sigue:

“Artículo 10.- Los recursos otorgados deberán ser destinados por las municipalidades, ya sea en forma directa o a través de la corporación correspondiente, a solventar los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la Ley de Calidad y Equidad de la Educación Pública.

Luego de realizados los gastos establecidos en el inciso precedente, los municipios que acrediten tener sus dotaciones docentes ajustadas podrán destinar los excedentes que resulten a los gastos que a continuación se indican:

a) Los gastos indemnizatorios del personal no docente.

b) Los gastos correspondientes al pago de las bonificaciones asociadas al plan de retiro docente contenido en la presente ley.

c) Los gastos asociados al Plan de Acción Municipal en Educación presentados por el sostenedor municipal respectivo, siempre que demuestren tener capacidad financiera para el plan de retiro contemplado en esta ley sin hacer uso de estos recursos. 

Los municipios que de conformidad a los artículos precedentes, realicen ajustes a su dotación docente o a disminuir su personal no docente, sólo podrán proceder a un posterior aumento de ellos, en la medida en que dicho aumento se funde en un incremento efectivo de la matrícula o en la acreditación de otro criterio técnico-pedagógico que lo justifique.”.



Este artículo fue objeto de la indicación número 12, mediante la cual Su Excelencia el Presidente de la República, propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 10.- Luego de financiado el plan de retiro del articulo noveno transitorio y siguientes, los recursos mencionados en el inciso primero del articulo anterior que quedaran disponibles deberán ser destinados al pago de los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la presente ley. 


En caso que hubiesen recursos disponibles, luego de pagados las obligaciones que establece este artículo, dichos recursos deberán ser utilizados en otros usos asociados a la gestión educacional.”.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.

Artículo 11

Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo 11.- La utilización de los recursos obtenidos en virtud de esta ley a fines diferentes de los indicados expresamente en el Plan de Acción Municipal en Educación, por parte de la municipalidad o corporación correspondiente, será sancionada de conformidad a la escala de penas establecida en el artículo 233 del Código Penal. Sin perjuicio de lo anterior, los alcaldes de aquellas municipalidades que incurran en una aplicación indebida de los fondos percibidos de conformidad a esta ley, incurrirán en la causal de notable abandono de sus deberes conforme a lo establecido en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior. 


La indicación número 13 del Ejecutivo, reemplaza en este artículo la frase “Plan de  Acción Municipal en Educación” por la “artículo 10 de esta ley”.


- Sometida a votación la indicación, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.

Artículo 12

Su texto es el siguiente:

“Artículo 12.- Modifícase la ley N° 20.248, de la siguiente manera:

a) En el número 3 del artículo 8°, agrégase a continuación de la expresión ”todos los alumnos,”, lo siguiente: ”y contratación de personal idóneo para el logro de las acciones mencionadas en este número,”.

b) Sustitúyese la tabla incluida en el artículo 16, que establece la Subvención Escolar Preferencial, por la siguiente:

	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° básico (USE)
	5° y 6° año básico (USE)
	7° y 8° año básico (USE)

	60% o más
	0,302
	0,202
	0,101

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,179
	0,090

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,134
	0,067

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,078
	0,040



La indicación número 14) del Ejecutivo, propone reemplazar este artículo por el que se señala a continuación: 


“Artículo 12.- Modifícase la ley N° 20.248, de la siguiente manera:


a) Sustitúyese, en el artículo 1° la frase “educación parvularia y educación  general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media.”


b) En el número 3 del artículo 8°, agrégase a continuación de la expresión ”todos los alumnos,”, lo siguiente: ”y contratación de personal idóneo para el logro de las acciones mencionadas en este número,”.


c) Elimínase en el artículo 11,  inciso primero, la siguiente frase:”de 4º y 8º básico, según corresponda,”.


d) Reemplázase en el artículo 14 el cuadro de Valor de Subvención en USE por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1.4
	0.93
	0.47
	0.47

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0.7
	0.465
	0.235
	0.235









e) Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:


i. Sustitúyese la tabla incluida en el inciso segundo por la siguiente:

	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° básico (USE)
	5° y 6° año básico (USE)
	7° y 8° año básico (USE)
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media (USE)

	60% o más
	0,302
	0,202
	0,101
	0,101

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,179
	0,090
	0,090

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,134
	0,067
	0,067

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,078
	0,040
	0,040









ii. Sustitúyese, en el inciso cuarto la frase “educación parvularia y educación general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media”.


iii. Sustitúyese, en el inciso quinto la frase “educación parvularia y educación general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media”.


f) Sustitúyese en el artículo 18, inciso primero la frase:”aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación.” por la siguiente frase: “a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación.”


g) Reemplázase el inciso cuarto del artículo 20 por el siguiente:


“Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica; de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica; y de 0,235 USE por los alumnos que cursen desde el 1° hasta 4° enseñanza media.”.


h) Agrégase el siguiente artículo duodécimo transitorio:



“Artículo duodécimo transitorio.- Los niveles de 1° año de enseñanza media a 4° año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en esta ley, a razón de un nivel por año, comenzando el año escolar 2014 con 1° año de enseñanza media.”.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Navarro.

- - -




A continuación, el Ejecutivo formuló la indicación número 15),  para agregar un artículo 13, nuevo, que tiene por objeto modificar la tabla de la letra h) del artículo 46, de la ley N° 20.370, General de Educación, por la siguiente:

	Matrícula proyectada

(cantidad de alumnos)
	Monto a acreditar

(unidades de fomento)

	0 – 100
	200

	101 – 200
	300

	201 – 400
	600

	401 – 600
	1000

	601 o más
	1400



- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, y Walker, don Ignacio, un voto en contra, del Honorable Senador señor Navarro, y una abstención, del Honorable Senador señor Quintana.

- - -


Seguidamente, la Comisión se ocupó de la indicación número 16, con la cual el Ejecutivo propone agregar un artículo 14, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 14.- Agrégase en la ley  N° 19.933 el siguiente artículo 17 bis, nuevo:


“Artículo 17 bis.- Los profesionales de la educación que reciban la Asignación Variable por Desempeño Individual establecida en el artículo precedente, mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán dicha asignación aumentada en un 30%. Para estos    efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.


En los casos de los establecimientos que atiendan alumnos que cursen entre primero y cuarto año de educación media y, por tanto no hayan sido identificados como prioritarios de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.248, el cálculo de la concentración de alumnos prioritarios a que se    refiere el inciso anterior se hará en la forma que determine un reglamento dictado por el  Ministerio de Educación, suscrito por el Ministerio de Hacienda.”.”.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Luego, la Comisión analizó la indicación número 17, con la cual el Ejecutivo, mediante un artículo 15, nuevo, agrega un artículo 4° bis, nuevo, a la ley N° 19.464, del siguiente tenor:


“Artículo 15.- Agrégase el siguiente artículo 4° bis, nuevo, a la ley N° 19.464,


“Artículo 4° bis.- Los asistentes de la educación tienen derecho a trabajar en  un ambiente tolerante y de respeto mutuo. Del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. A participar de las instancias colegiadas de ésta, y a proponer las iniciativas que estimaren útiles para el progreso del establecimiento en los términos previstos por la normativa interna. 


Revestirá especial gravedad todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos, en contra de los asistentes de la educación.”.”.


- Sometida a votación la indicación, fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Navarro.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero

Su texto es el siguiente:

“Artículo primero.- Los sostenedores podrán optar por convocar a nuevos concursos a través de los sistemas de selección establecidos en los artículos 31 bis y siguientes y 34 D y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, aun cuando los Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales no hayan completado sus períodos de nombramiento. Éstos se mantendrán en sus cargos hasta el nombramiento de los nuevos profesionales, de acuerdo a los sistemas de selección mencionados.

Con posterioridad a los nombramiento referidos en el inciso anterior los Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales permanecerán en la dotación docente por el mismo número de horas que servían, manteniendo las asignaciones que les correspondían hasta el cumplimiento del periodo para el cual habían sido nombrados, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del mencionado decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación.

Cuando los Jefes de los Departamentos de Administración de Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales cumplan el período para el cual habían sido contratados el sostenedor podrá optar entre que continúen en la dotación docente desempeñándose en las mismas funciones mencionadas en el inciso anterior por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar, sin derecho a percibir las asignaciones de los artículos  34 G  y 51 del mencionado decreto con fuerza de ley; o ponerle término a su relación laboral en cuyo caso tendrán derecho a las indemnizaciones, establecidas en el artículo 73 de citado decreto con fuerza de ley.”.


- Sometido a votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo segundo

Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo segundo.- Una vez finalizado el periodo de nombramiento de aquellos Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y directores de establecimientos educacionales que al publicarse esta ley se encontraren ejerciendo sus cargos y cuyos sostenedores no hubiesen adelantado sus concursos de acuerdo a lo prescrito en el artículo primero transitorio de esta ley, el sostenedor podrá optar entre que continúen desempeñándose, en el caso de existir disponibilidad en la dotación docente, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación, por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar, o ponerles término a sus relaciones laborales en cuyo caso tendrán derecho a las indemnizaciones, establecidas en el artículo 73 del mencionado decreto.”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo tercero

Su texto es el siguiente:

“Artículo tercero.- Los Subdirectores, Inspectores Generales y Jefes Técnicos de establecimientos educacionales que estuvieren en ejercicio al publicarse esta ley podrán mantenerse en su cargos, cuando así lo decida el director.”.

Cuando el director cambie a alguno de dichos funcionarios de los mencionados cargos, estos permanecerán en la dotación docente de la respectiva municipalidad por el mismo número de horas que servían, manteniendo las asignaciones que les correspondían hasta el cumplimiento del periodo para el cual habían sido nombrados, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del mencionado decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación.

Al término del periodo de su nombramiento, el sostenedor podrá optar entre que continúe desempeñándose, en el caso de existir disponibilidad en la dotación docente, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del citado  decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación, por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar; o ponerle término a sus relaciones laborales en cuyo caso tendrán derecho a la indemnización establecidas en el artículo 73 del mencionado decreto.

En el caso que el Jefe Técnico del establecimiento educacional no haya sido nombrado por un plazo fijo, se considerará que faltan tres años para el fin de su nombramiento contados desde la fecha de publicación de esta ley.”.


- Sometido a votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo cuarto

Su texto es el que sigue:

“Artículo cuarto.- Las modificaciones establecidas en el artículo 1º de esta ley regirán a contar del día 1 del tercer mes desde su publicación.

Con todo, lo dispuesto en los artículos 7° bis a), 34 C, 34 G y 51 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, sólo será aplicable a quienes ingresen a la dotación docente a través de los nuevos mecanismos de selección que contempla esta ley o en virtud de su nombramiento como personal de exclusiva confianza de los directores de establecimientos educacionales.

Quienes a la fecha de publicación de esta ley perciban asignaciones de responsabilidad directiva y técnico-pedagógica las mantendrán de acuerdo a la legislación vigente a dicha fecha y por el plazo que les faltare para completar su período de nombramiento.”.


Respecto de este artículo, el Ejecutivo formuló la indicación número 18, mediante la cual propuso agregar un inciso tercero, nuevo, pasando el actual tercero a ser cuarto, que es del siguiente tenor:


“Mientras no entre a regir el reglamento a que se refiere el artículo 31 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que establece las normas de constitución y funcionamiento de las comisiones calificadoras para la selección de directores, se mantendrán los mecanismos de selección vigentes a la fecha de publicación de esta ley. Lo establecido en el mencionado cuerpo legal no será aplicable a los concursos de selección de directores que se hayan iniciado y que se encuentren en trámite con anterioridad a la vigencia del mencionado reglamento.”.


- Sometida a votación la indicación, fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo quinto

Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo quinto.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo cuarto transitorio, los directores de establecimientos educacionales que hayan obtenido dentro de los últimos dos años la subvención por desempeño de excelencia, establecida en el artículo 15 de la ley N° 19.410, tendrán las facultades establecidas en los artículos 7° bis a) y 34 C del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, a contar de la fecha de publicación de esta ley.”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo sexto

Su texto es el que sigue:

“Artículo sexto.- El pago de las indemnizaciones establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 1,  de 1997, del Ministerio de Educación, se entenderá postergado hasta el cese definitivo de los servicios en la respectiva dotación docente municipal, en los casos en que concurra alguna causa que otorgue derecho a percibirlo.”.


- Sometido a votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo séptimo

El tenor literal es el siguiente:

“Artículo séptimo.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 15 de la ley N° 19.715, los profesionales de la educación que a la fecha de su publicación estén acreditados como profesores de excelencia pedagógica, según lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2002, del Ministerio de Educación, mantendrán la asignación de acuerdo a la normativa vigente al momento de su obtención.

Los profesionales mencionados en el inciso anterior podrán postular a la asignación contemplada en el artículo 15 de la ley referida debiendo ajustarse a la normativa vigente.”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo octavo

Su texto es el que sigue:

“Artículo octavo.- Facúltase al Presidente de la República para dictar, en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, el que también deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, que contenga las normas necesarias para reestructurar el funcionamiento, el monto de los beneficios y el número de beneficiarios de la Asignación de Excelencia Pedagógica, a que se refiere el artículo 15 de la ley N° 19.715.

Dicho decreto con fuerza de ley deberá considerar para los pagos de la asignación de excelencia pedagógica los resultados que hayan obtenido en el examen de acuerdo a lo establecido en la siguiente tabla:

	TRAMO DE LOGROS
	MONTO MENSUAL JORNADA 44 HORAS SEMANALES

	Primero
	$150.000

	Segundo
	$100.000

	Tercero
	$50.000


Los profesionales de la educación que reciban esta asignación y mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán la asignación aumentada en un 40%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior sólo tendrán derecho a las asignaciones mencionadas quienes superen el puntaje mínimo que para cada tramo determine el Ministerio de Educación.

Lo dispuesto en este artículo será aplicable a partir del año 2012.”.


- Sometido a votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo noveno

Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo noveno.- Establécese una bonificación por retiro voluntario para los profesionales de la educación que durante el año escolar 2011 pertenezcan a la dotación docente del sector municipal, ya sea administrada directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, sea en calidad de titulares o contratados, y que al 31 de diciembre de 2013 tengan sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y renuncien a la dotación docente del sector municipal a que pertenecen, respecto del total de horas que sirven.

Los profesionales de la educación que deseen acogerse al beneficio anterior deberán formalizar su renuncia voluntaria con carácter irrevocable ante el sostenedor respectivo, acompañada del certificado de nacimiento correspondiente, hasta el 1 de diciembre del 2012, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos cuarto y sexto de este artículo.

Esta bonificación tendrá un monto de hasta $ 20.000.000 (veinte millones de pesos), y será proporcional a las horas de contrato y los años de servicio en la respectiva dotación docente o fracción superior a seis meses con un máximo de once años. El monto máximo de la bonificación corresponderá al profesional de la educación que renuncie voluntariamente durante el período comprendido entre la entrada en vigencia  de esta ley y el 31 de julio de 2012, que tenga once años o más de servicio en la respectiva dotación docente y un contrato por 44 horas.

Los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso primero, formalicen su renuncia dentro del plazo a que se refiere el inciso anterior, tendrán derecho al ciento por ciento de la bonificación, que se calculará proporcionalmente a las horas de contrato que sirvan y la antigüedad en la respectiva dotación, considerando un máximo de once años.

La bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible con toda indemnización o bonificación que, por concepto de término de la relación o de los años de servicio que  pudiere corresponder al profesional de la educación, cualquiera fuera su origen y a cuyo pago concurra el empleador, especialmente a las que se refieren el artículo 73 y 2º transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, y con las que se hubieren obtenido por aplicación de lo dispuesto en los artículos 7º y 9º transitorios de la ley Nº 19.410, o en la ley Nº 19.504, o en el artículo 3º transitorio de la ley Nº 19.715, o 6º transitorio de la ley Nº 19.933, y en los artículos segundo y tercero transitorios  de la ley Nº 20.158. Con todo, si el trabajador hubiere pactado con su empleador una indemnización a todo evento, conforme al Código del Trabajo, cuyo monto fuere mayor, podrá optar por esta última.

Los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso primero, formalicen su renuncia entre el 1 de agosto de 2012 y el 1 de diciembre del mismo año, tendrán derecho a la bonificación señalada en el inciso tercero precedente rebajada en un veinte por ciento, la que se calculará en forma proporcional a  las horas de contrato que sirvan y la antigüedad en la respectiva dotación, considerando un máximo de once años.

Para el cálculo de la bonificación de cada profesional de la educación, se considerará el  número de horas de contrato vigentes en la respectiva comuna al 1 de diciembre de 2010.

La bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible en los mismos términos señalados en el inciso quinto de este artículo.

Esta bonificación será incompatible para quienes tengan la calidad de funcionarios públicos afectos al decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo.

El término de la relación laboral sólo se producirá cuando el empleador ponga la totalidad de la bonificación que corresponda a disposición del profesional de la educación que haya renunciado al total de las horas que sirve en la dotación docente del sector municipal a que pertenece. Las horas que queden vacantes por la renuncia voluntaria del docente se ajustarán de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.

Los profesionales de la educación que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán incorporarse a una dotación docente administrada directamente por las municipalidades o las corporaciones municipales durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.


El Ejecutivo formuló la indicación número 19) a este artículo, con el objeto de reemplazar en su inciso primero la frase “y que al 31 de diciembre de 2013” por la siguiente “y que al 31 de diciembre de 2012”.


- Puesta en votación la indicación y el artículo, resultaron aprobados por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.

Artículo décimo

Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo décimo.- Facúltase a los sostenedores de establecimientos educacionales del sector municipal, administrados  directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, para que desde el 2 de diciembre de 2012 y hasta el 31 de diciembre de 2013, puedan declarar  vacante la totalidad de las horas de contrato servidas por cada profesional de la educación que, cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo anterior, no presentaron su renuncia voluntaria a la dotación docente en los plazos y en la forma señalada en el artículo anterior.

Los profesionales de la educación cuyas horas se declaren vacante tendrán derecho a la bonificación señalada en el inciso tercero del artículo precedente rebajada en un treinta por ciento, la que se calculará en forma proporcional a  las horas de contrato que sirvan, con un máximo de 44, y la antigüedad en la respectiva dotación, con un máximo de once años.  Para el cálculo de la bonificación de cada profesional de la educación, se considerará el número de horas de contrato vigentes en la respectiva comuna al 1 de diciembre de 2010.

El término de la relación laboral, sólo se producirá cuando el empleador ponga la totalidad de la bonificación que corresponda a disposición del profesional de la educación al que se le  haya declarado vacante el total de las horas en la dotación docente del sector municipal a que pertenece. Las horas que queden vacantes por la renuncia voluntaria del docente se ajustarán de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.

Esta bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible en los mismos términos que señala en el artículo noveno transitorio.

Los profesionales de la educación que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán incorporarse a una dotación docente municipal durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.


- Sometido a votación el precepto, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo undécimo

Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo undécimo.- Los profesionales de la educación a quienes se les aplique lo establecido en los artículos noveno y décimo transitorios precedentes, y que se encuentren en la situación descrita en el artículo 41 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, mantendrán su derecho a la prórroga de la relación laboral y al pago de sus remuneraciones por el período que en esta última disposición se señala.”.


- Puesto en votación el artículo, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo duodécimo

El texto del artículo duodécimo transitorio es el siguiente:

“Artículo duodécimo.- El pago de las bonificaciones a que se refieren los artículos noveno y décimo transitorios de la presente ley, será de cargo de los sostenedores del sector municipal hasta un monto equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes que correspondan al número de horas renunciadas o declaradas en vacancia, por cada año de servicio en la respectiva Municipalidad o Corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once.

Para los efectos del pago de la diferencia entre lo que corresponde pagar al sostenedor municipal de acuerdo al inciso anterior y los montos de la bonificación por retiro señalados en los artículos noveno y décimo transitorios de esta ley, el Fisco otorgará a los sostenedores del sector municipal un aporte extraordinario equivalente a dicha diferencia.

En los casos en que, por presentarse la renuncia en el plazo posterior al 31 de julio de 2012 o bien por haber sido declarada la vacancia de la totalidad de las horas, y en consecuencia el valor de la bonificación correspondiente al docente se reduzca en 20% o 30% de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo noveno transitorio y en el inciso segundo del artículo décimo transitorio, respectivamente; el pago con cargo al sostenedor municipal se reducirá en las mismas proporciones.

Por resolución del Ministerio de Educación se fijará el aporte fiscal extraordinario y anticipos de subvención de todo tipo a que se refiere esta ley.”.


- Sometido a votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo decimotercero

Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo decimotercero.- El mayor gasto fiscal que irrogue la presente ley durante el año 2011, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.


- Puesto en votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo decimocuarto

Su texto es el siguiente:

“Artículo decimocuarto.- Lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley entrará en vigencia a partir del mes de marzo del año 2012.”.


- Sometido a votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo decimoquinto

Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo decimoquinto.- En los casos de los establecimientos que atiendan alumnos que cursen entre primero y cuarto año de educación media y, por tanto no hayan sido identificados como prioritarios de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.248, el cálculo de la concentración de alumnos prioritarios referido en los artículos 2° permanente y octavo transitorio de la presente ley, y el artículo 51 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, se hará en la forma que determine un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, visado por el Ministerio de Hacienda.”.


- Puesto en votación el artículo, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

Artículo decimosexto
Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo decimosexto.- Lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 20.248, entrará en vigencia el primer día del mes siguiente de publicada esta ley.".


- Sometido a votación, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Seguidamente, la Comisión se ocupó de la indicación número 20), con la cual Su Excelencia el Presidente de la República propone agregar un artículo decimoséptimo transitorio, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo decimoséptimo.- El Ministerio de Educación distribuirá $30.000 millones entre los municipios y corporaciones municipales que, habiendo utilizado la totalidad de los fondos mencionados en el artículo 9°, y posteriormente, aquellos autorizados en virtud de lo dispuesto en el artículo 11 de la ley N°20.159, no alcancen a financiar el plan de retiro establecido en el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.


Para acceder a los fondos establecidos en el inciso anterior, el municipio y las corporaciones municipales que los requieran deberán acreditar ante el Subsecretario de Educación que han seguido la forma de financiamiento dispuesta en el inciso precedente y que requieren recursos adicionales para el financiamiento del mencionado plan de retiro, debiendo justificar el monto de recursos requeridos.


El subsecretario de educación, mediante resolución exenta, determinará la forma en que se distribuirán dichos recursos, la que deberá ser en proporción a los recursos faltantes en los municipios para financiar el plan de retiro establecido en el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.  



Luego de financiado el plan de retiro, los recursos mencionados en el inciso primero que quedaran disponibles deberán ser destinados al pago de los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la presente ley. 


En caso que hubiese recursos disponibles, luego de pagados las obligaciones que establece este artículo, dichos recursos deberán ser utilizados en otros usos asociados a la gestión educacional.  Para efectos de la distribución de estos recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la   Dirección de Presupuestos, establecerá el monto al que anualmente accederá cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará: 


- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.


- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.
- 


Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna,  determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.



- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.

- - -


A continuación, la Comisión analizó la indicación número 21, del Ejecutivo, que agrega un artículo decimoctavo transitorio, nuevo, el cual es del siguiente tenor:


“Artículo decimoctavo.- Facúltase al Ministerio de Educación para que hasta el 31 de diciembre de 2011, suscriba convenios con las municipalidades para aumentar, en forma excepcional, los anticipos a que se refiere el artículo 11 de la ley N° 20.159 y determine el monto máximo y las condiciones en que serán traspasados los recursos a que se refiere el artículo anterior.


Para acceder a estos recursos los municipios que administren directamente o a través de corporaciones sus establecimientos educacionales, deberán acreditar que los recursos recibidos en función del artículo 9° sumados a los recursos que puedan solicitar a través de lo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.159, y a aquellos contemplados en el artículo decimoséptimo transitorio de la presente ley, resultan insuficientes para solventar los gastos originados por la aplicación del plan de retiro a que se refieren el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.


Tratándose de los anticipos a que se refiere el inciso primero, el reintegro de los recursos anticipados deberá efectuarse a partir del mes siguiente al de su percepción, en cuotas iguales, mensuales y sucesivas, que se descontarán de la subvención de escolaridad a que se refiere este artículo. El número de dichas cuotas no podrá exceder de 144.


El monto total máximo de los anticipos a que se refiere este artículo, para todas las municipalidades del país, no podrá superar los $178.000 millones, en el período de ejecución del plan de retiro. 


Por resolución exenta dictada por el Ministerio de Educación y de acuerdo a lo establecido en el respectivo convenio, se fijará el monto del anticipo de recursos de las subvenciones otorgado a una municipalidad, la identificación de los receptores de la bonificación y los montos a percibir por tal concepto por cada uno de ellos, así como otras condiciones necesarias. Copia de dicha resolución deberá ser remitida a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


Mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, se establecerá la forma, plazos y límites bajo los que operará la facultad establecida en este artículo.


Las municipalidades y corporaciones municipales que deseen recibir este anticipo de subvención deberán demostrar la viabilidad financiera del plan de retiro que pretendan financiar con estos recursos, comprometiéndose a disminuir sus gastos mensuales en el trimestre posterior a la recepción del anticipo de subvención. Asimismo, se obligan a no incrementar el gasto total en remuneraciones del mes de diciembre de 2010, durante los 60 meses siguientes a la recepción del anticipo de subvención, con la sola excepción de futuros incrementos de remuneraciones que estén asociados a incrementos en la matrícula, o a incrementos en las subvenciones, donde los mayores ingresos excedan al incremento en remuneraciones.”.



- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y una dos abstención, del Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Luego, la Comisión discutió la indicación número 22), del Ejecutivo, que propone agregar un artículo decimonoveno transitorio, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo decimonoveno.- Créase, de manera transitoria y a partir de 2011, un fondo por un total de $45.000 millones, que deberán ser utilizados para fines educacionales y serán distribuidos a municipios y corporaciones municipales de acuerdo a la siguiente tabla: 

	Año
	Monto (en millones de pesos)

	2011
	$ 10.000

	2012
	$ 15.000

	2013
	$ 20.000




Para el año 2011, los recursos se repartirán mediante resolución exenta del Ministerio de Educación suscrita por la Dirección de Presupuestos, donde se establecerá el monto de estos recursos que le corresponderá a cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos, se considerará: 


a) Un 20% por partes iguales entre las municipalidades; 


b) Un 35% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010; 


c) Un 35% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar de Becas. 


d) Un 10% según el número total de establecimientos educacionales administrados por el municipio o la corporación. 


Para el año 2012, el 70% de los recursos se repartirán de acuerdo a la fórmula de cálculo mencionada en el inciso anterior. El 30% restante, en base a los resultados que alcancen los establecimientos educacionales administrados por el municipio o corporación municipal en el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño establecido en la ley N° 19.410, según se establezca en el reglamento. 


Para el año 2013, el 60% de los recursos se repartirán de acuerdo a la fórmula de cálculo mencionada en el inciso segundo. El 40% restante, en base a los resultados que alcancen los establecimientos educacionales administrados por el municipio o corporación municipal en el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño establecido en la ley N° 19.410, según se establezca en el reglamento.”. 



- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Navarro.

- - -


Finalmente, la Comisión consideró la indicación número 23), del Ejecutivo, que agrega un artículo vigésimo transitorio nuevo, cuyo texto es el siguiente:


“Artículo vigésimo.- Antes del 30 de septiembre del 2011, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se aborde la institucionalidad de la educación municipal. Asimismo, antes del 1 de marzo de 2012, el Presidente de la República enviará uno o más proyectos de ley que modernicen la carrera docente.”.



- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, y Walker, don Ignacio, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.

- - -

MODIFICACIONES

En conformidad a los acuerdos adoptados precedentemente, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y tecnología tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°

Número 3)


Sustituir en la letra a) del inciso segundo del artículo 7° bis que se reemplaza, la frase “en los artículos 70 y 70 bis” por la frase “en el artículo 70”.

(Indicación número 1), aprobada 3x1 abstención).

- - -

Incorporar el siguiente número 4), nuevo:


“4.- Agrégase el siguiente artículo 8° bis, nuevo:


“Artículo 8° bis.- Los profesionales de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo. Del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no  pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. 


Revestirá especial gravedad todo  tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos, en contra de los profesionales de la educación. Al respecto los profesionales de la educación tendrán atribuciones para tomar medidas administrativas y disciplinarias para imponer el orden en la sala, pudiendo solicitar el retiro de alumnos; la citación del apoderado; y solicitar modificaciones al reglamento interno escolar que establezca sanciones al estudiante para propender al orden en el establecimiento.”.”.”.

(Indicación número 2), aprobada 3x1 abstención).

- - -

Números 4, 5, 6,7,8,9,10,11,12,13,14,15,16.




Pasan a ser números 5, 6,7,8,9,10,11,12,13,14,15,16 y 17, sin enmiendas.
Número 17)





Pasa ser número 18.





En el inciso tercero del artículo 32 bis, nuevo, que se agrega, añadir, luego de la palabra “declarar”, la frase “previa resolución fundada”.

(Indicación número 3), aprobada 3x1 abstención).

Números 18, 19, 20, 21 y 22.





Pasan a ser números 19, 20, 21, 22 y 23, sin otra modificación.

Número 23)

Pasa a ser número 24, con las siguientes enmiendas:

Letra c)


a) Reemplazar la expresión “de más de 800”, todas las veces que aparece, por la siguiente “de 800”.


b) En el inciso primero, modificar los siguientes guarismos:


i.- “45%”, las dos veces que aparece, por “37.5%”.


ii:- “90%” por “75%”.


iii.- “120%” por “100%”.


c) En el inciso tercero cambiar los siguientes guarismos:


i.- “30%” por “37.5%”.


ii.- “60%”, la primera vez que   aparece, por “75%”.


iii.- “80%” por “100%”.

(Indicación número 4), aprobada 3x1 abstención).

Número 24)




Pasa a ser número 25.- 





Sustituir la letra a) por la siguiente:


“a) Reemplázase el inciso séptimo, por el siguiente:  


"Cada vez que un profesional de la educación resulte evaluado con desempeño insatisfactorio deberá ser sometido al año siguiente a una nueva evaluación, pudiendo el sostenedor exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. Si el desempeño en el nivel insatisfactorio se mantuviera en la segunda evaluación consecutiva, el profesional de la educación dejará de pertenecer a la dotación docente. Los profesionales de la educación que resulten evaluados con desempeño básico deberán evaluarse al año subsiguiente, pudiendo el sostenedor exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. En caso de que resulten calificados con desempeño básico en tres evaluaciones consecutivas o, en forma alternada con desempeño básico o insatisfactorio durante tres evaluaciones consecutivas, dejará de pertenecer a la dotación docente.”.”.

(Indicación número 5), aprobada 3x1 abstención).

Número 25)




Pasa a ser número 26.- 


- Reemplazar el inciso tercero del artículo 70 bis que se sustituye por el siguiente:


“Los mecanismos, instrumentos y la forma de ponderar los resultados de la evaluación deberán ser transparentes. Estos  contemplarán la medición de factores tales como habilidades personales, conductas de trabajo, conocimientos disciplinarios y nivel de aprendizaje de los alumnos, debiendo garantizar la objetividad en las calificaciones. Estas evaluaciones podrán ser llevadas a cabo directamente o a través de terceros.”.

- Eliminar el inciso cuarto del artículo 70 bis propuesto.

(Indicación número 6), aprobada 3x1 abstención).

Número 26)




Pasa a ser número 27.


Introducir la siguientes modificaciones:


- Reemplazar en el numeral iv. de la letra a) la frase “en los artículos 70 y 70 bis” por la frase “en el artículo 70”.

(Indicación número 7), aprobada 3x1 abstención).


- Sustituir la letra b) por la siguiente:


“ Reemplázase en el inciso segundo la letra “i)” por la letra “j) y sustituyese la conjunción “e”, que la antecede por “y”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado).


- Reemplazar la letra c) por la siguiente: 


“c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“Tratándose de los casos establecidos en las letras b) y c) precedentes, se aplicará lo establecido en el artículo 134 de la ley N° 18.883.”.”.

(Indicación número 7), aprobada 3x1 abstención).

Número 27)


Pasa a ser número 28, sin otra enmienda.

Número 28)




Pasa a ser número 29.- 


Reemplazar en el inciso cuarto del artículo 73 bis que se modifica, la frase “a los mecanismos establecidos en los artículos 70 o 70 bis” por “al mecanismo establecido en el artículo 70”.

(Indicación número 8), aprobada 3x1 abstención).

Número 29)


Pasa a ser número 30.- sin otra modificación.

Número 30)




Pasa a ser número 31.- 


Sustituirlo por el siguiente:


“31.- Introdúcense  las siguientes modificaciones al artículo 75:


a) Reemplázase en su inciso primero, la frase "refiere el artículo 73", por la siguiente "refieren los artículos 73 y 73 bis”.


b) Sustituyese el inciso segundo por el siguiente:


“Si el profesional de la educación estima que la Municipalidad o Corporación, según corresponda, no observó en su caso, las condiciones y requisitos que señalan las causales de término de la relación laboral establecidas en la presente ley, incurriendo por tanto en una ilegalidad, podrá reclamar por tal motivo ante el tribunal de trabajo competente, dentro de un plazo de 60 días contados desde la notificación del cese que le afecta y solicitar la reincorporación en sus funciones. En caso de acogerse el reclamo, el juez ordenará la reincorporación del reclamante.”.”.”.

(Indicación número 9), aprobada 3x1 abstención).

Artículo 8°


Reemplazar su letra b), por la siguiente:


“b) En el inciso tercero sustitúyese la frase "percibida en el mes anterior al anticipo" por "percibida en el mes de febrero del año en que se otorga el anticipo" y agrégase luego de la frase “no podrán exceder,” la siguiente frase “por aplicación de ésta u otras leyes,”.

(Indicación número 10), aprobada 3x2 abstenciones).

Artículo 9°


Reemplazarlo por el que se señala a continuación:


“Artículo 9- “El Ministerio de Educación distribuirá $30.000 millones entre los municipios y corporaciones municipales para financiar el plan de retiro dispuesto en el artículo noveno transitorio y siguientes y los demás gastos necesarios para poner término a la relación laboral de quienes se beneficien de dicho plan.  Dichos recursos se entregarán de acuerdo a la siguiente tabla:

	Año
	Monto(en millones)

	2011
	$ 20.000

	2012
	$10.000



Para efectos de la distribución de los recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la  Dirección de Presupuestos, establecerá el monto al que anualmente accederá cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará:


- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.


- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.


- Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.


 En el caso que los recursos otorgados en virtud del inciso primero no sean suficientes para financiar el plan de retiro dispuesto en el artículo noveno transitorio y siguientes y los demás gastos necesarios para poner término a la relación laboral de los beneficiarios de dicho plan, podrá utilizarse el mecanismo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.159.

(Indicación número 11), aprobada 3x2 abstenciones).

Artículo 10


Sustituirlo por el que siguiente:


“Artículo 10.- Luego de financiado el plan de retiro del articulo noveno transitorio y siguientes, los recursos mencionados en el inciso primero del articulo anterior que quedaran disponibles deberán ser destinados al pago de los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la presente ley. 


En caso que hubiesen recursos disponibles, luego de pagados las obligaciones que establece este artículo, dichos recursos deberán ser utilizados en otros usos asociados a la gestión educacional.”.

(Indicación número 12), aprobada 3x2 abstenciones).

Artículo 11


Reemplazar la frase “Plan de  Acción Municipal en Educación” por la “artículo 10 de esta ley”.

(Indicación número 13), aprobada 3x2 abstenciones).

Artículo 12


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 12.- Modifícase la ley N° 20.248, de la siguiente manera:


a) Sustitúyese, en el artículo 1° la frase “educación parvularia y educación  general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media.”.


b) En el número 3 del artículo 8°, agrégase a continuación de la expresión ”todos los alumnos,”, lo siguiente: ”y contratación de personal idóneo para el logro de las acciones mencionadas en este número,”.


c) Elimínase en el artículo 11,  inciso primero, la siguiente frase:”de 4º y 8º básico, según corresponda,”.


d) Reemplázase en el artículo 14 el cuadro de Valor de Subvención en USE por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1.4
	0.93
	0.47
	0.47

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0.7
	0.465
	0.235
	0.235



e) Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:


i. Sustitúyese la tabla incluida en el inciso segundo por la siguiente:

	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° básico (USE)
	5° y 6° año básico (USE)
	7° y 8° año básico (USE)
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media (USE)

	60% o más
	0,302
	0,202
	0,101
	0,101

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,179
	0,090
	0,090

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,134
	0,067
	0,067

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,078
	0,040
	0,040



ii. Sustitúyese, en el inciso cuarto la frase “educación parvularia y educación general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media”.


iii. Sustitúyese, en el inciso quinto la frase “educación parvularia y educación general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media”.


f) Sustitúyese en el artículo 18, inciso primero la frase:”aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación.” por la siguiente frase: “a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación.”


g) Reemplázase el inciso cuarto del artículo 20 por el siguiente:


“Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica; de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica; y de 0,235 USE por los alumnos que cursen desde el 1° hasta 4° enseñanza media.”.


h) Agrégase el siguiente artículo duodécimo transitorio:


“Artículo duodécimo transitorio.- Los niveles de primer año de enseñanza media a 4° año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en esta ley, a razón de un nivel por año, comenzando el año escolar 2014 con primer año de enseñanza media.”.

(Indicación número 14), aprobada 4x1 abstención).

- - -


Agregar los siguientes artículos 13, 14 y 15, nuevos:


“Artículo 13. Reemplázase la tabla de la letra h) del artículo 46, de la ley N° 20.370, General de Educación, por la siguiente:

	Matrícula proyectada

(cantidad de alumnos)
	Monto a acreditar

(unidades de fomento)

	0 – 100
	200

	101 – 200
	300

	201 – 400
	600

	401 – 600
	1000

	601 o más
	1400”.


(Indicación número 15), aprobada 3x1x1 abstención).


“Artículo 14.- Agrégase en la ley  N° 19.933 el siguiente artículo 17 bis, nuevo:


“Artículo 17 bis.- Los profesionales de la educación que reciban la Asignación Variable por Desempeño Individual establecida en el artículo precedente, mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán dicha asignación aumentada en un 30%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.


En los casos de los establecimientos que atiendan alumnos que cursen entre primero y cuarto año de educación media y, por tanto no hayan sido identificados como prioritarios de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.248, el cálculo de la concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el inciso anterior se hará en la forma que determine un reglamento dictado por el  Ministerio de Educación, suscrito por el Ministerio de Hacienda.”.”.

(Indicación número 16), aprobada 4x1 abstención).


“Artículo 15.- Agrégase el siguiente artículo 4° bis, nuevo, a la ley N° 19.464,


“Artículo 4° bis.- Los asistentes de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo. Del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. A participar de las instancias colegiadas de ésta, y a proponer las iniciativas que estimaren útiles para el progreso del establecimiento en los términos previstos por la normativa interna.


Revestirá especial gravedad todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos, en contra de los asistentes de la educación.”.”.

(Indicación número 17), aprobada 4x1 abstención).

- - -

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo cuarto.- 


Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser cuarto:


“Mientras no entre a regir el reglamento a que se refiere el artículo 31 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que establece las normas de constitución y funcionamiento de las comisiones calificadoras para la selección de directores, se mantendrán los mecanismos de selección vigentes a la fecha de publicación de esta ley. Lo establecido en el mencionado cuerpo legal no será aplicable a los concursos de selección de directores que se hayan iniciado y que se encuentren en trámite con anterioridad a la vigencia del mencionado reglamento.”.

(Indicación número 18), aprobada 4x1 abstención).


Artículo noveno.- 


Reemplazar en su inciso primero, reemplazar en su inciso primero la frase “y que al 31 de diciembre de 2013” por la siguiente “y que al 31 de diciembre de 2012”.

(Indicación número 19), aprobada 3x2 abstenciones).

- - -


Agregar los siguientes artículos decimoséptimo, decimoctavo, decimonoveno y vigésimo transitorios:


“Artículo decimoséptimo.- El Ministerio de Educación distribuirá $30.000 millones entre los municipios y corporaciones municipales que, habiendo utilizado la totalidad de los fondos mencionados en el artículo 9°, y posteriormente, aquellos autorizados en virtud de lo dispuesto en el artículo 11 de la ley N°20.159, no alcancen a financiar el plan de retiro establecido en el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.


Para acceder a los fondos establecidos en el inciso anterior, el municipio y las corporaciones municipales que los requieran deberán acreditar ante el Subsecretario de Educación que han seguido la forma de financiamiento dispuesta en el inciso precedente y que requieren recursos adicionales para el financiamiento del mencionado plan de retiro, debiendo justificar el monto de recursos requeridos.


El Subsecretario de Educación, mediante resolución exenta, determinará la forma en que se distribuirán dichos recursos, la que deberá ser en proporción a los recursos faltantes en los municipios para financiar el plan de retiro establecido en el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.  


Luego de financiado el plan de retiro, los recursos mencionados en el inciso primero que quedaran disponibles deberán ser destinados al pago de los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la presente ley. 


En caso que hubiesen recursos disponibles, luego de pagados las obligaciones que establece este artículo, dichos recursos deberán ser utilizados en otros usos asociados a la gestión educacional.  Para efectos de la distribución de estos recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la   Dirección de Presupuestos, establecerá el monto al que anualmente accederá cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará: 


- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.


- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.
- 


Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna,  determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.

(Indicación número 20), aprobada 3x2 abstenciones).


“Artículo decimoctavo.- Facúltase al Ministerio de Educación para que hasta el 31 de diciembre de 2011, suscriba convenios con las municipalidades para aumentar, en forma excepcional, los anticipos a que se refiere el artículo 11 de la ley N° 20.159 y determine el monto máximo y las condiciones en que serán traspasados los recursos a que se refiere el artículo anterior.


Para acceder a estos recursos los municipios que administren directamente o a través de corporaciones sus establecimientos educacionales, deberán acreditar que los recursos recibidos en función del artículo 9° sumados a los recursos que puedan solicitar a través de lo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.159, y a aquellos contemplados en el artículo decimoséptimo transitorio de la presente ley, resultan insuficientes para solventar los gastos originados por la aplicación del plan de retiro a que se refieren el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.


Tratándose de los anticipos a que se refiere el inciso primero, el reintegro de los recursos anticipados deberá efectuarse a partir del mes siguiente al de su percepción, en cuotas iguales, mensuales y sucesivas, que se descontarán de la subvención de escolaridad a que se refiere este artículo. El número de dichas cuotas no podrá exceder de 144.


El monto total máximo de los anticipos a que se refiere este artículo, para todas las municipalidades del país, no podrá superar los $178.000 millones, en el período de ejecución del plan de retiro. 


Por resolución exenta dictada por el Ministerio de Educación y de acuerdo a lo establecido en el respectivo convenio, se fijará el monto del anticipo de recursos de las subvenciones otorgado a una municipalidad, la identificación de los receptores de la bonificación y los montos a percibir por tal concepto por cada uno de ellos, así como otras condiciones necesarias. Copia de dicha resolución deberá ser remitida a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


Mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, se establecerá la forma, plazos y límites bajo los que operará la facultad establecida en este artículo.


Las municipalidades y corporaciones municipales que deseen recibir este anticipo de subvención deberán demostrar la viabilidad financiera del plan de retiro que pretendan financiar con estos recursos, comprometiéndose a disminuir sus gastos mensuales en el trimestre posterior a la recepción del anticipo de subvención. Asimismo, se obligan a no incrementar el gasto total en remuneraciones del mes de diciembre de 2010, durante los 60 meses siguientes a la recepción del anticipo de subvención, con la sola excepción de futuros incrementos de remuneraciones que estén asociados a incrementos en la matrícula, o a incrementos en las subvenciones, donde los mayores ingresos excedan al incremento en remuneraciones.”.

(Indicación número 21), aprobada 4x1 abstención).


“Artículo decimonoveno.- Créase, de manera transitoria y a partir de 2011, un fondo por un total de $45.000      millones, que deberán ser utilizados para fines educacionales y serán distribuidos a municipios y corporaciones municipales de acuerdo a la siguiente tabla: 

	Año
	Monto (en millones de pesos)

	2011
	$ 10.000

	2012
	$ 15.000

	2013
	$ 20.000



Para el año 2011, los recursos se repartirán mediante resolución exenta del Ministerio de Educación suscrita por la Dirección de Presupuestos, donde se establecerá el monto de estos recursos que le corresponderá a cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos, se considerará: 


a) Un 20% por partes iguales entre las municipalidades; 


b) Un 35% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010; 


c)Un 35% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar de Becas. 


d) Un 10% según el número total de establecimientos educacionales administrados por el municipio o la corporación. 


Para el año 2012, el 70% de los recursos se repartirán de acuerdo a la fórmula de cálculo mencionada en el inciso anterior. El 30% restante, en base a los resultados que alcancen los establecimientos educacionales administrados por el municipio o corporación municipal en el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño establecido en la ley N° 19.410, según se establezca en el reglamento. 


Para el año 2013, el 60% de los recursos se repartirán de acuerdo a la fórmula de cálculo mencionada en el inciso segundo. El 40% restante, en base a los resultados que alcancen los establecimientos educacionales administrados por el municipio o corporación municipal en el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño establecido en la ley N° 19.410, según se establezca en el reglamento.”. 

(Indicación número 22), aprobada 4x1 abstención).


“Artículo vigésimo.- Antes del 30 de septiembre del 2011, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se aborde la institucionalidad de la educación municipal. Asimismo, antes del 1 de marzo de 2012, el Presidente de la República enviará uno o más proyectos de ley que modernicen la carrera docente.”.

(Indicación número 23), aprobada 3x2 abstenciones).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:


PROYECTO DE LEY:

El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican:

1. Sustitúyese en el artículo 1°, la frase "decreto con fuerza de ley Nº5, del Ministerio de Educación, de 1992" por la siguiente: "decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación".

2. Elimínase en el inciso primero del artículo 7º, la coma (,) que sigue a la expresión "para la función" y agrégase la siguiente frase "o del cumplimiento de los requisitos establecidos en el inciso final del artículo 24,".

3. Reemplázase la letra a) del inciso segundo del artículo 7° bis, por la siguiente:

"a) En el ámbito administrativo: organizar, supervisar y evaluar el trabajo de los docentes y del personal regido por la ley Nº 19.464. En el ejercicio de estas facultades podrá  proponer anualmente al sostenedor el término de la relación laboral de hasta un 5% de los docentes del respectivo establecimiento, siempre que hubieren resultado mal evaluados según lo establecido en el artículo 70 de esta ley; proponer al sostenedor el personal a contrata y de reemplazo, tanto docente como regido por la ley Nº 19.464; designar y remover a quienes ejerzan los cargos de Subdirector, Inspector General y Jefe Técnico del establecimiento de acuerdo a lo establecido en el artículo 34 C de esta ley; ser consultado en la selección de los profesores cuando vayan a ser destinados a ese establecimiento; proponer al sostenedor los incrementos de las asignaciones contempladas en el inciso primero del artículo 47 y las asignaciones especiales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del mismo artículo; y promover una adecuada convivencia en el establecimiento.".


4.- Agrégase el siguiente artículo 8° bis, nuevo: 


“Artículo 8° bis.- Los profesionales de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo. Del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no  pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. 


Revestirá especial gravedad todo  tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos, en contra de los profesionales de la educación. Al respecto los profesionales de la educación tendrán atribuciones para tomar medidas administrativas y disciplinarias para imponer el orden en la sala, pudiendo solicitar el retiro de alumnos; la citación del apoderado; y solicitar modificaciones al reglamento interno escolar que establezca sanciones al estudiante para propender al orden en el establecimiento.”.”.

5.- Reemplázase en el artículo 10 la frase "la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza" por la siguiente: "el decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación".

6.- Agrégase en el artículo 14, el siguiente inciso segundo, pasando el actual, a ser tercero:

”Los docentes tendrán derecho a ser consultados por el Director en la evaluación del desempeño de su función y la de todo el equipo directivo, así como en las propuestas que hará al sostenedor para mejorar el funcionamiento del establecimiento educacional.".

7.- Intercálanse en el artículo 15, los siguientes incisos segundo y tercero, pasado el actual segundo, a ser cuarto:

”Los Consejos de Profesores deberán reunirse a lo menos una vez al mes, y sus reflexiones y propuestas quedarán registradas en un acta numerada de sus sesiones.

Los Consejos de Profesores participarán en la elaboración de la cuenta pública del Director, y en la evaluación de su gestión, de la del equipo directivo y de todo el establecimiento.".

8. Reemplázase en el inciso final del  artículo 21 la frase "comunicadas al Departamento Provincial de Educación correspondiente" por la siguiente: "determinadas por el sostenedor respectivo mediante resolución fundada. Ésta deberá publicarse en la página web del municipio o estar siempre disponible a quien lo solicite".

9.- Derógase el artículo 23.

10.- Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el inciso segundo la frase "la Secretaría Regional Ministerial Educacional correspondiente" por la siguiente: "el director del establecimiento educacional con acuerdo del Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal".

b) Agrégase el siguiente inciso final:

"Asimismo, podrán incorporarse a la función docente directiva quienes estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres y hayan ejercido funciones docentes al menos durante 3 años en un establecimiento educacional, sin  que les sea exigible el requisito establecido en el número 4 del inciso primero del presente artículo.".

11. Elimínase en el inciso final del artículo 25, la siguiente oración: ”Las vacantes para ejercer la función docente-directiva siempre serán provistas por concurso público y el nombramiento o designación tendrá una vigencia de cinco años.".

12. Elimínase en el inciso segundo del artículo 26, el adverbio "no".

13. Modifícase el artículo 28 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión "dos veces" por la expresión "al menos una vez".

b) Elimínase el inciso segundo.

14. Reemplázase la letra a) del artículo 30 por la siguiente:

"a) Técnico pedagógica, con excepción de la de los Jefes Técnicos.".

15. Reemplázase el inciso segundo del artículo 31 por el siguiente:

"El secretario municipal de la respectiva comuna actuará como ministro de fe.".

16. Reemplázase el artículo 31 bis, por el siguiente:

"Artículo 31 bis.- Establécese el siguiente mecanismo de selección directiva para proveer las vacantes de los cargos de director de establecimientos educacionales:

Existirá una comisión calificadora integrada por el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales de reconocido prestigio en el ámbito educacional aprobada por el propio Consejo; y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo. En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar acreditado como Profesor de Excelencia Pedagógica, según lo dispuesto en la ley 19.715, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.

Para efectos de conformar la comisión calificadora, en el caso que el municipio tenga un solo establecimiento educacional o que ningún docente de la dotación cumpla con los requisitos establecidos en el inciso anterior, el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal lo elegirá por sorteo entre los pertenecientes a la dotación respectiva.

Estarán inhabilitados para formar parte de las comisiones calificadoras a que hace referencia el presente artículo quienes tengan, con cualquiera de los postulantes, una relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad y tercero por afinidad.

Los concursos a los cuales convocarán las respectivas municipalidades serán administrados por su Departamento de Administración de Educación Municipal o por la Corporación Municipal, según corresponda. Dichos organismos pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.

Un reglamento establecerá las normas de constitución y funcionamiento de estas comisiones.".

17. Sustitúyese el artículo 32, por el siguiente:

"Artículo 32.- El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, deberá definir el perfil profesional del director, el que podrá considerar los siguientes aspectos: las competencias, aptitudes y certificaciones pertinentes que deberán cumplir los candidatos. Estos perfiles deberán ser aprobados por el sostenedor. Para estos efectos, el Ministerio de Educación creará un banco de perfiles profesionales de acuerdo a las necesidades de los distintos tipos de establecimientos educacionales que deberán estar siempre disponibles en su página web.

El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, convocará a un concurso de selección público abierto, de amplia difusión, que se comunicará a través de la página web de la respectiva municipalidad o en un diario de circulación nacional. En estos anuncios se informará, a lo menos, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñar el cargo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos.

En la misma fecha de la publicación mencionada en el inciso anterior, las convocatorias serán comunicadas al Ministerio de Educación con el objeto que sean ingresadas en un registro público que el Ministerio administrará para apoyar la difusión de los concursos.

Asimismo, desde la fecha de publicación del concurso, deberá estar disponible para todos los interesados la proposición de convenio de desempeño a que hace referencia el artículo 33.".

18.- Agrégase el artículo 32 bis:

"Artículo 32 bis.- La selección será un proceso técnico de evaluación de los candidatos que incluirá, entre otros aspectos, la verificación de los requisitos solicitados en el perfil definido en el artículo anterior, entrevistas a los candidatos y la evaluación de los factores de mérito, de liderazgo y de las competencias específicas, cuya ponderación será determinada por cada sostenedor.

El proceso de evaluación deberá considerar el apoyo de asesorías externas registradas en la Dirección Nacional del Servicio Civil, con la finalidad de preseleccionar los candidatos que serán entrevistados por la comisión calificadora. Estas asesorías deberán ser elegidas por el miembro de la comisión calificadora del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o su representante y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.

Con posterioridad, la comisión calificadora deberá entrevistar a cada uno de los candidatos preseleccionados, proceso para el cual podrá contar con apoyo externo. Luego de ello, la comisión calificadora deberá presentar un informe con la nómina de los postulantes seleccionados. Dicha nómina contará con un mínimo de tres y un máximo de cinco candidatos, los que serán presentados al sostenedor quien podrá nombrar a cualquiera de ellos o declarar, previa resolución fundada,  desierto el proceso de selección, caso en el cual se realizará un nuevo concurso.

En aquellas comunas que tengan menos de diez mil habitantes el número de integrantes de la nómina podrá contener dos candidatos si no hubiera más postulantes que cumplan con los requisitos.

El nombramiento del director del establecimiento educacional tendrá una duración de cinco años, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 34 de la presente ley.

Si el director designado renunciare dentro de los dos meses siguientes a su nombramiento, el sostenedor podrá designar a otro de los integrantes de la nómina presentada por la comisión calificadora para dicho cargo, sin necesidad de llamar a un nuevo concurso.

Un reglamento determinará los requisitos y las tareas que deberá cumplir la asesoría externa en el proceso de preselección, considerando la matrícula, la ruralidad y otras características del establecimiento educacional respectivo.".

19. Sustitúyese el artículo 33, por el siguiente:

"Artículo 33.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde su nombramiento definitivo, los directores de establecimiento educacionales suscribirán con el respectivo sostenedor o con el representante legal de la respectiva Corporación Municipal un convenio de desempeño.

Este convenio será público y en él se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el periodo y los objetivos de resultados a alcanzar por el director anualmente, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos así como las consecuencias de su cumplimiento e incumplimiento.

Asimismo, el convenio de desempeño deberá regular la forma de ejercer las atribuciones que la letra a) del artículo 7° bis de esta ley, entrega a los directores.

Los convenios tendrán una duración de 5 años contados desde el nombramiento del director del establecimiento educacional, al término de los cuales se deberá efectuar un nuevo concurso, en el que podrá postular el director en ejercicio. Estos concursos deberán realizarse con la anticipación necesaria para que el cargo no quede vacante.

En caso de que sea necesario reemplazar al director del establecimiento, ya sea por su ausencia o por encontrarse vacante el cargo, dicho reemplazo no podrá prolongarse más allá de seis meses desde que dejó de ejercer sus funciones, al cabo de los cuales obligatoriamente deberá llamarse a concurso.".

20. Reemplázase el artículo 34, por el siguiente:

"Artículo 34.- El Director del establecimiento educacional deberá informar al sostenedor, al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal y a la comunidad escolar, en diciembre de cada año, el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos establecidos en los convenios de desempeño. Asimismo, le informará de las alteraciones que se produzcan en los supuestos acordados, proponiendo los cambios y ajustes pertinentes a los objetivos iniciales. De mutuo acuerdo entre las partes podrá modificarse dicho convenio.

Corresponderá al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, determinar el grado de cumplimiento de los objetivos acordados.

El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal con aprobación del sostenedor podrá pedir la renuncia anticipada del director cuando el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el convenio de desempeño sean insuficientes de acuerdo a los mínimos que establezca. En este caso se deberá realizar un nuevo concurso sin perjuicio de lo establecido en el inciso cuarto del artículo 33.".

21. Agréganse los siguientes artículos:

"Artículo 34 A.- Los profesionales que hayan pertenecido a la respectiva dotación antes de asumir al cargo de director de establecimiento educacional, y  el cese de funciones se produzca por petición de renuncia, antes de concluir el plazo de nombramiento, y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal, podrá continuar desempeñándose en la dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once descontada la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley.

Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno, descontada la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley.

Artículo 34 B.- En los casos en que el director del establecimiento educacional haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, y termine el periodo de su nombramiento sin que vuelva a postular al concurso o en caso de que lo pierda, podrá continuar desempeñándose en la respectiva dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once.

Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.

Artículo 34 C.- Los profesionales de la educación que cumplan funciones de Subdirector, Inspector General y Jefe Técnico serán de exclusiva confianza del director del establecimiento educacional. Atendidas las necesidades de cada establecimiento educacional, el director podrá optar por no asignar todos los cargos a que hace referencia este inciso. En todo caso, quienes se desempeñen en estas funciones deberán cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 24 de esta ley.

El director podrá nombrar en los cargos mencionados en el inciso anterior a profesionales que pertenezcan a la dotación docente de la comuna respectiva. Tratándose de profesionales externos a la dotación docente de la comuna, el director del establecimiento educacional requerirá de la aprobación del sostenedor para efectuar sus nombramientos.

Cuando cesen en sus funciones los profesionales que hayan pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir los cargos a que se refiere este artículo, y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal, el sostenedor podrá optar entre que continúen desempeñándose en ella en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley; o a poner término a su relación laboral con  una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de once descontada la asignación que establece el artículo 51 de esta ley.

En los casos en que los profesionales no hayan pertenecido a la respectiva dotación, sólo tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses con un máximo de seis y un mínimo de uno.

Artículo 34 D.- Los Jefes de los Departamentos de Administración de Educación Municipal, sea cual fuere su denominación, serán nombrados mediante un concurso público.

Dichos funcionarios serán nombrados por el sostenedor entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico. La administración de este proceso corresponderá y será de cargo del Consejo de Alta Dirección Pública.

Para estos efectos se constituirá una comisión calificadora que estará integrada por el sostenedor o su representante; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por el propio Consejo; y un director de establecimiento educacional municipal de la respectiva comuna que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo. En caso de no existir directores que cumplan con estas características, el sorteo se realizará entre los directores de todos los establecimientos municipales de la comuna.

Artículo 34 E.- El sostenedor deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo. 

A estos concursos podrán postular aquellos profesionales que estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos ocho semestres. En los casos en que la persona nombrada como Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal no sea profesional de la educación, dicho Departamento deberá contar con la asesoría de un docente encargado del área técnico-pedagógica.

Desde la fecha de publicación del concurso, deberá estar disponible para todos los interesados la proposición de convenio de desempeño.

Si el Jefe del Departamento de Administración de Educación  Municipal renunciare dentro de los dos meses siguientes a su nombramiento, el sostenedor podrá designar a otro de los integrantes de la terna presentada por la comisión calificadora para dicho cargo, sin necesidad de llamar a un nuevo concurso.

Artículo 34 F.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde su nombramiento definitivo, los Jefes del Departamento de Administración de Educación Municipal suscribirán el convenio de desempeño con el respectivo sostenedor.

Este convenio será público y en él se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el periodo y los objetivos de resultados a alcanzar anualmente, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos así como las consecuencias de su cumplimiento e incumplimiento. De mutuo acuerdo entre las partes podrá modificarse dicho convenio.

El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal deberá informar al sostenedor y al concejo municipal anualmente el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos. Asimismo, le informará de las alteraciones que se produzcan en los supuestos acordados, proponiendo los cambios y ajustes pertinentes a los objetivos iniciales.

Los nombramientos tendrán una duración de 5 años, al término de los cuales se deberá efectuar un nuevo concurso, en el que podrá postular el titular en ejercicio. Estos concursos deberán realizarse con la anticipación necesaria para que el cargo no quede vacante.

El sostenedor determinará anualmente el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el convenio de desempeño. Cuando éstos sean insuficientes de acuerdo a los mínimos establecidos podrá pedir la renuncia anticipada del Jefe del Departamento Administración de Educación Municipal. En estos casos se deberá realizar un nuevo concurso.

En caso de que sea necesario reemplazar al Jefe del Departamento de Administración de Educación  Municipal, ya sea por su ausencia o por encontrarse vacante el cargo, dicho reemplazo no podrá prolongarse más allá de seis meses desde que dejó de ejercer sus funciones, al cabo de los cuales obligatoriamente deberá llamarse a concurso.

Artículo 34 G.- Los Jefes del Departamento de Administración de Educación Municipal gozarán de una asignación de administración de educación municipal.

Esta asignación se aplicará sobre la remuneración básica mínima nacional para docentes de enseñanza media y alcanzará los siguientes porcentajes mínimos de acuerdo a la matrícula municipal total de la comuna. En caso de que ésta sea de 399 o menos alumnos, será de un 25%; en caso de que sea de entre 400 y 799 alumnos, la asignación será de un 75%; en caso de que sea de 800 a 1199 alumnos, dicha asignación será de un 150%; y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos será de un 200%.

La asignación establecida en el inciso anterior, se calculará anualmente considerando el promedio de la asistencia media del año anterior que reciba subvención escolar.

Artículo 34 H.- Los profesionales que hayan pertenecido a la respetiva dotación antes de asumir al cargo de Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal, y el cese de sus funciones se produzca por petición de renuncia, antes de concluir el plazo de nombramiento y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal podrá continuar desempeñándose en la dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once descontada la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley.

Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno, descontada la asignación establecida en el artículo 34 G.

Artículo 34 I.- En los casos en que el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, y termine el periodo de su nombramiento sin que vuelva a postular al concurso o en caso de que lo pierda, podrá continuar desempeñándose en la respectiva dotación docente si existe disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley. En el evento de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once.

Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.

Artículo 34 J.- En aquellas comunas que tengan menos de 1200 alumnos matriculados en establecimientos educacionales municipales, los concursos para Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal serán convocados y administrados por las municipalidades. Ésta pondrá todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.

La selección del Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal deberá someterse al procedimiento establecido para la selección de directores de establecimientos educacionales, contemplado en los artículos 31 bis y siguientes de esta ley, con excepción de la integración de la composición de la comisión calificadora. En estos casos dicha comisión deberá estar compuesta por el sostenedor o su representante; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por éste; y un director de establecimiento educacional municipal de la respectiva comuna que haya sido designado por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo. En caso de no existir directores que cumplan con estas características, el sorteo se realizará entre los directores de todos los establecimientos municipales de la comuna.

En las situaciones a que se refiere este artículo, el número de integrantes de la nómina podrá contener dos candidatos si no hubiera más postulantes que cumplan con los requisitos.".

22. Elimínase en el inciso segundo del artículo 46 la frase:

"El reglamento y sus modificaciones serán comunicados a la Dirección Provincial de Educación.".

23. Elimínase el punto final (.) del inciso segundo del artículo 47 y agrégase la siguiente frase "y a la evaluación que realicen según lo establecido en el artículo 70 bis.".

24. Modifícase el artículo 51 de la siguiente forma:

a) En el inciso primero reemplázase la frase "hasta los siguientes porcentajes máximos" por la siguiente frase: "los siguientes porcentajes mínimos".

b) En el inciso segundo agrégase a continuación de la palabra "cuenta" la expresión ", entre otras,".

c) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto:

"Tratándose de establecimientos educacionales con una matrícula total de entre 400 y 799 alumnos la asignación para su director será de un 37,5%. Si el establecimiento tuviese una matrícula total de 800 a 1199 alumnos dicha asignación será de un 75% y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos será de un 100%. Con todo, en el caso de establecimientos educacionales con una matrícula total de hasta 150 alumnos la asignación de responsabilidad directiva y de responsabilidad técnico pedagógica no podrá exceder los porcentajes establecidos en el inciso primero. Tratándose de establecimientos educacionales con una matrícula superior a 150 alumnos e inferior a 400, la asignación del director no podrá exceder de 37,5%..  

La asignación establecida en el inciso anterior, se calculará anualmente considerando el promedio de la asistencia media del año anterior que reciba subvención escolar.

Los establecimientos educacionales de alta concentración de alumnos prioritarios, recibirán las siguientes asignaciones adicionales: en los establecimientos educacionales con una matrícula total de entre 400 y 799 alumnos, la asignación para su director será de un 37,5%. Si el establecimiento tuviese una matrícula total de 800 a 1199 alumnos, dicha asignación será de un 75%, y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos, será de un 100%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.

En ningún caso los profesionales que desempeñen cargos directivos y técnico-pedagógicos de un establecimiento educacional podrán percibir asignaciones mayores a las del director del mismo establecimiento.".

25. Modifícase el artículo 70 de la siguiente forma:

a) Reemplázase el inciso séptimo, por el siguiente: 


"Cada vez que un profesional de la educación resulte evaluado con desempeño insatisfactorio deberá ser sometido al año siguiente a una nueva evaluación, pudiendo el sostenedor exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. Si el desempeño en el nivel insatisfactorio se mantuviera en la segunda evaluación consecutiva, el profesional de la educación dejará de pertenecer a la dotación docente. Los profesionales de la educación que resulten evaluados con desempeño básico deberán evaluarse al año subsiguiente, pudiendo el sostenedor exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. En caso de que resulten calificados con desempeño básico en tres evaluaciones consecutivas o, en forma alternada con desempeño básico o insatisfactorio durante tres evaluaciones consecutivas, dejará de pertenecer a la dotación docente.”.”.

b) Agrégase el siguiente inciso octavo, pasando el octavo a ser noveno y así sucesivamente:

"Para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo letra a) del artículo 7° bis de esta ley, se entenderá por mal evaluado a quienes resulten evaluados con desempeño insatisfactorio o básico.".

26. Sustitúyese el artículo 70 bis, por el siguiente:

"Artículo 70 bis.- Sin perjuicio de la evaluación docente establecida en el artículo 70, los sostenedores podrán crear y administrar  sistemas de evaluación que complementen a los mecanismos establecidos en esta ley para los docentes que se desempeñen en funciones de docencia de aula.

Asimismo, podrán evaluarse mediante estos sistemas quienes no ejerzan funciones de docencia de aula y quienes se desempeñen en funciones en los Departamentos de Administración de Educación Municipal.


Los mecanismos, instrumentos y la forma de ponderar los resultados de la evaluación deberán ser transparentes. Estos  contemplarán la medición de factores tales como habilidades personales, conductas de trabajo, conocimientos disciplinarios y nivel de aprendizaje de los alumnos, debiendo garantizar la objetividad en las calificaciones. Estas evaluaciones podrán ser llevadas a cabo directamente o a través de terceros.".
27. Modifícase el artículo 72 de la siguiente forma:

a) En el inciso primero:

i. Reemplázase la letra b), por la siguiente:

"b) Por falta de probidad, conducta inmoral, establecidas fehacientemente en un sumario, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 127 al 143 de la ley N° 18.883, en lo que fuere pertinente, considerándose las adecuaciones reglamentarias que correspondan.

En el caso que se trate de una investigación o sumario administrativo que afecte a un profesional de la educación, la designación del fiscal recaerá en un profesional de la respectiva Municipalidad o Departamento de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, designado por el sostenedor.".

ii. Agrégase en la letra c), el siguiente párrafo segundo: 

"Se entenderá por no concurrencia en forma reiterada la inasistencia del trabajador a sus labores sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días durante igual período de tiempo.".

iii. Agrégase el siguiente párrafo segundo a la letra h):

"Se entenderá por salud incompatible, haber hecho uso de licencia médica en un lapso continuo o discontinuo superior a seis meses en los últimos dos años, exceptuando las licencias por accidentes del trabajo, enfermedades profesionales o por maternidad.".

iv. Agrégase la siguiente letra l):

"l) Por disposición del sostenedor, a proposición del director del establecimiento en el ejercicio de la facultad contemplada en el inciso tercero letra a) del artículo 7° bis de esta ley, tratándose de los docentes mal evaluados en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de esta ley. Para estos efectos, los establecimientos que contaren con menos de 20 docentes podrán poner término anualmente a la relación laboral de un docente.".

b) Reemplázase en el inciso segundo la letra "i)" por la letra "j)" y sustitúyese la conjunción "e", que la antecede por "y".

c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

"
“Tratándose de los casos establecidos en las letras b) y c) precedentes, se aplicará lo establecido en el artículo 134 de la ley N° 18.883.”.”.

28. Modifícase el artículo 73, de la siguiente forma:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la letra "i)" por la letra "j)".

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

"Para determinar al profesional de la educación que, desempeñando horas de una misma asignatura o de igual nivel y especialidad de enseñanza, al que en virtud de lo establecido en el inciso anterior deba ponérsele término a su relación laboral, se deberá proceder, en primer lugar, con quienes tengan sesenta o más años si son mujeres o sesenta y cinco o más años si son hombres, y no se encuentren calificados como destacados o competentes; en segundo lugar, con los profesionales que se encuentren en edad de jubilar, independiente de su calificación. Se proseguirá con los profesionales que, no encontrándose en edad de jubilar, sean calificados como insatisfactorios o básicos; en seguida, con quienes tengan salud incompatible para el desempeño de la función, en los términos señalados en la letra h) del artículo 72; finalmente, se ofrecerá la renuncia voluntaria a quienes se desempeñan en la misma asignatura, nivel o especialidad de enseñanza en que se requiere disminuir horas, si lo anterior no fuere suficiente. Lo anterior será independiente de la calidad de titulares o contratados de los docentes.".

c) Suprímense los incisos tercero y cuarto.

29. Agrégase el siguiente artículo 73 bis:

"Artículo 73 bis.- Los docentes que dejen de pertenecer a la dotación docente como consecuencia de la causal establecida en la letra g) del artículo 72 de la presente ley, tendrán derecho a una bonificación de cargo del Ministerio de Educación. Los docentes que dejen de pertenecer a la dotación docente como consecuencia de la causal establecida en la letra l) del artículo 72 de la presente ley, tendrán derecho a una bonificación de cargo del empleador. En ambos casos, esta bonificación se calculará de la siguiente forma:

a) Si el promedio mensual de las 12 últimas remuneraciones anteriores al mes en que el profesional de la educación dejó de pertenecer a la dotación docente del sector municipal es inferior a 14,32 unidades tributarias mensuales, el bono será de 79,58 unidades tributarias mensuales.

b) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra anterior es igual o superior a 14,32 unidades tributarias mensuales e inferior a 19,10 unidades tributarias mensuales, el bono será de 120,97 unidades tributarias mensuales.

c) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra a) es igual o superior a 19,10 unidades tributarias mensuales e inferior a 23,87 unidades tributarias mensuales, el bono será de 135,29 unidades tributarias mensuales.

d) Si el promedio de remuneraciones antes señalado es igual o superior a 23,87 unidades tributarias mensuales el bono será de 143,25 unidades tributarias mensuales.

Sin perjuicio de lo anterior, si el profesional hubiese pactado con su empleador una indemnización a todo evento conforme al Código del Trabajo, tendrá derecho a la indemnización pactada si ésta fuese mayor.

Los profesionales de la educación que deban ser evaluados de conformidad al artículo 70 de esta ley, y se negaren a ello sin causa justificada, se presumirán evaluados en el nivel de desempeño insatisfactorio, no tendrán derecho a los planes de superación profesional, mantendrán su responsabilidad de curso y la obligación de evaluarse al año siguiente.

Quienes se hayan negado a ser evaluados de acuerdo al mecanismo establecido en el artículo 70 de la presente ley no tendrán derecho a bonificación o indemnización alguna.

Este bono se pagará por una sola vez a los profesionales de la educación señalados en este artículo, en el mes subsiguiente a aquel en que dejen de pertenecer a la dotación docente del sector municipal, no será imponible ni tributable, será incompatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento.".

30. Reemplázase el inciso primero del artículo 74, por el siguiente:

"Dentro de los 5 años siguientes a la percepción de las indemnizaciones a que se refieren los artículos 73 y 73 bis, el profesional de la educación que la hubiere recibido, sea en forma parcial o total, no podrá ser incorporado a la dotación docente de la misma Municipalidad o Corporación.".


31.- Introdúcense  las siguientes modificaciones al artículo 75:


a) Reemplázase en su inciso primero, la frase "refiere el artículo 73" por la siguiente "refieren los artículos 73 y 73 bis”.


b) Sustituyese el inciso segundo por el siguiente:


“Si el profesional de la educación estima que la Municipalidad o Corporación, según corresponda, no observó en su caso, las condiciones y requisitos que señalan las causales de término de la relación laboral establecidas en la presente ley, incurriendo por tanto en una ilegalidad, podrá reclamar por tal motivo ante el tribunal de trabajo competente, dentro de un plazo de 60 días contados desde la notificación del cese que le afecta y solicitar la reincorporación en sus funciones. En caso de acogerse el reclamo, el juez ordenará la reincorporación del reclamante.”.”.

32. Eliminánse del artículo 77 sus incisos segundo y tercero.

Artículo 2º.- Reemplázase el artículo 15 de la ley N° 19.715 por el siguiente:

"Artículo 15.- La Asignación de Excelencia Pedagógica se pagará a los docentes de aula, conforme a tramos a los que accederán de acuerdo al resultado que hayan obtenido en la evaluación que da origen a esta asignación y el grado de concentración de alumnos prioritarios del establecimiento en que se desempeñe. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.

Esta asignación tendrá el carácter de imponible y tributable y tendrá una duración de 4 años contados desde el mes de marzo del año de la postulación, salvo que, con anterioridad al término de los 4 años, el profesional obtenga una nueva acreditación en el mismo u otro tramo, caso en el cual comenzará a regir un nuevo período de 4 años.".

Artículo 3º.- Créase un fondo para el financiamiento de las asesorías externas para efectos de implementar el mecanismo de selección directiva establecidas en el artículo 31 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.

Un reglamento determinará los requisitos para acceder a estos recursos y su forma de distribución.

El Fondo a que se refiere este artículo tendrá una duración de 5 años contados desde la entrada en vigencia de esta ley.

Artículo 4°.- Créase por una sola vez una asignación denominada "bono especial para docentes jubilados", en adelante el bono, con el objeto de reconocer a aquellos docentes que se encuentren jubilados a diciembre de 2010.

Tendrán derecho a percibir este bono aquellos profesionales de la educación que registren 300 o más meses de cotizaciones continuas o discontinuas en uno o más de los sistemas de pensiones en Chile y que hayan trabajado por un mínimo de 10 años en establecimientos educacionales fiscales o en establecimientos municipales administrados directamente o a través de corporaciones municipales y que la suma de sus pensiones y beneficios previsionales sean inferiores o iguales a $250.000 mensuales brutos. Para estos efectos se considerarán todo tipo de pensiones y beneficios previsionales, cualquiera sea su naturaleza y origen. Se calcularán en base al valor promedio que la suma de ellos hayan tenido en los últimos 6 meses.

En los casos en que la suma de las pensiones y beneficios previsionales sean inferiores o iguales a $150.000 mensuales brutos serán beneficiarios de un bono único de $2.000.000.

En los casos en que la suma de las pensiones y beneficios previsionales sean superiores a $150.000 y menores o iguales a $ 200.000 mensuales brutos, serán beneficiarios de un bono único de $1.500.000.  Tratándose de pensiones y beneficios previsionales cuyas sumas sean superiores a $200.000 y menores o iguales a $250.000, serán beneficiarios de un bono único de $1.000.000.

El bono precedente no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.  No serán beneficiarios de este bono quienes hayan obtenido beneficios superiores a los $2.000.000 por la aplicación de cualquiera de las siguientes disposiciones: con lo establecido en los artículos segundo y tercero transitorio de la ley Nº 20.158; con lo establecido en el artículo sexto transitorio de la ley Nº 19.933; con lo establecido en el artículo tercero transitorio de la ley Nº 19.715; con lo establecido en la ley 19.504, y con lo establecido en los artículos 8° y 9° transitorios de la ley Nº 19.410.

El mecanismo de acreditación de los requisitos establecidos para el otorgamiento de este bono, su forma de implementación y de pago será fijado a través de un reglamento del Ministerio de Educación suscrito por el Ministerio de Hacienda.

No existirán beneficiarios de este bono en caso de fallecimiento del profesional de la educación que podría haber sido causante del beneficio, siendo este intransmisible.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:

1. Modifícase el artículo 9°, en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:

"Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 9°(incluye incrementos fijados por leyes Nos. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. por aplicación del factor artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	1,74265
	0,17955
	1,9222

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	1,74265
	0,17955
	1,9222

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,74658
	0,17997
	1,92655

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,89565
	0,19546
	2,09111

	Educación Especial Diferencial
	5,79658
	0,59727
	6,39385

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	4,96143
	0,59727
	5,5587

	Educación Media Humanístico- Científica
	2,11678
	0,21818
	2,33496

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,13727
	0,32402
	3,46129

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	2,4474
	0,25252
	2,69992

	Educación Media Técnico- Profesional Comercial y Técnica
	2,19518
	0,22634
	2,42152

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,71879
	0,13317
	1,85196

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,93046
	0,13317
	2,06363

	Educación Media Humanístico- Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823

	Educación Media Técnico- Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,36078
	0,18363
	2,54441

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,89313
	0,18363
	3,07676

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,1371
	0,18363
	2,32073

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,22211
	0,18363
	2,40574

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823


ii. Sustitúyese el inciso noveno, por el siguiente:

"En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en factor artículo 9° en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. factor  artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica 3º a 8º años
	2,43079
	0,24655
	2,67734

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,90192
	0,29481
	3,19673

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,91566
	0,40013
	4,31579

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	3,06363
	0,31177
	3,3754

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,90192
	0,29481
	3,19673


iii) Reemplázase el inciso undécimo, por el siguiente:

"Los establecimientos educacionales que atiendan alumnos de educación especial de 3º a 8º años, o su equivalente, beneficiarios de la subvención especial diferencial, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 7,39674 más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933 que corresponde a 0,74991 U.S.E., en total 8,14665 U.S.E. En el caso de los alumnos de educación especial beneficiarios de la subvención de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, integrados en un establecimiento de enseñanza regular que funcione en régimen de jornada escolar completa, el valor unitario de la subvención educacional (U.S.E.) por alumno será de 6,33267 más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 0,74991 U.S.E, en total 7,08258 U.S.E.".

2) Modifícase el artículo 12, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:

"No obstante, aquellos establecimientos rurales que al 30 de junio de 2004 estén ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo y tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos percibirán una subvención mínima de 55,32110 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 5,18320 U.S.E., en total 60,50430 U.S.E., y el incremento a que se refiere el artículo 11. Los establecimientos a que se refiere este inciso serán determinados por decreto del Ministerio de Educación.".

b) Reemplázase el inciso quinto, por el siguiente:

"Los establecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso anterior, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna percibirán una subvención mínima de 68,49479 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 6,42472 U.S.E., en total 74,91951 U.S.E., y el incremento a que se refiere el artículo 11.".

3) Sustitúyese el artículo undécimo transitorio, por el siguiente:

"Artículo undécimo transitorio.- El valor unitario mensual por alumno a que se refiere el artículo 9° de esta ley, para la educación de adultos de aquellos cursos que aún no apliquen el nuevo marco curricular establecido en el decreto supremo N° 239, de 2004, de Educación, será el siguiente, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.):

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica de Adultos
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Media Humanístico-Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 20 y no más de 25 horas semanales presenciales de clases)
	1,47211
	0,15128
	1,62339

	Educación Media Humanístico-Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 26 horas semanales presenciales de clases)
	1,78262
	0,18363
	1,96625


Artículo 6°.- Modifícase el artículo 8° de la ley N° 19.979, como sigue:

a)En el inciso segundo, agrégase la siguiente letra f):

”f) Enfoque y metas de gestión del Director del establecimiento, en el momento de su nominación, y los informes anuales de evaluación de su desempeño.".

b) En la letra d) del inciso tercero, agrégase la siguiente frase final:"La evaluación del equipo directivo y las propuestas que hará el Director al sostenedor deben ser dialogados en esta instancia.".

Artículo 7°.- Derógase el artículo 36 de la ley Nº 20.079.

Artículo 8°.- Modifícase el artículo 11 de la ley Nº 20.159 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase "originados por el ajuste de su dotación docente de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación" por la siguiente "contemplados en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación y en el plan de retiro y las indemnizaciones contempladas en la Ley de Calidad y Equidad de la Educación, así como los originados por el término de la relación laboral del personal no docente.".


b) En el inciso tercero sustitúyase la frase "percibida en el mes anterior al anticipo" por "percibida en el mes de febrero del año en que se otorga el anticipo" y agrégase luego de la frase “no podrán exceder,” la siguiente frase “por aplicación de ésta u otras leyes,”.


Artículo 9.- El Ministerio de Educación distribuirá $30.000 millones entre los municipios y corporaciones municipales para financiar el plan de retiro dispuesto en el artículo noveno transitorio y siguientes y los demás gastos necesarios para poner término a la relación laboral de quienes se beneficien de dicho plan.  Dichos recursos se entregarán de acuerdo a la siguiente tabla:

	Año
	Monto(en millones)

	2011
	$ 20.000

	2012
	$10.000



Para efectos de la distribución de los recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la  Dirección de Presupuestos, establecerá el monto al que anualmente accederá cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará:


- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.


- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.


- Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.


 En el caso que los recursos otorgados en virtud del inciso primero no sean suficientes para financiar el plan de retiro dispuesto en el artículo noveno transitorio y siguientes y los demás gastos necesarios para poner término a la relación laboral de los beneficiarios de dicho plan, podrá utilizarse el mecanismo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.159.

Artículo 10.- Luego de financiado el plan de retiro del articulo noveno transitorio y siguientes, los recursos mencionados en el inciso primero del articulo anterior que quedaran disponibles deberán ser destinados al pago de los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la presente ley. 

En caso que hubiesen recursos disponibles, luego de pagados las obligaciones que establece este artículo, dichos recursos deberán ser utilizados en otros usos asociados a la gestión educacional.

Artículo 11.- La utilización de los recursos obtenidos en virtud de esta ley a fines diferentes de los indicados expresamente en el artículo 10 de esta ley, por parte de la municipalidad o corporación correspondiente, será sancionada de conformidad a la escala de penas establecida en el artículo 233 del Código Penal. Sin perjuicio de lo anterior, los alcaldes de aquellas municipalidades que incurran en una aplicación indebida de los fondos percibidos de conformidad a esta ley, incurrirán en la causal de notable abandono de sus deberes conforme a lo establecido en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado  en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior.


Artículo 12.- Modifícase la ley N° 20.248, de la siguiente manera:


a) Sustitúyese, en el artículo 1° la frase “educación parvularia y educación  general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media.”.


b) En el número 3 del artículo 8°, agrégase a continuación de la expresión ”todos los alumnos,”, lo siguiente: ”y contratación de personal idóneo para el logro de las acciones mencionadas en este número,”.


c) Elimínase en el artículo 11,  inciso primero, la siguiente frase:”de 4º y 8º básico, según corresponda,”.


d) Reemplázase en el artículo 14 el cuadro de Valor de Subvención en USE por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1.4
	0.93
	0.47
	0.47

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0.7
	0.465
	0.235
	0.235



e) Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:


i. Sustitúyese la tabla incluida en el inciso segundo por la siguiente:

	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° básico (USE)
	5° y 6° año básico (USE)
	7° y 8° año básico (USE)
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media (USE)

	60% o más
	0,302
	0,202
	0,101
	0,101

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,179
	0,090
	0,090

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,134
	0,067
	0,067

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,078
	0,040
	0,040



ii. Sustitúyese, en el inciso cuarto la frase “educación parvularia y educación general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media”.


iii. Sustitúyese, en el inciso quinto la frase “educación parvularia y educación general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media”.


f) Sustitúyese en el artículo 18, inciso primero la frase:”aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación.” por la siguiente frase: “a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación.”


g) Reemplázase el inciso cuarto del artículo 20 por el siguiente:


“Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica; de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica; y de 0,235 USE por los alumnos que cursen desde el 1° hasta 4° enseñanza media.”.


h) Agrégase el siguiente artículo duodécimo transitorio:


“Artículo duodécimo transitorio.- Los niveles de primer año de enseñanza media a 4° año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en esta ley, a razón de un nivel por año, comenzando el año escolar 2014 con primer año de enseñanza media.”.


Artículo 13. Reemplázase la tabla de la letra h) del artículo 46, de la ley N° 20.370, General de Educación, por la siguiente:

	Matrícula proyectada

(cantidad de alumnos)
	Monto a acreditar

(unidades de fomento)

	0 – 100
	200

	101 – 200
	300

	201 – 400
	600

	401 – 600
	1000

	601 o más
	1400”.



Artículo 14.- Agrégase en la ley  N° 19.933 el siguiente artículo 17 bis, nuevo:


“Artículo 17 bis.- Los profesionales de la educación que reciban la Asignación Variable por Desempeño Individual establecida en el artículo precedente, mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán dicha asignación aumentada en un 30%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.


En los casos de los establecimientos que atiendan alumnos que cursen entre primero y cuarto año de educación media y, por tanto no hayan sido identificados como prioritarios de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.248, el cálculo de la concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el inciso anterior se hará en la forma que determine un reglamento dictado por el  Ministerio de Educación, suscrito por el Ministerio de Hacienda.”.”.


Artículo 15.- Agrégase el siguiente artículo 4° bis, nuevo, a la ley N° 19.464:


“Artículo 4° bis.- Los asistentes de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo. Del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. A participar de las instancias colegiadas de ésta, y a proponer las iniciativas que estimaren útiles para el progreso del establecimiento en los términos previstos por la normativa interna.


Revestirá especial gravedad todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos, en contra de los asistentes de la educación.”.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Los sostenedores podrán optar por convocar a nuevos concursos a través de los sistemas de selección establecidos en los artículos 31 bis y siguientes y 34 D y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, aun cuando los Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales no hayan completado sus períodos de nombramiento. Éstos se mantendrán en sus cargos hasta el nombramiento de los nuevos profesionales, de acuerdo a los sistemas de selección mencionados.

Con posterioridad a los nombramiento referidos en el inciso anterior los Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales permanecerán en la dotación docente por el mismo número de horas que servían, manteniendo las asignaciones que les correspondían hasta el cumplimiento del periodo para el cual habían sido nombrados, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del mencionado decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación.

Cuando los Jefes de los Departamentos de Administración de  Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales cumplan el período para el cual habían sido contratados el sostenedor podrá optar entre que continúen en la dotación docente desempeñándose en las mismas funciones mencionadas en el inciso anterior por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar, sin derecho a percibir las asignaciones de los artículos  34 G  y 51 del mencionado decreto con fuerza de ley; o ponerle término a su relación laboral en cuyo caso tendrán derecho a las indemnizaciones, establecidas en el artículo 73 de citado decreto con fuerza de ley.

Artículo segundo.- Una vez finalizado el periodo de nombramiento de aquellos Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y directores de establecimientos educacionales que al publicarse esta ley se encontraren ejerciendo sus cargos y cuyos sostenedores no hubiesen adelantado sus concursos de acuerdo a lo prescrito en el artículo primero transitorio de esta ley, el sostenedor podrá optar entre que continúen desempeñándose, en el caso de existir disponibilidad en la dotación docente, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación, por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar, o ponerles término a sus relaciones laborales en cuyo caso tendrán derecho a las indemnizaciones, establecidas en el artículo 73 del mencionado decreto.

Artículo tercero.- Los Subdirectores, Inspectores Generales y Jefes Técnicos de establecimientos educacionales que estuvieren en ejercicio al publicarse esta ley podrán mantenerse en su cargos, cuando así lo decida el director.

Cuando el director cambie a alguno de dichos funcionarios de los mencionados cargos, estos permanecerán en la dotación docente de la respectiva municipalidad por el mismo número de horas que servían, manteniendo las asignaciones que les correspondían hasta el cumplimiento del periodo para el cual habían sido nombrados, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del mencionado decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación.

Al término del periodo de su nombramiento, el sostenedor podrá optar entre que continúe desempeñándose, en el caso de existir disponibilidad en la dotación docente, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del citado  decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación, por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar; o ponerle término a sus relaciones laborales en cuyo caso tendrán derecho a la indemnización establecidas en el artículo 73 del mencionado decreto.

En el caso que el Jefe Técnico del establecimiento educacional no haya sido nombrado por un plazo fijo, se considerará que faltan tres años para el fin de su nombramiento contados desde la fecha de publicación de esta ley.

Artículo cuarto.- Las modificaciones establecidas en el artículo 1º de esta ley regirán a contar del día 1 del tercer mes desde su publicación.

Con todo, lo dispuesto en los artículos 7° bis a), 34 C, 34 G y 51 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, sólo será aplicable a quienes ingresen a la dotación docente a través de los nuevos mecanismos de selección que contempla esta ley o en virtud de su nombramiento como personal de exclusiva confianza de los directores de establecimientos educacionales.


Mientras no entre a regir el reglamento a que se refiere el artículo 31 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que establece las normas de constitución y funcionamiento de las comisiones calificadoras para la selección de directores, se mantendrán los mecanismos de selección vigentes a la fecha de publicación de esta ley. Lo establecido en el mencionado cuerpo legal no será aplicable a los concursos de selección de directores que se hayan iniciado y que se encuentren en trámite con anterioridad a la vigencia del mencionado reglamento.

Quienes a la fecha de publicación de esta ley perciban asignaciones de responsabilidad directiva y técnico-pedagógica las mantendrán de acuerdo a la legislación vigente a dicha fecha y por el plazo que les faltare para completar su período de nombramiento.

Artículo quinto.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo cuarto transitorio, los directores de establecimientos educacionales que hayan obtenido dentro de los últimos dos años la subvención por desempeño de excelencia, establecida en el artículo 15 de la ley N° 19.410, tendrán las facultades establecidas en los artículos 7° bis a) y 34 C del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, a contar de la fecha de publicación de esta ley.

Artículo sexto.- El pago de las indemnizaciones establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 1,  de 1997, del Ministerio de Educación, se entenderá postergado hasta el cese definitivo de los servicios en la respectiva dotación docente municipal, en los casos en que concurra alguna causa que otorgue derecho a percibirlo.

Artículo séptimo.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 15 de la ley N° 19.715, los profesionales de la educación que a la fecha de su publicación estén acreditados como profesores de excelencia pedagógica, según lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2002, del Ministerio de Educación, mantendrán la asignación de acuerdo a la normativa vigente al momento de su obtención.

Los profesionales mencionados en el inciso anterior podrán postular a la asignación contemplada en el artículo 15 de la ley referida debiendo ajustarse a la normativa vigente.

Artículo octavo.- Facúltase al Presidente de la República para dictar, en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, el que también deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, que contenga las normas necesarias para reestructurar el funcionamiento, el monto de los beneficios y el número de beneficiarios de la Asignación de Excelencia Pedagógica, a que se refiere el artículo 15 de la ley N° 19.715.

Dicho decreto con fuerza de ley deberá considerar para los pagos de la asignación de excelencia pedagógica los resultados que hayan obtenido en el examen de acuerdo a lo establecido en la siguiente tabla:

	TRAMO DE LOGROS
	MONTO MENSUAL JORNADA 44 HORAS SEMANALES

	Primero
	$150.000

	Segundo
	$100.000

	Tercero
	$50.000


Los profesionales de la educación que reciban esta asignación y mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán la asignación aumentada en un 40%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior sólo tendrán derecho a las asignaciones mencionadas quienes superen el puntaje mínimo que para cada tramo determine el Ministerio de Educación.

Lo dispuesto en este artículo será aplicable a partir del año 2012.

Artículo noveno.- Establécese una bonificación por retiro voluntario para los profesionales de la educación que durante el año escolar 2011 pertenezcan a la dotación docente del sector municipal, ya sea administrada directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, sea en calidad de titulares o contratados, y que al 31 de diciembre de 2012 tengan sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y renuncien a la dotación docente del sector municipal a que pertenecen, respecto del total de horas que sirven.

Los profesionales de la educación que deseen acogerse al beneficio anterior deberán formalizar su renuncia voluntaria con carácter irrevocable ante el sostenedor respectivo, acompañada del certificado de nacimiento correspondiente, hasta el 1 de diciembre del 2012, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos cuarto y sexto de este artículo.

Esta bonificación tendrá un monto de hasta $ 20.000.000 (veinte millones de pesos), y será proporcional a las horas de contrato y los años de servicio en la respectiva dotación docente o fracción superior a seis meses con un máximo de once años. El monto máximo de la bonificación corresponderá al profesional de la educación que renuncie voluntariamente durante el período comprendido entre la entrada en vigencia  de esta ley y el 31 de julio de 2012, que tenga once años o más de servicio en la respectiva dotación docente y un contrato por 44 horas.

Los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso primero, formalicen su renuncia dentro del plazo a que se refiere el inciso anterior, tendrán derecho al ciento por ciento de la bonificación, que se calculará proporcionalmente a las horas de contrato que sirvan y la antigüedad en la respectiva dotación, considerando un máximo de once años.

La bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible con toda indemnización o bonificación que, por concepto de término de la relación o de los años de servicio que pudiere corresponder al profesional de la educación, cualquiera fuera su origen y a cuyo pago concurra el empleador, especialmente a las que se refieren el artículo 73 y 2º transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, y con las que se hubieren obtenido por aplicación de lo dispuesto en los artículos 7º y 9º transitorios de la ley Nº 19.410, o en la ley Nº 19.504, o en el artículo 3º transitorio de la ley Nº 19.715, o 6º transitorio de la ley Nº 19.933, y en los artículos segundo y tercero transitorios  de la ley Nº 20.158. Con todo, si el trabajador hubiere pactado con su empleador una indemnización a todo evento, conforme al Código del Trabajo, cuyo monto fuere mayor, podrá optar por esta última.

Los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso primero, formalicen su renuncia entre el 1 de agosto de 2012 y el 1 de diciembre del mismo año, tendrán derecho a la bonificación señalada en el inciso tercero precedente rebajada en un veinte por ciento, la que se calculará en forma proporcional a  las horas de contrato que sirvan y la antigüedad en la respectiva dotación, considerando un máximo de once años.

Para el cálculo de la bonificación de cada profesional de la educación, se considerará el  número de horas de contrato vigentes en la respectiva comuna al 1 de diciembre de 2010.

La bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible en los mismos términos señalados en el inciso quinto de este artículo.

Esta bonificación será incompatible para quienes tengan la calidad de funcionarios públicos afectos al decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo.

El término de la relación laboral sólo se producirá cuando el empleador ponga la totalidad de la bonificación que corresponda a disposición del profesional de la educación que haya renunciado al total de las horas que sirve en la dotación docente del sector municipal a que pertenece. Las horas que queden vacantes por la renuncia voluntaria del docente se ajustarán de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.

Los profesionales de la educación que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán incorporarse a una dotación docente administrada directamente por las municipalidades o las corporaciones municipales durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.

Artículo décimo.- Facúltase a los sostenedores de establecimientos educacionales del sector municipal, administrados  directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, para que desde el 2 de diciembre de 2012 y hasta el 31 de diciembre de 2013, puedan declarar vacante la totalidad de las horas de contrato servidas por cada profesional de la educación que, cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo anterior, no presentaron su renuncia voluntaria a la dotación docente en los plazos y en la forma señalada en el artículo anterior.

Los profesionales de la educación cuyas horas se declaren vacante tendrán derecho a la bonificación señalada en el inciso tercero del artículo precedente rebajada en un treinta por ciento, la que se calculará en forma proporcional a las horas de contrato que sirvan, con un máximo de 44, y la antigüedad en la respectiva dotación, con un máximo de once años.  Para el cálculo de la bonificación de cada profesional de la educación, se considerará el número de horas de contrato vigentes en la respectiva comuna al 1 de diciembre de 2010.

El término de la relación laboral, sólo se producirá cuando el empleador ponga la totalidad de la bonificación que corresponda a disposición del profesional de la educación al que se le  haya declarado vacante el total de las horas en la dotación docente del sector municipal a que pertenece. Las horas que queden vacantes por la renuncia voluntaria del docente se ajustarán de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.

Esta bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible en los mismos términos que señala en el artículo noveno transitorio.

Los profesionales de la educación que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán incorporarse a una dotación docente municipal durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.

Artículo undécimo.- Los profesionales de la educación a quienes se les aplique lo establecido en los artículos noveno y décimo transitorios precedentes, y que se encuentren en la situación descrita en el artículo 41 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, mantendrán su derecho a la prórroga de la relación laboral y al pago de sus remuneraciones por el período que en esta última disposición se señala.

Artículo duodécimo.- El pago de las bonificaciones a que se refieren los artículos noveno y décimo transitorios de la presente ley, será de cargo de los sostenedores del sector municipal hasta un monto equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes que correspondan al número de horas renunciadas o declaradas en vacancia, por cada año de servicio en la respectiva Municipalidad o Corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once.

Para los efectos del pago de la diferencia entre lo que corresponde pagar al sostenedor municipal de acuerdo al inciso anterior y los montos de la bonificación por retiro señalados en los artículos noveno y décimo transitorios de esta ley, el Fisco otorgará a los sostenedores del sector municipal un aporte extraordinario equivalente a dicha diferencia.

En los casos en que, por presentarse la renuncia en el plazo posterior al 31 de julio de 2012 o bien por haber sido declarada la vacancia de la totalidad de las horas, y en consecuencia el valor de la bonificación correspondiente al docente se reduzca en 20% o 30% de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo noveno transitorio y en el inciso segundo del artículo décimo transitorio, respectivamente; el pago con cargo al sostenedor municipal se reducirá en las mismas proporciones.

Por resolución del Ministerio de Educación se fijará el aporte fiscal extraordinario y anticipos de subvención de todo tipo a que se refiere esta ley.

Artículo decimotercero.- El mayor gasto fiscal que irrogue la presente ley durante el año 2011, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.

Artículo decimocuarto.- Lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley entrará en vigencia a partir del mes de marzo del año 2012.

Artículo decimoquinto.- En los casos de los establecimientos que atiendan alumnos que cursen entre primero y cuarto año de educación media y, por tanto no hayan sido identificados como prioritarios de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.248, el cálculo de la concentración de alumnos prioritarios referido en los artículos 2° permanente y octavo transitorio de la presente ley, y el artículo 51 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, se hará en la forma que determine un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, visado por el Ministerio de Hacienda.

Artículo decimosexto.- Lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 20.248, entrará en vigencia el primer día del mes siguiente de publicada esta ley.".


Artículo decimoséptimo.- El Ministerio de Educación distribuirá $30.000 millones entre los municipios y corporaciones municipales que, habiendo utilizado la totalidad de los fondos mencionados en el artículo 9°, y posteriormente, aquellos autorizados en virtud de lo dispuesto en el artículo 11 de la ley N°20.159, no alcancen a financiar el plan de retiro establecido en el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.


Para acceder a los fondos establecidos en el inciso anterior, el municipio y las corporaciones municipales que los requieran deberán acreditar ante el Subsecretario de Educación que han seguido la forma de financiamiento dispuesta en el inciso precedente y que requieren recursos adicionales para el financiamiento del mencionado plan de retiro, debiendo justificar el monto de recursos requeridos.


El Subsecretario de Educación, mediante resolución exenta, determinará la forma en que se distribuirán dichos recursos, la que deberá ser en proporción a los recursos faltantes en los municipios para financiar el plan de retiro establecido en el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.  



Luego de financiado el plan de retiro, los recursos mencionados en el inciso primero que quedaran disponibles deberán ser destinados al pago de los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la presente ley. 


En caso que hubiesen recursos disponibles, luego de pagados las obligaciones que establece este artículo, dichos recursos deberán ser utilizados en otros usos asociados a la gestión educacional.  Para efectos de la distribución de estos recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la   Dirección de Presupuestos, establecerá el monto al que anualmente accederá cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará: 


- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.


- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.
- 


Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna,  determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.


Artículo decimoctavo.- Facúltase al Ministerio de Educación para que hasta el 31 de diciembre de 2011, suscriba convenios con las municipalidades para aumentar, en forma excepcional, los anticipos a que se refiere el artículo 11 de la ley N° 20.159 y determine el monto máximo y las condiciones en que serán traspasados los recursos a que se refiere el artículo anterior.


Para acceder a estos recursos los municipios que administren directamente o a través de corporaciones sus establecimientos educacionales, deberán acreditar que los recursos recibidos en función del artículo 9° sumados a los recursos que puedan solicitar a través de lo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.159, y a aquellos contemplados en el artículo decimoséptimo transitorio de la presente ley, resultan insuficientes para solventar los gastos originados por la aplicación del plan de retiro a que se refieren el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.


Tratándose de los anticipos a que se refiere el inciso primero, el reintegro de los recursos anticipados deberá efectuarse a partir del mes siguiente al de su percepción, en cuotas iguales, mensuales y sucesivas, que se descontarán de la subvención de escolaridad a que se refiere este artículo. El número de dichas cuotas no podrá exceder de 144.


El monto total máximo de los anticipos a que se refiere este artículo, para todas las municipalidades del país, no podrá superar los $178.000 millones, en el período de ejecución del plan de retiro. 


Por resolución exenta dictada por el Ministerio de Educación y de acuerdo a lo establecido en el respectivo convenio, se fijará el monto del anticipo de recursos de las subvenciones otorgado a una municipalidad, la identificación de los receptores de la bonificación y los montos a percibir por tal concepto por cada uno de ellos, así como otras condiciones necesarias. Copia de dicha resolución deberá ser remitida a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


Mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, se establecerá la forma, plazos y límites bajo los que operará la facultad establecida en este artículo.


Las municipalidades y corporaciones municipales que deseen recibir este anticipo de subvención deberán demostrar la viabilidad financiera del plan de retiro que pretendan financiar con estos recursos, comprometiéndose a disminuir sus gastos mensuales en el trimestre posterior a la recepción del anticipo de subvención. Asimismo, se obligan a no incrementar el gasto total en remuneraciones del mes de diciembre de 2010, durante los 60 meses siguientes a la recepción del anticipo de subvención, con la sola excepción de futuros incrementos de remuneraciones que estén asociados a incrementos en la matrícula, o a incrementos en las subvenciones, donde los mayores ingresos excedan al incremento en remuneraciones.


Artículo decimonoveno transitorio.- Créase, de manera transitoria y a partir de 2011, un fondo por un total de $45.000 millones, que deberán ser utilizados para fines educacionales y serán distribuidos a municipios y corporaciones municipales de acuerdo a la siguiente tabla: 

	Año
	Monto (en millones de pesos)

	2011
	$ 10.000

	2012
	$ 15.000

	2013
	$ 20.000



Para el año 2011, los recursos se repartirán mediante resolución exenta del Ministerio de Educación suscrita por la Dirección de Presupuestos, donde se establecerá el monto de estos recursos que le corresponderá a cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos, se considerará: 


a) Un 20% por partes iguales entre las municipalidades; 


b) Un 35% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010; 


c)Un 35% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar de Becas. 


d) Un 10% según el número total de establecimientos educacionales administrados por el municipio o la corporación. 


Para el año 2012, el 70% de los recursos se repartirán de acuerdo a la fórmula de cálculo mencionada en el inciso anterior. El 30% restante, en base a los resultados que alcancen los establecimientos educacionales administrados por el municipio o corporación municipal en el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño establecido en la ley N° 19.410, según se establezca en el reglamento. 


Para el año 2013, el 60% de los recursos se repartirán de acuerdo a la fórmula de cálculo mencionada en el inciso segundo. El 40% restante, en base a los resultados que alcancen los establecimientos educacionales administrados por el municipio o corporación municipal en el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño establecido en la ley N° 19.410, según se establezca en el reglamento.”. 


Artículo vigésimo.- Antes del 30 de septiembre del 2011, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se aborde la institucionalidad de la educación municipal. Asimismo, antes del 1 de marzo de 2012, el Presidente de la República enviará uno o más proyectos de ley que modernicen la carrera docente.”.

- - -


Acordado en las sesiones celebradas los días 5, 12 y 17 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ignacio Walker Prieto (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Alejandro Navarro Brain y Jaime Quintana Leal.


Sala de la Comisión, a 18 de enero de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre
                     
Francisco Javier Vives D.

       Secretario accidental

                                  Secretario de la Comisión
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE CALIDAD Y EQUIDAD DE LA EDUCACIÓN

(7329-04)





Certifico que el día 18 de enero de 2011, la Comisión de Hacienda del Senado sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre calidad y equidad de la educación (Boletín Nº  7.329-04), con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A las sesión en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Rossi y Walker, don Ignacio, y el Honorable Diputado señor Andrade.

Del mismo modo, concurrieron:

Del Ministerio de Educación, el Ministro, señor Joaquín Lavín; su Jefe de Gabinete, señor Felipe Silva; el Subsecretario, señor Fernando Rojas; su Jefe de Gabinete, señor Orlando Chacra; el Jefe de la División Jurídica, señor Raúl Figueroa; y los asesores, señoras Alejandra Canessa, Francisca Salas y Trinidad Valdés, y señores Pablo Eguiguren y Agustín Riesco.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor legislativo, señor Enrique Leikin.

De la Fundación Educación 2020, el Coordinador Nacional, señor Mario Waissbluth; la abogado, señora Patricia Schaulsohn; la Directora Ejecutiva, señor Adriana Delpiano; y la Directora de Políticas Educativas, señora Valentina Quiroga.

De la Pontificia Universidad Católica de Chile: el Director del Centro de Investigación MIDE-UC, señor Jorge Manzi; y la Gerente del Proyecto Docente Mas de MIDE UC., señora Julan Sun.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), los asesores, señorita Macarena Lobos y señores Sebastián Pavlovic y Rodrigo González.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, el abogado, señor Daniel Montalva.

Del Colegio de Profesores de Chile, el Presidente, señor Jorge Gajardo; el Secretario General, señor Darío Vásquez; y el Tesorero, señor Juan Soto.

El asesor del Honorable Senador señor Escalona, señor Jaime Romero.

- - -

Se hace presente que, de conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los numerales 9 y 18; de los artículos 34 A, 34 B, 34 C, 34 G, 34 H y 34 I del numeral 21; de los numerales 23 y 24; de la letra a) del numeral 25; y del numeral 29, todos del artículo 1°; y de los artículos 2°; 3°; 4°; 5°; 7°; 8°; 9°; 10; 12, letras a), b), d), e), g) y h); 13 y 14 del articulado permanente del proyecto. Asimismo, acerca de los artículos primero; segundo; tercero; cuarto, inciso final; sexto; séptimo; octavo; noveno; décimo; undécimo; duodécimo, decimotercero, decimoséptimo, decimoctavo y decimonoveno transitorios de la iniciativa de ley en análisis, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

Cabe señalar, asimismo, que en el trámite seguido ante la Comisión de Hacienda, fue presentada una sola indicación al proyecto, de la que se dará cuenta en su oportunidad, del Honorable Senador señor Chadwick, que fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

A continuación se da cuenta de las votaciones recaídas, en relación con el texto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, sobre aquellas disposiciones de competencia de la Comisión de Hacienda:

Artículo 1°

Número 9

(Corresponde al número 8 del texto despachado por la Cámara de Diputados) 

Número 18

(Corresponde al número 17 del texto despachado por la Cámara de Diputados) 





Los numerales 9 y 18 del artículo 1° aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei, García y Lagos.

Número 21

Artículo 34 A





Fue aprobado por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Frei, García y Lagos, y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.

Artículo 34 B

Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei, García y Lagos.

Artículo 34 C

Fue aprobado por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Frei, García y Lagos, y se abstuvo el Honorable Senador señor Escalona.

Artículos 34 G, 34 H y 34 I

Fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei, García y Lagos.

Números 23 y 24

Fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei, García y Lagos.

Número 25

Letra a)

Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei, García y Lagos.

Número 29

Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei, García y Lagos.

Artículos 2°, 3°, 4°, 5° y 7°

Fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei, García y Lagos.

Artículos 8°, 9° y 10

Fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei y García.

Artículo 12

Letras a), b), d), e), g) y h)

Fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei y García.

Artículos 13 y 14

Fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei y García.

Artículos transitorios

Artículos primero, segundo y tercero 

Fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei y García.

Artículo cuarto

Inciso final

Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei y García.

Artículos sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, undécimo, duodécimo y decimotercero

Fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei y García.

Artículo decimoséptimo





Fue objeto de una indicación del Honorable Senador señor Chadwick, para eliminar, en su inciso quinto, la palabra “anualmente”.





La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por guardar relación con la administración financiera o presupuestaria del Estado, materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Puesto en votación el artículo decimoséptimo transitorio, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei y García.

Artículos decimoctavo y decimonoveno transitorios

Fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Frei y García.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 29 de noviembre de 2010 señala lo siguiente:

El presente proyecto de ley introduce una serie de modificaciones al Estatuto Docente y a la Ley de Subvenciones a los Establecimientos Educacionales. Aquellos aspectos que significan un impacto en el gasto fiscal se señalan a continuación:

1.- El artículo 3° crea un fondo para el financiamiento de asesorías externas necesarias para implementar los mecanismos de selección de personal directivo, que establece esta ley. El monto anual de este fondo será de $500 millones, por cinco años.

2.- El artículo 4° establece un bono especial de un monto máximo de $ 2 millones, para aquellos docentes jubilados que tengan una suma de sus pensiones y beneficios previsionales inferiores o iguales a $150.000 mensuales: un bono $1,5 millones para quienes tengan una suma de sus pensiones y beneficios previsionales superiores a $150.000 mensuales y menores o iguales a $200.000 mensuales; y de $1.000.000 para aquellos que tengan una suma de sus pensiones y beneficios previsionales superiores a $200.000 y menores o iguales a $250.000 mensuales. El mayor gasto fiscal durante el año 2011, por una sofá vez, se estima en $7.935 millones.

3.- El artículo 5° incrementa el monto de la subvención educación, en cada nivel y modalidad de enseñanza, a que se refieren los artículos 9° y 12° del DFL (Ed) N° 2, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, que significa un mayor gasto fiscal anual en régimen de $27.328 millones. Ello considera una matrícula de 3.409.287 alumnos. Cabe señalar que el artículo cuarto transitorio, establece que este artículo empieza a regir a contar del día 1 del tercer mes desde la publicación de esta ley.

4.- El artículo 8° establece que el Ministerio de Educación podrá disponer en total hasta $20.000 millones, durante el año 2011, para apoyar a las municipalidades, las que para acceder a estos recursos deberán presentar un diagnóstico de la situación financiera en el ámbito educacional y un Plan de Acción Municipal en Educación. Estos recursos serán destinados fundamentalmente a financiar los mayores gastos que les puedan significar el pago de las indemnizaciones al personal que labora en su sistema educacional.

5.- El artículo octavo transitorio faculta al Presidente de la República para efectuar adecuaciones a las normas que rigen la Asignación de Excelencia Pedagógica, establecida en la ley 19.715. Se estima que esta modificación significará un mayor gasto fiscal anual de $5.400 millones el año 2012, $7.800 millones el año 2013 para y $10.200 millones el año 2014, beneficiando a 4.500, 6.500 y 8.500 docentes de excelencia, respectivamente.

6.- Los artículos noveno y décimo transitorios establecen una bonificación por retiro para los profesionales de la educación que durante el año escolar 2011 pertenezcan a la dotación docente del sector municipal, ya sea administrada directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, sea en calidad de titulares o contratados, y que al 31 de diciembre de 2013 tengan sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y renuncien a la dotación docente del sector municipal a que pertenecen, respecto del total de horas que sirven. Esta bonificación podrá alcanzar hasta $20.000.000 para aquellos docentes que tengan once años o más de servicio y un contrato de 44 horas, y un pago proporcional a las horas de contrato y de años servidos. Quienes presenten su intención de retiro antes del 1 de agosto de 2011, recibirán un 100% de esta bonificación; quienes lo hagan entre el 1 de agosto del año 2011 y el 1 de diciembre de 2012 recibirán el 80% de la misma.
El sostenedor queda facultado para que, en aquellos caso en que un docente que cumple los requisitos antes señalados para presentar su solicitud de retiro voluntario no lo hace, declare vacante la totalidad de las horas de contrato servidas por cada docente. En tal caso recibirán una bonificación de un 70%.

7.- El artículo décimo segundo transitorio establece que la bonificación por retiro a que se refieren los artículo noveno y décimo será de cargo del sostenedor municipal hasta un monto equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes que correspondan al número de horas renunciadas o declaradas en vacancia, por cada año de servicio en la respectiva Municipalidad o Corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once.

Para hacer frente a los pagos por indemnizaciones por aplicación de esta ley, los sostenedores municipales podrán solicitar anticipos de la subvención educacional, por lo que el Fisco tendrá que incurrir en un mayor gasto del orden de $855 millones el año 2011; $72.700 millones el año 2012; $82.477 millones el año 2013; y $42.845 millones el año 2014.

La diferencia entre lo que corresponde pagar al sostenedor municipal de acuerdo lo señalado y los montos de la bonificación por retiro señalados en los artículos noveno y décimo transitorios de la ley, será financiada por el Fisco, entregando a los sostenedores del sector municipal un aporte extraordinario equivalente a dicha diferencia.

El mayor gasto fiscal por dicho aporte extraordinario se estima ascenderá en el año 2012 a $26.781 millones, el año 2013 a $30.453 millones y para el año 2014 a $15.512 millones, acumulando un aporte total de $72.746 millones.

En resumen, el mayor gasto fiscal que este proyecto de ley representará, se estima será de:

	
	Millones $
	Año 2011
	Año 2012
	Año 2013
	Año 2014

	Artículo
	
	
	
	
	

	3°
	Fondo de asesoría
	500
	500
	500
	500

	4°
	Bono especial docentes jubilados
	7.935
	
	
	

	5°
	Incremento de Subvenciones
	27.328
	27.601
	27.877
	28.156

	8°
	Apoyo a la Educación Municipal
	20.000
	
	
	

	8° transitorio
	Asignación de Excelencia Pedagógica
	
	5.400
	7.800
	10.200

	Décimo 2° trans.
	Aporte Extraordinario
	
	26.781
	30.453
	15.512

	Décimo 2° trans.
	Anticipo de Subvenciones
	855
	72.700
	82.477
	42.845

	
	TOTAL
	56.618
	132.982
	149.107
	97.213


9.- Finalmente cabe señalar que el mayor gasto fiscal que represente esta ley durante el año 2011, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.
Posteriormente, la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero actualizado, de 20 de diciembre de 2010, del siguiente tenor:


“El presente proyecto de ley introduce una serie de modificaciones al Estatuto Docente y a la Ley de Subvenciones a los Establecimientos Educacionales. Aquellos aspectos que significan un impacto en el gasto fiscal se señalan a continuación:


1. Entre las modificaciones al Estatuto Docente, el artículo 1° introduce lo siguiente:


En el numeral 13, reemplaza y determina un nuevo articulo 31 bis que establece un procedimiento de selección de los cargos de directores de los establecimientos educacionales mediante una comisión calificadora integrada por un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creada por la Ley N° 19.882, o un representante de este Consejo elegida de una lista de profesionales de reconocido prestigio en el ámbito educacional. La participación de estos profesionales expertos se estima demandará un gasto anual de $750 millones, considerando el nombramiento de 1.429 directores cada año, de un total de 5.715.


Asimismo, el numeral 15 agrega un artículo 32 bis, que establece un proceso de evaluación de los candidatos a directores a través del apoyo de asesorías externas registradas en la Dirección Nacional del Servicio Civil, estimándose un costo anual de $750 millones para la evaluación y preselección de los candidatos que serán entrevistados por la comisión calificadora. Para este efecto, en el artículo 3° de este Proyecto de Ley se crea un Fondo para el financiamiento de dichas asesorías externas.


En tanto el numeral 18, agrega un nuevo artículo 34 D.-, el cual dispone los procesos de nombramiento de los Jefes de los Departamentos de Educación Municipal que se efectuará mediante concurso público. En el caso de comunas con 1200 o más alumnos matriculados en establecimientos educacionales municipales, la administración de dicho proceso corresponderá y será de cargo del Consejo de Alta Dirección Pública. Ello aplicaría al nombramiento de 200 Jefes de Departamentos de Educación Municipal, correspondiendo 50 anualmente, con un costo estimado de $315 millones, cada año.

2. El artículo 4° establece un bono especial de un monto máximo de $2 millones, para aquellos docentes jubilados que tengan una suma de sus pensiones y beneficios provisionales inferiores o iguales a $150.000 mensuales; un bono $1,5 millones para quienes tengan una suma de suspensiones y beneficios previsionales superiores a $150.000  mensuales y menores o iguales a $200.000 mensuales; y de $1,0 millón para aquellos que tengan una suma de sus pensiones y beneficios previsionales superiores a $200.000 y menores o iguales a $250.000 mensuales. El mayor gasto fiscal durante el año 2011, por una sola vez, se estima en $7.935 millones.

3. El artículo 5° incrementa el monto de la subvención educacional, en cada nivel y modalidad de enseñanza, a que se refieren los artículos 9° y 12° del DFL (Ed) N° 2, de 1998, sobre subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, que significa un mayor gasto fiscal anual de $28.475 millones. Ello considera una matrícula de 3.409.287 alumnos.

Se ha presentado indicación que, en su numeral 16) modifica la entrada en vigencia de los nuevos valores de la subvención, a contar de marzo del año 2012.

4. El artículo 8° establece que el Ministerio de Educación podrá disponer en total hasta $20.000 millones, durante el año 2011 y $ 10.000 millones el año 2012 para apoyar a las municipalidades, quienes para acceder a estos recursos deberán presentar un diagnóstico de la situación financiera en el ámbito educacional y un Plan de Acción Municipal en Educación. Estos recursos serán destinados fundamentalmente a financiar los mayores gastos que les puedan significar el pago de las indemnizaciones al personal que labora en su sistema educacional.

5. El artículo octavo transitorio faculta al Presidente de la República para efectuar adecuaciones a las normas que rigen la Asignación de Excelencia Pedagógica, establecida en la ley 19.715. Se estima que esta modificación significará un mayor gasto fiscal anual de $6.275 millones el año2012, $9.064 millones el año 2013 y $11.852 millones el año 2014, beneficiando a 4.500, 6.500 y 8.500 docentes de excelencia, respectivamente.

6. Los artículos noveno y décimo transitorios establecen una bonificación por retiro para los profesionales de la educación que durante el año escolar 2011 pertenezcan a la dotación docente del sector municipal, ya sea administrada directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, sea en calidad de titulares o contratados, y que al 31 de diciembre de 2013 tengan sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y renuncien a la dotación docente del sector municipal a que pertenecen, respecto del total de horas que sirven. Esta bonificación podrá alcanzar hasta $20.000.000, para aquellos docentes que tengan once años o más de servicio y un contrato de 44 horas, y un pago proporcional a las horas de contrato y de años servidos. Quienes presenten su intención de retiro antes del 1 de agosto del año 2011, recibirán un 100% de esta bonificación; quienes lo hagan entre el 1° de agosto del año 2011 y el 1° de diciembre de 2012 recibirán el 80% de la misma.

El sostenedor queda facultado para que, en aquellos casos en que un docente que cumple los requisitos antes señalados para presentar su solicitud de retiro voluntario no lo hace, declare vacante la totalidad de las horas de contrato servidas por cada docente. En tal caso recibirá una bonificación de un 70%.

7. El artículo décimo segundo transitorio establece que la bonificación por retiro a que se refieren los articulo noveno y décimo será de cargo del sostenedor municipal hasta un monto equivalente al tota] de las remuneraciones devengadas en el último mes que correspondan al número de horas renunciadas o declaradas en vacancia, por cada año de servicio en la respectiva Municipalidad o Corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once.

Para hacer frente a los pagos por indemnizaciones por aplicación de esta ley, los sostenedores municipales podrán solicitar anticipos de la subvención educacional, por lo que el Fisco tendrá que incurrir en un mayor gasto del orden de $855 millones el año 2011; $72.700 millones el año 2012; $82.477 el año 2013; y $42.845 millones el año 2014.

La diferencia entre lo que corresponde pagar al sostenedor municipal de acuerdo lo señalado y los montos de la bonificación por retiro señalados en los artículos noveno y décimo transitorios de la ley, será financiada por el Fisco, entregando a los sostenedores del sector municipal un aporte extraordinario equivalente a dicha diferencia.

El mayor gasto fiscal por dicho aporte extraordinario se estima ascenderá en el año 2012 a $26.781 millones, el año 2013 a $30.453 millones y para el año 2014 a $15.512 millones, acumulando un aporte total de $72.746 millones.

8.
Mediante Indicación N° 548-358, presentada por el Ejecutivo, en fecha 20 de diciembre de 2010, se incorporan los siguientes temas que significan mayor gasto fiscal:

a)
En el numeral 9) de la Indicación se establece la forma en que se calcularán las indemnizaciones que correspondan a los docentes mal calificados, que dejen de pertenecer a la dotación por aplicación de las letras g) y 1) del artículo 72 del Estatuto Docente. Se estima que el mayor gasto fiscal que ello representa es de $456 millones el año 2011; $ 17.625 millones el año 2012; $ 18.081 millones los años 2013 y 2014.

b)
En el numeral 13) de la Indicación se modifica el artículo 16° de la ley 20.248, que establece la Subvención por Concentración, incrementando en un 20% los valores de dicha subvención. Ello se estima representa un mayor gasto fiscal del orden de $ 11.000 millones anuales.

9.
En resumen, el mayor gasto fiscal que este proyecto de ley representará, se estima será de:

Millones $2011
	Artículo
	Concepto
	Año 2011
	Año 2012
	Año 2013
	Año 2014

	1°
	Procesos de selección de directivos
	
	1.100
	1.100
	1.100

	3°
	Fondo de asesorías
	
	750
	750
	750

	4°
	Bono especial docentes jubilados
	7.935
	
	
	

	5°
	Incremento de Subvenciones
	0
	23.966
	29.048
	29.339

	8°
	Apoyo a la Educación Municipal
	20.000
	10.000
	
	

	8° transitorio
	Asignación de Excelencia Pedagógica
	
	6.275
	9.064
	11.852

	Décimo 2° trans.
	Aporte Extraordinario
	
	26.781
	30.453
	15.512

	Décimo 2° trans.
	Anticipo de Subvenciones
	855
	72.700
	82.477
	42.845

	Indicación numeral 9)
	Indemnizaciones retiro letra g) y 1) art 72, Est Doc
	456
	17.625
	18.081
	18.081

	Indicación numeral 13)
	Incremento Subvención Concentración
	10.437
	11.079
	11.186
	11.186

	
	TOTAL
	39.683
	170.276
	182.159
	130.665


10. Finalmente cabe señalar que el mayor gasto fiscal que represente esta ley durante el año 2011, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

Finalmente, la dirección de Presupuestos emitió un nuevo informe financiero actualizado, de 18 de enero de 2011, del siguiente tenor:

El presente proyecto de ley introduce una serie de modificaciones al Estatuto Docente y a la Ley de Subvenciones a los Establecimientos Educacionales. Aquellos aspectos que significan un impacto en el gasto fiscal se señalan a continuación:

1. Entre las modificaciones al Estatuto Docente, el artículo 1° introduce lo siguiente:

En el numeral 13, reemplaza y determina un nuevo artículo 31 bis que establece un procedimiento de selección de los cargos de directores de los establecimientos educacionales mediante una comisión calificadora integrada por un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creada por la Ley N° 19.882, o un representante de este Consejo elegida de una lista de profesionales de reconocido prestigio en el ámbito educacional. La participación de estos profesionales expertos se estima demandará un gasto anual de $750 millones, considerando el nombramiento de 1.429 directores cada año, de un total de 5.715.

Asimismo, el numeral 15 agrega un artículo 32 bis, que establece un proceso de evaluación de los candidatos a directores a través del apoyo de asesorías externas registradas en la Dirección Nacional del Servicio Civil, estimándose un costo anual de $750 millones para la evaluación y preselección de los candidatos que serán entrevistados por la comisión calificadora. Para este efecto, en e! articulo 3° de este Proyecto de Ley se crea un Fondo para el financiamiento de dichas asesorías externas.

En tanto el numeral 18, agrega un nuevo artículo 34 D.-, el cual dispone los procesos de nombramiento de los Jefes de los Departamentos de Educación Municipal que se efectuará mediante concurso público. En el caso de comunas con 1200 o más alumnos matriculados en establecimientos educacionales municipales, Ja administración de dicho proceso corresponderá y será de cargo del Consejo de Alta Dirección Pública. Ello aplicaría al nombramiento de 200 Jefes de Departamentos de Educación Municipal, correspondiendo 50 anualmente, con un cosió estimado de $315 millones, cada año.

2.  El artículo 4º establece un bono especial de un monto máximo de $ 2 .millones, para aquellos docentes jubilados que tengan una suma de sus pensiones y beneficios provisionales inferiores o iguales a $130.000 mensuales;  un bono SI, 5 millones para quienes tengan una suma de sus pensiones y beneficios provisionales superiores a $150.000  mensuales y menores o iguales a $ 200.000 mensuales; y de $1,0 millón para aquellos que tengan una suma de sus pensiones y beneficios previsionales superiores a $200.000 y menores o iguales a $250.000 mensuales.  E! mayor gasto fiscal durante el año 2011, por una sola vez, se estima en $7.935 millones.

3,
El artículo 5º incrementa el monto de la subvención educacional, en cada nivel y modalidad de enseñanza, a que se refieren los artículos 9° y 12° del DFL (Ed) N° 2, de 1998, sobre Subvención de! Estado a Establecimientos Educacionales, que significa un mayor gasto fiscal anual de $28.475 millones. Ello considera una matrícula de 3.409.287 alumnos.

Se ha presentado indicación que, en su numeral 16) modifica la entrada en vigencia de los nuevos valores de la subvención, a contar de marzo del año 201.2.

4.
El artículo 8° establece que el Ministerio de Educación podrá disponer en total hasta 520.000 millones, durante el año 2011 y $ 10.000 millones el año 2012 para apoyar a las municipalidades. Estos recursos serán destinados fundamentalmente a financiar los mayores gastos que les puedan significar el pago de las indemnizaciones al personal que labora en su sistema educacional.

5.
El artículo octavo transitorio faculta al Presidente de la República para efectuar adecuaciones a las normas que rigen la Asignación de Excelencia Pedagógica, establecida en la ley 19.715. Se estima que esta modificación significará no mayor gasto fiscal anual de $6.275 millones el año 2012, $9.064 millones el año 2013 y $11.852 millones el año 2014, beneficiando a 4.500, 6.500 y 8.500 docentes de excelencia, respectivamente.

6.
Los artículos noveno   y décimo transitorios   establecen una bonificación por retiro para los profesionales de la educación que durante el año escolar 2011 pertenezcan a la dotación docente del sector municipal, ya sea administrada directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, sea en calidad de titulares o contratados, y que al 31 de diciembre de 2012 tengan sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y renuncien a la dotación docente del sector municipal a que pertenecen, respecto del total de horas que sirven. Esta bonificación podrá alcanzar hasta $20.000.000, para aquellos docentes que tengan, once años o más de servicio y un contrato de 44 horas, y un pago proporciona! a las horas de contrato y de años servidos. Quienes presenten su intención de retiro antes del 1 de agosto del año 2011, recibirán un 100% de esta bonificación; quienes lo hagan entre el 1° de agosto del año 2011 y eI 1° de diciembre de 2012 recibirán el 80% de la misma.

El sostenedor queda facultado para que, en aquellos casos en que un docente que cumple los requisitos antes señalados para presentar su solicitud de retiro voluntario no lo hace, declare vacante la totalidad de las horas de contrato servidas por cada docente. En tal caso recibirá una bonificación de un 70%.

7. El artículo décimo segundo transitorio establece que la bonificación por retiro a que se refieren los artículo noveno y décimo será de cargo de! sostenedor municipal hasta un monto equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes que correspondan a! número de horas renunciadas o declaradas en vacancia, por cada año de servicio en la respectiva Municipalidad o Corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once.

Para hacer frente a los pagos por indemnizaciones por aplicación de esta ley, los sostenedores municipales podrán solicitar anticipos de la subvención educacional, por lo que el Fisco tendrá que incurrir en un mayor gasto del orden de $855 millones el año 2011; $57.289 millones el año 2012; $63.140 el año 2013; y $2.473 millones el año 2014.

Adicionalmente, como consecuencia de la aplicación de lo establecido en el artículo 1º numeral 3.- del proyecto de ley, el fisco podrá entregar anticipos de la subvención a las municipalidades para cubrir las indemnizaciones por aplicación de las letras g) y 1) del artículo 72 del Estatuto Docente. Se estima que e! mayor gasto fiscal que ello representa es de $456 millones el año 2011; $17.625 millones el año 2012; $18.081 millones los años 2013 y 2014.

En total, el mayor gasto fiscal a que su refiere este punto, por anticipos de subvenciones, se estima alcanzara la suma de $ 178.000 millones.

8. La diferencia entre lo que corresponde pagar al sostenedor municipal y los montos de la bonificación por retiro señalados en los artículos noveno y décimo transitorios de la ley. será financiada por el Fisco en conformidad al artículo décimo segundo transitorio, entregando a los sostenedores del sector municipal un aporte extraordinario equivalente a dicha diferencia.

E! mayor gasto fiscal por dicho aporte extraordinario se estima ascenderá en el año 2012 a $26.781 millones, el año 2013 a $31.754 millones y para el año 2014 a $2.318 millones, acumulando un aporte total de $60.853 millones,

9. El proyecto de ley, en su artículo 12° establece una modificación a la ley 20.248, incorporando a la educación media a contar del año 2014 a la Subvención de Escolar Preferencial, lo que significará un mayor gasto fiscal estimado para dicho año de $9.799 millones.

Asimismo, en dicho artículo se incrementan los montos de la. Subvención por Concentración de Alumnos Prioritarios que representa un mayor gasto fiscal de $ $10.437 millones el año 2011; $ 11.079 millones el año 2012; $11.186 millones el año 2013 y $ 11.186 millones. 

Adicionalmente se incorpora a contar del año 2014 la educación media, con un mayor gasto fiscal estimado de $ 2.821 millones en dicho año.

10. En el artículo 13° se incrementa en un 30% la Asignación Variable de Desempeño Individual, en los establecimientos educacionales de alta concentración de alumnos prioritarios. Ello significará un mayor gasto fiscal de $ 1.336 millones el año 2012; $ 1.743 millones el año 2013 y $ 2.274 millones el año 2014.

11. El artículo decimoséptimo transitorio dispone que el Ministerio de Educación distribuirá $ 30.000 millones para apoyar el pago de indemnizaciones.

12. El artículo decimonoveno transitorio crea un fondo de apoyo para fines educacionales para el sector municipal de $45.000 millones, entre los años 2011 y 2013.

13. En resumen, el mayor gasto fiscal que este proyecto de ley representará, se estima será de:

Millones $2011
	Artículo
	Concepto
	Año 2011
	Año 2012
	Año 2013
	Año 2014

	1°
	Procesos de selección de directivos
	
	1.100
	1.100
	1.100

	3°
	Fondo de asesorías
	
	750
	750
	750

	4°
	Bono especial docentes jubilados
	7.935
	
	
	

	5°
	Incremento de Subvenciones
	0
	23.966
	29.048
	29.339

	8°
	Apoyo a la Educación Municipal
	20.000
	10.000
	
	

	8° transitorio
	Asignación de Excelencia Pedagógica
	
	6.275
	9.064
	11.852

	Décimo 2° transitorio
	Aporte Extraordinario
	
	26.781
	31.754
	2.318

	Decimoctavo transitorio
	Anticipo de Subvenciones
	1.311
	74.914
	81.221
	20.554

	12°
	Incremento Subvención Concentración y Ed. Media
	10.437
	11.079
	11.186
	14.007

	12°
	Creación SEP Educación Media
	
	
	
	9.799

	13°
	Incremento asignación AVDI
	
	1.336
	1.743
	2.274

	Décimo séptimo transitorio
	Contribución Fiscal a pago de indemnizaciones
	
	5.000
	20.000
	5.000

	Décimo noveno transitorio
	Fondo apoyo fines educacionales
	10.000
	15.000
	20.000
	

	
	TOTAL
	49.683
	176.201
	205.866
	96.993


14.  Finalmente cabe señalar que el mayor gasto fiscal que represente esta ley durante el año 2011, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO



En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación de la iniciativa legal en análisis, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, cuyo texto es el siguiente:
“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican:

1. Sustitúyese en el artículo 1°, la frase "decreto con fuerza de ley Nº5, del Ministerio de Educación, de 1992" por la siguiente: "decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación".

2. Elimínase en el inciso primero del artículo 7º, la coma (,) que sigue a la expresión "para la función" y agrégase la siguiente frase "o del cumplimiento de los requisitos establecidos en el inciso final del artículo 24,".

3. Reemplázase la letra a) del inciso segundo del artículo 7° bis, por la siguiente:

"a) En el ámbito administrativo: organizar, supervisar y evaluar el trabajo de los docentes y del personal regido por la ley Nº 19.464. En el ejercicio de estas facultades podrá  proponer anualmente al sostenedor el término de la relación laboral de hasta un 5% de los docentes del respectivo establecimiento, siempre que hubieren resultado mal evaluados según lo establecido en el artículo 70 de esta ley; proponer al sostenedor el personal a contrata y de reemplazo, tanto docente como regido por la ley Nº 19.464; designar y remover a quienes ejerzan los cargos de Subdirector, Inspector General y Jefe Técnico del establecimiento de acuerdo a lo establecido en el artículo 34 C de esta ley; ser consultado en la selección de los profesores cuando vayan a ser destinados a ese establecimiento; proponer al sostenedor los incrementos de las asignaciones contempladas en el inciso primero del artículo 47 y las asignaciones especiales de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del mismo artículo; y promover una adecuada convivencia en el establecimiento.".

4.- Agrégase el siguiente artículo 8° bis, nuevo: 

“Artículo 8° bis.- Los profesionales de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo. Del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no  pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. 

Revestirá especial gravedad todo  tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos, en contra de los profesionales de la educación. Al respecto los profesionales de la educación tendrán atribuciones para tomar medidas administrativas y disciplinarias para imponer el orden en la sala, pudiendo solicitar el retiro de alumnos; la citación del apoderado; y solicitar modificaciones al reglamento interno escolar que establezca sanciones al estudiante para propender al orden en el establecimiento.”.”.

5.- Reemplázase en el artículo 10 la frase "la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza" por la siguiente: "el decreto con fuerza de ley Nº2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación".

6.- Agrégase en el artículo 14, el siguiente inciso segundo, pasando el actual, a ser tercero:

”Los docentes tendrán derecho a ser consultados por el Director en la evaluación del desempeño de su función y la de todo el equipo directivo, así como en las propuestas que hará al sostenedor para mejorar el funcionamiento del establecimiento educacional.".

7.- Intercálanse en el artículo 15, los siguientes incisos segundo y tercero, pasado el actual segundo, a ser cuarto:

”Los Consejos de Profesores deberán reunirse a lo menos una vez al mes, y sus reflexiones y propuestas quedarán registradas en un acta numerada de sus sesiones.

Los Consejos de Profesores participarán en la elaboración de la cuenta pública del Director, y en la evaluación de su gestión, de la del equipo directivo y de todo el establecimiento.".

8. Reemplázase en el inciso final del  artículo 21 la frase "comunicadas al Departamento Provincial de Educación correspondiente" por la siguiente: "determinadas por el sostenedor respectivo mediante resolución fundada. Ésta deberá publicarse en la página web del municipio o estar siempre disponible a quien lo solicite".

9.- Derógase el artículo 23.
10.- Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el inciso segundo la frase "la Secretaría Regional Ministerial Educacional correspondiente" por la siguiente: "el director del establecimiento educacional con acuerdo del Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal".

b) Agrégase el siguiente inciso final:

"Asimismo, podrán incorporarse a la función docente directiva quienes estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos 8 semestres y hayan ejercido funciones docentes al menos durante 3 años en un establecimiento educacional, sin  que les sea exigible el requisito establecido en el número 4 del inciso primero del presente artículo.".

11. Elimínase en el inciso final del artículo 25, la siguiente oración: ”Las vacantes para ejercer la función docente-directiva siempre serán provistas por concurso público y el nombramiento o designación tendrá una vigencia de cinco años.".

12. Elimínase en el inciso segundo del artículo 26, el adverbio "no".

13. Modifícase el artículo 28 de la siguiente forma:

a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión "dos veces" por la expresión "al menos una vez".

b) Elimínase el inciso segundo.

14. Reemplázase la letra a) del artículo 30 por la siguiente:

"a) Técnico pedagógica, con excepción de la de los Jefes Técnicos.".

15. Reemplázase el inciso segundo del artículo 31 por el siguiente:

"El secretario municipal de la respectiva comuna actuará como ministro de fe.".
16. Reemplázase el artículo 31 bis, por el siguiente:

"Artículo 31 bis.- Establécese el siguiente mecanismo de selección directiva para proveer las vacantes de los cargos de director de establecimientos educacionales:

Existirá una comisión calificadora integrada por el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales de reconocido prestigio en el ámbito educacional aprobada por el propio Consejo; y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo. En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar acreditado como Profesor de Excelencia Pedagógica, según lo dispuesto en la ley 19.715, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.

Para efectos de conformar la comisión calificadora, en el caso que el municipio tenga un solo establecimiento educacional o que ningún docente de la dotación cumpla con los requisitos establecidos en el inciso anterior, el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal lo elegirá por sorteo entre los pertenecientes a la dotación respectiva.

Estarán inhabilitados para formar parte de las comisiones calificadoras a que hace referencia el presente artículo quienes tengan, con cualquiera de los postulantes, una relación de parentesco hasta el segundo grado de consanguinidad y tercero por afinidad.

Los concursos a los cuales convocarán las respectivas municipalidades serán administrados por su Departamento de Administración de Educación Municipal o por la Corporación Municipal, según corresponda. Dichos organismos pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.

Un reglamento establecerá las normas de constitución y funcionamiento de estas comisiones.".

17. Sustitúyese el artículo 32, por el siguiente:

"Artículo 32.- El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, deberá definir el perfil profesional del director, el que podrá considerar los siguientes aspectos: las competencias, aptitudes y certificaciones pertinentes que deberán cumplir los candidatos. Estos perfiles deberán ser aprobados por el sostenedor. Para estos efectos, el Ministerio de Educación creará un banco de perfiles profesionales de acuerdo a las necesidades de los distintos tipos de establecimientos educacionales que deberán estar siempre disponibles en su página web.

El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, convocará a un concurso de selección público abierto, de amplia difusión, que se comunicará a través de la página web de la respectiva municipalidad o en un diario de circulación nacional. En estos anuncios se informará, a lo menos, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñar el cargo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos.

En la misma fecha de la publicación mencionada en el inciso anterior, las convocatorias serán comunicadas al Ministerio de Educación con el objeto que sean ingresadas en un registro público que el Ministerio administrará para apoyar la difusión de los concursos.

Asimismo, desde la fecha de publicación del concurso, deberá estar disponible para todos los interesados la proposición de convenio de desempeño a que hace referencia el artículo 33.".

18.- Agrégase el artículo 32 bis:

"Artículo 32 bis.- La selección será un proceso técnico de evaluación de los candidatos que incluirá, entre otros aspectos, la verificación de los requisitos solicitados en el perfil definido en el artículo anterior, entrevistas a los candidatos y la evaluación de los factores de mérito, de liderazgo y de las competencias específicas, cuya ponderación será determinada por cada sostenedor.

El proceso de evaluación deberá considerar el apoyo de asesorías externas registradas en la Dirección Nacional del Servicio Civil, con la finalidad de preseleccionar los candidatos que serán entrevistados por la comisión calificadora. Estas asesorías deberán ser elegidas por el miembro de la comisión calificadora del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o su representante y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.

Con posterioridad, la comisión calificadora deberá entrevistar a cada uno de los candidatos preseleccionados, proceso para el cual podrá contar con apoyo externo. Luego de ello, la comisión calificadora deberá presentar un informe con la nómina de los postulantes seleccionados. Dicha nómina contará con un mínimo de tres y un máximo de cinco candidatos, los que serán presentados al sostenedor quien podrá nombrar a cualquiera de ellos o declarar, previa resolución fundada, desierto el proceso de selección, caso en el cual se realizará un nuevo concurso.

En aquellas comunas que tengan menos de diez mil habitantes el número de integrantes de la nómina podrá contener dos candidatos si no hubiera más postulantes que cumplan con los requisitos.

El nombramiento del director del establecimiento educacional tendrá una duración de cinco años, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 34 de la presente ley.

Si el director designado renunciare dentro de los dos meses siguientes a su nombramiento, el sostenedor podrá designar a otro de los integrantes de la nómina presentada por la comisión calificadora para dicho cargo, sin necesidad de llamar a un nuevo concurso.

Un reglamento determinará los requisitos y las tareas que deberá cumplir la asesoría externa en el proceso de preselección, considerando la matrícula, la ruralidad y otras características del establecimiento educacional respectivo.".

19. Sustitúyese el artículo 33, por el siguiente:

"Artículo 33.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde su nombramiento definitivo, los directores de establecimiento educacionales suscribirán con el respectivo sostenedor o con el representante legal de la respectiva Corporación Municipal un convenio de desempeño.

Este convenio será público y en él se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el periodo y los objetivos de resultados a alcanzar por el director anualmente, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos así como las consecuencias de su cumplimiento e incumplimiento.

Asimismo, el convenio de desempeño deberá regular la forma de ejercer las atribuciones que la letra a) del artículo 7° bis de esta ley, entrega a los directores.

Los convenios tendrán una duración de 5 años contados desde el nombramiento del director del establecimiento educacional, al término de los cuales se deberá efectuar un nuevo concurso, en el que podrá postular el director en ejercicio. Estos concursos deberán realizarse con la anticipación necesaria para que el cargo no quede vacante.

En caso de que sea necesario reemplazar al director del establecimiento, ya sea por su ausencia o por encontrarse vacante el cargo, dicho reemplazo no podrá prolongarse más allá de seis meses desde que dejó de ejercer sus funciones, al cabo de los cuales obligatoriamente deberá llamarse a concurso.".

20. Reemplázase el artículo 34, por el siguiente:

"Artículo 34.- El Director del establecimiento educacional deberá informar al sostenedor, al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal y a la comunidad escolar, en diciembre de cada año, el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos establecidos en los convenios de desempeño. Asimismo, le informará de las alteraciones que se produzcan en los supuestos acordados, proponiendo los cambios y ajustes pertinentes a los objetivos iniciales. De mutuo acuerdo entre las partes podrá modificarse dicho convenio.

Corresponderá al Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda, determinar el grado de cumplimiento de los objetivos acordados.

El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal con aprobación del sostenedor podrá pedir la renuncia anticipada del director cuando el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el convenio de desempeño sean insuficientes de acuerdo a los mínimos que establezca. En este caso se deberá realizar un nuevo concurso sin perjuicio de lo establecido en el inciso cuarto del artículo 33.".

21. Agréganse los siguientes artículos:

"Artículo 34 A.- Los profesionales que hayan pertenecido a la respectiva dotación antes de asumir al cargo de director de establecimiento educacional, y  el cese de funciones se produzca por petición de renuncia, antes de concluir el plazo de nombramiento, y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal, podrá continuar desempeñándose en la dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once descontada la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley.

Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno, descontada la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley.

Artículo 34 B.- En los casos en que el director del establecimiento educacional haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, y termine el periodo de su nombramiento sin que vuelva a postular al concurso o en caso de que lo pierda, podrá continuar desempeñándose en la respectiva dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once.

Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.

Artículo 34 C.- Los profesionales de la educación que cumplan funciones de Subdirector, Inspector General y Jefe Técnico serán de exclusiva confianza del director del establecimiento educacional. Atendidas las necesidades de cada establecimiento educacional, el director podrá optar por no asignar todos los cargos a que hace referencia este inciso. En todo caso, quienes se desempeñen en estas funciones deberán cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 24 de esta ley.

El director podrá nombrar en los cargos mencionados en el inciso anterior a profesionales que pertenezcan a la dotación docente de la comuna respectiva. Tratándose de profesionales externos a la dotación docente de la comuna, el director del establecimiento educacional requerirá de la aprobación del sostenedor para efectuar sus nombramientos.

Cuando cesen en sus funciones los profesionales que hayan pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir los cargos a que se refiere este artículo, y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal, el sostenedor podrá optar entre que continúen desempeñándose en ella en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal sin derecho a la asignación establecida en el artículo 51 de esta ley; o a poner término a su relación laboral con  una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de once descontada la asignación que establece el artículo 51 de esta ley.

En los casos en que los profesionales no hayan pertenecido a la respectiva dotación, sólo tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses con un máximo de seis y un mínimo de uno.

Artículo 34 D.- Los Jefes de los Departamentos de Administración de Educación Municipal, sea cual fuere su denominación, serán nombrados mediante un concurso público.

Dichos funcionarios serán nombrados por el sostenedor entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta por el Sistema de Alta Dirección Pública mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico. La administración de este proceso corresponderá y será de cargo del Consejo de Alta Dirección Pública.

Para estos efectos se constituirá una comisión calificadora que estará integrada por el sostenedor o su representante; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por el propio Consejo; y un director de establecimiento educacional municipal de la respectiva comuna que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo. En caso de no existir directores que cumplan con estas características, el sorteo se realizará entre los directores de todos los establecimientos municipales de la comuna.

Artículo 34 E.- El sostenedor deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo. 

A estos concursos podrán postular aquellos profesionales que estén en posesión de un título profesional o licenciatura de al menos ocho semestres. En los casos en que la persona nombrada como Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal no sea profesional de la educación, dicho Departamento deberá contar con la asesoría de un docente encargado del área técnico-pedagógica.

Desde la fecha de publicación del concurso, deberá estar disponible para todos los interesados la proposición de convenio de desempeño.

Si el Jefe del Departamento de Administración de Educación  Municipal renunciare dentro de los dos meses siguientes a su nombramiento, el sostenedor podrá designar a otro de los integrantes de la terna presentada por la comisión calificadora para dicho cargo, sin necesidad de llamar a un nuevo concurso.

Artículo 34 F.- Dentro del plazo máximo de treinta días contado desde su nombramiento definitivo, los Jefes del Departamento de Administración de Educación Municipal suscribirán el convenio de desempeño con el respectivo sostenedor.

Este convenio será público y en él se incluirán las metas anuales estratégicas de desempeño del cargo durante el periodo y los objetivos de resultados a alcanzar anualmente, con los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento de los mismos así como las consecuencias de su cumplimiento e incumplimiento. De mutuo acuerdo entre las partes podrá modificarse dicho convenio.

El Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal deberá informar al sostenedor y al concejo municipal anualmente el grado de cumplimiento de las metas y los objetivos. Asimismo, le informará de las alteraciones que se produzcan en los supuestos acordados, proponiendo los cambios y ajustes pertinentes a los objetivos iniciales.

Los nombramientos tendrán una duración de 5 años, al término de los cuales se deberá efectuar un nuevo concurso, en el que podrá postular el titular en ejercicio. Estos concursos deberán realizarse con la anticipación necesaria para que el cargo no quede vacante.

El sostenedor determinará anualmente el grado de cumplimiento de los objetivos acordados en el convenio de desempeño. Cuando éstos sean insuficientes de acuerdo a los mínimos establecidos podrá pedir la renuncia anticipada del Jefe del Departamento Administración de Educación Municipal. En estos casos se deberá realizar un nuevo concurso.

En caso de que sea necesario reemplazar al Jefe del Departamento de Administración de Educación  Municipal, ya sea por su ausencia o por encontrarse vacante el cargo, dicho reemplazo no podrá prolongarse más allá de seis meses desde que dejó de ejercer sus funciones, al cabo de los cuales obligatoriamente deberá llamarse a concurso.

Artículo 34 G.- Los Jefes del Departamento de Administración de Educación Municipal gozarán de una asignación de administración de educación municipal.

Esta asignación se aplicará sobre la remuneración básica mínima nacional para docentes de enseñanza media y alcanzará los siguientes porcentajes mínimos de acuerdo a la matrícula municipal total de la comuna. En caso de que ésta sea de 399 o menos alumnos, será de un 25%; en caso de que sea de entre 400 y 799 alumnos, la asignación será de un 75%; en caso de que sea de 800 a 1199 alumnos, dicha asignación será de un 150%; y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos será de un 200%.

La asignación establecida en el inciso anterior, se calculará anualmente considerando el promedio de la asistencia media del año anterior que reciba subvención escolar.

Artículo 34 H.- Los profesionales que hayan pertenecido a la respetiva dotación antes de asumir al cargo de Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal, y el cese de sus funciones se produzca por petición de renuncia, antes de concluir el plazo de nombramiento y no concurra una causal derivada de su responsabilidad administrativa, civil o penal podrá continuar desempeñándose en la dotación docente en caso de que exista disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley. En el caso de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once descontada la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley.

Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno, descontada la asignación establecida en el artículo 34 G.

Artículo 34 I.- En los casos en que el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, y termine el periodo de su nombramiento sin que vuelva a postular al concurso o en caso de que lo pierda, podrá continuar desempeñándose en la respectiva dotación docente si existe disponibilidad, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º de esta ley en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación Municipal, sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G de esta ley. En el evento de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o cuando por resolución del sostenedor se determine que deba dejar de pertenecer a la dotación municipal, tendrá derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicio en la respectiva municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses con un máximo de once.

Cuando la causal de término de la relación laboral referida en el inciso anterior se aplique a profesionales que no pertenecían a la respectiva dotación docente tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.

Artículo 34 J.- En aquellas comunas que tengan menos de 1200 alumnos matriculados en establecimientos educacionales municipales, los concursos para Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal serán convocados y administrados por las municipalidades. Ésta pondrá todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.

La selección del Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal deberá someterse al procedimiento establecido para la selección de directores de establecimientos educacionales, contemplado en los artículos 31 bis y siguientes de esta ley, con excepción de la integración de la composición de la comisión calificadora. En estos casos dicha comisión deberá estar compuesta por el sostenedor o su representante; un miembro del Consejo de Alta Dirección Pública, creado en la ley Nº 19.882, o un representante de este Consejo elegido de una lista de profesionales aprobada por éste; y un director de establecimiento educacional municipal de la respectiva comuna que haya sido designado por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo. En caso de no existir directores que cumplan con estas características, el sorteo se realizará entre los directores de todos los establecimientos municipales de la comuna.

En las situaciones a que se refiere este artículo, el número de integrantes de la nómina podrá contener dos candidatos si no hubiera más postulantes que cumplan con los requisitos.".

22. Elimínase en el inciso segundo del artículo 46 la frase:

"El reglamento y sus modificaciones serán comunicados a la Dirección Provincial de Educación.".

23. Elimínase el punto final (.) del inciso segundo del artículo 47 y agrégase la siguiente frase "y a la evaluación que realicen según lo establecido en el artículo 70 bis.".
24. Modifícase el artículo 51 de la siguiente forma:

a) En el inciso primero reemplázase la frase "hasta los siguientes porcentajes máximos" por la siguiente frase: "los siguientes porcentajes mínimos".

b) En el inciso segundo agrégase a continuación de la palabra "cuenta" la expresión ", entre otras,".

c) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto:

"Tratándose de establecimientos educacionales con una matrícula total de entre 400 y 799 alumnos la asignación para su director será de un 37,5%. Si el establecimiento tuviese una matrícula total de 800 a 1199 alumnos dicha asignación será de un 75% y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos será de un 100%. Con todo, en el caso de establecimientos educacionales con una matrícula total de hasta 150 alumnos la asignación de responsabilidad directiva y de responsabilidad técnico pedagógica no podrá exceder los porcentajes establecidos en el inciso primero. Tratándose de establecimientos educacionales con una matrícula superior a 150 alumnos e inferior a 400, la asignación del director no podrá exceder de 37,5%.  

La asignación establecida en el inciso anterior, se calculará anualmente considerando el promedio de la asistencia media del año anterior que reciba subvención escolar.

Los establecimientos educacionales de alta concentración de alumnos prioritarios, recibirán las siguientes asignaciones adicionales: en los establecimientos educacionales con una matrícula total de entre 400 y 799 alumnos, la asignación para su director será de un 37,5%. Si el establecimiento tuviese una matrícula total de 800 a 1199 alumnos, dicha asignación será de un 75%, y si tuviese una matrícula total de 1200 o más alumnos, será de un 100%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.

En ningún caso los profesionales que desempeñen cargos directivos y técnico-pedagógicos de un establecimiento educacional podrán percibir asignaciones mayores a las del director del mismo establecimiento.".

25. Modifícase el artículo 70 de la siguiente forma:

a) Reemplázase el inciso séptimo, por el siguiente: 



"Cada vez que un profesional de la educación resulte evaluado con desempeño insatisfactorio deberá ser sometido al año siguiente a una nueva evaluación, pudiendo el sostenedor exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. Si el desempeño en el nivel insatisfactorio se mantuviera en la segunda evaluación consecutiva, el profesional de la educación dejará de pertenecer a la dotación docente. Los profesionales de la educación que resulten evaluados con desempeño básico deberán evaluarse al año subsiguiente, pudiendo el sostenedor exigirle que deje la responsabilidad de curso para trabajar durante el año en su plan de superación profesional, debiendo el empleador asumir el gasto que representa el reemplazo del docente en aula. En caso de que resulten calificados con desempeño básico en tres evaluaciones consecutivas o, en forma alternada con desempeño básico o insatisfactorio durante tres evaluaciones consecutivas, dejará de pertenecer a la dotación docente.”.”.

b) Agrégase el siguiente inciso octavo, pasando el octavo a ser noveno y así sucesivamente:

"Para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo letra a) del artículo 7° bis de esta ley, se entenderá por mal evaluado a quienes resulten evaluados con desempeño insatisfactorio o básico.".

26. Sustitúyese el artículo 70 bis, por el siguiente:

"Artículo 70 bis.- Sin perjuicio de la evaluación docente establecida en el artículo 70, los sostenedores podrán crear y administrar  sistemas de evaluación que complementen a los mecanismos establecidos en esta ley para los docentes que se desempeñen en funciones de docencia de aula.

Asimismo, podrán evaluarse mediante estos sistemas quienes no ejerzan funciones de docencia de aula y quienes se desempeñen en funciones en los Departamentos de Administración de Educación Municipal.

Los mecanismos, instrumentos y la forma de ponderar los resultados de la evaluación deberán ser transparentes. Estos  contemplarán la medición de factores tales como habilidades personales, conductas de trabajo, conocimientos disciplinarios y nivel de aprendizaje de los alumnos, debiendo garantizar la objetividad en las calificaciones. Estas evaluaciones podrán ser llevadas a cabo directamente o a través de terceros.".

27. Modifícase el artículo 72 de la siguiente forma:

a) En el inciso primero:

i. Reemplázase la letra b), por la siguiente:

"b) Por falta de probidad, conducta inmoral, establecidas fehacientemente en un sumario, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 127 al 143 de la ley N° 18.883, en lo que fuere pertinente, considerándose las adecuaciones reglamentarias que correspondan.

En el caso que se trate de una investigación o sumario administrativo que afecte a un profesional de la educación, la designación del fiscal recaerá en un profesional de la respectiva Municipalidad o Departamento de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, designado por el sostenedor.".

ii. Agrégase en la letra c), el siguiente párrafo segundo: 

"Se entenderá por no concurrencia en forma reiterada la inasistencia del trabajador a sus labores sin causa justificada durante dos días seguidos, dos lunes en el mes o un total de tres días durante igual período de tiempo.".

iii. Agrégase el siguiente párrafo segundo a la letra h):

"Se entenderá por salud incompatible, haber hecho uso de licencia médica en un lapso continuo o discontinuo superior a seis meses en los últimos dos años, exceptuando las licencias por accidentes del trabajo, enfermedades profesionales o por maternidad.".

iv. Agrégase la siguiente letra l):

"l) Por disposición del sostenedor, a proposición del director del establecimiento en el ejercicio de la facultad contemplada en el inciso tercero letra a) del artículo 7° bis de esta ley, tratándose de los docentes mal evaluados en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de esta ley. Para estos efectos, los establecimientos que contaren con menos de 20 docentes podrán poner término anualmente a la relación laboral de un docente.".

b) Reemplázase en el inciso segundo la letra "i)" por la letra "j)" y sustitúyese la conjunción "e", que la antecede por "y".

c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

"

“Tratándose de los casos establecidos en las letras b) y c) precedentes, se aplicará lo establecido en el artículo 134 de la ley N° 18.883.”.”.

28. Modifícase el artículo 73, de la siguiente forma:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la letra "i)" por la letra "j)".

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

"Para determinar al profesional de la educación que, desempeñando horas de una misma asignatura o de igual nivel y especialidad de enseñanza, al que en virtud de lo establecido en el inciso anterior deba ponérsele término a su relación laboral, se deberá proceder, en primer lugar, con quienes tengan sesenta o más años si son mujeres o sesenta y cinco o más años si son hombres, y no se encuentren calificados como destacados o competentes; en segundo lugar, con los profesionales que se encuentren en edad de jubilar, independiente de su calificación. Se proseguirá con los profesionales que, no encontrándose en edad de jubilar, sean calificados como insatisfactorios o básicos; en seguida, con quienes tengan salud incompatible para el desempeño de la función, en los términos señalados en la letra h) del artículo 72; finalmente, se ofrecerá la renuncia voluntaria a quienes se desempeñan en la misma asignatura, nivel o especialidad de enseñanza en que se requiere disminuir horas, si lo anterior no fuere suficiente. Lo anterior será independiente de la calidad de titulares o contratados de los docentes.".

c) Suprímense los incisos tercero y cuarto.

29. Agrégase el siguiente artículo 73 bis:

"Artículo 73 bis.- Los docentes que dejen de pertenecer a la dotación docente como consecuencia de la causal establecida en la letra g) del artículo 72 de la presente ley, tendrán derecho a una bonificación de cargo del Ministerio de Educación. Los docentes que dejen de pertenecer a la dotación docente como consecuencia de la causal establecida en la letra l) del artículo 72 de la presente ley, tendrán derecho a una bonificación de cargo del empleador. En ambos casos, esta bonificación se calculará de la siguiente forma:

a) Si el promedio mensual de las 12 últimas remuneraciones anteriores al mes en que el profesional de la educación dejó de pertenecer a la dotación docente del sector municipal es inferior a 14,32 unidades tributarias mensuales, el bono será de 79,58 unidades tributarias mensuales.

b) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra anterior es igual o superior a 14,32 unidades tributarias mensuales e inferior a 19,10 unidades tributarias mensuales, el bono será de 120,97 unidades tributarias mensuales.

c) Si el promedio de remuneraciones señalado en la letra a) es igual o superior a 19,10 unidades tributarias mensuales e inferior a 23,87 unidades tributarias mensuales, el bono será de 135,29 unidades tributarias mensuales.

d) Si el promedio de remuneraciones antes señalado es igual o superior a 23,87 unidades tributarias mensuales el bono será de 143,25 unidades tributarias mensuales.

Sin perjuicio de lo anterior, si el profesional hubiese pactado con su empleador una indemnización a todo evento conforme al Código del Trabajo, tendrá derecho a la indemnización pactada si ésta fuese mayor.

Los profesionales de la educación que deban ser evaluados de conformidad al artículo 70 de esta ley, y se negaren a ello sin causa justificada, se presumirán evaluados en el nivel de desempeño insatisfactorio, no tendrán derecho a los planes de superación profesional, mantendrán su responsabilidad de curso y la obligación de evaluarse al año siguiente.

Quienes se hayan negado a ser evaluados de acuerdo al mecanismo establecido en el artículo 70 de la presente ley no tendrán derecho a bonificación o indemnización alguna.

Este bono se pagará por una sola vez a los profesionales de la educación señalados en este artículo, en el mes subsiguiente a aquel en que dejen de pertenecer a la dotación docente del sector municipal, no será imponible ni tributable, será incompatible con cualquier otro beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento.".

30. Reemplázase el inciso primero del artículo 74, por el siguiente:

"Dentro de los 5 años siguientes a la percepción de las indemnizaciones a que se refieren los artículos 73 y 73 bis, el profesional de la educación que la hubiere recibido, sea en forma parcial o total, no podrá ser incorporado a la dotación docente de la misma Municipalidad o Corporación.".

31.- Introdúcense  las siguientes modificaciones al artículo 75:

a) Reemplázase en su inciso primero, la frase "refiere el artículo 73" por la siguiente "refieren los artículos 73 y 73 bis”.

b) Sustituyese el inciso segundo por el siguiente:

“Si el profesional de la educación estima que la Municipalidad o Corporación, según corresponda, no observó en su caso, las condiciones y requisitos que señalan las causales de término de la relación laboral establecidas en la presente ley, incurriendo por tanto en una ilegalidad, podrá reclamar por tal motivo ante el tribunal de trabajo competente, dentro de un plazo de 60 días contados desde la notificación del cese que le afecta y solicitar la reincorporación en sus funciones. En caso de acogerse el reclamo, el juez ordenará la reincorporación del reclamante.”.”.

32. Eliminánse del artículo 77 sus incisos segundo y tercero.

Artículo 2º.- Reemplázase el artículo 15 de la ley N° 19.715 por el siguiente:

"Artículo 15.- La Asignación de Excelencia Pedagógica se pagará a los docentes de aula, conforme a tramos a los que accederán de acuerdo al resultado que hayan obtenido en la evaluación que da origen a esta asignación y el grado de concentración de alumnos prioritarios del establecimiento en que se desempeñe. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.

Esta asignación tendrá el carácter de imponible y tributable y tendrá una duración de 4 años contados desde el mes de marzo del año de la postulación, salvo que, con anterioridad al término de los 4 años, el profesional obtenga una nueva acreditación en el mismo u otro tramo, caso en el cual comenzará a regir un nuevo período de 4 años.".

Artículo 3º.- Créase un fondo para el financiamiento de las asesorías externas para efectos de implementar el mecanismo de selección directiva establecidas en el artículo 31 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.

Un reglamento determinará los requisitos para acceder a estos recursos y su forma de distribución.

El Fondo a que se refiere este artículo tendrá una duración de 5 años contados desde la entrada en vigencia de esta ley.

Artículo 4°.- Créase por una sola vez una asignación denominada "bono especial para docentes jubilados", en adelante el bono, con el objeto de reconocer a aquellos docentes que se encuentren jubilados a diciembre de 2010.

Tendrán derecho a percibir este bono aquellos profesionales de la educación que registren 300 o más meses de cotizaciones continuas o discontinuas en uno o más de los sistemas de pensiones en Chile y que hayan trabajado por un mínimo de 10 años en establecimientos educacionales fiscales o en establecimientos municipales administrados directamente o a través de corporaciones municipales y que la suma de sus pensiones y beneficios previsionales sean inferiores o iguales a $250.000 mensuales brutos. Para estos efectos se considerarán todo tipo de pensiones y beneficios previsionales, cualquiera sea su naturaleza y origen. Se calcularán en base al valor promedio que la suma de ellos hayan tenido en los últimos 6 meses.

En los casos en que la suma de las pensiones y beneficios previsionales sean inferiores o iguales a $150.000 mensuales brutos serán beneficiarios de un bono único de $2.000.000.

En los casos en que la suma de las pensiones y beneficios previsionales sean superiores a $150.000 y menores o iguales a $ 200.000 mensuales brutos, serán beneficiarios de un bono único de $1.500.000.  Tratándose de pensiones y beneficios previsionales cuyas sumas sean superiores a $200.000 y menores o iguales a $250.000, serán beneficiarios de un bono único de $1.000.000.

El bono precedente no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.  No serán beneficiarios de este bono quienes hayan obtenido beneficios superiores a los $2.000.000 por la aplicación de cualquiera de las siguientes disposiciones: con lo establecido en los artículos segundo y tercero transitorio de la ley Nº 20.158; con lo establecido en el artículo sexto transitorio de la ley Nº 19.933; con lo establecido en el artículo tercero transitorio de la ley Nº 19.715; con lo establecido en la ley 19.504, y con lo establecido en los artículos 8° y 9° transitorios de la ley Nº 19.410.

El mecanismo de acreditación de los requisitos establecidos para el otorgamiento de este bono, su forma de implementación y de pago será fijado a través de un reglamento del Ministerio de Educación suscrito por el Ministerio de Hacienda.

No existirán beneficiarios de este bono en caso de fallecimiento del profesional de la educación que podría haber sido causante del beneficio, siendo este intransmisible.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:

1. Modifícase el artículo 9°, en el siguiente sentido:

i. Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:

"Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 9°(incluye incrementos fijados por leyes Nos. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. por aplicación del factor artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	1,74265
	0,17955
	1,9222

	Educación Parvularia (2° Nivel de Transición)
	1,74265
	0,17955
	1,9222

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,74658
	0,17997
	1,92655

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,89565
	0,19546
	2,09111

	Educación Especial Diferencial
	5,79658
	0,59727
	6,39385

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	4,96143
	0,59727
	5,5587

	Educación Media Humanístico- Científica
	2,11678
	0,21818
	2,33496

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,13727
	0,32402
	3,46129

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	2,4474
	0,25252
	2,69992

	Educación Media Técnico- Profesional Comercial y Técnica
	2,19518
	0,22634
	2,42152

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,71879
	0,13317
	1,85196

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,93046
	0,13317
	2,06363

	Educación Media Humanístico- Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823

	Educación Media Técnico- Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,36078
	0,18363
	2,54441

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,89313
	0,18363
	3,07676

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,1371
	0,18363
	2,32073

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,22211
	0,18363
	2,40574

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823


ii. Sustitúyese el inciso noveno, por el siguiente:

"En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en factor artículo 9° en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. factor  artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica 3º a 8º años
	2,43079
	0,24655
	2,67734

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,90192
	0,29481
	3,19673

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,91566
	0,40013
	4,31579

	Educación Media Técnico- Profesional Industrial
	3,06363
	0,31177
	3,3754

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,90192
	0,29481
	3,19673


iii) Reemplázase el inciso undécimo, por el siguiente:

"Los establecimientos educacionales que atiendan alumnos de educación especial de 3º a 8º años, o su equivalente, beneficiarios de la subvención especial diferencial, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 7,39674 más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933 que corresponde a 0,74991 U.S.E., en total 8,14665 U.S.E. En el caso de los alumnos de educación especial beneficiarios de la subvención de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, integrados en un establecimiento de enseñanza regular que funcione en régimen de jornada escolar completa, el valor unitario de la subvención educacional (U.S.E.) por alumno será de 6,33267 más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 0,74991 U.S.E, en total 7,08258 U.S.E.".

2) Modifícase el artículo 12, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:

"No obstante, aquellos establecimientos rurales que al 30 de junio de 2004 estén ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico extremo y tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos percibirán una subvención mínima de 55,32110 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 5,18320 U.S.E., en total 60,50430 U.S.E., y el incremento a que se refiere el artículo 11. Los establecimientos a que se refiere este inciso serán determinados por decreto del Ministerio de Educación.".

b) Reemplázase el inciso quinto, por el siguiente:

"Los establecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso anterior, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna percibirán una subvención mínima de 68,49479 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el factor del artículo 7º de la ley Nº 19.933, que corresponde a 6,42472 U.S.E., en total 74,91951 U.S.E., y el incremento a que se refiere el artículo 11.".

3) Sustitúyese el artículo undécimo transitorio, por el siguiente:

"Artículo undécimo transitorio.- El valor unitario mensual por alumno a que se refiere el artículo 9° de esta ley, para la educación de adultos de aquellos cursos que aún no apliquen el nuevo marco curricular establecido en el decreto supremo N° 239, de 2004, de Educación, será el siguiente, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.):

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes Nºs. 19.662 y 19.808
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 7º ley Nº 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica de Adultos
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Media Humanístico-Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 20 y no más de 25 horas semanales presenciales de clases)
	1,47211
	0,15128
	1,62339

	Educación Media Humanístico-Científica y Técnico Profesional de Adultos (con a lo menos 26 horas semanales presenciales de clases)
	1,78262
	0,18363
	1,96625


Artículo 6°.- Modifícase el artículo 8° de la ley N° 19.979, como sigue:

a)En el inciso segundo, agrégase la siguiente letra f):

”f) Enfoque y metas de gestión del Director del establecimiento, en el momento de su nominación, y los informes anuales de evaluación de su desempeño.".

b) En la letra d) del inciso tercero, agrégase la siguiente frase final:"La evaluación del equipo directivo y las propuestas que hará el Director al sostenedor deben ser dialogados en esta instancia.".

Artículo 7°.- Derógase el artículo 36 de la ley Nº 20.079.

Artículo 8°.- Modifícase el artículo 11 de la ley Nº 20.159 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase "originados por el ajuste de su dotación docente de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación" por la siguiente "contemplados en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación y en el plan de retiro y las indemnizaciones contempladas en la Ley de Calidad y Equidad de la Educación, así como los originados por el término de la relación laboral del personal no docente.".

b) En el inciso tercero sustitúyase la frase "percibida en el mes anterior al anticipo" por "percibida en el mes de febrero del año en que se otorga el anticipo" y agrégase luego de la frase “no podrán exceder,” la siguiente frase “por aplicación de ésta u otras leyes,”.

Artículo 9.- El Ministerio de Educación distribuirá $30.000 millones entre los municipios y corporaciones municipales para financiar el plan de retiro dispuesto en el artículo noveno transitorio y siguientes y los demás gastos necesarios para poner término a la relación laboral de quienes se beneficien de dicho plan.  Dichos recursos se entregarán de acuerdo a la siguiente tabla:

	Año
	Monto(en millones)

	2011
	$ 20.000

	2012
	$10.000


Para efectos de la distribución de los recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la  Dirección de Presupuestos, establecerá el monto al que anualmente accederá cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará:

- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.

- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.

- Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.

 En el caso que los recursos otorgados en virtud del inciso primero no sean suficientes para financiar el plan de retiro dispuesto en el artículo noveno transitorio y siguientes y los demás gastos necesarios para poner término a la relación laboral de los beneficiarios de dicho plan, podrá utilizarse el mecanismo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.159.

Artículo 10.- Luego de financiado el plan de retiro del articulo noveno transitorio y siguientes, los recursos mencionados en el inciso primero del articulo anterior que quedaran disponibles deberán ser destinados al pago de los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la presente ley. 

En caso que hubiesen recursos disponibles, luego de pagados las obligaciones que establece este artículo, dichos recursos deberán ser utilizados en otros usos asociados a la gestión educacional.

Artículo 11.- La utilización de los recursos obtenidos en virtud de esta ley a fines diferentes de los indicados expresamente en el artículo 10 de esta ley, por parte de la municipalidad o corporación correspondiente, será sancionada de conformidad a la escala de penas establecida en el artículo 233 del Código Penal. Sin perjuicio de lo anterior, los alcaldes de aquellas municipalidades que incurran en una aplicación indebida de los fondos percibidos de conformidad a esta ley, incurrirán en la causal de notable abandono de sus deberes conforme a lo establecido en la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado  en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior.

Artículo 12.- Modifícase la ley N° 20.248, de la siguiente manera:

a) Sustitúyese, en el artículo 1° la frase “educación parvularia y educación  general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media.”.

b) En el número 3 del artículo 8°, agrégase a continuación de la expresión ”todos los alumnos,”, lo siguiente: ”y contratación de personal idóneo para el logro de las acciones mencionadas en este número,”.

c) Elimínase en el artículo 11,  inciso primero, la siguiente frase:”de 4º y 8º básico, según corresponda,”.

d) Reemplázase en el artículo 14 el cuadro de Valor de Subvención en USE por el siguiente:

Valor Subvención en USE:

	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media

	A: Establecimientos educacionales autónomos
	1.4
	0.93
	0.47
	0.47

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0.7
	0.465
	0.235
	0.235



e) Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma:


i. Sustitúyese la tabla incluida en el inciso segundo por la siguiente:

	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del establecimiento educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° básico (USE)
	5° y 6° año básico (USE)
	7° y 8° año básico (USE)
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media (USE)

	60% o más
	0,302
	0,202
	0,101
	0,101

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,179
	0,090
	0,090

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,134
	0,067
	0,067

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,078
	0,040
	0,040


ii. Sustitúyese, en el inciso cuarto la frase “educación parvularia y educación general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media”.


iii. Sustitúyese, en el inciso quinto la frase “educación parvularia y educación general básica.” por la siguiente “educación parvularia, educación general básica y enseñanza media”.


f) Sustitúyese en el artículo 18, inciso primero la frase:”aplicados al 4º y 8º año de educación general básica, según corresponda, durante el periodo a que se refiere el artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio de Educación.” por la siguiente frase: “a que se refiere el artículo 37 de la Ley General de Educación.”


g) Reemplázase el inciso cuarto del artículo 20 por el siguiente:


“Este aporte adicional será de 0,7 USE por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 4º año de la educación general básica; de 0,465 USE en el caso de los alumnos que cursen 5º y 6º año de la educación general básica; de 0,235 USE por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica; y de 0,235 USE por los alumnos que cursen desde el 1° hasta 4° enseñanza media.”.


h) Agrégase el siguiente artículo duodécimo transitorio:


“Artículo duodécimo transitorio.- Los niveles de primer año de enseñanza media a 4° año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en esta ley, a razón de un nivel por año, comenzando el año escolar 2014 con primer año de enseñanza media.”.

Artículo 13. Reemplázase la tabla de la letra h) del artículo 46, de la ley N° 20.370, General de Educación, por la siguiente:

	Matrícula proyectada

(cantidad de alumnos)
	Monto a acreditar

(unidades de fomento)

	0 – 100
	200

	101 – 200
	300

	201 – 400
	600

	401 – 600
	1000

	601 o más
	1400”.


Artículo 14.- Agrégase en la ley  N° 19.933 el siguiente artículo 17 bis, nuevo:

“Artículo 17 bis.- Los profesionales de la educación que reciban la Asignación Variable por Desempeño Individual establecida en el artículo precedente, mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán dicha asignación aumentada en un 30%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.

En los casos de los establecimientos que atiendan alumnos que cursen entre primero y cuarto año de educación media y, por tanto no hayan sido identificados como prioritarios de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.248, el cálculo de la concentración de alumnos prioritarios a que se refiere el inciso anterior se hará en la forma que determine un reglamento dictado por el  Ministerio de Educación, suscrito por el Ministerio de Hacienda.”.”.

Artículo 15.- Agrégase el siguiente artículo 4° bis, nuevo, a la ley N° 19.464:

“Artículo 4° bis.- Los asistentes de la educación tienen derecho a trabajar en un ambiente tolerante y de respeto mutuo. Del mismo modo, tienen derecho a que se respete su integridad física, psicológica y moral, no pudiendo ser objeto de tratos vejatorios, degradantes o maltratos psicológicos por parte de los demás integrantes de la comunidad educativa. A participar de las instancias colegiadas de ésta, y a proponer las iniciativas que estimaren útiles para el progreso del establecimiento en los términos previstos por la normativa interna.

Revestirá especial gravedad todo tipo de violencia física o psicológica cometida por cualquier medio, incluyendo los tecnológicos y cibernéticos, en contra de los asistentes de la educación.”.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Los sostenedores podrán optar por convocar a nuevos concursos a través de los sistemas de selección establecidos en los artículos 31 bis y siguientes y 34 D y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, aun cuando los Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales no hayan completado sus períodos de nombramiento. Éstos se mantendrán en sus cargos hasta el nombramiento de los nuevos profesionales, de acuerdo a los sistemas de selección mencionados.

Con posterioridad a los nombramiento referidos en el inciso anterior los Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales permanecerán en la dotación docente por el mismo número de horas que servían, manteniendo las asignaciones que les correspondían hasta el cumplimiento del periodo para el cual habían sido nombrados, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del mencionado decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación.

Cuando los Jefes de los Departamentos de Administración de Educación Municipal y los directores de establecimientos educacionales cumplan el período para el cual habían sido contratados el sostenedor podrá optar entre que continúen en la dotación docente desempeñándose en las mismas funciones mencionadas en el inciso anterior por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar, sin derecho a percibir las asignaciones de los artículos  34 G  y 51 del mencionado decreto con fuerza de ley; o ponerle término a su relación laboral en cuyo caso tendrán derecho a las indemnizaciones, establecidas en el artículo 73 de citado decreto con fuerza de ley.

Artículo segundo.- Una vez finalizado el periodo de nombramiento de aquellos Jefes de los Departamentos de Administración de la Educación Municipal y directores de establecimientos educacionales que al publicarse esta ley se encontraren ejerciendo sus cargos y cuyos sostenedores no hubiesen adelantado sus concursos de acuerdo a lo prescrito en el artículo primero transitorio de esta ley, el sostenedor podrá optar entre que continúen desempeñándose, en el caso de existir disponibilidad en la dotación docente, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación, por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar, o ponerles término a sus relaciones laborales en cuyo caso tendrán derecho a las indemnizaciones, establecidas en el artículo 73 del mencionado decreto.

Artículo tercero.- Los Subdirectores, Inspectores Generales y Jefes Técnicos de establecimientos educacionales que estuvieren en ejercicio al publicarse esta ley podrán mantenerse en su cargos, cuando así lo decida el director.

Cuando el director cambie a alguno de dichos funcionarios de los mencionados cargos, estos permanecerán en la dotación docente de la respectiva municipalidad por el mismo número de horas que servían, manteniendo las asignaciones que les correspondían hasta el cumplimiento del periodo para el cual habían sido nombrados, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del mencionado decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación.

Al término del periodo de su nombramiento, el sostenedor podrá optar entre que continúe desempeñándose, en el caso de existir disponibilidad en la dotación docente, en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5º del citado  decreto con fuerza de ley, en establecimientos educacionales de la misma Municipalidad o Corporación, por el mismo número de horas que servían sin necesidad de concursar; o ponerle término a sus relaciones laborales en cuyo caso tendrán derecho a la indemnización establecidas en el artículo 73 del mencionado decreto.

En el caso que el Jefe Técnico del establecimiento educacional no haya sido nombrado por un plazo fijo, se considerará que faltan tres años para el fin de su nombramiento contados desde la fecha de publicación de esta ley.

Artículo cuarto.- Las modificaciones establecidas en el artículo 1º de esta ley regirán a contar del día 1 del tercer mes desde su publicación.

Con todo, lo dispuesto en los artículos 7° bis a), 34 C, 34 G y 51 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, sólo será aplicable a quienes ingresen a la dotación docente a través de los nuevos mecanismos de selección que contempla esta ley o en virtud de su nombramiento como personal de exclusiva confianza de los directores de establecimientos educacionales.



Mientras no entre a regir el reglamento a que se refiere el artículo 31 bis del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que establece las normas de constitución y funcionamiento de las comisiones calificadoras para la selección de directores, se mantendrán los mecanismos de selección vigentes a la fecha de publicación de esta ley. Lo establecido en el mencionado cuerpo legal no será aplicable a los concursos de selección de directores que se hayan iniciado y que se encuentren en trámite con anterioridad a la vigencia del mencionado reglamento.

Quienes a la fecha de publicación de esta ley perciban asignaciones de responsabilidad directiva y técnico-pedagógica las mantendrán de acuerdo a la legislación vigente a dicha fecha y por el plazo que les faltare para completar su período de nombramiento.

Artículo quinto.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo cuarto transitorio, los directores de establecimientos educacionales que hayan obtenido dentro de los últimos dos años la subvención por desempeño de excelencia, establecida en el artículo 15 de la ley N° 19.410, tendrán las facultades establecidas en los artículos 7° bis a) y 34 C del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, a contar de la fecha de publicación de esta ley.

Artículo sexto.- El pago de las indemnizaciones establecidas en el decreto con fuerza de ley Nº 1,  de 1997, del Ministerio de Educación, se entenderá postergado hasta el cese definitivo de los servicios en la respectiva dotación docente municipal, en los casos en que concurra alguna causa que otorgue derecho a percibirlo.

Artículo séptimo.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 15 de la ley N° 19.715, los profesionales de la educación que a la fecha de su publicación estén acreditados como profesores de excelencia pedagógica, según lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2002, del Ministerio de Educación, mantendrán la asignación de acuerdo a la normativa vigente al momento de su obtención.

Los profesionales mencionados en el inciso anterior podrán postular a la asignación contemplada en el artículo 15 de la ley referida debiendo ajustarse a la normativa vigente.

Artículo octavo.- Facúltase al Presidente de la República para dictar, en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, el que también deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, que contenga las normas necesarias para reestructurar el funcionamiento, el monto de los beneficios y el número de beneficiarios de la Asignación de Excelencia Pedagógica, a que se refiere el artículo 15 de la ley N° 19.715.

Dicho decreto con fuerza de ley deberá considerar para los pagos de la asignación de excelencia pedagógica los resultados que hayan obtenido en el examen de acuerdo a lo establecido en la siguiente tabla:

	TRAMO DE LOGROS
	MONTO MENSUAL JORNADA 44 HORAS SEMANALES

	Primero
	$150.000

	Segundo
	$100.000

	Tercero
	$50.000


Los profesionales de la educación que reciban esta asignación y mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán la asignación aumentada en un 40%. Para estos efectos, se entenderá por establecimiento educacional de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60% de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N° 20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior sólo tendrán derecho a las asignaciones mencionadas quienes superen el puntaje mínimo que para cada tramo determine el Ministerio de Educación.

Lo dispuesto en este artículo será aplicable a partir del año 2012.

Artículo noveno.- Establécese una bonificación por retiro voluntario para los profesionales de la educación que durante el año escolar 2011 pertenezcan a la dotación docente del sector municipal, ya sea administrada directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, sea en calidad de titulares o contratados, y que al 31 de diciembre de 2012 tengan sesenta o más años de edad si son mujeres, o sesenta y cinco o más años de edad si son hombres, y renuncien a la dotación docente del sector municipal a que pertenecen, respecto del total de horas que sirven.

Los profesionales de la educación que deseen acogerse al beneficio anterior deberán formalizar su renuncia voluntaria con carácter irrevocable ante el sostenedor respectivo, acompañada del certificado de nacimiento correspondiente, hasta el 1 de diciembre del 2012, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos cuarto y sexto de este artículo.

Esta bonificación tendrá un monto de hasta $ 20.000.000 (veinte millones de pesos), y será proporcional a las horas de contrato y los años de servicio en la respectiva dotación docente o fracción superior a seis meses con un máximo de once años. El monto máximo de la bonificación corresponderá al profesional de la educación que renuncie voluntariamente durante el período comprendido entre la entrada en vigencia  de esta ley y el 31 de julio de 2012, que tenga once años o más de servicio en la respectiva dotación docente y un contrato por 44 horas.

Los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso primero, formalicen su renuncia dentro del plazo a que se refiere el inciso anterior, tendrán derecho al ciento por ciento de la bonificación, que se calculará proporcionalmente a las horas de contrato que sirvan y la antigüedad en la respectiva dotación, considerando un máximo de once años.

La bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible con toda indemnización o bonificación que, por concepto de término de la relación o de los años de servicio que pudiere corresponder al profesional de la educación, cualquiera fuera su origen y a cuyo pago concurra el empleador, especialmente a las que se refieren el artículo 73 y 2º transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, y con las que se hubieren obtenido por aplicación de lo dispuesto en los artículos 7º y 9º transitorios de la ley Nº 19.410, o en la ley Nº 19.504, o en el artículo 3º transitorio de la ley Nº 19.715, o 6º transitorio de la ley Nº 19.933, y en los artículos segundo y tercero transitorios  de la ley Nº 20.158. Con todo, si el trabajador hubiere pactado con su empleador una indemnización a todo evento, conforme al Código del Trabajo, cuyo monto fuere mayor, podrá optar por esta última.

Los profesionales de la educación que, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso primero, formalicen su renuncia entre el 1 de agosto de 2012 y el 1 de diciembre del mismo año, tendrán derecho a la bonificación señalada en el inciso tercero precedente rebajada en un veinte por ciento, la que se calculará en forma proporcional a  las horas de contrato que sirvan y la antigüedad en la respectiva dotación, considerando un máximo de once años.

Para el cálculo de la bonificación de cada profesional de la educación, se considerará el  número de horas de contrato vigentes en la respectiva comuna al 1 de diciembre de 2010.

La bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible en los mismos términos señalados en el inciso quinto de este artículo.

Esta bonificación será incompatible para quienes tengan la calidad de funcionarios públicos afectos al decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo.

El término de la relación laboral sólo se producirá cuando el empleador ponga la totalidad de la bonificación que corresponda a disposición del profesional de la educación que haya renunciado al total de las horas que sirve en la dotación docente del sector municipal a que pertenece. Las horas que queden vacantes por la renuncia voluntaria del docente se ajustarán de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.

Los profesionales de la educación que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán incorporarse a una dotación docente administrada directamente por las municipalidades o las corporaciones municipales durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.

Artículo décimo.- Facúltase a los sostenedores de establecimientos educacionales del sector municipal, administrados  directamente por las municipalidades o a través de corporaciones municipales, para que desde el 2 de diciembre de 2012 y hasta el 31 de diciembre de 2013, puedan declarar vacante la totalidad de las horas de contrato servidas por cada profesional de la educación que, cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo anterior, no presentaron su renuncia voluntaria a la dotación docente en los plazos y en la forma señalada en el artículo anterior.

Los profesionales de la educación cuyas horas se declaren vacante tendrán derecho a la bonificación señalada en el inciso tercero del artículo precedente rebajada en un treinta por ciento, la que se calculará en forma proporcional a las horas de contrato que sirvan, con un máximo de 44, y la antigüedad en la respectiva dotación, con un máximo de once años.  Para el cálculo de la bonificación de cada profesional de la educación, se considerará el número de horas de contrato vigentes en la respectiva comuna al 1 de diciembre de 2010.

El término de la relación laboral, sólo se producirá cuando el empleador ponga la totalidad de la bonificación que corresponda a disposición del profesional de la educación al que se le  haya declarado vacante el total de las horas en la dotación docente del sector municipal a que pertenece. Las horas que queden vacantes por la renuncia voluntaria del docente se ajustarán de acuerdo a los artículos 22 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación.

Esta bonificación precedentemente señalada no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será incompatible en los mismos términos que señala en el artículo noveno transitorio.

Los profesionales de la educación que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán incorporarse a una dotación docente municipal durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad de la bonificación percibida, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.

Artículo undécimo.- Los profesionales de la educación a quienes se les aplique lo establecido en los artículos noveno y décimo transitorios precedentes, y que se encuentren en la situación descrita en el artículo 41 bis del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, mantendrán su derecho a la prórroga de la relación laboral y al pago de sus remuneraciones por el período que en esta última disposición se señala.

Artículo duodécimo.- El pago de las bonificaciones a que se refieren los artículos noveno y décimo transitorios de la presente ley, será de cargo de los sostenedores del sector municipal hasta un monto equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes que correspondan al número de horas renunciadas o declaradas en vacancia, por cada año de servicio en la respectiva Municipalidad o Corporación, o fracción superior a seis meses, con un máximo de once.

Para los efectos del pago de la diferencia entre lo que corresponde pagar al sostenedor municipal de acuerdo al inciso anterior y los montos de la bonificación por retiro señalados en los artículos noveno y décimo transitorios de esta ley, el Fisco otorgará a los sostenedores del sector municipal un aporte extraordinario equivalente a dicha diferencia.

En los casos en que, por presentarse la renuncia en el plazo posterior al 31 de julio de 2012 o bien por haber sido declarada la vacancia de la totalidad de las horas, y en consecuencia el valor de la bonificación correspondiente al docente se reduzca en 20% o 30% de acuerdo a lo establecido en el inciso cuarto del artículo noveno transitorio y en el inciso segundo del artículo décimo transitorio, respectivamente; el pago con cargo al sostenedor municipal se reducirá en las mismas proporciones.

Por resolución del Ministerio de Educación se fijará el aporte fiscal extraordinario y anticipos de subvención de todo tipo a que se refiere esta ley.

Artículo decimotercero.- El mayor gasto fiscal que irrogue la presente ley durante el año 2011, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.

Artículo decimocuarto.- Lo dispuesto en el artículo 5° de la presente ley entrará en vigencia a partir del mes de marzo del año 2012.

Artículo decimoquinto.- En los casos de los establecimientos que atiendan alumnos que cursen entre primero y cuarto año de educación media y, por tanto no hayan sido identificados como prioritarios de acuerdo a lo establecido en el artículo 2° de la ley N° 20.248, el cálculo de la concentración de alumnos prioritarios referido en los artículos 2° permanente y octavo transitorio de la presente ley, y el artículo 51 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, se hará en la forma que determine un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, visado por el Ministerio de Hacienda.

Artículo decimosexto.- Lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 20.248, entrará en vigencia el primer día del mes siguiente de publicada esta ley.".

Artículo decimoséptimo.- El Ministerio de Educación distribuirá $30.000 millones entre los municipios y corporaciones municipales que, habiendo utilizado la totalidad de los fondos mencionados en el artículo 9°, y posteriormente, aquellos autorizados en virtud de lo dispuesto en el artículo 11 de la ley N°20.159, no alcancen a financiar el plan de retiro establecido en el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.

Para acceder a los fondos establecidos en el inciso anterior, el municipio y las corporaciones municipales que los requieran deberán acreditar ante el Subsecretario de Educación que han seguido la forma de financiamiento dispuesta en el inciso precedente y que requieren recursos adicionales para el financiamiento del mencionado plan de retiro, debiendo justificar el monto de recursos requeridos.


El Subsecretario de Educación, mediante resolución exenta, determinará la forma en que se distribuirán dichos recursos, la que deberá ser en proporción a los recursos faltantes en los municipios para financiar el plan de retiro establecido en el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.  


Luego de financiado el plan de retiro, los recursos mencionados en el inciso primero que quedaran disponibles deberán ser destinados al pago de los gastos indemnizatorios contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación y demás indemnizaciones contempladas en la presente ley. 


En caso que hubiesen recursos disponibles, luego de pagados las obligaciones que establece este artículo, dichos recursos deberán ser utilizados en otros usos asociados a la gestión educacional.  Para efectos de la distribución de estos recursos, el Ministerio de Educación mediante resolución exenta suscrita por la   Dirección de Presupuestos, establecerá el monto al que anualmente accederá cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos se considerará: 


- Un 20% por partes iguales entre las municipalidades.


- Un 50% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010.
- 


Un 30% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna,  determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.


Artículo decimoctavo.- Facúltase al Ministerio de Educación para que hasta el 31 de diciembre de 2011, suscriba convenios con las municipalidades para aumentar, en forma excepcional, los anticipos a que se refiere el artículo 11 de la ley N° 20.159 y determine el monto máximo y las condiciones en que serán traspasados los recursos a que se refiere el artículo anterior.


Para acceder a estos recursos los municipios que administren directamente o a través de corporaciones sus establecimientos educacionales, deberán acreditar que los recursos recibidos en función del artículo 9° sumados a los recursos que puedan solicitar a través de lo establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.159, y a aquellos contemplados en el artículo decimoséptimo transitorio de la presente ley, resultan insuficientes para solventar los gastos originados por la aplicación del plan de retiro a que se refieren el artículo noveno transitorio y siguientes de la presente ley.


Tratándose de los anticipos a que se refiere el inciso primero, el reintegro de los recursos anticipados deberá efectuarse a partir del mes siguiente al de su percepción, en cuotas iguales, mensuales y sucesivas, que se descontarán de la subvención de escolaridad a que se refiere este artículo. El número de dichas cuotas no podrá exceder de 144.


El monto total máximo de los anticipos a que se refiere este artículo, para todas las municipalidades del país, no podrá superar los $178.000 millones, en el período de ejecución del plan de retiro. 


Por resolución exenta dictada por el Ministerio de Educación y de acuerdo a lo establecido en el respectivo convenio, se fijará el monto del anticipo de recursos de las subvenciones otorgado a una municipalidad, la identificación de los receptores de la bonificación y los montos a percibir por tal concepto por cada uno de ellos, así como otras condiciones necesarias. Copia de dicha resolución deberá ser remitida a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


Mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, se establecerá la forma, plazos y límites bajo los que operará la facultad establecida en este artículo.


Las municipalidades y corporaciones municipales que deseen recibir este anticipo de subvención deberán demostrar la viabilidad financiera del plan de retiro que pretendan financiar con estos recursos, comprometiéndose a disminuir sus gastos mensuales en el trimestre posterior a la recepción del anticipo de subvención. Asimismo, se obligan a no incrementar el gasto total en remuneraciones del mes de diciembre de 2010, durante los 60 meses siguientes a la recepción del anticipo de subvención, con la sola excepción de futuros incrementos de remuneraciones que estén asociados a incrementos en la matrícula, o a incrementos en las subvenciones, donde los mayores ingresos excedan al incremento en remuneraciones.


Artículo decimonoveno.- Créase, de manera transitoria y a partir de 2011, un fondo por un total de $45.000 millones, que deberán ser utilizados para fines educacionales y serán distribuidos a municipios y corporaciones municipales de acuerdo a la siguiente tabla: 

	Año
	Monto (en millones de pesos)

	2011
	$ 10.000

	2012
	$ 15.000

	2013
	$ 20.000



Para el año 2011, los recursos se repartirán mediante resolución exenta del Ministerio de Educación suscrita por la Dirección de Presupuestos, donde se establecerá el monto de estos recursos que le corresponderá a cada municipalidad. Para la determinación de dichos montos, se considerará: 


a) Un 20% por partes iguales entre las municipalidades; 


b) Un 35% en función directa del total de alumnos matriculados en los establecimientos educacionales administrados por cada municipalidad en el año escolar 2010; 


c) Un 35% según el índice de vulnerabilidad escolar de los establecimientos educacionales municipales de cada comuna, determinado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar de Becas. 


d) Un 10% según el número total de establecimientos educacionales administrados por el municipio o la corporación. 


Para el año 2012, el 70% de los recursos se repartirán de acuerdo a la fórmula de cálculo mencionada en el inciso anterior. El 30% restante, en base a los resultados que alcancen los establecimientos educacionales administrados por el municipio o corporación municipal en el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño establecido en la ley N° 19.410, según se establezca en el reglamento. 


Para el año 2013, el 60% de los recursos se repartirán de acuerdo a la fórmula de cálculo mencionada en el inciso segundo. El 40% restante, en base a los resultados que alcancen los establecimientos educacionales administrados por el municipio o corporación municipal en el Sistema Nacional de Evaluación de Desempeño establecido en la ley N° 19.410, según se establezca en el reglamento.”. 


Artículo vigésimo.- Antes del 30 de septiembre del 2011, el Presidente de la República enviará al Congreso Nacional uno o más proyectos de ley por medio de los cuales se aborde la institucionalidad de la educación municipal. Asimismo, antes del 1 de marzo de 2012, el Presidente de la República enviará uno o más proyectos de ley que modernicen la carrera docente.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 18 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión, a 18 de enero de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORAS ALVEAR Y PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES CANTERO Y CHAHUÁN, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY RELATIVO A LA OBSERVANCIA DE LOS DÍAS SAGRADOS DE LA FE BAHÁ´Í POR SUS FELIGRESES

(7450-07)

Considerando:

1.-
Fundada hace más de un siglo y medio, la Fe Bahá’í es una religión independiente establecida en todos los rincones de la tierra. Reconocida como la segunda religión más difundida en el mundo (Britannica 1992), sus miembros forman una comunidad que es caracterizada por ser la más diversa a nivel mundial. No sólo incluye a personas que pertenecen a todas las clases socio-económicos, sino a quienes provienen de las más diversas tradiciones religiosas, representando a más de 2.100 grupos étnicos, raciales y tribales. Se trata de una comunidad no sólo diversa sino firmemente unida, pacífica y no política, respetuosa de las leyes y del gobierno de cada una de las naciones en las que se encuentra establecida, empeñada en servir a la humanidad y desarrollar los cimientos espirituales para la unidad y el bienestar colectivo.

2.-
Como organismo asesor del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, interactúa y coopera con las Naciones Unidas, con sus agencias especializadas, con gobiernos, así como con organizaciones intergubernamentales y no-gubernamentales. Busca promover y aplicar principios –derivados de sus enseñanzas– que contribuyan a la resolución de desafíos actuales, incluyendo en materias de derechos humanos, avance de la mujer, y la promoción de prosperidad global. Al mismo tiempo, a nivel de comunidades y barrios en todo el mundo, propone actividades que buscan fomentar actos colectivos de oración, propiciar una educación valórica a niños, potenciar la identidad y las capacidades de los jóvenes, e inspirar a personas de toda ideología y religión a avanzar por un camino de servicio a los demás.

3.-
Esta Fe surge a mediados del siglo XIX en el Medio Oriente, después de haber sido anunciada por la figura profética del Báb, al proclamar su fundador Bahá’u’lláh ser un Enviado de Dios en la larga cadena de Manifestaciones Divinas que han aparecido en la historia. Proveniente de la antigua Persia y falleciendo en las afueras de la ciudad prisión de Akká en lo que ahora es Israel, donde se hallan sepultados sus restos mortales, sufrió cuatro décadas de prisión y destierro bajo condiciones severas por atribuirse una misión divina. Durante este tiempo, reveló el equivalente a cien volúmenes de escritos sagrados, algunos traducidos a más de 800 idiomas y dialectos, en los que anunciaba una nueva era de unidad para la humanidad y prescribía el espíritu que debiera caracterizarla.

Habiendo nombrado Bahá’u’lláh a su hijo mayor ‘Abdu’l-Bahá como su sucesor y el intérprete autorizado de sus escrituras, quien luego transmitió esta autoridad a su nieto mayor Shoghi Effendi, se mantuvieron intactas las enseñanzas de la Fe hasta que fuera elegida, en 1963, la máxima institución Bahá’í llamada la Casa Universal de Justicia. Ésta encabeza un orden administrativo que abarca una escala local, nacional y continental y en el que las instituciones a estos diferentes niveles coordinan la actividad de los bahá’ís. Los que forman parte de estas instituciones no pertenecen a un clero profesional, sino simplemente son diferentes bahá’ís elegidos o nombrados regularmente por la comunidad que en ningún momento quedan dotados de un rango o autoridad personal. Entre otras funciones, estas instituciones desarrollan un entorno edificante que animan actos de servicio, apoyan la efectividad de las actividades que buscan construir comunidad, y manejan los fondos recolectados en base a contribuciones voluntarias y privadas de sus adherentes, necesarios para facilitar los esfuerzos de servicio al bienestar de la sociedad.

4.-
En nuestro país, la Asamblea Espiritual Nacional de los Bahá’ís de Chile, que este año cumple el cincuentenario de su establecimiento, representa la institución mayor que se responsabiliza por coordinar el trabajo de las comunidades que abarcan desde Arica a Punta Arenas. Siendo esta Fe reconocida legalmente en Chile desde 1949 bajo el Título XXXIII del Código Civil, sus representantes participaron activamente en las consultas parlamentarias que culminaron con la aprobación de la Ley 19.638, de Libertad de Cultos, a cuyas disposiciones se acogió. De este modo, dicha Asamblea Nacional quedó inscrita con el número 298 el 6 de agosto de 2002 como Personalidad Jurídica Religiosa de Derecho Público en el Registro del Ministerio de Justicia. Desde entonces se han ido inscribiendo las asambleas espirituales locales establecidas en numerosas ciudades a lo largo del país, y que operan bajo la guía de la Asamblea Nacional. Todo esto se suma a la aprobación brindada por el Ministerio de Educación en 1989 al curriculum de religión bahá’í, para que fuera impartida como asignatura en las escuelas del país.

5.-
En lo que se refiere a la presencia de la Fe Bahá’í en Chile, cabe señalar el proyecto de construcción que hace poco ha comenzado en nuestra capital, del Templo Bahá’í para Sudamérica. Para la comunidad mundial bahá’í, no ha sido de menor importancia el desarrollo y hermoseamiento de espacios que fomenten, por medio de la oración y reflexión, la conexión del hombre a su Creador y que agudicen su sentido espiritual. Aparte de los extensos jardines en el Centro Mundial Bahá’í en Haifa, se encuentra en cada continente un templo que ha sido ofrecido por los bahá’ís a la sociedad general con este fin, templos libres de ritos o ceremonias abiertos a los seguidores de todas las religiones. El noveno de estos templos se está levantando para el continente sudamericano en la Región Metropolitana de nuestro país. Aparte de representar un hito arquitectónico sobresaliente, se espera proveer un espacio único de provecho para la sociedad chilena y aportar al espíritu de unidad en el país.


Son numerosos los testimonios de los aportes positivos para el país y sus comunidades que entregan los creyentes baha´ïs en toda acción, actividad, emprendimiento, como escuelas, medios de comunicación, industrias, talleres y actividades profesionales.

6.-
La importancia de la observancia de los días sagrados de la Fe radica en que representan no solamente la consagración y consolidación de la tradición histórica de los acontecimientos relacionados con la vida de los Fundadores de esta Religión, sino también un vínculo fundamental espiritual con todas las restantes comunidades Bahá’ís del mundo, vínculo con el que se reafirma el propósito fundamental de la Fe en orden a promover la unidad y paz entre todos los pueblos de la humanidad.

7.-
Lo dispuesto en los artículos 19, N°6 y 32, N°8 de la Constitución Política de la República y lo preceptuado en la ley N° 19638, sobre constitución jurídica y funcionamiento de las iglesias y organizaciones religiosas, particularmente su artículo 5°, letras a, b, y c, publicado en el Diario Oficial con fecha 14 de octubre de 1999, y su reglamento, que garantiza a los creyentes “…autonomía y libertad de coacción…” en el ejercicio de su fe.

8.-
La Religión Bahá’í, representada por la Asamblea Espiritual Nacional de los Bahá’ís de Chile, se encuentra inscrita bajo el N° 298 en el Registro de Personerías Jurídicas Religiosas de Derecho Público del Ministerio de Justicia, el extracto de cuyos estatutos se publicó en el Diario Oficial el 26 de diciembre de 2002.

Por lo anterior, venimos en presentar la siguiente

MOCIÓN DE LEY

RECONOCIMIENTO DE LOS DÍAS SAGRADOS BAHÁ’ÍS

Artículo 1.- El Estado reconoce a los creyentes bahá’ís el derecho a observar los Días Sagrados de esta religión, consignados en sus estatutos, con total autonomía y libertad de coacción.

Artículo 2.- Los Días Sagrados de la Fe Bahá’í que los creyentes están llamados a observar son:

21 de Marzo:
Año Nuevo Bahá’í (Naw Ruz)

21 de Abril
Primer Día de Ridván (Declaración de Bahá’u’lláh)

29 de Abril
Noveno Día de Ridván (Declaración de Bahá’u’lláh)

2 de Mayo
Duodécimo Día de Ridván (Declaración de Bahá’u’lláh)

23 de Mayo
Declaración de la Misión de El Báb

29 de Mayo
Ascensión de Bahá’u’lláh

9 de Julio
Martirio de El Báb

20 de Octubre
Natalicio de El Báb

12 de Noviembre
Natalicio de Bahá’u’lláh

Art. 3.- El creyente bahá’í no se verá obligado a observar o practicar actos de culto contrarios a sus convicciones, por lo que podrá ejercer sus actividades habituales en los Días Sagrados de otras entidades religiosas.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, CHAHUÁN Y RUIZ-ESQUIDE, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE EXIGE AL COMERCIO INFORMAR ACERCA DE LA COMPOSICIÓN NUTRICIONAL DE LOS ALIMENTOS QUE EXPENDEN

(7451-11)

HONORABLE SENADO

CONSIDERANDOS

De acuerdo al Informe sobre la Salud en el Mundo 2002 (Ginebra, Organización Mundial de la Salud -OMS-, 2002) las enfermedades no transmisibles han sido la causa de casi el 60% de los 56 millones de defunciones anuales y del 47% de la carga mundial de morbilidad.

Según la Estrategia Mundial sobre Régimen Alimentario, Actividad física y Salud de la OMS, (aprobada el 22 de mayo de 2004), la alimentación poco saludable y la falta de actividad física son, pues, las principales causas de las enfermedades no transmisibles más importantes, como las cardiovasculares, la diabetes de tipo 2 y determinados tipos de cáncer, y contribuyen sustancialmente a la carga mundial de morbilidad, mortalidad y discapacidad.

Según el propio informe mundial, entre esos factores figuran el mayor consumo de alimentos con alto contenido de grasas, azúcares y sal; la menor actividad física en el hogar, la escuela y el medio laboral, así como en la recreación y en los desplazamientos; y el consumo de tabaco. La diversidad de los niveles de riesgo y de los correspondientes resultados de salud para la población se puede atribuir en parte a la variabilidad en tiempo e intensidad de los cambios económicos, demográficos y sociales a nivel nacional y mundial. La mala alimentación, la insuficiente actividad física y la falta de equilibrio energético que se observan en los niños y los adolescentes son motivo de especial preocupación.

Chile, por su parte, ha experimentado durante los últimos quince años importantes cambios demográficos y epidemiológicos, que dan como resultado un aumento en la proporción de adultos y adultos mayores y un importante aumento del sobrepeso y la obesidad, así como, de otras enfermedades crónicas no transmisibles (ECNT), dislipidemias, hipertensión arterial, síndrome resistencia insulina, diabetes mellitus tipo 2, cuya prevención está fuertemente relacionada con la nutrición y alimentación desde etapas precoces de la vida.
La obesidad es la enfermedad crónica más prevalente en todos los grupos de población chilena (8% en menores de seis años, 17% en escolares de Primer Año Básico, 33% en embarazadas, 28% en mujeres y 23% en hombres adultos) y es a su vez un factor de riesgo para otras enfermedades como son las hipercolesterolemias (35% de los adultos), la hipertensión arterial (33,7% de los adultos) y la diabetes mellitus tipo 2 (4 a 12%). 

Destaca en este cambio del perfil epidemiológico la presencia de otras enfermedades crónicas asociadas a la obesidad infantil, donde de acuerdo a estudios nacionales un 30% de estos niños presenta dislipidemias, un 50% hiperinsulinemia, un 10% hipertensión arterial y un 1 a 2% diabetes mellitus tipo 2. Estas enfermedades son los principales determinantes en la morbilidad y la mortalidad por enfermedad cardiovascular, primera causa de muerte en Chile.

Un factor desencadenante de este cuadro sanitario es el auge experimentado, en las últimas décadas, por los llamados locales de “comida rápida”. En Chile el número de locales que venden comida rápida o “fast food” ha aumentado, encontrándose varias cadenas internacionales que concentran su actividad en  la Región Metropolitana y en las grandes ciudades. Su llegada ha estado acompañada de una fuerte publicidad y de grandes campañas promocionales, especialmente dirigidas a los niños.

La composición nutricional de estos alimentos puede favorecer el aumento excesivo de peso y favorecer el desarrollo de algunas de las ECNT que acompañan a la obesidad. Sus características especiales están dadas por el gran tamaño de sus porciones, alta densidad energética, alto contenido de grasas, grasas saturadas, ácidos grasos trans asociados a una buena palatabilidad; además, aportan cantidades importantes de sal y azúcares, tienen un alto índice glicémico y un bajo contenido de fibra dietética. 

Frente a este tipo de escenarios la OMS ha evaluado que para superar esta situación se deben adoptar por parte de los gobiernos, políticas a todo nivel que incluyan las de orden legislativo a objeto de realizar lo siguiente:

- Los consumidores tienen derecho a recibir una información exacta, estandarizada y comprensible sobre el contenido de los productos alimenticios, que les permita adoptar decisiones saludables. Los gobiernos pueden exigir que se facilite información sobre aspectos nutricionales clave.

- A medida que crece el interés de los consumidores por las cuestiones sanitarias y se presta más atención a los aspectos de salud de los alimentos, los productores recurren cada vez más a mensajes relacionados con la salud. Éstos no deben engañar al público acerca de los beneficios nutricionales ni de los riesgos.

- La publicidad de productos alimenticios influye en la elección de los alimentos y en los hábitos alimentarios. Los anuncios de esos productos y de bebidas no deben explotar la falta de experiencia y la credulidad de los niños. Es preciso desalentar los mensajes que promuevan prácticas alimentarias malsanas o la inactividad física y promover los mensajes positivos y propicios para la salud.

Las evaluaciones científicas sobre los efectos de la llamada “comida chatarra” (“junk food”) y de la “comida rápida” deben ser llevadas al ámbito regulatorio de tal manera que por esta vía se establezca una política sanitaria clara y definida que oriente y conduzca la conducta del consumidor.

Estas recomendaciones no fueron suficiente ni debidamente recogidas en el proceso legislativo a que dio lugar la moción de la que fui autor el 2007, N° Boletín 4921, sobre etiquetado nutricional de los alimentos, fruto de las presiones de la industria de alimentos, por lo que nos vemos en la obligación y necesidad de replantear la reposición de parte importante del articulado que recoja los principios y orientaciones internacionales. 

Con tal objeto proponemos una nueva iniciativa legal sobre la materia que reponga algunas materias fundamentales sobre distribución, comercialización, rotulado, publicidad y consumo de los alimentos poco saludables o “comida chatarra”.

Por estas consideraciones es que proponemos el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Art. 1. Los restaurantes y demás establecimientos de expendio de comidas preparadas  deberán informar el contenido de los alimentos que ofrezcan en sus cartas de menú, en cantidad y porcentaje de calorías, grasas, azúcares, sodio u otros determinados por la autoridad sanitaria.

Art. 2. Las infracciones a las disposiciones de la presente ley serán sancionadas de acuerdo al Libro X del Código Sanitario sin perjuicio de las sanciones especiales que se establecen.

Se concede acción popular para denunciar las infracciones a la presente ley. El denunciante percibirá un tercio de la multa aplicada.

(Fdo.): Guido Girardi, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), ESCALONA Y LAGOS, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE INFORMACIÓN ACERCA DE OPERACIONES CAMBIARIAS DEL GOBIERNO

(7452-05)


Existe preocupación por la actual situación cambiaria en Chile, pues el nivel de tipo de cambio real actual podría ser demasiado bajo para contar con un sector exportador no minero competitivo y dinámico en el largo plazo.

El alto precio del cobre es el que explica en gran parte la actual apreciación del peso. Ello acarreará una caída en la rentabilidad de los sectores exportadores no ligados a la minería, especialmente los vinculados al sector agrícola. A la larga esto puede incidir en no materializar inversiones productivas en estos sectores, disminuyendo su competitividad a nivel global.

Ciertamente la competitividad de largo plazo de nuestros sectores productivos depende de su capacidad para ser innovadores y eficientes. Los esfuerzos en esta senda no deben abandonarse. Pero tampoco se debe menospreciar el efecto que en el corto plazo puede generar la situación cambiaría.

Tomando en consideración que el margen de acción del Congreso Nacional es casi nulo en esta área producto de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en todo lo concerniente a la administración financiera del Estado, es que debemos utilizar nuestras atribuciones en materia de solicitud de información y transparencia.

Mediante el presente proyecto de ley se modifica la Ley Nº 20.128 sobre responsabilidad fiscal, con el objeto de aumentar la transparencia respecto de las operaciones cambiarías realizadas por el Gobierno Central, y así permitir la evaluación del efecto sobre el tipo de cambio de los eventuales descalces cambiarios del Fisco que lo llevan a tener que vender sumas importantes de dólares para financiar gasto en pesos.

Por esta vía, tal como lo señalara el Tribunal Constitucional en su reciente fallo Rol 1867-10 (considerando cuadragésimo cuarto), se fortalece configura “un mecanismo adecuado y proporcional a favor del Congreso, frente a las enormes potestades que tiene el Ejecutivo en materias presupuestarias, que articula una sana relación entre dichos órganos”.

Por lo anterior, el Senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

Proyecto de Ley

Para agregar en la Ley Nº 20.128, sobre responsabilidad fiscal, el siguiente artículo 25 nuevo:

“Artículo 25.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe trimestral de las operaciones cambiarías realizadas por el Gobierno Central, especificando las cantidades vendidas y compradas de dólares de los Estados Unidos de América, así como de otras monedas extranjeras, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.”.

(Fdo.): Andrés Zaldívar Larraín, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI CHAHUÁN Y NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE LIBRE ACCESO A PLAYAS Y RIBERAS DE MAR, LAGOS Y RÍOS

(7453-12)


Desde antiguo, en la historia de la humanidad, se han distinguido los bienes según sean ellos susceptibles de dominio o apropiación. Esta distinción fue recogida por nuestro Código Civil, donde se establece -en su artículo 585- que las cosas que la naturaleza ha hecho comunes a todos los hombres, como la alta mar, no son susceptibles de dominio y ninguna nación, corporación o individuo tiene derecho a apropiárselas.

Luego, encontramos otro tipo de bienes -apropiables- cuyo dominio pertenece a todos los habitantes de un Estado, que son los denominados bienes fiscales, como lo es, por ejemplo, el Edificio del Congreso Nacional. Ahora, si el uso de estos bienes pertenece a todos los habitantes de la nación, se denominan bienes nacionales de uso público, que es la categoría donde cabe clasificar, por expresa disposición legal, a las calles, plazas, puentes, caminos, el mar adyacente y sus playas.

La protección del derecho que consagran las normas del Código Civil, en cuanto al uso de los bienes nacionales, se reguló en el Decreto Ley 1939 sobre adquisición, administración y disposición de los bienes del Estado, donde se consagra el acceso libre y gratuito a las playas y riberas de mar, lagos y ríos, estableciéndose la obligación de servidumbres de paso, en los casos donde fuere necesario, para acceder a las playas, mediante un procedimiento administrativo a cargo del Intendente, a requerimiento del propietario.

El problema, es que ni el Código Civil ni el Decreto Ley 1.939 consultan normas de protección para los afectados, es decir, para las personas que, teniendo el derecho a acceder en forma gratuita a las playas, no pueden ejercer este derecho porque el propietario no ha solicitado ante el Intendente que se fije una servidumbre de paso.

Menos aún estos cuerpos legales se hicieron cargo de regular o normar en detalle las costas o el territorio costero lo que en otras legislaciones se ha hecho mediante la dictación de innovadoras leyes de costas como acontece en España.

En Chile tenemos casos donde los propietarios de predios ribereños cobran por el acceso a las playas, invocando una serie de normas -que no existen- conforme a las cuales exigen el pago de distintas tarifas dependiendo del medio de transporte, o bien, no incurriendo en dichas conductas, gozan a perpetuidad de un bien que en teoría es de todos los chilenos, incluso de un modo irregular mediante el establecimiento de obras, construcciones o cercos más allá de los límites de sus predios particulares.

Una situación especialmente delicada es la que enfrentan los diversos usuarios de la costa chilena, particularmente aquellos que hacen sus actividades en ella como la pesca artesanal, que se han visto en la práctica arrinconados por otras actividades de carácter comercial y de grandes dimensiones, muchas de ellas contaminantes, que en ejercicio de títulos otorgados por el Estado, terminan en la práctica eliminando estas otras actividades sin hacerse cargo de dicha situación.

Todas las situaciones mencionadas, que de una u otra manera implican una intromisión, uso indebido o ejercicio abusivo de derechos sobre el territorio costero de nuestro país deben ser regularizadas a fin de garantizar el carácter público y el uso libre, armónico y equitativo de esta parte fundamental del territorio nacional que nos pertenece a todos.

Por tanto, y visto lo dispuesto en los artículos 63 y 65 de la Constitución Política de la República; lo prevenido por la Ley 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y lo establecido por el Reglamento del H. Senado

Los Senadores que suscriben vienen en someter a la consideración del H. Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Ley

Art. 1° Se reconoce a todos los habitantes de República el derecho para gozar y disfrutar libre y gratuitamente todas las playas y riberas del mar, lagos y ríos existentes en el territorio nacional.

Este derecho comprende el poder acceder, permanecer, transitar y desplazarse libremente por todas las playas y riberas de mar, lagos y ríos existentes en el territorio nacional, así como poder hacer uso de dichos territorios para fines turísticos, recreacionales o de pesca en una zona que comprenderá una faja de tierra hasta una distancia de veinte metros contados desde la línea de la playa o ribera, sin perjuicio de los derechos establecidos y regulados por leyes especiales.

En el ejercicio de este derecho no se podrá, en todo caso, causar daños o molestias en los bienes o persona de los propietarios o del que a cualquier título posea el predio ribereño.

Art. 2° El Estado deberá trazar, delimitar e informar para todo el territorio nacional la línea que separa los territorios costeros de que trata esta ley, del resto del territorio nacional, pudiendo establecer distancias inferiores o especiales acorde a las características del territorio y la utilidad pública de ello, lo que en todo caso deberá estar debidamente justificado mediante los estudios técnicos correspondientes.

El reglamento regulará el procedimiento de delimitación de las costas del territorio nacional, el que considerará en todo caso, una fase de participación ciudadana.

Mientras no se lleve a efecto lo prescrito en el presente artículo la delimitación se hará caso a caso a solicitud del interesado.

Art. 3° Los predios ribereños a playas y riberas de mar, lagos y ríos estarán gravados, por el sólo ministerio de la ley, con un derecho de paso consistente en poder acceder a través de ellos en forma libre, pública y gratuita a los territorios comprendidos por playas y riberas de mar, lagos y ríos, para fines turísticos, recreacionales y de pesca.

Se declaran de utilidad pública para efectos de expropiación los terrenos de propiedad particular necesarios para constituir esta servidumbre.

Art. 4° Los dueños de los terrenos adyacentes a las playas o riberas no podrán poner cercas, ni hacer edificios, construcciones y cultivos en los territorios de que trata esta ley. Tampoco podrán cobrar entrada, derechos por concepto de estacionamiento o estadía, ni solicitar pagos de ninguna naturaleza, salvo las concesiones constituidas de conformidad a la ley.

Art. 5° Los propietarios de predios adyacentes a los territorios costeros regulados por esta ley, que mantengan construcciones, edificaciones, cultivos, cierres u otras obras de cualquier naturaleza en ellos, deberán demolerlos o retirarlos a su costa en un plazo no superior a 2 años, a menos que exhiban un justo título o derecho y hayan actuado de buena fe, en cuyo caso deberán ofrecer ceder a cualquier título el bien de que se trate al Fisco o a la Municipalidad correspondiente o pagar una compensación económica a beneficio fiscal o municipal.

Art. 6° Todo proyecto inmobiliario, loteo o subdivisión predial colindante con playas, riberas de mar, río o lago deberá contar, para su aprobación e inscripción, con un acceso público peatonal y vehicular, debidamente señalizado, para los fines señalados en esta ley.

Art. 7° Los proyectos inmobiliarios, loteos o subdivisiones prediales actualmente existentes, debidamente aprobados e inscritos que no cumplan con lo establecido en el artículo anterior, deberán proceder a regularizar y cumplir con lo establecido en esta ley en el plazo de 1 año a contar de su vigencia.

Art. 8° Las concesiones, permisos o derechos que se constituyan en conformidad a leyes especiales en los territorios costeros o ribereños de que trata esta ley, deberán en todo caso garantizar el libre acceso y uso público de los bienes sobre los que recae el respectivo título. Si ello no fuere legalmente posible en virtud de la naturaleza misma de la concesión y de las actividades que implica, el concesionario o titular del derecho, deberá ofrecer las compensaciones debidas por las limitaciones, prohibiciones o restricciones a que haya lugar.

Art. 9° Las infracciones a la presente ley, atendida su gravedad, serán sancionadas con multa, a beneficio municipal, de 1 hasta 1.000 U.T.M, o con el cierre, paralización, demolición y el comiso de los bienes, obras o instrumentos de que se trate, aplicada por la justicia ordinaria competente.

En caso de reincidencia, se podrá proceder al arresto del infractor como medida de apremio y las multas se podrán elevar al doble.

Se concede acción popular para denunciar las infracciones a la presente ley.

Art. 10° Un reglamento regulará las materias de que trata la presente ley, el que deberá ser dictado en el plazo de un año, contado desde su publicación.

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR ORPIS, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE SANCIONA A QUIEN SE APROVECHARE DE LA ALTERACIÓN DE UN MEDIDOR DE AGUA POTABLE

(7454-07)

Honorable Senado:

El problema del robo de agua no es nuevo, desde hace años y sin distinguir clase social, determinadas personas intentan evitar el pago de sus cuentas de servicios básicos bajo cualquier pretexto, a través de procedimientos cada vez más sofisticados que se emplean para concretar dicho fin. Desde alfileres, alambres o imanes para frenar el medidor de agua potable, hasta su inversión o inclinación, son formas de adulteración para no registrar el consumo.

Estos ilícitos afectan gravemente, no solo a las empresas sanitarias y al fisco, que sufren pérdidas millonadas, sino que a toda la comunidad, toda vez que se pierde innecesariamente este vital elemento, baja la presión del agua y en el caso de los condominios, el resto de los vecinos deben asumir el pago de lo hurtado, aumentando considerablemente sus cuentas de agua.

Es de público conocimiento que actualmente el agua se ha constituido en un bien valioso y escaso, por lo que es deber de todos protegerlo, y se debe legislar a fin de que las conductas ilícitas sean efectivamente sancionadas, facilitando la prueba de dichas conductas

Actualmente la ley 18.216 dispone en su artículo 3°.- “El que alterare o impidiere en un medidor de agua potable la correcta medición del consumo, sufrirá la pena de prisión en sus grados mínimo a medio o multa de hasta tres ingresos mínimos mensuales.”

Si bien las conductas indeseadas se encuentran reguladas, en la práctica es difícil sancionarlas, toda da vez que resulta prácticamente imposible acreditar la autoría del ilícito. La mayoría de los jueces concuerda en que no es posible condenar a alguien por el solo hecho de haber firmado un formulario de la empresa sanitaria o haber residido en el lugar donde se cometió la infracción. No obstante se pueda acreditar por las fotografías y declaración de testigos que hay una adulteración, no es clara la autoría, y por tanto el criterio hasta la fecha ha sido absolver.

Además, no se aceptan querellas “en contra de todos quiénes resulten responsables”, ya que por ser de competencia de los Juzgados de Policía Local, no cuentan con un órgano encargado de investigar, por lo que éstas deben ser contra persona determinada.

Por otra parte, quedan impunes, quiénes a sabiendas de existir la adulteración se benefician de ello, como lo serían arrendatarios, mero tenedores u ocupantes de la propiedad, debiendo la norma señalados expresamente y explicar el momento en que se entiende que hay conocimiento.

De los hechos expuestos, surge la necesidad de agregar al artículo 3 de la ley 18.119 un inciso en que se sancione también a quiénes se beneficiaren, ya que en dicho caso solo se deberá probar que el medidor está intervenido (elemento objetivo del tipo) y el conocimiento de la adulteración (elemento subjetivo).

En vista de todo lo señalado y con el objeto de dar solución a los problemas señalados, es que vengo en presentar el siguiente proyecto de ley.

Proyecto de Ley

Artículo 3° de la Ley 18.119.- Modifíquese el artículo 3° de la Ley 18.119 por el siguiente nuevo artículo: “EI que alterare o impidiere en un medidor de agua potable la correcta medición del consumo, sufrirá la pena de prisión en sus grados mínimo a medio o multa de hasta tres ingresos mínimos mensuales.

Se sancionará con las mismas penas, al propietario, arrendatario o mero tenedor, quién a sabiendas de la adulteración, se aprovechare de ello. Se presume que tiene tal conocimiento, una vez que ha sido notificado de la ilicitud por la respectiva empresa sanitaria, y este no ha regularizado su situación”.

(Fdo.): Jaime Orpis Bouchon, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, CHAHUÁN, ROSSI Y RUIZ-ESQUIDE, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE TODA FORMA DE PUBLICIDAD DEL TABACO Y RESTRINGE SU CONSUMO 

(7456-11)


El tabaco contiene potentes adictivos como la nicotina y más de diez (10) sustancias de acción cancerígenas. El humo de cigarrillo se inhala directamente por la boca; el alcalino se disuelve instantáneamente en la saliva. Luego ingresa" al torrente sanguíneo a través de la mucosa bucal y llega al cerebro; como consecuencia, se siente mareo y vértigo al cabo de unos pocos segundos.

Al inhalar el humo, la nicotina actúa en el cerebro de forma casi inmediata produciendo una acción gratificante para el sujeto; la reiterada práctica de esta conducta termina por consolidarse en la conducta del fumador. A partir de ese momento se puede hablar de dependencia a la nicotina.

La nicotina que contiene los cigarrillos y cigarros es física y psicológicamente adictiva, y el consumo intenso y prolongado de tabaco acaba provocando más muertes a causa de enfermedades coronarías y cáncer al pulmón que cualquier otra droga legar o ilegal.

La supresión brusca de la tasa de nicotina en la sangre produce una sintomatología amplia, que evidencia el síndrome de abstinencia tabáquica, el cual se presenta como sigue: intranquilidad o excitación, aumento de la tos y de la expectoración, ansiedad y agresividad, alteraciones displacenteras, mal humor, falta de atención en la conducción de vehículos, aumento de peso corporal, etc.

Que, entre los múltiples efectos del tabaco, podemos señalar:

a) Aparato Respiratorio:

El humo del tabaco produce una acción irritante sobre las vías respiratorias, lo que provoca una mayor producción de mucosidad y dificultad para su eliminación. La irritación permanente da lugar a la inflamación de los bronquios (bronquitis crónica). Las secreciones dificultan el paso del aire lo que origina obstrucción crónica del pulmón y serias complicaciones (enfisema pulmonar).

Disminución de la capacidad pulmonar: los fumadores ven mermada su resistencia al ejercicio físico.

La existencia de una fuerte e indudable relación de causa efecto entre la cantidad de tabaco consumido, edad de inicio, número de aspiraciones en cada cigarrillo y la costumbre de mantener el cigarrillo en la boca entre una y otra aspiración y el desarrollo de cáncer pulmonar.

b) Aparato Circulatorio:

El tabaco es un factor de riesgo importantísimo en lo referente a enfermedades cardiovasculares; su acción provoca la aparición de arteriosclerosis y esta lesión favorece el desarrollo de trastornos vasculares: trombosis e infarto de miocardio.

c) Tabaco y gestación.

Numerosos estudios han evidenciado que el tabaquismo materno influye en el crecimiento fetal, de manera especial en el peso del recién nacido. También esta droga origina un incremento de las tasas de aborto espontáneo, complicaciones durante el embarazo y el parto y nacimientos prematuros.

d) Afecta el aparato reproductivo del hombre: Produce impotencia sexual.

e) Otras consecuencias del tabaco:

Sin pretender hacer una enumeración exhaustiva, constituyen trastornos comunes en los fumadores crónicos son:

Ulceras digestivas.

Aparición de faringitis y laringitis, afonía y alteraciones del olfato.

Pigmentación de lengua y dientes así como disfunción de las papilas gustativas, etc.

Cáncer de estomago y de cavidad oral

Que, de acuerdo a un estudio de la Unidad de Cáncer del Ministerio de Salud, arrojó alarmantes cifras de muertos que causa el consumo de tabaco: 9000 chilenos anualmente y 25 diarias, implicando un costo de 35000 millones de pesos en pérdidas anuales en la productividad del país. En la misma línea, el 40 por ciento de la población fuma, iniciándose en el consumo entre los 14 y 15 años de edad, muchos, con autorización de sus padres.

En virtud de esta realidad Chile adscribió a las tendencias mundiales convenidas en el Tratado Marco sobre Tabaco de la OMS/ONU que regulan y restringen de manera estricta el uso, comercialización, publicidad y demás aspectos relacionados al consumo de tabaco, dictando una de las primeras leyes de la región sobre el tema por medio de la ley 19.419 del Tabaco de 1995 que fuera reformada mediante Ley 20.105 de 2007 ajustándola precisamente a estas tendencias y con el objeto preciso de adecuarse al tratado marco sobre tabaco de OMS/ONU.

Sin embargo, esta ley fruto de la discusión legislativa y la fuerte presión de las tabacaleras y de los sectores conservadores del parlamento flexibilizó ciertas exigencias planteadas tanto en el tratado como en mociones que originaron la reforma, entre ellas una de nuestra autoría, dejando espacios abiertos para el desarrollo de este negocio, más allá de los estándares establecidos en el marco internacional, lo que ha implicado que los indicadores sanitarios chilenos no hayan variado mayormente lo que exige plantear una nueva enmienda a la actual legislación.

Por estas consideraciones proponemos el siguiente,

Proyecto de Ley

Art. Único. Modificase la Ley 20.105 sobre Tabaco en el siguiente sentido:

1) Para eliminar el actual artículo 3 y reemplazarlo por el siguiente:

“Se prohíbe totalmente la publicidad del tabaco o de elementos de la marca relacionados con dicho producto.

Se prohíbe, asimismo, la publicidad transfronteriza de productos hechos con tabaco o de marcas relacionadas con dichos productos, así como la publicidad en las señales internacionales de los medios de comunicación chilenos o de páginas de internet cuyos dominios correspondan a la terminación "punto el" o que pertenezcan a personas naturales o jurídicas que desarrollen actividades de cualquier índole dentro del territorio nacional.”.

2) Para eliminar el inciso 2° del actual articulo 4 y reemplazarlo por el siguiente: Asimismo, se prohíbe cualquier forma de exhibición, venta y comercialización de tabaco en lugares que se encuentren a menos de 300 metros de distancia de los límites exteriores de los establecimientos de enseñanza Pre-escolar, Básica y Media.

3) Para agregar el siguiente artículo 8 bis nuevo:

“El fabricante y el importador de los productos hechos con tabaco deberá publicitar los efectos dañinos derivados del hábito de fumar, en conformidad al reglamento correspondiente.”

4) Para reemplazar del artículo 9 inciso 4 la frase “podrá prohibir” por “prohibirá”

5) Para agregar al artículo 11 la siguiente letra i) y eliminar sus incisos 2°, 3° y 4º

“En las oficinas, establecimientos y lugares cerrados de trabajo, públicos y privados donde trabajen dos o más personas.”

6) Para reemplazar el artículo 12 por el siguiente:

“Artículo 12.- En los restoranes, bares, pubs, discotecas, cabarés, casinos de juego, otros lugares de juego legalmente autorizados, hoteles y demás establecimientos similares, y en general en cualquier otro recinto cerrado, no se podrá fumar, a excepción en sus zonas o espacios al aire libre que se encuentren desprovistas de techo.”

7) Para reemplazar el artículo 13 por el siguiente:

“Artículo 13.- Las salas, lugares o espacios habilitados para fumadores en conformidad a los dos artículos anteriores, deberán estar aislados o separados del resto del recinto, contar con mecanismos que impidan el paso del humo de una zona a otra, ventilación hacia el aire libre o sistemas de extracción del aire hacia el exterior o disponer de cualquier otra condición o medida apropiada y eficaz para impedir la contaminación del aire del lugar, y a ellos no se permitirá la entrada de menores de 18 años.

Conforme a sus propias facultades fiscalizadoras la Autoridad Sanitaria podrá definir, según el caso, las medidas más apropiadas y eficaces para dar cumplimiento al mandato establecido en el inciso anterior.

En los lugares reservados para no fumadores se deberán exhibir advertencias que prohíban fumar.”

8) Para agregar el siguiente artículo 17 nuevo:

“Se concede acción popular para denunciar las infracciones a la presente ley.

El denunciante percibirá un tercio del valor de la multa fijada a cada infracción.”

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORA ALVEAR, ALLENDE, PÉREZ SAN MARTÍN Y RINCÓN Y SEÑORES ORPIS, CHAHUÁN, ESCALONA, FREI, GARCÍA, HORVATH, LARRAÍN, LETELIER, LONGUEIRA, NOVOA, PÉREZ VARELA, PROKURICA, RUIZ-ESQUIDE, SABAG, TUMA, WALKER (DON IGNACIO), WALKER (DON PATRICIO), Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS) REFERIDO A LA PRESENTACIÓN DE UN PLAN DE REFORMA INTEGRAL DEL SISTEMA PENITENCIARIO

(S 1330-12)

Honorable Senado:

1. Que el sistema penitenciario se encuentra actualmente en crisis, y una de las consecuencias claras de la misma la encontramos en la tragedia ocurrida en la C.D.P de San Miguel donde fallecieron 81 internos.

2. Que la reforma procesal penal a diez años de su exitosa implementación en nuestro país, ha implicado enormes beneficios en términos de la eficiencia, trasparencia, oralidad e inmediación del sistema -situación que ha sido ampliamente reconocida en el ámbito internacional- pero que dada su eficacia ha impactado el sistema penitenciario, donde ha aumentado explosivamente la población sujeta a control penal en los últimos años, sin evidenciar mejoras que avancen en paralelo al nuevo sistema de enjuiciamiento criminal.

3. Que dentro de las demandas de la ciudadanía, una de las de mayor relevancia es aquella vinculada con la seguridad, la que debe ser enfrentada no sólo a través de la implementación de medidas de sanción, sino que debe abarcar mejoras sustantivas en el ámbito de la prevención delictual y, particularmente, en el ámbito de la reinserción social de los infractores de la ley, abogando por la implementación de estrategias que apunten a rehabilitar a aquellas personas que han cometido un delito y así evitar su reincidencia delictual.

4. Que el sistema penitenciario no puede girar en torno a la mera retribución por el acto cometido, sino que debe tener como norte la reinserción social de los penado, y donde la prisión no sea la respuesta principal del sistema, abriendo paso a alternativas a las penas privativas de la libertad, que puedan hacer frente de manera profesional, efectiva y resocializadora a la criminalidad.

5. Que existe un acuerdo trasversal en que el sistema penitenciario requiere de reformas profundas, que lo haga responder de manera más humana, en que se brinde protección a las personas que se encuentran bajo su custodia, pero que también apunten a lograr su reinserción social.

6. Que el artículo undécimo transitorio de la Ley Nº 20.426 de modernización de Gendarmería estableció que “Corresponderá a los Ministerios de Justicia y de Hacienda, en el ejercicio de sus funciones y dentro del ámbito de sus competencias, formular y presentar al Presidente de la República una propuesta de rediseño de la institucionalidad en materia de reinserción social y rehabilitación de las personas sujetas a control penal.”

Es que venimos en presentar el siguiente Proyecto de Acuerdo:

“Reforma integral del sistema penitenciario con énfasis en la reinserción penal de las personas sujetas a control penal”

El Senado solicita al Gobierno que presente en el plazo de 60 días un plan de reforma integral al sistema penitenciario, y contemple que metas a corto, mediano y largo plazo que abarquen a lo menos las siguientes materias:

a) Creación de una nueva institucionalidad, separada de Gendarmería de Chile, encargada de desarrollar las labores de reinserción social de la personas sujetas a control penal, ya sea que se encuentren cumpliendo una mediad cautelar, una suspensión condicional del procedimiento, una medida alternativa o que se encuentren la fase de egreso de la condena.

b) Fortalecimiento de las alternativas a la prisión, de manera que esta opere efectivamente como ultima ratio.

c) Regulación de la figura del juez de ejecución penas, encargado de su control y de una defensa en materia penitenciaria encargada de velar por sus derechos.

d) Creación de nueva infraestructura penitenciaria que responda a estándares de derechos humanos.

(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Mónica Rincón González, Senadora.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pablo Longueira Montes, Senador.- Jovino Novoa Vásquez, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.













� Requerimiento formulado por diversos Diputados, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, nº 2º, de la Constitución Política de la República , con el objeto de que se declare la inconstitucionalidad de las normas que indican del proyecto de ley que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales
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